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Presentación

EN ENERO de 1981, hace ya casi 25 años, se hizo el primer seminario so­
bre el Estado mexicano, celebrado en el Centro de Investigaciones y Es­
tudios Superiores en Antropología Social (CIE5AS). Un grupo se reunió
a discutir los temas y las conceptualizaciones entonces vigentes en las
ciencias sociales. Las temáticas indican cómo se observaba en ese mo­
mento al país y al Estado nacional: por ejemplo, "el Estado y el capita­
lismo", "el movimiento obrero", "las luchas campesinas", "el partido
hegemónico", "la política alternativa". En el ámbito internacional Ro­
nald Reagan acababa de ganar la presidencia en los Estados Unidos y en
El Salvador había una revolución. Nuestro país nadaba en petróleo y el
presidente se engolosinaba con una retórica folclorizada. Eran los últi­
mos días de la supuesta "abundancia".

La idea rectora de ese seminario que culminó con la publicación de un
libro era dilucidar la relación entre el Estado y la sociedad civil. Después del
desgaste y crisis del sistema político mexicano de finales de los sesenta y
primer quinquenio de los setenta la clase dirigente había encontrado una
salida por medio de la reforma política lopezportillista. Operada desde arri­
ba, respondía a presiones provenientes de abajo. La burocracia gobernan­
te parecía urgida de modernizar el sistema. El movimiento obrero y sindi­
cal se habían reactivado. Había destellos de movimientos cívicos en pos de
la democratización de la vida social. La izquierda política se había fortale­
cido y había aceptado participar partidariamente en forma electoral. A fi­
nales de los setenta se discutían diversos proyectos de desarrollo nacional.
Todo esto fue objeto de estudio y debate en ese libro. Imperaba la convic­
ción de que el Estado era una arena abierta a la correlación de diversas
fuerzas. No obstante, se comprobaba que la clase económicamente domi­
nante realizaba su poder político por medio del Estado. Había quienes
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defendían la tesis de que el Estado mexicano seguía manteniendo su po­
tencial nacional revolucionario inicial y que podía ser inclinado hacia
políticas progresistas. Se albergaban esperanzas de un capitalismo nacio­
nal con contenido social. El libro fue una muestra de problemas teóricos
y políticos que se debatían entre intelectuales y políticos mexicanos.

Muchas cosas han cambiado y han desaparecido estructuras com­
pletas; también nuestras categorías de análisis se han modificado y he­
mos perdido la contundencia de los discursos clásicos y fundantes de la
modernidad. También varios colegas de ese seminario han fallecido:
Carlos Pereyra, Fernando Carmona y Guillermo Bonfil.

Al inicio de la década de los años ochenta, la famosa década perdi­
da, el Estado mexicano vivía los últimos días de su ilusión nacionalista
revolucionaria y sus estructuras autoritarias empezaban a crujir; se
realizaban los primeros intentos de inclusión con la reforma política de
1977. En el primer seminario faltaron muchos temas, y sobre todo,
creemos que no alcanzamos a ver el cambio que se venía; como siem­
pre las ciencias sociales llegan cuando el paciente ya falleció y en la
autopsia se dan cuenta de que el mal no era una neumonía, sino un
cáncer. Un año y medio después de la reunión el gobierno se declaraba
en quiebra y nacionalizaba la banca; acto seguido empezaría el ajuste
económico, el cambio de alianzas, la apertura de fronteras y la insur­
gencia cívico-electoral en algunas regiones.

Prácticamente 10 años después se hizo una nueva convocatoria, se
le llamó El Nuevo Estado Mexicano; de 19 temas pasan a 39, y de un
libro, a cuatro. En marzo de 1990, en Chapala, Jalisco, un grupo más
amplio se reunió a discutir otra vez el Estado desde la economía, la po­
lítica, los movimientos sociales y las expresiones de la sociedad. Los re­
ferentes eran: la década perdida; los fraudes electorales; la fractura en
el Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el neocardenismo; el mo­
delo salinista; el desdibujamiento de los viejos actores del régimen revo­
lucionario; el rompimiento de los pactos tradicionales que sustentaron
el Estado de la Revolución mexicana; la búsqueda de las nuevas alian­
zas con los Estados Unidos, con los empresarios, la Iglesia católica; la
negociación del Tratado de Libre Comercio y una selectiva y apurada li­
beralización de espacios políticos para la oposición de centro derecha y
una represión para la oposición de centro izquierda.

En el auge del salinismo el Estado mexicano había experimentado
drásticos cambios que era necesario examinar. Se retomaron temas que
habían sido abordados en el seminario de principios de los ochenta en-
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riquecidos por nuevas miradas, y se tuvieron que abordar temáticas
novedosas. Lo más destacable era que ahora sí se percibía una pujante y
desafiante sociedad civil. Se incorporó el estudio del papel de los militares
y su relación con el Estado. Los partidos políticos, pese a los fraudes, se
iban fortaleciendo. Proseguía el dominio del partido de Estado. Elpresiden­
cialismo, después de un periodo gris, había recobrado fuerzas y presencia.
El Partido Acción Nacional (PAN) tenía nuevo rostro y había optado por
hacer alianza con el salinismo. Predominaban en su seno los neopanistas
provenientes del mundo empresarial. La corriente democrática del PRI ya
escindida se había fusionado con la izquierda y dado origen a un nuevo
partido de izquierda que sufría los embates del salinismo. En términos
económicos se discutía la onerosa deuda y las políticas de ajuste estructu­
ral. Se analizaba el contenido y la aplicación del neoliberalismo. Éste ha­
bía afectado sustancialmente programas básicos sociales como educación
y salud. Había un nuevo rostro de un Estado asistencial focalizado que
aprovechaba sus favores para manipulación electoral. Las regiones habían
despertado con fuerza, surgían nuevos movimientos sociales, el corpora­
tivismo se debilitaba. Los medios masivos también habían cambiado. El
Estado los seguía utilizando para gobernar, pero ya contaban pese a su
supeditación y complicidad con el Estado. La lucha por los derechos hu­
manos que confrontaba al Estado iba en ascenso. La discusión se centra­
ba en los efectos que tendría el adelgazamiento del Estado que implicaba
el abandono de su rectoría económica. Desde la izquierda se defendía la
necesidad de un Estado fuerte que posibilitara tanto la democracia como
la justicia social. Pero se indagaba sobre si el Estado tendría la capacidad
de celebrar un nuevo pacto con las masas y si no crecería su dependencia
del exterior. El estudio enfrentó el reto de encontrar un abordaje sobre el
Estado a partir de un concepto multidimensional que permitiera detectar
sus cambios y tendencias.

De igual forma que en el ejercicio anterior, en 1992, cuando se pu­
blicaron los libros, nadie imaginó lo que sucedería un poco después, la
firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y
unas semanas después la explosión zapatista, el asesinato de Luis Do­
naldo Colosio y la nueva crisis económica, el "error de diciembre" que
otra 'vez nos arrancaba del primer mundo.

A finales del año 2003 se hizo el tercer esfuerzo de un seminario sobre
el Estado mexicano: herencias y cambios. Para ello se convocó a un
grupo de investigadores, especialistas en diversas áreas de las ciencias
sociales. Fenómenos complejos sólo pueden entenderse desde la multi-
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disciplinariedad y desde la infraestructura de múltiples instituciones.
En esta ocasión los grandes ejes de reflexión fueron:

• la globalización y el Estado nacional;
• el bienestar contra el neoliberalismo;
• la sociedad civil y la diversidad;
• la democracia y las herencias del viejo régimen;
• los poderes y el territorio.

Todos los ejes están cruzados por una tensión, las herencias que
persisten y los cambios que apenas despuntan.

A diferencia de los dos momentos anteriores, el clima actual se ex­
presa en un desencanto que se ha empezado a instalar en la ciudadanía;
hay una indiferencia ciudadana creciente. El Estado mexicano está hoy
amarrado al modelo internacional, incluso subordinado al mercado in­
ternacional; no crecemos, pero tampoco tenemos las llaves para echar
a andar la dinámica del crecimiento. No hay avances en las reformas
que se necesitan, el gobierno está dividido, los poderes se mueven a sus
anchas en sus espacios de autonomía, las libertades de expresión son
evidencia cotidiana, los medios dicen lo que les dicta su propia agenda.

El país atraviesa situaciones paradójicas y la zona de grises impide
saber con exactitud la coloración entre las herencias y los cambios. La
materia del seminario fue lo que está pasando en esta época, con sus
antecedentes y proyecciones. ¿México está atorado, o fluye lenta e im­
perceptiblemente? La reforma del Estado es una utopía y las reformas
estructurales están en medio de las zonas de convulsión de los propios
actores.

Acabó la transición, fue larga y tormentosa. La democracia es la
gran interrogante y su consolidación, el reto. El cambio de régimen se
complica, pero ahí está, hoy se llega al poder por la vía de las eleccio­
nes limpias. La mirada sobre los cambios no alcanza a satisfacernos,
pero no se puede negar que también hay cambios, como la transpa­
rencia. Las inercias son mucho más visibles y escandalosas, el ruido
público aumenta; ahí están los casos de una deficiente impartición de
justicia,'de las violaciones a los derechos humanos. Los contrastes del
país perfilan divisiones profundas y contradicciones entre regiones,
clases, entre los integrados y los desheredados, más de la mitad del
país es pobre, muy pobre; el país del norte y el país del sur cada vez
están más alejados.
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La construcción democrática se complica. Expectativas y realidades,
posibilidades y atorones, herencias y cambios. Ésta fue la materia de
esos días de trabajo.

El Estado mexicano, como le ha pasado al Estado en otras latitudes,
se ha vuelto impotente frente a la globalización y a la flexibilización, a
las tecnologías que soportan la sociedad red, como dice Castells. El Es­
tado sufre el ataque de la internacionalización de la economía y por
otra parte, la fragmentación de las identidades culturales, apunta Tou­
raine. La pregunta es: si el Estado pierde capacidad de regulación y de
integración, zcómo se podrá lograr la mezcla entre la economía trans­
nacional y las identidades locales?

Analicemos las herencias y los cambios porque, como dice Susan
Sontag:

Lo "viejo" y lo "nuevo" son los perennes polos de todo sentido de orien­
tación en el mundo. No podemos deshacernos de lo viejo porque en
él está invertido todo nuestro pasado, nuestra sabiduría, nuestros
recuerdos, nuestra tristeza, nuestro sentido del realismo. No pode­
mos deshacernos de la fe en lo nuevo porque en ella invertimos
toda nuestra energía, nuestra capacidad de optimismo, nuestro
ciego anhelo biológico, nuestra capacidad para olvidar [El País, 15
de octubre de 20031.

El seminario generó un conjunto de materiales que fueron discuti­
dos y posteriormente corregidos para su publicación. La temática com­
pleja del Estado mexicano nos llevó a una convocatoria amplia y los
capítulos los integramos en siete partes que forman tres tomos.

Este primer tomo está compuesto de tres partes: "Globalización y
Estado nacional"; "Los poderes"; Territorios y la seguridad nacional. En
la primera parte se presentan cuatro temas, una evaluación del TLCAN

en su décimo aniversario; el proyecto del acuerdo para la integración
del libre comercio de las Américas; los procesos y políticas del fenóme­
no migratorio y la ubicación del problema de la seguridad nacional en
el contexto de la actual inseguridad internacional. Se hace ver cómo el
comercio exterior de México se ha ido transformando fuertemente en
los últimos años. Existe un fuerte dinamismo exportador y un lento
crecimiento de la economía por bajo grado de integración nacional de las
empresas exportadoras. Las exportaciones han corrido por cuenta de
grandes empresarios nacionales, pero sobre todo extranjeros. Se hizo
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una apuesta hacia la industria maquiladora, pero ésta ha sufrido seve­
ros problemas que la hacen vulnerable. Se revisa cómo el TLCAN ha
tenido diferentes efectos sobre empresas y sectores. Se analiza quiénes
ganan y quiénes pierden en el sector agropecuario. Ese instrumento no
resultó suficientemente poderoso para generar empleos. Las oportuni­
dades que pudo haber generado ya están sobrepasadas. Hay un estudio
acerca de lo que implica para América Latina y en particular para
México el Área de Libre Comercio para las Américas (ALCA), y para Méxi­
co y Centroamérica el Plan Puebla Panamá (ppp). Con los ataques terro­
ristas a las Torres Gemelas y el Pentágono el 11 de septiembre de 2001
los Estados Unidos han impuesto el tema de la seguridad y de la lucha
antiterrorista. Esto varió el proyecto foxista de política exterior. Se pro­
fundiza en lo que significa la seguridad nacional y su carácter multidi­
mensional. Se hace una evaluación de cómo este tema debería ser deci­
dido por el propio Estado mexicano y no por el exterior. Una temática
muy importante en la relación mexicana con los Estados Unidos es la
relativa a la migración. México se ha ido convirtiendo en un país de
migrantes. Ha aumentado el número de nacionales que pasan la fron­
tera del norte en busca de trabajo. Las remesas que mandan los mi­
grantes al país también han ido creciendo y han llegado a convertirse
en el principal ingreso de dólares por encima de los renglones petrole­
ro y de inversión extranjera directa. El proyecto de acuerdo migrato­
rio que trataba de impulsar el foxismo se vio frustrado por la política
antiterrorista.

La segunda parte incluye seis capítulos sobre el tema de los poderes.
Se tratan los cambios en el presidencialismo mexicano; la nueva diná­
mica del Congreso y el gobierno dividido; el papel emergente del poder
judicial; los esfuerzos por constituir un nuevo federalismo y la importan­
cia de la democratización de los gobiernos locales. México pasó abrupta­
mente, y sin cambio institucional adecuado, del presidencialismo auto­
ritario al presidencialismo débil. Se discuten los riesgos de esta situación
y las alternativas de cambios institucionales que requieren un diálogo
hábil y responsable entre el poder ejecutivo y el legislativo. Se examina
la tesis. de la parálisis legislativa como amenaza para la estabilidad de­
mocrática y se hace un estudio crítico acerca de si existe dicha parálisis
o se trata del ensayo de nuevos equilibrios políticos. Uno de los pode­
res que ha sido poco estudiado, el judicial, es abordado. Se ofrece una
explicación de cómo opera dicho poder y los cambios que ha ido expe­
rimentando. Se visualizan las tensiones entre las herencias y los cam-
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bias. Un lastre sigue siendo una aproximación formalista al derecho
que repercute en protección limitada a los ciudadanos. Entre los mu­
chos cambios experimentados se enlistan los relativos a las relaciones
intergubernamentales. Se distinguen las descentralizaciones que se han
realizado desde arriba, que transfieren problemas y ofrecen un nuevo
sistema de subordinación, de las que implican participación, diálogo y
construcción más horizontal. Ante el despertar de los gobiernos estata­
les y las nuevas instancias de interlocución que se han ido creando se
propone un modelo de federalismo delegativo y cooperativo. La transi­
ción fue fortaleciéndose desde los municipios. Ha habido no sólo cam­
bios de partidos en los gobiernos locales sino también cambios legisla­
tivos y cambios en los estilos de gobernar. Hay mayor visibilidad de los
funcionarios. Crece la demanda de un federalismo fiscal. Pese a burocra­
tismos hacendarios los municipios van teniendo mayores recursos. Los
ciudadanos tienen posibilidades de ir comparando los diferentes gobier­
nos municipales. No obstante, quedan como rémoras de la autonomía
municipal centralismos y dependencias. También se estudia el problema
del diseño institucional, pues los municipios no pueden cumplir a ca­
balidad sus obligaciones constitucionales. Uno de los grandes obstácu­
los está no sólo en la heterogeneidad y precariedad de recursos sino en las
contradicciones del diseño institucional. No se les han dado las herra­
mientas para aprovechar todo su potencial democrático.

La tercera parte se adentra en el estudio de la relación entre territo­
rio y seguridad, y se integra con cuatro capítulos que investigan las re­
laciones cívico militares, el tráfico de drogas y las dos fronteras del país.
Además de las funciones que han ido adquiriendo las fuerzas armadas a
lo largo del tiempo (protección del territorio y de la población del enemi­
go externo, para colaborar con la paz social y para protección ante desas­
tres naturales) se examina el papel que han tenido en la contrainsurgen­
cia, en la crisis chiapaneca y en el combate al narcotráfico. Se ven las
conflictivas relaciones del ejército con los grupos de derechos humanos
y los problemas de corrupción que han llegado hasta los altos mandos.
Se establecen relaciones entre la opción militar, la seguridad y el tráfico
de drogas. También se hace un examen del papel de la Procuraduría Ge­
neral"de la República (PGR) en el combate al narcotráfico, sus problemas
de corrupción, de mafias internas y de información feudalizada. Se
avanza en detectar los nexos entre los traficantes y los grupos políticos.
La relación de México con los Estados Unidos está marcada por el com­
bate al narcotráfico. Finalmente este tomo estudia las dos fronteras. En
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la del norte hubo movilizaciones ciudadanas que impulsaron la demo­
cratización, pero que han ido decayendo. La élite emergente ha operado
con la vieja base institucional. Ha aumentado el abstencionismo, se ha
dado el lamentable fenómeno de las mujeres asesinadas en Ciudad Juá­
rez y la modernización política sigue pendiente. En la frontera sur la
presencia de ríos de migrantes centroamericanos y el narcotráfico han in­
crementado la violencia. Se establecen las diferencias entre las dos fronte­
ras. Se analizan las continuidades y los cambios del foxismo ante la
frontera sur. El examen de las fronteras tuvo que hacerse teniendo en
cuenta el fenómeno de la globalización.

El segundo tomo se compone de tres partes más: el estado econó­
mico, el estado social y el estado democrático. La cuarta parte reúne
cuatro capítulos que exponen el modelo económico, el estado fiscal, la
deuda y el desarrollo sustentable. La siguiente contiene cinco capítulos
sobre las políticas sociales, los arreglos institucionales para el campo, la
problemática de las políticas de salud, la situación educativa y el mode­
lo de ciencia y tecnología. La sexta parte incluye cinco capítulos que
profundizan los alcances y límites del nuevo régimen, los derechos hu­
manos, los partidos políticos, los procesos electorales, la transición de­
mocrática y la reforma del Estado.

El tercer tomo visualiza a la sociedad civil y su diversidad. Este tomo
tiene sólo una parte con 11 capítulos, en los que se discuten las relacio­
nes entre el Estado y la sociedad y la sociedad civil; las relaciones entre
los empresarios y el gobierno; las restricciones para una reforma labo­
ral; el nuevo poder de los medios de comunicación; los movimientos de
las mujeres en torno a la salud reproductiva; el papel de los jóvenes; el
activismo de los grupos conservadores; las políticas indigenistas y
el movimiento zapatista; los cambios en la Iglesia católica, y los perfi­
les de la cultura política.
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Introducción: perfiles y desafíos del Estado

LA PREGUNTA inicial que nos hacemos es: zcómo podemos pensar e inves­
tigar el Estado en un momento particularmente complicado? La moder­
nidad, que ha sido el marco del Estado-nación, se enfrenta a cambios ra­
dicales en todas partes del mundo. Lo menos que se puede decir es que
estamos frente a una reconfiguración del Estado y la sociedad que ha
sido entendida desde diversas perspectivas en los últimos años; dice Ulrich
Beck (2002) que los debates se han centrado en torno a la complejidad y
la incertidumbre; para unos es la "posmodernidad" (Lyotard, 1987), para
otros es la "modernidad tardía" (Giddens, 1999) o la "modernidad reflexi­
va" (Beck, 2002), otros se centran en las nuevas formas de identidad, unos
más lo conceptualizan en torno al "sujeto" (Touraine, 1997) o la "cons­
telación posnacional" (Habermas, 2000)..

Beck señala que hay una primera y una segunda modernidad; la
primera ha estado basada en las sociedades de Estado-nación,

en las que las relaciones y las redes sociales y las comunidades se en­
tienden esencialmente en un sentido territorial. Las pautas colecti­
vas de vida, progreso y controlabilidad, pleno empleo y explotación
de la naturaleza típicas de esta primera modernidad han quedado
ahora socavadas por cinco procesos interrelacionados: la globaliza­
ción, la individualización, la revolución de los géneros, el subempleo
y los riesgos globales (como la crisis ecológica y el colapso de los mer­
cados financieros globales) (Beck 2002: 1-2).

Conviene hacer un breve repaso de las principales corrientes actua­
les en la discusión sobre el Estado. Una de ellas define el Estado como el
conjunto de instituciones y relaciones sociales (buena parte de ellas san­
cionadas por el sistema legal de dicho Estado) que normalmente penetra
y controla el territorio y a los habitantes que ese conjunto pretende de-
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limitar geográficamente. Tales instituciones tienen como último recur­
so, para efectivizar las decisiones que toman, la supremacía en el con­
trol de medios de coerción física que algunas agencias especializadas del
mismo Estado normalmente ejercen sobre ese territorio. Esa suprema­
cía suele respaldar la pretensión de que las decisiones estatales sean vincu­
lantes para todos los habitantes de su territorio. El Estado incluye di­
versas dimensiones (un conjunto de entes burocráticos, un entramado
de reglas legales y un foco de identidad colectiva) y la credibilidad de ser
el realizador del bien común (O'Donnell et al., 2003: 34). Un Estado
simboliza a la nación en tanto identidad colectiva e implica, además de
la identidad y del sistema legal, un conjunto de burocracias, aunque no
hay que olvidar que el discurso de la nación encubre la dominación de
determinados grupos. Otra precisión básica se refiere a la diferenciación
entre Estado y gobierno que en el lenguaje común suele confundirse. Al
gobierno lo integra la cúpula de las instituciones estatales, o, dicho de
otra forma, es la cúpula institucional del Estado. Otra definición que
destaca es la de régimen. Los autores ya citados subrayan que el régi­
men tiene que ver con los modelos, formales e informales, explícitos o
implícitos, que determinan los canales de acceso a las principales posi­
ciones de gobierno; las características de los actores, que son admitidos
y excluidos de tal acceso, los recursos y estrategias permitidos para
lograrlo y las instituciones a través de las cuales ese acceso ocurre y
desde las cuales, una vez logrado, son tomadas las decisiones guberna­
mentales. Precisan que el régimen es una mediación entre el Estado y la
sociedad. Un régimen democrático es aquel en que el acceso, logra por
elecciones limpias, institucionalizadas con garantía de libertades políti­
cas, por lo que el principal canal institucional está integrado por partidos
políticos que compiten libremente. Siendo el régimen democrático un
componente fundamental de la democracia, no agota su significado.

Hay autores que consideran que se ha suprimido el orden del Esta­
do-nación como concepto y principio de organización investigadora
(Beck, 2002). Aunque es evidente que se requieren nuevos acercamien­
tos conceptuales, no consideramos que el Estado deje de ser un tema
importante para seguir realizando estudios políticos.

La soberanía interior del Estado implica que en el territorio estatal
no haya otra organización (formal o no) con poder igual o superior
al mismo Estado. Esto implica el monopolio del uso efectivo de la fuer­
za, la impartición de justicia de modo definitivo, la capacidad de nor­
mar las conductas de los individuos y de las organizaciones, el que se
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procure los instrumentos indispensables para el cumplimiento de sus
fines y para ejecutar las políticas decididas. Todo esto implica la vigen­
cia del Estado de derecho (VVAA., 2004).

La concepción clásica ha destacado el poder soberano estatal orga­
nizado jurídicamente. El poder estatal se constituye en forma de dere­
cho. Aunque el núcleo de su justificación se encuentra en ser un Estado de
derecho, no se reduce a una construcción jurídico política abstracta,
pues ejerce el máximo poder sobre los habitantes de un territorio, y la
soberanía reside en el cuerpo social. Se ha subrayado su monopolio de
la fuerza legítima, su papel coactivo hacia adentro para mantener elor­
den y su papel defensivo hacia fuera para asegurar y defender las fron­
teras. Es el responsable de establecer relaciones con otras entidades si­
milares, haciendo valer su autonomía política. Tiene que conseguir la
seguridad. El Estado es un mecanismo de unidad en una sociedad civil
con intereses encontrados y divididos. El Estado viene a ser sinónimo de
orden legal (Melossi, 1992). Se ha precisado que tiene una función com­
binatoria de fuerza y de consenso. Se presenta como el conjunto de ins­
tituciones políticas con autoridad para decidir y legislar sobre cuestiones
básicas para la convivencia social. Debe resolver los conflictos dentro de
marcos jurídicos e institucionales. Conforme se ha ido consolidando, el
Estado ha tenido que dotarse de una compleja y eficiente burocracia para
gobernar y para ofrecer los servicios públicos fundamentales. Su resul­
tado ha sido también el de una organización social, y tiene el poder de
reconocer ciudadanos (Bobbio, 1985; Boisier, 1995). Los Estados han
impulsado un modelo de desarrollo. En esta forma es una entidad po­
lítica y administrativa que rige el destino colectivo de una sociedad (Gé­
limer y Patearon, 2001). El Estado ostenta un importante y fundamental
papel administrador. Su administración debe sustentarse en el derecho.
Para cumplir con esto se muestra como un Estado fiscal, pues depende
de los recursos de los ciudadanos para poder responder a las demandas
colectivas. Son objetivos ineludibles de un Estado la estabilidad política,
la paz social y el desarrollo económico (Lüders y Rubio, 1999). Confor­
me se fueron extendiendo las necesidades y los reclamos sociales, fue
apareciendo el denominado Estado de bienestar. Este Estado promueve
la distribución de la riqueza en sociedades marcadas por lacerante desi­
gualdad. Tal Estado plantea que las reglas y modalidades de esa redis­
tribución se pactan socialmente. No se trata de una dádiva compasiva
sino que esa acción redistributiva obedece a derechos reconocidos a la
existencia, al trabajo, al salario justo, a la seguridad social, a la alimen-
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tación, a la educación, a la salud, a la vivienda, al ambiente digno,
etcétera. Los Estados se expresan políticamente como representativos y
adoptan una gran variedad de formas que en sus extremos encuentran
ejercicios autoritarios y democráticos. Aunque en su auge los Estados
reclamaban la construcción de una nacionalidad única, con el tiempo se
ha visto que la mayoría de los territorios estatales se asientan en una
gran variedad de nacionalidades. Es difícil encontrar un Estado que no
contenga una pluralidad de culturas dentro de sus fronteras. El multicul­
turalismo ha demandado que el Estado se convierta en un espacio donde
coexistan y florezcan muchos tipos de identidades individuales y grupa:...
les (Miller, 1997).

El Estado ha sido un producto histórico. Quienes están acostum­
brados a plasmar visiones de largo plazo advierten sobre todo destino
de lo que aparece en la historia: no tiene asegurado un futuro sin cambios
ni una eventual o fatal desaparición. Se hizo clásica la contraposición
analítica entre Estado y sociedad civil. En los últimos años apareció
una distinción tripartita: Estado, sociedad civil y mercado. No obstan­
te se le ha criticado su poca plausibilidad porque el mercado está cons­
truido y constreñido por el Estado y la sociedad civil; el Estado llega a
ser tanto un reflejo del mercado como de la sociedad civil, y la socie­
dad civil se encuentra también definida por el mercado y por el Esta­
do. En esta forma estos tres modos de expresión intereses, preferencias,
identidades y voluntades de los actores no pueden ser separados tan
tajantemente (Wallerstein, 1995 y 1999). No obstante, más allá de su
intrincada relación en la vida diaria, los esfuerzos analíticos tratan
de destacar aspectos para entender mejor el funcionamiento de cada
uno de estos elementos.

Los políticos de las más diversas tendencias se han esforzado por
competir en pos de la consecución del poder estatal. El Estado se ha ido
estructurando en función deljuego de los partidos políticos (Negri, 1993).
No pocos lo han visualizado como un lugar a ocupar, como instrumento
a utilizar. No obstante, se trata, sin duda, de un cúmulo de relaciones en
torno al poder. El Estado también ha tenido detractores acérrimos. Los
anarquistas, los marxistas radicales y aun los liberales han mostrado
su aversión al Estado, al que han tratado de desaparecer los primeros y
de minimizar los últimos. Foucault, reconociendo que se trataba de una de
las más notables formas de gobierno humano, no dejaba de lamentar­
se también de que era de las más temibles. Lo calificó como realidad arti­
ficial, como abstracción mitificada cuya importancia era menor de lo
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que se creía. Ubicaba su principal función en una tecnología del poder.
y el poder se ha caracterizado por el hecho de constituirse en una rela­
ción estratégica que toma cuerpo en instituciones. Reconociendo que
hay poderes difíciles derribar, subrayó casi como ley social que donde
hay poder existe resistencia al mismo. Precisó que la resistencia no im­
plicaba simplemente decir no, sino un proceso de creación y de partici­
pación activa. otra de sus tesis, frente a quienes sólo visualizan como po­
der el que constituye al Estado, ha sido que en la sociedad existe una mul­
tiplicidad de poderes, que la sociedad no es un cuerpo unitario en el que se
ejerza sólo un poder. Trató de mostrar que la sociedad es un archipiéla­
go de poderes diferentes. No descartó la existencia del poder estatal, pero
puso de relieve que los procedimientos del poder son técnicas inventadas,
que se perfeccionan y desarrollan, por lo que llamaba a escudriñarlas
y no quedarse solamente en el estudio del aparato estatal. También advir­
tió que había muchas conductas que escapaban de control del poder y
que había instancias que configuraban un poder al margen del Estado
(como el narcotráfico) (Foucault, 1999).

En los últimos años del siglo xx, con el auge del neolíberalismo' el
Estado sufrió los más duros embates y en los países en desarrollo expe­
rimentó un gran debilitamiento; entró en una severa crisis. Con el neo­
liberalismo el Estado fue colocado en lo más bajo de sus capacidades.
La libre movilidad de capitales transformó los Estados. Los capitales
financieros se independizaron de las estructuras productivas y de las re­
gulaciones nacionales para circular en una globalización, y los Estados
fueron supeditados a los mercados financieros privados (Lechner,
1995). El territorio económico fue violado por fuerzas económicas ex­
ternas y sigue siendo minado por una red global de economía criminal.
El Estado se fue alejando de las necesidades de los individuos concretos
(Blanch, 2000). Decreció la capacidad estatal de dirigir la economía. El
Estado experimentó una severa crisis fiscal que el diseño del Estado de
bienestar no pudo soportar (Offe, 1996). Se argumentó que el Estado
de bienestar había matado la iniciativa y la competencia. Las ayudas es­
tatales fueron condenadas como trampas para pobres. A la reducción

,1 El neoliberalismo es la corriente de pensamiento que se fue haciendo práctica dominante basada en
la reactivación del liberalismo económico que plantea reducir la intervención del Estado tanto en lo
social como en lo económico, liberalizar los mercados, suprimir las fronteras para los productos, destruir
los sindicatos, no respetar la seguridad social, flexibilizar el trabajo y privatizar empresas públicas a favor
de grandes corporaciones. Para el neoliberalismo el mundo es una serie de mercados por conquistar, no de
sociedades, no de poblaciones con historia, cultura, necesidades, proyectos. Más que crear riqueza se toma
donde se encuentra. Se glorifica la tecnología (Petrella, 1996).
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de los gastos en políticas públicas se le pretendió encarar reactivando un
espíritu de voluntariado y de autoayuda que actuara en lugar del Esta­
do. Se quiso transferir la responsabilidad estatal a la buena voluntad de
individuos de la sociedad civil. Se encomendó a los individuos valerse
por sí mismos. Se abandonó la concepción de que era función del Esta­
do velar por los desfavorecidos. Hubo un alejamiento de la justicia y de
la equidad (García y Lukes, 1999). Se emprendió una cruzada contra el
papel del Estado como garante de derechos. El neoliberalismo ha infli­
gido importantes derrotas al mundo del trabajo, le ha arrebatado viejas
conquistas sociales y ha modificado la forma del Estado. Se degradaron
y hasta desaparecieron las prestaciones sociales. Se atentó también con­
tra el derecho a la salud. Se pretende privatizar todo lo que estaba en
manos del Estado, hasta la educación para hacerla negocio y matar el
pensamiento crítico. Crecen las tendencias hacia la corporativización
privada (Chomsky, 2002). Los dogmas neoliberales han tenido una apli­
cación con consecuencias desastrosas. Hay disminución de todos los de­
rechos sociales, se han agravado las desigualdades, la pobreza y la ex­
clusión y se ha mantenido o extremado el carácter autoritario del poder
que realmente se ejerce (McMurtry, 2002). Hay una especie de nueva
dictadura no personalizada. Se exacerbó la defensa de la propiedad pri­
vada. La economía quedó determinada en función de los intereses y las
estrategias de los poderes mundiales privados. Fueron debilitados los
sistemas de valores fundados en la solidaridad y la ciudadanía. Por en­
cima de los derechos sociales se fueron imponiendo las concepciones de
competitividad sin límites, adaptación y flexibilidad. El gobierno de la
economía fue pasando a empresas multinacionales principalmente pri­
vadas (Petrella, 1996). Las políticas neoliberales han provocado una
gran cantidad de crisis y un desarrollo desigual e injusto. El neolibera­
lismo ha propiciado que el poder estatal se instrumentalice sin las an­
teriores mediaciones por parte de la clase dominante (Petras, 2000). Se
asiste así a una oligarquización del Estado donde grupos sociales redu­
cidos deciden los temas centrales de la gestión pública y avanza una
despolitización que configura una ciudadanía de baja intensidad (Osa­
rio, 2001).

El EStado ha sido por naturaleza una entidad antiglobal, pues gene­
ra funciones legales, penales y administrativas en un territorio bien de­
finido por fronteras (Blanch, 2000). El proceso de globalización capita­
lista dio al traste con esa delimitación de fronteras (Atina, 2001). La
globalización ha implicado el fin de la concepción organizada en pará-
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metros de territorios estatales. En sentido estricto no es que hayan desa­
parecido los Estados o que hayan perdido relevancia, sino que han perdi­
do poder. Estados y sociedades se encuentran delimitados territorialmen­
te, pero la economía se ha mundializado y no ha quedado constreñida a
las viejas fronteras (Beck, 2002). El Estado nacional ha sido desbordado
en sus capacidades básicas por una economía globalizada. Los Estados ya
no tienen el control de sus propios territorios. Las fronteras se hacen más
difusas. Subsisten las formas en torno al Estado-nación, pero hay poten­
tes fuerzas desnacionalizadoras (Habermas, 2000).

El Estado nacional trata con dificultad de adaptarse a las nuevas
condiciones económicas, tecnológicas, sociales y culturales. El Estado
ya no es algo indivisible sino algo compartido con agencias internacio­
nales. Es un actor más entre otros muchos, algunos de ellos con ma­
yor poder. Se encuentra ante fuerzas competidoras y hasta corrosivas
como las tendencias tecnológicas. La economía mundial ha restringido
las posibilidades de políticas económicas autónomas por parte de los
gobiernos estatales. Imperan las reglas de organismos internacionales.
Emergen formas multiestatales. Los Estados se adelgazan a favor de
otros sujetos que acotan su capacidad de imponer reglas a sus ciudada­
nos y de aplicar políticas públicas independientes (Atina, 2001). La glo­
balización hasta ahora ha sido la extensión mundial del capital dirigida
por el capital financiero (Almeryra, 2003). La globalización ha sido la
estrategia de expansión de firmas trasnacionales. Se ha impuesto un
fundamentalismo mercantil. Se ha querido imponer la visión de que no
hay alternativa, y aumenta el imperio de los oligopolios.

Aparejada a esa dinámica sobreviene una involución democrática. Au­
mentan áreas secretas de toma de decisiones. Las decisiones importantes
ya no se encuentran en el ámbito estatal, y son tomadas por organismos
supranacionales, por organismos internacionales o por empresas multi­
nacionales. El desgaste del Estado ha implicado una desterritorialización
de la política. Hay un vaciamiento de las arenas nacionales y una abdi­
cación de los derechos de autodeterminación. Los Estados, sobre todo de
los países periféricos, han perdido poder. Desaparecieron o se reduje­
ron a. su mínima expresión los Estados de bienestar. Se dejó el papel
redistributivo para ponerse al servicio de los intereses de las grandes
empresas. Se ha ido atacando el espíritu de solidaridad y hay el pro­
pósito de eliminar todo derecho social que obstaculice el auge del po­
der privado. Paradójicamente se ha llegado a lo contrario de la razón
del origen del Estado, pues ya no es garante de la seguridad pública
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ni de la paz interna y se ha convertido hasta en fuente de inseguridad.
Así se ha llegado a hablar de un Estado anómico (Waldmann, 2003).

No obstante, los Estados siguen vigentes, sobre todo en sus funcio­
nes represivas hacia dentro. Además, los aparatos estatales cada vez
más se encuentran supeditados a los intereses empresariales internos y
externos. Habría que hacer algunas precisiones. Si en los países perifé­
ricos hay una erosión del aparato estatal, en los países centrales se
asientan los núcleos decisorios del capital financiero y se experimenta
una reconcentración del poder del Estado (Amín, 2003).

Como indica Foucault, este nuevo poder se ha topado con resisten­
cias y movimientos mundializados que también demandan una globa­
lización de otro tipo, no depauperadora, no expoliadora ni devastadora
del medio donde las decisiones que atañen a todos no queden circuns­
critas a reducidos núcleos.' Cada día es más evidente que existen espa­
cios más amplios que los de los Estados-nación, en los cuales no hay
democracia; pero ante eso se ha detectado lo que se ha denominado
"glocalizacíón", entendida como la necesidad de lugares de decisión más
próximos (Dahrendorf, 2002). También se ha ido configurando una
resistencia para que no se reduzca el papel del Estado en cuanto a la
atención de los derechos ciudadanos en todas su dimensiones y genera­
ciones. Aun los organismos internacionales que han impulsado las
políticas neoliberales al servicio del capital financiero han tenido que re­
conocer que sus medidas han agravado la distribución de la riqueza y
que las reformas aplicadas empeoraron la situación de los salarios y del
empleo y agravaron la pobreza.' En el paquete de propuestas alternati­
vas se encuentra una fundamental: si el abandono de la ética ha propi­
ciado la actual descomposición social mundial, una revitalización de la
ética política tendría que estar en la base de cualquier modelo alterno.

Hay un reconocimiento de que el Estado resuelve unos problemas, pe­
ro crea otros, y que estaría incapacitado si tratara de hacer valer mecanis-

1 Las movilizaciones plurales realizadas desde Seattle hasta Cancún en contra de los organismos
mundiales que han pretendido orientar los rumbos de la globalización y las reuniones alternativas que
proclaman que otro mundo es posible son la muestra más visible de esa resistencia. El fracaso de la reu­
nión de la Organización Mundial del Comercio (OMe) en Cancún por un bloque de países periféricos que
ya no quisieron adoptar las medidas de los países centrales sin que éstos también cedieran y abandona­
ran su proteccionismo se ha visto como el inicio de una nueva etapa ante el evidente fracaso del neoli­
beralismo (se puede consultar el escrito de Immanuel Walierstein "Cancún: el colapso de la ofensiva neo­
liberal", publicado por La Jornada el 10 de octubre de 2003).

'Presentación en la Universidad Iberoamericana por parte de representantes del Banco Mundial (BM)

del estudio Desigualdad en América Latina y el Caribe: aupture con la historia?, 7 de octubre de 2003. Un
reconocido economista, ex funcionario de organismos mundiales, ha realizado fuertes críticas a los re­
sultados de las medidas neoliberales (Stiglitz, 2002).
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mos tradicionales. No habría que perder de vista que la realidad estatal no
es homogénea, y que está tensa por contradicciones en su seno. Se le ha
acusado de ser un parásito inevitable, que ya no es capaz de expresar la
soberanía. Teniendocomo finalidad básica ofrecer seguridad a los ciudada­
nos, se ve el deterioro de esta obligación que fuerza a la búsqueda de poli­
cías privados. Los intereses privados aumentan en funciones que antes
eran estatales, como el suministro de la luz y el agua. Seve al Estado como
perdiendo su papel obligado de mediador entre lo particular y lo general.
Muchas discusiones han llegado a concluir de que la globalización ha im­
plicado el fin de la concepción organizada en los parámetros del territorio
y del Estado-nación. Mientras el Estado y la sociedad están determinados
territorialmente, la economía ha pasado a otra dimensión. Existen recur­
sos globalizados y poderes localizados, pero sin vínculo (Beck, 2002).

Se cuestiona si el sistema de Estados será sustituido por otro siste­
ma. Sin embargo, hasta ahora el futuro de los Estados no está cancela­
do. Prosiguen, por ejemplo, los esfuerzos internacionales para regular
las relaciones entre los gobernantes y las poblaciones minoritarias resi­
dentes en sus territorios (Krasner, 2001). Ante las aseveraciones de que
la globalización conlleva la extinción del Estado se ha llamado la aten­
ción de que eso no puede ser tan drástico porque los individuos siguen
perteneciendo a algún Estado concreto. En las interrelaciones de políti­
ca exterior las unidades siguen siendo los Estados (Vitalle, 2002). Fren­
te a la globalización del terror, hay que volver a los acuerdos entre los
Estados, que indudablemente han perdido poder.

El Estado, al haberse debilitado y al haber abandonado sus obliga­
ciones sociales, ha dejado que los sectores más poderosos sean los que
en verdad parasiten a las mayorías. Pero hasta ahora no hay otra enti­
dad con capacidad para integrar las contradicciones de una población
que habita en un territorio. Ante las desigualdades e injusticias se ne­
cesita la intervención estatal. Se ha visto que garantizar la seguridad
social a los ciudadanos no es algo imposible desde un punto de vista fi­
nanciero (Petrella, 1996). Al Estado competen las decisiones políticas de
carácter estratégico que movilicen las potencialidades de la sociedad. Si­
gue siendo un actor central (Esser, 1999).

La modernización del Estado implica la posibilidad de que desem­
peñe las funciones que le corresponden, que sea capaz de conducir y
perfeccionar el sistema político y asegurar congruencia en el funcio­
namiento de este sistema ante una economía globalizada (Lüders y
Rubio, 1999). El papel tutelar de los débiles persiste entre las funcio-



22 • ALBERTO f.:lIZ NASSIF yJORGE ALONSO SÁNCHEZ

nes estatales. Se requiere que el Estado siga teniendo un papel redistribuí­
dar de la riqueza. Sigue siendo necesario un Estado regulador. Se debe ha­
cer surgir un nuevo Estado social. Es necesario que se fortalezca un
poder estatal frente a las fuerzas económicas trasnacionales y la domina­
ción de los Estados hegemónicos.

El Estado ha ido evolucionando. Ha ido pasando de un papel admi­
nistrativo a uno gerencial. Se agotaron tanto las etapas del viejo Esta­
do desarrollista" como las de su contraparte neoliberal. El Estado que
las mayorías reclaman es uno que combine la equidad social y la
democracia política. Es cierto que hay y crece un divorcio entre los ciu­
dadanos y el Estado. Al Estado sigue compitiendo el reconocimiento de
ciudadanía y de identidades. Sin embargo, las identidades y su acción
persisten y suelen vivir en resistencia y al margen de ese reconocimien­
to. Pero los derechos ciudadanos no podrán ser reconocidos y ejercidos
si no convergen los ciudadanos y el Estado.

Aunque en la vida diaria se encuentran entrelazados, el mercado, el
Estado y la sociedad civil tienen sus lógicas específicas. Lo cierto es que
ni Estado ni mercado ni sociedad civil por sí solos podrán establecer un
futuro afín a los intereses de las mayorías y a la convivencia pacífica.
Las deficiencias del mercado para evitar la injusticia han quedado am­
pliamente demostradas. El ámbito en que podrían interactuar sería el
democrático. No obstante, surge otro problema: la democracia va per­
diendo legitimidad y no garantiza que se elijan buenos gobernantes y
menos que resuelva las carencias sociales. También se apunta al pro­
blema de la subpolitización. Ciertamente crecen la incertidumbre y los
riesgos. No obstante, la democracia sigue siendo un instrumento
para impulsar al Estado a ser guardián de la paz y a fungir como me­
diador entre intereses grupales e individuales (Bauman, 2001). Para
poder responder a las exigencias ciudadanas el Estado tiene que ser
profundamente democrático. Cuando se habla de Estado democrático
se insiste en la dimensión política del Estado en cuanto comunidad y
ciudadanos. El Estado debe garantizar las pautas de la convivencia so­
cial (Lechner, 1995). El gran problema actual es que la ingobernabili-

4 Según esta concepción todo país podía desarrollarse si su Estado adoptaba las politicas apropiadas.
El resultado seria que al final del proceso todos los Estados serian semejantes. Pero vinieron los proble­
mas de las deudas externas impagables por las altas tasas de interés que se dispararon (a través de lo cual
se agotaron los recursos de los paises deudores) y después se impuso la politica de fronteras abiertas sin
restricciones comerciales a los paises de la periferia, sin una correspondiente acción en los países centra­
les que prosiguieron con su proteccionismo. El resultado ha sido la concentración de las riquezas en un
lado y el máximo debilitamiento en el otro.
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dad económica conduzca a nuevos autoritarismos bajo ropajes demo­
cráticos formales.

En América Latina la discusión del Estado ha destacado que en sus
concreciones los Estados pretenden ser vistos como Estados para la na­
ción, pues el poder corporizado en el Estado presenta la visión de sí mis­
mo. Los Estados combinan los medios de coerción, administración y
legalidad. Las burocracias estatales tratan de proveer una careta razo­
nablemente adecuada de bienes públicos y de soluciones a problemas
colectivos. Pero en América Latina la credibilidad de los Estados como
realizadores del bien común ha ido a la baja. Los Estados capitalistas la­
tinoamericanos con el poder coercitivo sancionan y respaldan un orden
social que incluye la dominación de quienes controlan los medios de
producción y los circuitos del capital financiero. Aunque en los últimos
la inmensa mayoría de los Estados latinoamericanos han tenido acceso
a la democracia, ante los ciudadanos presentan una cara ambigua, pues
pese a que proveen de bienes públicos a las mayorías, son garantes de
relaciones sociales inherentemente desiguales. Se ha disminuido su ca­
pacidad de velar por el bien colectivo. El déficit de credibilidad de estos
Estados es producto de la ineficacia de sus instituciones democráticas,

_ y prevalecen intereses privados que impiden la realización del interés
general. Esto ha llevado a dichos Estados a una situación muy preca­
ria, pues un Estado burocráticamente ineficiente y económicamente co­
lonizado por los intereses privados no puede cumplir con su dimensión
legal. Ofrece sólo una legalidad truncada. Ese tipo de Estado resulta in­
capaz de actuar como filtro y moderador de las desigualdades sociales,
y se convierte en un reproductor activo de las desigualdades existentes y
en un facilitador de las devastadoras consecuencias de la globalización.
En esta forma dichos Estados de baja eficacia, de legalidad truncada y
de afirmaciones nacionales poco creíbles coexisten con regímenes demo­
cráticos y son responsables de un desprestigio creciente de la democra­
cia. En lugar de extender los derechos civiles y sociales, esos Estados de­
bilitados los obstaculizan. Se ha hecho ver que es imposible que haya
Estados neutrales, pues son espacio de condensación, mediación y pro­
ducción de relaciones de poder. Se reproduce una dominación social y
económica que se acentúa por una economía capitalista neoliberal con
enormes dificultades para implantar y extender derechos civiles y so­
ciales. Así, estos Estados no son creíbles como Estados para la nación y
resultan hostiles para la mayoría de la población, pues se convierten en
Estados servidores de hecho de la fracción menos nacional. Estos Esta-
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dos obstruyen los proyectos colectivos que pudieran promover el sen­
tido de un futuro colectivo mejor. Muchos gobernantes han tratado de
explicar ese debilitamiento por los impactos de la globalización. Pero los
autores que discuten esta situación han hecho ver que eso se ha debido
a que se ha enfrentado pasivamente la globalización. Han argumenta­
do que, precisamente porque los vientos de la globalización son tan
fuertes, los países necesitan más que nunca Estados para sus naciones.
Han precisado que esto no implica que dichos Estados sean grandes o pe­
sados, pero sí deben ser fuertes en el sentido de que procesen los impac­
tos de la globalización, adaptándose selectivamente a los más irresistibles
y redirigiendo otros. Se acepta que el elefantismo que las burocracias
estatales habían adquirido contribuyó a la escalada antiestatista que
debilitó a los Estados. Sobrevino así una indiscriminada eliminación de
agencias estatales y se llegó al grado de que se afectó gravemente el cum­
plimiento de funciones básicas del Estado hasta en lo relativo a la vigen­
cia de derechos civiles y sociales elementales. Ciertamente la globalización
impone fuertes restricciones aun a Estados fuertes y desarrollados, pero
existe una gran distancia entre esa comprobación y la pasividad guber­
namental. Estos autores han planteado que el problema no radica en el
tamaño de las burocracias sino en su ineficacia. Pero sólo serán eficaces si
dichos Estados tienen visiones estratégicas.

En Latinoamérica urge una reforma del Estado. Se tiene que plan­
tear qué tipo de Estado se quiere para qué tipo de nación. Ante la in­
mensa pobreza y sobre todo ante la insultante desigualdad los sectores
populares necesitan Estados fuertes, eficaces, efectivos y creíbles. Sólo
Estados de esa naturaleza serán capaces de corregir las ya intolerables
desigualdades (VVAA.., 2004).

Los Estados latinoamericanos deben revertir el deterioro de los dere­
chos sociales, superar injusticias y desigualdades y además suministrar a
sus poblaciones protección contra la violencia privada, las bandas terro­
ristas y las mafias. La discusión latinoamericana sobre el Estado seña­
la que en la región los niveles de pobreza son muy altos, el crecimien­
to económico es insuficiente y aumenta la insatisfacción ciudadana con
la democracia. Hay muchos excluidos. Una gobernabilidad democráti­
ca implicaría una sólida protección de los derechos humanos y una
reinvención de la política. Imperan los poderes fácticos (sobre todo del
dinero y de los medios electrónicos) y los cambios electorales no reme­
dian los males, lo que repercute en crisis de representación política. La
reforma del Estado que se necesita debe generar una interacción entre
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Estado y sociedad en cuanto a una profunda democratización en los dos
sentidos. Hay que generar un Estado democrático respetuoso de todos los
derechos, sobre todo del derecho al desarrollo, pues las democracias lati­
noamericanas se encuentran incompletas tanto del lado de la ciudadanía
civil como, sobre todo, de la ciudadanía social. La reforma del Estado debe
atender la promoción de una nueva estatalidad y la expansión de la au­
tonomía del Estado en el contexto de la globalización. Para fortalecer
la democracia se tiene que recuperar el papel del Estado. Esto no tiene que
ver con la vieja discusión del tamaño del Estado sino con la necesaria ca­
pacidad estatal como condición para ampliar la democracia, que implica
la capacidad de actuar de modo efectivo frente a los problemas de expan­
sión de la ciudadanía. Si bien la globalización ha erosionado la efectividad
de los instrumentos estatales de regulación económica y ha dejado en
manos de los Estados nacionales la tarea de mantener la cohesión social,
pero con menores márgenes de acción para lograrlo, todavía hay capaci­
dades de autonomía para la definición de los grandes problemas, si se ge­
nera participación democrática y las decisiones se toman teniendo en
cuenta las necesidades de las mayorías (VVM., 2004b).

La gente común y corriente ha ido perdiendo interés en la democra­
cia porque el Estado no funciona de manera confiable (Conaghan,
2004). Se requiere expandir la ciudadanía como condición fundamental
para la gobernabilidad de los países. El desafío implica la construcción
de un verdadero Estado democrático; un Estado que sea portador creí­
ble de significado político para la ciudadanía en general (Ackerman,
2004). Cuando se consigue un Estado democrático de fondo hay una
capacidad virtuosa de expandir la ciudadanía. Esa expansión salvaguar­
da el carácter democrático del Estado.

Punto clave para el funcionamiento adecuado de los Estados lati­
noamericanos es que logren una profunda reforma del Estado. Hay auto­
res, como Barón, que sostienen que es completamente ilusorio pensar
que sin una reconstrucción integral del orden estatal puede haber una
salida a la crisis. Dicha reforma tendría que implicar un fortalecimien­
to fiscal del Estado, terminar con el veto contributivo de las clases
dominantes y evitar la evasión. También debe considerar la jerarquiza­
ción' de la administración pública y una reforma administrativa, la lu­
cha contra la corrupción, la redefinición de una nueva estrategia de in­
tervención del Estado en la vida económica y social y el mejoramiento
de los mecanismos de funcionamiento estatal, transparencia y control
ciudadano. La participación ciudadana ha encontrado cauces como el
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presupuesto participativo en Porto Alegre, Brasil. Dicha reforma del
Estado considera además una reforma política radical capaz de perfec­
cionar instituciones y prácticas democráticas. Ha de lograr que las le­
gislaturas sean más receptivas a las necesidades de la gente. Entre otros
puntos tendría que debatirse lo relativo a la revocabilidad de mandatos,
la mejor selección de dirigentes y candidatos de partidos, el papel de los
medios de comunicación y la emancipación política de los mercados.
Sólo una reforma verdaderamente democrática del Estado podrá ofrecer los
instrumentos para detener la barbarie del neoliberalismo (Barón, 2003).

En México, inmediatamente después de la alternancia, un amplio
equipo interdisciplinar y plural se dio a la tarea de estudiar y discutir
durante un semestre lo que implicaría una reforma del Estado para cul­
minar la transición a la democracia. Sus resultados y propuestas fue­
ron entregados al nuevo presidente y publicados en un libro (Muñoz
Ledo, 2001). Sin embargo, los partidos se enfrascaron en sus propios
intereses y cálculos electorales, y la reforma no sólo no prosperó sino
pareció alejarse. No obstante, con la agudización de la crisis política de
una sucesión adelantada en 2004 y la polarización social, políticos, em­
presarios e intelectuales volvieron sobre la temática de la reforma del
Estado. Se veía que los problemas se habían agudizado porque se había
postergado la reforma del Estado. Estaban ausentes los grandes acuer­
dos nacionales que orientaran la convivencia. En septiembre de 2004 la
Cámara de Diputados y la Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM) organizaron el foro Gobernabilidad Democrática: ¿Qué Refor­
ma? Muchos de los temas tratados cuatro años atrás volvieron a apa­
recer, pero ahora con la evidencia de que el modelo presidencialista no
era operante. Se planteó la necesidad de reinventar el Estado desde la
perspectiva del desarrollo humano. Si bien se habían alcanzado la de­
mocracia electoral y el pluralismo político, todavía faltaba mucho. La
desigualdad y la exclusión eran fronteras de legitimidad del Estado. Se
tenía que llegar a reformas administrativas que actualizaran la función
pública y lo hicieran eficaz.

Ante el agotamiento y fracaso del presidencialismo en un marco
pluripartidista y la falta de acuerdos entre los legisladores se propusie­
ron salidas semipresidencialistas, semiparlamentarias o de plano parla­
mentarias. Se invitó a analizar las figuras de jefe de Estado, jefe de go­
bierno, primer ministro o jefe de gabinete. Se debía llegar a conseguir la
regulación de la autoridad y la estricta rendición de cuentas de todos los
poderes y de todos los partidos.
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La reforma del Estado conllevaría una nueva reforma política y
electoral para reducir tiempos y el dispendioso gasto de las campañas
políticas y de las precampañas; para regular el financiamiento privado
y evitar dinero sucio; para acabar con la debilidad de los controles pú­
blicos respecto de los gastos electorales; para lograr plena fiscalización
y transparencia en la rendición de cuentas de los gastos partidistas; para
conseguir la neutralidad de los gobiernos en las elecciones; para demo­
cratizar profundamente la normatividad de los métodos internos de los
partidos. Se volvió a discutir la segunda vuelta en la elección presiden­
cial, la reelección de diputados y presidentes municipales, la disminución
del número de diputados y la unificación de los calendarios electorales.
También se puso de nuevo en el tapete de la discusión la conveniencia
de las formas del plebiscito, referendo e iniciativa popular.

No sólo el sistema electoral necesitaba nuevos ajustes sino también el
dejusticia y el de seguridad. Asimismo urgía que se legislara sobre los me­
dios para hacerlos facilitadores de la discusión y no protagonistas del
debate. Se planteó la necesidad de evitar que los medios impusieran el rit­
mo y el tono del debate y modificar el sistema informal que representaban.
Había que acotarlos y reducir su monopolio. Habría que lograr transpa­
rencia de los medios con los partidos en las campañas. Sepropuso crear un
defensor de los electores que defendiera los intereses de la sociedad frente a
los excesos de los medios. Cualquier reforma estaría destinada al fracaso si
los medios no se democratizaban y rendían cuentas a la ciudadanía.

El modelo económico neoliberal ha sido visto como un impedimento
para la convivencia con justicia social y como el culpable de la amplia
frustración frente a la democracia. Habría que asegurar que los objetivos
sociales, junto con los de estabilidad y crecimiento, formaran parte indi­
soluble de las políticas públicas. Muchos intelectuales coincidieron en que
se necesitaba una rectificación sustancial de las políticas aplicadas por el
gobierno, de las cuales la mayoría se sentía excluida. Si persistía el mode­
lo económico se profundizaría el empobrecimiento y la desigualdad y se
propiciarían ingobernabilidad y violencia. Hacía falta un pacto social. Se re­
conocía que el Estado ausente que había logrado el neoliberalismo había
cedido sus espacios tradicionales a los poderes fácticos e ilegales y a las in­
fluencias trasnacionales. Había que conseguir un auténtico Estado de de­
recho que regulara el ejercicio de la autoridad, obligara a la rendición de
cuentas y garantizara la seguridad de los ciudadanos (Muñoz Ledo, 2004).

La democratización política y la democratización social conducirían
la revalorización del Estado y una nueva inserción de la economía
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mexicana en el escenario internacional. Hubo acuerdo en que si no se
lograban consensos se vería afectada la gobernabilidad del país. Más
allá del listado de cambios puntuales, se necesita una reforma integral
de gran aliento. La reforma no podrá prosperar si no se le saca de su
ámbito de discusión elitista. Tiene que propiciarse una discusión que in­
volucre a una gran proporción de ciudadanos que la hagan suya y la
impulsen."

Paradójicamente las corrientes liberal, neoclásica y marxista coinci­
den en su desconfianza y aversión al Estado. No obstante sus fracasos
y limitaciones, la desaparición estatal es una ilusión (Borón, 2003). Pero
los Estados son necesarios por la limitación de las capacidades cogniti­
vas de los agentes, porque la coherencia no es natural ni espontánea
y porque se requiere una legitimidad que salvaguarde la convivencia
(Sapir, 2004).

En el mundo se ha venido expresando una convicción que se va
haciendo cada vez más fuerte en cuanto a que sólo una mayor impli­
cación de los ciudadanos en el ámbito político podría empujar la cons­
trucción de un Estado en el que se redefiniera una nueva soberanía de
cara a la globalización. Si se dice que es difícil democratizar el dinero,
esa dificultad disminuye cuando se trata del poder (Habermas, 2000).
Antes se esgrimía la soberanía hacia fuera y se imponía una jerarqui­
zación hacia adentro. Actualmente hay que reconocer la estructura
cada vez más densa y compleja de relaciones de colaboración y nego­
ciación. Se tiene que dar una nueva forma en el ejercicio del poder esta­
tal. Tendría que ser más versátil y multiforme en la búsqueda de coo­
peración internacional e interna. La acción estatal no puede quedar
reducida a mediar pasivamente entre intereses y sujetarse a su dictado.
Se tiene que aprovechar la interdependencia. Hay que adaptar a un Es­
tado que debe garantizar los derechos de sus ciudadanos nacionales. Se
debe crear una esfera pública apoyada en el principio de legitimidad de­
mocrática. El Estado tiene que estar controlado por los ciudadanos (Va­
llespín, 2000). El Estado tiene que servir a los ciudadanos y no al revés
(Vitale, 2004). En este empeño habría que salvaguardar la nueva esfe­
ra pública no estatal, las nuevas formas de representación y de mani­
festación desde la base de la sociedad (Cunill, 1997). La pluralidad ha
ido rompiendo las tendencias homogenizadoras. Se manifiestan repar-

'Se pueden consultar las ponencias en la página de la Cámara de Diputados:
http: www.camaradediputados.gob.mx
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tidos entre varios actores y hay un pluralismo de organizaciones. Fren­
te a los actuales poderes concentrados es previsible que se enfrente un
creciente poder ciudadano.

Hay que lograr la capacidad de administrar la globalización desde
intereses regionales. Buscar un nuevo contrato social global en simbio­
sis participativa con Estados verdaderamente democratizados desde el
poder de una ciudadanía activa. Es factible pugnar por un Estado cívi­
co donde se ponga al ciudadano por encima del consumidor, se abando­
ne la unidimensionalidad y se encuentren puntos de cooperación. Como
los Estados muchas veces se equivocan dejados a sus propios impulsos,
los movimientos cívicos los deben domesticar para ponerlos en verdad
al servicio de la sociedad. Un Estado cívico implica un régimen plural
de partidos, imperio del principio de la tolerancia, acuerdos recíprocos
en beneficio de la colectividad, actividad de una multiplicidad de orga­
nizaciones en un ambiente de Estado de derecho (Guerrero, 1999). En
lugar de propiciar la competencia entre Estados, no está descartada una
visión que propugne la cooperación entre los pueblos. Meta alcanzable
es la construcción de la convivencia entre la pluralidad de culturas. Es
posible impulsar una transición hacia un Estado plural (Villero, 1998).
Un Estado cívico y plural puede mitigar y hasta revertir los males de la
globalización capitalista.
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El Tratado de Libre Comercio de América
del Norte 10 años después. Balance

y perspectivas para México

RESUMEN

DESPUÉS de 1982 México ha experimentado profundas transformacio­
nes económicas, sociales y políticas. A partir de ese año cambió su mo­
delo de desarrollo volcado al interior por otro orientado a las exporta­
ciones. Emprendió reformas económicas tendientes a desregular y libe­
ralizar la economía y a privatizar las empresas paraestatales. Todo ese
proceso culminó en la firma de varios acuerdos y tratados comerciales
entre los que destaca el Tratado de Libre Comercio de América del Nor­
te (TLCAN) que signó México con los Estados Unidos y Canadá, porque
significa la mayor parte de las transacciones de México con el exterior.
Este tratado despertó grandes expectativas de que México lograra encau­
zarse por la senda de una modernización basada en el aumento de los
intercambios comerciales con el exterior y en atraer inversión extranjera
que fuese capaz de generar dinamismo y efectos de arrastre sobre el con­
junto de las actividades económicas y que, por lo tanto, propiciara la
creación de empleos, el mejoramiento de los salarios y la retención de los
mexicanos que migran a los Estados Unidos. ¿Qué ocurrió a 10 años de
la puesta en operación del TLCAN? Esta es la pregunta central que guía al
presente trabajo.

El texto argumenta que el tratado fue capaz de cumplir con los ob­
jetivos económicos explícitos de ampliar de manera significativa el co­
mercio y la inversión. Las exportaciones crecieron cuantitativa y cuali­
tativamente y México se convirtió en uno de los principales receptores
de inversión extranjera del mundo. Las principales variables macroeco­
nómicas respondieron de manera positiva a las reformas y el país logró
una rápida recuperación de la crisis financiera de 1994. Sin embargo, el
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impacto de las reformas y del TLCAN fue diferenciado en términos de
sectores económicos, espaciales y sociales. Los principales beneficiarios
de estas transformaciones fueron las grandes empresas mexicanas y
extranjeras; los estados norteños y los núcleos de mayor industrializa­
ción fueron los principales receptores de las inversiones, mientras que
la mayor parte de las pequeñas empresas y los estados más pobres del
sur no han logrado sacar provecho de estas oportunidades que pudie­
ron aprovechar los otros. El fuerte dinamismo de las exportaciones y
los cuantiosos recursos económicos que han llegado a México no han
sido capaces de generar un crecimiento sostenido ni han propiciado una
expansión significativa del empleo o de los salarios. Las reformas eco­
nómicas y el TLCAN tampoco tuvieron un efecto perceptible en la reten­
ción de los mexicanos, quienes en forma creciente dejan su país para
buscar familia y empleo en los Estados Unidos.

INTRODUCCIÓN

Diez años de operación del TLCAN ya permiten hacer un balance de sus
resultados, aunque éste no sea completo, ya que existen muchas otras
variables que influyen sobre la economía mexicana, en especial la no­
table liberalización del comercio que puso a las empresas mexicanas en
fuerte competencia con las de todo el mundo. La crisis financiera de
1994 impidió durante los primeros años del TLCAN evaluar su impacto,
tanto por sus efectos negativos: la gran caída de los salarios y los in­
gresos de los mexicanos, como de los positivos: la fuerte devaluación
del peso que sirvió como barrera a las importaciones y como estímulo
a las exportaciones. Por otra parte, la desgravación arancelaria ha
avanzado mucho, aunque todavía existen algunos productos con már­
genes de 5, 10 o 15 años para llegar a la plena eliminación de las tari­
fas de importación. Además, la economía de los Estados Unidos duran­
te estos 10 años de TLCAN pasó tanto por periodos de fuerte expansión
como de casi estancamiento. Por estas razones, ya existen elementos
suficientes para realizar una evaluación de los principales efectos eco­
nómicos, espaciales y sociales del TLCAN. Entre los impactos económi­
cos observaremos las transformaciones cuantitativas y cualitativas de
las exportaciones, la inversión extranjera y los principales cambios en las
empresas industriales, desde las grandes transnacionales, maquiladoras
o no, hasta las microempresas. Nos interesa examinar también las con-
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secuencias sobre el sector agropecuario, el más sensible al proceso de
apertura y el más vulnerable ante el TLCAN. Analizaremos el impacto
regional de este tratado y, finalmente, trataremos sobre el tema de los
impactos sociales: empleo, salarios y migraciones, derivados del proce­
so de apertura y del TLCAN.

Los CAMBIOS CUANTITATIVOS Y

CUALITATIVOS DEL COMERCIO EXTERIOR

El comercio exterior de México se ha transformado profundamente en
los últimos 25 años, tanto por la acelerada expansión de sus exporta­
ciones y sus importaciones como por su composición. De 1991 a 2003
las exportaciones se cuadruplicaron al pasar de 2,951.6 millones de dó­
lares a 13,179 millones de dólares (véase gráfica 1).

GRÁFICA 1

EXPORTACIONES TOTALES NO PETROLERAS DE MÉXICO
POR ACTIVIDAD ECONÓMICA, 1980-2003
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Sin embargo, cerca de 90 por ciento de ellas se destina a los Estados
Unidos, con lo que México desplazó en 1998 a Japón como segundo so­
cio comercial, después de Canadá. La fuerte dependencia del mercado es­
tadounidense -que se vio mitigada mientras exportó en forma predomi­
nante el petróleo- se ha acentuado en los últimos años. Canadá y sobre
todo los Estados Unidos han ido concentrando la mayor parte de las ex­
portaciones de México en detrimento de todos los demás destinos: Amé­
rica Latina, Europa, Asia y el resto del mundo (véase cuadro 1).

El tipo de exportaciones ha cambiado también de manera notable
al pasar por tres etapas. Antes de 1975 México exportó principalmen­
te materias primas y productos agrícolas y pesqueros cuyo respon­
sable fue el sector privado nacional. A partir de la crisis mundial del
petróleo en 1973, del aumento de sus precios y del descubrimiento
de grandes yacimientos en México, el país entró a una segunda etapa
en la que el crudo, en manos del Estado, se convirtió en el principal
producto de exportación hasta la caída de sus precios en 1986. Esos
recursos y la abundancia de petrodólares en el mercado mundial de
capitales llevaron a México a un endeudamiento desmesurado y a una
"petrolización" de su economía. La tercera etapa se inicia con las re­
formas económicas posteriores a la crisis de la deuda de 1982 y puede si­
tuarse simbólicamente en 1986 cuando México se adhiere al Acuerdo

CUADRO 1

DESTINO GEOGRÁFICO DE lAS EXPORTACIONES TOTALES DE MÉXICO,
1980-2003

Año 1980 1985 1990 1995 1998 2002 2003*

Total millones

de dólares 15,512 21,664 26,838 79,542 117,500 160,763 79,903.4

Porcentaje total 100 100 100 100 100 100 100

Estados Unidos 62.5 60.9 68.8 83.3 87.8 89 88.5

Canadá 1.1 1.8 1.7 2.5 1.3 1.7 1.8

América Latina 5.5 4.6 4.9 4.9 4 4.1 2.2

Europa
,

14 19.2 14.2 5 3.7 3.6 3.4

Asia 4.2 11.2 6.9 2.6 1.9 1.5 0.11

Resto del mundo 12.7 2.3 3.5 1.7 1.3 0.1 0.2

"Enero-jumo 2003. Las cifras son porcentajes.
Fuente: Secretaría de Economía con datos del Banco de México.
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General Sobre Aranceles y Comercio (GATT). En esta etapa las princi­
pales exportaciones del país serán los productos manufacturados,
los cuales son fabricados por grandes empresas mexicanas y sobre
todo por empresas extranjeras; de esas exportaciones, cerca de la mi­
tad corresponde a los productos ensamblados en las empresas ma­
quiladoras.

Los principales productos que México exporta a los Estados Uni­
dos y Canadá son: motores de autos (10 por ciento), petróleo crudo
(7.2 por ciento) aparatos de televisión (4.3 por ciento), vehículos de
motor (3.9 por ciento), máquinas para el procesamiento automático
de datos (partes y accesorios para autos) (3.8 por ciento), mercancías
no clasificadas (3.7 por ciento), aparatos eléctricos para conectar y des­
conectar circuitos (2.6 por ciento), muebles (2.5 por ciento), maqui­
naria eléctrica y aparatos (2.3 por ciento), maquinaria de poder eléc­
trico (1.8 por ciento), ropa exterior para mujeres y niñas (1. 7 por
ciento), ropa exterior para hombres y niños (1.5 por ciento), plantas
eléctricas rotativas (1.5 por ciento), instrumentos de control y me­
dición (1.4 por ciento), ropa interior de punto o tejida (1.4 por cien­
to), ropa exterior de punto o tejida (1.4 por ciento), partes y maqui­
naria no eléctricas (1.1 por ciento), otros equipos domésticos eléctricos
y no eléctricos (1.1 por ciento), manufacturas de metales básicos (1
por ciento).'

La presencia de ciertos productos mexicanos en el mercado de los
Estados Unidos y Canadá es ya muy relevante; los principales, según
la cuota o parte del mercado que representan, son: aparatos de tele­
visión (70 por ciento), los equipos para distribución de electricidad
(58 por ciento), medidores y contadores (53 por ciento), plantas y
partes eléctricas rotativas (29 por ciento), maquinaria de poder eléc­
trica (25 por ciento), vehículos de motor (24 por ciento), minerales
y concentrados de metales preciosos (22 por ciento), aparatos eléctri­
cos para conectar y desconectar circuitos (18 por ciento), tráileres y otros
vehículos no motorizados (17 por ciento), aparatos e instrumentos
médicos (16 por ciento), ropa interior de punto o tejida (16 por ciento),
ropa exterior para hombres y niños (16 por ciento), muebles (15 por
ciento), vidrio (15 por ciento), otros equipos domésticos eléctricos y no

'Jorge Máttar, Juan Carlos Moreno Brid y Wi!son Peres, "Foreign Investment in México after eco­
nomic reforrn", en Kevin Middlebrook y Eduardo Zepeda (eds.), Confronting Development: Assessing
Mexico '5 Economic and Social Policy Challenges, San Diego, Stanford University Press, Center for U.5.
Mexican Studies, University of California, 2003, p. 148.
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eléctricos (15 por ciento), equipos de calefacción y de enfriamiento (15
por ciento), frutas y nueces frescas o secas (15 por ciento), maquinaria
y aparatos eléctricos (15 por ciento), confituras de azúcar, excepto choco­
late (14 por ciento), artefactos sanitarios, de plomería, de calefacción y
de iluminación (14 por ciento). 2

Basta con observar de qué productos se trata para imaginar la
participación diferenciada de ciertos tipos y grupos de empresas en las
exportaciones. En el periodo de transición, de 1992 a 1996, ocurrió
una alta concentración de las exportaciones no petroleras en pocas
empresas. En 1996, cinco de ellas, casi todas automotrices, eran res­
ponsables de la quinta parte; 41, entre las que predominan las electró­
nicas que fabrican aparatos de audio y video así como computadoras,
generaron 40 por ciento del valor y 630 industrias concentraron 80 por
ciento del total de las exportaciones. Además, esta concentración tendió
a acentuarse en los primeros años del TLCAN, sobre todo en las grandes
empresas.

Esa concentración no fue incompatible con una alta dispersión de
exportaciones no petroleras en casi 11,700 empresas que se vieron
fuertemente estimuladas a aprovechar la oportunidad del TLCAN,

aunque el valor de lo exportado de manera directa o indirecta fuese
marginal, ya que representaba el 1 por ciento. Mientras la expansión
de la economía estadounidense y la devaluación del peso lo permitie­
ron, creció el número de empresas pequeñas con posibilidades de ex­
portar. Estas empresas se habían estado retirando del mercado de
exportación en los primeros años de los noventa y probablemente lo
hicieron también a partir de 2000, cuando declinó el ritmo de creci­
miento de la economía de los Estados Unidos y la apreciación del peso
les restó competitividad.

Cuando se observa la discrepancia entre el fuerte dinamismo expor­
tador y el lento y a veces nulo crecimiento de la economía, aparece el
problema del bajo grado de integración nacional de las empresas expor­
tadoras. En conjunto, en los primeros años del TLCAN las empresas ex­
portadoras importaban mercancías por un valor cercano a 90 por cien­
to de sus exportaciones; además, 90 por ciento de las importaciones
eran realizadas por exportadores.

2Ibidem, p. 149.
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LA EXPANSIÓN DE LA INVERSIÓN EXTRANJERA

La reorientación del modelo de desarrollo a partir de 1982 ocurrió en me­
dio de fuertes restricciones presupuestales y de una concepción cliferente
de la orientación de las inversiones públicas. La deuda externa, pública y
privada, la caída del mercado como consecuencia del desplome de los in­
gresos de los mexicanos y los programas macroeconómicos de ajuste y
estabilización tendientes a equilibrar las finanzas públicas llevaron a una
disminución drástica de la inversión pública y privada y a un estanca­
miento económico. Las reformas económicas iniciadas durante el gobier­
no de De la Madrid (1982-1988) y aceleradas y profundizadas durante el
de Salinas de Gortari (1988-1994), como las privatizaciones y la flexibi­
lización del reglamento (1989) y después de la Ley de Inversión Extran­
jera (1993) y la amplia apertura comercial a partir de la segunda parte de
los años ochenta, simbolizada en la adhesión de México al GATI (1986),
llevaron a una situación paradójica: contrajeron la inversión nacional de
la pequeña industria en crisis, la cual había estado orientada a un merca­
do interno que estaba cayendo y ya no tenía barreras, y estimularon la
expansión de la inversión de las medianas y las grandes empresas nacio­
nales y sobre todo extranjeras que podían aprovechar el nuevo contexto
para exportar.

Aunque la crisis financiera de 1994 y el programa de estabilización
que se puso en marcha para responder a ella hayan conducido a una
profunda recesión, paralelamente, la fuerte devaluación del peso, las re­
formas económicas y el TLCAN fueron incentivos muy importantes para
la llegada de grandes inversiones extrajeras directas que influyeron mu­
cho en la expansión de las exportaciones al ser responsables de más de
la mitad de las de manufacturas, así como del comportamiento del em­
pleo y de los cambios en el mercado de trabajo.

Esta inversión, como ocurrió en los países de la Organización de
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), se caracterizó desde los
años ochenta por un crecimiento de las inversiones internacionales cru­
zadas que se concentran en 80 por ciento entre los propios países de la
OCDE, y además fue una inversión más ligada a las adquisiciones y a las
fusiones que a la creación de nuevas capacidades productivas. 3

Una mirada al comportamiento de la inversión extranjera directa
(rED) en América Latina durante la década de los noventa puede ilustrar

"Francois Chaisnais, La mondialisation du capital, París, Syros, 1994.
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este fenómeno y nos ayudará a destacar la importancia de su magni­
tud relativa en México (véase el cuadro 2).

La IED que llegó a los tres países más grandes de América Latina, Ar­
gentina, Brasil y México, representó 73 por ciento de la que llegó a
América Latina" entre 1990 y 2000. México fue el principal receptor de
inversión durante el primer quinquenio y el segundo para la década (25
por ciento), cuando ocurrieron las principales reformas económicas y
las privatizaciones de la administración de Salinas, mientras que Brasil
lo fue durante el segundo quinquenio y para el total del periodo (34 por
ciento), durante la administración de Fernando Henrique Cardoso, cuando
también tuvieron lugar las reformas y las privatizaciones en este país.
Argentina captó el 15 por ciento del total de América Latma.

Sin duda el TLCAN fue un estímulo para la inversión extranjera, como
lo fue también la devaluación de 1994 que atrajo muchas plantas ma­
quiladoras y no pocas empresas intensivas en trabajo. Pocos años des­
pués la liberalización de los bancos que habían estado protegidos por el
TLCAN propició la llegada de bancos extranjeros que en pocos años se
convirtieron en los dueños casi completos de toda la banca mexicana. A
partir del TLCAN los ingresos netos por inversión extranjera se duplica­
ron desde el primer año y han mantenido hasta ahora el mismo nivel,
cercano a un promedio de 12,000 millones de dólares anuales. Esta ci­
fra es importante si se observa en términos históricos, pero es aún más
impresionante el monto de las remesas de los migrantes, los "migradó­
lares" que desde 2004 ya alcanzaron al flujo de inversión extranjera di­
recta, al calcularse en cerca de 14,000 millones de dólares.

Los diversos momentos en que llega la IED muestran la respuesta de
los inversionistas extranjeros a las políticas de liberalización de la econo­
mía mexicana, especialmente al proceso de privatización y desregulación,
así como a la progresiva apertura de la Ley de Inversión Extranjera a
partir de 1989 y 1993 que abrió áreas de actividad que antes estuvieron
reservadas al Estado o a los mexicanos y otorgó más garantías y confian­
za al capital extranjero. Hasta 1989 la IED no podía ser superior a 49 por
ciento del valor de la empresa.

Las modalidades que ha adoptado la IED en México han variado en di­
versas coyunturas históricas. En general, a partir de la crisis de 1982 y del
cambio de modelo económico, arribó en proyectos nuevos de gran enver-

"Incluye Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala,
Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y
Venezuela.
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CUADRO 2

INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA NETA
EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE,alb/1991 A 2000

(Millones de dólares)

Porcentaje

1991- deAmérica

1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000' 2000 Latina

América Latina

y el Caribe 11,066 12,506 10,363 23,706 2,799 39,387 55,580 61,596 77,047 57,410 373,460 100.00

Argentina d, 2,439 3,218 2,059 2,480 3,756 4,937 4,924 4,175 21,958 5000 54,946 14.71

Bolivia 50 91 125 147 391 472 728 955 1,015 730 4,704 1.25

Brasil 89 1,924 801 2,035 3,475 11,666 18,608 29,192 28,612 30,000 126,402 33.84

Chile' 697 538 600 1,672 2,204 3445 3,353 1,842 4,366 -1130 17,587 4.70

Colombia 433 679 719 1297 712 2,795 4,894 2,432 1,135 985 16,081 430

Costa Rica 173 222 243 292 331 421 400 604 615 420 3,721 0.99

Ecuador 160 178 469 531 470 491 695 831 636 735 5,196 1.39

El Salvador f, 25 15 16 38 873 214 70 1,365 036

Guatemala 91 94 143 65 75 77 85 673 155 245 1,703 0.45

Haití 14 -2 -2 -3 7 4 4 11 30 5 68 0.02

Honduras 52 48 52 42 69 90 128 99 230 170 980 0.26

México 4,742 4,393 4,389 10,973 9,526 9,186 12,830 11,311 11 ,568 13,500 92,418 24.75

Nicaragua 42 42 40 40 75 97 173 184 300 335 1,328 036

Panamá 109 145 170 393 267 410 1,256 1,218 617 400 4,985 1.33

Paraguay 84 118 75 137 98 144 230 313 66 95 1,360 036

Perú -7 150 687 3,108 2,048 3,242 1,702 1,860 1,969 1,185 15,944 4.27

República Dominicana 145 180 189 207 414 97 421 700 1,338 1,005 4,696 1.26

Uruguay 102 155 157 137 113 155 225 180 1,300 035

Venezuela 1,728 473 -514 136 686 1,676 5,036 4,168 1,998 3,480 18,867 5.05

o/Correspondea la inversión directa en la economía declarante, deducida la inversión directa de residentes de esa
economía en el exterior. Para algunos países esta información no está disponible. Incluye la reinversión de utilidades.

b/Conforme a la quinta edición del Manual de balanza de pagos del FMI, todas las transacciones entre empresas
no financieras de inversión directa y sus empresas matrices y afiliadas se incluyen como inversión directa.

'/Cifras preliminares.
d/Esta partida para 1999 incluye el valor de la inversión de Repsol en yacimientos petroliferos fiscales. Par­

te de este monto corresponde a compra de acciones de la empresa en poder de na residentes. Elvalor de estas úl­
timas da origen en la balanza de pagos a un débito en la partida de inversión de cartera.

'/A.partir de 1995, esta partida contempla dos movimientos de apreciable valor. En 1999 incluye un ingreso
por 9,216 millones de dólares y una inversión en el extranjero por 4,850 millones de dólares. En 2000 incluye una
entrada por 3,870 millones de dólares y una inversión en el exterior por 5,000 millones de dólares.

f,A partir de 1998, el Banco Central de Reserva de El Salvador cuenta con un registro sistemático sobre ci­
fras de inversión extranjera directa.

Fuente: CEPAL, Balance preliminar de las economías de América Latina y el Caribe, Santiago de Chile, 2000,
sobre la base de cifras proporcionadas en los estados de balanzas de pagos por el Fondo Monetario Internacional
(FMI), y por fuentes nacionales.
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gadura y de largo plazo, con una producción desde el principio destinada
al mercado de América del Norte, aunque también al mercado mexicano y
de otros países latinoamericanos, por lo que se ubica de manera preferen­
te en el centro y sobre todo el norte del país. Los ejemplos más conspicuos
son los de la industria automotriz, donde destacan las grandes inversiones
de Ford, General Motors, Chrysler, Nissan y Volkswagen. La segunda mo­
dalidad de la inversión llegó en la primera mitad de los años noventa
para comprar, ampliar y modernizar empresas que ya existían, sobre
todo industrias paraestatales, las cuales previamente habían sido restruc­
turadas y cuyo personal había sido ajustado para que así pudieran ser ad­
quiridas. Algunos casos son los de la industria siderúrgica y las telecomu­
nicaciones, en asociación con capital mexicano. Una tercera modalidad de
la inversión se realizó en las empresas extranjeras ya implantadas en
México, las cuales se vieron presionadas a modernizar sus activos ante la
fuerte competencia provocada en México por la liberalización de la econo­
mía y la globalización. Tal fue el caso de la industria química, por ejemplo,
Basfy Química Hoechst. La cuarta manera de implantarse consistió en la
adquisición parcial o total de empresas mexicanas, por ejemplo en el caso
del tabaco, parte de la cerveza y el tequila y en la fusión entre empresas
mexicanas y extranjeras a través de diversas formas de coinversión. La
mayor parte de las grandes empresas mexicanas exportadoras establecie­
ron diversos tipos de alianzas con firmas trasnacionales. Los casos más
sobresalientes son los de los grandes grupos de Monterrey. Tomemos el
ejemplo del Grupo Alfa. A través de la División Onexa estableció alian­
zas en servicios de telecomunicaciones con AT&T; a través de Versax en
automotriz con Ford; por medio de Alpek en poliéster, nylon y otras fi­
bras con Dupont; en polietileno, solventes y otros productos químicos
con Basf, en polipropileno con Montell; a través de Sigma, en alimen­
tos con Sodima International; por medio de Hylsamex en aceros con
Metecno, AK Steel, Ferrostaal, Kvaermer Metals, SMS Schloemann,
Worthington Steel y N.V Bekaert."

Desde una perspectiva histórica la inversión extranjera en México se
localizó a principios del siglo XX en la minería, el petróleo, los transpor­
tes y la banca; desde mediados del siglo xx empezó a interesarse en la
industria orientada al mercado interno, como la alimentaria, la quími­
ca, la farmacéutica y la de productos eléctricos.

5 Maria de los Ángeles Pozas, Estrategia internacional de la gran empresa mexicana en la década de los
noventa, México, El Colegio de México, 2002, p. 169.
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Desde los años noventa del siglo xx podemos observar (véase cuadro
3) que ya no es importante en la minería. Las reformas al artículo 27 de
la Constitución sobre la propiedad de la tierra, realizadas en 1992, a tra­
vés de las cuales se abrió la puerta a la privatización de las tierras ejidales,
no han logrado atraer tampoco al campo la inversión privada nacional ni
la extranjera. Sin embargo, muchas empresas extranjeras del sector quí­
mico, como Basf, Bayern o Hoescht, esperan con interés cambios en la le­
gislación mexicana para invertir en la petroquímica secundaria que ahora
es monopolio de la paraestatal Pemex.

De 1940 a 1982, durante el modelo de sustitución de importacio­
nes que protegió a los empresarios mexicanos y al capital extranjero de
la competencia de los productos provenientes de otros países, la lED se
orientó a la industria que producía para el mercado nacional y el de
América Latina. La inversión extranjera después del cambio de modelo
de desarrollo de mediados de los años ochenta se orienta principalmen­
te a la industria para la exportación. A partir del cuadro 3 podemos ob­
servar las prioridades de la IED acumulada entre 1994 y 2003. La in­
versión que se interesa en el mercado interno se orienta al comercio y
los servicios. En el comercio (10.4 por ciento) se ha dirigido a la crea­
ción de nuevas empresas y a la asociación o compra de las ya existen­
tes. Se trata de algunas de las principales cadenas de almacenes de los
Estados Unidos, como Wal Mart, Price Club, Home Mart, Costeo, Home
Depot, Office Depot, Office Max, Tower Records, Mixup, etcétera, y
de Francia, como Carrefour y Auchan. También se han realizado gran­
des inversiones en la banca (24.7 por ciento del acumulado en los 10
años), a través de la compra de casi todos los bancos mexicanos por
parte de la banca española: Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, Santan­
der; estadounidense: Citibank y canadiense: Scotia Bank, y en otros servi­
cios entre los que destacan los turísticos (8 por ciento), donde sobresa­
le el capital español. Sin embargo, el sector industrial manufacturero es
responsable de la mitad (49.5 por ciento) de la inversión acumulada de
1994 a 2003. Estas inversiones extranjeras en la industria no están
orientadas de manera primordial al mercado de México; transformaron
su estrategia geoeconómica de localización. Ahora las empresas indus­
triales extranjeras se localizan en México atendiendo a la nueva confi­
guración de la producción global donde entran en juego los bloques
económicos. La razón primordial de esta estrategia de localización está
basada en la reducción de los costos de producción y transporte, por lo
que México se ha converti~o en una plataforma de exportación para el



CUADRO 3

INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA SEGÚN SECTOR ECONÓMICO
(Millones de dólares)

2005

ene.-mar. Acum. 1994-20052

Sectores 1994' 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 Valor Parto %5 Valor Parto %5

Total 10,661.3 8,345.0 7,836.3 12,199.7 8,359.3 13,336.9 16,909.6 27,7208 15,325.2 11,663.6 16,115.1 3,252.6 100.0 151,725.4 100.0

Agropecuario 10.8 11.1 33.4 10.0 29.1 82.5 91.5 49.3 0.5 -7.7 15.5 0.0 0.0 326.0 0.2

Extractivo 97.8 79.1 83.8 130.2 42.4 128.1 1640 15.6 220.9 75.3 109.9 2.4 0.1 1,149.5 0.8
Indus. manufacfurera 6,207.2 4,858.2 4,814.9 7,294.7 5,158.1 9,014.0 9,539.9 6,087.0 6,525.1 5,205.5 8,411.5 1,329.9 40.9 74,446.0 49.0

RNIE 5,312.4 3,491.9 3,398.4 5,614.4 3,047.6 6,236.0 6,556.9 3,914.8 4,484.6 3,244.4 5,937.0 680.5 20.9 51,915.9 34.2
Electricidad yagua 15.2 2.1 1.1 5.2 26.7 139.5 118.6 321.5 3870 323.1 92.7 129.2 4.0 1,561.9 1.0
Construcción 259.6 31.8 25.5 110.4 136.2 111.3 172.0 102.0 213.2 62.2 112.6 6.8 0.2 1,343.6 0.9

Comercio 1,251.3 10,11.6 745.8 1,950.7 1,018.3 1,354.3 2,384.8 2,213.3 1,613.3 1,174.0 947.8 1,030.5 31.7 16,695.7 11.0
Transp. y comunico 719.3 876.3 428.0 681.5 436.2 231.0 -2,259.6 2,948.8 809.7 1,689.2 1,242.2 765.9 23.5 8,568.5 5.6
Servicios financieros' 941.4 1,066.1 1,215.4 1,103.2 728.4 760.4 4,767.3 14,418.9 4,479.6 1,975.5 4,757.5 -96.8 -3.0 36,116.9 23.8
Otros servicios' 1,158.7 408.7 488.4 913.8 783.9 1,515.8 1,931.1 1,564.4 1,075.9 1,166.5 425.4 84.7 2.6 11,517.3 7.7
Importaciones de activo 894.8 1,366.3 1,416.5 1,680.3 2,110.5 2,778.0 2,983.0 2,172.2 2,043.5 1,961.1 2,474.5 649.4 20.0 22,530.1 14.8
fijo realizadas porempresas
maquiladoras con
inversión extranjera

'Para el periodo 1994-1998, la inversión extranjera directa (lED) se integra con los montos notificados el RNIE al31 de marzo de 2005 y materializados en el
año de referencia, más importaciones de activo fijo por parte de empresas maquiladoras con inversión extranjera. A partir de 1999, incluyen además los conceptos
de nuevas inversiones fuera del capital social, reinversión de utilidades y cuentas entre compañías que se han notificado al RNIE.

1 Del 10. de enero de 1994 al 31 de marzo de 2005.
'Servicios financieros, de administración y alquiler de bienes muebles e inmuebles.
4 Servicios comunales y sociales; hoteleros y restaurantes; profesionales, técnicos y personales.
5 En congruencia con las prácticas internacionales, la suma de los porcentajes parciales puede diferir de los totales o subtotales correspondientes debido al re­

dondeo que hace automáticamente la hoja de cálculo.
Fuente: Secretaría de Economía, Dirección General de Inversión Extranjera.
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mercado de América del Norte. Eso explica las grandes inversiones que
se concentran en los sectores automotor eléctrico y electrónico y textil,
junto con toda la producción bajo el sistema de maquila.

Esta tendencia de exportación hacia el norte explica por qué se ha re­
forzado la tendencia a que se concentre también la inversión estadouni­
dense (58 por ciento en el periodo 1981-1997; 60.9 por ciento de 1994 a
1999 y 66.7 por ciento de la IED acumulada entre 1999 y 2003) seguida
por la de la Unión Europea (21.1 por ciento de 1994 a 1999 y 18.1 por
ciento de 1999 a 2003). Esta estrategia geoeconómica ayuda a entender
también la importancia creciente de la inversión japonesa y coreana en
plantas maquiladoras intensivas en trabajo en la segunda mitad de los
años ochenta, como consecuencia de la política proteccionista de los Esta­
dos Unidos, y el aumento de la inversión canadiense después del TLCAN. 6

CUADRO 4

INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA EN MÉXICO
SEGÚN PAÍs DE ORIGEN, 1994-2003

(Capital social y maquiladoras)
(Millones de dólares)

País Total acumulado 1994-20031 Porcentaje

Estados Unidos

Holanda
Panamá

Canadá

Japón
Alemania

India

Islas Caimán
Antillas Holandesas

Corea del Sur

Francia

Resto del mundo

117'917,274.50

78'363,445.70
10'640,799.30

6' 478,230.40

4'407,423.30

3'374,902.40
3'321,715.90

1 '614,602.90

996'171.00

790,913.70

619,389.80

-1,160,408.70

1,862.80

100.00

66.5

9.0
5.5

3.7

2.9
2.8

1.4

0.8
0.7

0.5
-1

7.4

1D~I 10. de enero de 1994 al 30 de junio de 2003.
Fuente: Secretaría de Economía. Dirección General de Inversión Extranjera.

'Comisión Nacional de Inversiones Extranjeras. Informe estadístico sobre el comportamiento de la
inversión extranjera directa en México. Enero-junio de 1999.
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Los CAMBIOS EN LA INDUSTRIA

MAQUILADORA DE EXPORTACIÓN

La industria maquiladora de exportación (IME), que originalmente se
pensaba como una alternativa productiva transitoria, llega ya a su
cuarta década de existencia y se ha extendido de la frontera norte hacia
muchas regiones de México, donde los diversos gobiernos tratan de
atraerla por su potencial de generar empleo y por su promesa de trans­
ferir tecnología y calificar personal. Nació en 1965 como una respuesta
al fin del Programa Bracero (1942-1964) por el interés de los Estados
Unidos y de México. Aquel país pretendía abaratar sus costos producti­
vos ante la competencia de los países de nueva industrialización del su­
deste asiático, a través de una estrategia que consistió en dividir la pro­
ducción de tal manera que la intensiva en trabajo se realizara en su
territorio para aprovechar la gran diferencia en los salarios que puede
llegar a la décima parte. Por su lado, México quería paliar el problema
de los trabajadores (aunque se emplearía mayoritariamente a mujeres)
que ya no podrían ingresar al mercado estadounidense y promover el
desarrollo de la región fronteriza del norte.

La maquiladora se orientó desde el principio a ensamblar en Méxi­
co componentes importados cuyo proceso exige la utilización intensiva
de mano de obra. En principio la producción debía enviarse íntegra­
mente al extranjero con el propósito de que no afectara a las empresas
mexicanas, con el tiempo disminuyó esta restricción.

Se estableció un incentivo fiscal a través del cual la producción de
bienes ensamblados en las maquiladoras tiene un acceso preferencialli­
bre de impuestos, de acuerdo con la ley comercial de los Estados Uni­
dos (cláusula 80?, después 9802), excepto para la parte de valor agre­
gado en el proceso de ensamblado en el extranjero. México concedió la
importación temporal, libre de impuestos, de la parte procesada en los
Estados Unidos, a condición de reintroducirla a su país de origen.

Este proceso de industrialización sui generis se concentró y especia­
lizó primero en textiles y después en componentes electrónicos y par­
tes automotrices en algunas ciudades fronterizas (Ciudad Juárez, Ti­
juana, 'Matamoros y Chihuahua), pero después en otras localidades y
estados del norte, del centro (Puebla, Tlaxcala) del occidente (Guadala­
jara) y del sureste de México (Mérida).

Desde la crisis de la deuda de 1982 y del fin del modelo de indus­
trialización por sustitución de importaciones este tipo de producción
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fue el único en crecer de manera sostenida hasta el año 2000. Fue tan
grande su dinamismo que logró tasas de crecimiento de 14.9 por cien­
to entre 1984 y 1990 Y de 7.9 por ciento entre 1991 y 1996, mientras
la planta industrial mexicana apenas rebasaba la tasa de crecimiento de­
mográfico. En 1980 su contribución al empleo industrial era sólo de 3
por ciento y para 1997 ya alcanzaba 33 por ciento; para esos mismos
años sus exportaciones pasaron de 5 por ciento a 45 por ciento de la in­
dustria manufacturera. Además, fue la segunda fuente de divisas de
México después del petróleo.' Entre 1993 y 1997 la inversión fija bru­
ta creció a un ritmo del 30 por ciento anual. 8 En 2000 esta industria re­
sultó por primera vez severamente afectada por la desaceleración de la
economía de los Estados Unidos y por la relocalización de plantas en
otros países con mayores ventajas comparativas, que para este sector
son principalmente los costos laborales más bajos.

A pesar de la gran importancia económica que ha tenido a largo pla­
zo la industria maquiladora de exportación (IME), y de su fuerte impacto
ocupacional, se han expresado severas críticas en cuatro direcciones.

a) La dificultad para engendrar encadenamientos productivos hacia
atrás y hacia delante. Es tan notable su falta de integración productiva
en México que sólo 2 por ciento de sus insumas son nacionales y todo
lo demás lo importa. Si se distingue a la integración nacional como el
valor agregado generado en México, éste ha sido desde los años ochen­
ta de 22 por ciento.

b) Las condiciones y la calidad del trabajo. Las trabajadoras, ya que
en su mayoría son mujeres, son "operadoras de la producción" muy jó­
venes y para muchas ese es su primer trabajo remunerado; gran parte
del personal es migrante sin tradición sindical. Además, el tipo de tra­
bajo que realizan no les permite desarrollar plenamente sus potenciali­
dades ni hay espacios para la motivación o la innovación. La estructu­
ra organizacional cuenta con pocas categorías de puestos, por lo que las
aspiraciones de movilidad se ven frecuentemente frustradas. Por otra
parte, la monotonía del tipo de trabajo, más que la búsqueda de mejo­
res salarios, ya que el mercado de trabajo es muy homogéneo y trans­
pareI}te, conduce a una alta rotación de personal que busca romper la

'Véase el artículo de Jorge Carrillo y Martha Miker, "Exportaciones automotrices y formación de
clusters en el norte de México", en Noesis (en prensa).

8 Jorge Máttar, Juan Carlos Moreno Brid y Wilson Peres, "Foreign investment in Mexico after eco­
nomic reforrn", en Kevin MiddJebrook y Eduardo Zepeda (eds.), Corifronting Development: Assessing
Mexico 's Economic and Social Policy Challenges, San Diego, Stanford University Press, Center for U.S.
Mexican Studies, University of California, 2003.
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CUADRO 5

INDUSTRIA MAQUILADORA DE EXPORTACIÓN
(Personal ocupado, 1980-2003)

Periodo

1980

1981

1982

1983

1984

1985

1986

1987

1988

1989

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999

2000

2001

2002

Nov. 2003

Personas

119,546

130,973

127,048

150,867

199,684

211,968

249,833

305,253

369,489

429,725

446,436

467,352

505,698

542,074

583,044

648,263

753,708

903,528

1'014,006

1'143,240

1'291,232

1'198,942

1'071,209

1'070,843

Variación porcentual anual

9.6

-3.0

18.7

32.4

6.2

17.9

22.2

21.0

16.3

3.9

4.7

8.2

7.2

7.6

11.2

16.3

19.9

12.2

12.2

12.9

-7.1

-10.7

-1.3

Fuente: ¡NEGr, Estadística de la Industria Maquiladora de Exportación.

rutina, mejorar su ambiente de trabajo y encontrar un mejor trato de
los supervisores, o incluso mejorar la comida. Esta rotación ha sido ali­
mentada también por la fuerte demanda de empleo que ha habido en el
sector maquilador. Sin embargo, la contracción de la oferta de empleo
está propiciando la disminución de la rotación.

e) El tipo de gestión empresarial de la fuerza de trabajo que tiende a
inhibir la organización laboral y la negociación colectiva e instituciona-
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lizada de los intereses de los trabajadores. Existe un control de la fuer­
za de trabajo casi sin la intervención del sindicato, o se trata de un sin­
dicalismo subordinado que ha sido desplazado como instancia media­
dora en las negociaciones. No obstante, las tasas de sindicalización son
formalmente superiores a la media nacional y las empresas desde su
origen nacieron flexibilizadas en cuanto a sus relaciones laborales. Son
"sindicatos de protección" (de la empresa) cuyos dirigentes y contratos
colectivos no son conocidos por los trabajadores. Este modelo de pro­
ducción flexible en el norte de México, que se ha convertido en un refe­
rente de la restructuración productiva que debería ampliarse al resto del
país, depende, según Marques-Pereira, de una modalidad de inserción
internacional fundada en la competitividad del subdesarrollo."

d) Las bajas remuneraciones que otorga a su personal. Las condicio­
nes de trabajo de las maquiladoras son precarias. Quizá la principal
ventaja que tienen estos trabajadores respecto a los no asalariados que
laboran por cuenta propia en el sector informal es la protección social,
por limitada que sea, y en algunos casos, el derecho al crédito de la vi­
vienda del Infonavit. En las zonas de maquiladoras el problema no fue
hasta el año 2000 la falta de empleo sino las características de éste.

Desde las negociaciones del TLCAN se argumentó que el proceso de
integración económica de América del Norte tendería a mejorar los sa­
larios de los mexicanos y a acortar la distancia con los de sus vecinos.
Sin embargo, los salarios de la industria maquiladora siguen siendo
muy bajos, en parte, como consecuencia de la fuerte presión de la po­
blación mexicana sobre el mercado de trabajo y por la carencia de orga­
nizaciones sociales independientes. En 1999 el salario promedio era de
poco más de 60 pesos diarios (unos 6 dólares) más algunas pequeñas
prestaciones en bonos. Un trabajador promedio de ese millón que labo­
ra en 3,206 establecimientos recibía un salario neto de entre 300 y 600
pesos a la semana por 45 horas de trabajo, que equivalían a 1/12 de lo
que se pagaba en plantas estadounidenses. lO Para principios de 2001,
las maquiladoras de Guadalajara, que otorgaban salarios más bajos que
en la frontera, estaban pagando entre 70 y 90 pesos diarios (aproxima­
darnente entre 7.5 y 9.5 dólares) más prestaciones que podían alcanzar

9 Jaime Marques-Pereira, "Competitividad del subdesarrollo y flexibilidad del trabajo en el norte de
México", en Carlos Alba, I1án Bizberg y Hélene Riviére d'Arc (cornps.), Las regiones ante la globalizaci6n.
Competitividad territorial y recomposici6n sociopolítica, México, cEMCA-orstom, El Colegio de México,
1998, pp. 521-560.

lOLa Jornada, 18 de junio de 1999.
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un 30 por ciento adicional. En febrero de 2004 se estaban pagando 80
pesos diarios (7.1 7 dólares, al tipo de cambio de un dólar = 11.15 pe­
sos) más 12 o 15 por ciento adicionales en bonos. Desde el segundo se­
mestre de 2003 dejaron de salir de Jalisco las empresas que lo hacían
hacia China y América Central en búsqueda de salarios más bajos;
aunque no han llegado nuevas inversiones importantes, se empezó a
estabilizar el problema de los despidos de personal, sin embargo, no
se han recuperado los niveles que existieron al final de los años no­
venta."

Como fenómeno novedoso, el auge de la industria electrónica en
Guadalajara y su inercia engendraron una actividad que empieza a ad­
quirir visibilidad. Han aparecido muchas pequeñas firmas de software,
quizá 50 o 60, en los dos o tres años de recesión, en manos de ingenie­
ros altamente calificados en diversas especialidades. Sus productos no
son de producción masiva sino que se diseñan para resolver necesidades
específicas de empresas, por ejemplo, para pedidos de las propias gran­
des industrias electrónicas asentadas en Guadalajara o para el mercado de
América del Norte. Varias de ellas fueron creadas por personal que fue
despedido durante la recesión del sector electrónico. 12

A partir de la devaluación del peso en 1994 que abarató 30 por
ciento el costo de la fuerza de trabajo, del arranque del TLCAN y de
la bonanza de la economía de los Estados Unidos, tuvo lugar un
acelerado proceso de instalación de nuevas plantas maquiladoras y
una expansión de las ya existentes hasta 2000. A partir de esa fecha
se resintió como nunca en este sector de maquila la desaceleración
de la actividad económica en los Estados Unidos, la entrada de China
a la OMC y la pérdida de competitividad relativa de México (véase
cuadro 5).

Eso ha llevado a que los mayores despidos de personal desde 2000
hasta 2004 hayan ocurrido en los estados donde existe mayor implan­
tación de industrias maquiladoras.

A partir del TLCAN, por las reglas de origen para los países miem­
bro, que son su piedra de toque, y por la eliminación progresiva de
los aranceles, se abrieron nuevos estímulos institucionales para pro-

"Entrevista con Jorge Guevara, Guadalajara, 6 de febrero de 2004.
"Entrevista con Braulio Laveaga Ceceña, quien trabajó en IBM de 1985 a 1994, después estableció

su propio negocio de proveeduría de empaques para la industria electrónica y desde 2002 es director re­
gional de la Cámara Nacional de la Industria Electrónica, Telecomunicaciones e Informática (Canieti), sede
Occidente. Guadalajara, 6 de febrero de 2004.
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piciar que las plantas extranjeras estadounidenses y canadienses que
operan con procesos de ensamblado bajo el esquema de maquila ini­
cien procesos de mayor integración productiva en México, sea por
ellas mismas o subcontratando una parte de la producción a otras
empresas. El caso más destacado es el del sector de la cadena de pro­
ducción textil-confección, cuyo notable crecimiento entre 1994 y
2000 no se debe únicamente a las plantas maquiladoras sino a la
emergencia de un nuevo paradigma posmaquilador que consiste en
un paquete completo de producción a través de una red que junto
con la maquila ha convertido a México en líder exportador hacia el
mercado de los Estados Unidos; las exportaciones de confecciones
que no son maquila (cláusula 807/9802) se duplicaron entre 1994 y
1997, al pasar de 9 a 18 por ciento de lo exportado por ese sector,
y se quintuplicaron en valor al pasar de 170 millones de dólares':' a
960 millones. Este paquete completo de producción, el cual ha sido
ampliamente desarrollado en Asia para el mercado estadounidense,
cambia cualitativamente el tipo de producción en la medida en que el
productor local no se encarga únicamente del ensamblado de las pie­
zas sino de todo el proceso productivo, lo que significa también ma­
yor valor agregado. Algunas regiones de México que mejor aprove­
charon esta rearticulación económica abierta por el TLCAN y otros
fenómenos internacionales son Aguascalientes'" con una larga tradi­
ción en tejidos, y La Laguna en el norte, una antigua zona de producción
de algodón. Ambas regiones adquirieron un fuerte dinamismo que se
frenó severamente a partir de la pérdida de dinamismo de la economía
estadounidense." En La Laguna esta cadena textil-confección ocupó
unas 75,00 personas en 2000, de las cuales cerca de 40 por ciento
eran hombres; en 1998-1999 ganaban 400 pesos a la semana y en
2000 aumentaron a 550. Sin embargo, cuando empezó la crisis ca­
yeron sueldos, prestaciones y empleo. Como consecuencia, disminu­
yó también la rotación de personal y el ausentismo. Muchas ernpre-

13Gary Gereffi y Jennifer Bair, "En búsqueda del desarrollo integrado en México: del ensamble al
"paquete completo" en la industria exportadora de la confección", en Trabajo, segunda época, año 1,
núm. 2,julio-rnciembre de 1998, pp. 155-168.

'·Sobre este proceso regional puede consultarse el trabajo de Jennifer Bair, "Casos exitosos de pe­
queñas y medianas empresas en México: la industria del vestido en Aguascalientes", en Enrique Dussel
Peters (coord.), Claroscuros. Integración exitosa de las pequeñas y medianas empresas m México, Cámara Na­
cional de la Industria de la Transformación/Comisión Económica para América Latina y el Caribe, México,
Editorial Jus, 2001, pp. 63-105.

¡5Para la zona de La Laguna, véase el trabajo de Robine van Dooren, Garments on the Move. The Lo­
cal Dynamics of Export Networks in La Laguna, Mexico, Ámsterdam, Thela Latin America Series, 2003.
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sas quitaron el servicio de transporte de personal, con lo que muchos
trabajadores se dieron de baja y no fueron indemnizados."

En relación con la maquila, no parece plausible su desaparición a un
plazo previsible, menos aún las plantas asiáticas, entre las que sobresa­
len las japonesas instaladas en Tijuana, y en menor medida las corea­
nas. Estas empresas se implantaron en México a partir de mediados de
los años ochenta como respuesta a las políticas proteccionistas de los
Estados Unidos que las obligaron a realizar inversiones directas en ese
país. Surgieron así las plantas gemelas: una intensiva en capital, insta­
lada en la frontera sur de Estados Unidos, y su contraparte intensiva en
trabajo ubicada en la frontera norte de México. El TLCAN ha sido un fac­
tor de atracción para nuevas inversiones asiáticas a México pero tiende
a desaparecer como ventaja comparativa.

El esquema de importación temporal con que opera la maquilado­
ra, según el TLCAN, tenía vigencia desde 1994 hasta 2000. Sin embar­
go, se ha buscado darle continuidad a esta forma de producción a tra­
vés de programas sectoriales.

LA ESTRATEGIA DE LAS GRANDES

EMPRESAS MEXICANAS EXPORTADORAS

Las grandes empresas mexicanas, las cuales nacieron y se fortalecieron
casi todas bajo el modelo de sustitución de importaciones, han realiza­
do profundas transformaciones en los últimos años para adaptarse a
los cambios mundiales y nacionales. Las empresas líderes en su sector
de actividad han efectuado inversiones tecnológicas para poder compe­
tir en el mercado nacional y mundial. Su modernización ha consistido
en adquisición de maquinaria, en la automatización de algunos proce­
sos, introducción de información computarizada, aplicación de nuevos
componentes, procesos químicos y sistemas de control automático
computarizado." Sin embargo, este fenómeno no es generalizable a to­
das las grandes empresas. Los cambios tecnológicos son muy heterogé­
neos y dependen de cada rama y de cada empresa. Incluso es muy co-

"Entrevista con Rebine van Dooren, México, 16 de noviembre de 2003.
"Para una descripción sintética de algunos de los cambios tecnológicos por ramas de actividad y

para una útil bibliografía de estudios monográficos sobre este tema, puede consultarse el apéndice delli­
bro de Enrique de la Garza Reestructuración productiva y respuesta sindicalen México, México, lI~-UNAM y
UAM-Iztapalapa, División de Ciencias y Humanidades, 1993.
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mún encontrar gran diversidad de estadios tecnológicos dentro de una
misma empresa.

Muchas empresas han establecido alianzas estratégicas para conse­
guir tecnología y mercados, y en varios casos se han asociado con sus
competidores históricos. Ante la necesidad de crecer y de conseguir fi­
nanciamiento decidieron ingresar a la bolsa de valores y emitieron ac­
ciones; con eso aumentaron sus exigencias de profesionalización y de
manejo público, lo que es un verdadero reto en empresas que en su
gran mayoría se manejaron con la lógica de la organización familiar.

Desde los años noventa, cuando las empresas vieron que su merca­
do interno se reducía y que su potencial estaba afuera, decidieron rea­
lizar inversiones productivas en los Estados Unidos, Canadá, América
Central, América del Sur, Europa, Medio Oriente y algunas incluso en
el extremo oriente. Estas empresas se localizan principalmente en las in­
dustrias de alimentos, bebidas, cemento, vidrio, productos metálicos y
telecomunicaciones.

Pocas empresas son las que realizan investigación e innovaciones en
productos y procesos, para lo cual han establecido convenios con el
Consejo Nacional de Ciencia y Técnología (Conacyt).

En una investigación que realizamos para examinar los cambios en
las formas de organización, liderazgo y restructuración en los grandes
grupos económicos de México en comparación con las grandes empre­
sas de Alemania, los Estados Unidos y Hong-Kong, encontramos varios
elementos significativos." Las empresas mexicanas han hecho grandes
cambios en diversos órdenes. Muchas han realizado inversiones tecno­
lógicas y han establecido alianzas estratégicas para conseguir tecnolo­
gía y mercados. Otras han incursionado por primera vez en la bolsa de
valores a través de la emisión de acciones. Existen también algunas que
se esfuerzan por innovar productos y procesos. Casi todas están rem­
plazando sus antiguos sistemas de organización centralizada y jerár­
quica, que ya no responden a los nuevos requerimientos de la econo-

18 Carlos Alba Vega, colaboración con Ignacio Chávez de la Lama y LiliaEréndira Sánchez, Liderazgo y
reorganizaci6n de las empresas mexicanas: una perspectiva comparada con las de Alemania, Estados Unidos
y Hong-'Kong. Resultados de una encuesta, texto multicopiado, México, Colmex/Fundación K.Adenauer /Co­
parmex, 1997. El estudio consistió en la aplicación de una encuesta a una muestra de 45 grupos económi­
cos y empresas líderes de los sectores industrial, comercial y de servicios, ubicados en diversas regiones del
país, principalmente en las zonas metropolitanas de la ciudad de México, Monterrey, Guadalajara, Chihua­
hua, León y Mexicali. En razón de que muchos grupos corporativos que se visitaron respondieron el cues­
tionario a nombre de varias empresas, la muestra incluye directamente a varios cientos de ellas, las cuales
ocupan de manera directa a poco más de 307,000 personas.
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mía mundializada, por otros que tomen en cuenta la motivación del
personal, la cultura de empresa y la cooperación grupal. Así se es­
tán promoviendo el desarrollo de la capacitación, las competencias
laborales y la búsqueda de un ambiente favorable a la creación de
identidades.

Los principales puntos de convergencia entre las empresas mexica­
nas y las de otros países que se comparan están relacionados con la per­
cepción del cambio como consecuencia no sólo de la crisis económica o
de la recesión sino de la intensificación de la competencia y del fenóme­
no de la globalización. En las empresas de los cuatro países las princi­
pales metas son la flexibilidad en la organización y la aceleración en la
toma de decisiones el mejoramiento de la calidad de los productos y
la búsqueda de una relación cada vez más estrecha con los clientes. Las
principales divergencias de las empresas mexicanas, aparte de la asime­
tría en las escalas de producción, son la escasa investigación científica
y tecnológica aplicada y el grado y la forma de involucrar a los traba­
jadores en las decisiones, sobre todo en los beneficios económicos y en
la propiedad de las empresas.

Por lo que toca a la participación de los empleados en la propiedad
de las empresas a través de la adquisición de acciones, los directivos mexi­
canos son relativamente escépticos si se comparan con sus colegas ale­
manes y estadounidenses, pero no al grado de los de Hong-Kong. Si
bien 69 por ciento de los mexicanos la ve como algo positivo para la
identificación y la motivación, la proporción es muy inferior a la ob­
servada en Alemania y los Estados Unidos (más de 92 por ciento).

Puede observarse un claro declive en la convicción de los empresa­
rios mexicanos cuando se pasa de lo que piensan sobre la participación
en las decisiones al asunto del reparto de utilidades y de ahí a la propie­
dad compartida.

La mayor parte de los empresarios mexicanos mostró poca afinidad
con la propiedad compartida, por considerarla todavía ajena a la cir­
cunstancia y la cultura mexicanas, más dominadas por las necesidades
y la visión de corto plazo. Esta diferencia de México con los otros paí­
ses está relacionada probablemente con el tamaño de las empresas (las
más grandes son más propensas a la participación), y con las culturas
empresarial y laboral que históricamente estuvieron más marcadas por
la confrontación que por la participación y la cooperación. Además, las
diferencias económicas entre las categorías socioprofesionales han de­
sempeñado su papel: la propiedad compartida del empleado medio es
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una idea mucho más establecida en los países desarrollados que en los
demás. En México se empieza a compartir una porción muy pequeña de
la propiedad de la empresa, pero sólo entre los altos directivos. Son con­
tadas las empresas que amplían la oferta de acciones al conjunto de los
trabajadores. En esto influye la estructura de la propiedad de la empre­
sa, que es familiar, la cual sólo recientemente comienza a participar en
la emisión y colocación de acciones en la bolsa de valores. Desde luego,
también tiene que ver en esto la situación económica del país y de las
empresas en particular, así como las diferencias de percepciones econó­
micas y culturales entre los empleados de México respecto a los de otros
países. La propiedad compartida aparece así como producto histórico en
sociedades prósperas donde existe cierto igualitarismo, alta institucio­
nalidad y desarrollo, características que distinguen a varios países del
capitalismo avanzado.

Después de la gran crisis financiera de 1994-1995, hubo una rápi­
da recuperación en la mayor parte de estas grandes empresas y de la
economía en sus grandes variables económicas. Sin embargo esta recu­
peración ocurrió sin progreso laboral." El crecimiento ha sido insufi­
ciente y poco sostenido para mejorar la situación del empleo y sobre todo
de los salarios. Esto se vio especialmente claro a partir de 2001, con el
impacto de la recesión de los Estados Unidos en la economía mexicana,
cuando se perdieron más de 400,000 empleos.

LA DIFÍCIL SITUACIÓN DE LA PEQUEÑA INDUSTRIA

EN EL CONTEXTO DE LA GLOBALIZACIÓN

La pequeña empresa ha debido enfrentar en México grandes presiones
y desafíos a partir de las sucesivas crisis de los años ochenta y noven­
ta y de las reformas económicas. La apertura rápida y notable de la
economía desde mediados de los ochenta la afectó severamente. Los
productos extranjeros, en especial los del sudeste asiático, llegaron a
precios por debajo de los costos de producción de las pequeñas empre­
sas mexicanas. Aunque los salarios mexicanos eran inferiores a los de
la mayoría de los países exportadores, la tecnología era inferior y los
costos financieros eran superiores, además de que los créditos no eran
accesibles. Por otra parte, los productores mexicanos no contaban con

"OIT, Informa. América Latinay el Caribe, Panorama laboral '96, núm. 3, Editorial.
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ninguna experiencia en exportaciones. Así, desde la crisis de 1982 y du­
rante los tres o cuatro años en que se radicalizó el proceso de apertura,
la pequeña industria pudo resistir la caída del mercado interno mejor
que los medianos y grandes establecimientos. Sin embargo, no pudo
soportar del mismo modo la apertura económica. La nueva crisis fi­
nanciera de 1994-1995 agudizó sus dificultades porque los créditos
que el gobierno de Salinas de Gortari distribuyó entre los pequeños
productores, al subir las tasas de interés para retener el capital forá­
neo, aumentaron las deudas a montos impagables. Además, el mer­
cado interno tuvo una fuerte recaída. Un elemento que a corto plazo
mitigó los problemas de los pequeños productores fue la devaluación de­
rivada de esa crisis de 1994, al servir como barrera de protección para
los productos importados de Asia. En algunas ramas como las de la
confección y del calzado, se elevaron los aranceles. En algunos casos se
recurrió a altos aranceles compensatorios, como en el de varios pro­
ductos provenientes de China. El UCAN no parece ser una amenaza real
para los pequeños productores industriales en general, con excepción
del daño que les provoca la importación masiva de ropa y otros pro­
ductos usados. Los productos de la pequeña industria por lo general
no tienen competencia de los Estados Unidos y Canadá porque son in­
tensivos en el uso de mano de obra. Sin embargo, los resultados del
desempeño de las empresas por tamaños a finales del siglo xx, indican
que la pequeña industria está en desventaja respecto a otros estratos,
como veremos a continuación.

Si observamos el comportamiento del empleo industrial en cua­
tro estratos de establecimientos (véase gráfica 2)20 a partir de 1995 y
hasta 2001, se descubre que las grandes empresas fueron las que ab­
sorbieron más fuerza de trabajo después del TLCAN. Sin embargo, hay
que reconocer que gran parte de esta expansión se debe a la llegada
de grandes plantas maquiladoras y a la ampliación de las ya existen­
tes. Le siguieron en importancia las medianas industrias y después
las microindustrias, estas últimas por su flexibilidad para adaptarse
a los cambios, por el papel que desempeña la familia como soporte
de su actividad y porque tienen menos requerimientos de capital
para emplear personal que otros establecimientos mayores. En cam­
bio, fue la pequeña industria (que de acuerdo con la clasificación ofi-

2°La estratificación, según los criterios oficiales, es la siguiente: microempresa hasta 30 personas,
pequeña industria de 31 a 100, mediana industria de 101 a 250, gran empresa de 250 personas en adelante.
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GRÁFICA 2

EVOLUCIÓN DEL PERSONAL OCUPADO EN LA INDUSTRIA
DE TRANSFORMACIÓN SEGÚN TAMAÑO DE EMPRESA,

1995-2001
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cial emplea entre 31 y 100 trabajadores) la que más sufrió durante
este periodo,

La microindustria consiguió un mejor desempeño ocupacional en
parte por la fragmentación ocasionada por la restructuración económi­
ca, por los despidos y por la posibilidad de servir de espacio de refugio
para muchas personas que no encuentran empleo en otra parte. La ma­
yor parte de las micro industrias cuenta con dos o tres trabajadores por
establecimiento (véase gráfica 3). Las razones que llevaron a los mi­
croempresarios a abrir su negocio fueron para complementar su ingreso
familiar y porque ganan más así que como asalariados (véase gráfica 4).
De todas las microempresas, fueron las comerciales y especialmente las
de servicios las que tuvieron el mejor desempeño en la economía abierta
(véase gráfica 5).

La última gráfica muestra el comportamiento del empleo dentro del
sector formal de la economía, ya que presenta al personal asegurado en
el IMSS.
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GRÁFICA 3

MICROINDUSTRIAS SEGÚN TAMAÑO, 2002

120,000

100,000

·5
80,000

en
;:l

"O
.S 60,000
o....
u

~
40,000

20,000

O

• Microindustrias con patrón

• 1 trabajador

[J 2 trabajadores

[J 3 trabajadores

• 4 trabajadores

• 5 trabajadores

• 6 trabajadores

liI de 7 a 10 trabajadores

• de 11 a 16 trabajadores

Años

Fuente: Encuesta Nacional de Micronegocios 1992, 1994, 1996, 1998 Y2002, 5TPS-INEGI.

GRÁFICA 4

MOTNOS DEL DUEÑO PARA INICIAR UN MICRONEGOCIO, 1992-2002
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GRÁFICA 5

EVOLUCIÓN DE LOS MICRONEGOCIOS POR SECTOR ECONÓMICO,
1992-2002
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Los PRODUCTORES DEL TLCAN
EN LA AGRICULTURA MEXICANA

Los efectos del TLCAN sobre la agricultura mexicana son diversos por la
gran variedad de actividades y productos. Los sectores beneficiados son
los que cuentan con ventajas comparativas brindadas por la comple­
mentariedad climática o los costos laborales, es decir, los productos tro­
picales y aquellos que exigen mano de obra intensiva para su cultivo o
cosecha, como las frutas, las flores y las hortalizas. En cambio, en la
producción de granos México se encuentra en franca desventaja tanto en
fertilidad del suelo, topografía, condiciones climáticas, régimen de lluvias
y extensión de tierras cultivables aprovechando economías de escala,
como' en sistemas productivos, disponibilidad de créditos, costos financie­
ros, apoyos gubernamentales, investigación e infraestructura, de ahí que
los rendimientos por superficie cultivada sean inferiores.

El maíz, producto originario de México, es el talón de Aquiles. Es de
enorme importancia para este país ya que representa 63 y 66 por cien-
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to de la producción agrícola en cuanto a volumen y valor, y 62 por
ciento de la superficie cultivada. Su importancia aumenta si se toma
en consideración que además de ser un alimento básico de la dieta de
los mexicanos -en esto las importaciones afectarían sólo su calidad­
es responsable de la ocupación directa de entre 2.5 y 3 millones de
productores. Si se calcula el tamaño y el promedio de las familias ru­
rales, resulta que hasta 18 millones de personas dependen de la pro­
ducción de maíz para su sobrevívencia." El problema se agrava al
comprobar que los rendimientos promedio por hectárea en los Esta­
dos Unidos son al menos dos veces superiores a los de México, en ra­
zón de los factores antes aludidos.

La eliminación de las barreras a las importaciones de maíz puede te­
ner efectos de gran impacto ocupacional, migratorio (en el caso de los
campesinos que producen no para la autosubsistencia sino para el mer­
cado) y ambiental en México. Por su alta sensibilidad a la apertura, el
maíz es uno de los pocos productos a los que se otorgó un periodo de
15 años a la desgravación total. El capítulo VII del TLCAN establece la
conversión inmediata del sistema de aranceles del maíz en un sistema
de cuotas tasa-tarifa con vigencia de 15 años. México acordó una cuo­
ta inmediata libre de aranceles de 2.5 millones de toneladas, la cual cre­
cería a una tasa de interés compuesto del 3 por ciento anual a partir de
1995. No obstante, las importaciones de maíz proveniente de los Esta­
dos Unidos excedieron las cuotas sin arancel acordadas en el tratado, y
los precios nacionales cayeron al nivel de los internacionales." Sin em­
bargo, aunque el precio del maíz cayó cerca de 50 por ciento en los pri­
meros cinco años del TLCAN, la producción se mantuvo cerca del nivel
histórico de 18 millones de toneladas alcanzado en 1994. Esto se ha ex­
plicado por el efecto de la caída en los precios de los demás cultivos y por
la respuesta de los productores a la inflación y la pobreza." A esto habrá
que añadir el apoyo económico que el Procampo ha otorgado a los pro­
ductores por cada hectárea de maíz que cultiven. Cierta liberalización,
en casos como el de la importación mexicana de maíz, según los resul­
tados de la Comisión para la Cooperación Ambiental." "podría causar
un aurpento súbito de las importaciones que desplazaría la producción

21 Comisión para la Cooperación Ambiental, Evaluación de los efectos ambientales del Tratado de Libre
Comercio de América del Norte. Marco de trabajo analítico (jase JI) y estudios temáticos, Montreal, Canadá,
1999, p. zi.

22Idem.
23 Alejandro Nadal, La Jornada. 2 de diciembre de 1999.
24Comisión para la Cooperación Ambiental, op. cit., p. 10.
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nacional, el empleo, las tecnologías tradicionales y las instituciones so­
ciales necesarios para mantener la infraestructura ambiental. Con el
tiempo, dicha sustitución provocaría que en todos los órdenes de la eco­
nomía se prefiriera la producción y el consumo de aquellos sectores y
productos de menos aranceles y mayores efectos ambientales".

EL IMPACTO REGIONAL DEL TLCAN

El TLCAN Y la nueva reinserción de México en la economía mundial es­
tán produciendo transformaciones regionales, sectoriales y sociales. La
singularidad geográfica, ecológica, económica e histórica que poseen
ciertos espacios los hace más viables que otros a incorporarse con pro­
vecho a la zona de libre comercio. Se están dando las condiciones para
que algunas regiones y municipios atraigan las inversiones nacionales
y extranjeras y se articulen directamente al exterior.

Desde un punto de vista espacial, el TLCAN está reforzando la ten­
dencia que se inició desde la llegada de las maquiladoras, la cual se re­
forzó con la apertura comercial, hacia una desconcentración de la pro­
ducción y también hacia un reordenamiento espacial de las actividades
productivas y del mercado de trabajo, de tal forma que muy probable­
mente serán la frontera norte y algunas zonas y ciudades del centro y
del litoral las que tendrán mayores oportunidades de integrarse al ex­
terior, mientras que algunas zonas densamente pobladas del altiplano
y del sur se pueden distanciar en términos de inversiones, oportunida­
des ocupacionales en sectores modernos, salarios y posibilidades de mo­
vilidad económica y social. 25

Este impacto regional se puede observar comparando varios indicado­
res entre los estados de la república. Si se observa la tasa de crecimiento
media anual del producto interno bruto per cápita a nivel de cada estado,
se nota que entre 1993 y 1999 los estados norteños se distancian cada vez
más de los del sur en términos de crecimiento." Esto sin duda guarda una

25 Para un análisis sobre la emergencia de nuevos actores y redes sociales y económicas en e! norte de
México, se pueden consultar los trabajos de Hélene Riviered'Arc y Catherine Paix, Esprit d'entreprise et nou­
velles syp.er;gies de par! et d'autre du Pacifique: Tai'wan, Syngapour, Nord du Mexique, París, Éditions Maison
Neuve & Larose, 1997, Hélene Riviered'Arc: "Le Nord-Mexique et-il atypique? Le cas du Chihuahua", en
Problémes d'Amérique Latine. Spécial Mexique, La Documentation Francaise, abril-junio de 1992, pp. 45-54;
La "Elaboración de una nueva configuración regional, simbólica y real por parte de los empresarios locales
de! norte de México" en Las regiones ante la globalizaci6n, op. cit., pp. 23-45.

26Véase al respecto, de Gerardo Esquivel, 'An Evaluation of NAFTA'S Firts Decade: a mexican per­
spective", ponencia presentada en Competencias regionales en las Américas, Conferencia organizada por e!
Centro para Estudios Internacionales, Oxford, y e! Centro para Estudios Brasileños, Oxford, y El Colegio
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relación estrecha con la inversión. y como después de las reformas econó­
micas la inversión privada en las pequeñas empresas se contrajo como con­
secuencia de la reducción del mercado y de la competencia externa, hay que
buscar gran parte de la explicación del crecimiento del producto interno
bruto (PIB )por estados a partir del comportamiento de la inversión extran­
jera. Después de 1994 predomina el peso de la inversión en la capital nacio­
nal y en los estados más industrializados o que han sido albergue de plan­
tas maquiladoras. La cuenca de México y los estados norteños, con Nuevo
León a la cabeza, son los más importantes, mientras que los estados del sur
no recibieron inversión extranjera, y ,con excepción de Yucatán, ni siquiera
fueron atractivos para las empresas maquiladoras. Esto se refleja en la pro­
tección social. Si la mitad de la población mexicana carece de ella, la pobla­
ción con mayor cobertura se encuentra en el norte, mientras que las tasas
más bajas se localizan en los estados más pobres del sur (véase mapa).

GEOGRAFÍA DE LA POBLACIÓN CON PROTECCIÓN SOCIAL, 2000
(Porcentaje)

1 Aguascalientes 55%
2 Baja Calíforrua 51%
3 Baja Calífornía Sur 59%
4 Campeche 38%
5 Chiapas 18%
6 Chihuahua 56%
7 Coahuila 70%
8 Colima 46%
9 Distrito Federal 51%
10Durango 49%
11Estado deMéxieo 51%
12Guanajuato 34%
13Guerrero 20%
14Hidalgo 20%
15Jalieo 44%
16Mirhoacán 40%
17Morelos 34%
18 Nayarit 41%
19Nuevo León, 66%

IMSS, ISSTE, Pemex, SDN O SM

Porcentaje nacional: 40% 200axaca 23%
21 Puehla 25%
22 Ouerétaro 45%
23 Quintana Roo 46%
24SanLuis Potosí 37%
25 5inaloa 53%
26 Sonora 56%
27Tabasro 29%
28Tamaulípas 51%
29Tlaxcala 30%
30Veracruz 31%
31Yucalán 45%
32Zacatecas 32%

Fuente: rNEGr, Secretaría de Economía, DirecciónGeneral de Inversión Extranjera.

de México, 14-15 de marzo, 2002; también puede consultarse el trabajo de Enrique Dávila, Georgina
Kessel y Santiago Levy, "El sur también existe: un ensayo sobre el desarrollo regional de México", en
Economía Mexicana, 2002 (11), pp. 205-260.
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CONCLUSIONES

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte, como coronación
de un conjunto de reformas realizadas en México desde los años
ochenta, ha significado grandes transformaciones para México en su
comercio, en la inversión y en las empresas. Atendiendo a sus obje­
tivos explícitos de promover el comercio y la inversión, sus logros
son incuestionables. El comercio se multiplicó en volumen y cambió
cualitativamente al pasar de productos agrícolas y pesqueros a pro­
ductos de petróleo y finalmente a productos manufacturados. Estas
exportaciones han sido responsabilidad principal de los grandes em­
presarios mexicanos y sobre todo extranjeros, donde sobresalen las
grandes empresas automotrices, la industria electrónica y la textil
cuya producción se destina cada vez más hacia el mercado de los Es­
tados Unidos, país que concentra ya 90 por ciento de todas las ex­
portaciones manufactureras de México.

El TLCAN ha tenido efectos diferenciados sobre las empresas, que de­
penden del sector de actividad económica, el tamaño y la región donde
se ubican. Las empresas más beneficiadas son las grandes empresas que
han tenido posibilidades de exportar y de aprovechar el nuevo contex­
to de la economía globalizada. El tratado ha creado incentivos para que
se generen procesos de mayor integración productiva en la industria ma­
quiladora, especialmente en la cadena textil-confección. La industria
maquiladora fue el sector más dinámico de la actividad industrial des­
de 1982 hasta 2000, cuando creció a ritmos superiores a 10 por ciento
anual en promedio. A pesar de su dinamismo, la industria maquilado­
ra presenta ciertas limitaciones que la hacen vulnerable en razón de su
dificultad para generar procesos de integración nacional ya que casi todo
lo importa, el tipo y la calidad del trabajo que ofrece a la mayoría del
personal, la forma en que inhibe la organización de los trabajadores y
los sueldos relativamente bajos con que los remunera. Además, estas
empresas son altamente sensibles al ritmo de la economía de los Esta­
dos Unidos y a las variaciones internacionales del precio de la fuerza de
trabajo, por lo que los cambios en la paridad del peso respecto al dólar
las hacen entrar en competencia con los cambiantes costos laborales y
con los incentivos que ofrecen otros países. La maquila ha sufrido des­
de 2000 una fuerte baja por la desaceleración de la economía de los Es­
tados Unidos, el aumento relativo de los costos laborales y la pérdida
de competitividad de México respecto a otros países como los asiáticos,
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especialmente China. Aunque según el TLCAN la maquila como catego­
ría fiscal debió haber desaparecido, se han buscado mecanismos para
darle continuidad a través de programas sectoriales.

Las grandes empresas nacionales han realizado también cambios im­
portantes a partir de las reformas económicas y del TLCAN. Los principa­
les han sido la revalorización de las empresas, la inversión tecnológica
en ciertas partes y empresas, la búsqueda de un liderazgo más orienta­
do a la descentralización en la toma de decisiones, el trabajo en equipo,
la motivación del personal y la creación de una cultura de empresa. Han
ingresado a la bolsa de valores y han establecido alianzas estratégicas
con empresas trasnacionales; con ello han conseguido tecnología, capi­
tales, organización y mercados. A partir de la última década del siglo xx
las empresas mexicanas más dinámicas no sólo han exportado sino que
han realizado inversiones productivas en muchos países.

La mayor parte de las pequeñas empresas ha vivido una situación
muy difícil desde las reformas económicas y la liberalización comer­
cial porque necesitan competir en su propio territorio, en un mercado
deprimido, con empresas de todo el mundo en condiciones muy adversas
en cuanto a tecnología, costos financieros, calificación del personal,
experiencia en exportaciones, infraestructura y apoyos gubernamen­
tales. Sin embargo, hay pequeñas empresas, aunque son minoritarias
dentro del conjunto, que están abriéndose paso y han aprovechado el
TLCAN Y el creciente mercado de la comunidad de mexicanos que viven en
los Estados Unidos para exportar alimentos, bebidas, prendas de ves­
tir, calzado y productos de cuero, muebles, regalos, artesanías y mu­
chos otros.

Sin duda el sector más polarizado respecto al TLCAN es el agropecua­
rio. Los principales beneficiarios han sido los que exportan productos
tropicales y los que pueden competir porque su cultivo o cosecha exige
la utilización intensiva de mano de obra, como los productores de fru­
tas, flores y hortalizas. Los sectores más sensibles son los productores
de granos, especialmente maíz, que no están en condiciones de compe­
tir por condiciones de fertilidad, climáticas, financieras y de apoyos
económicos e institucionales con los productores de Canadá y de los Es­
tados Unidos.

El TLCAN ha tenido efectos sociales y políticos de gran relevancia,
aunque su examen desborda los propósitos del presente trabajo. Con­
viene decir al menos que este tratado ha sido importante para crear cer­
tidumbre entre los empresarios, permitió conseguir el paquete de ayuda
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de 52,000 millones de dólares que los Estados Unidos brindaron a Méxi­
co en 1995 para hacer frente a la crisis financiera', con lo que protegió
los intereses económicos estadounidenses en México pero también per­
mitió que se ampliara el margen de maniobra del gobierno para rever­
tir el impacto de la recesión y acelerar la recuperación." El TLCAN tam­
bién fue una palanca que sirvió a México para conseguir el acuerdo con
la Unión Europea en 2000 al que aspiraba con la intención de diversi­
ficarse."

Visto en perspectiva, el TLCAN no resultó un instrumento suficiente­
mente poderoso para generar los empleos de la población que se incorpo­
ra cada año al mercado de trabajo, no incidió de manera importante en
una elevación de los salarios y, como se preveía, no ha logrado retener a
la población que en forma cada vez más importante emigra a los Estados
Unidos. Esto no quiere decir que haya sido inocuo. Hay que preguntarse
qué hubiera pasado si no hubiese existido el TLCAN.

En la gráfica 6 podemos observar estos hechos por medio de la lí­
nea que ha seguido el personal asegurado en el IMSS, es decir, las perso­
nas que ingresan al sector formal de la economía. La curva del total de
asegurados desciende entre 1994 y 1995 por los despidos provocados
por la crisis financiera; sin embargo, a partir de 1996 hay una fuerte
expansión del empleo asalariado, el cual llega a su cenit en 2000; des­
de entonces cae el empleo formal (en 2000 había 12'606,753 personas
aseguradas y en 2003 eran 12'334,430 es decir, se perdieron 272,323
empleos desde 2001). Esto se debe al crecimiento casi nulo de la econo­
mía y a la ausencia del recurso a la industria maquiladora como fuen­
te de absorción de empleos.

Desde otro ángulo, todo parece indicar que las principales oportu­
nidades que ofrecía el TLCAN ya pasaron. Ahora existe un contexto in­
ternacional distinto y México ya no tiene las ventajas de la exclusividad
en el mercado de América del Norte, donde ha perdido competitividad y
lugar ante la emergencia de China, auque este país no tenga tratado.
Los acuerdos comerciales de los Estados Unidos con los países de Amé­
rica Central y del sur, y el propio Acuerdo de Libre Comercio de las
Américas (ALCA) colocan a México ante nuevos desafíos.

"Entrevista con Francisco J. Caballero Anguiano, director del Centro de Estudios Económicos de la
Cámara Nacional de la Industria de la Transformación (Canacintra), 22 de noviembre de 1999.

"Véase Álvaro Castro Espinosa, "El Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y
Cooperación entre México y la Unión Europea. Un estudio, desde México, sobre sus orígenes y su nego­
ciación (1975-2000)", tesis de licenciatura, México, Centro de Estudios Internacionales, Colmex, 2001,
pp. 42-44.
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GRÁFICA 6

TRABAJADORES ASEGURADOS EN EL IMSS, 1994-2Ó03
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Desde otro ángulo, el proceso de negociaciones del TLCAN desencade­
nó un conjunto de acciones de diversos actores en ambos lados de la
frontera, con estrategias y tácticas, algunas de las cuales desemboca­
rían en el proceso político. En paralelo al crecimiento de los intercam­
bios comerciales se está empezando a constituir una red entre actores
sociales de los tres países: analistas, miembros de organizaciones no gu­
bernamentales (ONG), líderes sindicales en sectores como el de telefonis­
tas, el automotor, el petrolero, el textil o el siderúrgico.

No es posible establecer una relación de causalidad entre la apertu­
ra económica, el TLCAN Yla transición política en México, pero es indu­
dable que está creciendo el peso de la influencia exterior, económica, po­
lítica y social, en este país que ha tenido como principios fundantes de
su política exterior la no intervención y la autodeterminación.

Las grandes potencias y muy especialmente los Estados Unidos, los
acreedores internacionales, los organismos multilaterales, las firmas
multinacionales, las organizaciones no gubernamentales, la prensa y la
televisión internacional y sus noticieros, están influyendo en forma cre­
ciente en la vida interna de México. Los nuevos actores, los movimientos
sociales y los partidos políticos tratan de aprovechar en 5U favor esta
fuerza que viene del exterior. Por lo mismo han cobrado importancia los
foros académicos, económicos y políticos en el extranjero, especial-
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mente de los Estados Unidos, para que se expresen las fuerzas socia­
les y políticas de México. En este proceso intervinieron en forma des­
tacada el propio gobierno mexicano y los empresarios con su cabildeo
ante el Congreso de los Estados Unidos en favor del TLCAN; pero han
participado también los partidos de oposición, los sindicatos, los em­
presarios, los intelectuales, y las ONG. Es así como se empieza a tejer
también una incipiente red trilatera1.

Esta internacionalización de la política interna ha facilitado el incre­
mento de la competencia electoral al hacer posible que se oiga la voz de
los partidos de oposición o de determinados sectores y movimientos so­
ciales en la opinión pública extranjera y en las élites políticas y econó­
micas con las que negocia el gobierno mexicano.



Jaime Preciado Coronado'

ElAcuerdo de Libre Comercio de las Américas y
América Latina; los dilemas del Estado y la

sociedad en México

INTRODUCCIÓN

LA COYUNTURA internacional del fin de la guerra fría planteó severos
cuestionamientos al Estado. Durante el conflicto bipolar el papel del
Estado fue fundamental dado que el sistema internacional estuvo con­
figurado a partir de relaciones interestatales ya sea de carácter bilate­
ral, regional o multilateral, a través de la diplomacia tradicional entre
Estados, pero también de un sistema de organismos especializados y
articulados en torno a los bloques dominantes. Así, la Organización de
las Naciones Unidas (ONU) como organismo político, las organizacio­
nes regionales especializadas como la Organización de Estados Ameri­
canos (OEA), las alianzas militares como la Organización del Tratado
del Atlántico Norte (OTAN), el Tratado Interamericano de Asistencia Re­
cíproca (TIAR), el Tratado entre Japón y los Estados Unidos y entre es­
tos últimos con Corea del Sur, la creación de organismos de carácter
económico como el Acuerdo General Sobre Aranceles y Comercio,
Organización Mundial de Comercio (GATT/OMC), el Banco Mundial
(BM), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Fondo Mone­
tario Internacional (FMI) reflejan la estructura dominante de los Esta­
dos Unidos, mientras que el Pacto de Varsovia representaba el esquema
de alianza del bloque soviético. Con el fin de la guerra fría, el rela­
jamiento de las estructuras de poder, así como la fuerte penetración
de la ideología neoliberal, revaloriza la importancia del Estado al
grado de intentar limitarlo o reducirlo en aras de la consolidación
del mercado.

No obstante, el neoliberalismo plantea un papel ambiguo para el
Estado, pues por un lado lanza críticas sobre su intervención en la pro-

• Investigador de la Universidad de Guadalajara. Con la colaboración de Jorge Hernández Velásquez.

71



72 • JAIME PRECIADO CORONADO

ducción de bienes, redistribución del ingreso y prestación de servicios,
mientras que por otro lado es el mismo Estado el que se ha hecho car­
go de los saldos de la aplicación de las políticas neoliberales ortodoxas
cuando han afectado a los actores protagónicos de su sistema, mediante
rescates bancarios y carreteros, subsidios a la inversión extranjera direc­
ta (lED) vía el control salarial y la aplicación de medidas de flexibilidad la­
boral, la intervención sesgada para favorecer la supranacionalidad de las
transnacionales como lo estipula el capítulo 11 del Tratado de Libre Co­
mercio de América del Norte (TLCAN), entre otros mecanismos, aspectos
que no reciben críticas respecto a la intervención estatal. Pero, si se trata
de rescatar el sistema de pensiones, las cajas populares, al trabajador o el
campo, se retoma el discurso acerca de la no intervención estatal y la in­
falibilidad del mercado.

Aunado a esta dicotomía, los sucesos del llde septiembre de 2001
han puesto en discusión el resurgimiento del Estado. El énfasis en la
seguridad ha fortalecido las capacidades estatales al grado de que los
enfoques estadocéntricos se vuelven a colocar en posición prominen­
te dentro del campo de las discusiones del pensamiento sobre las rela­
ciones internacionales. Parece que el énfasis puesto en la cooperación
por parte de los enfoques de tradición liberal sufrieron un duro em­
bate por parte de los escenarios de la guerra y lo más fácil fue volver
a los enfoques del pasado. Sin embargo, el escenario posterior al 11
de septiembre de 2001 resulta tan complejo que los enfoques de la
tradición realista, como el neorrealismo estructural o el funcionalis­
mo, con su énfasis en la estructura tampoco pueden dar cuenta de las
transformaciones internacionales. Quizás el constructivismo con su
tono pragmático podría ofrecer alguna alternativa, pero lo que perci­
bimos en la realidad internacional son tendencias más allá del pragmatis­
mo que tienen que ver con la importancia creciente de los actores no tra­
dicionales, como los organismos sociales en el ejercicio de la diplomacia
ciudadana; los esfuerzos conjuntos entre estos organismos no estatales y
algunos países como México por promover y defender los regímenes in­
ternacionales en contra de los empeños del actual gobierno estadouniden­
se por desconocerlos; los complejos planteamientos multiescala im­
plícitos 'en las llamadas "megatendencias" , que tienen implicaciones
no sólo supranacionales sino en todas las dimensiones mediadas por
el Estado (subnacional, nacional, regional, internacional); la creación
de alternativas y el auge del pensamiento crítico entre intelectuales y
organismos sociales, entre otros.
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Para la reforma del Estado planteada por la transición en México, la
complejidad tanto de los escenarios de posguerra fría como de los que
siguieron al 11 de septiembre de 2001 se traduce en limitaciones de fon­
do para el proyecto foxista. Por una parte, el relajamiento de las estruc­
turas de poder internacional característico del primer escenario citado
permite a México ampliar sus intereses en el exterior, cuando el país
amplía sus códigos geopolíticos y busca un mayor activismo. Este es el
escenario original del proyecto de política exterior del gobierno del cam­
bio. Por otra parte, la centralidad del tema de la seguridad y el carácter
unilateral de la política exterior del gobierno estadounidense, caracterís­
ticos del segundo escenario, obstaculizan el activismo mexicano basado
en la promoción de los regímenes internacionales y contrapone los inte­
reses de la gran potencia con los del Estado mexicano. Este es el escenario
de los reajustes, donde aparece como ineludible referirse al sistema inte­
ramericano para entender las relaciones de México con América Latina en
general y con el proceso de creación del cuerdo de Libre Comercio de las
Américas (ALCA) en particular.

Dicho sistema interamericano comprende una serie de procesos que
buscan reajustar sus mecanismos e instrumentos al escenario posterior
al 11 de septiembre de 2001 desde tres vertientes: 1. la de la seguridad
regional y los proyectos geoestratégicos. donde se incluyen la reforma
planteada por México al TIAR, el desarrollo del Plan Puebla Panamá (ppp),

la extensión y profundización del Plan Colombia hacia la Iniciativa Re­
gional Andina, la ampliación de la Alianza Estratégica Energética para
América del Norte; 2. los intentos estadounidenses por colocar el ALCA

como punta de lanza del proyecto neoliberal ortodoxo, así como los in­
tentos de México por colocar el TLCAN como pie de apoyo de esta inicia­
tiva; 3. la reforma de la OEA orientada hacia la preservación y difusión
del modelo de gobernabilidad democrático-liberal.

EXPECTATIVAS DEL CAMBIO MEXICANO

EN LAS RELACIONES INTERNACIONALES

Elhistórico triunfo electoral de Vicente Fox en las elecciones de 2000 ge­
neró amplias expectativas de cambio y transformación del régimen po­
lítico y de Estado de los últimos años. El autodenominado 11gobierno del
cambio" se proyectaba ante el mundo como símbolo de un México nue­
vo y ante el país como un símbolo de transición y esperanza, de una
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nueva forma de hacer las cosas. Esta efervescencia se tradujo en char­
las, reflexiones y análisis recurrentes en los más diversos círculos y fo­
ros (tanto formales como informales) acerca de la inminente, posible o
al menos deseable "transición política" del país y, en menor medida,
acerca de la reforma del Estado.

Así, el desmantelamiento paulatino del régimen priísta y la cons­
trucción de un nuevo régimen más democrático y alejado de los viejos
vicios del sistema se convirtieron en los temas de mayor interés y el
principal compromiso del nuevo gobierno, por lo que desde sus prime­
ros mensajes el electo presidente Fax buscaba reforzar esta percepción.
Por ejemplo, cuando anunciaba que su gabinete rompería con el "com­
padrismo" y el "chambismo" característicos del régimen priísta ya que
sería integrado por "los mejores hombres y mujeres de México" en una
selección realizada por un equipo de head hunters, mismo que invitó a
todo México a enviar su currículo para ser considerado, pero que, como
ya hemos visto con los cambios en el "gabinetazo", al final no trascen­
dió como se esperaba y hoy se eligejusto como en el pasado a los colabo­
radores cercanos de Fax.

Por otro lado, se instauró la "mesa para la reforma del Estado",
donde Porfirio Muñoz Ledo intentó negociar con Fax que esas tareas
fueran el punto de partida. Sin embargo, luego de un breve periodo en
que tuvo cierta centralidad y desarrolló un amplio trabajo de debate y
propuesta -quizá por ese protagonismo-, la mesa pasó a un segundo
plano y Muñoz Ledo fue nombrado como embajador ante la Unión Eu­
ropea. Más tarde, los escándalos como "toallagate" y "amigos de Fax",
la inestable relación del poder ejecutivo con el poder legislativo, el mal
desempeño de algunos secretarios, el escaso crecimiento económico y el
desempleo, entre otras cosas, completaron el escenario donde se desdi­
bujaba el panorama interno de la "transición" del Estado y las expecta­
tivas del cambio, tal como lo demostraron las elecciones de 2003. La
transición quedaba, pues, reducida a la alternancia.

En materia de política exterior los sucesos fueron similares, aunque
no necesariamente por las mismas causas. Al igual que en el plano in­
terior, la elección de 2000, calificada como una de las más claras y con­
tundentes en nuestra historia, se esgrimía como el principal argumen­
to y el respaldo de la legitimidad del nuevo gobierno y se convertía en
una piedra angular del diseño de la política exterior mexicana. El deno­
minado "bono democrático", que por un lado apoyaba las pretensiones
mexicanas frente a los Estados Unidos y por otro justificaba un mayor
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activismo internacional, se colocó en el centro de la viabilidad del proyec­
to internacional. Así, el gobierno foxista trazaría las líneas de la política
exterior en torno de un aumento de las capacidades de negociación de
México; la democracia como instrumento de prestigio se convertiría en­
tonces en un elemento central del denominado "poder suave", que el go­
bierno de Fax buscaría utilizar para lograr los fines del interés nacional
en el exterior.

ACTIVISMO MULTILATERAL DEL GOBIERNO MEXICANO

Foro Fecha y lugar

29 Y 30 de mayo de 2002. Puer­

to Vallarta, Jalisco, México.

9 a 14 de septiembre de 2003.

Cancún, Quintana Roo, México.

26 de octubre de 2002. Los Ca­

bos, Baja California, México.

27 Y 28 de octubre de 2003. Ciu­

dad de México, México.

12 Y 13 de enero de 2004. Ciudad

de México, México.

28 Y 29 de mayo de 2004, Gua­

dalajara, Jalisco, México.

Cumbre de la Conferencia Inter- 18 a 22 de marzo de 2002. Mon­

nacional sobre la Financiación terrey, Nuevo León, México.

para el Desarrollo (ONU).

X Cumbre de Mandatarios del

Foro de Cooperación Económica

Asia-Pacífico (APEe).

Reunión de Ministros de Comer­

cio del Foro de Cooperación Eco­

nómica Asia-Pacifico (APEe).

V Reunión Ministerial de la Or­

ganización Mundial de Comercio

(aMe).

Conferencia Especial sobre Segu­

ridad (OEA).

Cumbre Extraordinaria de las

Américas (OEA).

III Cumbre América Latina y el

Caribe-Unión Europea.

Instrumento ratificado Fecha de ratificaci6n

Convención de las Naciones Uni­

das Contra la Delincuencia Orga­

nizada Trasnacional (Convención

de Palermo).

Carta Democrática Interamerica­

na (OEA).

4 de marzo de 2003.

11 de septiembre de 2001.
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Foro

Nuevo papel de México en la OPA

con la presidencia de la Comisión

Interamericana para el Control

del Abuso de Drogas (CICAD) y la
instrumentación del Mecanismo

de Evaluación Multilateral (MEM).

Participación de México en el

Grupo Nueva Agenda, constitui­

do por Brasil, Egipto, Irlanda,

México, Nueva Zelanda, Sudáfri­

ca y Suecia.

Participación de México en el

Grupo de los 21, antes Grupo de

"Cairns" , en contra del subsidio

agropecuario de la oxte.

Participación de México en el

Consejo de Seguridad de la ONU.

Participación de México en las

Cumbres Iberoamericanas.

Participación de México en el

Grupo de Río.

Fuente: Elaboración propia.

Actividad

Cooperación en el combate al

narcotráfico y evaluación multi­

lateral de la cooperación antidro­

gas.

Desarme nuclear.

Búsqueda de eliminación de sub­

sidios agropecuarios en el seno de

la oxte.

Seguridad internacional.

Cooperación iberoamericana.

Concertación política latinoame­
ricana.

Se trataba sin duda de una estrategia inteligente, pero, al igual que
en el ámbito interno, demasiado ambiciosa, y sobre todo optimista,
pues no consideraba posibles escenarios alternativos para responder a
cambios en las variables, como sucedió después del 11 de septiembre de
2001. Así, a partir de entonces lo que hemos venido observando en ma­
teria de política exterior ha sido:

1. improvisación, por una serie de replanteamientos y reajustes que
no acaban de redefinir las prioridades de la política exterior mexica­
na frente a Latinoamérica y el Caribe;
2. contradicciones de una política exterior personal, herencia del
presidencialismo, antes que una de Estado, y
3. debilidad de la imagen de fortaleza institucional ante el exte­
rior por falta de seriedad en la vinculación entre política interior
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y exterior (fallidos intentos por cabildear las reformas internas
en y desde el extranjero); por la incertidumbre del proyecto de re­
laciones externas, dada la falta de coordinación y comunicación
entre órganos de gobierno, como las secretarías de Relaciones Ex­
teriores y de Economía; por escándalos vergonzosos en la con­
ducción de las relaciones con Cuba, y por falta de claridad en las
posturas mexicanas ante el Consejo de Seguridad de Naciones
Unidas.

El ambicioso proyecto de la política exterior quedaba pues en la am­
bición, pero sin el proyecto. Aunque planteado en estos términos pare­
ce un verdadero problema reencauzar los esfuerzos que se iniciaron en
materia externa para apuntalar los objetivos internos. Desde nuestra
perspectiva, lo que existe es un desfasamiento entre el proyecto y el
contexto; es decir, se trata fundamentalmente de poca capacidad de res­
puesta y adaptación del proyecto, aunada a la conflictividad que suman
los problemas internos del aparato gubernamental que no ha podido
vencer las inercias de las prácticas políticas tradicionales, lo que ha colo­
cado a la polftica exterior de la era foxista en el mismo dilema que la
política interna entre cambio anunciado y continuidad.

INTENTOS DE CAMBIO EN LA POLÍTICA EXTERIOR;

SUS IMPLICACIONES PARA EL ESTADO MEXICANO

Con el argumento de que el carácter seudodernocrático y autoritario de
los regímenes priístas determinaba en gran medida la configuración
de una política exterior mexicana reducida a la defensa y promoción sis­
temática de la multilateralidad y los regímenes internacionales, así como
a un ostracismo bajo los principios del derecho internacional, referidos a
la no intervención y la autodeterminación, el gobierno de Vicente Fax
decidió que esta postura tendría que ser revisada para adaptarse tanto a
los nuevos escenarios interno y externo como a los ampliados intere­
ses de México en el exterior y en el diseño de un nuevo sistema inter­
nacional. Se inició así una polémica en torno a la política exterior y sus
posibles alcances para reformular la naturaleza misma del Estado mexi­
cano, que de manera tradicional había mantenido una línea invariable en
torno a temas que comenzaron a prefigurarse como materias de posible
cambio.
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Las líneas para plasmar esta nueva política se resumieron en seis ta­
reas, de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo (PND): 1. proyectar al
mundo una visión diferente de México; 2. promover y fortalecer la demo­
cracia y los derechos humanos en todo el mundo; 3. introducir un nuevo
enfoque en la relación con los Estados Unidos para establecer una agenda
de diálogo que realmente reflejara los intereses y las preocupaciones de
México; 4. fortalecer la capacidad de México para defender y promover los
derechos de todos los mexicanos en el extranjero; 5. promover un mayor
activismo de México en foros y organismos internacionales, así como en
regiones cruciales para México, para poder desempeñar un papel activo
en el diseño de la nueva arquitectura internacional, y 6. convertir la polí­
tica exterior en un componente vital del plan de desarrollo a través de es­
fuerzos de promoción económica y comercial.

Si bien estas seis tareas fundamentales intentaban dar una dimensión
nueva a la política exterior mexicana, estuvieron sin embargo enmarca­
das en las viejas estructuras del sistema político-institucional mexicano
y fueron diseñadas para un sistema internacional que parecía consolidar
las tendencias de los noventa, pero terminó reconfigurando un sistema
más parecido al de la guerra fría. Así, por ejemplo, las declaraciones de
Fox durante su toma de posesión en torno a la nueva relación entre po­
deres en el sentido de que "el ejecutivo propone y el legislativo dispone"
se fueron desvaneciendo al tiempo que las decisiones en materia de polí­
tica exterior se mantenían concentradas en el poder ejecutivo, mientras
que el poder legislativo quedaba nuevamente al margen, lo que revela­
ba que las viejas estructuras del poder político permanecían inmutables
y se imponían, situación que crearía problemas posteriores entre ambos
poderes al grado de que el Senado, por primera vez en nuestra historia,
rechazó una petición del presidente para ausentarse del país en gira de
trabajo por el exterior, y éste en respuesta acusó en un mensaje televisi­
vo y radiofónico en cadena nacional a la "oposición" de "frenar el cam­
bio"! de su gobierno.

1 Las palabras textuales del presidente Fax, enunciadas pocas horas después de haber concluido la sesión
legislativa, fueron: "Parece que la oposición se ha empeñado en que no cumpla con el cambio por el que us­
tedes me yotaron. Independientemente de nuestras diferencias, ratifico ante ustedes que mi gobierno está
abierto al diálogo para lograr los acuerdos que pongan a México al día y a la vanguardia 1...1Esta gira per­
seguía dos objetivos fundamentales. El primero, fortalecer los esquemas de protección de los connacionales
en el extranjero. Como segundo objetivo perseguía ampliar, atraer y explotar nuevas oportunidades de in­
versiones y empleos para México. En Canadá nuestra intención era lograr la ampliación del Programa de Tra­
bajadores 'Iernporales que ha beneficiado a miles de mexicanos desde 1974. De haberse concretado este acuer­
do, habríamos sumado miles de trabajadores temporales más al año. Esto ya no será posible por decisiones
partidistas contrarias a los intereses del país" (Presidencia de la República, mensaje del 9 de abril de 2002).
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Por otra parte, las consecuencias de los atentados terroristas del 11
de septiembre de 2001 en Estados Unidos, desataron una contratenden­
cia dentro del sistema internacional que parecía consolidarse tras el fin
de la guerra fría. Esta contratendencia es impuesta por la unilateralidad
estadounidense y la preponderancia de los asuntos de seguridad, e impli­
ca la división del mundo en dos bandos, casi como sucedió en la guerra
fría, pero sin la posibilidad de matices, es decir, o se está con los Estados
Unidos o se está con el terrorismo; no existen prácticamente espacios de
convergencia para países no alineados, lo cual pondría en aprietos a la di­
plomacia mexicana desplegada en el seno del Consejo de Seguridad de la
ONU, pues había que fijar posturas que enfrentaban a nuestra amplia tra­
dición en materia de política exterior, caracterizada por la defensa y pro­
moción de la multilateralidad, la solución pacífica de controversias y la vi­
gencia del derecho internacional, contra los intereses de nuestro principal
socio, ese con el que se buscaba un nuevo enfoque para establecer una
agenda de diálogo que realmente reflejara los intereses y las preocupacio­
nes de México, pero que pretendía un apoyo incondicional a su unilatera­
lidad, su guerra y su desprecio por el derecho internacional. Había que de­
cidir entre las presiones internas, principalmente del poder legislativo, y
las presiones externas de Washington.

Estas dos situaciones (la permanencia del antiguo aparato políti­
co-institucional y los rápidos cambios del sistema internacional)
han condicionado el desarrollo de cada una de las seis tareas funda­
mentales planteadas por el gobierno de Fax, lo que ha dado pie a pre­
guntarse con razón acerca de los alcances de la política exterior del
país bajo un régimen de alternancia. En particular, cabe reflexionar
si la política exterior de la alternancia modifica la esencia del régi­
men del partido de Estado y si logra institucionalizarse como una
política de Estado.

Con respecto al primer punto, tanto Fax como el ex canciller Casta­
ñeda y ahora el canciller Derbez han señalado constantemente que la
política exterior actual es una política de Estado. En el mismo sentido
se pronunció el embajador Adolfo Aguilar Zínser, cuando señaló que "el
gobierno actual está firmemente comprometido en mantener el princi­
pio de' que la política exterior es una política de Estado y no una políti­
ca ajustada para servir los fines de un gobierno en particular, sino que
manifiesta los intereses de la nación, yeso se requiere tanto al abordar
la relación con Estados Unidos como la agenda multilateral" (La Jornada,
11 de abril de 2002).
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No obstante las discrepancias entre el ex canciller y el embajador
ante Naciones Unidas, las diferencias en las prioridades de la política ex­
terior entre Castañeda y Derbez o las reservas del poder legislativo en
torno a ciertos temas de la política exterior hacen pensar lo contrario:
que se trata de una política personalista o de grupos.

Por ejemplo, como parte de las modificaciones incorporadas a la po­
lítica exterior en el gobierno foxista, se proponía un papel más activo
de la diplomacia mexicana en la promoción de la democracia y los de­
rechos humanos. Este argumento fue utilizado para votar a favor de
una resolución presentada por Uruguay en el seno de la Comisión
de Derechos Humanos de la ONU en abril de 2002, resolución polémica
por tratarse de una exhortación a Cuba para aceptar la visita de una de­
legación de observadores que evaluarán la situación de la isla, rompien­
do con la tradición mexicana de abstenerse al respecto. Parecía configu­
rarse un cambio en la política tradicional hacia La Habana, idea que se
reforzó con los eventos previos? y posteriores" a esta postura, pero
que contrastó con el pronunciamiento que en noviembre de 2002
apoyó México en la misma ONU sobre el bloqueo a Cuba. En dicha
ocasión, el embajador mexicano ante ese organismo, Adolfo Aguilar
Zínser, declaró:

el embargo contra Cuba debeterminar. Sus efectos negativos contra el
pueblo cubano, en especial sobre los grupos más vulnerables, son
motivo de gran preocupación para mi país y para la comunidad in­
ternacional. Las relaciones que México mantiene con la república de

'Por ejemplo, durante la visita oficial de Fox a La Habana en febrero de 2002, el mandatario mexi­
cano se reunió con la disidencia cubana. Ese mismo mes, durante la inauguración de un nuevo consu­
lado de México en Miami, el entonces canciller Castañeda declaró que "las puertas de la embajada, y las
de México, estaban abiertas a cualquier ciudadano cubano o latinoamericano". Esta declaración fue
transmitida por Radio Martí, una emisora financiada por el Congreso estadounidense, que emite para
Cuba, y produjo un incidente en el que una veintena de cubanos irrumpieron por la fuerza en la emba­
jada mexicana en La Habana a bordo de un autobús robado y otros más, para completar cerca de una
centena, se unieron a la toma y pidieron al país asilo político en la sede.

3Apenas unos días después de la votación, el presidente FidelCastro puso en evidencia al presidente Fox
cuando reveló la grabación de la conversación telefónica en la que este último le pedía que se retirara de la
Cumbre-de Monterrey antes de la llegada del presidente George W Bush, en un contexto en el que el gobier­
no foxista rechazaba este hecho. Posteriormente, durante la víspera de la V Reunión Interparlamentaria
México-Cuba en septiembre del mismo año, Castañeda realiza declaraciones polémicas ante senadores perre­
distas, en el sentido de que las relaciones bilaterales caminan "hacia una normalización fria, que es funcio­
nal a ambos países", lo cual causa sorpresa tanto en México como en Cuba y genera extrañamientos por
parte de legisladores mexicanos tanto en México como en La Habana. Ese mismo mes el entonces canciller
Castañeda decide remover al embajador mexicano ante La Habana, Ricardo Pascoe, quien había sido un crí­
tico de la nueva postura de la cancillería mexicana hacia la isla.
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Cuba se basan en la amistad y el respeto entre nuestros pueblos, ade­
más de una decisión inquebrantable a favor de políticas comerciales
no discriminatorias y de un fuerte vínculo económico.

No obstante, al día siguiente el entonces canciller Castañeda, en una en­
trevista radiofónica para Grupo Imagen, negó conocer la postura mexi­
cana expuesta por Aguilar Zínser ante la Asamblea General de la ONU

al señalar: "Desconozco ese pronunciamiento, no lo he escuchado ni leí­
do", aun cuando el presidente Fax reiteraba en Dublín que la declara­
ción de Aguilar Zínser reflejaba "precisamente" la postura mexicana
hacia Cuba. Todo esto a pesar de que en septiembre Castañeda asegura­
ba ante senadores perredistas que el voto de México en la ONU "lo deci­
de él", porque Aguilar Zínser "no decide nada".

Lo mismo sucedía en torno de la posición que México mantendría
en el Consejo de Seguridad de la ONU. Castañeda declaraba ante los se­
nadores en septiembre de 2002 que "todos los países se inclinan hacia
Estados Unidos por una u otra razón y el país no podía ser la excep­
ción". Además señalaba que había sólo tres países que no se inclinaban
hacia la potencia del norte y "así les está yendo". Rematando en tono
irónico señalaba: "es el mundo que nos tocó vivir, qué quieren que yo
haga". No obstante, como es bien sabido, México, en conjunción con
Francia, frenó temporalmente la incursión estadounidense sobre Irak en
el Consejo de Seguridad, lo cual refleja una disociación entre los plan­
teamientos de Castañeda y las participaciones de Aguilar Zínser en la
ONU, disociación reveladora del creciente desgaste del buscado liderazgo
del canciller, pues las decisiones eran tomadas por Aguilar Zínser en co­
municación directa con Fax, ignorando la autoridad del entonces canci­
ller. Estas posturas divergentes cuestionan la existencia de una política de
Estado y hacen pensar en una política personalista o de grupos, tal como
han denunciado varios legisladores.'

Las votaciones diferenciadas sobre el tema Cuba muestran, pues,
dos tintes personalistas (el de Castañeda y el de Aguilar Zínser) y el mo­
mento que pasaba cada uno para influir en diferente medida sobre la
política exterior.5

'Por ejemplo, durante la V Reunión Interparlamentaria México-Cuba, "legisladores mexicanos re­
batieron las posiciones asumidas la víspera por el secretario de Relaciones Exteriores, Jorge G. Castañeda,
ante senadores perredístas, y reivindicaron una política exterior de Estado y no del grupo o del partido
en el gobierno" (La Jornada, 20 de septiembre de 2002).

5Aguilar Zínser fue nombrado como embajador ante la ONU en enero de 2002, y a partir de entonces
fue ganando terreno en el diseño de la política exterior mexicana en detrimento del propio Castañeda.
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Otro ejemplo es el del cambio en la cancillería. Tras la salida de Casta­
ñeda, el flamante secretario Derbez señalaría en una de sus primeras de­
claraciones que el acuerdo migratorio estaría descartado en el corto e in­
cluso el mediano plazos, tomando distancia de la denominada "Doctrina
Castañeda" del todo o nada (la wholeenchilada). De acuerdo con las decla­
raciones de Derbez en febrero de 2003, sería en un plazo de entre 25 y 30
años que este objetivo pudiera lograrse, por lo que se convertiría en un
tema que dejaba de ser prioritario en su gestión frente a la secretaría. Sin
embargo, meses más tarde tuvo que reconsiderar y señalar que México
reforzaría esfuerzos para concretar ese acuerdo. ¿Política de Estado?

Podemos, entonces, decir que no sólo no se ha institucionalizado la
política exterior como una política de Estado sino que, además, no ha
habido un cambio significativo como se había planteado y se siguen
aplicando políticas exteriores similares a las de los dos sexenios inme­
diatos anteriores. Por un lado, la ya citada concentración de las decisio­
nes en la materia por parte del poder ejecutivo no ha cambiado; la
democracia en esta materia no ha llegado, a pesar de las presiones del
poder legislativo por tener una mayor injerencia. La concentración de
nuestros vínculos exteriores también se mantiene y se ha fortalecido,
pues los Estados Unidos siguen siendo el país dominante en todos los
rubros, pese a que se mantiene el discurso tradicional sobre la impor­
tancia de la diversificación y se siguen instrumentando tratados de li­
bre comercio con ese objetivo.

En relación con lo anterior, sigue predominando el enfoque econó­
mico-comercial en la política exterior en detrimento del enfoque políti­
co. De hecho, como se planteó en la última de las tareas planteadas por
la administración foxista, se han intensificado los esfuerzos por conver­
tir la política exterior en un componente vital del plan de desarrollo a
través de esfuerzos de promoción económica y comercial. En este sen­
tido, podemos decir que el pragmatismo sigue rigiendo las decisiones de
política exterior, lo cual implica privilegiar objetivos inmediatos en de­
trimento de políticas de largo alcance y que se sigue beneficiando par­
ticularmente a los grupos vinculados a las áreas citadas. Además, se
sigue manteniendo una interpretación ambigua de los principios de la
política exterior mexicana, argumentando que se tienen que volver
"operativos", y se subordina de manera cada vez más clara la relación
con Cuba a la relación con los Estados Unidos.

Analizando en concreto las "tareas fundamentales" a realizar en el
exterior, podemos afirmar:
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1. Si bien el "bono democrático" tuvo una relevancia coyuntural
notable, en el contexto actual aparece como agotado." Ese bono fue
la traducción operativa de la imagen del "México nuevo" que bus­
caba "defender y promover la democracia y los derechos humanos",
introducir un "nuevo enfoque en la relación con ED", aumentar la
capacidad para "defender los derechos de los mexicanos en el exte­
rior" y sustentar un "nuevo activismo en el plano internacional". A
pesar de que el bono fue quizá la idea más innovadora de todo el
proyecto foxista y la que se planteó como eje articulador de al me­
nos cinco de las seis tareas fundamentales, actualmente la política
exterior se encuentra sin un anclaje en el entramado internacional:
zpaís emergentez.zpaís intermediario entre el centro y la periferia?
2. N "México nuevo" le han faltado los consensos que permitan de­
finir un proyecto coherente. Desde la pretendida "reforma fiscal"
que terminó por ser un Frankenstein impositivo hasta la "reforma
del Estado" que se quedó en receso por tiempo indefinido, pasando
por las inercias sistémicas que se resisten al cambio y la infructuo­
sa pesca de "peces gordos" que conciliaría el pasado, las expectati­
vas del cambio se han ido frustrando. Más aún, las relaciones entre
los poderes ejecutivo y legislativo han sido particularmente tirantes
en el rubro de la política exterior, donde el Senado busca llevar a la
práctica sus atribuciones constitucionales.
3. La tarea de "promover y difundir los principios de la democracia
y los derechos humanos" ha tenido expresiones muy concretas y
quizá sea la más significativa en términos de resultados. Por ejem­
plo, la idea de Fax de establecer una "embajada" de los derechos hu­
manos era irreal debido a que, de acuerdo con la reglamentación en
la materia, las misiones diplomáticas sólo pueden establecerse ante
países u organismos (en el caso de los países se les denomina emba­
jadas y en el de los organismos, misiones permanentes). No obstante,
como la intención era política (enviar un mensaje sobre la impor-

·La coyuntura previa al 11 de septiembre de 2001 ofreció dividendos para México que aparecían
corno inéditos (un incrementado prestigio internacional, la capacidad para sustentar el establecimien­
to de una agenda bilateral con los Estados unidos que recogiera los ternas prioritarios de México y
una mayor gravitación en el campo interamericano, entre otros) Sin embargo, fue cambiando la de­
bilidad relativa con que se inició el gobierno de George W. Bush -debido a su discutido triunfo electo­
ral, en contraste con la fortaleza relativa con que se inició la gestión de Fax, debido al histórico triun­
fo electoral-democrático-, en la medida que los sucesos del llde septiembre de 2001 permitieron al
presidente estadounidense apuntalar un proyecto de política exterior con el objetivo unificador de la guerra
contra el terrorismo, y la imagen de Fax se deterioraba ante los magros resultados de su gobierno, que
no correspondían con las amplias expectativas del cambio.
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tancia que reviste el tema para el gobierno), se estableció una nue­
va Subsecretaría de Derechos Humanos y Democracia dentro del or­
ganigrama de la Secretaría de Relaciones Exteriores (5RE). Asimismo
se ha invitado a las relatorías de derechos humanos de la ONU para
verificar la situación de los derechos humanos en el país, enviando un
mensaje de transparencia y apertura al escrutinio externo. También
se ratificó la Carta Democrática de la OEA y se ha tratado de impul­
sar el papel de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
(CIDH) del mismo organismo. No obstante, no han sido del todo
enérgicas las posturas en torno a medidas como el fallo de la Supre­
ma Corte de Estados Unidos que en marzo de 2002 desconoció los
derechos laborales de los trabajadores mexicanos indocumentados,
además la salida de Mariclaire Acosta por cuestiones de "racionali­
zación" ha sido vista por varios sectores como un mensaje negativo
sobre la prioridad de este tema en el replanteamiento de la política
exterior.' Por otra parte, esta tarea fundamental es polémica y en­
frenta cuestionamientos desde la oposición en el poder legislativo
por ser utilizado como pretexto para incidir en forma activa sobre
los procesos de países como Cuba," en tanto que, como explicaremos
más adelante,no se han realizado esfuerzos suficientes por impedir
las tendencias estadounidenses a redefinir los conceptos de democra­
cia y derechos humanos de cara a su interés en la lucha antiterroris­
ta en el sistema interamericano.
4. El nuevo enfoque en la relación con los Estados Unidos tuvo una
primera etapa muy exitosa, pero antes de que se lograran los acuer­
dos que México pretendía, las condiciones y la disposición estadouni­
dense se deterioraron y pusieron en entredicho la viabilidad de los
mismos. La confrontación que señalamos anteriormente entre los in-

'Por ejemplo, a la pregunta sobre si "¿La renuncia de Mariclaire Acosta significa que los derechos
humanos dejaron de ser una prioridad para el Presidente Fox?" expresada en una conferencia ante la
American Chamber7", el canciller Derbez señaló: "No, lo que significa es que estamos dándole a la secre­
taría un proceso de racionalización [... ] En este caso concreto al llegar a la fusión llegué a la conclusión
de que el tema global y el tema de derechos humanos tendrían que ser manejados por una subsecreta­
ría, hice la evaluación de las dos personas que tenía en ese momento, Patricia Olamendi y Mariclaire
Acosta, llegué a la conclusión personal de que Patricia Olamendi era la persona que podría manejar me­
jor esta nueva subsecretaría con todo el tema completo" (SRE, 13 de agosto de 2003).

8Al respjcto, el entonces canciller Castañeda declaró en enero de 2001 que al igual que "el mundo
tiene que abrirse a Cuba, Cuba tiene que abrirse al mundo [... ] México va a ser más activo y explícito
en la defensa de la democracia y de los derechos humanos en el mundo, incluida Cuba. El nuevo gobier­
no de México tiene una posición muy fuerte en este asunto [... ] La, posición de México sobre Cuba está
bastante clara y se traducirá en la práctica en los próximos meses", sentenció. En lo que a nosotros res­
pecta, las acciones posteriores a esos meses ya fueron comentadas.
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tereses de nuestro principal socio y la tradición en nuestra política ex­
terior acabó por distanciarnos de los Estados Unidos, a pesar de que
se contaba con capacidad de negociación, dado que la seguridad esta­
dounidense como tema central de nuestro vecino es un tema que pasa
necesariamente por la cooperación con México como vecino que
comparte una frontera de alrededor de 3,200 kilómetros.
5. La "defensa de los derechos de los mexicanos en el exterior" se ha­
bía centrado en un objetivo concreto, que era el acuerdo migratorio
con los Estados Unidos. Desgraciadamente éste fue un tema de los
más afectados por el enfriamiento de la relación entre los presiden­
tes Bush y Fax y ha sido un objetivo que los Estados Unidos han
buscado negociar de forma velada, primero en torno a una votación
favorable en el Consejo de Seguridad y luego en torno de la apertura
de Pemex y del sector eléctrico. Empero, en este rubro hay que reco­
nocer, por ejemplo, las reglamentaciones que el poder legislativo esta­
bleció para regular en cierta medida la actividad y las comisiones de
las compañías de intermediación financiera a través de las cuales los
inmigrantes envían las remesas a sus familiares en nuestro país.
Aunque, como ya dijimos, también es evidente que se presenta un dé­
ficit en materia de la defensa de derechos de los mexicanos en los Es­
tados Unidos como fue el caso de la resolución de la Suprema Corte
de los Estados Unidos del 27 de marzo de 2002 o de logros concretos
en programas como el de repatriación lateral, que se mantuvo sin al­
teraciones hasta su conclusión el 30 de septiembre pasado.
6. El nuevo activismo internacional de México es otro de los rubros
en que podemos resaltar cambios concretos. Quizás el más notable,
aunque no necesariamente el más importante, sea el del ingreso al
Consejo de Seguridad luego de más de 20 años sin haber tenido ese
interés. En el planteamiento original sobre la intencionalidad de este
objetivo cabe reconocer una propuesta muy ambiciosa, pero inteli­
gente. La idea era que se consolidarían las tendencias desarrolladas
en los noventa en un nuevo sistema internacional que sería confi­
gurado a partir de los intereses de quienes participaran en su dise­
ño, y se vislumbraba que el lugar para hacerlo sería el Consejo de
Seguridad. México buscaba participar e incidir en un sistema inter­
nacional favorable a países como el nuestro. Lamentablemente los
impredecibles sucesos del 11 de septiembre de 2001 revirtieron las
tendencias de los noventa y colocaron en el seno del Consejo de Se­
guridad decisiones que ponían al país "entre la espada y la pared" . Al
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respecto cabe decir que las posturas asumidas por México en el pe­
riodo culminante fueron, hasta cierto punto, afortunadas -sobre
todo la última- porque los Estados Unidos retiraron su propuesta
ante el veto inminente y por tanto México no tuvo que pronunciar­
se. No obstante, la relación con los Estados Unidos de todas formas se
deterioró, aunque quizá menos de lo que habría ocurrido en caso de
llegarse a las votaciones. Pero para comentar este apartado no debe­
mos centrarnos únicamente en la experiencia mexicana en el Con­
sejo de Seguridad, pues la diplomacia gubernamental mexicana
-hay que reconocerlo- ha estado muy activa en los foros multila­
terales y regionales, interamericanos y latinoamericanos, de mayor
interés estratégico (véase cuadro).
7. La emergencia de organismos sociales altermundistas con base so­
cial en México y la creciente influencia de la "diplomacia ciudadana"
modelan el nuevo Estado mexicano. En la medida en que la política y
lo político no son esferas de actuación exclusiva del Estado, del gobier­
no o de los partidos políticos, algunos organismos de la llamada socie­
dad civil, particularmente los no empresariales -que ya contaban con
capacidad privilegiada de cabildeo- se convierten en interlocutores
obligados en cuanto foro multilateral participan. A la par de los espa­
cios institucionales en que se hacen oír demandas propias de la ciuda­
danía global que reivindican esos organismos (Amnistía Internacional,
Greenpeace, entre otros), las instancias de resistencia y de creación
social alternativa se arraigan en México y aportan propuestas para la
reorganización global de las relaciones Estado-sociedad. El zapatismo
y sus Encuentros Intergalácticos por la Humanidad y contra el Neoli­
beralismo, las redes altermundistas contra el TLCAN, el ppp Y el ALCA,

que participan en la Alianza Social Continental, en las Cumbres de los
Pueblos y el Foro Social Mundial, pugnan por ligar la transformación
del escenario mundial con los cambios nacionales y subnacionales re­
queridos por un Estado social democrático.

DISYUNTIVAS DEL ESTADO MEXICANO:

BISAGRA HEMISFÉRICA O LATINOAMERICANISMO

Si la alternancia en el gobierno federal no ha significado una política ex­
terior de Estado y, en consecuencia, hay un déficit de proyecto coheren­
te para influir y posicionarse en el nuevo escenario mundial de las
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relaciones entre Estado y sociedad, es necesario reconocer que la proyec­
ción geopolítica estratégica global de nuestro país, particularmente ha­
cia el continente americano y su región latinoamericana y caribeña de
influencia y de afinidades culturales, será determinada por los actores
del poder con capacidad de imponer su agenda en las negociaciones.

En el hemisferio americano, el Estado mexicano se debate entonces
entre las opciones a tomar y los énfasis a imprimir en su política exte­
rio; por un lado, respecto del proyecto neopanamericanista encabezado
por el ALCA en lo económico, la restructuración de la Organización de
Estados Americanos en lo político y la subordinación de los asuntos
de seguridad a la dimensión militar comandada por los objetivos de se­
guridad hemisférica estadounidense; por otro lado, el dilema respecto
del proyecto latinoamericanista y caribeño, cuyas principales vertien­
tes, no necesariamente contrapuestas, están en proceso de elaboración:
la unión para la concertación político-diplomática de la región, en la
que destacan los espacios eurolatinoamericanos; la unión para el con­
trapeso económico frente al ALCA, donde sobresalen los acuerdos convo­
cados por Brasil y el Mercosur; el respeto por la autonomía nacional de
Cuba y Venezuela, en el marco de un gran Caribe fortalecido en sus ne­
gociaciones con los Estados Unidos.

Más que en blanco y negro, esta disyuntiva plantea matices para la
proyección internacional de las relaciones Estado-sociedad. Desde la pers­
pectiva gubernamental se empieza a proyectar una imagen de México
como país bisagra entre centro y periferia, después de la reunión del Gru­
po de los Ocho (G-B) en 2003, cuando también es invitado a esa reunión
el presidente Lula. Así, mientras este último propuso la universaliza­
ción de programas contra el hambre y la pobreza en el mundo, Fax se
avocó a definir los nuevos papeles, principalmente en sus relaciones fi­
nancieras, para países "intermedios" como México, Brasil, Egipto y Nue­
va Zelanda, entre otros. El activismo mexicano en la política hemisférica
es ambiguo: al mismo tiempo que se pugna por tener un papel protagó­
nico en la institucionalización del ALCA, se hacen propuestas innovadoras
en la política de combate al narcotráfico o en la necesaria vinculación en­
tre seguridad y desarrollo que fortalecen a los Estados nacionales y la ca­
pacidad de concertación Norte-Sur del gobierno mexicano.

Desde la perspectiva de las organizaciones sociales, la opción lati­
noamericanista es clara, aunque ellas establecen diferencias y tensiones
respecto a las posibles convergencias con las posiciones gubernamenta­
les que también se reclaman defensoras de América Latina. Entre ellas,
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se pueden identificar propuestas latinoamericanistas diferenciadas por
sus estrategias político-económicas: una propuesta responde a la nue­
va coyuntura abierta por la llegada al gobierno de proyectos tenden­
cialmente socialdemócratas en Brasil, Argentina y recientemente en
Bolivia, que se unen a gobiernos vinculados al bono democrático, como
Chile y México, cuyas posiciones sin embargo buscan un ALCA mejora­
do. Otra propuesta es la encabezada por el gobierno de Chávez en
Venezuela, que cuenta con la simpatía del gobierno cubano y de una
parte de organismos sociales afines ideológicamente a ellos, la cual se
conoce como Alternativa Bolivariana para las Américas (Alba). Las pro­
pias organizaciones sociales altermundistas tienen claras críticas y al­
ternativas frente al ALCA, que suponen una reorganización de las rela­
ciones hemisféricas, pues sus alternativas abarcan el continente, con
apoyos en los Estados Unidos y Canadá, aunque la dimensión latinoa­
mericanista de su actuación todavía no reúne los consensos necesarios.

Otro desafío enfrentado por los altermundistas se da en torno de la
manera de potenciar las experiencias locales de gobierno y las encabe­
zadas por movimientos sociales que son portadores de proyectos de fu­
turo, tendientes a la restructuración de las relaciones Estado-sociedad
en las escalas nacional y supranacional.

EL ALeA COMO PUNTA DE LANZA

DEL NEOPANAMERICANISMO

No obstante que el ALCA está encontrando obstáculos diversos para su
viabilidad en 2005, debido a una combinación de factores que van del
fracaso de las negociaciones de la OMe en Cancún en el tema de subsi­
dios agropecuarios al distanciamiento crítico de Brasil y el bloque del
Mercosur, junto con Venezuela, pasando por una creciente oposición
nacional y continental a su aprobación por parte de organizaciones al­
termundistas, el gobierno mexicano sigue apostando, como en otro
momento hicieron los gobiernos priístas, a desempeñar un papel pro­
tagónico que sitúa en primer plano las "aportaciones" experimentadas
en el TLCAN.

Si bien los Estados Unidos aceptaban ese protagonismo, los eventos
del 11 de septiembre de 2001 modificaron su estrategia hemisférica. El
presidente Bush fortaleció sus atribuciones mediante la Trade Promo­
tion Authority y la mayoría republicana obtenida en 2002, que le dan
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amplios poderes para negociar acuerdos comerciales vía fast track, con
lo cual no tiene que esperar a otros países (como dijera Robert Zoellick,
en su reciente visita en septiembre pasado a Costa Rica). Se fortalece
así la negociación multilateral de acuerdos comerciales, la cual le da
mayor independencia al gobierno estadounidense para construir en los
hechos un área de libre comercio en el continente de manera selectiva.
Por ello, la administración Bush impulsa tratados de libre comercio con
Centroamérica y Brasil, mientras que ya logró la aceptación de un tra­
tado comercial con Chile. Además, el gobierno de Bush está reorgani­
zando sus relaciones hemisféricas en el interior del Departamento de Es­
tado, donde nombran a un subsecretario de Asuntos Interamericanos
(Roger Noriega, de origen mexicano), después de cinco años que estuvo
acéfala esa dependencia y mantiene un brazo político abriendo una ofi­
cina para esos asuntos (presidida por Otto Reich, de origen cubano), di­
rectamente dependiente del Consejo de Seguridad Nacional.

Más que proponer un ALCA mejorado, el gobierno mexicano propo­
ne un TLCAN "plus", que le dé oportunidad de encabezar la reproducción
de esa experiencia en el ámbito continental. Las actuales negociaciones
del ALCA en Puebla, que continuarán hasta 2004, junto con las negocia­
ciones por obtener la sede permanente de ese acuerdo comercial en esa
misma ciudad, alimentan los deseos de los sectores más ortodoxos del
neoliberalismo por tener una posición protagónica en la institucionali­
zación del libre comercio. Sin embargo, la falta de resultados del ppp Y
la debilidad del gobierno mexicano para abrir y renegociar el apartado
agrícola del TLCAN le restan credibilidad y por tanto poder para mejorar
su posición en términos hemisféricos.

RELACIONES INTERAMERICANAS EN EL

MARCO DEL NEOPANAMERICANISMO

El gobierno mexicano ha desempeñado un papel ambiguo respecto a la
üEA. Por un lado, fortalece su política exterior de solución de conflictos
por la vía de la negociación política y la no intervención, que apoya la
autonomía latinoamericana para el manejo de sus asuntos internacio­
nales, abre su política de derechos humanos al escrutinio internacional
mediante la reorganización de la Secretaría de Relaciones Exteriores con
una subsecretaría encargada de esos asuntos, establece una agenda que
modifica el manejo del combate al narcotráfico y se sale del TIAR, al mismo
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tiempo que propone definir la seguridad hemisférica en el marco de los
temas propios del desarrollo.

Por otro lado, su política hemisférica muestra rasgos dependientes res­
pecto del neopanamericanismo, en la aceptación acrítica de la Carta De­
mocrática Interamericana de la OPA, cuando se alinea a Washington en los
conflictos más intensos de la región latinoamericana, como recientemente
muestra el caso de Boliviaal no reconocer la justeza de las demandas po­
pulares. No obstante el papel positivo que la política foxista concedió a la
CIDH, las negociaciones de casos particulares, como el cubano, han caído
en la trampa del discurso estadounidense de parcelar y parcializar estos
temas, sin vincularlos a la agenda multilateral ni vigilar que haya reci­
procidad en cuanto a violaciones de derechos humanos por las partes
demandantes de revisión y condena. Con la reciente supresión de la Sub­
secretaría de Derechos Humanos en la cancillería, es probable que retro­
ceda el enfoque multitemático que proponía el gobierno mexicano de una
política de derechos humanos para los gobiernos del continente.

Por último, la diplomacia mexicana no toma en cuenta que la Carta
Democrática Interamericana se restringe a los aspectos formales mera­
mente procedimentales de la democracia y que no repercute en la distri­
bución del poder en la OEA, pues no cuenta con un proyecto de reformas
sustantivas de esa institución. Además, el modelo de gobernabilidad di­
fundido por la Carta Democrática no ha recibido complementaciones
adecuadas en lo que toca a formas de participación ciudadana.

AMÉRICA LATINA:

POSTURAS DIVIDIDAS EN TORNO A LA

SEGURIDAD INTERNACIONAL Y HEMISFÉRICA

El sistema internacional posterior a la guerra fría creó grandes expectati­
vas de cooperación en el ámbito multilateral que no fueron cumplidas del
todo por diversas razones. La globalización, la interdependencia, las rede­
finiciones de la soberanía, la proliferación de redes sociales alternativas al
Estado y la conciencia global sobre los problemas comunes, entre otras
tendencias estructurales, no fueron suficientes para consolidar un esque­
ma de multilateralidad sostenible. En cambio, los escenarios después del
11 de septiembre de 2001 terminaron por dividir las posturas nacionales
y cuestionar la vigencia de los regímenes internacionales, alejando al mun­
do de la multilateralidad.
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América Latina no ha sido la excepción ya que, ante la campaña mi­
litar estadounidense y su convocatoria para formar una "alianza con­
tra el terrorismo", la región dividió sus posiciones y se fraccionó aún
más. Por ejemplo, en torno a la búsqueda estadounidense de obtener la
autorización de la ONU para atacar a Irak, siete países del subcontinen­
te apoyaron la postura estadounidense, buscando tal vez alguna pre­
rrogativa en las relaciones bilaterales con ese país, tres se movieron en
el terreno de la ambigüedad, mientras que otros siete (los más grandes)
rechazaron la intervención. Esto es significativo porque refleja dos puntos
importantes: 1. la dificultad por consensuar posturas regionales, lo cual
debilita en general las opciones y las posturas individuales y 2. el hecho
de que, frente a quizás una de las decisiones más trascendentes del siste­
ma internacional y de la proyección latinoamericana contemporánea,
nuestros países decidieron nuevamente reducir las capacidades de nego­
ciación fragmentando los consensos. Si a esto sumamos los escenarios de
las crisis recurrentes de gobernabilidad de la región, así como la inesta­
bilidad política, las crisis económicas y la polaridad social, podremos
entender mejor el hecho de que la región haya perdido importancia rela­
tiva en las prioridades de las potencias y conserve una gravitación
marginal en los temas de la agenda global, incluido el de la seguridad.

Por si fuera poco, cuando la falta de unidad de posturas se traslada
desde el terreno de la cooperación en materia de seguridad internacio­
nal al de la seguridad hemisférica, las definiciones de la potencia acaban
por imponerse en la región y nos enfrentamos entonces con iniciativas
como la del Plan Colombia, la Iniciativa Regional Andina, las fronteras
inteligentes, los programas de repatriación lateral o los intentos de ar­
ticulación de la seguridad hemisférica a través del TIAR. Frente a este
riesgo latente, México ha impulsado la adopción del llamado "enfoque
multidimensional de la seguridad", contenido en la Declaración de Brid­
getown de la OEA. La intención es que la definición tradicional de segu­
ridad, limitada a la esfera militar y destacada ahora por los Estados
Unidos, sea sustituida por una de carácter integral, atendiendo a las
condiciones propias de los países de la región, donde las amenazas a la
seguridad están mayormente vinculadas a factores de índole social y
económica, tales como la pobreza, la polarización de ingresos y la fal­
ta de oportunidades, es decir, a la falta de acceso a un nivel mínimo de
desarrollo humano, antes que a la seguridad meramente militar.

La convocatoria a la Reunión Especial sobre Seguridad en el marco
de la OEA, celebrada en México el 27 Y el 28 de octubre de 2003, repre-
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senta un esfuerzo loable por rescatar las particularidades de la región
frente a la tendencia dominante de imponer políticas, definiciones y ob­
jetivos unilaterales. Las presiones que doblegaron a Colombia y Ecua­
dor para conceder la inmunidad ante la Corte Penal Internacional a los
soldados estadounidenses participantes en misiones de paz, aun cuan­
do éstos violaran los derechos humanos; la imposición de políticas de
cooperación antidrogas con énfasis en la intercepción fuera de las fron­
teras estadounidenses, trasladando así los costos sociales de la represión
a los países productores y de tránsito; la poca flexibilidad de las políti­
cas de reforma estructural incorporadas en los préstamos del FMI otor­
gados a las economías sudamericanas tras la crisis argentina, entre
otras medidas, pudieron haber sido minimizadas mediante la unidad
regional en torno a estos temas, que pasan inevitablemente por la agen­
da de seguridad multidimensional.

El reto ahora es consolidar este enfoque para obtener una amplia
capacidad de negociación en el futuro. No olvidemos que, dependiendo
de lo que podamos lograr en conjunto, el énfasis estadounidense en la
seguridad podría pasar de ser un riesgo latente a una oportunidad, pues
la misma seguridad estadounidense debe pasar por la negociación, dado
que la cooperación regional se vuelve necesaria.

Al respecto, cabe hacer una distinción entre dos tipos de planes que
protagonizan el contexto estratégico americano de manera directa o indi­
recta. Por una parte se encuentra el Plan Colombia, que originalmente
buscaba combatir al narcotráfico. Sin embargo, luego del 11 de septiem­
bre de 2001, entra en la agenda del combate al terrorismo, ya que la inte­
ligencia militar de las fuerzas armadas de Colombia, apoyadas por sus ho­
mólogos estadounidenses, ha descubierto que los supuestos vínculos de
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) con el tráfico
de drogas convergen con apoyos al terrorismo nacional e internacional,
catalogándolas dentro de la lista de organizaciones terroristas elaborada
por el Pentágono. Asimismo, su ampliación a una iniciativa regional an­
dina antidrogas, que incluye además a Panamá y Brasil, amplía su marco
de acción. Uno de sus objetivos geoestratégicos principales responde a la
actividad de las tropas estadounidenses en Colombia, las cuales han esta­
do desarrollando actividades ligadas a la protección de oleoductos. Colom­
bia sevuelve central dado que la incursión de las FARC en territorios de paí­
ses como Venezuela y Panamá justifica la presencia estadounidense para
controlar desde nuevas posiciones la zona del canal y garantizar de igual
forma la cercanía con Venezuela, lo que acerca a las tropas estadouniden-
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ses a una zona de gran riesgo, tanto por la inestabilidad política interna
como por sus repercusiones sobre el precio del petróleo.

Por su parte, el PPP combina aspectos estratégicos relacionados con
la operación de grupos guerrilleros en el sur de México, Guatemala, El
Salvador, Honduras y Nicaragua con proyectos de desarrollo económi­
co basados en la construcción de infraestructuras que hacen posible
tanto la viabilidad de inversiones en el territorio como el control poli­
cial de los movimientos migratorios y los desplazamientos y emplaza­
mientos de bases militares de control territorial.

LA VIEJA RETÓRICA LATINOAMERICANISTA

EN EL GOBIERNO DE LA ALTERNANCIA

El discurso de campaña de la Alianza por el Cambio, que ganó las elec­
ciones presidenciales de 2000, se proponía:

Una de las tareas prioritarias será la ampliación de nuestras relacio­
nes con el mundo entero. Esto incluye las relaciones con Europa, Asia
y África. Debemos aprovechar nuestra posición geográfica y política
en el mundo. En este sentido, es claro que somos el puente natural
entre Norteamérica y Latinoamérica, entre la Unión Europea y la
cuenca del Pacífico; daremos prioridad a la relación con América lati­
na promoviendo la Comunidad Latinoamericana de Naciones y la
conclusión de una zona de libre comercio en todo el continente.

Sin embargo, la contribución mexicana allatinoamericanismo ha sido
limitada al mantenimiento de mecanismos de concertación política y
diplomática ya existentes, como la Cumbre Iberoamericana de Jefes de
Estado y de Gobierno y la Cumbre Euro-Latinoamericana, a sostener
las inercias del Grupo de Río, a mantener los acuerdos del Pacto de San
José, a prolongar el mecanismo de concertación de Tuxtla I y II en re­
lación con Centroamérica y a proseguir con mecanismos de dudosa efi­
cacia como el Parlatino.

En el plano económico y de la integración latinoamericana y caribe­
ña, el nuevo gobierno no introduce innovaciones significativas, aparte de
los fallidos intentos del PPP. SU presencia en organismos regionales como
la Aladi o el 5ELA se reduce a la participación rutinaria, al igual que con­
tinúa el proceso de institucionalización de los acuerdos comerciales toma-



94 • JAIME PRECIADO CORONADO

dos en anteriores sexenios con el Grupo de los Tres, Colombia Venezuela
y México; el Triángulo del Norte, con Guatemala, El Salvador y Hondu­
ras; el tratado de libre comercio con Costa Rica, Nicaragua, Bolivia y
Chile. Si acaso, se intenta transformar el Acuerdo de Complementación
Económica con Uruguay en un tratado de libre comercio, como signo del
relanzamiento de negociaciones con el Mercosur, para lo cual no hay una
estrategia definida, así como se negocia un posible tratado de libre comer­
cio con Panamá.

El proyecto más original de la administración foxista para estable­
cer vínculos múltiples con Latinoamérica, el PPP, representa uno de los
proyectos de modernización neoliberal y apertura global para integrar
el sursureste de México y Centroamérica como una región de libre tránsi­
to de mercancías entre las tres principales regiones económicas del mun­
do: Norteamérica, el sudeste asiático (China, Japón y los Tigres del Pa­
cífico) y la Unión Europea. Uno de sus aspectos más importantes es el
papel que se asigna a las zonas de reserva ecológica como parte de un
modelo de desarrollo industrial regional sustentable, lo que implica una
seria amenaza a la biodiversidad. Este plan, junto con el Plan Colombia
y su extensión en la región andina, constituye un bastión para la pues­
ta en práctica del ALeA, que pretende integrar el continente en una sola
economía supeditada a los intereses de los Estados Unidos. Ambos son
ejemplos claros de intentos por combinar bajo un mismo discurso eco­
nomía y "desarrollo", junto con una guerra de posiciones y la territo­
rialización de políticas de seguridad.

Los dos programas se encuentran fundados en megaproyectos
territoriales turísticos o de acuacultura; plantaciones controladas por
multinacionales, carreteras transnacionales y canales interoceánicos y
puertos vinculados a grandes corredores comerciales multinacionales,
que pretenden la creación de inmensas zonas francas industriales. La
atención se centra en la región debido a su vasta riqueza en material
biogenético, su potencialidad productiva, con lo que se busca aprovechar
la inadecuada legislación que intenta proteger su uso y explotación. Bajo
la bandera de representar oportunidades de empleo y desarrollo para pro­
teger la,diversidad étnica, estas iniciativas se encuentran localizadas en los
sitios con mayor potencial, como muestra el megaproyecto integral del
istmo de Tehuantepec, en el caso mexicano.

Además de ello, los beneficios no se traducen como el discurso lo
plantea para los habitantes de la zona, ya que las oportunidades ofre­
cidas benefician más a las grandes corporaciones (la gran mayoría ex-
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tranjeras) que depositan no sólo su capital, sino además intereses alter­
nos en la región.

Aquí, cabría hacer una aclaración distintiva del PPP frente al ALCA,

donde el primero representa una estrategia regional para la redefinición
del mercado que impulsa principalmente el gobierno mexicano, y el úl­
timo, un vehículo catalizador de las aspiraciones geopolíticas de los Es­
tados Unidos en el hemisferio. A pesar de su índole particular, muchos
movimientos basados en posturas antiimperialistas los ubican dentro
de un mismo rubro, situándolos como frente de lucha. Sin embargo,
cabe señalar que, dentro de todo este complejo aparato representado por
los megaproyectos del PPP, las inversiones no son únicamente estadou­
nidenses sino también europeas --como lo mostró la gira del presidente
Fax por Europa en 2003- e incluso nacionales, por lo que la estrategia
para obtener beneficios económicos no recae exclusivamente en el veci­
no del norte.

De cualquier manera, el PPP está de capa caída, como lo menciona
Miguel Picard, de CIEPAC, Chiapas:

-El presupuesto federal de 2003 para el PPP en México es a todas luces
exangüe, 2,100 millones de pesos, en comparación con los 7,500 mi­
llones de pesos programados a principios de 2002.
-En septiembre de 2002, la revista Cambio subrayó la falta de fon­
dos "baratos" para el PPP, al haber fracasado la estrategia de Fax de
atraer préstamos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y del
BM, a tasas preferenciales. El BID terminó aprobando 4,000 millones
de dólares para el PPP, pero con réditos de 14 por ciento.
-La oficina de coordinación general del PPP bajó de categoría, al mu­
darse del cobijo de la Presidencia hacia una oficina menor en la Se­
cretaría de Relaciones Exteriores.
-Hay frustración de altos funcionarios del BID, según comentan ob­
servadores en Washington. Para 2003 el BID ha programado "consul­
tas públicas" sobre el PPP en Veracruz y Puebla, pero los funcionarios
muestran renuencia por llevarlas a cabo, dado el poco interés del go­
bierno foxista en respaldar la iniciativa.
-Otra señal es el silencio sepulcral en Chiapas de parte del goberna­
dor Pablo Salazar, quien ha inaugurado obras de infraestructura en
Puerto Madero y en el aeropuerto de Palenque y nuevos tramos de
carretera en varios puntos del estado, sin adornar sus discursos con
una sola mención del PPP.
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-Uno de los puntales del PPP, la creación de una vasta zona maqui­
ladora, se ha desplomado. De enero de 2001 a junio de 2002, 600
maquiladoras se fueron de México, dejando en la calle a 250,000
trabajadores, el 15 por ciento de la fuerza laboral.
-En la zona del PPP, la respuesta de las maquiladoras ha sido a to­
das luces pobre. En el estado de Chiapas hay alrededor de 10 ma­
quiladoras instaladas o proyectadas. Yen otros estados del PPP la si­
tuación se repite: en Campeche hay nueve proyectos de maquila, en
Veracruz 17, en Oaxaca 24, en Guerrero seis, en Tabasco cinco, y
ningún nuevo proyecto en Quintana Roo, Yucatán o Puebla."

Además, el PPPse está convirtiendo, de acuerdo con Carlos PachecoAli­
zaga, en una "amenaza para la descentralización efectiva y el desarrollo
local. A pesar que el PPP afectará a más de la tercera parte de los munici­
pios y departamentos de la región, las autoridades locales y las poblacio­
nes afectadas han quedado fuera no sólo en la planificación de los proyec­
tos, sino también del proceso de toma de decisiones"."

Las cartas dedicadas a la diversificación con el Caribe no son más
prometedoras, pues no hay un más allá de buscar una relación privile­
giada con la República Dominicana, recomponer las relaciones econó­
micas con Cuba y seguir impulsando la institucionalización de la Aso­
ciación de Estados del Caribe, aunque sin un proyecto que vincule ese
esquema de integración regional a Centroamérica y el gran Caribe.

RESISTENCIAS y ALTERNATIVAS DESDE ABAJO:

LA SOCIEDAD CIVIL ALTERMUNDISTA

Los organismos sociales que se oponen en México a la globalización del li­
bre comercio, sus tratados y acuerdos desempeñan un papel destacado en
la nueva configuración del Estado mexicano, pues han ganado espacios de
interlocución y crítica en las instituciones dedicadas a llevar adelante los
esquemas neoliberales, al mismo tiempo que han obtenido capacidades
técnicas y políticas para elaborar alternativas y para hacer críticas funda­
mentadas en la experiencia y la movilización sobre los asuntos interna­
cionales, desde su relación con lo local. La experiencia ganada en la resis-

'En http://www.ecoportal.com.ar/articulos/gob_mex.htm
lOCAITA, ALCAlA Y PPP: los riesgos de la subordinación económica para Nicaragua y Centroarnérica,

en: http://www.ceinicaragua.org.nilintegracioneco/capitulo_catafinal.pdf
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tencia contra el TLCAN ayudó a que se formaran y consolidaran redes tri­
nacionales que cuestionaron las bases conceptuales y los antecedentes
políticos y estratégicos de ese tratado. Así, el movimiento de resistencia
contra el ALCA ha tenido más impacto y ha propiciado una extensión de
redes y organismos que elaboran críticas y propuestas alternativas. La
proyección de esa resistencia alcanza ya la escala hemisférica y el nivel de
coordinación ha permitido que las propuestas de consulta sobre la acep­
tación social del ALCA Y sobre la necesidad de procesar alternativas e ir pre­
figurándolas estén cada vez más presentes en la arena pública.

Varios organismos y redes de resistencia que nacieron contra el TLCAN

hoy convergen en la Alianza Social Continental (ASe), la Cumbre de los
Pueblos y el Foro Social Mundial (F5M). La crítica que han elaborado en ese
contexto de resistencia a los dos borradores del ALCA que circulan pública­
mente ha ayudado a negociadores sensibles a los señalamientos que esos
documentos contienen y ha dado claridad a las estrategias de los organis­
mos y redes sociales altermundistas. Algo sobresaliente es la Alternativa
para las Américas, que se propone fundar nuevas vías de integración, coo­
peración y participación ciudadana democrática.

Estos megaproyectos, el ALCA, el TLCAN Y el PPP, han sido el eje de la
organización social mediante el vínculo territorial entre los grupos de
la sociedad civil organizada. De esta manera, la articulación de los mo­
vimientos obedece a las amenazas regionales y locales que, frente a la
evidente subordinación de sus derechos humanos, desigualdad y el im­
pacto ambiental en la zona, tejen sus propias redes de comunicación,
información y apoyo logrando así una institucionalización de su cau­
sa y la expansión de su lucha. Si bien el ALCA Y el PPP convergen en un
mismo espacio de movilización para llevar a cabo iniciativas continen­
tales y centroamericanas, ello se puede traducir en una oportunidad
única para nuestros pueblos, si se logra transformar la resistencia en
un imaginario de alternativas.

Frente a la incertidumbre que está marcando la instrumentación del
PPP, la importancia del ALeA es fundamental para comprender el posicio­
namiento de los Estados Unidos en la geoestrategia interamericana. No so­
lamente se trata de un acuerdo de libre comercio para el hemisferio, sino
que forma parte de una táctica más compleja para consolidar el área geoe­
conómica más importante del planeta. Como engranes de este complejo
aparato destacan el TLCAN, el PPP y el Plan Colombia-Iniciativa Andina.

Ello desde luego crea tensiones en el proceso de integración latinoa­
mericano, donde resalta la tensión entre ALCA y Mercosur, ya que los Es-
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tados Unidos procuran evitar todo tipo de alianzas exclusivas entre paí­
ses latinoamericanos que pudiesen retar su supremacía hemisférica. Del
mismo modo, es de su preocupación que ninguna nación del sur llegue a
ser lo suficientemente fuerte como para lograr dicho fin. Por esta razón
el Mercosur y sus fuertes relaciones comerciales con Europa, así como el
papel de Brasil a través de este acuerdo como competidor de los Estados
Unidos por la hegemonía regional, se presentan como un obstáculo para
el proyecto de absorción de los Estados Unidos. Brasil ve a los Estados
Unidos como su principal competidor por el liderazgo económico y polí­
tico en Sudamérica, y, por ello, en la nueva coyuntura inaugurada por el
gobierno de Lula, está decidido a expandir y consolidar el Mercosur y
construir relaciones comerciales con Europa antes de negociar un acuer­
do de libre comercio hemisférico con los Estados Unidos.

Una salida que están ensayando los Estados Unidos, de cara a las re­
sistencias que pueda encontrar de parte de los esquemas subregionales de
integración latinoamericana, es una implantación fragmentada del ALCA,

o la estrategia de un "ALCA a retazos", que consiste en impulsar acuerdos
comerciales "multilaterales" o bilaterales, que construyan por partes el
área hemisférica de libre comercio que representa el ALCA. Del primer
caso, está el ejemplo del Área de Libre Comercio de Centroamérica (CAFTA,

por sus siglas en inglés), que discuten los países miembros del Sistema de
Integración Centroamericana. Una relación "multilateral" que expresa
mejor que el ppp los intereses estratégicos estadounidenses en el istmo
centroamericano, mientras que el tratado de libre comercio Estados Uni­
dos-Chile representa una relación bilateral entre esos dos países que ade­
lanta los contenidos de las negociaciones previstas en el ALCA, pero sin las
mediaciones que pudiera presentar una negociación colectiva.

A pesar de esta acción, la unión americana se enfrenta al riesgo de in­
centivar la competencia por vincularse a su poderosa economía entre los
diferentes procesos regionales que tienen lugar en Latinoamérica, de don­
de resulta un ALCA erosionado, que se está aplazando en función de pro­
fundos desacuerdos en materia agropecuaria principalmente.

El fenómeno de resurgimiento de la sociedadcivil en resistencia ha cre­
cido y se va vinculando a otros planes y programas, como el ppp y los tra­
tados de libre comercio que tiene México con países latinoamericanos, e
incluso contra los tratados de libre comercio que ahora impulsa el gobierno
estadounidense en América Central. Este discurso de resistencia también se
elabora en las zonas zapatistas frente al ppp y las contradicciones generadas
por la entrada en operación del capítulo agropecuario del TCAN.
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Particularmente, el espacio del PPP ha visto nacer un potente conglo­
merado de organizaciones sociales de base territorial, como el Bloque
Popular Centroamericano, para el caso del istmo, la Asociación Nacional
Indígena Plural por la Autonomía (ANIPA)l1 y el Foro Mesoamericano, que
aglutina a la Alianza Mexicana por la Autodeterminación de los Pueblos
(AMPAP)12 en el caso mexicano, organizaciones que pretenden aglutinar la
resistencia opositora de toda la región que abarca el PPP.

Una auténtica cartografía de movimientos sociales se dispersa per­
ceptiblemente por la región. Unos luchan por su autodeterminación
frente a las fuerzas de capitales transnacionales, otros en contra de me­
gaproyectos que atentan contra su bienestar económico y ambiental, o
aquellos que velan por una mayor equidad tanto en la distribución del
ingreso como en la procuración de justicia e inserción social, o los que
han optado por pelear por el respeto a su cultura.

Las demandas también son factores que identifican a las organi­
zaciones civiles; ellas van por planteamientos económicos, étnico-cul­
turales o por favorecer una ciudadanía multidimensional. Resistencia,
movilización y procesamiento de alternativas convergen con el fin de
constituir un actor con capacidades importantes de reacción, formu­
lación de propuestas y acción efectiva.

A pesar de la fuerza que se construye en la unidad de estos actores
sociales en torno a la movilización en contra de la hegemonía estadou­
nidense en las relaciones internacionales, también existen disgregaciones
o conflictos internos dentro de esta sociedad civil organizada, donde las
diferencias que los originan no han terminado de resolverse. Dentro de
estas discrepancias podemos encontrar los conflictos relativos a la con­
cepción del Estado nacional, a su articulación subordinada respecto de
la globalización, mediante la trasnacionalización capitalista y los espa­
cios de integración supranacionales como el ALeA o el PPP, y al papel que
las clases sociales representan en esas contradicciones del llamado neo­
liberalismo.

Por ello, los propios sistemas de alianzas dividen a estos organis­
mos entre sí y dificultan la creación de puentes negociadores entre los
movimientos sociales, los actores que procesan alternativas y el mundo
de las instituciones del capitalismo; algunas de sus limitaciones son:
por una parte, el creciente "purismo" de algunas organizaciones, que

"http://www.laneta.apc.org/anipa/que.htrnl sitio revisado en junio de 2003
12 http://www.rnesoarnericaresiste.org/index.htrnl sitio revisado en julio de 2003
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reproduce posiciones sectarias y maniqueas que terminan por aislarlas
o por reducir su experiencia a la dimensión local y, por otra, el antipar­
tidismo a ultranza que choca con todo lo que se relacione con la insti­
tución democrática, lo cual repercute en el abandono de las elecciones y
de gobiernos que emergieron por influencia de procesos desde abajo.

Junto con ello se observa que las organizaciones altermundistas
privilegian la lucha por el poder de base, por el otorgamiento de po­
deres de la sociedad civil, y no por el gobierno, sino por nuevas fuer­
zas que acoten y controlen la compleja relación Estado-mercado.
Dentro de este escenario, existe una fuerte dicotomía: por un lado, la
construcción de alternativas enfrenta un campo de fuerzas actual­
mente dominado por el referente global, muchas veces sin saber
cómo transitar por él; por otro lado, la interrogante de cómo "desglo­
balizar" para atender el mercado interno sigue rondando las mentes
o los imaginarios de las organizaciones sociales. En todo caso, hay
una creciente complementación entre dos lógicas de acción social que
conviven: se piensa en lo global y se actúa en lo local, pero al mismo
tiempo se actúa en lo global pensando en lo local: dos velocidades que
no siempre pueden sincronizarse en el seno de las organizaciones so­
ciales críticas de la globalización.

Esta serie de divergencias exponen asimismo el conflicto entre la de­
manda de autonomía regional y el apoyo del Estado-nación, ya que
esta compleja red formada por organizaciones no gubernamentales,
grupos civiles sin adscripción política o el llamado tercer sector tiene tal
diversificación y pluralidad de demandas que es difícil que lleguen a
acuerdos unitarios más allá de la movilización y de la resistencia fren­
te a la globalización, aunque en ese terreno sus alcances y logros sean
indiscutibles. No sucede lo mismo en la escala global, pues ahí se per­
fila cada vez más un nuevo cuadro mundial de instituciones que apo­
yan este tipo de iniciativas y cuyos medios, además de eliminar la
burocracia estatal, autentifican el compromiso social y humano de
acuerdo con las necesidades de la gente.

Sin embargo, aún permanecen pendientes una serie de asuntos,
como la gobernabilidad democrática y el propio margen de acción de
las instituciones, tanto las estatales como las no estatales. Por una
parte, el ejercicio de una auténtica democracia promete un relativo or­
den de paz; sin embargo, cabe hacer el cuestionarniento sobre en
quién recae exactamente el ejercicio democrático, zen todos los habi­
tantes de un mismo territorio políticamente identificado o sólo en los
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ciudadanos "fragmentados" que producen los regímenes democráti­
cos o es viable una ciudadanía global que venga a actualizar al ciuda­
dano liberal o al de la Grecia de la antigüedad? Por otra parte, tanto el
mercado como las dinámicas propias del proceso de globalización dotan
de un carácter ambiguo al aparato estatal, en la medida de la privati­
zación de las políticas, los espacios públicos, los sectores productivos
y de su debilitamiento en la esfera reguladora del capitalismo. Asimis­
mo, el entramado del poder que no depende del gobierno se somete a
un inadecuado marco normativo y a obstáculos intangibles impues­
tos por actores de presión.

CONCLUSIONES

La posición del Estado ante los asuntos internacionales se ha transfor­
mado hoy. Los debates en torno a su papel tanto en el exterior como en
el interior no han concluido, porque tampoco acaban de ser totalmen­
te claras las transformaciones del entorno político, económico y social
que lo definen. Lo único cierto es que los sucesos del 11 de septiembre
de 2001 generaron una contratendencia al sistema internacional poste­
rior a la guerra fría que parecía consolidarse e introdujeron cambios
que han revaluado la importancia del Estado y de las fronteras en un
contexto donde éstas parecían desaparecer ante la globalización. Acompa­
ñando a esta indefinición sobre el papel del Estado, México desarrolló a
partir de julio de 2000 amplias expectativas en torno a la alternancia que
pudiera desembocar en una posible transición. Sin embargo, estas expec­
tativas de cambio no fueron cumplidas entre otras cosas por el abando­
no de la anunciada reforma del Estado.

El cambio en materia de política exterior tampoco se consolidó, pese
a los esfuerzos por incorporar enfoques novedosos en su diseño, como
el del bono democrático. Y es que el diseño del proyecto visualizaba un
escenario internacional que fue modificado sustancialmente por los
trágicos acontecimientos del 11 de septiembre de 2001. Los reajustes en
los objetivos y las prioridades en esta materia todavía no han podido ser
definidos totalmente, pero a medida que se van consolidando muestran
una fisonomía más cercana a la de la continuidad de los últimos gobier­
nos priístas que a la del cambio anunciado. No se percibe de forma
alguna la institucionalización de una política de Estado, sino que el
pragmatismo en las decisiones, el personalismo en la conducción, los
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intereses de grupo en la definición de prioridades y el énfasis economis­
ta sobre el político prevalecen. Quizá la novedad que podría citarse se
encuentra en la nueva etapa de activismo multilateral que ha desarro­
llado México frente a organismos internacionales, como la ONU, o re­
gionales, incluidos los americanos.

Frente a América Latina, el gobierno foxista mantiene el tradicional
discurso retórico de la integración y la pertenencia cultural, que colo­
can en un lugar especial a la región, pero, en contraste, en los hechos
consolida su vocación de integración acelerada hacia el norte. En el mis­
mo sentido, se mantienen todos los mecanismos formales de la dinámi­
ca de las relaciones regionales como el Grupo de Río y se reproducen los
intentos de institucionalización comercial por medio del tratado de libre
comercio, pero se hace mayor hincapié en los instrumentos de las rela­
ciones interamericanas. Interesa sobremanera el proceso de reforma de
la OEA y se desarrolla una fuerte diplomacia que busca incidir de forma
positiva sobre el rumbo de la misma.

La vieja confrontación ideológica entre neopanamericanismo y neo­
bolivarismo o latinoamericanismo también permanece de cara a la bi­
furcación de proyectos que el país debe considerar. La aparentemente
inevitable constitución del ALCA sigue enfrentando resistencias y con­
traproyectos, como el de la ampliación del Mercosur junto con la CAN

o como la propuesta chavista del Alba. El foxismo, por herencia del
pragmatismo de los últimos sexenios está más orientado hacia el pri­
mer proyecto. Esto nos lleva a otro factor que también está moldean­
do al Estado mexicano: se trata de los movimientos de organizaciones
sociales, cuyo dinamismo desarrolla rápidamente los núcleos locales en
complejas redes trasnacionales con una capacidad de organización, mo­
vilización e influencia considerables. Así, resulta notable, por ejemplo,
que las iniciativas verticales como el ALCA o el ppp hayan sido objeto de
reuniones, protestas y propuestas alternativas que buscan reivindica­
ciones particulares. Las mismas redes que se opusieron al TLCAN se en­
focan ahora hacia estos dos proyectos calificados de hegemónicos y han
incidido en la inclusión de ciertos temas socialmente sensibles, además
de que ,han desarrollado ligas institucionales que por un lado les permi­
ten incidir -por ahora- de forma marginal en las negociaciones y por el
otro permiten al gobierno cierta legitimación del proceso y de modifi­
cación de su agenda inicial.
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Jorge Durand'

Políticas emigratorias en un contexto
de asimetría de poder.

El caso mexicano, 1900-2003

MÉXICO ES un país de emigrantes que no se reconoce como tal. En par­
te, la culpa de esta falta de conciencia nacional tiene que ver con dos
factores: el contexto de vecindad y el modelo de unidireccionalidad.
Los emigrantes mexicanos no suelen quemar las naves, como suelen
hacerlo muchos emigrantes de otros países. Para los mexicanos la
alternativa del retorno siempre había estado presente. El migrante mexi­
cano regresaba a su pueblo para pasar las fiestas, para enterrar a un
pariente, para supervisar negocios, incluso para jugar un partido de
futbol.

Por otra parte, los mexicanos (98 por ciento) se dirigen a un solo lu­
gar de destino: el norte, y cerca del 80 por ciento de los migrantes se
concentran en los estados que anteriormente fueron territorio mexica­
no: California, Arizona, Nevada, Texas y Nuevo México. La vecindad y
la unidireccionalidad convirtieron el fenómeno migratorio en algo nor­
mal, natural, en parte de la vida cotidiana. La mayoría de los mexica­
nos tiene algún pariente en el otro lado.

Como quiera, México se incorporó a la emigración masiva desde
fines del siglo XIX, cuando se conectaron las vías férreas mexicana y
estadounidense en El Paso (1884), y éstas son otras dos característi­
cas fundamentales del fenómeno: historicidad y masividad. Se trata
de una migración ininterrumpida, unidireccional, centenaria y masi­
va entre dos países vecinos. La migración mexicana siempre se ha con­
tado en millones. En 1926 Gamio (1930) señalaba que existía una
población migrante cercana al millón (917,000), y el censo estadouni­
dense del año 2000 reporta un población de 9.3 millones de personas
nacidas en México.

'Universidad de Guadalajara, CUCSH.
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La agenda emigratoria, por tanto, constituye un punto importante
y permanente en la política nacional y bilateral. A lo largo de todo el si­
glo xx se pueden observar cambios, marchas y contramarchas en los
planteamientos políticos con respecto a la emigración. Pero un principio
inmutable y fundamental en la postura mexicana ha sido el derecho
constitucional al libre tránsito. Salvo alguna rara excepción histórica
que confirma la regla, las autoridades mexicanas nunca han tratado de
impedir la salida de sus connacionales.

En contraste, las posturas políticas, los argumentos y las valoracio­
nes con respecto a la emigración han cambiado de manera sustancial a
lo largo de los diferentes periodos históricos. En este artículo se preten­
de repasar de manera somera las posturas en los diferentes periodos y
desarrollar con mayor detenimiento la posición mexicana en la actua­
lidad, que corresponde a los albores del siglo XXI. 1

LA ENFERMEDAD DE LA MIGRACIÓN

Y LA POLÍTICA DISUASIVA (1910-1940)

Al despuntar el siglo xx la migración entre México y los Estados Uni­
dos era un fenómeno masivo y consistente. Sin duda, fue la conexión
férrea entre ambos países, inaugurada en 1884, la que hizo posible la
relación entre la oferta de mano de obra mexicana y la creciente deman­
da de los empleadores estadounidenses.

Sin embargo, la salida de trabajadores mexicanos no era bien vista
por las autoridades mexicanas. Se consideraba que México era un país
despoblado con ingentes riquezas y que más bien requería inmigrantes
que pudieran explotar sus recursos. Así se afirmaba en Progreso Latino
de 1906: "En México hay trabajo para todos, mexicanos y extranjeros.
Sobra trabajo, faltan brazos e inteligencias, manos y cerebros" (Ochoa
y Uribe, 1990). La emigración tampoco era bien vista porque los mi­
grantes se dirigían a los antiguos territorios anexados. Después de la
guerra con los Estados Unidos, México propuso y fomentó una políti­
ca de repatriación para los mexicanos que se habían quedado en el otro
lado, pero con escasos resultados (Durand, 1994).

Para muchos editorialistas de comienzos de siglo, los emigrantes
eran considerados, en ocasiones, como traidores a la causa mexicana e

1 En este artículo nos limitamos a examinar sólo una parte de la política migratoria mexicana, la
que se refiere a la emigración, sin que esto signifique restarle importancia a las polfticas inmigratorias.
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incluso la Iglesia católica compartía esta opinión, así lo señaló el semana­
rio católico La Época: "la falta de patriotismo toma mayores proporcio­
nes, si se considera que se van a trabajar y por lo mismo a engrandecer
con el trabajo, a una nación que siempre se ha considerado enemiga
nuestras y como la causante de nuestras mayores desgracias nacionales"
(Ochoa y Uribe, 1990: 134).

Durante las primeras décadas del siglo xx, las autoridades mexica­
nas optaron por la vía de la disuasión y la propaganda como medio para
desalentar la emigración. Se repartían volantes y se pegaban carteles en
los pueblos, donde se señalaban las pésimas condiciones en que vivían
y trabajaban los emigrantes. En la frontera, los problemas se recrude­
cían dado que allí se concentraban todos los emigrantes que pretendían
pasar al otro lado. Las autoridades fronterizas enviaban cartas y comu­
nicados a los estados y municipios del interior para que "impidan en
cuanto sea posible la emigración [... ] haciendo presente al público las
graves dificultades con que tropiezan los mexicanos en la república del
norte" (Durand, 1994: 114).

El principal problema eran los "enganchadores" que proporciona­
ban un adelanto al trabajador con el compromiso de devolver la canti­
dad en trabajo. El enganche, como negocio privado de las casas de con­
tratación, fue un sistema de explotación extremo que dejaba en manos
de particulares la contratación, el traslado, el salario, el control interno de
los campamentos y las cargas de trabajo. Las consecuencias de este sis­
tema fueron: el trabajo infantil, las policías privadas, los contratos leo­
ninos, el endeudamiento perpetuo y condiciones miserables de vida y
trabajo.

La situación se agravó con la revolución de 1910. Ya lo había anun­
ciado Madero en su famoso escrito La sucesión presidencial en 1910,
donde afirma que las condiciones laborales no eran nada satisfactorias
en los Estados Unidos, pero en México estaban peor: "su suerte es me­
jor que en su tierra nativa" (Madero, 1910).

En efecto, miles de personas se dirigían a la frontera norte para
huir de la guerra y la desolación. Ésta fue la primera y única vez en
que 19s Estados Unidos aceptaron a mexicanos con la categoría de "re­
fugiados", los que eran auxiliados en instalaciones militares hasta
que podían encontrar trabajo en alguna casa de contratación (Durand
y Arias, 2000).

El panorama laboral cambió de manera radical en 1917. Había ter­
minado la revolución mexicana, pero los Estados Unidos ingresaban en
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la contienda mundial. La declaración de guerra dejó innumerables
puestos de trabajo vacantes y se requerían brazos con urgencia. Los
contratistas estadounidenses empezaron a cruzar la frontera y los cón­
sules fronterizos fueron presionados para que les dieran facilidades. El
secretario de Relaciones Exteriores afirmaba que, "dado que no era po­
sible que el gobierno contuviera la emigración, debería hacer todos los
esfuerzos para que sus compatriotas sufrieran lo menos posible durante
su estadía en el extranjero". Para colmo de males, muchos emigrantes que
no tenían documentos eran enrolados en el ejército y enviados al comba­
te. Se calcula que fueron acuartelados unos 60,000 mexicanos y que unos
15,000 fueron obligados a combatir durante la primera guerra mundial
(Alanís, 1999). Nuevamente se recurrió a la propaganda y la información
oficial para alertar a los incautos que pretendían hacer fortuna en el nor­
te. El gobierno mexicano expedía pasaportes para comprobar la naciona­
lidad y así impedir el enrolamiento.

Con el fin de la guerra empezó una nueva etapa, la de las recesiones
económicas y las respectivas deportaciones masivas. El gobierno mexica­
no recurrió nuevamente a una postura reactiva, reaccionaba ante los he­
chos, pero era incapaz de tener ningún control sobre el fenómeno. Si no
podía detener o desalentar el flujo de salida, menos aún podía negar el in­
greso de los compatriotas que eran deportados. Fueron tres deportaciones
masivas. En 1921 repatriaron a cerca de 150,000 mexicanos, entre 1929
y 1933 expulsaron a cerca de medio millón de migrantes, y entre 1938 y
1940 deportaron a cerca de 45,000 trabajadores, de los cuales unos 6,000
fueron acogidos en los programas de repatriación organizados por elpre­
sidente Cárdenas. En todos los casos el gobierno mexicano tuvo que in­
tervenir y ayudar en la medida de lo posible a los que retornaban al terru­
ño con pasajes, alimentación y cobijo mientras volvían a sus pueblos de
origen o eran reubicados (Alanís, 2003; Durand, 1994). También se
planteó la posibilidad de integrarlos de manera definitiva otorgándoles
tierras y avías agrícolas en varios proyectos de colonización, pero con
pobres resultados.

Para los analistas de la época, entre quienes destaca Enrique Santi­
báñez p 930), la emigración mexicana había dejado de ser una sangría
y se había convertido en una "hemorragia", en una empresa "estéril", y
las relaciones "amigables con Estados Unidos sólo han servido, hasta la
fecha, para empobrecer a nuestra población". Más aún, para Alfonso
Fabila (1932), los emigrantes estaban "enfermos del pecado de la emi­
gración" y las soluciones debían ser radicales: el gobierno tenía que
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"dar a conocer los peligros de la emigración" yen caso necesario, "im­
pedir por la fuerza legal la emigración". Para Fabila la migración era un
error, y si bien la Constitución establecía la libertad de tránsito, "sobre
esta ley tan justa y racional está una verdad latente: México se despue­
bla de campesinos, obreros y aun intelectuales" (1929).

En una postura mucho más mesurada, el antropólogo Manuel Ga­
mio (1930) reconocía que México "pierde en esos emigrantes el esfuer­
zo y la colaboración de un 9 por ciento aproximadamente de sus clases
productivas", pero al mismo tiempo la migración transitoria de mexi­
canos operó como un alivio a los problemas sociales y el desempleo,
además de que los .emigrantes se capacitan en el extranjero y envían
enormes cantidades de remesas.

La política emigratoria mexicana durante las primeras cuatro décadas
del siglo xx fue disuasiva al tratar de frenar la emigración informando
a la población sobre los peligros y dificultades de la empresa migrato­
ria, y fue reactiva en la medida en que reaccionaba ante situaciones de
hecho, como las deportaciones masivas de los veinte y los treinta. Al­
gunos autores consideran que durante la primera guerra mundial se
dio un primer programa bracero (Alanís, 1999), pero en realidad las ne­
gociaciones no pasaron más allá del intercambio de cartas y arreglos
consulares que condujeron a señalar disposiciones oficiales para prote­
ger a los trabajadores y salvaguardar sus derechos laborales. Nunca
hubo una negociación bilateral entre los dos gobiernos y menos aún un
acuerdo.

LA MIGRACIÓN NEGOCIADA:

EL PROGRAMA BRACERO (1942-1964)

Paradójicamente, mientras en 1939 y 1940 se realizaban deportacio­
nes masivas de trabajadores mexicanos, dos años después empezaron
las negociaciones para contratar trabajadores mexicanos. El fan­
tasma de la deportación todavía estaba fresco en la memoria popu­
lar del México rural, al mismo tiempo que el fantasma de la escasez
de mano de obra asolaba los campos y los centros de trabajo en los
Estados Unidos. Fue un momento propicio para negociar. Por prime­
ra vez en medio siglo de emigración, ambos países se sentaban a ne­
gociar y a ver la manera más eficaz de solucionar el problema de la
oferta y demanda de mano de obra. El contexto internacional había
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cambiado la correlación de fuerzas y obligaba a los Estados Unidos a
asumir una actitud negociadora.

El Programa Bracero fue una negociación iniciada en el contexto de
la segunda gran guerra que se prolongó con sucesivas renegociaciones
a lo largo de 22 años. Fue también un acuerdo en tiempos de recupera­
ción de la economía mexicana y fortalecimiento de la política interna de
corte popular y nacionalista. Es más, México negociaba el Programa
Bracero después de haber expropiado los ferrocarriles en 1937 y la in­
dustria petrolera en 1939, que estaban en manos de empresas estadou­
nidenses y europeas (González, 1981).

En 1942 los Estados Unidos requerían brazos, no inmigrantes, como
a comienzos de siglo, y México estaba dispuesto a llegar a un acuerdo
que significara un apoyo al esfuerzo bélico de los aliados. En esta co­
yuntura histórica muy particular México logró negociar un acuerdo
bastante favorable para los trabajadores mexicanos: contratos de traba­
jo, salarios mínimos, transportación, vivienda y seguro. Por su parte, los
estadounidenses lograron revertir el proceso migratorio anterior y
cambiarlo radicalmente: pugnaron por una selectividad genérica mascu­
lina que impidiera la migración familiar, buscaron la temporalidad del
migrante, su ingreso legal, su origen rural y su incorporación priori­
taria al medio agrícola.

La primera virtud del Programa Bracero fue acabar con el sistema
de enganche. La contratación dejó de ser un negocio particular y pasó
a depender de programas oficiales, de carácter bilateral, donde ambas
partes tenían que sujetarse a un convenio firmado. Una segunda vir­
tud fue el reconocimiento explícito de la existencia de un mercado de
trabajo binacional entre México y los Estados Unidos. A diferencia de la
mayoría de las leyes migratorias estadounidenses, que son de aplica­
ción general, el Programa Bracero fue un acuerdo bilateral promovido
originalmente por los Estados Unidos y sostenido por el interés mutuo
de ambas partes.

Para los braceros el problema fundamental radicaba en las res­
tricciones del contrato que obligaban al trabajador a laborar en un
rancho o lugar determinado sin la posibilidad de moverse y buscar
otras opciones. No existía un mercado libre de mano de obra para los
migrantes. Por lo mismo, algunos críticos del Programa Bracero lo
consideraban como un sistema de semiesc1avitud que ligaba al tra­
bajador con determinado empleador y esto se prestaba a una serie de
abusos.
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Para los estadounidenses, el principal problema radicaba en los cos­
tos y el papeleo del programa además de las concesiones laborales que
se habían tenido que otorgar. En el fondo, el Programa Bracero fue una
relación obrero patronal mediada por ambos gobiernos. Se estaba ges­
tando un mercado binacional de mano de obra.

Otra ventaja del Programa Bracero, fue su carácter temporal. Los
trabajadores iban y regresaban. Este punto es fundamental, porque es
un elemento de coincidencia plena entre ambas partes. México y los
Estados Unidos estaban de acuerdo en que la migración temporal era la
mejor opción para ambos países.

Finalmente, hay que señalar que el Programa Bracero funcionó a lo
largo de 22 años y demostró en repetidas ocasiones ser una maquinaria
eficiente. Llegó a movilizar entre 1954 y 1960 a un promedio de 350,000
trabajadores anuales, yen total fueron contratados 4.5 millones.

Ambos gobiernos eran beligerantes y cada año se tenía que renegociar
esta especie de convenio colectivo de trabajo binacional, con todo el pa­
peleo, burocracia y gastos que esto supone. Para dar una idea del asun­
to, en 1945 se ocupó a 2,400 personas en el manejo del Programa (Jo­
nes, 1946). Por otra parte, en el lado mexicano se desató la corrupción
y el tráfico de influencias (Salinas, 1954; Durand, 1994). Los costos de
la corrupción obviamente tuvieron que pagarlos los migrantes en for­
ma de mordidas, donaciones o favores.

Comoquiera, las agencias involucradas también tenían sus propios
conflictos, discrepancias, filias y fobias. En México, la Secretaría de
Relaciones Exteriores (SRE) negociaba, la Secretaría de Gobernación
(Segob) ejecutaba y la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS)

evaluaba, intervenía e interfería. En los Estados Unidos, el conflicto se
dio entre varias agencias gubernamentales: el Department of Labor
(001), aliado con los sindicatos que saboteó de diversas maneras al
Programa Bracero, el Servicio de Inmigración y Naturalización (INS)

que paradójicamente se constituyó en su acérrimo defensor, y el De­
partamento de Agricultura, que apoyaba los intereses de los agricul­
tores (Calavita, 1992).

Otra fuente de diferencias y problemas fue el lugar donde debería
realizarse el reclutamiento. Para México, debía hacerse en el interior del
país, en las zonas de concentración de la población migrante, y no en
la frontera, como proponían los estadounidenses y los empleadores para
ahorrar los costos del transporte. Como quiera, independientemente del
lugar, la confluencia de miles de personas que esperaban ser enrola-
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das ocasionaba múltiples problemas logísticos, que no fueron solu­
cionados de manera adecuada por el gobierno mexicano. Según Pedro
de Alba, los centros de contratación eran "uno de los espectáculos «más
desoladores» que le había tocado presenciar" (1954).

Las consecuencias negativas del Programa Bracero fueron también
innumerables, aunque no todas se le pueden achacar al programa
mismo. Lo más problemático fue que se generó un movimiento paralelo
de trabajadores indocumentados, de dimensiones semejantes. Ante
esta situación ambas partes se echaban la culpa: se afirmaba que
México debía hacer algo para controlar la salida de indocumentados
y; como contraparte, se señalaba al gobierno de los Estados Unidos
que debía castigar a los que emplearan indocumentados. El asunto se
zanjó en Texas. Una resolución judicial conocida como The Texas Pro­
viso, permitía a los empleadores estadounidenses contratar indocu­
mentados sin que éstos tuvieran algún tipo de sanción o problema le­
gal. De este modo se abrieron las puertas de la ley a la contratación
de indocumentados.

La contratación masiva de trabajadores temporales, legales e in­
documentados afectó necesariamente al mercado de trabajo de am­
bos países. En México, algunos gobernadores, como el de Guanajua­
to, se quejaron de la falta de brazos en sus entidades y culpaban al
Programa Bracero (Durand, 1994). En los Estados Unidos sucedía lo
contrario: la queja reiterada de los sindicatos era la sobreoferta de
mano de obra barata que desplazaba al trabajador local, bajaba los
salarios y para colmo era utilizado como esquirol en caso de huelga
(Calavita, 1992).

Pero el problema recurrente fue el incumplimiento de las normas
del contrato por parte de los empleadores y los problemas que esta
situación acarreaba en las negociaciones anuales de ambos gobier­
nos. El acuerdo inicial, logrado en tiempos de guerra, resultaba de­
masiado oneroso en tiempos de paz, sobre todo si la opción de con­
tratar indocumentados estaba a la mano. Finalmente los convenios
braceros concluyeron de manera definitiva en diciembre de 1964.
México, argumentó que el fin del programa fomentaría la emigra­
ción indocumentada. y que esta situación de facto iba ser aún más
perjudicial. Se había acabado la época en que era posible negociar con
el imperio. Los acuerdos siempre se hicieron en el contexto de una re­
lación asimétrica de poder, pero al fin y al cabo cabía el derecho de
pataleo.
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LA ERA INDOCUMENTADA Y LA POLÍTICA

DE LA NO POLÍTICA O LAISSEZ FAIRE

Sin el Programa Bracero, el gobierno mexicano no supo qué hacer, salvo
insistir en la posibilidad de un nuevo acuerdo, asunto en el que estuvo em­
peñado el gobierno del presidente Díaz Ordaz (1964-1970). Finalmente, su
sucesor, el presidente Echeverría, intentó, en 1974, llevar adelante un
acuerdo migratorio, pero el presidente Gerald Ford declinó argumentando
que "se había comprobado que este tipo de acuerdos no garantizaba la
protección de los derechos laborales de los trabajadores mexicanos" (Gar­
cía y Griego, 1998). Era por el bien de México y de los mexicanos que no
debía insistirse más en el asunto.

No sabemos si el gobierno mexicano siguió el consejo del presiden­
te Ford, pero el hecho es que México no volvió a hablar del asunto. A
esta actitud pasiva, Garóa y Griego la calificó como la "política de no
tener política". Se trataba de una estrategia "para no involucrarse con
ninguna solución norteamericana del problema". Al parecer, la actitud
mexicana se sustentaba en una "base racional" y en "un cálculo de los
costos y beneficios". Pero el mismo autor reconoce que otras opiniones
consideraban la estrategia mexicana como "mantener el statu qua"
(1988). Posteriormente, Garóa y Griego afirmaría que esta política tuvo
costos considerables, porque México renunció a manifestar su posición
sobre un tema vital y de interés nacional (Calderón, 2002).

Ciertamente, el cálculo tuvo beneficios políticos para el gobierno en
turno. Lo que no se ha evaluado es el beneficio o perjuicio de esta polí­
tica con respecto a los migrantes. Desde nuestro punto de vista, se les
abandonó a su suerte.

El gobierno volvía a su antigua política reactiva y esperaba los mo­
vimientos de la contraparte. Ciertamente, negociar en un contexto de
asimetría de poder no es fácil, pero por lo menos se podía haber plan­
teado una posición teórica sobre el fenómeno o haber definido ciertos
principios o supuestos que debería tener cualquier tipo de negociación.

Pero, más allá de la retórica o el cinismo oficial de ambos gobiernos,
eran los mismos trabajadores los que tenían que hacer valer sus dere­
chos. De ahí que no fuera coincidencia que en la década de 1960 se or­
ganizara la Unión de Trabajadores Agrícolas (UFW), comandada por César
Chávez, el más notable y querido dirigente sindicalista de origen mexica­
no. Como festejo por el día de la Independencia mexicana, el 16 de sep­
tiembre de 1965, Chávez organizó la primera de las huelgas en contra



114 • JORGE DURAND

de los productores de uva. La lucha duró décadas, pero se abrió el ca­
mino hacia el sindicalismo en el campo (Gómez-Quiñónez, 1994).

Además de los trabajadores agrícolas, dos nuevos actores empezaron
a figurar en el escenario, los migrantes de origen urbano y las mujeres.
Durante esta época el perfil del migrante mexicano cambió de manera
sustancial. Cada vez se necesitaban menos trabajadores agrícolas debido
a los intensos procesos de mecanización y por el contrario se requerían
trabajadores para la industria y el pujante sector de servicios: limpieza,
restaurantes, hoteles, casinos, comercios. y este cambio no sólo respon­
día a la nueva demanda del mercado de trabajo estadounidense sino que
reflejaba transformaciones radicales en el interior de la estructura so­
cial de México. Por una parte, el país se urbanizaba a pasos agigantados
y dejaba de ser predominantemente rural; por otra, las mujeres se in­
corporaban de lleno al mercado de trabajo y dejaban en el cajón de los
recuerdos la tradicional propensión doméstica de la mujer mexicana.

La ausencia de una política migratoria específica para México por
parte de los Estados Unidos uniformó a la población migrante: ser mexica­
no se convirtió en sinónimo de trabajador indocumentado. Su condición
legal lo situaba en el terreno de la vulnerabilidad y la inseguridad. En
cualquier momento podía ser despedido o deportado. y esta situación fa­
vorecía la tradicional propensión al retorno. El trabajador indocumen­
tado no tenía otra alternativa que pensar en regresar y por tanto inver­
tir todos sus ahorros y esfuerzos en mejorar su situación en el país de
origen.

La condición de indocumentados fomentó como nunca el desarrollo de
las redes sociales de apoyo y solidaridad. Elbracero no necesitaba tener pa­
rientes o conocidos en los Estados Unidos, para el indocumentado era
algo indispensable. Después de los contratos braceros, las redes sociales
aminoraron los costos y redujeron los riesgos de la migración al mismo
tiempo que desarrollaba un complejo entramado social, cultural y de
servicios.

Una vez terminado el sistema de enganche y cancelado el Programa
Bracero, fueron los mismos trabajadores y sus redes los que empezaron
a abastecer el mercado de trabajo estadounidense. El reclutamiento y el
entrenamiento de la mano de obra quedaba en manos de los propios
trabajadores y esta dinámica reforzaba las redes con determinadas
comunidades y regiones geográficas (Massey et el., 1987). De igual
modo, se fomentaron las mafias en la frontera y se perfeccionaron las
modalidades de cruce fronterizo, ya con el apoyo de paisanos o conoci-
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dos o por medio de "coyotes" encargados del tráfico de indocumentados.
Elcontrol fronterizo era prácticamente simbólico, con una carrera noctur­
na se podía pasar al otro lado.

Entre tanto, el gobierno mexicano se lavaba las manos y se desen­
tendía del tema y del problema migratorio. Los migrantes estaban li­
brados a su suerte, los dejaban pasar la frontera y dejaban hacer a los
empleadores lo que fuera de su conveniencia. "Dejar hacer y dejar pasar",
parece haber sido el lema de esos años. Sólo en casos excepcionales y pun­
tuales la 5RE intervenía en apoyo y protección de sus ciudadanos.

La falta de imaginación y visión política convirtió a la frontera en
tierra de nadie. Las bandas de asaltantes merodeaban en torno a los
migrantes para quitarles el poco dinero que llevaban para pasar la
frontera. De regreso, las policías locales y federales, además de las
aduanales se encargaban de cobrar mordidas y extorsionar a los mi­
grantes en su viaje de retorno al terruño. Paradójicamente, los migrantes
preferían ser apresados por la Border Patrol que caer en manos de la poli­
cía mexicana.

De este modo la migración se convirtió en un suculento negocio: en
los años ochenta los "coyotes" cobraban 200 pesos por cabeza por cruzar
la frontera y brindaban sus servicios a cientos de miles de indocumenta­
dos; las empresas estadounidenses de transferencia de dinero cobraban 20
por ciento en promedio por el envío de las remesas que sumaban cerca
de 3,000 millones de dólares anuales en aquella época; las oficinas de
correo robaban sistemáticamente los giros y el dinero que enviaban los
migrantes; las casas de cambio y los bancos se quedaban con 10 por
ciento por la conversión de divisas en moneda nacional. Y la "política
de la no política" seguía su propio curso.

No pasaba lo mismo en el lado estadounidense. Los políticos y los
medios se rasgaban las vestiduras ante la creciente informalidad del mer­
cado de trabajo y se mostraban preocupados con respecto a la situación
legal de los trabajadores migrantes. En el Congreso se gestaba un
cambio profundo en la política migratoria. Primero se discutió la
propuesta de ley conocida como Simpson-Mazzoli en 1984, y poste­
riormente se aprobaría la ley promovida por los legisladores Simp­
son 'f Rodino en 1986.

Por su parte, la preocupación del gobierno mexicano en aquellos
años se centraba en la posibilidad de un retorno masivo de migrantes
(deportación), que por una parte generaría desempleo y por otra redu­
ciría sensiblemente la llegada de remesas (García y Griego, 1985).
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LA POLÍTICA INTERNA DE

REPARACIÓN DE DAÑOS (1990-2000)

En 1986 se aprobó una reforma a la ley de inmigración en los Estados
Unidos (IRCA)2 que consistía en cuatro disposiciones legales: una am­
nistía amplia para indocumentados que pudieran demostrar una es­
tancia de cinco años, un programa especial para trabajadores agríco­
las, un incremento notable en el control fronterizo y sanciones a los
empleadores que contrataran indocumentados.

Los programas de amnistía y de trabajadores agrícolas funcionaron
adecuadamente y se legalizaron 2.3 millones de trabajadores indocumen­
tados, de este modo los Estados Unidos aseguraron un contingente muy
amplio de mano de obra barata. El control fronterizo funcionó a medias,
se hizo más difícil y riesgoso pasar la frontera, pero no se detuvo el flujo
de indocumentados. Finalmente, lo que no funcionó fue el proyecto de
sanciones a los empleadores. El presupuesto de la Border Patrol se triplicó,
pero sólo una mínima parte (2 por ciento) se destinó a controlar la con­
tratación de indocumentados en el interior del país. Los efectos no de­
seados de la IRCA fueron muchos, entre ellos un aumento considerable
del flujo migratorio indocumentado, cambios radicales en el modelo
migratorio y una escalada notable en el número de muertos en el in­
tento por cruzar la frontera (Massey et al., 2002).

Entre tanto el gobierno mexicano tuvo que pagar los costos de
su política migratoria. La relación de los gobiernos prístas y los mi­
grantes entró en un periodo de crisis y desconfianza. De hecho el
asunto se agravó con las elecciones mexicanas de 1988. Los recla­
mos de fraude traspasaron la frontera y el partido en el poder, el Par­
tido Revolucionario Institucional (PRI) y el presidente Salinas compro­
baron que había millones de mexicanos en el país vecino que deman­
daban justicia, atención y derechos. Las celebraciones de la Independen­
cia en diferentes ciudades de los Estados Unidos al parecer ya no eran
suficientes para tener tranquilos a los mexicanos. En la celebración
del año 1988 se escucharon los reclamos por el fraude electoral en
muchas ciudades estadounidenses donde se celebraba el "grito" de la
Independencia. Académicos y políticos se rasgaban las vestiduras
ante las protestas y las ofensas al pabellón nacional y su máxima
celebración.

2 rmmigration Reform and Control Act, también conocida como ley Simpson-Rodino.
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Por otra parte, las negociaciones del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte (TLCAN) habían vetado el tema migratorio. Se afirma
que México vetó el tema del petróleo y los estadounidenses el de migra­
ción. En ese contexto no se podía hacer nada. Las prioridades del mode­
lo neoliberal estaban muy lejos de la agenda bilateral.

Pero era urgente y necesario hacer ajustes en la política interna con
respecto a los emigrantes para reparar los daños ocasionados por el
abandono oficial. Se argumentaba que los migrantes habían "votado
con los pies", es decir, habían abandonado el país, y que los malos tratos
a la hora del retorno y el descuido y falta de atención a la comunidad
mexicana en el exterior los colocaba automáticamente en el bando po­
lítico opositor. El PRI había perdido su capital político entre los migran­
tes y, lo que era peor, se había erosionado el tradicional patriotismo y
resistencia cultural de los migrantes mexicanos que se negaban siste­
máticamente a cambiar de nacionalidad.

Para reparar los daños se establecieron varios programas: el Grupo
Beta de seguridad fronteriza; el Programa Paisano de acogida a migran­
tes; la modernización del sistema de aduanas con el semáforo fiscal; la
matrícula consular como medio de identificación oficial del migrante;
el Programa de Atención a la Comunidad Mexicana en el Exterior; la in­
corporación a los programas Uresa (Uniform Reciprocal Enforcement)
y RURESA (Revised Uniform Reciprocal Enforcement of Support Act) de
protección a familias abandonadas, la No Pérdida de la Nacionalidad y
el derecho al voto en el exterior.

En 1990 se fundó el Grupo Beta, una corporación tripartita de se­
guridad pública que agrupaba a los mejores elementos policiales y que
tenía como misión la defensa de los derechos humanos de los migran­
tes en la frontera norte, dado que se les consideraba como un "sector
débil y vulnerable de la población". La corporación protegía a los mi­
grantes de los asaltantes y de la extorsión policiaca y los socorría cuando
estaban en apuros o en peligro. La selección y depuración de los miem­
bros de la corporación era un asunto de vital importancia, así como la
evaluación periódica. Los resultados no se hicieron esperar, la violencia en
la "tierra de nadie" disminuyó 90 por ciento. Hasta el año 2000 se ha­
bían realizado más de 20,000 arrestos; el programa que empezó con 12
elementos creció a más de 100 Y tiene una cobertura de siete ciudades
fronterizas (Valenzuela, 2000). Posteriormente el Grupo Beta ha empe­
zado a trabajar en la frontera sur para proteger a los inmigrantes cen­
troamericanos. Los del Grupo Beta no tienen funciones policiales a par-
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tir de 1995 y no pueden portar armas; sin embargo, la prensa reporta
algunos abusos, especialmente en el caso de los migrantes centroame­
ricanos (La Jornada, 8 de septiembre de 2002)

Por su parte, el Programa Paisano pretende solucionar los problemas
a la hora del retorno de los migrantes, particularmente en las épocas
decembrinas. En un principio se trató de limitar el número de con­
troles aduanales y policiales y así disminuir las posibilidades de ex­
torsión. Posteriormente se avanzó con el semáforo fiscal, que tuvo
mucho éxito. El ciudadano que viene del extranjero tiene derecho a
ingresar con 300 dólares de mercancía y a declarar si trae productos
que excedan esa cantidad." Pero la decisión no la toman los funcio­
narios, sino el semáforo, que funciona con base a una muestra alea­
toria. De este modo se ha evitado una buena parte del problema en
aduanas terrestres y aeropuertos.

Lo que no ha tenido tanto éxito es el control de la Policía de Cami­
nos y la Policía Judicial de los diferentes estados por donde atraviesan
los migrantes. Los policías identifican fácilmente los vehículos de los
migrantes y con cualquier pretexto, como traer placas extranjeras, de­
tienen el vehículo y exigen "compensación" (La Opinión, 15.de enero de
2003). En la actualidad el Programa Paisano se limita a instalar módu­
los para quejas y denuncias y a informar y orientar a la población que
retorna al país sobre sus derechos y obligaciones.

Como quiera, parece ser que en la actualidad la opinión de los pai­
sanos es positiva. Según una investigación realizada por El Colegio de
la Frontera Norte, 97.2 por ciento "de las personas entrevistadas mani­
festaron estar satisfechos de la atención y el servicio recibido al ingresar
a México" (mexicanosenelexterior.com, 2 de mayo de 2003). No obs­
tante, cualquiera puede comprobar que los módulos de quejas del
Programa Paisano en los aeropuertos nunca tienen personal. No hay
quejas porque no hay modo de quejarse.

La matrícula consular fue un instrumento necesario y urgente que
no dio los resultados esperados en una primera fase. Se pretendía ofre­
cer al migrante un documento de identificación oficial, que sirviera en
caso de ser requerido por las autoridades estadounidenses. Durante los
gobiernos de Salinas y Zedilla (1988-2000) se expidieron más de un
millón de matrículas consulares, pero no se realizó ningún programa
colateral para que fueran útiles. Simplemente operaban como iden-

3 Cuando se ingresa por tierra, en un puesto fronterizo la cantidad permitida es sólo de 1SOdólares.



POLÍTICAS EMIGRATORIAS EN UN CONTEXTO DE ASIMETRÍA' 119

tificación. Lo peor de todo fue la improvisación y la falta de profesio­
nalismo con que se realizó la captura de información. Cada consulado
hacía su propia base de datos y éstas no estaban interconectadas, de tal
modo que no podían utilizarse para ningún tipo de consulta o análisis
más amplio. Es más, en algunos casos faltaban datos esenciales, como
escolaridad y sexo; este último tenía que adivinarse recurriendo al
nombre. También se detectaron fallas serias de seguridad. Muchos mi­
grantes centroamericanos solicitaban la matrícula porque en caso de
deportación los dejaban en la frontera mexicana y no los regresaban a
su país de origen.

Por su parte, el Programa para las Comunidades Mexicanas en el
Exterior tiene como objetivo establecer vínculos con los mexicanos en
los Estados Unidos y apoyar actividades educativas, culturales, depor­
tivas, en el campo de la salud yen los negocios. Un proyecto de suma
utilidad para los migrantes y sus familias ha sido la revalidación auto­
mática a nivel escolar con los "documentos de transferencia" que per­
miten al estudiante seguir cursando el año escolar cuando regresa de los
Estados Unidos. También se trabaja con maestros bilingües y programas
de intercambio. Según algunos analistas este programa surgió con mo­
tivos eminentemente políticos, para mejorar la imagen del gobierno en
turno, pero posteriormente ha logrado consolidarse como un programa
de servicios múltiples. Varios gobiernos estatales también empezaron a
relacionarse con su comunidad en la diáspora, especialmente con los
clubes de migrantes y se fundaron "casas", como las casas Puebla o
Guanajuato, donde reciben apoyo e información sobre cada entidad.

Otro programa utilizado por las familias de los migrantes, por in­
termedio de la 5RE, es el de Uresa RURE5A-UIF5A. Se trata de un programa
estadounidense, de carácter interestatal que apoya las demandas por
manutención de los hijos y la familia en casos de divorcio o abandono.
En el caso de los migrantes que son padres de familia y no regresan a
sus hogares ni envían dinero para su sostenimiento, la secretaría puede
canalizar una demanda judicial para que se haga efectivo el pago corres­
pondiente. Es un programa de alcance limitado dado que requiere una
demanda judicial, pero ha resuelto muchos casos de abandono ligados
al fenómeno migratorio (www.baucomlaw.com/uresa.htm).

Finalmente, el Programa Iniciativa Ciudadana, mejor conocido como
"tres por uno", permite canalizar las remesas colectivas de los migran­
tes hacia inversiones productivas en sus comunidades, con la aporta­
ción proporcional de los tres órdenes de gobierno en México: muni-
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cipal, estatal y federal. El gobierno se compromete a dar tres veces la
aportación que consigan reunir los migrantes para llevar a cabo pro­
yectos productivos y solventar necesidades urgentes de infraestruc­
tura y servicios básicos en las comunidades de origen. Este programa
se inició en el estado de Zacatecas y posteriormente se ha desarrolla­
do en otras entidades. Entre 1999 y 2000, se obtuvieron 2.8 millo­
nes de dólares como aportación de los clubes de migrantes zacatecanos
para sus comunidades (García Zamora, 2002).

Como la mayoría de los proyectos de desarrollo, los del tres por
uno tienen éxitos y fracasos, problemas de gestión, de transparencia
en el manejo de recursos y de vinculación entre las diferentes instan­
cias involucradas (García Zamora, 2002). Sin embargo, es uno de los
proyectos que han conseguido mayor apoyo gubernamental y donde
están interesados en participar organismos internacionales como el
Banco Mundial (BM) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). No
obstante, la crítica más aguda y certera al programa tres por uno su­
braya el nuevo papel del gobierno neoliberal que pretende descargar­
se de sus obligaciones y aprovecha la generosidad de los migrantes
para hacer obras de infraestructura que deberían ser solventadas por
el Estado.

Por otra parte, se ha instituido un programa de "repatriación or­
denada" de infantes. La legalización masiva de inmigrantes indocu­
mentados con la IRCA acarreó procesos de reunificación familiar, tanto
por la vía legal como por la informal. El migrante legalizado tenía
urgencia de traer a su familia y esto fomentó el incremento en el flujo de
mujeres y niños. Un problema grave era el de infantes de meses o
pocos años de edad que eran capturados y tenían que ser deporta­
dos. Los métodos de cruce para infantes son diferentes de los de las
personas mayores, por lo que los niños son separados de sus padres
al momento de cruzar la frontera. Esto generaba problemas muy
graves ya que los infantes capturados por la Patrulla Fronteriza eran
deportados sin ningún tipo de previsión o cuidado. Finalmente, el go­
bierno mexicano llegó a arreglos con el Servicio de Inmigración para
"una repatriación ordenada" en caso de menores y enfermos, los que
en casó de ser capturados debían ser entregados inmediatamente al
personal del consulado y trasladados a albergues en México, donde
sus padres o familiares pudieran identificarlos y recuperarlos.

De igual modo la legalización promovida por la IRLA abrió la opor­
tunidad para que los residentes legales pudieran obtener la ciudadanía
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estadounidense. Los mexicanos empezaron a naturalizarse en números
crecientes y la tendencia se acentuó con la ley estadounidense de inmi­
gración de 1996, que restringía una serie de derechos a los residentes,
como el seguro de vejez y otras prestaciones. Ante esta nueva coyun­
tura el Congreso mexicano reaccionó y después de arduos debates se
aprobó, en diciembre de 1996, la reforma constitucional de No Pérdida
de la Nacionalidad, en caso de adquirir otra. Incluso los que ya habían
renunciado, por haberse naturalizado estadounidenses con anterioridad,
tenían el derecho a reclamar la restitución de su nacionalidad, siempre y
cuando lo hicieran en los plazos fijados. Esta reforma fue muy bien aco­
gida entre la población migrante ya que no pierden sus derechos ciuda­
danos y, en el caso de los campesinos ejidatarios y comuneros, tampoco
pierden sus derechos de usufructo de la tierra. Además, en caso de retor­
nar al país tienen todos los derechos ciudadanos: pueden votar y ser ele­
gidos, trabajar, comprar o vender propiedades, etcétera.

Finalmente, en diciembre de 1996, se aprobó la reforma constitu­
cional que "permite votar fuera del distrito electoral que le corresponde
al elector, por encontrarse en tránsito en un lugar distinto al de su re­
sidencia o incluso en el extranjero" (Calderón y Martínez, 2002). No
obstante, falta todavía un largo camino por recorrer para que el voto
en el exterior sea una realidad. El Instituto Federal Electoral (IFE) nom­
bró una comisión de especialistas para que analizara las modalidades
posibles de voto en el extranjero, pero el informe final de la comisión,
enviado al Congreso en 1998, todavía no ha sido analizado. Se espera
que en el año 2006 el voto en el exterior sea posible y que, de este modo,
la comunidad mexicana en la diáspora reeupere sus derechos políticos.

En síntesis, los dos últimos gobiernos priístas de Salinas y Zedilla
avanzaron en el campo de la política interna y en algunos casos en la
política exterior para proteger, informar, otorgar derechos, canalizar
iniciativas y resolver una serie de problemas prácticos y cotidianos a los
que se enfrentan los migrantes de manera permanente. Sin duda, se
trata de un. notable avance, después de dos décadas de abandono. No
obstante, varios programas todavía tenían el sello corporativo, típico
del modelo priísta de relacionarse con las organizaciones de base.

Eñ cuanto a la política exterior de carácter bilateral no hubo cam­
bios ni iniciativas. No hubo ninguna propuesta que replanteara la si­
tuación migratoria a nivel bilateral Se avanzó en la reparación de daños
causados a la comunidad mexicana en el exterior; en el otorgamien­
to de derechos exigidos desde hacía décadas, como la no pérdida de la
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nacionalidad, y en la solución de algunos problemas internos de corrup­
ción, abuso y extorsión. En cuanto al voto en el exterior, el gobierno de
turno, el PRI Y algunos intelectuales orgánicos del régimen, como Jor­
ge Carpizo y Jorge Bustamante, fueron los principales opositores que
boicotearon de manera sistemática que se abriera esta oportunidad para
las elecciones del año 2000.

Durante la última década del siglo xx la relación bilateral entre
México y los Estados Unidos estuvo marcada por la lucha contra el
narcotráfico. El enemigo a vencer ya no era la Unión Soviética sino
las drogas que devastaban al pueblo estadounidense. Y para el go­
bierno mexicano lo más importante era sacar adelante un tratado de
libre comercio.

En los Estados Unidos, el tema migratorio dejó de ser un asunto
fronterizo y concentrado regionalmente en algunos estados y pasó a
ser un tema nacional que involucraba problemas de seguridad. En
este contexto las campañas antiinmigrantes eran bien recibidas por
el público y muy bien aprovechadas por los políticos que querían ga­
nar votos.

Para el gobierno mexicano las drogas y el Tratado de Libre Comer­
cio de América del Norte (TLCAN) acaparaban la agenda bilateral. Los
migrantes y sus eternos problemas quedaban en segundo o tercer plano.
Éste fue un tema vetado durante todo el tiempo que duraron las nego­
ciaciones del TLCAN. Y el veto, o la autocensura, se prolongó durante
el gobierno de Zedilla, incluso en casos extremos de violación de los
derechos humanos, como el de Riverside en 1996, cuando fueron gol­
peados brutalmente dos inmigrantes capturados por la policía. En
aquella ocasión la posición del gobierno mexicano fue bastante timo­
rata. El incidente de Riverside se asemejaba al de Rodney King, que de­
sató una asonada racial en Los Ángeles, ya que fue grabado y difun­
dido en directo por la televisión. Si bien la maquinaria de la 5RE y el
consulado de LosÁngeles presentó las quejas y notas diplomáticas corres­
pondientes, a nivel local, el presidente Zedilla disculpó en cierto modo
a los policías estadounidenses argumentando que en México se come­
tían excesos semejantes con los inmigrantes centroamericanos. El de­
bate llegó al Congreso mexicano que reaccionó y exigió al presidente
Zedilla que se publicara una investigación realizada por los 40 consu­
lados mexicanos donde se recogían las violaciones a los derechos hu­
manos en los últimos cinco años. El informe había sido guardado to
avoid damaging the bilateral relationship (Fernández de Castro, 1998).
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Los migrantes eran un tema incómodo que propiciaba la discordia y
entorpecía las negociaciones comerciales.

Fueron los años de la ofensiva antiinmigrante, especialmente en Ca­
lifornia, con el gobernador Pete Wilson y la proposición 187 que casti­
gaba y perseguía severamente a los migrantes y a sus familias negán­
doles educación, asistencia y derecho a la salud. Y en vez de responder
y tomar la iniciativa el gobierno mexicano aguantaba los golpes que re­
cibía la comunidad migrante, sin decir ni proponer nada. Por otra parte,
fueron los años de la emergencia de la sociedad civil en México y la lucha
por los derechos humanos, que incluye la defensa de los migrantes.

LA NUEVA AGENDA MIGRATORIA

Como quiera, la llegada de la democracia a México parecía haber abier­
to una luz de esperanza para los migrantes. El año 2000 empezó con
buenas noticias para la comunidad mexicana radicada en los Estados
Unidos. Con la llegada de Vicente Fax a la Presidencia, la agenda migra­
toria tomaba un nuevo curso y se constituía en un punto fundamental
de la política exterior. No sólo fue un lema de campaña. Para Fax la
agenda migratoria era de vital importancia, no en vano proviene de
Guanajuato, un estado donde la migración es centenaria. El presidente
creó una oficina especial en Los Pinos para atender la problemática
de los migrantes y nombró a Juan Hernández, un mexicanoestadouni­
dense, nacido en Texas, para encabezar el proyecto.

Por añadidura, fue nombrado Canciller Jorge Castañeda, que pro­
venía de las filas académicas, conocía bien el fenómeno y se entendía
muy bien con los estadounidenses. Y el lenguaje empezó a cambiar. Por
décadas el servicio exterior utilizaba el término convencional de "pro­
tección" de los mexicanos en el exterior. Pero a partir de 2000 se hablaría
de "defender y promover los derechos de los mexicanos en el extranjero"."

Se había pasado de una política pasiva y en el mejor de los casos
reactiva a una política propositiva. El gobierno de Fax proponía "una
negociación migratoria integral con Estados Unidos, que aborde las raí­
ces del fenómeno, sus manifestaciones y consecuencias, que considere
la atención de la migración como una responsabilidad compartida y

'La gestión de Jorge G. Castañeda en la 5RE tiene claroscuros que no viene al caso comentar. Sin
embargo, hay que reconocer que supo diseñar y proponer una política de Estado, que no existía, con
respecto a la emigración de mexicanos a 105 Estados Unidos.
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que permita lograr un marco ordenado que garantice la protección legal
adecuada y condiciones laborales dignas" (documentos internos de la SRE,

2000). La legitimidad democrática del gobierno le permitía encarar la ne­
gociación en otros térrninos. Había empezado una nueva etapa.

La voluntad política presidencial y la habilidad del canciller Casta­
ñeda para llevar adelante la agenda migratoria concluyeron práctica­
mente en un arreglo verbal el 10 de septiembre de 2001, un día antes
de los trágicos sucesos que sacudieron el mundo.

Según Frank Sharry, abogado que trabaja en Washington por la
causa de los migrantes, el acuerdo fue sorpresivo e inesperado (www.
immigrationforum.org). Los presidentes Fax y Bush declararon pú­
blicamente que había voluntad política de ambas partes para llegar a
un acuerdo migratorio. La propuesta mexicana, conocida como the
whole enchilada, iba bastante lejos: se proponía un acuerdo integral
que solucionara el problema de manera conjunta en varios frentes:
seguridad fronteriza, evitar al máximo la pérdida de vidas, amnistía
amplia para los migrantes ya radicados en los Estados Unidos, un
programa de trabajadores migratorios temporales, una ampliación
del programa de visas permanentes, un proyecto de apoyo a las co­
munidades de origen de los migrantes y una agenda permanente de
diálogo para solucionar los problemas que se irían suscitando sobre
la marcha. Incluso la parte mexicana llegó a afirmar que el futuro se­
ría semejante a la solución europea de libre tránsito entre los países
miembros del acuerdo comercial.

Pero el feliz acuerdo verbal entre el vaquero de Texasy el de Guanajua­
to tenía también compromisos verbales que no se habían hecho públicos,
pero que en los hechos son más que evidentes. Un acuerdo migratorio
con México presuponía el control de la frontera sur y el freno de la mi­
gración indocumentada, centroamericana y sudamericana, que transi­
ta por México en dirección a los Estados Unidos. Según Raúl Delgado
(2002), México debía cumplir la función de "centinela de los Estados
Unidos en su frontera sur, mediante el impulso de dos programas com­
plementarios: el Plan Puebla Panamá y el Plan Sur".

La geografía del sur mexicano, a diferencia del norte, tiene un estre­
chamiento en el istmo de Tehuantepec y por allí tienen que pasar todas
las rutas, caminos y vías de comunicación. De este modo el istmo se con­
vierte en un lugar ideal para el control de la inmigración indocumentada
que se dirige a los Estados Unidos. En este caso también hubo declaracio­
nes oficiales de Castañeda que denotan un cambio en el lenguaje:
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Por congruencia, pero también por principio, México velará por el
respeto pleno a los derechos no sólo de nuestros migrantes sino tam­
bién de los migrantes centroamericanos y de otros países que cruzan
por nuestro territorio, quienes en ocasiones son víctimas de vejacio­
nes y maltratos por parte de las autoridades mexicanas. Para ellobus­
caremos garantizar el mismo trato para los migrantes a México que
el que demandamos para los mexicanos en la frontera norte.

La realidad es otra, pero por fin existe un planteamiento claro y preci­
so, el cual puede ser exigido y demandado.

Los tiempos habían cambiado, el tema vetado durante las negocia­
ciones del tratado de libre comercio (1992-1993) empezaba a salir a la
luz. Se había comprobado, en la práctica, que el acuerdo comercial no
era suficiente para generar empleos y detener el flujo migratorio. Por
otra parte, tampoco habían funcionado las medidas de control fronte­
rizo aplicadas por los estadounidenses. Es más, el TLCAN generó fuertes
desequilibrios en la planta productiva: cerraron muchas fábricas, otras
entraron en proceso de restructuración. En el sector agrícola también se
generaron desequilibrios, la industria azucarera entró en crisis, al igual
que la producción de granos y el sector pecuario que tiene que compe­
tir con precios subsidiados.

Estos desequilibrios generaron más migración, por lo que era urgen­
te llegar a algún tipo de arreglo. Pero todo se vino abajo el 11 de septiem­
bre de 2001. La política bilateral pasó a un segundo plano y luego a un
tercer plano. Los guerreros del norte habían sido heridos y se preparaban
para el contraataque. El acuerdo migratorio se pospuso de manera inde­
finida. Es más, el asunto se agravó al quedar conectada la migración
ilegal con el ataque terrorista. El comando suicida estaba formado por
migrantes que habían entrado con visa de turista o estudiante y que se
habían excedido en el límite fijado por las autoridades de inmigración.
Eran migrantes que habían sido admitidos por una política migratoria
laxa e ineficiente. Para completar el panorama, varios miembros del
comando tenían identificaciones falsas compradas a las mafias que se
dedican a la falsificación y que pululan en muchas ciudades donde hay
inmigrantes.

Las reformas no se hicieron esperar. El IN5 entró en un proceso in­
terno de reforma radical y se pusieron controles adicionales a las visas
de turistas y estudiantes, una vía por medio de la cual ingresan mu­
chos trabajadores migrantes, sobre todo mujeres. De igual modo, se ha
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empezado a penalizar la utilización de documentos falsos; los docu­
mentos son indispensables para poder trabajar y los trabajadores mi­
gratorios tienen que presentarlos forzosamente. Se afirma que existen
varios millones de números de seguridad social falsos (SSN) y que eran
aceptados de manera muy liberal, porque significaban un ingreso mi­
llonario para el fisco. Cada migrante que utiliza un SSN falso paga im­
puestos y no tiene derecho al reintegro del excedente anual en el pago
de impuestos ni tampoco a los servicios de salud y las prestaciones de
jubilación y vejez.

Los migrantes mexicanos nada tienen que ver con los terroristas,
pero quedaron involucrados en la paranoia general. Si antes se les cali­
ficaba como ilegales, se les vinculaba a la delincuencia y se les relacio­
naba con el narcotráfico, ahora han quedado vinculados al terrorismo
internacional.

Paradójicamente, la única salida lógica en términos de control y se­
guridad es documentar a la población que reside de manera irregular.
Pero la lógica no necesariamente impera en la mente de los políticos.
Documentar significa legalizar, otorgar derechos y esto va en contra del
interés político y económico de mantener un amplio contingente de
mano de obra barata y desechable, sumisa y deportable.

Los intentos para poner en marcha, otra vez, el acuerdo migratorio
no tuvieron buenos resultados. El presidente Fax y la cancillería insistie­
ron en diversas oportunidades y sólo se lograron declaraciones en las que
se afirmaba que la coyuntura política internacional había cambiado y la
agenda migratoria quedaba pospuesta a futuras negociaciones.

No obstante, en el campo de la política interna, cotidiana, se hicie­
ron algunos avances. El más importante parece haber sido la reforma
de la matrícula consular. Como se señaló anteriormente, la matricula
tenía serios problemas de diseño, confiabilidad y seguridad, de ahí que
se elaborara un proyecto para modificar sustancialmente el formato,
modernizar la captura de información y otorgarle seguridad, confiabi­
lidad y una utilidad más allá de la simple identificación. La cancillería
negoció con diferentes instituciones bancarias para que la matrícula
fuera reconocida como un documento válido para abrir cuentas banca­
rias. A'comienzos de 2003 eran 74 instituciones bancarias en los Esta­
dos Unidos las que aceptaban la matrícula y se habían expedido más de
un millón en el año 2002. De este modo el migrante podía tener acce­
so a una cuenta de débito y reducir al mínimo el costo de sus transfe­
rencias de remesas. La medida fue exitosa y varios cientos de miles de
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trabajadores matriculados pudieron abrir sus cuentas. También se ges­
tionó ante los departamentos de policía de diferentes estados que se re­
conociera la identificación como válida. Hasta enero de 2003 eran 800
agencias policiacas las que aceptaban la matrícula como identificación,
lo que evitaba que los migrantes utilizaran documentos falsos con los
que complicaban su situación legal. Finalmente, se gestionó en distin­
tos estados la posibilidad de utilizar la matrícula como identificación
válida para tramitar la licencia de manejo y fue aceptada en 13 estados,
pero en otros estados los migrantes siguen expuestos a toda una serie
de problemas legales en caso de accidente y ausencia de seguro (Refor­
ma, 15.de enero de 2003).

La mejor evaluación del impacto de la matrícula consular ha sido
sin embargo la difusión del modelo entre otros países como Perú, El Sal­
vador, Honduras y Polonia, que también están pensando implantarla.
Finalmente, que algunos congresistas republicanos, como el represen­
tante de Colorado, Tom Tancredo, hayan propuesto al Congreso que se
prohiba la matrícula consular por "razones de seguridad nacional" y
porque se interpreta como una especie de legalización de la migración
indocumentada al servir como documento de identidad alternativo es el
mejor signo de que la medida ha sido útil para los migrantes (The New
York Times, 8 de febrero de 2003). La lógica antiinmigrante paradójica­
mente propugna la ilegalidad. Si los migrantes están matriculados, es
decir, si están semidocumentados y pueden abrir cuentas, identificarse
ante la policía y sacar licencias, la batalla parece estar perdida. El argu­
mento de la ilegalidad pierde fuerza, por lo menos ha quedado matizado.

El asunto ha quedado solucionado con una declaración del Depar­
tamento del Tesoro que en septiembre de 2003 definió su política con
respecto a la matrícula consular y documentos semejantes afirmando
que "es más fácil atacar algo que se ve, que algo que no se ve"; según
la opinión del subsecretario del Tesoro, Wayne A Abernathy resultaría
contraproducente orillar a los migrantes hacia el mercado negro de servi­
cios financieros.

Otro problema pendiente era el de los mexicanos condenados a
muerte. La política tradicional consistía en pedir clemencia, pero el go­
bierrío de Fax llevó ante la Corte Internacional de La Haya su queja de
que no se respetaban los convenios internacionales, como el de infor­
mar a los consulados sobre los juicios realizados a ciudadanos extran­
jeros. La corte falló a favor de México y quedan pendientes de revisión
una serie de casos. Fax canceló una visita programada con el presiden-
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te Bush precisamente porque en esos días fue ejecutado un mexicano
condenado a muerte. La postura no sólo fue retórica. En la práctica la
toma de conciencia y la discusión abierta del tema están dando resulta­
dos, como el de la Corte Internacional ya mencionado, y la decisión del
gobernador de Illinois de conmutar la pena capital por cadena perpetua.

Comoquiera, hay un cambio notable en cuanto a la política exterior
mexicana en el tema migratorio y en cuanto a política interna con res­
pecto a los migrantes. Se ha dejado atrás el mutismo y se ha pasado a
una fase propositiva y demandante. Los resultados no han sido los es­
perados debido, entre otros factores, a un cambio radical en el equili­
brio mundial. Pero la propuesta teórica permance intacta. Plantear el
problema como un asunto de "responsabilidad compartida" rompe con
el tradicional juego de echarse la culpa el uno al otro. Sin embargo, para
algunos analistas no puede haber responsabilidad compartida en proce­
sos de negociación asimétricos, donde lo que predomina es la "subordi-
nación abierta" (Delgado, 2002). -,

También es necesario señalar que había mucho de proyecto perso­
nal en esta propuesta y que la renuncia del canciller Castañeda, después
de dos años de gestión, dejó un acuerdo migratorio en fase invernal y
muchos asuntos prácticos pendientes. Hay muchas dudas planteadas
en el futuro inmediato, más aún con el nuevo canciller Eugenio Derbez
que proviene de las filas de tecnócratas neoliberales. Difícilmente habrá
un acuerdo migratorio, lo que se ha puesto a consideración de las cá­
maras estadounidenses, para variar, son proyectos unilaterales.

CONCLUSIONES

El panorama trazado pone en evidencia una política migratoria mexi­
cana errática y pendular. Pesa demasiado la relación asimétrica de po­
der que siempre marca el ritmo de las negociaciones y justifica las acti­
tudes unilaterales por parte de los Estados Unidos. También parece haber
justificado la política priísta de hacerse a un lado, de no mover el agua,
de dejar para más tarde lo que debía haberse hecho hacía décadas.

En síntesis, se puede afirmar que hay fases alternas de repliegue y
avance. Las fases de repliegue suelen ser de larga duración, mientras
que las de avance y negociación suelen ser más cortas. Al parecer, la ne­
gociación funciona cuando la proponen en los Estados Unidos. El Pro­
grama Bracero se negoció y acordó en pocos meses y duró, con modi-
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ficaciones y renegociaciones anuales, más de dos décadas. En el año 2000
el acuerdo migratorio fue propuesto por México, la negociación tomó año
y medio y no se llegó a ningún acuerdo. Elbalance resulta negativo.

Por el contrario, lo que parece. funcionar, tanto para México como
para los Estados Unidos, es la acción unilateral. En los últimos años
México ha actuado de manera unilateral para resolver problemas cru­
ciales para la comunidad mexicana en el exterior. El cambio constitu­
cional para la no pérdida de la nacionalidad, en caso de adquirir otra, es
un buen ejemplo. No se buscó la doble nacionalidad, que hubiera su­
puesto un acuerdo con los Estados Unidos, se actuó de manera sobera­
na. Otro buen ejemplo es la matricula consular, que fue una acción
unilateral, pero al mismo tiempo se negoció de manera particular con
los bancos, los estados y las policías locales. No tenían por qué nego­
ciar estos asuntos en Washington. Las críticas a la matrícula consular
obligaron al Departamento del Tesoro a evaluar la situación y la con­
sulta pública resultó favorable para los migrantes matriculados. La ley
migrante, en Zacatecas, es otro ejemplo de política unilateral interna. El
problema de la residencia para los migrantes que pudieran ser elegidos
para cargos populares se resolvió a nivel estatal, sin participación del
gobierno federal. Comoquiera, en todos estos casos ha sido indispensa­
ble contar con el apoyo de la comunidad migrante en el exterior.

Es más, los migrantes pueden tener su propia agenda, independiente
de la comunidad mexicano-estadounidense, de la chicana y del gobier­
no mexicano. Se han convertido en un actor más, en la política mexicana
y estadounidense. En la actualidad, distintas organizaciones de migran­
tes están apoyando propuestas para una posible reforma migratoria en
los Estados Unidos. Ante la acción unilateral, toca al gobierno mexica­
no actuar unilateralmente y reglamentar y supervisar el sistema de re­
clutamiento de trabajadores temporales en el país, ya que las propues­
tas de ley van en ese sentido.

Pero éste es un problema que se arrastra desde hace décadas y donde
todavía la política de no hacer nada sigue vigente. Los contratos de tra­
bajadores H2A y H2B, que hoy en día resultan indispensables en muchos
nichos laborales de los Estados Unidos, están controlados directamente
por enganchadores y contratistas que responden ante las compañías es­
tadounidenses. El sistema de visas de trabajadores temporales se ha pri­
vatizado y la corrupción y el negocio a costa de los migrantes está en su
apogeo. Dado que la contratación se hace en el interior del territorio na­
cional, México puede y debe actuar de manera unilateral.
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Los caminos de la política migratoria por una parte se han cerrado
y por otra se han abierto. El acuerdo migratorio pasó a ser un espejis­
mo, una ilusión, pero la política unilateral está dejando resultados con­
cretos, de importancia vital para la comunidad migrante mexicana.
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Gustavo Iruegas'

México: seguridad nacional
e inseguridad internacional

UNO de los aspectos de la vida nacional que ha evolucionado en el últi­
mo decenio es el de la seguridad nacional. Primeramente la expresión
misma pasó de ser una idea proscrita a ser un recurso retórico del len­
guaje oficial y un tema de moda en los medios de comunicación. Fue
así porque bajo ese nombre y pretexto se daba sustento doctrinario a la
ideología anticomunista de los ejércitos golpistas de Sudamérica.

Después de la época de los gobiernos militares en Latinoamérica
-un poco antes del decenio de que se ocupa este libro- la seguridad na­
cional empieza a ser objeto de estudio en instituciones operativas y
académicas. De cualquier manera en México recibimos la expresión se­
guridad nacional de los Estados Unidos y le damos un sentido lato que
incluye a la nación, al territorio y al gobierno. Sería más exacto ha­
blar de la seguridad del Estado, pero también esta frase tiene cargas
históricas y políticas. En términos más prácticos, lo que se ha ganado
es la conciencia de que la seguridad nacional abarca mucho más que la
defensa nacional.

Aún ahora, ya entrado el XXI e iniciado el nuevo capítulo de la his­
toria que empezamos a vivir, en México se usa la expresión seguridad
nacional oficialmente, pero sin comprender a cabalidad su significado.
No tenemos nada más que una idea borrosa de lo que se quiere signifi­
car con ella. Una buena demostración de lo anterior está en la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna­
mental que, en el párrafo XII de su artículo tercero, dice que, para los
efectos de esta ley, se entenderá por "Seguridad nacional: Acciones des­
tinadas a proteger la integridad, estabilidad y permanencia del Estado
mexicano, la gobernabilidad democrática, la defensa exterior y la segu­
ridad interior de la federación, orientadas al bienestar general de la so-

'Embajador.
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ciedad que permitan el cumplimiento de los fines del Estado constitu­
cional." Esta es una de las definiciones más logradas en un texto oficial
mexicano y, a menos que se pruebe lo contrario, la única que forma
parte de una ley; no obstante se siente en ella el carácter circular prove­
niente de la elemental confusión entre Estado y gobierno. La inconsisten­
cia surge cuando la misma ley dice en su 'futículo 13. Como información
reservada podrá clasificarse aquella cuya difusión pueda: 1. Comprometer
la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional." Parece­
ría que deja fuera del carácter reservado la seguridad interior y la gober­
nabilidad democrática, aunque en realidad están comprendidas en la ex­
presión seguridad nacional, de la cual las otras dos, la seguridad pública
y la defensa nacional, son también un orden secundario. En realidad, to­
da esta concepción de la seguridad está orientada a la parte organizativa
del Estado, es decir, al gobierno.

Más allá de estas precariedades conceptuales y normativas es posi­
ble hacer un somero repaso de los aspectos primarios de la seguridad
nacional en México, clasificados a partir del cometido primigenio del
Estado que, como enseñan los clásicos, es el bien común y nuestra ley
de transparencia enuncia como bienestar general.

En el segundo orden tenemos que el cometido del Estado es el de ser
y crecer, propósito que comparte con todo lo vivo -ser y medrar, diría­
mos para una enredadera pero que cuando lo trasladamos a la idea de
Estado decimos seguridad y progreso-o En el caso de un país que, como
el nuestro, se caracteriza generalmente como subdesarrollado, la expre­
sión lógica es: seguridad y desarrollo.

En función de este propósito dual el Estado establece sus objetivos.
El objetivo de la seguridad nacional y -más familiar para nosotros- el
objetivo nacional del desarrollo. Para cumplimentarlos el Estado adop­
ta una política (que casi siempre se puede identificar con un modelo; en
nuestro caso y en nuestros días, el modelo neoliberal) y traza un plan.
En México se llama Plan Nacional de Desarrollo (PND) y en efecto está
orientado a eso, al desarrollo. A partir de que los problemas de la segu­
ridad se han hecho dramáticamente aparentes, los diseñadores del
PND han sentido la necesidad de incluir en él algunos aspectos de la
seguridad pero, como en el caso de la ley que norma el trabajo del
Instituto Federal de Acceso a la Información Publica (IFAI) , de manera
desproporcionada y pobre.

Ya en el tercer orden estamos en la seguridad y se hace inevitable
agregar una complicación: en la búsqueda de los objetivos nacionales es
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necesario considerar al mismo tiempo que la perspectiva funcional, la
perspectiva espacial del modelo. Esto introduce en nuestro binomio se­
guridad y desarrollo un corte transversal que lo divide en interior y ex­
terior. Se produce así una matriz en la que la política nacional se lleva
a la práctica en cuatro capítulos: la política de seguridad interior, la po­
lítica de seguridad exterior; la política de desarrollo interior y la políti­
ca exterior, para el desarrollo.

Es en el cuarto orden en el que, en la práctica, podemos entrar en
materia.

LA SEGURIDAD INTERIOR

En el interior el Estado, a través del gobierno, pero valiéndose de todos
sus recursos (del poder nacional, se diría en la jerga del tema), tiene que
ocuparse del orden interno, de la seguridad pública, de la protección
civil y de la calidad del territorio nacional. (De cada uno de estos capí­
tulos hay subdivisiones. Por ejemplo, el cuidado del orden interno, que
principalmente atiende la seguridad del gobierno, valiéndose de la poli­
cía política, debe también vigilar al gobierno, lo que hace por medio de
la contraloría.)

En el exterior tiene que procurar la paz, ejercer la soberanía y man­
tener la integridad territorial y contribuir a preservar la calidad y la dis­
ponibilidad de los bienes públicos mundiales.

El orden interno

La falta crónica de resultados alentadores en los esfuerzos del desarrollo
se traduce automáticamente en inconformidad social. Los abusos y la
corrupción del poder producen desconfianza y rechazo a la autoridad. La
información y la organización producen movimientos político-sociales
que desafían el orden establecido.

En México, la insurrección zapatista es el movimiento social más
importante después de 1968 y del terremoto de 1985. Sujusta motiva­
ción y su precaria organización fueron insuficientes para promover un
movimiento capaz de competir por el poder con la autoridad formal. El
gobierno federal aplicó con éxito, una estrategia orientada a neutrali­
zar, sin aplastar y sin cantar victoria. A pesar de que no logró prospe­
rar como movimiento armado y proyecto revolucionario, la reacción
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de simpatía por la causa indígena en las clases medias, locales, nacio­
nales y extranjeras le dio la presencia e interlocución política que le ha
permitido subsistir como un movimiento social reivindicatorio con al­
cance internacional.

Otros movimientos armados, más belicosos pero de menor alcan­
ce social, han sido reprimidos y prácticamente neutralizados militar­
mente. Sin embargo, como una secuencia de lo que fue el movimien­
to zapatista y de la respuesta que le dio el gobierno, los movimientos
sociales en México han adquirido un carácter más que contestatario,
pero menos que insurreccional. El gobierno ha limitado sus acciones
de represión por el costo político que le representan. Los dos movi­
mientos más importantes que se han producido en estas condiciones,
ambos pírricamente victoriosos, son el de los campesinos y ejidatarios
de San Salvador Ateneo que impidió la construcción de un nuevo
aeropuerto para la ciudad de México y el que, defendiendo la educa­
ción gratuita, mantuvo cerrada por un año la Universidad Nacional
Autónoma de México.

Aun cuando los actuales problemas en el orden interno no consti­
tuyen una amenaza para la estabilidad y seguridad del gobierno, sí son
un irritante permanente en la cotidianidad pública y un abrasivo recu­
rrente de la gobernabilidad.

La seguridad pública

La seguridad pública es el anhelo nacional más inmediato. Es la moti­
vación primaria de la sociedad que se constituye en Estado y se da go­
bierno y crea el poder que se supone suficiente para sustituir la ley de
la selva por la ley de los hombres.

Es también la primera responsabilidad del gobierno. Pero es una res­
ponsabilidad incumplida. Por la corrupción crónica y generalizada, di­
cen unos, por la miseria, el desempleo, la ignorancia, el subdesarrollo
dicen otros. Por todo junto alegan los más. El hecho real es que hoy por
hoy, cualesquiera que sean los orígenes de este mal, la impunidad es la
causa eficiente de la criminalidad en México. Todo el mundo lo sabe y
muchos toman ventaja de ello.

En una circunstancia en que la mayoría de las víctimas opta por no
agregar el engorro de la denuncia inútil al daño recibido, es un vano ejer­
cicio buscar confiabilidad en las estadísticas oficiales. Pero se pueden hacer
algunas comparaciones. Quince por ciento de los compradores de billetes
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de lotería obtiene el reintegro de su dinero o un premio. ¿Qué porcentaje de
las personas que están presentes han sido víctimas de un acto delictivo?
Es más probable que el azar nos traiga un asalto que un reintegro.

El mal consiste en que un número muy grande y creciente de per­
sonas ha llegado a la conclusión de que delinquir sí paga. Están con­
vencidas de que si delinquen, no las van a atrapar; de que si las atra­
pan, las van a soltar; de que si no las sueltan, estarán presas poco
tiempo; de que si las condenan a una larga pena de prisión, ésta será
suave y llevadera. Cada una de estas posibilidades como una probabi­
lidad insignificante de la anterior. La última termina siendo una posi­
bilidad despreciable.

El éxito de los que así piensan es la mejor promoción del delito y cada
día son más los que deciden incorporarse a las filas de la delincuencia.
Consecuentemente, la autoridad es cada día menos capaz de prevenir, de
perseguir, de enjuiciar y de sancionar porque simplemente el número la
abruma. No es necesario agregar a tan triste panorama la propia corrup­
ción de las autoridades en cada uno de los escalones mencionados. Así el
círculo vicioso se convierte en una espiral interminable.

No fue suficiente que la población en pleno abominara del monu­
mento a la barbarie y al crimen que se ha venido construyendo en
Ciudad Juárez; fue necesario el reclamo desde el exterior para que el
gobierno federal -los estatales resultaron incapaces- asumiera la res­
ponsabilidad de enfrentar el genocidio. Sí. Genocidio, la matanza o
eliminación sistemática de un grupo por motivos de raza, credo o po­
lítica. ¿De género no? No se reaccionó al crimen; se reaccionó a la
publicidad.

Además del daño personal y familiar a las innumerables vícti­
mas del crimen consuetudinario, el clima de temor tiene efectos que
se reflejan en la conducta cívica. Lo mismo el que no denuncia, que la
persona que decide poner por cuenta propia un tope frente a su casa
para que los automovilistas disminuyan la velocidad; el que pone
una barrera en la entrada de su calle; el que se hace de un arma para
su protección personal o el que contrata guardaespaldas privados;
los que sacan su dinero de México o emigran ellos mismos, son per­
sonás que han encontrado inútil recurrir a la autoridad y que han
decidido, aun delinquiendo, tomar el problema en sus manos y pro­
tegerse a sí mismos.

También se refleja en las concepciones político-sociales. Hay quien
propone dar a la zona fronteriza con los Estados Unidos un trato di-
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ferente, porque los fronterizos son diferentes; quien sugiere se cancele
la moneda nacional y se adopte el dólar como moneda de uso corrien­
te. No falta quien piense que valdría la pena la anexión en el norte,
la secesión en el sur. Hasta en la decisión de emigrar se encuentra la
recurrente y fácil explicación de que "aquí ya no se puede vivir".
Aun los procesos electorales son influidos por esta situación. Aunque
en los últimos meses el péndulo latinoamericano se mueve hacia la iz­
quierda, hemos visto repetidamente en nuestra América Latina cómo
la ciudadanía descontenta, molesta, ofendida y mucho tiempo atrás
decepcionada por la incapacidad del gobierno para cumplir con su
cometido, con su obligación, con su tarea de dar seguridad a la po­
blación, ha votado por el candidato estrafalario, el oportunista, el
autoritario. Esa es la reacción de las clases medias cuando se desmo­
ronan los cimientos de la convivencia. Recordemos que las socieda­
des en ese estado de ánimo son las que reciben con beneplácito las
dictaduras.

El crimen organizado se mueve a sus anchas en esta situación. Sus
modalidades son diversas y frecuentemente un mismo grupo se mueve
en varios giros del negocio del crimen. Los traficantes de drogas, de ar­
mas, de personas, al acumular las enormes cantidades de dinero que lo­
gran, buscan su protección corrompiendo a los funcionarios de las ins­
tituciones encargadas de perseguirlos. Erosionan a las instituciones. Se
convierten así en verdaderos competidores por el poder del Estado y
socavan con ello nada menos que la soberanía, atributo del Estado que
hace ya tiempo relacionamos principalmente con el extranjero, pero
que, antes de cualquier otra consideración, debe asegurarse en el inte­
rior. El Estado que enfrenta a sus adversarios del exterior con su sobe­
ranía menguada en el interior sugiere una analogía con el canceroso
terminal que quiere enfrentar a los pandilleros del barrio. Más allá de
los daños que inflige a los individuos, a la sociedad y al gobierno, la
lucha contra el crimen organizado, nacional y trasnacional, es un pro­
blema de la seguridad pública y, porque atenta contra la soberanía,
también del orden interno.

La protéccion civil

La seguridad civil, la que el Estado debe proveer ante las calamidades
con que nos azota la naturaleza y los desastres que provocamos noso­
tros mismos es, entre los elementos de la seguridad interior, el que más
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se ha desarrollado en los últimos años y el único en que es posible obser­
var importantes mejorías. El terremoto de 1985, otro de los grandes
eventos nacionales que motivaron la movilización social, ha sido el
despertador de la conciencia pública y del celo oficial al respecto. Los
estudios científicos, la organización institucional y la conciencia social
respecto de los riesgos de sufrir calamidades son muy superiores a los
que había antes del 19 de septiembre de 1985. En la era de la informa­
ción hemos aprendido que sólo estudiando, previendo y previniendo los
fenómenos físicos que, ahora sabemos, no obedecen a nuestra mala
suerte sino a la mecánica del planeta, podremos enfrentarlos.

Aunque hay protección civil desde que hay bomberos, la atención a
los desastres se ha desarrollado sustancialmente menos que la relativa
a las calamidades. Esto se debe a que la prevención de desastres descan­
sa mucho más en la concientización popular acerca de los riesgos que
la prevención de las calamidades. Otra encuesta instantánea permitiría
ilustrar esto: écuántas personas usan sistemáticamente cinturón de se­
guridad en el automóvil?

No hemos alcanzado los niveles de protección civil que necesitamos
-de hecho nunca se alcanzan-, pero el capítulo de la seguridad nacional
de México en que se registra progreso es el de la protección civil.

La calidad del territorio

Si el territorio es uno de los componentes del Estado, preservar su in­
tegridad e inviolabilidad es una necesidad de la seguridad nacional.
Así lo enseña la historia y lo dicta la ley. Pero sólo muy recientemente
se ha incorporado la idea de que preservar la calidad del territorio
importa al Estado tanto como dar mantenimiento a la casa es una
preocupación de la familia que la habita. Sin embargo, sólo reciente­
mente se ha cobrado conciencia de que preservar el medio es una ne­
cesidad que atañe a la seguridad de la nación. La tierra, el aire y el
agua sobre los cuales el Estado tiene jurisdicción constituyen el terri­
torio nacional y los tres sufren de grave deterioro. El crecimiento de
los desiertos, la reducción de los bosques, el agotamiento de los
mantos acuíferos la contaminación de las aguas, la muerte de los la­
gos y ríos y la calidad del aire afectan la calidad de vida de la nación y
por lo tanto a la seguridad del Estado.

Sin embargo, contrariamente a lo que sucede con los desastres y las
calamidades, abusar del medio puede ser un buen negocio, por lo que
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las campañas de concientización resultan menos efectivas. Se han regis­
trado progresos en problemas específicos, como la moderada mejoría de
la calidad del aire de la ciudad de México; es notorio el efecto que ha te­
nido la incorporación del tema en los programas educativos; pero la
preservación del medio requiere aún intensos procesos de concientiza­
ción en nuestra población.

INSEGURIDAD INTERNACIONAL

La circunstancia en que se desenvuelven actualmente las relaciones in­
ternacionales se reduce a que el derecho internacional ha entrado en
una ominosa etapa de regresión y ha sido suplantado por el poder om­
nímodo de los Estados Unidos. Para una nación que tiene en el derecho
el más importante instrumento de su defensa la situación es grave.

Desde hace unos cuantos meses hay conciencia pública de que el po­
derío de los Estados Unidos es tal que puede usar su fuerza militar con
impunidad y que no necesita motivos muy serios para usarla. Aun los
Estados que pudieran oponer cierta resistencia saben que al final resul­
tarían derrotados. Esta situación no se inició el 11 de septiembre de
2001. Fue el colapso de la Unión Soviética lo que convirtió a los Esta­
dos Unidos en la hiperpotencia mundial. Lo que hicieron los terroristas
de Al Qaeda fue despertar al tigre. Yel tigre también aterra. Sobre todo
cuando advierte al mundo que se está con él o contra él. Ya lo demos­
traron los gobiernos que integran el Consejo de Seguridad de las Nacio­
nes Unidas al legalizar la agresión, la invasión y la ocupación de Irak
creando una fuerza multinacional con mando unificado de los Estados
Unidos, después de haberse negado a autorizar la guerra.

En estas condiciones México tiene que encontrar la solución de con­
tinuidad a su relación con el vecino inevitable. La relación con los Esta­
dos Unidos es importante para todo el resto de los países del mundo.
Pero para pocos es tan importante como lo es para México.

En todo su relato, la vida de relación de México ha estado determi­
nada por dos factores dominantes: su propio atraso y el hecho de ser el
vecino débil de una nación poderosa, hoy la más poderosa del planeta
y de la historia. La relación con los Estados Unidos es ahora y ha sido
prácticamente siempre la más importante entre las que México mantie­
ne con el resto de la comunidad internacional y es la única que tiene ca­
rácter estratégico.
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Los tres siglos de la intensiva explotación española del pueblo y el
suelo de México causaron la desventaja con que el país nació a la vida
independiente. Este rezago fue aprovechado por los Estados Unidos para
hacer de México la víctima propiciatoria de su expansión territorial.

Cuando finalmente México tuvo conciencia de que la próspera de­
mocracia ejemplar e inspiradora era también un temible depredador,
orientó su conducta frente a los Estados Unidos para buscar los bene­
ficios de su riqueza y evitar los peligros de su talante.

Azarosa como ha sido su historia, México aún conduce sus contactos
con el mundo a partir de la misma doble condición de país atrasado y ve­
cino de los Estados Unidos. Hoy como antes, la nación mexicana se
empeña en obtener de los Estados Unidos los recursos necesarios para
contrarrestar su atraso en el desarrollo -el primordial entre los objetivos
nacionales- mientras procura inducir en la relación criterios de conviven­
cia que atenúen la naturaleza beligerante de aquella nación.

Sin embargo de lo anterior -y ciertamente con desconsuelo-- hay,
que admitir que esa pretensión no se ha cumplido pues, en la realidad
de la vida, México ha sido un proveedor permanente y confiable para
los Estados Unidos al mismo tiempo que padece su ascendiente econó­
mico, político y social. Es así como la relación de México y los Estados
Unidos se coloca en la lógica del argumentum a contrarii.

La incesante búsqueda del desarrollo ha implicado el ensayo de diferen­
tes vías que -sin olvidar que los Estados Unidos es el factor determinante
en todas ellas- se entretejen y se alternan para finalmente conformar dos
grandes líneas de conducta en la política exterior de México: la que hace de
la vinculación a los Estados Unidos el factótum del desarrollo y la que
procura diversificar los contactos políticos y económicos para reducir,
en alguna modesta proporción, el abrumador peso del poderoso vecino.
Hubo, por ejemplo; una época en que el objetivo del desarrollo se bus­
có a partir del esquema de "sustitución de importaciones", la estrategia
orientada a reducir las importaciones para alentar la producción de sus­
titutos nacionales y con ello la industrialización del país. Como se sabe,
las importaciones no se sustituyeron, las exportaciones se redujeron y
el desarrollo no llegó.

Hace 20 años que el gobierno de México decidió cifrar el componen­
te exterior del objetivo nacional del desarrollo en su relación económica
con los Estados Unidos. Para ello se ha comprometido en un proceso de
asociación creciente que, sin embargo, no lo llevará a la integración con
ese país en el futuro previsible. Al margen de que la integración se vea
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como deseable o repugnante, esto es así porque el factor eficiente de la in­
tegración está en la homogeneidad de las sociedades a integrar y cuando
menos el 67 por ciento de la población mexicana no califica para inte­
grarse a la de los Estados Unidos. Estos son los parámetros contradicto­
rios en que se desenvuelve la relación de México con los Estados Unidos.

No obstante, el país está comprometido en un proceso de asociación
creciente con los Estados Unidos y debe encontrar la fórmula que le
permita sobrellevar el carácter dual de su relación con el vecino rico y
la potencia brutal. Como antaño, México debe administrar su depen­
dencia de manera que ésta no implique abdicar de su condición de Es­
tado soberano, incumplir sus responsabilidades en la comunidad inter­
nacional ni claudicar en la defensa de sus propios intereses.

Los Estados Unidos tienen con México una asociación y con Europa
una alianza. La diferencia está en que Europa promueve su propia es­
trategia de desarrollo, pero mantiene su seguridad vinculada a los Estados
Unidos, en tanto que México vincula su desarrollo a los Estados Uni­
dos pero debe reservar su seguridad a sus propios medios y a los que,
eventualmente, le pueda ofrecer la comunidad internacional organizada.

Esta situación se hizo patente cuando, después del colapso de la
Unión Soviética y del resto del socialismo europeo, los Estados Uni­
dos se quedaron sin enemigo al frente, pero con la Unión Europea exi­
tosa y creciente hasta el punto de ser percibida como el rival en po­
tencia. Era imprescindible encontrar la solución de continuidad para
la alianza atlántica.

El afloramiento de innumerables conflictos nacionales en el tercer
mundo, latentes durante la guerra fría, propició que los aliados actuaran
en conjunto para imponer soluciones y desenlaces afines a sus intereses.
La primera guerra contra Irak y la desmembración de Yugoslavia -y, por
omisión, los conflictos en África- sirvieron muy bien a esos objetivos.

El aniversario 50 de la Organización del Tratado del Atlántico Nor­
te (OTAN) fue la ocasión para declarar la redefinición de la misión de la
alianza: se rebasó su índole puramente defensiva y se le dio el carácter
de vigilante de los valores e intereses del mundo desarrollado frente al
resto de Ia humanidad. En esa coyuntura quedó tácitamente estableci­
do que Europa sería libre de promover su desarrollo, su fortaleza y su
unión por sí misma, pero que su seguridad, aun a regañadientes, segui­
ría vinculada a los Estados Unidos.

Por su parte México, atrapado en el argumentum a contrarii, encon­
tró que debía promover su desarrollo acoplando su actividad económi-
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ca a la de Norteamérica al mismo tiempo que, ante la decisión de los Es­
tados Unidos de relegar a un segundo plano la alianza militar de los
países americanos que comprometió en el Tratado Interamericano de
Asistencia Recíproca (TIAR) y desacreditó en las Malvinas, podía apartar­
se de los afanes guerreros de su importante vecino.

Todavía no acababa de conformarse esta situación, cuando empezó
a cambiar. Los horrorosos atentados del 11 de septiembre de 2001,
aunque al principio cohesionaron la réplica de Occidente, en cuanto esa
respuesta significó algo más que el castigo a los autores del gigantesco
atentado, aceleraron las contradicciones entre Europa y los Estados
Unidos.

La segunda guerra contra Irak significó mucho más que la desarticu­
lación de un gobierno encabezado por un líder perverso. Además del con­
trol del petróleo iraquí, de los jugosos negocios de la reconstrucción y de
servir de paliativo ante el fracaso de la destrucción de Al Qaeda, sirvió
para marcar el fin del periodo de transición entre la guerra fría y el nue­
vo orden mundial. Después de esa guerra, las Naciones Unidas ya no son
el foro donde los poderosos podían dirimir sus diferencias antes de llegar
a las armas. El veto -ahora es obvio- no es un asunto de derecho es una
cuestión de poder.

En esta realidad, los determinantes geográficos y circunstanciales de
la relación de México con los Estados Unidos, junto con la asociación
sin integración, exigen que las partes pongan límites en su relación.

Los Estados Unidos los han puesto: la migración. El libre tránsito
de personas sólo se alcanza en los últimos escalones de la integración.
Mientras tanto cualquier acuerdo resultará insuficiente para México o
excesivo para los Estados Unidos.

México debe hacer lo propio tomando distancia frente a los Estados
Unidos en lo que toca a la seguridad internacional: México no debe acom­
pañar a los Estados Unidos en sus aventuras militares; no debe convalidar
sus rupturas del derecho internacional y debe en cambio aplicar sus
propios criterios y prioridades a su estrategia de seguridad. Por ello de­
nunció el TIAR, se negó a cohonestar la guerra de agresión contra Irak
en el Consejo de Seguridad y ha hecho suyo el concepto multidimensio­
nal de" la seguridad que recomendó la Organización de Estados America­
nos (OEA). Lamentablemente, nuestro país y con el resto de los integran­
tes del Consejo de Seguridad se han doblegado y han puesto, de hecho y
de derecho, a las Naciones Unidas al servicio de los Estados Unidos en la
ocupación de Irak.



144 • GUSTAVO !RUEGAS

La Conferencia Especial de Seguridad de la OEA, celebrada en octubre
de 2003 en México, fue una mera ceremonia ya que el texto que emitió de
la Declaración sobre Seguridad de las Américas fue negociado previa­
mente en el seno de la mal llamada Comisión de Seguridad Hemisférica,
subsidiaria del Consejo Permanente. En el documento hay tres elemen­
tos de importancia mayor: el carácter multidimensional de la seguridad
en la región, que obedece a la diversidad en dimensión y en condición
de los Estados de América; la declaración expresa de que cada Estado
puede reservarse el derecho a determinar por sí mismo los problemas y
las prioridades de su seguridad, y la aceptación del carácter flexible de la
arquitectura de la seguridad regional. Esto implica que, a diferencia de
lo que ocurría durante la guerra fría, la determinación de los proble­
mas de seguridad puede ser decidida por cada Estado y no por los Esta­
dos Unidos. El terrorismo estará sin duda en la lista de todos; pero no
en todos debe encabezarla.

Los tres elementos para que México tome su distancia de los Estados
Unidos están dados. Pero aún hace falta una declaración explícita y clara
en ese sentido. En los nuevos acomodos en que se desarrolla la vida polí­
tica del país, es muy poco probable que esa declaración provenga del po­
der ejecutivo. Quizás es hora de que el Congreso de la república asuma
la responsabilidad de restituir a la política exterior el carácter de políti­
ca de estado. Ésta sería una gran oportunidad.

En materia de seguridad internacional los cambios han ocurrido en
el exterior. Lo que corresponde a México es adecuarse a esa nueva rea­
lidad de manera que pueda promover su desarrollo y sus intereses y, a
la vez, preservar su soberanía, su identidad y su dignidad.



Segunda parte

Los poderes



José Antonio Crespo"

Del absolutismo presidencial
al presidencialismo débil

INTRODUCCIÓN

EL RÉGIMEN posrevolucionario, inaugurado formalmente en 1917, se ca­
racterizó por una Presidencia fuerte, al grado de haber subordinado los
otros poderes del Estado (como el Congreso y el poder judicial) y gozar'
de facultades y poderes no considerados en la Constitución (llamados
metaconstitucionales), como controlar los hilos del partido hegemóni­
co que gobernó ininterrumpidamente desde su fundación en 1929, po­
ner o quitar a voluntad a los gobernadores y elegir a su sucesor en la
Presidencia, entre otros.' Desde luego, el presidencialismo autoritario
no se construyó de un día a otro; tras la caída del régimen porfirista y
la fase armada de la revolución de 1910, el poder quedó sumamente
fragmentado entre distintos actores políticos (caciques y caudillos re­
gionales, múltiples partidos políticos, organizaciones obreras y campe­
sinas y un Congreso formado por diversas corrientes revolucionarias);
la institución presidencial se vio acotada y debilitada, Pero el propio
proceso de reconstrucción del Estado mexicano, ahora dirigido por los
constitucionalistas de Venustiano Carranza, fue concentrando nueva­
mente el poder en la Presidencia, Es un proceso que culminó aproxima­
damente en 1940, A partir de entonces, volvió a surgir un presidencialis­
mo absoluto y esencialmente autoritario (pues no rendía cuentas y en
cambio gozaba de plena impunidad) como pieza central del sistema polí­
tico, que utilizó como palanca fundamental del poder un partido hegemó­
nico (el PNR-PRM-PRI), centralizado y corporativo, cuyo control recayó en
el propio presidente, quien era considerado como su 'Jefe nato".

En los últimos años ese presidencialismo ha venido acotándose, to­
davía incluso bajo la égida del régimen, pues poco a poco fue siendo li-

'e!DE,

'Jorge Carpizo. El presidencialismo mexicano, México, Siglo XXI, 1978.
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mitado por otros actores e institucíones políticas que fueron cobrando
cierta autonomía. El avance de la oposición en cargos de eleccíón popu­
lar, que durante años no pasó del nivel municipal y unas cuantas dipu­
taciones que no mermaban la abrumadora mayoría parlamentaria en
manos del Partido Revolucionario Institucional (PRI), llegó a cargos de
más importancia, como algunas gubernaturas, cuyos titulares empe­
zaron a mostrar signos de independencia. Todavía Carlos Salinas de
Gortari (1988-1994) logró manipular según sus intereses a los gober­
nadores electos bajo las siglas del PRI, removiendo a más de la mitad de
ellos muchas veces para calmar la protesta de la oposición panista o
perredista que incrementaba su intensidad. En el caso de Ernesto Zedilla
(1994-2000), incluso gobernadores de filiación priísta se atrevieron a
enfrentársele, cobrando así una autonomía impensable durante las
últimas décadas; ese fue el caso al menos del gobernador de Tabasco
Roberto Madrazo, quien rehusó renunciar según lo exigido por la Pre­
sidencia y respaldado por sus huestes en la entidad (y algunas figu­
ras fuertes del priísmo tradicional), se mantuvo hasta terminar su
mandato.

Más tarde, en 1997, el PRI perdió por primera vez la mayoría califi­
cada de la cámara baja, así como la importante plaza del Distrito Fede­
ral, al abrirse por primera vez en 70 años la elección directa del jefe de
gobierno de la capital, lo cual, aunado al hecho de que en la reforma
electoral de 1996 el gobierno y su partido cedían el control de las auto­
ridades electorales (que habían asumido a nivel federal en 1946) provo­
có que el PRI perdiera su tradicional hegemonía, lo que significaba que
no podría revertir artificialmente un resultado adverso y, por lo mis­
mo, perdía la garantía de mantener la Presidencia de la república a par­
tir de entonces. El presidencialismo mexicano, todavía en manos del PRI,

se vio más acotado, aunque todavía contaba con palancas de poder con
alguna eficacia. Ese régimen acabó formalmente en el año 2000, cuan­
do se registró por primera vez en la historia de México una alternancia
pacífica de un partido u otro. La hegemonía priísta terminó (no así el
PRI, que se ha adaptado a su nueva condición de partido opositor) y
el presidencialismo resultante, por diversas razones institucionales,
quedó' no sólo acotado (lo cual es propio de un régimen democrático)
sino incluso debilitado (lo que no es condición de la democracia, que
exige gobernabilidad). Esa situación será analizada en este capítulo tra­
tando de detectar las causas institucionales de esta debilidad y sus po­
sibles remedios.
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LA TRADICIÓN PRESIDENCIALISTA

México, como la gran mayoría de los países latinoamericanos, muy
pronto adoptó el modelo presidencialista desarrollado años antes en los
Estados Unidos, frente a la alternativa europea de un sistema parla­
mentario. Tan pronto como se conquistó la independencia, los antiguos
insurgentes y sus herederos liberales volvieron la mirada a las institu­
ciones políticas estadunidenses, dado el éxito político que habían mos­
trado en lo que hace a encarnar los ideales democráticos abanderados
por la Revolución francesa (donde ese ideario había fracasado, primero
con el imperio napoleónico que lo enarbolaba, pero no se aplicaba polí­
ticamente, y después debido a la restauración monárquica de Luis XVII

en 1815). Lo que se podía observar en el continente europeo en mate­
ria política estaba alejado casi completamente del modelo democrático,
por lo que difícilmente podía constituir una inspiración a los liberales ibe­
roamericanos. Aun en Inglaterra, que avanzaba desde su revolución del
siglo XVII hacia una monarquía constitucional y parlamentaria en esos
años, no podía considerarse cabalmente como un modelo de democracia
política. La presencia de un monarca, así fuera crecientemente acotado, di­
fícilmente podía considerarse como un elemento propiamente democráti­
co. Sólo el pensamiento republicano parecía ser plenamente compatible
con la práctica y el ideario democrático. Por otro lado, hasta la reforma de
1832, por ejemplo, sólo 5 por ciento de los ciudadanos británicos tenía
derecho al sufragio, por contar con propiedad territorial suficiente para
ello (era un sistema electoral censatario).

Así, la confrontación política entre liberales (demócratas por princi­
pio) y conservadores (monárquicos o dictatoriales) giró, entre otros
temas en torno al arreglo institucional que se pensaba más adecuado
para un país como México. La pregunta clave, en relación con la adop­
ción de las instituciones políticas estadounidenses, era si éstas eran
compatibles con la herencia institucional, política y social del patrimo­
nialismo virreinal que prevaleció durante tres siglos. La postura conser­
vadora era que no, que debíamos revivir instituciones más adecuadas a
esa herencia, como una monarquía o una presidencia altamente centra­
lizada que lograra imprimir orden social e impulsar con mano firme
el desarrollo económico. Incluso algunos insurgentes y liberales per­
cibían las grandes diferencias en la colonización estadounidense res­
pecto de la experimentada por Latinoamérica, por lo cual ponían en
entredicho la conveniencia de simplemente trasladar a nuestros paí-
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ses las instituciones de los Estados Unidos (incluyendo el modelo fede­
ral). En efecto, las diferencias entre la experiencia colonial de los Esta­
dos Unidos respecto de América Latina hacían cuestionable la transfe­
rencia automática de instituciones políticas de una región a otra. En
principio, la modernización social y el despegue económico en una so­
ciedad con fuertes sectores tradicionales (una Iglesia de Estado y una
poderosa clase oligárquica propietaria de la tierra, exigía en un primer
momento un fuerte poder central comprometido con la modernización
para subordinar tales poderes tradicionales y despejar el terreno para
las reformas modernizadoras. Como lo ha escrito el politólogo estadou­
nidense Samuel Huntington:

La experiencia de America Latina [... ] es casi exactamente la inversa
de la de Estados Unidos. Después de su independencia, EEUU con­
servó en esencia las mismas instituciones políticas que poseía antes
de ella, y que se adaptaban muy bien a su sociedad. Cuando los paí­
ses de América Latina se independizaron, heredaron y mantuvieron
una estructura social que en lo esencial era feudal. Trataron de su­
perponerle instituciones republicanas [... ] tales instituciones no tie­
nen sentido en una sociedad feudal. Esos primeros esfuerzos para
llegar al republicanismo dejaron a América Latina con gobiernos dé­
biles, que hasta el siglo xx carecieron de la autoridad y el poder ne­
cesarios para modernizar la sociedad. 2

En el caso concreto de México, el historiador David Brading llegó a
una conclusión semejante:

La paradoja central del liberalismo mexicano consistió en que los
partidarios de una transformación masiva de las relaciones de pro­
piedad se negaron a sancionar un poder ejecutivo central dotado de
suficiente poder ya fuera para poner en práctica estas metas o para
resistir a la reacción que inevitablemente provocaron. Los liberales
se negaron resueltamente a adoptar los medios apropiados para al­
canzar los fines deseados."

2Sam uei Huntington, El orden político en las sociedades en cambio, Buenos Aires, Paidós, 1972,
p. 128.

'David Brading, The Origins of Mexican Nationalism, Cambridge, Center of Latin American Stu­
dies, 1986, p. 75.
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De alguna manera, el fracaso de los liberales latinoamericanos
cuando llegaron al poder consistió precisamente en descentralizar el po­
der de acuerdo con un esquema democrático, lo cual fue aprovechado
por los sectores tradicionales para detener o echar abajo las reformas
socioeconómicas modernizadoras que también aplicaban los liberales.
Esa visión no sólo la poseían los conservadores y antiguos realistas,
sino algunos insurgentes visionarios como Fray Servando Teresa de Mier,
quien escribió en 1823:

La acción del gobierno, ahora más que nunca, debe ser enérgica
para hacer obrar simultánea y prontamente todas las fuerzas y re­
cursos de la nación [.... ] yo creo que la federacion a los principios
debe ser muy compacta, por ser así más análoga a nuestra educa­
ción y costumbres [.... ] La prosperidad de esa república vecina (Es­
tados Unidos) ha sido, y está siendo el disparador de nuestra Amé­
rica porque no se ha ponderado bastante la misma distancia que'
media entre ellos y nosotros."

Fray Servando consideraba que una descentralización prematura del
poder político (que incluía el federalismo) no se traduciría en un ambien­
te democrático, sino anárquico, precisamente por no haber creado previa­
mente ciertas condiciones socioeconómicas necesarias para la debida ac­
tuación de la institucionalidad democrática. La argumentación de Mier
evocaba fallidas experiencias federalistas en Sudamérica, que fueron se­
guidas por un experimento centralista, por lo cual preveía que la situa­
ción de México sería penosa en los años venideros. Como su postura fue
derrotada en el primer Congreso independiente de México, fray Servando
advirtió lo que en su opinión ocurriría: "Protestaré que no he tenido par­
te en los males que van a llover sobre los pueblos de Anáhuac. Los han se­
ducido para que pidan lo que no saben ni entienden, y preveo la división,
las emulaciones, el desorden, la ruina y el trastorno de nuestra tierra
hasta sus cimientos."

En efecto, no fue la democracia, sino la anarquía, el resultante de
haber reproducido sin más las instituciones políticas estadounidenses
en condiciones socioeconómicas y políticas harto diferentes, de modo
que años más tarde, un agudo observador de la democracia estadouni-

'Fray Servando Teresa de Mier, "Profecía sobre la federación", 1823.
'Idem.
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dense, Alexis de Tocqueville, aludía a esta contradicción de una heren­
cia colonial que obstruía la implantación de las instituciones políticas
que mal que bien habían funcionado en los Estados Unidos:

Los habitantes de México, queriendo establecer el sistema federati­
vo, tomaron por modelo y copiaron casi íntegramente la constitu­
ción de los anglo-americanos, sus vecinos. Pero al trasladar la letra
de la ley, no pudieron trasponer al mismo tiempo el espíritu que las
vivifica. Se vio cómo se estorbaban sin cesar entre los engranajes de
su doble gobierno L..] Actualmente todavía México se ve arrastra­
do sin cesar de la anarquía al despotismo militar, y del despotismo
militar a la anarquía."

Tuvo que surgir un poder altamente centralizado para lograr la es­
tabilidad política y dar algunos pasos decisivos hacia la modernización
social y económica del país. Eso se logró a través de un presidencialis­
mo fuerte, que pasaba por alto los demás poderes, primero con Benito
Juárez y más tarde, con Porfirio Oíaz. Pero eso implicaba sacrificar por
un buen tiempo la democracia, idea que Oíaz imprimió hasta el final en
su discurso político. En ambos casos, como se sabe, el ejercicio presiden­
cial optó por soslayar la Constitución liberal de 1857, dado que ésta daba
gran poder al Congreso limitando considerablemente el poder del ejecu­
tivo, por lo cual tanto Juárez como Oíaz decidieron aludir a diversos
mecanismos para gobernar con el poder centralizado y hacer que se res­
petara la formalidad de la democracia presidencialista. En efecto, dicho
ordenamiento constitucional amarraba las manos del presidente a favor
del Congreso, en lo que puede denominarse "asambleísmo", mediante el
cual el poder ejecutivo se encuentra a merced del poder legislativo, sin si­
quiera contar, como ocurre en un sistema parlamentario, con la posibi­
lidad de disolver legalmente el Congreso para dejar al electorado la deci­
sión ante un conflicto entre ambos poderes. Igualmente, el presidente
quedaba sin derecho de veto, mecanismo típico del presidencialismo que
sin embargo aquí era borrado. Todo ello era, desde luego, la reacción na­
tural contra la dictadura santannista derrocada en 1855 por el movi­
miento de Ayutla; se veía necesario limitar el poder presidencial tanto
como fuera posible, dejándolo en la práctica altamente neutralizado, es
decir, incapaz de desplegarse para tomar decisiones que hicieran gober-

'Alexis de Tocqueville, La democracia en América, México, FCE, 1994, p. 159.
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nable el país. Esto llevó a Justo Sierra a evaluar el nuevo orden consti­
tucional como una "generosa utopía liberal". 7 De ahí que Ignacio Co­
monfort, presidente durante la elaboración de esa nueva constitución
liberal, al analizarla haya exclamado: "La Constitución no era la que el
país quería y necesitaba[ ... ]su observancia era imposible, su impopula­
ridad era un hecho palpable: el gobierno que ligara su suerte a ella era
un gobierno perdido.:" Por ello, Juárez gobernó apelando a poderes ex­
traordinarios en virtud de la invasión francesa, primero, y de múltiples
levantamientos armados, tras la caída del segundo imperio, pese a que tal
cláusula no estaba prevista por la Constitución, por temor, justamente, a
que propiciara una dictadura deJacto. Porfirio Díaz hizo otro tanto, y si
bien mantuvo la formalidad democrática que ordenaba la Constitución,
concentró el poder en la Presidencia que generó estabilidad política y go­
bernabilidad, pero a costa de un contrapeso real de poderes y mecanismos
de rendición de cuentas.

Tras la revolución de 1910, que derrocó al porfiriato, y ante el bru­
tal fracaso del experimento democrático de Francisco Madero, volvió a
ponerse a discusión la conveniencia de dotar al presidente de mayor po­
der para imprimir gobernabilidad sin necesidad de pasar por alto la
constitucionalidad en la práctica. Es la conocida tesis de Emilio Rabasa
expuesta en su célebre ensayo La constitución y la dictadura, de 1912.9

Aunque Madero no había considerado la conveniencia de diseñar un
nuevo ordenamiento constitucional (pues pensaba que bastaba con que
se cumpliese el vigente), Venustiano Carranza concibió poco a poco la
necesidad de hacer una modificación radical al ordenamiento jurídico,
no tanto en lo que hacía a su contenido social (que por cierto resultó de
vanguardia en el mundo), sino en su aspecto estrictamente político: "El
pueblo ha vivido ficticiamente, famélico y desgraciado con un puñado
de leyes que en nada le favorecen; tendremos que removerlo todo, dre­
narlo y construirlo de verdad."!" En suma, proponía una nueva Cons­
titución para un nuevo régimen. Entonces se modeló el presidencialis­
mo exacerbado que caracterizó al régimen posrevolucionario desde que
se institucionalizó alrededor de la década de los cuarenta, pero en el cual

'citado por David Brading, Mito y profecía en la historia de México, México, Vuelta, 1988, p. 157.
"Citado por Krauze, Siglo de caudillos; Biografía política de México (1810/1910), México, Tusquets,

1994, p. 226.
'Emilio Rabasa, La Constitución y la dictadura; estudio sobrela organización política de México, México,

1912.
lOCitado por Enrique Krauze, Biografía del poder; caudillos de la revolución mexicana (1910-1940),

México, Tusquets, 1997, p. 204.
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también tuvieron que ver los poderes metaconstitucionales, es decir, los
que rebasan el marco constitucional concentrando aun más el poder en
el titular del poder ejecutivo. En efecto, la historia institucional de México
marca una gran oscilación entre gobiernos excesivamente débiles, rayanos
en la anarquía y marcados por la ingobernabilidad, y otros excesivamen­
te fuertes, que si bien pudieron brindar estabilidad y gobernabilidad, se
caracterizaron por la concentración del poder y su consecuente ejercicio
abusivo e impune. No ha sido posible hasta ahora encontrar el equilibrio
institucional que representa la democracia, donde el presidente tenga el
poder suficiente para gobernar sin que ello implique su impunidad. La
pregunta es si tras la alternancia presidencial del año 2000 será posible,
dentro del esquema presidencialista, lograr ese equilibrio entre goberna­
bilidad y responsabilidad política. Al analizar la breve presidencia demo­
crática de Vicente Fax, la respuesta no es tan clara.

DEBILITAMIENTO PRESIDENCIAL

FRENTE AL LEGISLATIVO

Durante su campaña presidencial, Vicente Fax ofreció terminar con el
presidencialismo excesivo que se había vivido bajo el régimen priísta. No
tuvo Fax que hacer ningún esfuerzo para ello, ni cumplir con la palabra
dada. La propia alternancia provocó una redistribución del poder que dio
fin al absolutismo presidencial que había imperado en el país durante las
últimas décadas. Los poderes "metaconstitucionales" de la presidencia lle­
garon a su fin por esa misma distribución. Con ello se ponía fin, no sólo
formal sino realmente, al presidencialismo autoritario y el sistema de
partido hegemónico, con lo cual el esquema de elevada concentración del
poder ha dado lugar a uno más descentralizado, que en principio se ade­
cua al formato democrático de separación de poderes, de pesos y contra­
pesos. "El Ejecutivo propone, y el Congreso dispone", dijo el presidente de
la alternancia durante su discurso de toma de posesión. Igualmente, su­
brayó la nueva pluralidad política y partidista: "El presidencialismo tra­
dicional impuso por muchos años su monólogo. Ahora, más que nunca,
gobernar exige dialogar. La fuerza de la nación no puede venir ya de un
solo punto de vista, de un solo partido o de una sola filosofía." Y en vir­
tud de que el nuevo mandatario no contaba con la mayoría absoluta (ni
relativa) en ninguna de las dos cámaras legislativas (lo que se conoce como
un gobierno dividido o gobierno sin mayoría), sería menester concitar el
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concurso de diversas fuerzas políticas para tomar decisiones legislativas,
por lo cual, dijo Fax: 'Ahora como nunca, es necesario el entendimiento,
el acuerdo y la convergencia entre los distintos actores políticos, econó­
micos y sociales, los diferentes intereses legítimos y las diversas visiones
ideológicas."!' Esto ha sido percibido por la ciudadanía, de la que si bien
todavía una parte considera que en México no hay democracia, pocos du­
dan que el poder del presidencialismo ha menguado frente a otras insti­
tuciones políticas, en particular los partidos políticos (que integran el
poder legislativo). Sin embargo, todavía otorgan a la institución presiden­
cialla mayor influencia, lo cual en la realidad ya no es así necesariamen­
te (véase gráfica 1)

En principio, no podría esperarse menos de un régimen democrático.
Pero en la amplia gama que va de la concentración total del poder (auto­
cracia) a su dispersión total (anarquía) hay varios puntos intermedios. La
democracia se ubicaría en un segmento medio de esa gama, como un
punto de equilibrio entre cierta concentración del poder (para imprimir
gobernabilidad) pero con cierto grado de desconcentración (para obligar
a la rendición de cuentas y acotar la impunidad). En un régimen presi­
dencialista hay varias opciones que se acercan o se alejan respectivamen­
te de alguno de los polos extremos de esa gama de la distribución del
poder: A) un gobierno unificado, B) un gobierno sin mayoría, e) un go­
bierno de minoría y D) un gobierno dividido.12

GRÁFICA 1

QUÉ TANTO INFLUYEN

o Presidente

• Partidos políticos

• Empresas
y sindicatos

74

Porcentaje

.Fuente: Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas, 2002.

11 Discurso de toma de posesión, 10. de diciembre, 2000.
"La diferencia entre "gobierno dividido" y "gobierno sin mayoría" lo establece con claridad. Am­

paro Casar, "Perspectivas políticas de un gobierno dividido en México", en Amparo Casar e Ignacio Mar­
ván (coords.), Gobernar sin mayoría; México, 1867-1997, Taurus, 2002
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A. El "gobierno unificado" es aquel en el cual el partido del presi­
dente cuenta con una mayoría absoluta en el Congreso, aunque no ca­
lificada (no puede cambiar por sí mismo la Constitución, cosa que es
característica de un gobierno hegemónico más propio del autoritarismo
que de la democracia). B)En el "gobierno sin mayoría", el partido del pre­
sidente cuenta con mayoría relativa en el Congreso. C) El "gobierno de
minoría" es aquel en que el partido del presidente es minoritario en el
Congreso, en un segundo o incluso tercer lugar. D) El "gobierno dividi­
do", término que se utiliza genéricamente para designar a los que no son
unificados (es decir, todos aquellos en que el partido gobernante no tiene
mayoría absoluta en el Congreso) es precisamente aquel en el cual un par­
tido de oposición cuenta con la mayoría absoluta en el Congreso (con la
posibilidad para aprobar por sí mismo iniciativas de leyes secundarias).
Conforme pasamos del primer tipo de gobierno a otro, nos vamos mo­
viendo del polo de concentración del poder al de dispersión del mismo, con
lo cual la toma de decisiones se va complicando, al riesgo de provocar
cierto grado de ingobernabilidad (véase diagrama 1).

Partimos de que los tipos de gobierno no unificado se aproximan
más al polo de poder disperso porque, esa medida, se complica la for­
mación de mayorías que aprueben el proyecto gubernamental, y es más
probable caer en periodos de parálisis o atasco, al menos en algunos
puntos esenciales de la agenda gubernamental. Desde luego, en los paí­
ses que, como México, cuentan con un Congreso bicameral es posible

DIAGRAMA 1
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concebir diversas combinaciones (gobierno unificado en la cámara
baja, pero sin mayoría en la cámara alta; o gobierno sin mayoría en la
cámara baja y minoritario en la cámara alta; incluso, un gobierno divi­
dido en el que la cámara baja es controlada por un partido de oposición
y la cámara alta, por otro partido opositor, etcétera). En México, hemos
transitado de un esquema de gobierno hegemónico a una combinación
de gobierno minoritario en ambas cámaras legislativas. Durante déca­
das tuvimos una serie consecutiva de gobiernos hegemónicos, en los que
el partido gobernante contaba con mayoría calificada en ambas cáma­
ras legislativas. Eso, al menos desde que se institucionalizó el régimen
posrevolucionario de partido hegemónico, durante el maximato de Plu­
tarco E. Calles y la presidencia de Lázaro Cárdenas, pues antes de ello
había mayor pluralidad de corrientes políticas en el Congreso, así per­
tenecieran al mismo partido (el PNR) o simplemente a la extensa "fami­
lia revolucionaria". 13

En 1988 se empezó a registrar lentamente un movimiento hacia el po­
lo de dispersión del poder, cuando el PRI perdió por primera vez la mayo­
ría calificada en la cámara baja, aunque mantuvo una mayoría absoluta
(y todavía calificada en la cámara alta). De hecho, la nueva legislación elec­
toral de 1990 prohibió que cualquier partido contara por sí mismo con la
mayoría calificada en la cámara baja (estableciendo como límite máximo
64 por ciento de la diputación nacional, porcentaje que más tarde, en
1993, bajó al 60 por ciento), con lo cual se establecía un impedimento le­
gal para la formación de futuros gobiernos hegemónicos. En 1997, casi
nueve años más tarde, pasamos a un gobierno sin mayoría en la cámara
baja y sin mayoría calificada en la cámara alta. La relación entre los po­
deres legislativo y ejecutivo cambió significativamente; la oposición, en
bloque, cobró mayor fuerza que nunca y logró, entre otras cosas, con­
trolar la mesa directiva así como la mayoría de las comisiones parla­
mentarias. Igualmente, por primera vez en décadas se rechazaron algu­
nas iniciativas enviadas por el poder ejecutivo al Congreso. Desde ese
momento podría hablarse cabalmente del fin del partido hegemónico, si
bien el PRI seguía siendo el partido en el gobierno.

En el año 2000, al registrarse la alternancia política a nivel presi­
dencial, el cambio fue más dramático, pues entramos entonces a un go­
bierno no sólo sin mayoría, sino incluso minoritario, pues el nuevo
partido gobernante, el Partido Acción Nacional (PAN), quedó como se-

13 Cfr. Luis Medina, Hacia el nuevo Estado; México, 1920-1993, México, Fes, cap, 11.
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gunda minoría en ambas cámaras legislativas. Finalmente, en la elec­
ción intermedia federal de 2003, el PAN no logró superar su condición
de segunda minoría, pero en términos absolutos y porcentuales quedó
en una posición más débil frente a un PRI que, sin haber alcanzado la
mayoría absoluta (lejos estuvo de ello), marcó más claramente su dis­
tancia respecto al partido gobernante (véase cuadro 1).

CUADRO 1

FORTALEZA LEGISLATIVA DEL PARTIDO GOBERNANTE
cÁMARA BAJA

Partido Mayor
Año gobernante Porcentaje oposición Porcentaje

1988 260 (PRI) 52.0 108 (PAN) 20.2

1991 320 (PRI) 64.0 89 (PAN) 17.8

1994 300 (PRI) 60.0 119 (PAN) 23.8

1997 248 (PRI) 49.6 126 (PRD) 25.2

2000 209 (PAN) 41.8 211 (PRI) 42.2

2003 151 (PAN) 30.5 222 (PRI) 44.8

Fuente: Instituto Federal Electoral.

Tal diferencia era de algunas décimas en 2000, pues tanto el PRI como
el PAN tenían aproximadamente 42 por ciento de la bancada, y para 2003
se abrió una brecha de 14.3 por ciento entre la mayor oposición (el PRI),

Y el partido gobernante (véase gráfica 2).

GRÁFICA 2
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En el caso de los senadores, la fortaleza del partido gobernante duran­
te los gobiernos del PRI fue mayor, aun en sus últimos años antes de per­
der la Presidencia, y como partido opositor tiene una presencia superior a
la del nuevo partido gobernante, el PAN.

CUADRO 2

CÁMARA ALTA

Año

1988

1991

1994

1997

2000

Partido
gobernante

(PRI) 60

(PRI) 61

(PRI) 95

(PRI) 77

(PAN) 48

Porcentaje

93.7

95.3

74.2

60.2

37.5

Mayor
oposición

(PMS) 4

(PRD) 2

(PAN) 25

(PAN) 25

(PRI) 60

Porcentaje

6.3

3.1

19.5

25.8

46.8

Fuente: Instituto Federal Electoral.

GRÁFICA 3
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En el caso del Senado, sin embargo, cabe una aclaración. Dado que
la fórmula en esa cámara era la de mayoría relativa para dos senado­
res del mismo partido en cada entidad ifirst past the post), el partido
mayoritario quedaba con una enorme sobre rrepresentación. De ahí
que todavía en 1988 (año en que hubo por primera vez senadores de
oposición) y 1991, la diferencia porcentual entre el partido mayorita­
rio y la principal oposición fuera enorme. En 1994 se registra una caí­
da en esa diferencia dado que se inauguraron los senadurías de prime-
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ra minoría (una en cada entidad, para el partido que obtuviera el segun­
do lugar) y 32 senadurías más de "representación proporcional" (aunque
tal figura fuese en contra del pacto federal que priva en la composición de
la cámara alta). Pero el PRl siguió ocupando el primer lugar en la mayo­
ría de las entidades. La caída más dramática en ese indicador, incluso con
signo negativo, ocurre justo en 2000, pues el PAN, siendo partido gober­
nante, obtuvo sólo 48 de las 128 curules en el Senado, en tanto que el
PRI ganó 60. La diferencia entre la presencia del partido gobernante y
la primera oposición es, pues, negativa, como ocurre también en la cámara
baja, en particular tras la elección de 2003. Esta evolución refleja una tra­
yectoria del poder concentrado (presidencialismo absoluto) hacia el polo
opuesto, del poder relativamente más disperso (presidencialismo débil),
proceso que se acelera a partir de 1997 (véase diagrama 2).

De hecho, el saldo de los comicios de 2003 es un esquema ya muy
cercano en la práctica al gobierno dividido, aunque formalmente no lo
sea, pues el PRI, aliado con algunos partidos menores, logra controlar
la mayoría absoluta en ambas cámaras. En el Senado, desde 2000 cuen­
ta junto con el Partido Verde Ecologista de México (PVEM), su nuevo
aliado, con 65 de los 128 asientos, en tanto que en la cámara baja, si se
suman las 222 curules del tricolor, más las 17 del PVEM, más las seis
del Partido del Trabajo (PT) y cinco del Partido Convergencia (re), suman
250 de las 496 curules disponibles (quedaron 4 pendientes por haberse
anulado los comicios en dos distritos, y por tanto también se retuvo la
distribución de dos diputaciones plurinominales). Esebloque impuso su
voluntad al dar marcha atrás al juicio de procedencia para determinar
el retiro del fuero constitucional del senador priísta Ricardo Aldana, re­
lacionado con el desvío de fondos de Pemex al PRI en la campaña presi­
dencial del 2000. En otros temas, el Partido de la Revolución Democrá-

DIAGRAMA 2
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tica (PRD) podría también sumarse al PRI para formar una amplia ma­
yoría, lo que podría ocurrir para oponerse a las reformas que plantea
el gobierno del PAN en materia fiscal (con IVA a alimentos y medicinas),
eléctrica (Manuel Bartlett y Cuauhtémoc Cárdenas formaron un frente
nacionalista para ello), y otras que afecten el esquema "nacionalista­
revolucionario" que abanderó el viejo PRI y de donde surgió el PRD.

También es posible una alianza PRI-PAN para ciertas decisiones que los
beneficien mutuamente, como fue el reparto de los cargos del Conse­
jo General del Instituto Federal Electoral (IFE), en octubre de 2003, en el
cual el PRI quedó con la presidencial del instituto y cuatro de los ocho
consejeros electorales, en tanto que el PAN pudo proponer los otros
cuatro, con exclusión absoluta del PRD (lo que podría generar un con­
flicto electoral en la sucesión presidencial de 2006, al no contar el IFE

con la confianza del PRD, que podría ser un fuerte contendiente en esa
ocasión).

No se puede descartar, desde luego, la posibilidad real de que el
Congreso funcione en ambas cámaras como parte de un auténtico go­
bierno dividido. De hecho, ha habido mejor funcionamiento de gobier­
nos divididos en los estados que a nivel federal, pero ello podría expli­
carse porque en la mayoría de las entidades mexicanas prevalece un
esquema bipartidista, lo que facilita la operación de un gobierno divi­
dido (como ocurre en los Estados Unidos), en tanto que a nivel federal
existen tres partidos fuertes, lo que puede complicar la consecución de
acuerdos y la aprobación de iniciativas."

En ese sentido puede decirse que con la elección intermedia de 2003
el electorado (40 por ciento del padrón electoral) decidió transferir el
poder de iniciativa política en el PRI, a través del poder legislativo, arre­
batándosela al poder ejecutivo. El dirigente nacional del PRI, Roberto
Madraza, habló incluso de que se gobernaría desde el Congreso bajo la
égida del PRI Y sus aliados. Habló de empujar las reformas estructura­
les propuestas por el gobierno pero adecuadas al programa legislativo
del PRI, la primera minoría ahora fortalecida en la cámara baja:

N9 estamos hablando de las mismas reformas, como hoy se han
presentado, porque algunas nos parecen incompletas, otras inopor­
tunas, otras carentes de contenido, en beneficio del país y de la gen-

"Cfr. Alberto Aziz, "Gobiernos divididos; entre la reforma y la polarización", en Casar y Marván,
Gobernar sin mayoría, op. cit.
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te. Veo que las reformas van a beneficiar a la próxima administra­
ción. Prácticamente veo que estos tres años que ha perdido el go­
bierno para implementar las reformas, van a impedir que estas re­
formas favorezcan a la actual administración. 15

La posibilidad de que tales reformas avancen radica, pues, funda­
mentalmente en el Congreso. ¿Señal de la nueva autonomía parlamen­
taria? En parte sí. Pero también de una situación de gran debilidad de la
institución presidencial, cuando la circunstancia es la de un gobierno
minoritario, como el que rige desde 2000, cuando además el carácter mi­
noritario del partido gobernante se acentuó en 2003. Pero la posibilidad
de que surjan gobiernos divididos da también lugar a una especie de
"esquizofrenia gubernamental", pues conviven distintas plataformas
electorales que se contradicen entre sí, pero que fueron votadas mayo­
ritariamente por el electorado, por lo que pueden ser consideradas como
parte del mandato popular. Un buen ejemplo radica en el debate sobre
la reforma eléctrica, pues la agenda del gobierno de Fax propone una
modificación a la Constitución en sus artículo 27 Y 28 para permitir
la inversión privada en el ramo. Y dicha plataforma fue ganadora a ni­
vel ejecutivo, con 42 por ciento del voto en el año 2000. Pero también
en ese mismo año ganó con mayoría del voto la plataforma del PRI en
ambas cámaras del Congreso, que si bien no prohíbe explícitamente que
se modifiquen esos artículos constitucionales, guarda mayor reserva
que la propuesta panista sobre el sector energético. En principio ambas
plataformas podrían no ser antagónicas, aunque sean diferentes. Pero
después viene la plataforma priísta de 2003, que es distinta a la de
2000, pues la declaración de principios de ese partido fue modificada
radicalmente en algunos puntos durante su XVIII Asamblea Nacional
(noviembre de 2001), y ahí sí hay una defensa explícita de los artícu­
los constitucionales 27 Y 28 tal como están redactados (y que se tra­
ducen en una prohibición partidista para que los diputados priístas
voten en sentido contrario). y como el PRI ganó la mayoría de la cá­
mara baja en 2003, su plataforma puede considerarse como el man­
dato mayoritario de la ciudadanía. ¿Cuál es el mandato ciudadano en
tales circunstancias? Zl.a plataforma del PAN que ganó el poder ejecuti­
vo con mayoría? él.a del PRI del año 2000 con la cual surgió la mayo­
ría priísta en el Senado? Zl.a del PRI de 2003 con la cual se eligió a la

"Reforma, 8 de julio de 2003.
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mayoría priísta en la cámara baja, que en ciertos temas es distinta a la
de 2000 del mismo partido?

Para empeorar las cosas, las reglas legislativas para aprobar decisio­
nes son más complicadas en México que en otros países (primero se
aprueban las iniciativas en lo general y después en lo particular), lo
cual, como señalan Heller y Weldon, no era problema en tiempos de un
gobierno hegemónico. Cuando el PRI perdió la mayoría absoluta en la
cámara baja en 1997 (primer gobierno dividido), quedó claro que las
viejas reglas no eran las más adecuadas para la nueva situación de plu­
ralidad parlamentaria. "Sin embargo -dicen estos autores- las nuevas
reglas parecen estar diseñadas para inducir todavía más inestabilidad en
lugar de reducirla, alentando a los partidos a no cumplir con los acuer­
dos incorporados en la legislación."16 De lo anterior puede inferirse que
no sólo el presidencialismo en sí sino ciertos arreglos normativos, he­
redados del régimen de partido hegemónico, fragmentan en mayor me­
dida el gobierno y dificultan el proceso político y de toma de decisiones
en general, incluso en mayor medida de lo que permiten diversos arre­
glos semiparlamentarios de otros países de América Latina."

CONVOCAR AL PÚBLICO

El presidente Fax y su equipo, tras haber derrotado al PRI por primera
vez en su larga historia, llegaron al poder con un exceso de confianza
para enfrentar los múltiples problemas del país y cumplir sus múltiples
ofertas de campaña, no siempre realistas. Sabía el presidente que no con­
taba con la mayoría absoluta en el Congreso pero pensó que eso no se­
ría necesario para impulsar su agenda. Contaba con una popularidad
ciudadana cercana a 90 por ciento y pensaba que a través de ella podría
presionar a las fracciones parlamentarias en el Congreso para que acep­
taran sus iniciativas. Es decir, se trataba de aplicar la estrategia de "con­
vacar al público", que muchas veces ha sido aplicada con éxito por
diversos presidentes estadounidense." Que esa era su convicción lo refle­
ja su política hacia el conflicto chiapaneco. Apenas el primer día en que

16 William Heller y JeffreyWeldon, "Reglas de votación y la estabilidad en la Cámara de Diputados",
en Luisa Béjar y Rosa María Mirón (coords.), El congreso mexicanodespuésde la alternancia, México, Aso­
ciación Mexicana de Estudios Parlamentarios, 2003, p. 86.

17 cr,Javier Hurtado, Elsistema presidencial mexicano; evolución y perspectivas, México, fCE, 2001, cap. 1.
¡'Cfr. Samuel Kernell, Going Public: New Strategies of Presidential Leadership. Washington. D.e.

e.o. Press. 1997
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asumió la presidencia, ordenaba cumplir algunos requisitos exigidos por
el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) para pactar una sali­
da pacífica al conflicto surgido desde 1994. Pensaba Fax que la opinión
pública estaría con él en esta empresa (y no se equivocaba) por lo cual
no tuvo el cuidado de pactarla con otras fuerzas políticas que serían de­
cisivas, empezando por su propio partido. El PAN Yotros sectores empre­
sariales consideraban que no convenía "resucitar" al EZLN -que bajo el
gobierno de Zedilllo había quedado confinado política y territorialmen­
te- sin obtener un compromiso por la paz por parte de la dirigencia za­
patista; que no podía abrirse el cerco militar de par en par, sino que con­
venía hacerlo gradualmente, intercambiando con los guerrilleros señales
y garantías. En su discurso de toma de posesión, Fax ofreció:

En Chiapas, serán las acciones -no las palabras huecas- el eje verte­
bral de una nueva política federal y presidencial que conduzca a la
paz. Fue mi palabra empeñada enviar al Congreso de la Unión, como
iniciativa de ley, el documento elaborado por la Cocopa que sintetiza
el espíritu de los acuerdos de San Andrés. Y éste será el primer acto de
mi gobierno en referencia al Congreso.

Como temían los sectores más conservadores (incluido el PAN), la pre­
cipitación del gobierno se tradujo en que elproyecto salió de control; los za­
patistas anunciaron una marcha a la capital pasando por varios estados de
la república para buscar apoyos a favor de una ley indígena que ellos apro­
baban (y que Fax hizo suya presentándola al Congreso, siendo ésta otra
exigencia del EZLN). El gobierno no tuvo más remedio que aceptar la mar­
cha e incluso darle la bienvenida en la opinión pública (para lo cual contó
con el franco respaldo de las dos grandes compañías televisaras privadas).
Los zapatistas exigían también conversar en el Congreso con los legislado­
res para convencerlos de las bondades de su iniciativa sobre derechos indí­
genas, a lo cual el PAN empezó oponiéndose, dado el carácter armado del
movimiento. De acuerdo con lo narrado posteriormente por la senadora
panista LuisaMaría Calderón, integrante de la Comisión de Concordia y Pa­
cificación (Cocopa), se logró un acuerdo entre el PAN Yel EZLN; los panistas
aceptarían que los guerrilleros entraran a la sededel Congreso para conver­
sar con los legisladores, sin necesidad de quitarse sus máscaras (petición
original panista), pero que no subirían a la máxima tribuna de la nación,
en un pleno de la asamblea. Los zapatistas aceptaron el acuerdo, pero po­
cos días antes de la fecha el subcomandante Marcos acusó ante la opinión
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pública la negativa del PAN para que los zapatistas hicieran uso de la máxi­
ma tribuna, presentando como racismo dicha decisión, con lo que rompía
lo pactado previamente. El PAN se mantuvo en su negativa asumiendo un
gran costo ante la ciudadanía, que daba la razón en su mayoría al EZIN. El
PRIYel PRD aprobaron la presencia de los zapatistas en el pleno de la asam­
blea, lo que los zapatistas y sus adeptos consideraron como un triunfo
simbólico contra los grupos conservadores representados (en su óptica) por
el PAN, que quedó sumamente humillado.

Todo esto hacía previsible que en el momento de votar la iniciativa
presidencial sobre derechos indígenas el PAN apoyaría su propia iniciati­
va (distinta a la que exigía el EZLN), previamente acordada con el PRI

(que hábilmente logró desviar todo el costo para el PAN, pero después votó
con éste una iniciativa distinta a la que Fax necesitaba para pactar la
paz, frustrando esta aspiración). Los zapatistas rompieron el diálogo
con Fax acusándolo de negligencia y debilidad, cuando en realidad no
fue falta de voluntad, sino un error de cálculo político, precipitación en
su estrategia, exceso de confianza en el respaldo ciudadano y negligen­
cia para pactar con los factores reales de poder. En ese momento quedó
vislumbrado que el presidente, con una elevadísima popularidad y el
apoyo de la opinión pública en su proyecto chiapaneco, no logró pre­
sionar a las dos grandes fuerzas parlamentarias, contrariamente a lo
que suele suceder en los Estados Unidos. En otras palabras, la estrategia
presidencial de "convocar al público" no parecía funcionar en México,
aun en condiciones favorables. Una posible explicación es la ausencia de
reelección legislativa inmediata (deficiencia que México comparte sólo con
Costa Rica, entre las naciones democráticas). La presión de la ciudadanía,
encabezada por el poder ejecutivo, no hace efecto sobre los legisladores en
lo particular o las fracciones parlamentarias en lo general. Fax lo descu­
brió en su programa sobre el conflicto chiapaneco.

Pero el presidente pensó que perder una batalla no implicaba perder
la guerra. Por lo tanto pasó al siguiente punto de la agenda (no volvién­
dose a ocupar, hasta ahora, de la cuestión chiapaneca); la reforma fis­
cal. Fax había prometido durante su campaña impulsar una profunda
reforma fiscal que lograra recaudar varios puntos porcentuales más del
producto interno bruto (PIB), pues México es uno de los que menos re­
cauda (11 por ciento del PIB, frente a más del 15 por ciento de países la­
tinoamericanos, o porcentajes del 30 Y hasta 40 por ciento de los paí­
ses desarrollados). El presidente delineó lo que esperaba de una reforma
fiscal durante su toma de posesión, en diciembre de 2000:
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La reforma fiscal no es la salida fácil para resolver los problemas
de ingreso del gobierno; es la salida correcta. El México que quere­
mos edificar tendrá una piedra angular en la reforma fiscal inte­
gral como vía para estimular el ahorro, las inversiones y trans­
formar la recaudación en motor del desarrollo [... l. Su objetivo
será disponer de mayores recursos para beneficiar a los más po­
bres; para incluir a los excluidos [... ) Como presidente de la repú­
blica, pondré en ese objetivo sustancial la fuerza jurídica de mis
facultades constitucionales, la legitimidad que me otorgó el voto
y toda mi voluntad política.

En esta última frase Fax destaca la base de su estrategia; su fuer­
za legislativa radicaba, según él, en "la legitimidad que me otorgó el
voto y toda mi voluntad política". Una vez más, Fax confió en la
(desde su perspectiva) bondad intrínseca de su proyecto (centrado en
elevar el IVA a 15 por ciento, incluso en alimentos y medicinas), lo
que permitiría eliminar el subsidio de facto que la exención sobre
esos productos representa a las clases más pudientes. Para equilibrar
el desembolso de los sectores más humildes, el proyecto incluía una com­
pensación que convertiría el NA de un impuesto regresivo en otro progre­
sivo. Pero la efectividad de tal mecanismo de compensación fue cuestio­
nada tanto por el PRD como por el PRI, Y Fax no intentó centrar el debate
en ese punto, cayendo en cambio en la polémica sobre lo inadecuado (so­
cialmente) de gravar alimentos y medicinas por el daño que ello represen­
taría a los sectores humildes.

El debate se prolongó por varios meses, desde que se presentó pú­
blicamente (en marzo de 2001) hasta la aprobación de la miscelánea
fiscal (en diciembre del mismo año) por parte de la cámara baja. El
resultado fue muy distinto a lo que Fax había propuesto. Su inicia­
tiva buscaba recaudar 130,000 millones de pesos más, y la reforma
que finalmente fue aprobada (que excluyó el IVA a alimentos y me­
dicinas), no recaudaría ni siquiera 60,000 millones. Dicha reforma
fue aprobada por el PAN -ante la ausencia de opciones- y el PRD, lo
cual reveló las distorsiones que pueden generarse en un gobierno mi­
noritario: un partido que contaba con apenas 10 por ciento de repre­
sentación parlamentaria no fungió como "partido bisagra", como
ocurre en otros países; es decir, inclinando la balanza a favor de al­
guno de los dos grandes partidos para hacer valer su respectivo pro­
yecto. En cambio, logró aprovechar las circunstancias para hacer
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aprobar su propio proyecto, al menos en un 70 por ciento, según
afirmaron sus dirigentes. El PRI, de nuevo mostrando habilidad, ha­
bía retrasado la presentación de un proyecto alternativo para abor­
tar el proyecto presentado por Fax, sacando las manos del proceso
(pues los priístas se abstuvieron de votar la miscelánea fiscal), evi­
tando así pagar cualquier costo político de tal chasco. Desde luego,
las condiciones en este caso eran menos favorables que en la inicia­
tiva sobre la Ley de Derechos y Cultura Indígena, pues por principio
la ciudadanía es reacia a cualquier alza de impuestos, amén de que la
bandera demagógica de defensa de los pobres, enarbolada por el PRI Y
el PRD, fácilmente encontraría eco en la sociedad. Eso, pese a la popu­
laridad del presidente que continuaba bastante elevada, aunque em­
pezaba a menguar. Sobre todo después del "fiasco fiscal", y contabi­
lizando también el fracaso en Chiapas, la popularidad de Fax llegó a
su punto más bajo, empatando quienes aprobaban y quienes desa­
probaban. Después volvió a subir la popularidad de Fax por razones
diversas (véase gráfica 4).

Como corolario de ello, puede inferirse que en el PRI hubo una es­
trategia deliberada para obstruir los puntos esenciales de la agenda de
Fax y para hacerlo aparecer como inepto de esa manera, estimular una
especie de "voto de la añoranza" por el PRI a partir de su larga experien­
cia en conducir el país. Al menos eso sugiere una declaración del sena­
dor Manuel Bartlett, a pocos días de asumir el nuevo gobierno foxista,
quien pretendió presentar esa estrategia como una causa en defensa de
la nación: 'A. México le puede ir mejor si le va mal a Fax [... ] El señor

GRÁFICA 4
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Fox es un prcxlucto nuestro, creció porque nosotros le permitimos que cre­
ciera [...] Tenemos que definir claramente nuestro perfil de partido popular
y combatir todos los días al régimen de derecha de Fox." 19

La expresión de otro distinguido priísta, el senador Fidel Herrera, pa­
reciera apuntar en la misma dirección, pero develando con más claridad
el objetivo real de la estrategia de no cooperación, y exculpar al PRIpor su
inacción o abierta obstrucción legislativa en los asuntos torales del go­
bierno:

Elpresidente ganó la elección y él debe asumir las responsabilidades.
Nosotros creemos que la lógica de la alternancia es volver al poder
[... ] Quien tiene que propiciar con mayor capacidad los cambios y
conducirlos es la sociedad, pero tienen que ser impulsados por el go­
bierno y este gobierno se enredó o nos plantea un cambio para
atrás, una involución [oo.] Nosotros queremos señalarle a México
que el cambio somos nosotros."

y al finalizar la LVIII Legislatura, la coordinadora de la bancada
priísta, Beatriz Paredes, de alguna forma confesó que en efecto ese es­
píritu predominaba entre sus correligionarios, al negarse a formar una
mancuerna PAN-PRI para impulsar las reformas estructurales que pro­
ponía el poder ejecutivo:

Existía la posibilidad de hacer un esquema bipartidista que privile­
giara el acuerdo entre las dos fuerzas políticas con un número ma­
yor de diputados, que orientara el rumbo del país sólo en una fran­
ja de la gama ideológica de la diversidad nacional. Esta vía tenía la
desventaja del ánimo de un grupo amplio de legisladores que difí­
cilmente aceptaba aliarse con quienes acababan de propinarle una
derrota fundamental a su partido (el PRI).21

Fox había confiado en exceso en su capacidad mediática, lo que junto
con su voluminoso "bono democrático" presionaría a la oposición, PRI y
PRD, para aprobar las reformas que había ofrecido a sus electores. Con
todo, pensó que su popularidad por lo menos podría traducirse en un

"Proceso, núrn, 1254, 12 de noviembre de 2000.
2°Bucareli Ocho, 20 de mayo de 2002.
21 Sesión de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión con motivo del cierre de la LVIII

Legislatura, 26 de agosto de 2003.



DEL ABSOLUTISMO PRESIDENCIAL AL PRESIDENCIALISMO DÉBIL' 169

respaldo ciudadano en la elección de 2003 (que en julio volvió a elevarse
por encima del 60 por ciento) para fortalecer su posición en el Congreso,
elevando con ello la representación del PAN. En principio, las tasas de po­
pularidad presidencial en efecto pueden fortalecer la votación a favor
del partido gobernante. Eso ocurrió con el presidente George Bush en la
elecciónintermedia de 2002, en la que el Partido Republicano quedó como
mayoría en ambas cámaras. Pero en el caso de Fax no sucedió así.
Como se vio, el PAN sufrió un importante desplome en la Cámara de Di­
putados, reduciendo su presencia de 42 a 30 por ciento de curules, Por
contraste, el jefe del gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel López
Obrador, quien también cultivó a lo largo de los primeros tres años de
gobierno una elevada popularidad entre los capitalinos, sí logró verla re­
flejada en un fortalecimiento claro en la asamblea capitalina (el congreso
local), donde el PRD, partido de López Obrador, alcanzó no sólo una ma­
yoría relativa que ya tenía, sino la mayoría absoluta, al máximo de lo
que la ley permite (así como 14 de las 17 delegaciones políticas en que
está dividido el Distrito Federal) (véase cuadro 3).

La pregunta es obligada; zpor qué la popularidad de Fax a nivel nacio­
nal no se tradujo en votos para el PAN en la cámara baja, en tanto que la
popularidad de López Obrador en el Distrito Federal sí lo hizo respecto al
PRD en la asamblea capitalina? La pregunta se presta a diversas explicacio­
nes, algunas quizá complementarias y otras excluyentes. Aquí sugerimos
una de las muchas que pueda haber, que puede contribuir a explicar este

CUADRO 3

INTEGRACIÓN DE LA ASAMBLEA CAPITALINA,
2003

Diputados
Diputados representación

Partidos Mayoría proporcional Total Porcentaje

PRO 37 37 56
PAN 3 13 16 24.2
PRI O 7 7 10.6
PVEM O 5 5 7.6
Otros 1 1 1.6
Total 40 26 66 100

Fuente: Asamblea del Distrito Federal.
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extraño fenómeno. De acuerdo con las encuestas de popularidad, las razo­
nes por las cuales un ciudadano respalda al respectivojefe de gobierno pue­
den ser muy diferentes. Se trata de desglosar aquellas que reflejan mera
simpatía personal o la convicción de que el gobernante en cuestión es ho­
nesto y bien intencionado, de la evaluación de su desempeño en el gobier­
no. En el primer caso está claramente Vicente Fax. Buena parte de quienes
le otorgan su respaldo lo consideran esencialmente honesto, bien intencio­
nado y comprometido con la suerte de México, pero consideran que el país
ha salido de control, que su gobierno no ha dado resultados o que no ha
cumplido sus promesas. Hay voluntad, pero no eficacia, fórmula que se
traduce en popularidad, pero no en votos para el partido gobernante. Al­
gunas encuestas posteriores a la elección de julio de 2003, arrojan datos
muy ilustrativos al respecto (véase cuadro 4).

CUADRO 4

NIVEL DE ACEPTACIÓN DE FOX

Aprueba
Desaprueba

Aprueba por

Bien intencionado 42%
Sabe gobernar 30%
Mejoró economía 8%
Cumple promesas 5%
Combate corrupción 8%

Fuente: El Independiente; 31 de agosto de 2003.

60%

24%

Desaprueba por

Mal intencionado 2%
No sabe gobernar 38%
No mejoró economía 16%
No cumple promesas 39%
No combate corrupción 1%

¿FOX CONTROLA LOS PROBLEMAS DEL PAÍs,
O ÉSTOS LO HAN DESBORDADO?

2003

Febrero
Mayo
Agosto

Los controla

35%
32%
32%

Está desbordado

54%
56%
59%

Sí No

60% 14%
51% 42%

Percepción del gobierno y su partido
-----------------

El gobierno de Fox ya se acabó
El PAN desperdició la oportunidad de hacer cambios

Fuente: El Universal, 10. de septiembre de 2003.
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Por otra parte, además de que la popularidad de López Obrador ha ido
al alza, entre las razones que ofrecen los ciudadanos para ese apoyo, que
incluye sin duda una imagen de honestidad y compromiso del jefe de go­
bierno (como en el caso de Fax) prevalecen las razones de eficacia y buen
desempeño, aunque no en todos los rubros (véase gráfica y cuadro 5).

GRÁFICA 5

NIVEL DE APROBACIÓN DE LÓPEZ OBRADOR
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Fuente: El Independiente, 17 de septiembre de 2003.
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CUADRO 5

RAZONES DE LA APROBACIÓN

Razones Porcentaje

Sabe gobernar 27

Es bien intencionado 25

Cumple sus promesas 24

Ha mejorado la economía 8

Combate la corrupción 3

Fuente: El Independiente, 17 de septiembre de 2003.
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Es más que probable que los malos resultados para el PAN de la
elección intermedia de 2003 hayan hecho recapacitar al presidente Fox
de que las tasas de popularidad, por muy elevadas que sean, no bas­
tan para obtener mayor fuerza en el Congreso ni para presionar a éste a
que se alinee a las iniciativas del poder ejecutivo, como sí ocurre en los
Estados Unidos, por lo cual parece haber dado un viraje sustancial en
la estrategia para impulsar su agenda gubernamental, convocando al
Congreso, y en particular a la oposición ahí representada de manera
mayoritaria, a cooperar para sacar adelante los problemas del país,
a buscar acuerdos para aprobar las reformas estructurales pendientes.
El presidente, en su tercer Informe de gobierno (10. de septiembre de
2003), de alguna forma reconoció que la iniciativa política, en lo fun­
damental, radica en el Congreso, más aún después del fortalecimiento
relativo del PRI en la cámara baja. De ahí que, lejos de pretender enca­
bezar las grandes reformas estructurales como lo intentó en la prime­
ra mitad de su gobierno, haya reconocido que es el Congreso el que
tiene la facultad para ello. Convocó a las fuerzas políticas a buscar, en
beneficio no sólo del país, sino de ellas mismas, pactar esas reformas
dentro de lo que los acuerdos interpartidistas lo permitan, para rom­
per los grandes cuellos de botella que detienen el desarrollo y actuali­
zación nacionales:

En las pasadas elecciones, el voto ciudadano decidió una integración
plural de la Cámara de Diputados, sin dar a ninguna de las fuerzas
políticas aquí representadas la condición mayoritaria. Será respon­
sabilidad de todas, de todas, articular, mediante acuerdos, esta di­
versidad política.

Lo que no queda claro es qué tanto se podrán lograr los acuerdos en­
tre los partidos (y dentro de ellos) pese a que el presidente Fox abandonó
su estrategia de "convocar al público" a favor de la negociación directa
con las fracciones parlamentarias en el poder legislativo. El gobierno di­
vidido o minoritario podría ser factor explicativo para que ello encontra­
ra dificultades mayores en ese propósito.
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CONCLUSIÓN:

DEBATIR EL PARLAMENTARISMO

Puede concluirse que lo que debe discutirse en México no es sólo si es
posible la consolidación de la democracia en términos generales, sino
si conviene mantener un modelo presidencialista al estilo estadouni­
dense, o quizá caminar hacia un modelo parlamentario de tipo euro­
peo. Esto se inscribe desde luego en un debate sobre los alcances y
limitaciones del presidencialismo fuera de los Estados Unidos, la pre­
misa de que las condiciones políticas estadounidenses no son fácil­
mente reproducibles en otras latitudes, y que, por lo mismo, quizás
el arreglo institucional parlamentario resulta más adaptable a condi­
ciones políticas distintas a las que prevalecen en los Estados Unidos.
Por ejemplo, se parte de que en un gobierno dividido es más fácil 10­
grar mayorías en un sistema bipartidista, pero un mayor número de
partidos, que fragmenta el Congreso, dificulta la toma de decisiones. Y en
América Latina existe, como promedio, un número de tres partidos im­
portantes (y de otros pequeños, pero con representación en el Congreso)
por cada país. Otro aspecto que facilita la gobernabilidad en los Estados
Unidos es la poca distancia ideológica entre los partidos principales; el Re­
publicano y el Demócrata, pues los legisladores de uno de los partidos
pueden apoyar más fácilmente las iniciativas que surgen de un gobierno
del partido contrario. Pero las distancias ideológicas que prevalecen en los
partidos latinoamericanos (en la gama izquierda-derecha) dificultan que
las fracciones parlamentarias de un signo apoyen iniciativas que surgen
de un gobierno de signo contrario. La flexibilidad y la descentralización de
los partidos estadounidenses imponen una sanción menor --o inexistente­
sobre los legisladores que votan por iniciativas de otros partidos, así lo ha­
gan a título individual, lo que favorece la creación de mayorías. La estruc­
tura y la mayor centralización de los partidos latinoamericanos en gene­
ral hacen más costoso para un legislador en particular votar de manera
individual a favor de iniciativas de un gobierno de signo distinto.

En México, ante la rápida transferencia del poder del ejecutivo
hacia el poder legislativo, con la consecuente dispersión del poder
que ·podría obstaculizar o al menos complicar enormemente la to­
ma de decisiones legislativas, Zcuál es la opinión de la ciudadanía?
Una primera reacción es responder que el electorado así lo desea,
pues de lo contrario no votaría para generar un gobierno sin mayo­
ría, de minoría o casi dividido. Sin embargo esto podría aplicarse tan
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sólo a la pequeña proporción que deliberadamente vota dividido (es
decir, por un partido para el poder ejecutivo y por otro para una o
las dos cámaras legislativas). Pero los datos disponibles todavía su­
gieren que la gran mayoría de los electores votan unificado, es de­
cir, por el mismo partido para todos los niveles de gobierno (al me­
nos los poderes federales), lo que implicaría que quiere un gobierno
unificado controlado por el partido de su preferencia. Sólo que la
distribución de esos electores es tal que no se forma un bloque que
en verdad logre generar un gobierno unificado. Una encuesta pos­
terior a la elección intermedia de julio refleja que una mayoría pre­
fiere un gobierno unificado o al menos que el Congreso funja más
como apoyo del presidente que como contrapeso, mayoría que subió
en el último año quizá debido a que la ciudadanía pudo percatarse de
los riesgos de un gobierno minoritario donde el partido guberna­
mental reduce dramáticamente su presencia. Y no sólo hay el deseo
de que eso ocurra, sino la expectativa de que en efecto así ocurrirá
(véase cuadro 6).

De cualquier manera, hay un segmento que, aunque espera una
mayor colaboración entre ambos poderes, duda de que así ocurrirá,
pues si 56 por ciento desea que los diputados cooperen con el presiden­
te y 51 por ciento quiere que el Congreso apoye las acción del poder eje­
cutivo, sólo 42 por ciento considera que sucederá (14 puntos porcen­
tuales menos en el primer caso, y 9 puntos en el segundo). También
podemos inferir (con un margen de error, desde luego), que una par­
te de los votantes priístas no desean una confrontación entre ambos
poderes, pues 34 por ciento sufragó por el tricolor, en tanto que sólo 29

CUADRO 6

EL CONGRESO FRENTE A FOX

Función de los legisladores Agosto de2002 Agosto de2003

Los diputados deben cooperar con las decisiones del presidente

Los diputados deben ser un contrapeso al presidente

¿Qué espera la L/X legislatura? (2003-2006)

Que apoye las acciones del Presidente

Que controle mejor las acciones del presidente

Fuente: Reforma, 10. de septiembre de 2003.

56%

29%

Agosto de 2003

51%

40%

65%

26%
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por ciento piensa que el Congreso debe ser contrapeso del presidente
(5 por ciento menos). Pero por otro lado, algunos no priístas pare­
cen desear que el Congreso controle al poder ejecutivo, (4 por cien­
to, si restamos al 40 por ciento que así se expresa el 36 por ciento
de voto efectivo que obtuvo el tricolor). Son meras inferencias poco
precisas que sugieren, sin embargo, que hay electores priístas que
quieren que el Congreso, sus propios diputados priístas, no consti­
tuya un freno a la acción del gobierno, pero otros electores no priís­
tas ven el Congreso como un debido contrapeso contra el presiden­
cialismo.

Algunas encuestas indican, sin embargo, que el entusiasmo por
un gobierno sin mayoría (en cualquiera de sus modalidades), com­
prensible tras casi siete décadas de presidencialismo hegemónico, ha
ido perdiendo fuerza, probablemente al palpar los pocos resultados
gubernamentales y lo que se percibe como una parálisis (aunque re­
lativa) legislativa (véase gráfica 6).

El hecho es que, más allá de los deseos o cálculos del electorado, he­
mos pasado a un gobierno minoritario, rayano en la frontera de un go­
bierno dividido, que tiende a complicar la configuración de mayorías
que tomen decisiones parlamentarias, es decir, que implican una cre­
ciente debilidad de la institución presidencial en su relación con el poder
legislativo. Pero es probable que, pese a que los ciudadanos con el tiem­
po lleguen a concluir categóricamente que no conviene tener gobiernos
sin mayoría, éste sea el resultado de los comicios, por la fragmentación

GRÁFICA 6

¿UN GOBIERNO DIVIDIDO ES BUENO O MALO PARA EL PAís?

66

46 48

45 45
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-- Bueno

Fuente: Nexos, núm. 310, octubre de 2003.

-- Malo
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del electorado (así éste vote por un mismo partido para todas las pistas
en disputa), por lo cual, de considerarse el modelo presidencial el cau­
sante de este problema, la salida sería más institucional que de cultura
electoral; implicaría avanzar significativamente hacia el modelo par­
lamentario, lo que se ve lejano cuando ese debate es prácticamente
inexistente fuera de los muros universitarios, es decir, en los círculos
políticos y periodísticos del país.



Benito Nacif"

&Qué hay de malo con la parálisis?
Democracia y gobierno dividido en México

lA TRANSICIÓN a la democracia en México supuso la demolición de los
dos pilares del modelo autoritario mexicano: la hegemonía política del
Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el presidencialismo, enten­
dido como la subordinación de los poderes constitucionales al presiden­
te de la república.' La democratización fue resultado de sucesivas refor­
mas liberalizadoras que hicieron posible una verdadera competencia
por el poder en las elecciones y que activaron contrapesos instituciona­
les a la autoridad presidencial. 2 La desaparición de la hegemonía del PRI

Y el fin del presidencialismo son dos fenómenos relacionados.
El largo proceso de transición a la democracia se caracterizó por un

lento pero sostenido crecimiento de la base electoral de los partidos de
oposición, así como la negociación de sucesivas reformas electorales,
mediante las cuales los partidos de oposición extrajeron concesiones que
fueron abriendo al régimen autoritario de forma incremental. La clave
para la apertura del Congreso fue la incorporación de escaños de repre­
sentación proporcional a un sistema puramente mayoritario que casti­
gaba a los partidos de oposición. Por otro lado, la competencia electoral
no fue posible hasta conseguir la autonomía del Instituto Federal Elec­
toral (IFE) y del Tribunal Federal Electoral para limitar la capacidad del
partido en el poder de manipular las elecciones a su conveniencia.

El efecto combinado del crecimiento de la base electoral de los par­
tidos de oposición y los incrementos en la proporcionalidad del siste­
ma de representación fue el establecimiento de límites al dominio del
PRI sobre el Congreso. En 1988, una caída de 15 puntos porcentuales

"División de Estudios Políticos del ClDE.

1Sobre las características del modelo mexicano de autoritarismo véase Vincent Padget, TheMexican
Political 5ystem, Bastan, Houghton Mifflin, 1976; Daniel Cosía Villegas, El sistema políticomexicano; las
posibilidades del cambio, México, Joaquín Mortiz, 1972; Jorge Carpizo, El presidencialismo enMéxico, Méxi­
co, Siglo XXI, 1977.

-Carlos Elizondo y Benito Nacif (eds.), Lecturas sobre el cambiopolfticoenMéxico, México, FCE, 2002.
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en la votación dejó al PRI por primera vez sin los suficientes escaños en
la Cámara de Diputados para imponer cambios constitucionales a los
demás partidos políticos. Más adelante, en 1997, otro revés en las
elecciones dejó al PRI sin la mayoría absoluta en la Cámara de Dipu­
tados y perdió de esta forma la capacidad de legislar unilateralmen­
te. Las elecciones de 1997 constituyen un momento crucial de la
transición a la democracia, pues echaron abajo una de las condicio­
nes necesarias del presidencialismo: el control del partido del presi­
dente sobre la mayoría en el Congreso, también conocido como go­
bierno unificado. 3

El triunfo de Vicente Fox en las elecciones presidenciales de 2000 es
el momento culminante en la transición a la democracia, dado que sig­
nifica el fin de 70 años de control ininterrumpido del PRI sobre la posi­
ción más importante en la política mexicana. Pero la alternancia en la
Presidencia de la república tiene lugar dentro de un proceso de disper­
sión del poder iniciado tiempo atrás, y que constituye una de las claves
para entender el funcionamiento de la naciente democracia. La disper­
sión del poder se refleja en el equilibrio de fuerzas que prevalece en el
Congreso. El electorado dio el triunfo a Fox en las elecciones presiden­
ciales por un cómodo margen, pero en el Congreso su partido, el Parti­
do Acción Nacional (PAN), quedó lejos de conseguir la mayoría. Peor
aun, el PRI, sin alcanzar la mayoría, conservó su posición como prime­
ra fuerza política en el Congreso. En consecuencia, la alternancia en la
Presidencia ha coincidido con la exacerbación del fenómeno de gobierno
dividido que se inició en 1997.

Muchos analistas políticos que en 1997 celebraron el nacimiento
de la Presidencia acotada hoy se muestran preocupados por el equili­
brio de poderes que se ha generado con la democratización del país. La
nueva visión pesimista sostiene que la naciente democracia mexicana
no está siendo capaz de producir los cambios que la sociedad deman­
da, pues se ve afectada recurrentemente por el problema de la paráli­
sis legislativa. Los portavoces de esta visión señalan que el estanca­
miento de algunas iniciativas importantes del presidente Fox es un
síntoma claro de la enfermedad que aqueja al nuevo régimen. Argu­
mentan también que el origen del problema es estructural y que sin

'De acuerdo con Jeffrey Weldon, las condiciones necesarias para el presidencialismo son tres:
gobierno unificado, disciplina partidaria y liderazgo del presidente sobre su partido. Veáse "The political
sources of presidentialisrn in México", en Scott Mainwaring y Matthew S. Shugart (eds.), Presidentialism
and Democracy in Latin America, Nueva York, Cambridge University Press, 1997.
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una profunda reforma a la Constitución no es posible hacer frente al
peligro de la parálisis.

Sin embargo, antes de proponer los remedios y especular acerca de
un modelo constitucional alternativo, convendría aclarar si la parálisis
efectivamente representa una amenaza seria para la democracia mexi­
cana. Cuando nos proponen una cirugía mayor, vale la pena asegurar­
se de que el diagnóstico sea correcto y la gravedad del padecimiento lo
amerite. Después de todo, no se debe olvidar que a menudo el remedio
puede ser peor que la enfermedad.

Parte del problema con la visión pesimista acerca de la democracia
mexicana es la indefinición del término parálisis. Mucho de lo que pasa
como parálisis tras una inspección cuidadosa no puede verse como pa­
rálisis. Después de establecer una definición clara de la parálisis, pode­
mos apreciar que no hay evidencia de que se presenta de forma regular
en la democracia presidencial mexicana. Peor aun, que incluso cuando
ocurre no está claro que represente una amenaza para la estabilidad de­
mocrática. Por el contrario, dentro de ciertos límites, la parálisis puede
contribuir a la estabilidad y al éxito de las políticas públicas.

LA ESTIMACIÓN DE LA PARÁLISIS

La preocupación por la parálisis ha llevado a la búsqueda de indicado­
res que midan la capacidad del sistema político de producir los cambios
que el electorado demanda. Los indicadores a los que usualmente se hace
referencia son el volumen de legislación producida, la "productividad"
legislativa y la tasa de aprobación de las iniciativas presentadas por el
presidente de la república. Se asume que si estos indicadores muestran
una caída significativa con la llegada del gobierno dividido, entonces se
estaría confirmando la hipótesis de que la naciente democracia mexica­
na padece un problema estructural de parálisis. Sin embargo, la revi­
sión de los datos del proceso legislativo durante las últimas cuatro le­
gislaturas (1991-2003) muestra que las variaciones en el volumen, la
productividad y la tasa de aprobación del poder ejecutivo no son con­
sistentes con la hipótesis de la parálisis. Pero incluso si lo fueran, no ha­
bría por qué alarmarse. Una caída en el volumen de legislación, la pro­
ductividad legislativa o en la tasa de aprobación del poder ejecutivo no
estaría reflejando necesariamente anomalías en el funcionamiento de la
democracia presidencial mexicana.
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Elvolumen de legislación aprobada indica la cantidad de cambios le­
gislativos realizados. Los cambios legislativos son a menudo una con­
dición necesaria para llevar a cabo cambios en las políticas del gobier­
no. Un ejemplo de ello es la política energética del gobierno federal que no
ha podido cambiar durante el gobierno del presidente Fax debido a que
el Congreso ha rechazado las propuestas para reformar la Constitución
y las leyes secundarias que regulan el sector. Dado que los cambios le­
gislativos y los cambios en las políticas públicas van de la mano, es
muy tentador pensar que, si el volumen de legislación aprobada se vi­
niera abajo algo andaría mal con la democracia mexicana.

El indicador que usualmente se utiliza para medir el volumen de le­
gislación producida es el número de iniciativas aprobadas por legislatu­
ra. Se trata de un indicador imperfecto pues las iniciativas no tienen la
misma importancia; sus consecuencias para la sociedad en términos de
costos y beneficios pueden ser muy diferentes. Sin embargo, es una
de las formas más sencillas de medir lo que el sistema político "produ­
ce". El cuadro 1 muestra el número de iniciativas presentadas y apro­
badas en la Cámara de Diputados por legislatura de 1991 a 2003. Los
datos permiten comparar la producción legislativa en las dos últimas le­
gislaturas -LV y LVI- en las que el PRI tuvo mayoría con las dos prime­
ras legislaturas que han operado bajo gobiernos divididos -LVII y LVIII.

El cuadro 1 muestra que el volumen de producción legislativa, me­
dida como el número de iniciativas aprobadas por la Cámara de Dipu­
tados, en realidad no disminuyó después de que el PRI perdió la mayo-

CUADRO 1

PRODUCCIÓN LEGISLATIVA EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 1991-2003

(Iniciativas de ley procesadas)"

Aprobadas/
Legislatura Presentadas Aprobadas presentadas

LV (1991-1994) 243 149 61.3

LVI (1994-1997) 251 108 43.0

LVII (1997-2000) 606 137 22.6

LVIII (2000-2003) 1,207 275 22.8

'Las cifras corresponden a las iniciativas de ley originadas en la Cámara de Diputados. Se excluyen los per­
misos, las condecoraciones y las minutas del Senado.

Fuente: Sistema Integral de Información y Difusión de la Cámara de Diputados hasta la LVII Legislatura
y la Gaceta Parlamentaria (http://gaceta.cd.org.mx) para la LVIII Legislatura.
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ría en 1997. Si comparamos la primera legislatura bajo gobiernos divi­
didos (1997-2000) con la última con mayoría del PRI (1994-1997), en­
contraremos que el volumen de producción legislativa más bien au­
mentó. El dato más sorprendente quizás es que el mayor volumen de
cambios legislativos se ha producido durante la LVIII Legislatura
(2000-2003), después de la alternancia en la Presidencia de la repúbli­
ca, a pesar de que el PAN sólo tenía 41 por ciento de los escaños en la
Cámara de Diputados y el 36 por ciento en el Senado en el año 2000.

¿Significa esto que, contrario a lo esperado por los analistas, el sis­
tema presidencial mexicano funciona mejor bajo gobiernos divididos
que bajo gobiernos unificados? La respuesta es no. Un mayor número
de cambios legislativos no es igual a un mejor funcionamiento del sis­
tema político. Tampoco se puede afirmar lo contrario. Los cambios
legislativos no son bienes como los que se intercambian en el mercado.
Una nueva legislación puede generar beneficios sociales netos al redu­
cir costos de transacción o proporcionar bienes públicos. Sin embargo,
también es posible que un cambio legislativo deje a la sociedad peor de
lo que estaba antes de su promulgación. Tal es el caso de las medidas
que protegen intereses especiales imponiendo costos a los consumido­
res. En otras palabras, hay cambios legislativos socialmente eficientes y
cambios legislativos socialmente ineficientes. De ahí la advertencia de
Woodrow Wilson respecto a que el principal trabajo de los legisladores
no es legislar, sino evaluar los efectos de las leyes.'

El segundo indicador que suele utilizarse para medir la parálisis es
el de la productividad legislativa, entendida como el porcentaje de los
proyectos presentados que se convierten en cambios legislativos. Se
asume que un alto porcentaje representa una mayor capacidad de pro­
cesar proyectos de cambio legislativo. Asimismo, una baja productivi­
dad legislativa sugiere que la legislatura deja sin respuesta a una pro­
porción significativa de las propuestas de cambio.

El cuadro 1 muestra que el número de iniciativas aprobadas como
proporción de las presentadas ha caído de manera sensible a partir de
1997. La productividad legislativa en las legislaturas donde hubo ma­
yoría del PRI osciló 61.3 Y 43 por ciento. La productividad legislativa de
las legislaturas que han operado bajo gobierno dividido ha sido del 22.6
y 22.8 por ciento para los periodos 1997-2000 y 2000-2003, respecti-

'Woodrow Wilson, El gobierno congresional: régimen político en los Estados Unidos, México, UNAM,

2002. Véase la cuidadosa introducción de Alonso Lujambio.
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vamente. Esta caída se debe al extraordinario crecimiento de las inicia­
tivas presentadas por los propios legisladores a partir de 1997 y no a
una reducción en el volumen de legislación aprobada.

No obstante, es un hecho que bajo gobiernos divididos la gran ma­
yoría de las iniciativas presentadas -alrededor del 77 por ciento- no se
han dictaminado o se han desechado en las comisiones de dictamen le­
gislativo. zlndica esto un mal funcionamiento de la legislatura? Otra
vez, la respuesta es no, por dos razones. En primer lugar, el crecimien­
to en el número de iniciativas presentadas responde al hecho de que bajo
gobiernos divididos los partidos de oposición han empezado a compe­
tir con el presidente y su partido como fuentes relevantes de cambios
legislativos. Se ha establecido como práctica que, además del poder eje­
cutivo, los grupos parlamentarios de los tres principales partidos pre­
sentan su propia iniciativa en torno a un mismo asunto. Al final, se
dictamina sólo la iniciativa que tiene mayores posibilidades de ser
aprobada. 5

En segundo lugar, como todo sistema presidencial, México cuenta
con un proceso legislativo completamente abierto en su fase inicial. De
acuerdo con la Constitución, cada uno de los 500 diputados y de los 128
senadores que forman el Congreso, las 32 legislaturas locales y el presi­
dente de la república tienen el derecho de presentar iniciativas. Además, la
práctica parlamentaria que prevalece en México es que todas las iniciati­
vas presentadas se turnan a las comisiones de dictamen legislativo. Sin
embargo, ninguna legislatura puede operar bajo el principio de que todas
las iniciativas sean atendidas por igual. En todos los casos hay filtros,
mecanismos para regular la agenda de la legislatura. En los regímenes
parlamentarios, el filtro actúa desde el principio del proceso legislativo.
El trabajo legislativo realmente se realiza en el gobierno y éste determi­
na qué propuestas se someten a la consideración del parlamento."

En los sistemas presidenciales como el mexicano se espera que el
trabajo legislativo se realice en el propio Congreso, y las comisiones son
el instrumento para llevarlo a cabo. Las iniciativas no son más que ma­
teria prima que las comisiones utilizan para formular dictámenes, pues
el trab~o legislativo se inicia realmente en las comisiones con la selec-

5Al respecto véase Benito Nacif, "Las relaciones entre los poderes ejecutivo y legislativo en México
tras el fin del presidencialismo", Política y gobierno, vol. XI, núm. 1,2004, pp. 9-41.

'En el Reino Unido, por ejemplo, se permiten tan sólo 20 Priva te Member Bills (iniciativas presenta­
das por los miembros del parlamento a título personal). El resto de la agenda del parlamento está reser­
vada para las iniciativas del gobierno (Government Bills). Gavin Drewry, "Legislation" en Michael Ryle y
Meter G. Richards, The Commons Under Scrutiny, Londres, Taylor and Francis Books, 1988.



iQUÉ HAY DE MALO CON LA PARÁLISIS~ • 183

ción de los asuntos que merecen la atención del pleno.' Se puede estar
en desacuerdo con los criterios que prevalecen en las comisiones del
Congreso mexicano -usualmente establecidos por los propios partidos
políticos-, pero su trabajo es separar el trigo de la paja. En suma, el hecho
de que un porcentaje alto de las iniciativas que llegan a comisiones se
queden sin dictamen no es en sí mismo una señal anómala.

Un tercer indicador de la parálisis es la tasa de aprobación de las ini­
ciativas del poder ejecutivo. El presidente de la república representa a toda
la nación. Se espera que contribuya al proceso legislativo no sólo señalan­
do los asuntos de política pública más importantes, sino también propo­
niendo soluciones. Si existe una relación armoniosa con el Congreso, sus
propuestas se traducirán en cambios legislativos y en nuevas políticas pú­
blicas. Por eso, una tasa alta de aprobación para sus propuestas podría ser
señal de una adecuada relación entre poderes. Por el contrario, una tasa de
aprobación baja sería señal de conflicto y parálisis.

CUADRO 2

EL PRESIDENTE COMO LEGISU\DOR, 1991-2003
(Comparación entre la contribución al volumen de producción

legislativa y la tasa de éxito del presidente y los diputados)*

Presidente Diputados

Legislatura Contribución1 Tasa de éxito- Contribución1 Tasa de éxito-

LV (1991-1994) 81.9 98.4 17.4 22.2

LVI (1994-1997) 76.9 98.8 22.2 14.4

LVII (1997-2000) 20.4 87.5 78.8 19.7

LVIII (2000-2003) 18.2 82.0 76.4 19.8

"Lascifras corresponden a las iniciativas de ley originadas en la Cámara de Diputados. Seexcluyen los per-
misos, las condecoraciones y las minutas del Senado.

1Equivale a (iniciativas aprobadas por fuente/total de iniciativas aprobadas en la legislatura)x 100.
'Equivale a (iniciativas aprobadas por fuente/iniciativas presentadas por fuente)xl00.
Fuente: Sistema Integral de Información y Difusión de la Cámara de Diputados hasta la LVII Legislatura

y la GacetaParlamentaria (http://gaceta.cd.org.mx) para la LVIII Legislatura.

7Ciertamente, el Reglamento para el Gobierno Interno del Congreso obliga a las comisiones legisla­
tivas a dictaminar todas las iniciativas dentro de un plazo de cinco días. Sin embargo, esta es una dispo­
sición que rara vez se cumple y que si se hiciera cumplir daría lugar a resultados absurdos. Obligar a las
comisiones a dictaminar iniciativas que consideran irrelevantes significa que el pleno también estaría
obligado a discutir y votar (primero en lo general y luego en lo particular) los dictámenes sobre esas ini­
ciativas. No quedaría claro entonces qué sentido tiene delegar a las comisiones el trabajo preparatorio de
lo que se debate y discute en el pleno.
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El cuadro 2 muestra dos indicadores de la relación entre los pode­
res ejecutivo y el legislativo: la contribución al volumen total de le­
gislación aprobada y la tasa de aprobación o éxito tanto del presiden­
te como de los diputados en su conjunto. La contribución de cada una
de las fuentes refleja claramente el cambio en el equilibrio de poderes
que produjo el fenómeno de gobierno dividido. Cuando el PRI tenía la
Presidencia de la república y la mayoría en el Congreso, la legislación
iniciada por el poder ejecutivo representaba entre 81.9 y el 76.9 de la
legislación aprobada por la Cámara de Diputados. Esto muestra que
durante el periodo de dominio del PRI, el papel de la cámara se limita­
ba a revisar y aprobar las iniciativas del presidente.

A partir de 1997, el equilibrio de poderes se modifica sustancial­
mente. La contribución del poder ejecutivo al volumen de legislación
aprobada disminuye drásticamente -al 20.4 por ciento para la segun­
da mitad del sexenio del presidente Zedilla y al 18.2 por ciento para la
primera mitad del gobierno del presidente Fox-. Con la contribución de
los diputados sucede exactamente lo contrario. Durante las dos últimas
legislaturas en que el PRI tuvo la mayoría, la contribución de los dipu­
tados al volumen de legislación aprobada era bastante baja, oscilaba en­
tre 17.4 Y 22.2 por ciento. En las dos primeras legislaturas bajo gobier­
no dividido dicha contribución se elevó a 78.8 y 76. 4 por ciento.

Sin embargo, a diferencia de lo esperado, la tasa de éxito del poder
ejecutivo no registra ninguna variación significativa. Ciertamente hay
una caída, pero se mantiene en niveles bastante altos. La tasa de éxito
del poder ejecutivo durante las dos últimas legislaturas en las que el PRI

tuvo mayoría fue del 98.4 Y 98.8 por ciento. Durante la segunda mi­
tad del régimen del presidente Zedilla disminuyó a 87.5. La tasa de éxi­
to del presidente Fax durante los tres primeros años de su gobierno ha
sido de 82 por ciento, la más baja para el periodo analizado, pero bas­
tante alta si tomamos en cuenta el tamaño de la oposición en la Cáma­
ra de Diputados.

¿La preservación de tasas de éxito relativamente altas para el presi­
dente de la república significa que el sistema político sigue funcionado
de forma adecuada? Nuevamente, la respuesta es no. La tasa de éxito
puede ocultar fácilmente el fracaso del poder ejecutivo si el presidente
de la república se limita a enviar al Congreso sólo iniciativas que tienen
posibilidades reales de pasar. Puede entonces aparecer como un presi­
dente exitoso a pesar de que no haya conseguido ningún avance sus­
tancial en los medulares de su propia agenda. Tal parece ser el caso del
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presidente Fax, quien a pesar de su tasa de éxito no ha logrado ningún
cambio legislativo sustancial en temas que pertenecen a su agenda de
reformas estructurales.

Por otro lado, no queda nada claro por qué una baja tasa de apro­
bación para el poder ejecutivo sería un síntoma de funcionamiento anóma­
lo de la democracia mexicana. Otra vez, quizá se está evaluando a la de­
mocracia presidencial mexicana con los criterios equivocados. En un
sistema parlamentario se espera que el jefe de gobierno y sus ministros
cuenten de manera regular con el respaldo de la mayoría en el parla­
mento. Finalmente, el gabinete no es más que una "comisión" del par­
lamento y requiere el respaldo de una mayoría para subsistir. La pérdi­
da de este respaldo es realmente una anomalía, pues suele conducir a la
caída del gobierno y al fin de la legislatura.

Sin embargo, en una democracia presidencial no se requiere que la
legislatura respalde de forma regular al presidente y su administración
para que el sistema funcione normalmente. Por el contrario, hay un lí­
mite en el grado en que el Congreso puede desentenderse del trabajo le­
gislativo y simplemente seguir al poder ejecutivo, a partir del cual se
rompe el equilibrio de poderes. Durante mucho tiempo, las mayorías
del PRI restringieron el papel del Congreso a la discusión y aprobación
de las iniciativas del presidente. Elpresidente era tanto jefe del poder eje­
cutivo como jefe del poder legislativo. El resultado era un desequilibrio
de poderes conocido como presidencielismo" En suma, una alta tasa de
éxito del poder ejecutivo, aun si reflejara realmente el éxito legislativo
de los presidentes, no necesariamente es una buena señal.

EL SIGNIFICADO DE LA PARÁLISIS

Las variaciones observadas en el volumen de legislación aprobada, la
productividad del Congreso y la tasa de éxito del poder ejecutivo duran­
te los primeros seis años de gobierno dividido no indican anomalías en
el funcionamiento de la democracia mexicana. Sin embargo, no por ello
podemos declararla libre del problema de la parálisis. La parálisis podría
presentarse sin que los indicadores conocidos la detecten. ¿Cómo saber

8Aquí se usa e! término presidencialismo en e! mismo sentido que Maurice Duverger: como una
práctica constitucional que prevalece en sistemas presidenciales cuando e! poder ejecutivo asume un pa­
pe! dominante sobre los otros poderes. Véase su Instituciones politicesy derecho constitucional, Barce!ona,
Arie!, 1970.
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cuándo nos encontramos ante casos de parálisis? La definición de paráli­
sis que suele utilizarse es ambigua y puede conducir a su sobrestimación.
La fuente institucional de la parálisis en los regímenes presidenciales son
los instrumentos a disposición del poder ejecutivo para detener a la legis­
latura. En México dichos instrumentos se limitan al veto, una facultad
escasamente utilizada por el presidente, aun durante el periodo de gobier­
no dividido.

La parálisis, de acuerdo con Juan Linz -el primero entre los críticos
de los sistemas presidenciales-, es un problema particular de las demo­
cracias presidenciales, consecuencia de dos de sus características estruc­
turales: la legitimidad dual y la rigidez temporal. 9 La legitimidad dual
resulta de la elección separada del poder ejecutivo y del legislativo. Sig­
nifica que el titular del poder ejecutivo, a pesar de ser elegido por una
pluralidad de votos, puede hacer el reclamo plebiscitario de legitimidad
democrática de la misma forma que los legisladores. Por lo tanto -si­
gue Linz- en caso de conflicto, no hay un principio democrático para
resolverlo.

La rigidez temporal es consecuencia de los periodos fijos de servicio
tanto para el presidente como para los legisladores. En consecuencia, las
diferencias irreconciliables entre los poderes ejecutivo y legislativo per­
sisten hasta el final del gobierno o de la legislatura. En cambio, en los
regímenes parlamentarios, el primer ministro y su gabinete no tienen
legitimidad democrática propia, pues dependen del respaldo del parla­
mento para mantenerse. Asimismo, mediante el voto de desconfianza y
la disolución de la legislatura, los regímenes parlamentarios pueden
resolver las diferencias importantes sin tener que esperar el final de la
legislatura.

En suma, la parálisis supone dos condiciones necesarias. En pri­
mer lugar, la existencia de diferencias irreconciliables entre el presi­
dente y la mayoría en la legislatura. En segundo lugar, la ausencia de
mecanismos para "resolver" las diferencias, como precipitar la caída
del gobierno (voto de desconfianza) o la terminación de la legislatura
(disolución del parlamento), de lo cual se desprende que, de acuerdo
con esta definición, la parálisis sólo puede prolongarse tanto como el

9Las ideas de Linz sobre la fragilidad de los regímenes presidenciales se publicaron originalmente en
Juan Linz, "The perils of presidentialism", Joumal of Democrscy, vol. 1, núm. 1, 1990, pp. 51-69. Una
versión más elaborada apareció en Juan Linz, "Presidential or parliamentary democracy: does it make
a difference?", en Juan Linz y 5amuel Valenzuela (eds.), The Failure of PresidentialDemocracy, Baltimore,
John Hopk.ins University Press. 1994.
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tiempo que transcurre entre una elección y otra. Sin embargo, este
periodo de espera puede ser demasiado largo para dar respuesta a una
"crisis grave".

Uno de los supuestos en la definición de parálisis adoptada por Linz
es que en todo sistema presidencial el poder ejecutivo tiene la capacidad
de detener a la legislatura. Sin embargo, como han mostrado diversos
estudios comparativos, existe una variación considerable en los llama­
dos poderes legislativos de los presidentes dentro de los regímenes pre­
sidenciales.'? Sólo en los casos en que el presidente cuenta con el poder
de veto (ya sea total o parcial) y que se requieran votaciones super­
mayoritarias para superarlo, puede decirse con certeza que el poder
ejecutivo tiene la capacidad de detener a la legislatura. Aunque en la
mayoría de las democracias presidenciales los titulares del poder eje­
cutivo poseen el poder de veto, hay un número considerable de casos
donde no existe el veto presidencial.'! En estos casos, las diferencias
irreconciliables entre el ejecutivo y el legislativo son irrelevantes, pues
la legislatura puede imponer al presidente los cambios que desee. El
mecanismo democrático por el cual se resuelven las diferencias es bas­
tante claro: la legislatura prevalece.

En los casos en que el poder ejecutivo tiene la facultad de veto, el de­
sacuerdo entre el presidente y la legislatura no siempre conduce a la
persistencia del statu qua. En primer lugar, a diferencia de lo que dice
Linz, regularmente existe un mecanismo democrático para resolver el
conflicto: una mayoría calificada (usualmente dos terceras partes) de
legisladores puede superar el veto presidencial e imponer al poder ejecu­
tivo un cambio en las políticas públicas. A pesar del posible "reclamo
plebiscitario de legitimidad democrática", un presidente políticamente
aislado no puede detener a la legislatura. En segundo lugar, cuando hay
diferencias entre el presidente y la legislatura, se puede negociar un
compromiso si a ambos conviene modificar el statu qua.

lOMatthew 5. Shugart y John Carey, Presidents and Assemblies: Constitutional Design and Electoral
Dynamics, Nueva York, Cambridge University Press, 1993; Scott Mainwaring y Matthew 5. Shugart
(eds.). Presidentialism and Democracy in Latin America, Nueva York, Cambridge University Press, 1997;
Mathew McCubbins y Stephan Haggard, Presidents, Parliaments and Policy, Nueva York, Cambridge Uní­
versityPress, 2000.

"Shugart y Haggard encuentran que en siete de 23 casos de sistemas presidenciales se carecía de
cualquier forma de poder de veto, ya sea en paquete o parcial. En cuatro casos, los presidentes no tenían
ningún instrumento constitucional para influir en el proceso legislativo. Véase Matthew 5. Shugart y
Stephan Haggard, "Institutions and Public Policy in Presidential Systems", en Mathew McCubbins
y Stephan Haggard (eds.), Presidents, Parliaments and Policy, Nueva York, Cambridge University Press,
2001, cuadro 3.2.
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En suma, las condiciones estipuladas por Linz quizá sean necesarias,
pero no son suficientes para que se produzca la parálisis. Se requiere más
que la presencia de diferencias irreconciliables entre los poderes y la au­
sencia de mecanismos institucionales para resolver el conflicto. Es indis­
pensable que el poder ejecutivo tenga la capacidad de detener a una ma­
yoría en la legislatura.

En una democracia, la existencia de una mayoría en la legislatura
que apoye una alternativa al statu qua es una condición necesaria para
el cambio en las políticas públicas. Sin embargo, esta condición no
siempre es suficiente. Algunas constituciones exigen más que la exis­
tencia de una mayoría en la legislatura a favor del cambio. Son estos
mecanismos supermayoritarios los que de acuerdo con Krehbiel dan lu­
gar a la parálisis." Desde esta perspectiva, la parálisis consiste en la re­
sistencia del statu qua al cambio a pesar de que existe una mayoría que
prefiere una alternativa.

Las fuentes institucionales de la parálisis en los regímenes presiden­
ciales son de dos tipos: poderes de agenda y poderes de veto. Los pode­
res de agenda son los que permiten al presidente bloquear la aprobación
de un cambio evitando que se presenten iniciativas a la legislatura. 13

Los poderes de veto dan al poder ejecutivo la capacidad de bloquear un
cambio después de que la legislatura se ha pronunciado a favor de éste.
Cuando los presidentes no tienen poderes de agenda ni poderes de veto,
la parálisis no puede producirse por razones institucionales. Por otro
lado, la parálisis no es exclusiva de los sistemas presidenciales. También
puede ocurrir en sistemas parlamentarios cuando el gobierno prefiere el
mantenimiento del statu qua y, utilizando sus poderes de agenda, evita
que el parlamento se pronuncie a favor de un cambio.

En México, el presidente no tiene poderes de agenda salvo en mate­
ria de tratados internacionales. Por lo tanto, la única fuente institucio­
nal de parálisis es el veto presidencial. El veto permite al presidente, con
el apoyo de una minoría de un tercio en la Cámara de Diputados o el

12 Keith Krehbiel, "Institutional and Partisan sources of gridlock: theory of divided and unified go­
vernment", en Journal ofTheoretical Politic5, núm. 8, 1996, pp. 7-40.

IJNegi'etto argumenta que el poder de decreto de los presidentes, entendido como la autoridad
para modificar unilateralmente la legislación existente por un periodo determinado, fortalece la capaci­
dad del poder ejecutivo de fijar la agenda de la legislatura y obligarla a actuar. Sin embargo, advierte que
aun en países en que el presidente cuenta con el poder de decreto (México no es el caso), esta capacidad
no es uniforme, de manera que no siempre el poder de decreto es un instrumento efectivo para influir
en lo que la legislatura hace. Véase Gabriel L. Negretto, "Governrnent capacities and policy making by
decree in Latin Arnerica: the Cases of Brazil and Argentina", en Comparative Political Siudies (en prensa).
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Senado, detener la promulgación de un cambio legislativo respaldado
por la mayoría en el Congreso. El veto es esencialmente un instrumen­
to de protección para defender el statu qua ante intentos de la legislatura
de modificarlo en un sentido opuesto al que desea el presidente. También
sirve como un instrumento de negociación para obligar a la legislatura a
tomar en cuenta el punto de vista del poder ejecutivo.

Si juzgáramos por el número de ocasiones en que se ha empleado el
veto presidencial, llegaríamos a la conclusión que la parálisis es un fe­
nómeno más bien extraño en la política mexicana, a pesar de la exis­
tencia de gobiernos divididos. Durante su gobierno, el presidente Zedi­
lla no utilizó en ninguna ocasión el veto presidencial, a pesar de que a
partir de 1997 su partido carecía de mayoría en la Cámara de Diputados.
La explicación está en el hecho de que el PRI controlaba la mayoría en el
Senado y desde ahí podía bloquear las iniciativas aprobadas por la oposi­
ción en la cámara baja.

Durante el régimen del presidente Fax, el veto se ha utilizado de
forma más bien escasa. Sólo en cinco ocasiones el presidente Fax ha
recurrido al veto durante una legislatura -la LVIII Legislatura- que
aprobó un total de 275 iniciativas de ley. En tres ocasiones el veto se
utilizó para negociar con el Congreso una versión diferente de las ini­
ciativas que, tras atender las observaciones del poder ejecutivo, fue­
ron finalmente aprobadas. Sin embargo, esto no significa que la pa­
rálisis se ha presentado sólo en dos ocasiones. Es muy probable que
sean más, pero no podemos saber exactamente cuántas. Para hacerlo,
tendríamos que contar los casos en que el Congreso se abstuvo de
aprobar iniciativas de ley anticipando que el presidente las vetaría. Lo
cierto es que en los temas centrales que el gobierno del presidente Fax
ha planteado (las reformas fiscal, energética, del Estado y laboral) el
problema no ha sido la parálisis, sino la falta de interés de las mayo­
rías en el Congreso por modificar el statu qua.

CAMBIOS INTEGRALES

CONTRA INCREMENTALISMO

La tesis de la parálisis como amenaza a la estabilidad democrática su­
pone que, cuando se centraliza en una mayoría cohesiva la autoridad
para producir respuestas prontas e integrales a los problemas de políti­
ca pública, una democracia funciona mejor y tiene mayores posibilida-
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des de sobrevivir. Por el contrario, cuando se dispersa el poder y se abre
la posibilidad de la parálisis, el cambio en las políticas públicas se carac­
teriza por los ajustes mutuos y la incoherencia, con lo cual la calidad
de una democracia se deteriora y su esperanza de vida disminuye sus­
tancialmente.

Sin embargo, la estabilidad de una democracia no puede depender del
modo y la velocidad con que cambian las políticas públicas. Resulta más
lógico pensar que la estabilidad democrática depende de los resultados de
las políticas públicas, es decir, si fracasan o tienen éxito. Una democracia
se fortalece con políticas públicas exitosas y socialmente eficientes. La
pregunta es entonces qué modelo de formulación de políticas públicas
produce mejores resultados: uno basado en la concentración del poder y
los cambios integrales u otro basado en la dispersión del poder y el incre­
mentalismo.

Contrario a la tesis de la parálisis como amenaza de la democracia,
el modelo de formulación de políticas públicas basado en los cambios
incrementales es superior al modelo de cambios comprensivos debido a
su mayor capacidad de lidiar con efectos no anticipados, incorporar in­
tereses legítimos y limitar el abuso del poder. La parálisis, lejos de ser
una amenaza a la democracia, puede contribuir al éxito de las políticas
públicas y a la estabilidad del orden democrático.

La idea de la parálisis como amenaza a la democracia se inspira en
el modelo de la democracia mayoritaria. De acuerdo con este modelo,
un gobierno democrático debe ser capaz de responder de forma eficaz y
contundente a las demandas de la mayoría. Si algo se interpone entre
las exigencias de la mayoría y las políticas del gobierno, se produce una
aberración que debe corregirse. Entre más tiempo tarde el sistema en
responder con cambios de política a las demandas de la mayoría -situa­
ción identificada como parálisis-, mayor es el riesgo de inestabilidad de­
mocrática. Los actores políticos pueden perder la paciencia y buscar so­
luciones autoritarias fuera del orden democrático.

En esta visión de la democracia, las respuestas del gobierno deben
ser cambios integrales. Los encargados de formular las políticas públi­
cas deben tener la capacidad de diseñar de forma racional el contenido
de las nuevas políticas públicas. Si ceden a presiones políticas o a de­
mandas de intereses especiales, el resultado son políticas incoherentes
destinadas al fracaso. Por ello, es necesario poner en manos del partido
en el gobierno el poder y la responsabilidad de formular los cambios. Si
se dispersa el poder entre diferentes actores políticos, también se disper-
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sa la responsabilidad. En consecuencia, los votantes no podrán saber a
quién culpar si las cosas salen malo a quién premiar si hay éxito.

Lospartidarios del modelo mayoritario son naturalmente críticos de los
sistemas presidenciales debido a que la separación de poderes y los meca­
nismos de frenos y contrapesos tienen como efectola dispersión del poder.14

Argumentan que, en general, los regímenes parlamentarios son superiores
a los presidenciales y que estos últimos funcionan mejor con sistemas bi­
partidistas que bajo sistemas multipartidistas. La base de los dos argumen­
tos es la misma: el menor grado de dispersión del poder. Las democracias
parlamentarias son capaces de generar mayorías gobernantes más cohesi­
vas, ya sea de un solo partido o de varios partidos. En los sistemas presi­
denciales, los partidos -cuando son fuertes y se limitan a dos- pueden uni­
ficar lo que la Constitución separa.

Los partidarios del modelo de democracia mayoritaria presentan como
evidencia empírica que confirma sus predicciones la diferencia en la pro­
babilidad de colapso de la democracia entre regimenes presidenciales y re­
gimenes parlamentarios. Según los datos compilados por Przeworski, Ál­
varez, Cheibud y Limongi, la probabilidad de una regresión autoritaria fue
de 4.77 por ciento para las democracias presidenciales y de 1.38 por cien­
to para las democracias parlamentarias durante el periodo 1950-1990.JS
Asimismo, en las democracias presidenciales la probabilidad de una regre­
sión autoritaria subía de 3.04 a 7.38 por ciento si el partido en el poder
dejaba de tener la mayoría y se ubicaba entre el 50 y el 33.4 por ciento de
los escaños."

14 Entre los partidarios del modelo mayoritario se incluyen los partidarios del modelo de "gobierno del
partido responsable" en los Estados Unidos y los críticos de los sistemas presidenciales que décadas después
habrían de retomar los argumentos de los primeros en contra del sistema de separación de poderes. Respec­
to al modelo de gobierno del partido responsable véase American Political Science Association, Toward a
More Responsible Two-Party System, Washington, D.C., APSA, 1950, Y E.E. Schattchneider, PartyGovemment,
Nueva York, Holt Rinehart, 1942. La lista de los críticos de los sistemas presidenciales es bastante larga.
Además de los trabajos de Juan Linz antes citados, véase A1fred Stepan y Cindy Skach, "Constitucional
frameworks and democratic consolidation: parliamentarianism and presidentialism", en WorldPolitics, vol.
46, núm. 1, 1993, pp. 1-22; Scott Mainwaring, "Presidentialism. multipartism and democracy: the diffi­
cult combínatíon", Comparative Political Studies, vol. 26, núm. 2, 1993, pp. 198-228; Mark P. Jones, Elec­
toral Laws and the Survival of Presidential Democracies, Notre Dame, Indiana, Notre Dame University Press,
1995.

"El trabajo de Przeworski, A1varez, Cheibud y Limongi es quizás el estudio empírico más comple­
to del que se dispone al momento. Véase Adam Przeworski et al., Democracy and Development; Political
Institutions and Well-Being in the World, 1950-1990, Nueva York, Cambridge University Press, 2000,
cuadros 2.20 y 2.21. Las primeras investigaciones empíricas sistemáticas, sin embargo, aparecieron des­
de principios de la década de 1990. Véase Shugart y Carey op. cit.; Mainwaring, op. cit.

"Curiosamente, si el sistema de partidos se fraccionaba aún más y el partido en el poder obtenía
menos de un tercio de los escaños, la probabilidad de una regresión autoritaria disminuía a 3.30 por cien­
to. Przeworski et el., op. cit, cuadro 2.21
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A pesar de que los datos muestran una mayor fragilidad de las demo­
cracias presidenciales -particularmente bajo gobiernos divididos- durante
la segunda mitad del siglo xx, no puede decirse que la parálisis sea la cau­
sa de las regresiones autoritarias. En realidad, en términos de confirmar
la relación entre parálisis y colapso de la democracia, la evidencia respec­
to a la fragilidad de las democracias presidenciales es irrelevante. Esto
lleva a Przeworski, Álvarez, Cheibud y Limongi a concluir que, "a pe­
sar de que es claro que las democracias presidenciales son menos dura­
bles que las parlamentarias, persiste la incertidumbre respecto a las ra­
zones" .17 No hay ningún indicador que muestre que la parálisis tenga
algo que ver con el colapso de las democracias presidenciales.

Colomer ha sugerido una explicación más plausible de la inestabili­
dad política en las democracias. lB Para Colomer, el apoyo de los actores
políticos a la democracia no depende de la parálisis sino de la distri­
bución del poder. Las democracias más frágiles son aquellas cuyos
sistemas electorales generan perdedores absolutos y ganadores abso­
lutos. Por otro lado, las democracias estables son las que dan lugar a
expectativas razonables de ganar y compartir el poder entre los acto­
res políticos. Curiosamente, las democracias que más se apegan al
modelo mayoritario son las que crean más incentivos para que los
perdedores desafíen el marco institucional. Desde esta perspectiva, no
es la parálisis sino una alta posibilidad de sufrir la imposición de cam­
bios radicales lo que puede inducir a los actores políticos a retirar su
apoyo a la democracia.

Pero el problema más grave con el modelo de la democracia mayori­
taria es que propone un esquema de formulación de políticas públicas al­
tamente riesgoso y propenso a costosos fracasos. A partir de premisas
poco confiables, sostiene que la centralización del poder y los cambios in­
tegrales son la clave para la formulación de políticas exitosas. Supone,
por ejemplo, que siempre hay una solución racional a los problemas y
que ésta puede identificarse a través de la razón, en oposición a las tradi­
ciones y la costumbre. Asume también que el comportamiento de los en­
cargados de formular las políticas públicas no responde a intereses egoís­
tas, sino que busca la realización del interés general.

Resulta difícil aceptar ambas premisas debido principalmente a la
experiencia histórica. El fracaso de los experimentos de planificación

17 Ibídem, p. 136.
18 Josep M. Colomer, Instituciones políticas, Barcelona, Ariel, 2001.
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central e ingeniería social alerta de entrada en contra de las propuestas
de suprimir o supeditar la política en aras de la racionalidad y la cohe­
rencia. Todo cambio de política es en cierta forma un "experimento".
Entre las políticas adoptadas y los resultados buscados media la incer­
tidumbre. Los cambios de políticas públicas tienen efectos no anticipa­
dos que pueden ser sumamente costosos e incluso producir resultados
contrarios a los esperados originalmente. Por otro lado, lo menos que
se puede decir de los políticos y los burócratas es que son también "cria­
turas falibles". Si se les libera de controles externos terminarán utili­
zando el poder para perseguir sus propios intereses.

A la luz de los límites de la racionalidad en el diseño de las políticas
públicas, la incontenible búsqueda del interés propio entre los políticos y
la diversidad de intereses legítimos afectados por los cambios, la disper­
sión del poder y los mecanismos de frenos y contrapesos tienen clara­
mente sus méritos. El principal efecto de la dispersión de las fuentes de
poder es la moderación de los cambios. Al multiplicar los intereses repre­
sentados y el número de puntos de veto en la toma de decisiones, el radi­
calismo se vuelve prácticamente imposible. Dado que ningún actor puede
imponer sus preferencias de forma unilateral, el cambio en las políticas
públicas es resultado de un proceso de negociación descrito por Charles
Lirndblom como "incrementalismo desarticulado"."

De acuerdo con Límdblorn, el incrementalismo supone un proceso de
formulación de políticas públicas caracterizado por tres aspectos. En pri­
mer lugar, involucra "ajustes mutuos", es decir, la negociación y las con­
cesiones entre una multiplicidad de actores con diferentes visiones e
información y respecto al interés general. En segundo lugar, los partici­
pantes se basan en el pasado y se concentran en alternativas que difieren
sólo de forma incremental de las políticas existentes. En tercer lugar, el re­
sultado del proceso es el cambio incremental. Ciertamente, este tipo de
cambios a menudo carecen de coherencia, pues son producto de la nego­
ciación y el intercambio de acuerdos. Al mismo tiempo, es a través de es­
tos pequeños cambios como ocurren las grandes transformaciones.

El argumento de Limdblom es que los beneficios generados por el
incrernentalismo compensan los costos implícitos, tales como la lenti-

19 Sobre el incrementalismo como método para la formulación de políticas públicas, véase Charles
Lirndblom, "The science of «rnuddling throughs" , Pub/ic Administration Review, 19, primavera de 1959,
pp. 79-88; The Intelligent of Democracy: Decision-Meking Through mutual Adjustment, Nueva York, Free
Press, 1965, y "StilI muddJing not yet through", Publu:Administration Review, 39, noviembre-diciembre,
de 1979, pp. 517-526.
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tud y la incoherencia. En primer lugar, el incrementalismo permite li­
diar mejor con los límites de la racionalidad en el diseño de políticas pú­
blicas y la dispersión de la información relevante en la sociedad. En se­
gundo lugar, el incrementalismo presupone el establecimiento de límites
y controles al poder que previenen su abuso y obliga a los encargados de
formular políticas públicas a tomar en cuenta la diversidad de intereses
afectados."

A diferencia de las reformas integrales que cambian demasiadas
cosas al mismo tiempo, la formulación de políticas públicas en las de­
mocracias opera como lo que EA. Hayek llama un "proceso de descu­
brimiento". La dispersión del poder, expresada en múltiples puntos de
veto, obliga a los encargados de formular las políticas públicas a to­
mar en cuenta información y preferencias dispersas en el sistema po­
lítico. Al mismo tiempo, al enfocarse en alternativas incrementales
permite aprender de los errores y corregir a partir de la experiencia."

Los controles y contrapesos al poder contribuyen a lo que Guiller­
mo O'Donnell ha denominado "rendición horizontal de cuentas". De
acuerdo con O'Donnell, "en las democracias institucionalizadas, la ren­
dición de cuentas no sólo opera verticalmente haciendo a los funciona­
rios de elección popular responsables ante el electorado, sino también
horizontalmente, mediante una red de poderes relativamente autóno­
mos que cuestionan y eventualmente sancionan el desempeño inapro­
piado de un funcionario público"." El conflicto entre los actores políti­
cos -que tanto preocupa a los partidarios de las decisiones rápidas y las
relaciones armónicas entre los poderes ejecutivo y legislativo- tiene el
mismo papel en la política que la competencia en los mercados. Condu­
ce a los actores políticos a vigilarse a sí mismos, pues están interesados
en divulgar los fallos de sus adversarios y exponerlos ante la opinión
pública.

En suma, la tesis de que la parálisis representa una amenaza para
la naciente democracia mexicana carece de fundamento. Por el contra­
rio, la dispersión del poder y el advenimiento del gobierno dividido han
establecido un equilibrio político que previene que el presidente y su

2üLa descripción de la estrategia incrementalista de formulación de polfticas públicas se basa en Mi­
chaeI T. Hayes, The Limits of Policy Change: lncrementalism, Worldview and ihe Rule of Law, Washington
D.C., Georgetown University Press, 2001.

21 Friederich A. Hayek, Law, Legisleiion and Liberty, vol. 3: The Political Order of a Free People, Chica­
go, Chicago University Press, 1979.

22GuilIermo O'DonneIl, "Delegative Democracy", en Larry Diamond y Mark F. Platter (eds.), The
Global Resurgence of Democracy, 2a. ed., Baltimore, John Hopkins University Press, 1996, p. 100.
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partido introduzcan de forma unilateral cambios a las políticas públi­
cas. Desde 1997 existe la garantía de que la adopción de nuevas políticas
públicas presupone un consenso que incluye parte sustancial de la opo­
sición. Como señala Colomer, es más razonable esperar que este esque­
ma de distribución del poder incremente el apoyo a las instituciones
democráticas que otro donde se concentra el poder en el partido del pre­
sidente y se excluye a los partidos de oposiciónY

El efecto moderador sobre los cambios en las políticas públicas que
el gobierno dividido genera tampoco parece representar una amenaza
para la democracia. De hecho, los mecanismos de frenos y contrapesos
activados por el multipartidismo en México han establecido una pauta
de aproximación incremental a la solución de problemas de política pú­
blica que, aunque a corto plazo genera incertidumbre e inmovilismo, a
largo plazo disminuye el riesgo de costosos fracasos asociados al abu­
so del poder, los efectos no anticipados del cambio y la información in­
suficiente.

CONCLUSIONES

La parálisis es un término del que se ha abusado mucho. Los indicado­
res de parálisis que usualmente presentan el volumen de producción le­
gislativa, la productividad del Congreso y la tasa de aprobación del
poder ejecutivo, no miden la parálisis. Tampoco puede decirse que las
variaciones observadas en estos indicadores a partir del advenimiento
del fenómeno de gobierno dividido señalen anomalías en el funciona­
miento de la democracia presidencial mexicana.

Una definición apropiada del término parálisis debe tomar en cuen­
ta que el requisito mínimo para el cambio en una democracia es la exis­
tencia de una mayoría en la legislatura que respalde una alternativa
de política pública distinta al statu qua. A la luz de esta definición, puede
apreciarse que la única fuente de parálisis en México es la capacidad que
la Constitución otorga al presidente de la república de detener al Con­
greso mediante el poder de veto. No hay ninguna evidencia de que la
parálisis, inducida por el uso efectivo o la simple amenaza del veto pre­
sidencial, sea un aspecto regular de la naciente democracia mexicana.
Por el contrario, a juzgar por el uso limitado del veto presidencial y el

23 Joseph. M. CoIomer, op. cit.
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crecimiento en el volumen de legislación producida, los presidentes Ze­
dilla y Fax han sido bastante condescendientes en su relación con el
Congreso durante el periodo de gobierno dividido.

Pero incluso si la Presidencia en el futuro endureciera su posición
ante el Congreso y utilizara con mayor frecuencia el poder de veto como
instrumento para frenar sus iniciativas, no hay ninguna razón para
sospechar que la parálisis resultante sería mala para la democracia. No
existe evidencia que muestre que la parálisis está relacionada con las re­
gresiones autoritarias experimentadas por las democracias presidencia­
les con mayor frecuencia que las parlamentarias durante la segunda
mitad del siglo xx. Por el contrario, resulta más razonable esperar que
el apoyo a las instituciones democráticas se fortalece cuando el poder se
dispersa y se limita la posibilidad de cambios radicales aprobados de
forma unilateral por mayorías cohesivas.

La proliferación de puntos de veto y la posibilidad de la parálisis no
son necesariamente un obstáculo para el desarrollo de políticas públi­
cas exitosas. Los contrapesos que se han desarrollado en el Congreso a
la coalición formada por el presidente y su partido tienen un efecto mo­
derador sobre los cambios en las políticas públicas. Limitan la posibili­
dad de cambios integrales y establecen una pauta de formulación de po­
líticas públicas basada en la negociación de alternativas incrementales
al statu qua. Al hacerlo, reducen el riesgo de costosos fracasos asocia­
dos regularmente al abuso del poder, los efectos no anticipados del cam­
bio y la precipitación.



Luis González Placencía'

Transición y poder judicial en México

CONSIDERACIONES PRELIMINARES

LA ORGANIZACIÓN judicial en México es compleja y por lo tanto hacer
sobre ella un análisis con pretensiones de validez general resultaría
prácticamente imposible. Esta situación obliga a asumir un punto de
vista que privilegie necesariamente una visión abstracta y general so­
bre el papel de la función judicial en el concierto de las organizaciones
que configuran el Estado mexicano o una visión concreta y particular so­
bre cada uno de los aspectos relevantes en los 33 sistemas judiciales que,
incluido el federal, configuran la judicatura nacional. Optar por la prime­
ra posibilidad ofrece una visión panorámica, pero supone el riesgo de
ocultar, a través de la generalización, aspectos que pueden diferir en lo
particular de las grandes tendencias nacionales; hacerlo por la segunda
implica, para decirlo metafóricamente, que observar cada uno de los ár­
boles impida ver el bosque.

Para la elaboración de este ensayo se ha preferido asumir el primer
enfoque, atendiendo a una visión general y abstracta, aun si se corre el
riesgo de ser inexacto en lo que se refiere a las particularidades del sistema
judicial mexicano. Sin embargo, en aras de orientar el análisis que más ade­
lante se presenta, se ha considerado necesario precisar algunas cuestiones
que, dada la organización de la judicatura y el marco legal en el que ha te­
nido lugar la transición para y en el poder judicial, serán de ayuda en
la toma de posición respecto de lo que aquí se anota. Así, en términos
de la organización de la judicatura conviene tener en cuenta lo siguiente:

• Cuando se habla del poder judicial en México debe considerar­
se la existencia de dos grandes sistemas judiciales, lo que formal-

* Instituto de la Judicatura Federal.
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mente se conoce como "doble jurisdicción", conformado por un
lado, por el Poder Judicial de la Federación (PJF), y por otro, por
los poderes judiciales de cada uno de los estados de la república.
Dentro del PJF conviene asimismo distinguir entre la Suprema
Corte de Justicia de la Nación (SCJN), cabeza de este poder fede­
ral, y la judicatura federal propiamente dicha, conformada por
los tribunales colegiados y unitarios de circuito y por los juzga­
dos de distrito. Lo anterior supone una lectura de discontinuidad
formal respecto del modo en el que funciona la judicatura en
México.
• Sin embargo, es importante aclarar que no obstante esa condición
de discontinuidad, los poderes judiciales federal y locales interac­
túan con base en un complejo sistema de competencias que, en los
hechos, desdibuja al menos la "doble jurisdicción" para permitir
prácticamente una relación de subordinación de los fueros locales
respecto de la justicia federal. De entrada, ello significa que un
asunto que se inicia como un conflicto de competencia estatal pue­
de llegar a convertirse en uno que termina en la SCJN. Esta situación
permite, por otra parte, elaborar una lectura de continuidad entre
los dos niveles de la justicia en México.
• Una tercera aclaración tiene que ver con la necesidad de distin­
guir dos tipos de control judicial: el control de legalidad, que es el
que tienen a su cargo los juzgados y tribunales locales, así como
los juzgados de distrito y, en ciertos asuntos, los tribunales co­
legiados y unitarios de circuito; y el control de constitucionali­
dad, facultad que ejercen la SCJN y los tribunales colegiados de
circuito.
• Una cuarta aclaración tiene que ver con que el "poder" del poder
judicial se expresa al menos de dos modos claramente identificables:
por un lado, extrasistémicamente, dadas las consecuencias que las
decisiones judiciales en materia de legalidad o de constitucionalidad
tienen en lo individual, para la sociedad e incluso para la conciencia
jurídica estándar, y, por otro lado, intrasistémicamente, ámbito do­
minado por un discurso altamente críptico, inmerso en una impor­
tante cantidad de procedimientos y tecnicismos sobre los cuales se
elaboran las justificaciones de la decisión judicial.
• Finalmente, una quinta aclaración exige explicar el ejercicio de
una función de administración que, tanto en el ámbito de la justi­
cia federal como en la mayoría de las judicaturas locales, es realiza-
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do por un órgano adyacente, un consejo de la judicatura, que en
principio está destinado a descargar de este género de tareas a los
tribunales superiores de justicia y a la corte para que éstos se dedi­
quen de tiempo completo a ejercer su función jurisdiccional.

Una segunda consideración relevante tiene que ver con que es nece­
sario referir la historia reciente del poder judicial a un conjunto de re­
formas constitucionales cuyo contenido ofrece una idea bastante clara
del Estado que guardaba la judicatura antes de tales reformas y del sen­
tido que éstas procuran en el delineamiento del modelo judicial que se
pretende consolidar:

• En primer término, la de agosto de 1987, la primera después de
décadas sin ninguna reforma relevante para el poder judicial, en la

•que, entre otros cambios, se da el primer paso para proyectar a
la corte como intérprete privilegiado de la Constitución, con lo cual
se sienta una base para otorgar a este ordenamiento un sentido nor­
mativo y no solamente político (Cossío).
• En seguida, la que ha sido considerada como un parteaguas para
el poder judicial de la federación, la reforma de diciembre de 1994
que, en resumen, supone dos importantes direcciones: por una par­
te, dota a la corte de nuevas atribuciones con la finalidad de perfi­
larla ya claramente como tribunal constitucional; por la otra, crea
el Consejo de la Judicatura Federal (CJF)como un órgano del PJF cuya
finalidad es ocuparse de la formación de los funcionarios judiciales,
el establecimiento de la carrera judicial, la creación de nuevos ór­
ganos jurisdiccionales, así como de la disciplina de los miembros
de la judicatura federal; esta reforma incorpora también la figura de
las "acciones de inconstitucionalidad" que, junto con las contro­
versias constitucionales y el amparo constituyen el sistema de
control de constitucionalidad en México.
• Cinco años más tarde, en junio de 1999, una nueva reforma, la
más reciente, produce efectos importantes al menos en los siguien­
tes sentidos: consolida la idea de que la corte es un tribunal cons­
titucional, con lo cual queda formal y plenamente establecido el
control concentrado de la Constitución en la cabeza del PJF; hace
posible una de las manifestaciones del nuevo poder de la corte como
tribunal de constitucionalidad, consistente en la facultad para re­
chazar asuntos en los cuales se hubiera pronunciado previamente,
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es decir en los que hubiera jurisprudencia firme, y de remitirlos a
los tribunales colegiados para su solución, con base en dicha juris­
prudencia y finalmente subordina al CJF al pleno de la corte, aco­
tando las atribuciones del consejo a la administración, la vigilancia
y la disciplina de la judicatura federal, excluida la propia corte, y
sosteniendo la posibilidad de emitir los acuerdos que estimare per­
tinentes para el buen funcionamiento de la judicatura federal, así
como facultando al pleno de la corte para revocar acuerdos genera­
les emitidos por el consejo.

Las reformas descritas permiten hacerse una idea bastante más clara
del modo en que por mandato constitucional funciona hoy en día el sis­
tema dejusticia en México: a la cabeza, la SCJN, cuya función jurisdiccio­
nal radica en la de constituir un tribunal de constitucionalidad que, a,
través de la facultad de emitir acuerdos generales o de revocar los que
emita el CJF, se reserva facultades de control y administración sobre la
judicatura federal. Un consejo de la judicatura federal, que con autono­
mía técnica administra la carrera judicial, forma a los funcionarios ju­
diciales y se encarga de la disciplina de jueces y magistrados. Un siste­
ma de tribunales distribuidos en circuitos judiciales que, de acuerdo con
sus competencias, atienden de forma colegiada las cuestiones de cons­
titucionalidad que les son remitidas por la corte, así como los asuntos
en los que por la vía del amparo funcionan como segunda instancia, re­
visando sentencias emitidas por juzgados de distrito o por órganos de
la justicia local y, de forma unitaria, como primera instancia, cuestio­
nes relativas al fuero federal. Y un sistema de juzgados de distrito que
son asimismo de primera instancia en cuestiones federales y de alzada
respecto de apelaciones hechas en torno a sentencias y resoluciones
emitidas por la justicia local. En el ámbito estatal, esta organización se
reproduce con los tribunales superiores de justicia a la cabeza, en cier­
tos casos, con la existencia de consejos de la judicatura locales y con los
juzgados de primera instancia a la base de la organización judicial.

Como se ve, las cuestiones anotadas dibujan el complejo escenario
de la jurisdicción, pero, al mismo tiempo, permiten establecer un crite­
rio de análisis que eventualmente permitirá conocer con mayor detalle
el grado de avance en la judicatura nacional. Desde un punto de vista
metodológico, teniendo en cuenta estas consideraciones, el presente en­
sayo aborda en primer término las circunstancias que explican el papel
desempeñado por la jurisdicción dentro del proceso general de transi-
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ción en México con la finalidad de situar contextualmente el sentido de
las reformas y el modelo de jurisdicción hacia el que parecen apuntar.
En seguida, asumiendo como hilo conductor una lectura de continui­
dad de la jurisdicción nacional, se plantea un análisis de la transición
dentro del poder judicial, dirigiendo la atención a las herencias y cam­
bios experimentados en la judicatura federal, asumiendo, sin particula­
rizar, que unos y otros tienen un reflejo en el desarrollo reciente de los
poderes judiciales locales; dentro del análisis federal, parece pertinente
revisar los efectos que en el último decenio se han observado en el ám­
bito de la justicia constitucional, particularmente el papel que ha de­
sempeñado la corte, así como el nuevo papel de los consejos de la judi­
catura y el desempeño de la judicatura federal propiamente dicha. En
todo caso, se intentara delinear los efectos que tanto a nivel extrasisté­
mico como intrasistémico pueden observarse en cada uno de los rubros
planteados.

EL PAPEL DE LA JUDICATURA EN

LA TRANSICIÓN MEXICANA

Comprender el sentido y el desarrollo actual del poder judicial requiere
ubicarlos en el contexto de los cambios ocurridos en México en el últi­
mo cuarto de siglo, pues en este periodo se observa una transforma­
ción radical, no sólo en la orientación política general del Estado mexi­
cano, en la definición de las prioridades gubernamentales o en la nueva
relación política de los poderes, sino en la emergencia de nuevos actores
-Iglesia, medios, organismos de la sociedad civil- en la discusión públi­
ca de los problemas locales y nacionales. De 1982 a la fecha, este pro­
ceso de cambio se ve caracterizado por la asunción en la élite gobernan­
te de una orientación política predominantemente liberal, en la que la
atención al mercado ha sido central. Este enfoque, concordante con
la apertura del país hacia los procesos de globalización, naturalmente
ha tenido que enfrentar la necesidad de producir cambios en el diseño
institucional de modo que la actividad del Estado quede orientada tam­
bién.a la generación de certidumbre para el mercado. En todo caso, lo
verificable es que la reforma económica apostó al desmantelamiento del
modelo de Estado vigente a lo largo de casi todo el siglo xx, no obstan­
te el riesgo de sus efectos, incluida la pérdida de la Presidencia de la re­
pública para el Partido Revolucionario Institucional (PRI). Dada la im-
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portancia que esta transformación supone, es posible hipotetizar que
tales efectos fueron previstos y asumidos con la condición de ir perfi­
lando un Estado de derecho de corte liberal, lo que implica en efecto un
Estado menos fuerte y centralista, pero más eficaz y atractivo a la in­
versión.

Un dato interesante en favor de esta hipótesis general es que, antes
de que se iniciara este proceso, el interés por desarrollar una judicatura
fuerte no rebasaba el ámbito de las declaraciones formales tendientes
a reconocer credibilídad a una organización devaluada y relegada por
el propio Estado a una situación de precariedad y olvido (Fix-Fierro,
1999). Según puede desprenderse del análisis hecho por diversos auto­
res, la configuración del Estado mexicano simplemente no requería el
poder judicial sino para la solución de los conflictos legales regulares,
dado que el árbitro privilegiado de los que surgían con el Estado, ya sea
desde dentro del propio partido gobernante, con la oposición o la disi­
dencia en los sectores obrero, campesino y popular, era el propio presi­
dente de la república (Córdoba, 1990; Rubio, Magaloni y Jaime, 1994;
Cossío, 1998; Báez, 2002; Casar, 2002). En un contexto en que la
certeza y la predictibilidad quedaban ancladas justo a la incertidumbre
y la contingencia con que el Estado actuaba para resolver los proble­
mas, la ley, más que un horizonte normativo, era utilizada como un
instrumento que podía aplicarse o no, y en todo caso más o menos in­
tensamente, según el interés perseguido por quien gobernaba (López
Ayllón, 1995) de acuerdo con un modelo de control basado en un con­
junto difuso de reglas no escritas. Desde esta perspectiva, a lo largo de
casi todo el siglo XX ya pesar de lo que parecen excepciones (González
Casanova, 1998) puede sostenerse que en lo general el poder judicial de­
sempeñó un papel de subordinación a una concepción de la ley como
encarnación de la voluntad del poder ejecutivo, según un modelo de
dominación que incluyó mecanismos de control político, ideológico y
social al rededor del programa de la revolución mexicana. De los jueces,
en esta óptica, se esperaba un papel de funcionarios, no expresamente
vinculados a la voluntad del poder ejecutivo, sino congruentes con la
racionalidad del Estado (Latorre, 1999), de ahí que resulte notorio el in­
terés que a partir de 1982 adquiere la intención de desarrollar un poder
judicial más independiente y fortalecido (Fix-Fierro, 2003). Aun cuan­
do existen algunos intentos por explicar la naturaleza de este viraje, la
carencia de investigación al respecto apenas permite especular. Sin em­
bargo, hay dos claros elementos contextuales que juegan en este proce-
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so; no obstante su origen diferenciado, ambos elementos muestran esce­
narios que convergen: por un lado, en perspectiva sincrónica, el escena­
rio internacional que desde los años ochenta se perfila en torno a un mo­
delo económico hegemónico, con un mercado hipertrofiado y un Estado
de mínima intervención centrado en la prevención de riesgos y en el con­
trol de eventualidades, predominantemente en favor del propio mercado
(Sousa Santos, 1990; Giddens, 1995; Beck, 1998); del otro, en perspecti­
va diacrónica, la necesidad misma que, en el contexto anterior, exigió la
creación de mecanismos para resolver los conflictos que previsiblemente
comenzarían a darse dentro de las arenas política, económica y social del
país, a la luz de un modelo de Estado que para insertarse en el nuevo or­
den internacional se vio obligado a transformarse.

En torno al primer escenario, no puede obviarse el papel contextual
que la relación entre el mercado y el Estado han tenido en los últimos
30 años. La apertura planteada por la condición global ha supuesto
una importante revisión en torno a las instituciones judiciales de Cen­
troamérica y Sudamérica que, como en el caso de México, se han carac­
terizado a los ojos del mundo por una constante percepción de ineficacia
y corrupción. En la perspectiva liberal de los procesos de globalización,
dado que la idea de Estado de derecho busca proveer certidumbre y pre­
dictibidad en las instituciones legales en la medida en la que estas varia­
bles son imprescindibles para el florecimiento del mercado, la ineficacia y
la corrupción de los jueces suponen un riesgo importante. En este con­
texto no resulta casual que el sentido de las reformas judiciales opera­
das en los diversos países del subcontinente americano hayan estado
signadas por el interés de denunciar y resolver -a través de la reforma­
los problemas de las oficinas judiciales (Stotsky, 1993).

En la visión ideológica de la democracia liberal, una judicatura
sana significa en sentido amplio, una oportunidad para que los con­
flictos potenciales que puedan generarse en la sociedad encuentren
no sólo un marco jurídico sólido, sino condiciones procedimentales
seguras en las cuales dirimir los conflictos, así como la certeza de
que el resultado de las disputas se acata y se cumple. Derivado de esta
noción, la vinculación liberal entre jurisdicción y democracia resulta
obvia: de hecho, de acuerdo con Prillaman (2000: 2),

algunas investigaciones revelan que los líderes del sector privado
otorgan mucha importancia a un orden legal estable; de hecho la
existencia de una judicatura que basa su acción en criterios predic-
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tibles y transparentes puede ser más importante que el contenido de
las políticas fiscales o monetarias, a la hora de determinar patrones
de inversión. Una judicatura independiente, accesible y eficiente es
esencial para asegurar que toda la ciudadanía -incluyendo a los pe­
queños empresarios y al ciudadano promedio- tiene la oportunidad
de entrar y competir en la arena económica para establecer un sis­
tema de arreglos de verdadera competitividad económica.

Según este autor, existe evidencia que vincula la posibilidad de tener
acceso a los tribunales a una actitud favorable al Estado de derecho y la
democracia, más allá incluso del sentido del fallo obtenido y aun en in­
dividuos que pertenecen a sectores con bajos ingresos. Ello se explica
porque, en un sistema jurídico previsible y seguro, el sentido de la de­
cisión sobre un conflicto pierde relevancia frente a la certeza procedi­
mental del juicio, de la que deviene, en última instancia, la validez de la
decisión. Acatar la decisión significa no sólo aceptar la validez del fallo,
sino la validez del procedimiento y, por ende, la convalidación de la
democracia como sistema de vida. Más allá, si se considera que el eje
del discurso democrático alrededor de la función judicial se centra en
la idea de la necesaria protección de las libertades fundamentales,
puede afirmarse que es precisamente esta idea la que legitima el que­
hacer de la jurisdicción y la que lo incrusta a su vez en el discurso
de la conservación del Estado liberal de derecho. Como han señalado
Stotzky y Nino (1993: 11) "el ideal de la democracia liberal es que
un juez debe siempre intervenir entre un individuo y un acto de
coerción del Estado". La idea de una jurisdicción fuerte, por tanto, se
convierte en un requerimiento procedimental sine qua non de la de­
mocracia liberal.

Así, en momentos de transición como los vividos por los países de
América Latina que en los años ochenta superaron los regímenes milita­
res, la reforma judicial llegó a ser uno de los recursos más importantes,
si no es que el principal, para la consolidación de un ambiente jurídico
propicio al cambio político y a la reforma económica (Domingo, 1995).
Con matices propios de la cultura jurídica de cada uno de los países en los
que una-reforma judicial ha tenido lugar, los problemas relativos a la in­
dependencia de los jueces, el acceso a la justicia y la eficiencia organiza­
cional configuran el escenario de interés común para los promotores de
estos cambios (Domingo, 1997; Buscaglia y Domingo, 1997; Prillaman,
2000).
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En cuanto al segundo escenario, el caso mexicano presentó un pro­
ceso singular y convergente con el concierto internacional. Aun cuan­
do es claro que la década de los ochenta protagonizó desde muy tem­
prano el viraje de la política hacia la economía de mercado, el cambio
político se hizo notorio de modo mucho más lento. La influencia que
tuvo el escenario internacional en este sentido fue encauzada alrededor
del tema de la modernización y la discusión pública se centró en los
pros y contras de modernizar un Estado y una sociedad que presenta­
ban características de franco atraso, lo cual significaba una situación
sin duda paradójica en la medida en que los rasgos de la nueva política
económica constrastaban notoriamente con el diseño institucional del
país en todo el periodo posrevolucionario (Aguilar, 1992). Sin embar­
go, los años ochenta señalaron avances muy importantes que, a caba­
llo de la reforma electoral iniciada a finales de los setenta, dibujaron un
paisaje de competencia política inédito a lo largo del siglo xx. Refirién­
dose a este proceso, José Woldenberg (1992: 90) escribió:

De manera lenta las oposiciones empezaron a ganar un municipio
aquí y otro allá, a ser competitivas en diferentes ciudades grandes, a
luchar en serio por una gubernatura e incluso en uno de los eslabo­
nes más recientes (1988) a poner en auténtico jaque al poder público
en las eleccionespresidenciales más disputadas en la historia del país.

De acuerdo con Cossío (2001), esta situación hizo evidente un proble­
ma de legitimidad que en épocas anteriores, dominadas por un régimen de
partido hegemónico, simplemente no se presentaba, y es que la configu­
ración piramidal del Estado mexicano, con el presidente de la república a
la cabeza de la nación y del partido, permitió a lo largo de todo el periodo
posrevolucionario un modelo de control sostenido, como se ha dicho, so­
bre la base de un conjunto de reglas no escritas sustentadas en la discipli­
na y la lealtad partidista, de modo tal que, en su calidad de jefe nato, era
el propio presidente quien resolvía cualquier disputa entre funcionarios
y políticos de menor jerarquía. En la medida en que los actores de estas
disputas fueron representando intereses que abiertamente confrontaban
al propio Estado, resulta evidente que el gobierno encontrara dificulta­
des para legitimar su tradicional posición de juez y parte. En la visión de
Cossío, los actores de estas disputas políticas tendieron a reconocer a su
contraparte, es decir, al Estado, como un igual, negándole la posición de
supremacía que tradicionalmente ejercían.
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La necesidad de encontrar imparcialidad en momentos de fricción y
desconfianza a fin de evitar una lucha abierta hace que los actores
no reparen en ocasiones en aquello que implica trasladarle funcio­
nes a órganos no constituidos democráticamente (los tribunales) a
fin de que determinen la constitucionalidad de las decisiones de los
órganos representativos (ibidem: 258).

Como era previsible, lo que resultaba paradójico desde el punto de
vista tradicional del sistema mexicano se transformó en un exigencia
para el grupo gobernante representante de un PRI ya claramente orien­
tado hacia el mercado: la reforma económica requería para su realiza­
ción una reforma política que, junto con el desarrollo de un sistema
electoral tendencialmente más abierto se acompañara también de un
sistema de solución de conflictos más jurídico que político. Así se expli­
ca que desde el sexenio de Miguel de la Madrid el poder judicial haya
comenzado a recibir una mayor atención en términos de salario e in­
fraestructura; de igual forma se explica que en 1987 la primera refor­
ma relevante al poder judicial en el último cuarto de siglo haya tenido
como eje otorgar a la SCJN mayores facultades de control constitucio­
nal, pues ello ha sido la base para transformar el control político tradi­
cional de los conflictos en un control jurisdiccional.

El periodo presidencial posterior tuvo matices interesantes desde el
punto de vista de la reforma política, aunque fue evidente que el poder
judicial siguió desempeñando un papel funcional a la lógica tradicional
de dependencia al poder ejecutivo, dejando de lado el papel que en el
control de la constitucionalidad le había sido conferido y centrándose
en la justicia de legalidad. Aun cuando siguió recibiendo apoyo para
crecer y modernizarse de forma notoriamente superior al desarrollo
observado en las judicaturas locales, una interesante investigación del
CIDAC (1994) revela cómo la actuación de la judicatura federal en ma­
teria de amparo, arena por antonomasia de resolución de los conflictos
entre el Estado y el gobernado, dejó mucho que desear. Desde el punto
de vista de los autores del estudio, los criterios jurisprudenciales vigen­
tes en la. época determinaron una cierta concepción de la autoridad que
dificultó la viabilidad de los juicios de amparo presentados en contra
de autoridades del poder ejecutivo. Esta concepción rigorista permitió
que el porcentaje de asuntos resueltos por medio del sobreseimiento al­
canzara en 1992 el 77 por ciento. Lo que esta situación implica es que
casi ocho de cada 10 amparos promovidos fueron rechazados por no
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cumplir con los requisitos procedimentales para ser considerados ob­
jeto de estudio de fondo en sede jurisdiccional. Según los ejemplos ci­
tados en la investigación, las causas de improcedencia del amparo es­
grimidas incluyen las siguientes: casos en que la corte interpretó que
contra los actos del ministerio público relacionados con la acción pe­
nal no procedía recurso de amparo; casos sobreseídos porque los ac­
tos del ministerio público o de la policía eran considerados como actos
consumados de modo irreparable; casos en que se considera como no
demostrado el interés jurídico del quejoso; casos en que los organis­
mos públicos no fueron reconocidos como autoridad, o bien casos los
que se consideró como no demostrado el acto reclamado. En palabras
de los autores del estudio:

A partir de los ejemplos citados se puede apreciar cómo el alto ín­
dice de sobreseimientos se debe principalmente a la forma en que
el poder judicial federal ha venido integrando los criterios de in­
terpretación judicial en esta materia. La jurisprudencia ha deter­
minado de manera muy estricta el contenido y los alcances de las
normas que establecen las distintas causas de sobreseimiento e
improcedencia. Inclusive en algunos casos ha ido más allá de lo
que disponen dichas normas, estableciendo la improcedencia del
amparo en casos distintos a los que señala la propia Constitución,
lo que está en evidente contradicción con el principio de que se de­
ben someter a la revisión judicial todos los actos de las autorida­
des del Estado (CIDAC, 1994: 73).

Para los autores del estudio, el sobreseimiento fue la válvula de es­
cape que permitió al poder judicial abatir el rezago existente, sin poner
en perjuicio la relación con el poder ejecutivo.

Otro elemento que puede considerarse en este sentido es el papel de­
sempeñado por la SCJN en lo que se refiere a las facultades formales para
ejercer control de constitucionalidad a través de las controversias cons­
titucionales, posibilidad que el texto constitucional le confirió desde
191? y que pudo haberse potenciado después de 1982. De acuerdo con
Báei (2004), quien retoma datos de González Oropeza y de Cossío, el
promedio de controversias constitucionales promovidas ante la corte
entre 1917 y 1994 fue de menos de una por año, en contraste con las
casi 44 controversias por año promovidas entre 1995 y 2000. Según el
autor, "se ha sostenido que cuando existió una disputa entre la federa-
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ción y un Estado (es decir, entre el presidente y un gobernador) la
misma se resolvió mediante la utilización del recurso de la "desapari­
ción de poderes" (Báez, 2004: 12), de ahí que sorprenda que, no obs­
tante que la desaparición de poderes no se ha usado desde 1976, el
promedio de controversias constitucionales promovidas ante la corte
no se haya incrementado sino hasta 1995.

Los datos apuntados por el estudio de CIDAC, así como los expues­
tos por Báez, permiten afirmar dos caras de una misma realidad. Por
un lado, la imagen que queda del poder judicial en este periodo, en esen­
cia y como lo demuestra el estudio de CIDAC, no es distinta a la mostra­
da a lo largo del siglo; se trata de una judicatura débil y subordinada,
extremadamente formalista y orientada a la protección del interés de
un Estado que, desde la propia judicatura, sigue siendo concebido como
monolítico. Por el otro, es claro que los mecanismos de dominación del
Estado durante las presidencias de De la Madrid y de Salinas siguieron
siendo percibidos en el modo tradicional, modo en el cual el poder judi­
cial simplemente no pintaba. Dicho de otra manera, tanto la actuación
de la judicatura a través del amparo como la percepción de otros acto­
res sobre el poder real de intervención de la corte en conflictos consti­
tucionales dejan entrever que, no obstante el impulso recibido por este
poder del Estado desde 1982 a lo largo de los 13 años posteriores, no se
percibió un cambio que en términos cualitativos le permitiera posicio­
narse de un modo distinto en la constelación de los poderes federales.

Por otra parte, entre 1989 y 1994, de modo paralelo a la judicatura
federal, se fomentó la creación y desarrollo de instancias no jurisdicciona­
les protectoras de derechos. Tales el caso del Tribunal FederalElectoral (Tri­
fe) y de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.(cNDH). Respecto del
primero, que se le creara fuera del poder judicial no resultó extraño al me­
nos por las siguientes razones: porque el poder judicial se mantuvo tradi­
cionalmente ajeno al terreno electoral, considerado como ámbito de dispu­
ta política más que jurídica, y porque ello puede entenderse en la lógica de
creación de tribunales no jurisdiccionales en asuntos de interés para el go­
bierno de la república, como es el caso de las juntas laborales y los tribu­
nales agrarios, entre otros. Como ha documentado Gil Villegas (en Gó­
mez, 2002), el Trife, como se le conocía, fue instituido en 1990 como
resultado de una negociación entre el expresidente Salinas y el Partido Ac­
ción Nacional (PAN) dentro de un paquete de reformas en el que se pro­
puso la creación de un tribunal electoral "con magistrados bajo el peso
decisivo de la Cámara de Diputados" (Gómez, 2002: 129n). En la inter-
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pretación que de este hecho hace Alicia Gómez, ello ocurrió así como re­
sultado de la necesidad percibida por Carlos Salinas de encontrar respal­
do a su cuestionado triunfo en la elección presidencial.

La CNDH, por su parte, fue severamente criticada en el mundo jurí­
dico porque, se decía, esta institución vendría a duplicar la protección
de derechos humanos que era ya función del amparo y que incluso lo
haría en condiciones limitadas dado el carácter no vinculatorio de sus
recomendaciones. Paradójicamente, la evidente dependencia respecto del
Ejecutivo, fue durante el sexenio de Salinas, la base de su poder de pre­
sión sobre las autoridades que recibieron recomendaciones, y su capa­
cidad para intervenir de forma particularmente eficaz en los casos en
que se reportaban detenciones ilegales, amenazas y otros actos incom­
batibles por la vía de amparo tuvo efectos importantes en la construc­
ción de una nueva conciencia por los derechos, haciendo evidente la
densidad de los procedimientos jurisdiccionales.

Teniendo en cuenta que la instauración de ambas instituciones ocurre
en el contexto de un gobierno que requiere legitimidad -afuera, porque
está gestionando la firma del tratado de libre comercio con los Estados
Unidos y Canadá; adentro, porque pesa sobre él una fuerte sospecha de
fraude electoral-, llama la atención que, pudiendo reforzar la protección
de los derechos electorales y de los derechos humanos a través de la ju­
risdicción, ello no haya ocurrido así. Y seguramente no lo fue debido
a que sobre el poder judicial recaía una percepción de burocracia, forma­
lismo, anquilosamiento y corrupción que naturalmente ponía en duda
su capacidad para funcionar como un órgano independiente. Desde otra
perspectiva, tanto la creación del Trife -entendida también como un reco­
nocimiento de la necesidadde prevenir futuros fraudes y delitos electorales­
como la de la CNDH -interpretada como el reconocimiento de la existencia
de la tortura y otras violaciones en la detención de las personas- mostra­
ron la persistencia de un ambiente de incertidumbre que era necesario re­
solver, al lado, si no es que a pesar, del poder judicial.

El último año de gobierno de Carlos Salinas presenció además otros
acontecimientos que volverían a cuestionar la eficacia del sistema de
justicia y la independencia del poder judicial. La rebelión en Chiapas y
los asesinatos de Luis Donaldo Colosio y José Francisco Ruiz Massieu
llamaron poderosamente la atención nacional e internacional. El escru­
tinio en torno a los asuntos interiores en México creció y se convirtió
en una prueba de tolerancia a la tradicional actitud autoritaria del go­
bierno.
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Hacia finales de 1994, la convergencia de los escenarios internacional
y nacional descritos se constituye en un nuevo contexto en el que Ernes­
to Zedilla propone y lleva adelante una reforma judicial que sin duda hay
que entender en el seno de un grupo más amplio de reformas destinadas
a restaurar, desde el punto de vista legal, un Estado de derecho fuerte­
mente cuestionado por la realidad política y social de principios de los no­
venta. Así, la demanda de predictibilidad y seguridad jurídica latente en el
empresariado desde la nacionalización de la banca en 1982 y el interés
por consolidar el Estado de derecho buscan ser satisfechos a través de una
reforma radical que, a diferencia de la de 1987, no sólo se da en términos
de ampliar facultades a la corte, sino que tiene como característica prin­
cipalla creación de una instancia de control administrativo y disciplina­
rio de la judicatura federal, la reducción del número de ministros que
conforman el pleno de la corte y la sustitución de todos ellos por nuevos
ministros, así como la instauración del servicio civil de carrera para jue­
ces y magistrados del Poder Judicial de la Federación.

En el contexto anotado, la reforma de 1994 significó un vuelco ra­
dical en la relación entre la jurisdicción y el resto del Estado mexicano
signado por la búsqueda de más independencia, mayor eficacia y mejo­
res condiciones de acceso a la justicia. En ese mismo sentido se han in­
terpretado las reformas de 1996 -que creó el Tribunal Electoral del Po­
der Judicial de la Federación (TEPJF) y dio facultades a la corte para
revisar la constitucionalidad de la legislación electoral en los niveles fe­
deral y local- y de 1999 -que devolvió a la corte el control del CJF y
otorgó a ese máximo tribunal facultades para enviar ciertos casos a los
tribunales colegiados-, como ya se comentó. En términos generales, este
periodo marcó un momento crucial que ha tenido efectos no sólo en la
visibilidad del poder judicial, sino en la percepción que los propios
miembros de la judicatura tienen de este último, sentando la base para
el inicio de un proceso interno de transición cuyos efectos más impor­
tantes apenas comienzan a evidenciarse.

LA TRANSICIÓN DENTRO DEL PODER JUDICIAL:

HERENCIAS y CAMBIOS

Como toda modificación legal, la reforma de 1994 constituyó el hori­
zonte normativo a través del cual se ha venido gestando un proceso
gradual de cambio que, en la medida en que se realiza en los hechos,
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contrasta con las justificaciones que le dieron origen. Especialmente esta
reforma, dada la magnitud de los cambios que introdujo, generó nue­
vos espacios de intervención que han hecho posible dentro de la judica­
tura misma la toma de decisiones en cuestiones estratégicas para el de­
sempeño de la justicia federal.

Si bien es cierto que hay circunstancias más visibles -como las
que se aprecian en el papel que ha desempeñado la corte en los últi­
mos 10 años-, dentro de la organización judicial han tenido lugar
otras menos notorias cuyo impacto sin embargo se ha hecho eviden­
te en las prácticas prevalecientes, tanto en el nivel federal, como en los
estados. Lo que esta situación plantea es un escenario en el que inter­
vienen distintas variables que dan cuenta de una tensión continua
entre las herencias y los cambios dentro del poder judicial, pues a la exi­
gencia impuesta por la reforma en términos de una organización judi­
cial notoriamente distinta a la preexistente hay que oponer sin duda la
persistencia de prácticas cotidianas en los juzgadores, tanto en lo que se
refiere al modo en el que tradicionalmente se han aproximado al derecho,
como en las atribuciones de administración que tuvieron a lo largo de
todo el siglo xx. A mayor abundamiento, cabe destacar el hecho de que
la creación del CJF significó la introducción de un órgano nuevo que no
sólo regula situaciones preexistentes, sino que constituye prácticas iné­
ditas sobre las cuales no había en México una experiencia clara de la cual
partir.

Entendida cada una de estas circunstancias como órdenes normati­
vos que a distintos niveles vinculan el comportamiento de la judicatu­
ra como organización, la hipótesis que se puede plantear es que, no
obstante que el resultado inmediato previsible de la reforma fuese el de
una realidad institucional inestable, paulatinamente tendría que haber­
se ido moldeando a las nuevas circunstancias, racionalizando, desde el
punto de vista institucional propuesto por la reforma de 1994, aque­
llas prácticas tradicionales que se apartaran de su perfil normativo. Para
refutar esta hipótesis es necesario considerar los argumentos que se
ofrecen en seguida.

L~ reforma de 1994 estaba dirigida a constituir un poder judicial
más eficiente, al menos en dos sentidos: por una parte, a través de la
consolidación de la corte como tribunal de constitucionalidad; por
la otra, a través de la creación de un sistema de gestión judicial externo
al poder judicial, con capacidad para controlar la carrera judicial. Una
lectura contextual de estos fines permite observar que con estas medi-
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das se resolvían varios de los problemas que desde el punto de vista del
propio Estado podrían haberse formulado: la jubilación anticipada de
los ministros de la corte en 1995 y la instauración de un órgano de vi­
gilancia externa de jueces y magistrados podrían leerse como un men­
saje claro del Estado mexicano contra la corrupción en el poder judicial; la
modificación de los mecanismos de nombramiento de los nuevos minis­
tros con participación determinante del Senado, así como en el nombra­
miento dejueces y magistrados, como facultad del propio Consejo, son un
paso muy importante en la limitación de injerencias que, en este sen­
tido, afectan la independencia externa e interna en la designación de
juzgadores; las tareas del consejo en materia de gestión de recursos
humanos, financieros y materiales, así como en la consolidación de
la carrera judicial, la formación de juzgadores y la creación de nue­
vos órganos, pueden leerse también como una respuesta potencial a
los problemas de eficiencia y de acceso a la justicia.

Sin embargo, prácticamente a 10 años de la reforma, el escenario que
se presenta es notoriamente otro. Para efectos de ensayar una evaluación
objetiva del desarrollo del poder judicial en los últimos años, puede to­
marse como base el diagnóstico elaborado por Fix-Fierro (2002), quien
identificó cinco indicadores a partir de los cuales realizó el análisis respec­
tivo. El cuadro resume los resultados de su estudio.

Como puede apreciarse en el cuadro, los resultados de la reforma
muestran un desarrollo desigual en las áreas evaluadas. Mientras que
en los planos de la independencia y la responsabilidad se muestran
avances más sólidos, las cuestiones relativas a la eficiencia organizacio­
nal y el acceso a la justicia dejan ver retrasos considerables. Por su par­
te, en lo que se refiere a la formación de recursos humanos, el panora­
ma muestra avances formales que contrastan sin embargo con los que
tendrían que haberse presentado desde un punto de vista sustancial en
esta misma materia.

De acuerdo con el autor del diagnóstico, estos datos muestran que
los cambios recientes en el poder judicial han sido menos el producto de
presiones externas que de otros factores derivados de la ausencia de una
política, de planeación sistemática realizada sobre la base de un análisis
empírico riguroso de la realidad judicial. A mayor abundamiento, esta
circunstancia se explica si se atiende a la prevalencia de otras circuns­
tancias que, no obstante la ausencia de base empírica, es posible siste­
matizar en dos grandes rubros convergentes con las áreas en las que
tendrían que observarse los efectos de la reforma: en lo referente a la
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DIAGNÓSTICO DE LA REFORMA JUDICIAL

Indicador Medidas

Independencia 1. Nuevos criterios para el nom­
bramiento de ministros
2. Establecimiento de la carrera
judicial formal
3. Concursos de oposición para
nombrar juzgadores
4. Aumento presupuestal

Responsabilidad 1. Establecimiento de la visitadu­
ría del CJF

2. Designación de visitadores por
concurso
3. Incorporación en la LOPJF de
criterios objetivos para la reali­
zación de las visitas
4. Incorporación en la LOPJF de
disposiciones explícitas y detalla­
das sobre medidas disciplinarias
5. Control financiero de la Audi­
toría Superior de la Federación
6. Sujeción del Poder Judicial a la
nueva Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública
Gubernamental
7. Apertura del Poder Judicial a
los medios de comunicación

Eficiencia 1. Crecimiento de los órganos ju­
risdiccionales
2. Creación de los Concejos de la
Judicatura
3. Desarrollo de sistemas auto­
matizados utilizados para medir
y vigilar el desempeño y la pro­
ductividad judicial
4. Esfuerzos realizados para agi­
lizar los asuntos en los órganos
jurisdiccionales

Análisis

Virtudes: Desalentar que el poder
judicial se convierta en un tram­
polín para otros puestos así como
el nombramiento político de
juzgadores redunda en mayor
independencia externa e interna
Problemas: El control presupues­
tal ejercido en sedes ejecutiva o
legislativa
Virtuaes: Las medidas generan
condiciones formales para la ren­
dición de cuentas dentro del po­
der judicial y están propiciando
mayor apertura y visibilidad
Problemas: Elevada sensibilidad
del Poder Judicial para la rendi­
ción de cuentas frente a órganos
externos y problemas de comu­
nicación con los medios y el pú­
blico en general

Virtudes: Las cargas de trabajo
no han aumentado
Los consejos han descargado de
tareas de administración a los
órganos jurisdiccionales
Problemas: La estrategia de creci­
miento apenas ha funcionado
para mantener el estado de cosas
de hace 30 años. Los consejos de
la judicatura tienen facultades
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(Continuación)

Indicador

Acceso

Recursos
Humanos

Medidas

5. Introducción de medios alter­
nativos de resolución de conflictos

1. Desempeño de la Defensoría
Pública

1. Formación de los ministros pa­
ra el control de constitucionalidad
2. Carencia de una teoría consti­
tucional
3. Formación de jueces y magis­
trados

Análisis

limitadas respecto de institucio­
nes homólogas en otros países.
La relación entre los consejos,
los tribunales superiores de jus­
ticia y la corte han sido proble­
máticas
Persistencia de rezago
Virtudes: La defensoría pública
Federal ha triplicado la atención a
la demanda de asesoría jurídica
Problemas: Las acciones son insu­
ficientes y presentan problemas
relacionados con la desproporción
entre la carga de trabajo de los de­
fensores y el salario que reciben,
especialmente en los estados
Virtudes: Formación de juzgado­
res vía especialidades
Problemas: Ausencia de una teo­
ría constitucional en la corte

Fuente: Fix-Fierro (2002).

consolidación de una justicia constitucional, la persistencia de una tra­
dición formalista en el modo judicial de aproximarse al derecho y, en
términos de la racionalización del ámbito de administración del queha­
cer judicial, la de una práctica intuitiva allanada a cierto modo de con­
cebir la judicatura de la que se ha venido trazando, de forma más bien
accidentada, el perfil de poder judicial con el que se cuenta hoy día.

Así como se ha señalado la ausencia de una teoría constitucional
que oriente la labor de control de constitucionalidad de la corte, debe se­
ñalarse también la prevalencia de actitudes extremadamente formalis­
tas en magistrados y jueces de distrito cuya comprensión de los alcan­
ces de la actividad jurisdiccional, así como del derecho mismo, suele ser
aun muy limitada. De hecho, se trata de dos caras de un mismo pro-
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blema, una más visible por la trascendencia que los fallos de la corte tie­
ne en la sociedad en general y otra menos visible por constituirse en el
ámbito de la justicia cotidiana.

En cuanto a la primera cuestión, Cossío (2001) ha llamado la aten­
ción sobre el vacío de significado de la noción de tribunal constitucional
en el discurso reformador sobre el poder judicial desde finales de los
ochenta, dado que, en efecto, al ideal reformador no lo acompañó una
definición clara del sentido que esa función de tribunal de constitucio­
nalidad debería comportar en términos del quehacer jurisdiccional de la
corte. En palabras del propio autor:

La idea de tribunal constitucional se ha vuelto una especie de panacea
que desde ese año [19881 justifica cualquier cambio. Bien a bien no sa­
bemos si el tribunal constitucional debe llegar a ser de tipo europeo,
una generación autóctona o llegarse a parecer a la corte estaduniden­
se. Por el contrario, en apariencia solo se trata de utilizar una muleti­
lla que hace parecer progresivo todo cambio y, por ende, conferirle una
amplia legitimidad (Cosía, 2001: 108-109).

Más allá, señala el modo en que los argumentos utilizados en las
iniciativas de reforma en torno a la necesidad de consolidar la corte como
un tribunal constitucional atienden más bien a la necesidad de resolver
los problemas de rezago en la propia corte, facultándola para el reenvío
de casos a los Tribunales de circuito.

Por otra parte, este argumento encuentra sentido si se atiende a que
los órganos que han tenido un crecimiento más notorio dentro de la or­
ganización judicial han sido precisamente los colegiados de circuito
(Báez, 2002). Si, de acuerdo con la distribución de competencias en el
PJF se tiene en cuenta que estos órganos resuelven amparos directos
--entre los cuales se encuentran predominantemente resoluciones finales
provenientes de autoridades jurisdiccionales locales-, puede suponerse que
en efecto las reformas judiciales recientes han estado dirigidas, más que a
la consolidación de la corte como un tribunal constitucional, a generar
condiciones para descargarla de los problemas que para la jurisdicción fe­
deral' supone el llamado amparo de casación. Como afirma Báez es noto­
rio que haya sido el aumento de tribunales colegiados el recurso para en­
frentar este problema y no otras medidas posibles tendientes a fortalecer
la justicia local y con ello reforzar la existencia de una efectiva jurisdic­
ción doble.



Que, por otro lado, la corte no ha desarrollado una teoría constitu­
cional-es decir, en términos de Cossío, que no ha logrado darle un signi­
ficado a la Constitución- se hace evidente en que de sus resoluciones no
es posible establecer criterios que presenten la Constitución como un
referente normativo. La validez de sus decisiones no se ha derivado de
ningún ejercicio argumentativo distinto al modo en el cual se ha interpre­
tado tradicionalmente el derecho, de lo que se sigue que el grado de acep­
tación social de su quehacer no se deriva de la consistencia de sus decisio­
nes con respecto a un criterio sustancial en la Constitución, sino más bien
de la oportunidad con que se presentan o de la popularidad que produ­
cen. En dos análisis sobre sendas jurisprudencias de la corte, Romero
(2001) y Claggart (2003) ponen de manifiesto cómo la corte admitió res­
pectivamente como constitucionales la Ley Federalcontra el Crimen Orga­
nizado y la reincidencia en la individualización de la pena y en el otorga­
miento de beneficios de libertad, dos temas que la doctrina ha criticado
desde hace mucho tiempo precisamente con argumentos que atienden a la
protección de derechos fundamentales, más que a la vigencia de las leyes.
Por otro lado, decisiones como las relativas al anatocismo o a la reforma
indígena, ampliamente cuestionadas en diversos sectores sociales, contras­
tan con la bienvenida otorgada a las resoluciones sobre la reforma eléctri­
ca o el caso del aborto consentido. Estas contradicciones revelan que un
hecho que debe sin duda interpretarse como signo de apertura y democra­
tización del poder judicial -es decir, la participación más frecuente y rele­
vante de la SCJN en asuntos de interés nacional- no es por sí mismo ga­
rantía de una verdadera justicia constitucional.

En cuanto al segundo tema, diversos ejemplos muestran que los
juzgadores continúan apegados a una concepción en extremo formal
del derecho y de los alcances de la jurisdicción. Entre ellos puede citar-
se la prevalencia de al menos tres de las cinco causales de sobreseimien- ,
to denunciadas por el estudio elaborado por el CIDAC en 1993: 10. los
actos de la policía y del ministerio público siguen siendo considerados
como actos consumados de resolución irreparable; 20. demostrar el
"interés jurídico" o 30. el acto reclamado sigue constituyendo un pro­
blema que impide que la consumación de violaciones de derechos huma­
nos, consideradas inadmisibles en términos del amparo, sean efectiva­
mente reparadas. Si como ha documentado Cruz Parcero (2003) para el
caso de la definición jurisprudencial del concepto de interés jurídico, esta
situación deviene de una problematización teórica ausente de los oríge-
nes del concepto y de las consecuencias que una consideración forma-
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lista del mismo tiene respecto de las posibilidades de protección de dere­
chos fundamentales, puede afirmarse que situaciones similares pueden
explicar las otras causas de improcedencia del juicio de amparo, es de­
cir, el apego a la construcción que de estos conceptos ha determinado la
jurisprudencia y la ausencia de una conciencia crítica de la judicatura
en favor de una protección efectiva de los derechos.

De lo anteriormente anotado puede sostenerse que una de las heren­
cias que colisiona con el ideal de cambio de la judicatura federal la consti­
tuye precisamente la persistencia de una aproximación formalista al dere­
cho que se expresa tanto en los fallos de la corte como en las resoluciones
cotidianas de juzgados y tribunales, lo que se traduce en una protección
limitada de los derechos de los gobernados. Cabe aclarar que en los últi­
mos años esta visión formalista ha sido cuestionada y que existen indicios
de conformidad con un cambio que aproxime la noción que de la ley se
tiene hoy en día hacia una determinada idea de la justicia; pero ello en sí
mismo no es indicador de avance en elcamino de conferir un carácter nor­
mativo a la Constitución orientado a la protección de derechos -en el sen­
tido en que ha sido planteado, salvadas las diferencias, por Alexy (1993),
Ferrajoli (2001) o Zagrebelsky (1995)- sino que, más allá, implica el ries­
go de retorno a una concepción iusnaturalista del derecho que identifica la
ley con la moral o con determinados valores metajurídicos que se alejan
del ideal del Estado liberal perseguido por las recientes reformas al poder
judicial.

Esta circunstancia muestra que la reforma no sólo no ha produci­
do un efecto contundente en la consolidación de una auténtica justicia
constitucional, ni en el modo de hacer de los juzgadores mexicanos,
sino que, en todo caso, más bien ha puesto las bases para que se pro­
duzcan cambios en sentido adverso al ideal liberal que la animó, cuyas
consecuencias no han sido suficientemente ponderadas.

Otro escenario en el que tendrían que haberse observado cambios
importantes derivados de las reformas recientes es el de la creación del
eJE Si bien no hay duda en torno a que ésta era la solución más ade­
.cuada para afrontar la necesidad de crear un sistema eficiente de admi­
nistración del poder judicial, la característica más notoria del funciona­
miento del consejo a lo largo de los 10 años posteriores a la reforma ha
sido la ausencia de una política judicial contraintuitiva destinada a lo­
grar los fines para los que este órgano fue creado.

Uno de los puntos decisivos en que esta situación se aprecia con
más claridad es el relativo a la tarea de consolidación de la carrera judi-
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cial. En términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
(LOPJF) de 1995, la política de acceso y promoción de los funcionarios
de la judicatura federal terminó en efecto con las viejas prácticas del
modelo tutorial prevaleciente hasta antes de 1994; pero ello no ha es­
tado exento de situaciones problemáticas que a la fecha dan cuenta de
un modelo de reclutamiento, selección y formación sui generis.

Si se aprecia el modo en el cual funcionan estos procesos dentro de
los niveles altos de la judicatura federal, habría que afirmar que el mo­
delo prevaleciente es uno en el que carrera y formación judicial están
estrechamente vinculadas. Visto en términos generales, este modelo su­
pone un reclutamiento que permite la discriminación de los mejores as­
pirantes. Los seleccionados tienen que aprobar un curso de formación
inicial para el puesto al que aspiran y, una vez superada esta etapa, pre­
sentar una oposición al término de la cual, en caso de resultar vence­
dores, son designados por el pleno del consejo para el puesto por el que
concursaron (Báez, 2002). Sin embargo, el diseño del procedimiento
presenta algunos problemas que conviene mostrar. '

La primera cuestión que salta a la vista es la ausencia de planeación
en el crecimiento de jueces y magistrados de la judicatura federal. La de­
manda de juzgadores la ha planteado hasta ahora el crecimiento de los
órganos jurisdiccionales, pero, como se ha comentado, dicho crecimien­
to tampoco parece haber sido planificado adecuadamente. Ello ha deri­
vado en la necesidad de abrir concursos de oposición de modo muy
contingente con las implicaciones que ello tiene en términos de la capa­
cidad para organizar de modo sistemático los cursos de formación ini­
cial, los cuales dependen, por lo tanto, de la decisión de abrir o no una
nueva convocatoria. Dado que la prioridad la marca la necesidad de cu­
brir las vacantes originadas por la creación de órganos nuevos, se han
dado casos en los cuales la designación se da por un concurso de méri­
tos simple, es decir, sin necesidad de que los aspirantes realicen curso al­
guno de formación; otro efecto observado como consecuencia de esta
situación es que, al menos en una ocasión, la premura para designar
jueces de distrito produjo la necesidad de seleccionarlos de entre quie­
nes, a dos meses de iniciado el curso de formación respectivo, tenían los
mejores promedios en el momento de la designación; ello marca una
generación de jueces de distrito que no concluyó con su formación.
Una tercera situación que llama la atención es que, no obstante que la
relación entre vacantes y vencedores ha mostrado un dominio de las
primeras sobre los segundos, la última generación de jueces de distrito
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mostró una tendencia contraria. De los 39 jueces que fueron declara­
dos vencedores, sólo seis fueron adscritos a un juzgado de distrito y el
resto fueron nombrados "jueces itinerantes" y destinados a cumplir la
función de abatir el rezago existente en diversos juzgados de distrito en
tanto se generan nuevas vacantes; la fecha de aprobación del acuerdo
general 3512003 -el que crea estos juzgados itinerantes- es el 18 de ju­
nio de 2003, apenas unas semanas antes de que concluyera formal­
mente el concurso, lo que hace pensar que, independientemente de que
la medida haya sido o no atinada, definitivamente no fue planificada
(cfr. los números 25 y 26 de Compromiso, órgano informativo del PJF.

La cuarta consecuencia observable en este punto radica en que el ritmo
de la formación lo decide la necesidad de cumplir los plazos establecidos
para la designación. Como la generación de nuevos puestos no es esta­
ble, la necesidad de cubrirlos no permite esperar más de siete u ocho
meses, desde la emisión de la convocatoria hasta la designación de los
nuevos funcionarios. Ello implica que los cursos de formación deben
comprimirse notoriamente; a la fecha, los cursos para formar jueces
tienen una duración de seis meses, mientras que el curso para formar
magistrados de circuito -que por primera vez tendrá lugar en la moda­
lidad escolarizada- ha sido reducido a cuatro meses. Teniendo en cuen­
ta que estos cursos han sido concebidos como cursos de posgrado en la
modalidad de especialidades, es necesario cubrir un número determina­
do de horas que es independiente de la duración de los cursos en el tiem­
po, de lo que se sigue la necesidad de diseñar horarios que representen
una carga de trabajo pesada y antipedagógica. En resumen, esta si­
tuación demuestra que no obstante la vinculación entre carrera y for­
mación no es la deseable; esta última queda supeditada a criterios de
oportunidad, más que a otros criterios que permitieran consolidar un
modelo real de formación en la lógica de un determinado perfil de ju­
dicatura y de juzgador.

A mayor abundamiento, idealmente la evaluación final para acre­
ditar la aptitud para desempeñar un puesto dentro de la judicatura fe­
deral tendría que demostrar que la formación recibida fue efectivamen­
te asimilada, a partir de los conocimientos y la práctica adquiridos en
el curso. No obstante, una parte sustancial de la evaluación final se de­
cide en una entrevista de aproximadamente 30 minutos de duración en
la que el sustentante debe exponer frente a un sínodo conformado por
un consejero quien lo preside, un magistrado o juez ratificado y un
miembro del comité académico del Instituto de la Judicatura Federal
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(UF), uno de entre medio centenar de tópicos incluidos en un temario
que se da a conocer a los aspirantes con varias semanas de anticipación.
La exposición frente al sínodo y la calificación de esta entrevista oral,
promediada con la de un examen práctico que se realiza días antes
constituyen el puntaje final del aspirante; sólo si dicho puntaje supera
80 por ciento, el aspirante es declarado vencedor, de ahí que la entrevis­
ta ocupe una parte muy importante del interés de los aspirantes a lo
largo de todo el proceso. Esta situación produce, sin embargo, diversos
problemas: el primero y más notorio radica en que el aspirante, ya con­
vertido en el alumno del UF, pone más atención en desarrollar el tema­
rio -pues los alumnos poseen una intuición sobre los temas aun cuan­
do se les dan a conocer hacia el final del curso- que en el curso, pues en
los hechos, una buena exposición del tema vale más que un curso bien
acreditado; de hecho, hasta antes de la cuarta generación de alumnos de
la especialidad destinada a formar jueces de distrito, por el diseño de la
convocatoria, acreditar la especialidad no era, en rigor, necesario. El si­
guiente problema radica en el sínodo, cuya perspectiva sobre la exposi­
ción no necesariamente concuerda con los contenidos que en torno a los
temas a desarrollar haya producido la formación, en términos genera­
les puede decirse que el éxito o fracaso en la entrevista depende en gran
medida de que el criterio del aspirante concuerde con el del sínodo,
o peor aún, con el del sinodal que lo preside; en consecuencia, el éxito o
fracaso en el concurso depende en gran medida del resultado de la en­
trevista. Aun cuando esta situación fue corregida por la convocatoria al
último concurso de oposición para jueces de distrito -el que dio lugar a
la cuarta generación- al vincular el promedio final de la especialidad al
conjunto de calificaciones que deben promediarse con el examen prác­
tico y la entrevista -con lo que se reconoció el valor de la especialidad-,
esta es una medida circunstancial, producto de esta convocatoria espe­
cífica, y no representa por tanto una política pública del consejo en
sentido estricto. De lo anterior se plantea, nuevamente, el carácter
instrumental de la formación, pues no obstante los cursos el diseño
de la etapa final del concurso privilegia una entrevista en la que los
contenidos de la formación no están relacionados, de lo que se sigue
que la formación podría obviarse y el proceso, en teoría, no sería al­
terado.

Otro aspecto en el que se observan defectos de planeación tiene que
ver con la posibilidad de generar condiciones para nutrir la carrera ju­
dicial con personas que provengan del exterior de la organización judi-
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cial. Entre los efectos esperados de un modelo de selección basado en
concursos profesionales objetivos y no en la designación directa de fun­
cionarios está la disminución de la endogamia. Si bien es cierto que un
grado de cohesión entre los miembros de una organización es deseable,
también lo es que la posibilidad de beneficiarse con el ingreso de miem­
bros que provengan de fuera de la organización repercute en modifica­
ciones sustanciales al know how de la institución y a la innovación y
crítica dentro del organismo. Esta posibilidad se ofrece por la vía del in­
greso lateral, que puede darse por designación indirecta -como ocurre
hoy en el caso de los ministros de la Corte- o por la de los concursos
abiertos, que permiten que personas externas al poder judicial opten
por una plaza de juzgador. Sin duda, otros miembros de la profesión
jurídica pueden enriquecer el trabajo judicial en la medida en que la ex­
periencia que han tenido como miembros de las judicaturas locales, como
académicos e incluso como litigantes, los capacita para aportar un
punto de vista crítico e innovador a la función judicial. Sin embargo,
no obstante que se ha ensayado esta modalidad en varias ocasiones,
es notorio que en el proceso de selección, el número de aspirantes exter­
nos al poder judicial es, con mucho, significativamente menor que el de
quienes pertenecen ya al organismo (Báez, 2003). A primera vista po­
dría pensarse que ello demuestra que las personas de dentro están me­
jor capacitadas que las de fuera, pero en realidad puede deberse más
bien a problemas en el diseño de las convocatorias -por que se mezcla
en el mismo concurso aspirantes internos y externos- o bien en el de
los exámenes de ingreso, donde puede estarse midiendo una experiencia
que sólo tienen los que ya son o han sido miembros del PJF, especialmen­
te en materia de amparo y desde el punto de vista de la jurispruden­
cia. De ser así, no obstante el acceso a los concursos libres garantiza
un reclutamiento en condiciones de igualdad para todos los aspirantes,
no garantiza una selección que permita medir diferenciadamente las
capacidades de los distintos tipos de profesionales que podrían intere­
sarse en ejercer la función judicial, máxime si, de acuerdo con el mo­
delo, el perfil que constituye esta última es el que adquirirían durante
la formación inicial.

Aun cuando no es posible rastrear con el detalle necesario para ela­
borar más hipótesis ni el funcionamiento de otras tareas del CJF ni el
impacto que ha tenido la labor jurisdiccional desde la perspectiva de
una justicia más eficiente -sobre este punto puede agregarse que existe
evidencia de que un problema importante en este sentido se ha presen-
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tado en el tema de la ejecución de las sentencias (cfr. Sarre y López
Ugalde, 2002; Bergman y Kossick, 2003)- los argumentos esgrimidos
dan cuenta suficiente de la carencia de una política sostenida en un aná­
lisis objetivo de la dirección que deberá tomar la judicatura federal en el
futuro. La conclusión que arroja este análisis es que no obstante que
el poder judicial ha desempeñado un papel instrumental en el proceso
de transición en México, dentro de la propia organización judicial esa
transición no ha ocurrido. La reforma judicial está aún por construir­
se porque no parece posible afirmar que haya avances significativos ni
en el fondo de la labor jurisdiccional ni en lo relativo a la administra­
ción de su organización. Más aún, si bien es cierto que la transición en
los poderes judiciales locales también es desigual y poco desarrollada
en lo relativo a la consolidación de un modelo profesional de carreraju­
dicial, hay evidencia del interés que organismos de financiamiento in­
ternacional tienen en el desarrollo de las judicaturas locales y del buen
grado con que los tribunales superiores de justicia de los estados atien­
den a estos apoyos; haciendo futurismo y en un escenario paradójico,
eventualmente y dado el interés de los impulsores del desarrollo judicial
en los estados cabría suponer que en el futuro las judicaturas locales
podrían tener un grado mayor de desarrollo que la federal.

Quizás aún es pronto para elaborar un diagnóstico determinante y
la ausencia de investigación empírica un obstáculo para darlo por cier­
to. No hay duda de que en este proceso hay esfuerzos de la mayor im­
portancia y visiones muy destacadas de un gran número de miembros
de las judicaturas federal y de los estados, pero el reto es armonizar esos
esfuerzos y dar dirección a esas visiones para hacer de la política judi­
cial un proyecto racional, menos orientado por la contingencia y más
por las necesidades de generar un poder judicial sólido, capaz de respon­
der, de frente al gobernado, a los retos que ya hoy le plantea un mun­
do globalizado.
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Enrique Cabrero Mendoza*

La reconstrucción del pacto federal:
&múltiples gobiernos o un gobierno multinivel?

INTRODUCCIÓN

TODOS LOS sistemas federales se construyen y reconstruyen a través del
tiempo. Por ello, en un número importante de países federalistas las re­
laciones intergubernamentales se han transformado en las últimas dé­
cadas. Dicho cambio casi siempre ha sido en un sentido descentraliza­
dor, es decir, buscando nuevos equilibrios entre niveles de gobierno y
dando mayores espacios de acción y autonomía a los niveles locales. Esto
en parte se da así debido a las necesidades que impone la nueva econo­
mía mundial, la cual requiere gobiernos locales más emprendedores y
ágiles en la promoción del desarrollo. Y en parte también se debe a que
al parecer es en el espacio local en el que se construyen las nuevas prác­
ticas democráticas que la acción pública contemporánea requiere.

En los sistemas federales de América Latina los cambios han tenido
un impacto incluso de mayor magnitud que los observados en países
con un mayor nivel de desarrollo, los cuales ya presentaban cierto
equilibrio entre niveles de gobierno desde hace varias décadas. En la ma­
yor parte de los países latinoamericanos casi la totalidad de la agenda
de políticas públicas había estado concentrada exclusivamente en ma­
nos del nivel federal de gobierno. La eficacia de varias décadas de este
enfoque no fue la esperada, los rezagos en los niveles de bienestar so­
cial y en el desarrollo siguieron acumulándose. Así, los programas de
ajuste económico hicieron entonces acto de aparición en toda la región. 1

• Profesor e investigador en el eIDE

'Cabe mencionar -corno recuerda Kliksberg (2002)- que pese a los cambios estructurales ya un
mayor peso del gasto social en relación con el producto interno bruto (PIB), en la mayor parte de los paí­
ses latinoamericanos la situación de bienestar social se sigue degradando: la pobreza ha pasado de 41 por
ciento de la población en 1980, a 44 por ciento de una población mayor en 2000. Por otra parte, la dis­
tribución del ingreso se ha hecho más desigual, el 10 por ciento más rico de la población de la región tie­
ne un ingreso que es 84 veces el del 10 por ciento más pobre.
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A partir de ello una parte de la agenda de políticas públicas se des­
centraliza, tanto a otros niveles de gobierno como directamente a la
sociedad. Se abandona la visión totalizadora del Estado interventor
buscando así transitar a una visión de intervención más bien selec­
tiva.

En este escenario México, al igual que muchos otros países fede­
rales, desde hace más de una década ha venido impulsando políticas
descentralizadoras en su agenda de gobierno, buscando así nuevos
equilibrios intergubernamentales. Sin embargo México había sido
uno de los países en los que más débiles impactos habían tenido este
tipo de iniciativas. De 1983 a 1993 las políticas descentralizadoras
impulsadas no lograron los avances prometidos. Sólo recientemente,
tanto a partir del periodo de Ernesto Zedilla (1994-2000), como en
el de Vicente Fax (a partir de 2000), se observa un avance más decidi­
do en la descentralización. Es claro que el contexto de modernización
política y de apertura democrática, y derivado de ello la aparición de
alternancias políticas tanto en el nivel federal como en gobiernos sub­
nacionales, transforma poco a poco el escenario de las relaciones inter­
gubernamentales. En la actualidad los gobiernos estatales pueden in­
cidir, al menos modestamente, en la política educativa, en la política
de salud, en los programas de vivienda, así como en los de infraes­
tructura social y de lucha contra la pobreza. Por su parte, los go­
biernos municipales tienen mayores recursos para ejercer y más am­
plios espacios de autonomía en la definición de proyectos urbanos y
de desarrollo local. Además, existen nuevas disposiciones constitu­
cionales que permiten a estados y municipios entablar "controver­
sias constitucionales" contra cualquier otro nivel de gobierno en el
caso de que vean afectados sus intereses o se den intromisiones de
otros órdenes de gobierno. También debe mencionarse el hecho de que
el México de hoyes un país en el que los gobernadores y los alcal­
des se asocian buscando ser un contrapeso más efectivo al gobierno
central.

Es indudable, pues, que las cosas han cambiado. Sin embargo, en
cierta forma el vínculo fundamental de la dependencia de los gobier­
nos subnacionales frente al nivel federal, es decir, la centralización
fiscal, sigue presente. El sistema federal fiscal mexicano sigue siendo
uno de los más centralizados de América Latina, es evidente que ha
habido avances, pero la dependencia en materia fiscal sigue siendo
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muy fuerte y en ciertos casos incluso asfixiante? No debe olvidarse que el
centralismo en un país como México está instalado en las raíces mismas
del sistema social, en el imaginario colectivo que da vida a esta nación.

Se trata entonces en materia de descentralización de claroscuros, de
matices, de avances muy significativos y de persistencias casi inexplicables.
Además, se trata de un proceso a diferentes velocidadesy de geometría va­
riable; en algunas regiones se puede observar un México muy cambiado,
con espacios importantes de descentralización, con un impulso regional y
local que marca el ritmo y las formas; sin embargo, en otras regiones ve­
mos elviejo México casi intacto, centralista y premoderno. Esdecir, se trata
de la cohabitación simultánea de la tradición y del cambio.

En este trabajo se propone un análisis de los cambios más significativos
en la dinámica de las relaciones intergubernamentales en México, tanto de
aquéllos impulsados desde el gobierno central como de aquéllos impulsa­
dos desde los espacios locales. En un primer momento se describen breve­
mente las políticas descentralizadoras generadas en el nivel central de
gobierno. En un segundo momento se estudia el papel de los gobiernos lo­
cales, particularmente del nivel municipal, los cuales cada día expanden
más su agenda de políticas de bienestar y asumen responsabilidades que
otros niveles de gobierno no han atenido o simplemente han abandonado
en el escenario de repliegue estatal. Por último se presenta un mapa de las
relacionesintergubernamentales en elpaís Yse mencionan los retos que pa­
recen dibujarse para el futuro inmediato. El dilema para el caso mexicano
es si la ineficaciadel centralismo que se va dejando atrás dará lugar a rela­
ciones intergubernamentales más eficaces y equilibradas o más bien disper­
sas y poco cooperativas.

LA DESCENTRALIZACIÓN "DE ARRIBA HACIA ABAJO"

&MUCHO RUIDO y POCAS NUECES'?

La revolución mexicana en la década de 1910, si bien permitió termi­
nar con una dictadura de 30 años, generó un proceso de dispersión de

2EI'caso de México (4 por ciento del gasto público ejercidopor el nivel municipal) dista mucho del caso
de países industrializados en los que, por ejemplo, el nivel local de gobierno llega a tener una participación
en el gasto público de 19 por ciento (Francia). 24 por ciento (Estados Unidos) o incluso de 54 por ciento (Di­
namarca). También difiere de países similares en su nivel de desarrollo: 10 por ciento (Brasil). 12 por ciento
(Chile)o 17 por ciento (Colombia). Por lo que se refiere al nivel estatal, si bien las distancias son menores, si­
guen siendo significativas: 23 por ciento (México). 41 por ciento (Canadá), 46 por ciento (Argentina) y 26
por ciento (Brasil). Los datos de esta nota corresponden a 1995, véanse Cabrero (1996) y Castells (1999).
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grupos dentro del territorio nacional dificultando el control y consoli­
dación de un nuevo modelo que sustituyera al anterior. Se necesitaron
varias décadas para construir un Estado-nación relativamente estable;
sin embargo, esto se logró gracias a una alta concentración del poder
en el centro del país, a la represión de iniciativas regionalistas y a la per­
secución de líderes y caudillos locales. Es decir, para finalizar con el epi­
sodio violento de la revolución se instauró un régimen centralista de
Jacto, aunque disfrazado de federalismo con plena subordinación de go­
biernos subnacionales.

Los primeros gobiernos posteriores a la revolución no se preocupa­
ron por el excesivo centralismo, más bien lo fortalecieron con la idea de
consolidar un Estado nacional. Posteriormente, en el periodo de Lázaro
Cárdenas (1934-1940) se realizaron los primeros planes regionales de
desarrollo en el norte del país, aunque diseñados y operados desde el
centro. Más adelante, durante toda la época del llamado "desarrollo es­
tabilizador" (1958-1970) no existió iniciativa alguna en materia de
descentralización.

A partir del periodo 1970-1976 surgen algunas iniciativas descen­
tralizadoras o, al menos, de esfuerzos en materia de planeación regional.
Posteriormente, en el periodo 1976-1982 se impulsó el desarrollo de
puertos industriales, además surgieron una serie de planes sectoriales y
un plan global como marco de referencia para el desarrollo de las regio­
nes del país. Se usaron los créditos diferenciales y los subsidios como
medidas para favorecer la ubicación de actividades económicas fuera de
los centros industriales más grandes. Todos estos esfuerzos se caracte­
rizaron por su verticalidad y fuerza de imposición desde el centro hacia
las regiones.

En el periodo de Miguel de la Madrid (1982-1988) surge el primer
esfuerzo real por la descentralización de la vida nacional! Se planteó en
el plan nacional de ese momento la necesidad de redistribuir competen­
cias entre las tres instancias de gobierno; además se intentó promover
el desarrollo estatal y municipal mediante la creación de un sistema na­
cional de planeación democrática. Para ello se crearon los comités de
planeación y desarrollo tanto estatales como municipales, los cuales se­
rían instancias de deliberación y consenso entre el gobierno federal y los
gobiernos subnacionales. Cabe destacar también la importancia del
tema del fortalecimiento municipal; en función de ello se reformó el ar­
tículo 115 de la Constitución para ampliar la facultad reglamentaria de
gobiernos municipales, establecer obligaciones en materia de servicios
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municipales y asignar a este nivel de gobierno el impuesto predial con
el fin de fortalecer las finanzas de gobiernos locales.

Pese a que esta iniciativa había sido hasta el momento la más am­
plia y desarrollada en materia de descentralización, los alcances y efec­
tos no fueron los esperados. Al parecer el contexto político poco diver­
so debido al escenario de "partido hegemónico" en el poder debilitó
estas iniciativas. Los comités de planeación, por ejemplo, se convirtie­
ron en foros de protocolo donde los poderes ejecutivos estatales y los
funcionarios federales imponían la lógica, los ritmos y la orientación
del proceso; por otra parte los municipios fueron muy frecuentemente
incapaces para asumir el cobro de nuevos impuestos, por lo que por
muchos años el gobierno estatal siguió manejando estos impuestos a
nombre del municipio." Las iniciativas de este periodo se limitaron
a "descentralizar por decreto" y no fueron acompañadas por un pro­
grama de apoyos paralelos que hubiese permitido realmente avanzar en
el fortalecimiento de gobiernos estatales y municipales en la hechura de
la política social. Así, las relaciones intergubernamentales mantuvieron
una lógica de subordinación de abajo hacia arriba casi inalterada.

En el periodo de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994), la descen­
tralización como iniciativa gubernamental prácticamente desapareció
como tema específico de la agenda de gobierno; si acaso una excepción
fue la política educativa, en la que se echa a andar un proceso que real­
mente se desarrolló en toda su intensidad en el siguiente periodo de
gobierno. Otra excepción la constituyó el Programa Nacional de Solida­
ridad (Pronasol) que se orientaba a la lucha contra la pobreza y consi­
deraba algunas acciones dirigidas al desarrollo regional con una su­
puesta intención descentralizadora.

La variante fundamental del Pronasol en materia de descentraliza­
ción es que fue organizado como una estructura paralela a gobiernos
subnacionales, dejándolos virtualmente de lado en la toma de decisio­
nes y en el manejo de los recursos. Lo paradójico de este programa es
que ganaba eficacia como programa que intentaba llegar a las comuni­
dades en la medida en que rompía la ya de por sí débil institucionalidad
de los gobiernos locales, es decir, avanzaba destruyendo lo poco avan­
zado 'en esfuerzos anteriores por equilibrar las relaciones interguberna­
mentales; fue una intención de "descentralización centralizada"." Este

'Para mayor detalle sobre los límites de esta experiencia descentralizadora, véase Cabrero, 1998.
'Cabrero, 1998.
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programa finalmente generó un cúmulo de críticas debido a su orienta­
ción fundamentalmente electoral; se menciona incluso que se trató de un
programa neopopulista para sostener medidas neoliberales.'

Indudablemente las primeras iniciativas hasta aquí mencionadas
tuvieron un impacto muy poco significativo; el elemento que explica
esto es claramente el contexto político. Las condiciones políticas que
prevalecían en los ochenta eran todavía las de un sistema de partido
hegemónico. En dicho escenario la lógica de subordinación al poder
ejecutivo federal por parte de gobernadores y alcaldes -con el objeto de
lograr ascensos en sus carreras políticas- era el elemento clave de las
reglas del juego. Se trataba de gobernantes elegidos como candidatos
en el interior del partido por la voluntad del presidente o de los gober­
nadores, lo cual generaba obviamente un mecanismo de lealtades para
con éstos y muy alejado de un esquema de rendición de cuentas a la ciu­
dadanía.

A partir de la década de los noventa -en el escenario de transición
democrática- es evidente que eljuego cambia poco a poco. Se trata de go­
bernadores o alcaldes de oposición que llegan al gobierno por la volun­
tad ciudadana, que nada deben (o muy poco) al poder ejecutivo federal o
al gobernador en turno. Aun en el caso de gobernadores y alcaldes del
Partido Revolucionario Institucional (PRI) el esquema de incentivos cam­
bió; se trata de gobernantes que llegan a ocupar esa posición a través de
contiendas competidas y abiertas a la ciudadanía; sus lealtades con go­
bernantes del nivel superior, si bien existen, deben ser ponderadas por la
rendición de cuentas a los votantes. Es evidente que este cambio en las
condiciones políticas del sistema ha favorecido que las iniciativas des­
centralizadoras más recientes hayan tenido un mayor alcance y que las
relaciones intergubernamentales evolucionen.

A partir de 1994, desde el inicio del periodo de Ernesto Zedillo, se
planteó la iniciativa de un "federalismo renovado" el cual en principio
reconocía los espacios de autonomía y el respeto a las competencias de
cada orden de gobierno. Se hablaba incluso de la necesidad de una pro­
funda redistribución de la autoridad, las responsabilidades y los recur­
sos. Se intentaba asumir, finalmente, un federalismo deJacto y no sólo
de jure tomo había sido el caso mexicano. Se reconocía incluso que era
necesario terminar con las facultades metaconstitucionales que el pre­
sidente y el nivel federal de gobierno se atribuían sistemáticamente.

'Dos estudios documentan los sesgos del Pronasol: Dresser, 1991, y Molinar y Weldom, 1994.
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En este escenario se generaron iniciativas de redistribución de fun­
ciones entre los diversos órdenes de gobierno, particularmente en los
sectores de la educación, la salud, el desarrollo social y la lucha contra
la pobreza. También se reformó el artículo 104 de la Constitución para
permitir a cualquier nivel de gobierno establecer controversias con
otros niveles de gobierno para exigir la no intromisión o el respeto de
sus derechos constitucionales. Además se incrementaron, aunque muy
marginalmente, los recursos fiscales a estados y municipios. Cabe se­
ñalar también en materia de reformas políticas que en este periodo se
consumó la autonomía total del Instituto FederalElectoral (IFE) del que el
presidente y los consejeros son nombrados por la Cámara de Diputados,
asimismo, se traspasa toda inconformidad o conflicto electoral al ámbito
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), y se elige por prime­
ra vez al gobernador de la ciudad de México, el cual, por cierto, venía de
un partido de oposición. Indudablemente este conjunto de reformas for­
talecían la vida democrática del país y creaban un ambiente propicio a la
recomposición de las relaciones intergubernamentales.

Cabe mencionar que los avances en la descentralización no se die­
ron como una estrategia única sino que cada sector de política adop­
tó un ritmo diferente y una estrategia particular. Claros contrastes
podemos encontrar entre el sector educativo, el de la salud y el de los
programas sociales de desarrollo regional y lucha contra la pobreza,
sectores en que la descentralización avanzó más significativamente en
la década de los noventa.

La "federalización educativa", como fue llamada la política de des­
centralización de la educación básica, ha sido uno de los procesos más
complejos de la descentralización debido a la presencia del Sindicato
Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE), el cual se oponía al
proceso. Sin embargo, en 1992 se logró un acuerdo con dicho sindica­
to y se inició el proceso que rompía con una tradición centralista ini­
ciada desde el periodo pos revolucionario. A partir de ese escenario las
funciones reguladoras, normativas y de asignación de recursos finan­
cieros para el sistema de la educación básica nacional permanecen en
manos del gobierno federal, mientras que las operativas y administra­
tivas' fueron transferidas a los gobiernos estatales, mientras que a los
gobiernos municipales les fue asignada la responsabilidad de mantener
en buen estado las instalaciones educativas.

La descentralización educativa se llevó a cabo a partir de una "estra­
tegia radical"; el decreto para llevarla a cabo se estableció en un solo día
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y en la práctica lo más importante del proceso se implantó en un mes.
En el transcurso de tan sólo algunas semanas se transfirieron a los go­
biernos estatales recursos que prácticamente duplicaron de un día para
otro el tamaño de las haciendas estatales; además, el total del personal
gubernamental en los estados se llegó a multiplicar por cuatro en algu­
nos casos. Esta estrategia radical, si bien se entiende por la complejidad
política del sector educativo -es decir, se trataba de aprovechar una
"ventana de oportunidad política" para la descentralización- generó un
congestionamiento en las administraciones de los gobiernos estatales
debilitando en su momento aún más sus capacidades institucionales,
administrativas e incluso de gobernabilidad, como se ha destacado en
diversos estudios realizados. 6

La manera sorpresiva y rápida de la descentralización educativa im­
presiona. En unos cuantos días se rompió con una tradición centralis­
ta de más de 70 años; sin embargo, es indudable que esto no fue lo me­
jor para gobiernos estatales que vivieron un proceso caótico difícil de
asimilar y no exento de inestabilidad institucional y de conflictos polí­
ticos; cabe señalar, por ejemplo, que algunos gobiernos estatales se vie­
ron fuertemente amenazados en lo político por las secciones sindicales
locales de maestros. La descentralización en este sector se caracterizó
por la carencia de un proceso previo de "acondicionamiento" institucio­
nal y administrativo, es decir, no se llevaron a cabo diagnósticos de in­
fraestructura y capacidades operativas de los gobiernos estatales; ade­
más, dada la velocidad de la transferencia de recursos, los gobiernos
estatales no tuvieron tiempo de evaluar las condiciones en que se les
transfería el sistema educativo de la región. Elproceso fue decididocentral­
mente, no se consultó con gobiernos estatales, se trató de una "descen­
tralización impuesta" por el poder presidencial; los gobiernos estatales
fueron simples "receptores" de una política decidida centralmente que
en ese momento no era una demanda de las regiones.

Así, el proceso descentralizador en el sector educativo ha sido para­
dójico. Pese a la magnitud de las funciones y los recursos transferidos,
los gobiernos estatales ganaron espacios muy marginales de acción y
autonomía. Las negociaciones con el 5NTE, por ejemplo, son realizadas
por el gobierno federal y no se permite la injerencia de gobiernos esta­
tales, pese a que éstos son los que resienten las inconformidades de

'Un análisis detallado se presenta en Cabrero el el., 1997; véanse igualmente los trabajos de Santizo,
1997, Pardo,1999, Y Ward, Rodríguez y Cabrero, 1999.
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maestros y las presiones políticas del sindicato. Otro ejemplo es que los
recursos financieros transferidos están totalmente "etiquetados" dado
que se consumen casi en su totalidad (98-99 por ciento) en el pago de
sueldos de maestros transferidos.' Es decir, pese a que el acuerdo de trans­
ferencia otorga a los estados la responsabilidad de la calidad de los servi­
cios, no transfiere ningún recurso para el manejo del sistema salvo los
comprometidos como salarios. Por último, otro ejemplo es el hecho de
que los estados operan y administran el sistema, pero no pueden inter­
venir en la orientación del mismo ni en los contenidos educativos, salvo
algunos temas regionales que podrán añadirse previa autorización de la
Secretaría de Educación Pública (SEP). Se trata de un proceso descentra­
lizador de gran magnitud, pero más cercano a una simple descon­
centración administrativa. Las relaciones intergubernamentales en
este sector de política siguen entrampadas en la tradición de subor­
dinación y dependencia y además fuertemente condicionadas por el
sindicato.

El gobierno de Vicente Fax no ha llevado a cabo todavía modifica­
ciones sustanciales en este proceso; por el contrario, más bien ha sufri­
do las consecuencias del mismo, tal es el caso de algunos gobernadores
que solicitan y exigen al gobierno federal que vuelva a asumir la admi­
nistración y operación del sistema educativo ante la imposibilidad de
los gobiernos estatales de llevar a cabo exitosamente esta labor dada la
restricción de recursos y la fuerte dependencia del centro en materia de
negociación con el sindicato. Sin embargo, cabe destacar una iniciativa
importante del gobierno de Fax orientada a las "escuelas de calidad",
programa que transfiere recursos directamente a las escuelas a partir de
iniciativas de mejora en los sistemas de enseñanza, evaluación y forma­
ción de profesores. Es importante mencionar que este programa, si bien
ha sido diseñado una vez más desde el centro, tiene la característica de
que responde a iniciativas que provienen de las mismas escuelas y co­
munidades educativas. Todavía es difícil evaluar los resultados de este
programa dado que se encuentra en una fase inicial. 8

Es complicado establecer un balance de lo positivo o negativo de la
descentralización educativa. Son pocos los años transcurridos y no se
observan cambios importantes en los indicadores educativos, como los

'Esta tendencia se observa en diversos estados estudiados. Véanse Santizo, 1997, Ornelas, 1998 y
Pardo, 1999.

8Al respecto se han realizado algunos primeros estudios de este programa, véanse Bracho, 2003 y
Cabrero y Santizo, 2003.
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índices de analfabetismo, la cobertura educativa o la eficiencia terminal.
Por una parte es indudable que el proceso hasta ahora ha generado más
problemas que oportunidades a los gobiernos estatales. Las administra­
ciones estatales se han visto congestionadas en su operación, el marco
institucional se ha visto rebasado, los sistemas administrativos se han
hecho obsoletos dada la dimensión de las nuevas operaciones, los go­
biernos estatales se han debilitado políticamente. Sin embargo, por otra
parte es indudable que el proceso ha abierto espacios a la capacidad em­
prendedora e innovadora de los gobiernos estatales. En pequeños"espa­
cios de indefinición" que dejó el acuerdo de transferencia, algunos
gobiernos estatales han desarrollado proyectos propios. Dicho de otra
forma, los estrechos márgenes de avance en las relaciones interguber­
namentales no se deben a las políticas descentralizadoras desde el cen­
tro, sino a una "ocupación de espacios de política pública" por parte de
gobiernos subnacionales.

La experiencia de la descentralización educativa es, pues, ambigua: un
proceso radical que ha generado caos e ineficiencia, una descentralización
decidida, diseñada y controlada desde el centro, y, sin embargo, un proce­
so que genera modestamente oportunidades para la introducción de nue­
vas formas de conducción de la política educativa desde las regiones y las
localidades.

Por lo que se refiere a la experiencia de la descentralización del sec­
tor salud, las cosas han sido diferentes. La descentralización de la sa­
lud comenzó desde 1983 en el periodo de Miguel de la Madrid; en ese
entonces se comenzaron a descentralizar los servicios a poco menos de
la mitad de los estados del país. En el periodo de Carlos Salinas de Gor­
tari el proceso disminuyó su intensidad hasta prácticamente paralizar­
se. Posteriormente, en el periodo de Ernesto Zedilla -en el marco del
llamado "nuevo federalismo"-, que el proceso se retoma, esta vez con
una mayor intensidad. El acuerdo para la descentralización de los servi­
cios de salud se firmó en 1996 y se inició en algunos casos y culminó
en otros la transferencia de recursos humanos, materiales y presupues­
tales hacia los gobiernos estatales. Al igual que en el caso educativo, en
este sector el nivel federal queda a cargo de la facultad normativa y de
control 'y los estados quedan como responsables de la operación del sis­
terna."

"Un análisis detallado sobre este sector se presenta en: Cabrero et el., 1997, Cardozo, 1998 y Fla­
mand, 1997.
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Una de las virtudes más valiosas de la política descentralizadora en el
sector salud ha sido, sin lugar a dudas, el amplio espacio temporal en que
se ha llevado a cabo, puesto que el proceso comenzó hace dos décadas (en
1983). Los tiempos de la descentralización en este sector permitieron ne­
gociaciones y ajustes permanentes entre el ministerio federal de salud y
los gobiernos estatales. Se trata, al contrario del caso en educación, de
una "estrategia incremental", la cual permitió la maduración y acondi­
cionamiento de las estructuras administrativas estatales, así como la pro­
fesionalización de los funcionarios que se harían cargo de las nuevas res­
ponsabilidades. Además, cabe mencionar que la descentralización en el
sector salud, a diferencia del sector educativo, incorporó dos cualidades
muy importantes: por una parte, integró la realización previa de diag­
nósticos detallados de los sistemas estatales, lo cual facilitó enormemen­
te las transferencias; por otra parte, se ha contado con una instancia de
deliberación, negociación y seguimiento de la política descentralizadora
entre el nivel federal y los diversos gobiernos estatales: el Consejo Nacio­
nal de Salud, lo cual permitió realizar los ajustes necesarios oportuna­
mente y tomar en cuenta los ritmos, percepciones y preferencias de los
actores estatales, se trató, pues, de una "descentralización concertada".
Ciertamente el sector salud no se encuentra inmerso en un contexto polí­
tico tan complejo como el sector educativo; esto ha permitido llevar a cabo
una estrategia descentralizadora que efectivamente ha permitido una re­
configuración más consistente de las relaciones intergubernamentales.

El gobierno de Vicente Fax ha mantenido en este sector la misma es­
trategia, no ha habido novedades importantes todavía. Si acaso se men­
ciona que las acciones de promoción de municipios saludables continúa
con algunos ajustes al enfoque inicial. La idea es que los gobiernos mu­
nicipales se comprometan a adoptar diversas acciones recomendadas
por el gobierno federal y de esta manera puedan tener acceso a algunos
apoyos específicos.

Tampoco los beneficios de la descentralización en salud son todavía
visibles. De hecho será difícil profundizar el proceso si no se incremen­
tan los recursos transferidos, que si bien no están tan "etiquetados" al
pago de sueldos como en el sector educativo, son también insuficientes.
Es previsible que en este sector se gane en eficiencia y se amplíe la par­
ticipación social en los próximos años. Pese a enormes limitaciones se
trata de una de las políticas descentralizadoras más exitosas hasta el
momento en México, los gobiernos subnacionales se fortalecen y am­
plían poco a poco sus espacios de acción.
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Por último se puede hacer referencia a la descentralización en el sec­
tor de programas de lucha contra la pobreza y creación de infraestruc­
tura para el desarrollo social. A la llegada de Zedilla al poder, una de las
primeras acciones fue descentralizar los fondos de este tipo de progra­
mas a estados y municipios. El primer año de gobierno se descentrali­
zó 50 por ciento, el segundo 65 por ciento y el tercero prácticamente la
totalidad de los fondos. Posteriormente, una de las acciones más visi­
bles del Congreso (por primera vez en todo el periodo posrevoluciona­
rio, sin mayoría absoluta del PRI) fue la creación a partir de 1998 del
ramo 33, al que se transfirieron algunos de estos programas sociales y
el cual fue totalmente descentralizado a los gobiernos estatales y sobre
todo a los gobiernos municipales del país. lO

En la descentralización de estos programas, el nivel federal mantu­
vo la función normativa tanto de los rubros en que se podían gastar di­
chos recursos, como en los criterios de distribución de dichos fondos.
Por su parte los gobiernos municipales debían promover la creación de
un consejo municipal, conformado por diversos agentes sociales locales
y beneficiarios, y conjuntamente con este consejo decidir la asignación
de los fondos, priorizar las inversiones y supervisar el uso de los re­
cursos. El tipo de obras de infraestructura social que estos fondos
consideran son: urbanización municipal, alcantarillado, drenaje y le­
trinas, agua potable, infraestructura productiva rural, mejoramiento
de caminos rurales, mejoramiento de vivienda, infraestructura bási­
ca educativa, electrificación rural y de colonias pobres, principalmen­
te. Estos rubros continúan siendo los establecidos por el gobierno de
Vicente Fax.

El impacto de este proceso descentralizador si bien ha sido impor­
tante, no ha estado exento de problemas. A diferencia de los otros sec­
tores comentados, aquí se adoptó una estrategia de descentralización
sin un estricto seguimiento, es decir, los márgenes de autonomía de
decisión cedidos a estados y municipios fueron mayores. Esto, aunque
ha obligado a gobiernos estatales y municipales a desarrollar una gran
creatividad, ha generado ciertos problemas. Entre ellos se pueden men­
cionar por una parte, el hecho de que los objetivos del programa pue­
den desviarse, particularmente se ha observado que en varios casos se
pierde el foco de atención hacia los grupos más desfavorecidos de la po-

!OParauna visión en detalle de este proceso, véanse Cabrero et el., 1997, Vega, 1997, Rivera y Ro­
dríguez, 1999.
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blación con el fin de atender a los grupos políticamente más visibles en
el nivel local. Por otra parte, y complementario a lo anterior, se ha ob­
servado también que el tipo de obras realizadas en muchos municipios,
se orientan cada vez más a las cabeceras municipales descuidando a las
poblaciones marginadas; es decir, la obra pública se concentra cada vez
más en infraestructura de mejoramiento urbano (pavimentación, via­
lidades y parques) y no necesariamente en atención social de primeras
necesidades (agua, caminos o mejoramiento de vivienda).

La descentralización de este tipo de programas muestra la otra cara
de la moneda, esto se refiere por un lado a la falta de capacidades admi­
nistrativas municipales; al inicio del programa parte de los recursos no
eran utilizados por falta de proyectos de inversión y permanecían en
cuentas bancarias. Por otro lado debido a la "contaminación política 10­
cal", se puede distorsionar el objetivo de programas gubernamentales
en el afán de establecer mecanismos de clientelismo político en el espa­
cio local. Sin embargo no es posible todavía establecer un balance defi­
nitivo, si bien se han generado problemas como los enunciados, las po­
sibilidades que estos recursos han abierto para regenerar la capacidad
emprendedora e innovadora en los gobiernos municipales particular­
mente, ha sido muy notoria. Como se verá más adelante la innovación
en el nivel local de gobierno se expande aceleradamente en el caso mexi­
cano. Este sector de políticas ha sido indudablemente el que más se ha
transformado en sus relaciones intergubernamentales, aun cuando
prevalece la poca coordinación y en ocasiones la competencia entre ni­
veles de gobierno.

Una segunda vertiente de programas de lucha contra la pobreza fue
iniciada en el gobierno de Zedilla bajo el nombre de "Progresa" y conti­
nuado y ampliado por el gobierno de Fax bajo el nombre de "Oportu­
nidades". Este programa consiste en una transferencia directa de subsi­
dios a familias en situación de pobreza, se trata de un programa que
deja de lado la idea del desarrollo comunitario local y se focaliza en el
individuo. El programa considera transferencias condicionadas en for­
ma de dietas nutricionales familiares, becas escolares y mínimos de
atención a la salud, entre otros. Estos programas identifican a familias
específicas en situación de pobreza y transfieren el recurso directamen­
te a las madres de familia. Se trata de una estrategia de focalización que
reconoce las limitaciones de otros programas que al integrar diversos
intermediarios pueden alejarse de los grupos con mayor grado de mar­
ginación. Sin embargo es un tipo de programas que renuncia a cons-
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truirse intergubernamentalmente, se trata de acciones dirigidas "a dis­
tancia" desde el nivel central.

¿Cuál ha sido entonces el cambio en las relaciones interguberna­
mentales a partir de la descentralización impulsada desde el nivel cen­
tral hacia los gobiernos regionales y locales? La realidad es que en México
a lo largo de las últimas décadas no ha existido una estrategia global
o integradora de mediano y largo plazo para la descentralización.
Más bien se han dado iniciativas diferentes en su vocación e intención,
sin una secuencia o eslabonamiento entre ellas. Cada una ha surgido
en coyunturas particulares y con intereses precisos. Se trata de pro­
puestas derivadas del pragmatismo, e incluso han sido iniciativas que
han competido entre ellas, que han destruido lo poco avanzado en
cada periodo anterior para imponer una nueva lógica y una nueva
orientación; además, ninguna ha logrado sus objetivos como progra­
mas sexenales. Ni congruencia ni continuidad, más bien contradiccio­
nes y rupturas, esta es una mejor interpretación de la historia descen­
tralizadora mexicana.

La descentralización de políticas desde el centro federal hacia regiones
y localidades ha sido tardía, errática y de efectos desiguales. La estrategia
radical de descentralización adoptada en el sector educativo, grande en
transferencias, ha sido muy pobre en lo que se refiere al fortalecimiento
y recomposición de las relaciones intergubernamentales. Se transfirieron
problemas más que oportunidades de política pública. Dicho en otras
palabras, la descentralización educativa ha sido intensa en la dimensión
jurídica, frágil en la dimensión política y muy débil en la dimensión sus­
tantiva de hechura de la política. El sector sigue adoleciendo de los pro­
blemas del centralismo y de la falta de innovación sobre todo en el nivel
estatal, por su parte, los municipios parecen más activos, aunque actúan
por iniciativa propia. Los cambios en la política educativa no parecen ir,
hasta ahora, hacia la construcción de un "gobierno multinivel"!' de rela­
ciones intergubernamentales en equilibrio. Más que un gobierno multi­
nivel en la política educativa, lo que se ha construido desde el gobierno
federal es un nuevo sistema de subordinación de gobiernos subnaciona-

11 Por "gobierno multinivel" podemos entender la hechura de políticas públicas que se construyen
intergubernamentalmente, a partir de una red de instituciones de diversos niveles, es decir, instituciones
que se coordinan intensamente en una mística deliberativa, de negociación y de cooperación. La idea de
gobierno multinivel, muy discutida en la actualidad en la conformación de la Unión Europea, se orien­
ta a que el beneficiario reciba servicios finales como resultado de mezclas de acciones coherentes entre fe­
deración, estados y municipios, siendo responsabilidad de los diversos gobiernos coordinarse y no gene­
rar contradicciones en la hechura de las políticas ni confusión en los usuarios.
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les al nivel central con algunas nuevas funciones centralmente definidas,
diseñadas y controladas.

Por lo que se refiere a la política de salud, los logros son mayores
aunque todavía inciertos. En este caso el ritmo incremental permitió a
gobiernos estatales irse acondicionando institucional y administrativa­
mente. Todavía el centralismo es fuerte, pero se trata de un centralismo
de naturaleza federalista en el que hay espacios de diálogo interguber- ,
namental; por ello, el ritmo del proceso y sus modalidades han varia­
do de estado a estado dado que ha habido una adaptación a las necesi­
dades y expectativas locales. La descentralización ha sido intensa en la
dimensión jurídico-política, hay poca confusión en áreas de acción in­
tergubernamental y avanza la intensidad en la dimensión sustantiva,
aunque todavía el diseño y la evaluación de la política se mantienen en
el centro, la ejecución poco a poco gana espacios de acción en el nivel
estatal. Se trata de un gobierno multinivel todavía en construcción y
por ahora muy centralizado, pero las relaciones intergubernamentales
se encuentran en proceso de reequilibramiento.

En lo que se refiere a las políticas de desarrollo de infraestructura
social y lucha contra la pobreza hay también logros importantes aun­
que retos y fallas por superar en el corto plazo. En este sector de polí­
tica' el centro adoptó una estrategia diferente; aquí se descentralizó de
forma menos condicionada, abriendo espacios reales de decisión a los
espacios regionales y locales. El problema consiste en que el centro no
fue capaz de diseñar mecanismos innovadores de regulación, por lo que
en ocasiones estos programas se dispersan, se atomizan en sus efectos
y pierden en ocasiones el "foco de atención" sobre los grupos más ne­
cesitados. Se trata de una situación en la que la descentralización fue
débil en la dimensión jurídico-política, aunque intensa en la dimensión
sustantiva. Claramente se está construyendo en este tipo de programas
un gobierno multinivel que casi siempre carece de coordinación.

Como se puede ver, la descentralización de las políticas en México se
ha dado con intensidad en la última década; sin embargo, la visión
dominante de la descentralización ha sido bajo un enfoque "arriba aba­
jo" q~e no necesariamente ha permitido fortalecer las regiones y las
localidades y evolucionar así hacia un nuevo esquema de relaciones in­
tergubernamentales. Poco participan gobiernos estatales y municipales
en la hechura sustantiva de las políticas; más bien se les ha asignado el
papel de operadores de políticas centralmente definidas. Es claro que
el gobierno federal en parte actúa de esta forma no sólo por la tradición
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centralista del modelo mexicano, sino también porque ha sido incapaz
de transformarse a sí mismo de un gobierno que intervenía, operaba y
controlaba directamente la totalidad de la agenda de políticas públicas en
un gobierno que despliegue nuevos mecanismos de regulación, que es­
tablezca acuerdos intergubernamentales, que promueva la coordinación
horizontal y que sea capaz de construir acciones multinivel en la hechu­
ra de políticas.

Es claro, pues, que la descentralización de "arriba hacia abajo" ha
tenido limitaciones considerables y que falta mucho por hacer; sin em­
bargo, es interesante observar que los espacios regionales y locales no
esperan pasivamente; por el contrario, las iniciativas de "abajo arriba"
que despliegan los gobiernos subnacionales promueven una acción pú­
blica social de alta intensidad en el espacio local.

El despertar de los gobiernos locales:
ilo intergubernamental se construye desde abajo?

Un componente interesante en la dinámica de reacomodo de las relacio­
nes intergubernamentales en México es que en los años recientes el rit­
mo del proceso no sólo depende de la lógica del centro, sino que los
gobiernos locales se agitan y se movilizan alterando la tradición centra­
lista. Los gobiernos estatales -ahora en un contexto de federalismo real­
emprenden algunas iniciativas propias que amplían en los hechos los
espacios de acción autónoma. Los gobiernos municipales, por su parte,
presionados por la ciudadanía que participa y exige eficacia en las accio­
nes del gobierno local, se han visto obligados a desarrollar una capacidad
innovadora en sus propuestas y a imaginar estrategias alternativas de
gestión pública local. Se podría decir que los gobiernos subnacionales se
encuentran "en proceso de ocupación" de espacios de la agenda de políti­
cas públicas. Además se hacen presentes como actores políticos del fede­
ralismo a partir de la Conferencia Nacional de Gobernadores (Conago) y
de la Conferencia Nacional de Municipios de México (Conamm). En este
proceso poco a poco imponen un nuevo ritmo al cambio interguberna­
mental del federalismo mexicano.

En- el nivel estatal se observa el aprovechamiento de "espacios de
indefinición" en la asignación de tareas desde el centro federal. Por ejem­
plo, en el ámbito educativo algunos estados han instrumentado ambi­
ciosos programas de capacitación de maestros, programas de supervi­
sión y mejoras a la calidad educativa, constitución de comités de padres
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de familia que participan en planeación de espacios, calendarios escola­
res y actividades extracurriculares." Cabe señalar incluso que parte de
dichas innovaciones han sido adoptadas por el nivel federal y recomen­
dadas al conjunto de los estados. Si bien se trata todavía de experiencias
aisladas, podríamos estar observando sólo el inicio de un proceso ma­
yor que presione cada vez más al centro por la cesión de mayores es­
pacios de decisión.

Por lo que se refiere al nivel municipal, los avances son aún más sig­
nificativos. En este nivel se está dando un muy vigoroso proceso de ex- .
pansión de la agenda de políticas. En primer lugar se observan en algu­
nos casos nuevos estilos de liderazgo en el gobierno, alejados de la lógica
tradicional, es decir, se trata de gobiernos que promueven un marco de
participación abierta con agentes locales diversos. Se han observado
también experiencias en las que nuevos esquemas de gestión de pro­
gramas y políticas locales basan su acción en la coparticipación con re­
des ciudadanas y organismos' no gubernamentales (ONG) del espacio
local, este tipo de mecanismos ha generado esquemas de cogestión
muy exitosos. Por último también se observan casos en los que la in­
corporación de nuevos sistemas de gestión ha permitido mejorar el de­
sempeño de gobiernos municipales sin esperar la ayuda de gobiernos
estatales o del federal. 13

La función tradicional de los gobiernos municipales ha sido la
prestación de servicios públicos (recolección de basura, agua potable,
equipamiento urbano, alumbrado público, mercados, transporte y
vialidad, y panteones, entre otros). Curiosamente, aunque la Consti­
tución no otorga al nivel municipal casi ninguna responsabilidad en
materia de desarrollo y política social, un número cada vez más im­
portante de municipios en México ha venido expandiendo su agenda
de atención a este tipo de políticas impulsando programas muy diver­
sos de desarrollo y bienestar social. Nos referimos a programas de
promoción del desarrollo (desarrollo urbano, de microrregiones, em­
pleo, empresas familiares, créditos, capacitación laboral, etcétera), de
mejoramiento ambiental (rehabilitación de aguas y zonas protegidas,
educación ambiental, reciclaje, ecoturismo, reforestación y cuidado de
bosques), de mejora del patrimonio familiar (vivienda, obras de in-

12Para mayor detalle sobre algunas experiencias innovadoras, pueden verse Santizo, 1997, Pardo,
1999, Y Ward, Rodríguez y Cabrero, 1999.

13 Respecto a todos estos procesos pueden revisarse algunos estudios sobre experiencias específicas
de innovación municipal: Merino, 1994, Ziccardi, 1995, Cabrero, 1995, 1996 Y 2003, Guillén, 1996.
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fraestructura, tenencia de la tierra), de atención a grupos vulnerables
(niños, mujeres, minusválidos, ancianos, indígenas, jóvenes adictos,
pobres, entre otros), de promoción de valores (cívicos, deporte, am­
biente, solidaridad ciudadana), de superación educativa (a profeso­
res, estudiantes, instalaciones escolares), de sanidad y prevención a
la enfermedad, y de mediación de conflictos (entre comunidades,
ciudadanos, familiares).

Es interesante observar un poco más en detalle este panorama de
acciones municipales. A partir del año 2001 se lleva a cabo en México
el premio Gobierno y Gestión Local'" que reconoce prácticas municipa­
les exitosas en diversas áreas de política pública. Durante los tres pri­
meros años de este certamen se han presentado 1,334 programas que
están operando. Si bien este conjunto de programas no constituye una
muestra estadísticamente diseñada con este fin, sí permite entender el
panorama de diversidad en la intervención municipal por áreas de po­
lítica pública. Algunas observaciones de este conjunto de programas
muestran tendencias interesantes.

De ese total, 35 por ciento se refiere a programas de bienestar social
(atención a grupos vulnerables, pobreza, vivienda, educación y salud,
entre otros); 25 por ciento a programas de creación de infraestructura
y acciones para el desarrollo económico, ambiental y social; 17 por
ciento a programas de modernización en la gestión administrativa y
financiera; 14 por ciento a programas de participación ciudadana y lu­
cha contra la corrupción y 9 por ciento a programas de mejoramiento
de los servicios municipales y de la seguridad pública.

Por ejemplo, es interesante observar que del total de programas
una mayoría (62 por ciento) surge por una convergencia de intere­
ses entre el gobierno local y la ciudadanía o grupos sociales particu­
lares; de hecho, es difícil identificar el origen detonador de las accio­
nes dado que se construyen de forma combinada entre el gobierno y
la ciudadanía; se trata de políticas cuya hechura se lleva a cabo en
cogestión. En algunos casos (23 por ciento), se trata de programas
derivados de mandatos o acciones promovidas por otro nivel de go­
bierno ,y llevadas a cabo en coordinación intergubernamental. Final­
mente en otros casos (15 por ciento), se trata de programas de corte

14 Este certamen es convocado por el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) y la Fun­
dación Ford y busca identificar las lecciones de gobierno más destacadas para darlas a conocer y difun­
dirlas en el entorno nacional. Al respecto puede verse "Premio «Gobierno y Gestión Local»". Prácticas mu­
nicipales exitosas 1, Il Y lll, ClDE-H, 2001, 2002 Y 2003.
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asistencialista cuya orientación es atender a grupos, familias o indi­
viduos en situación desfavorable, aun cuando éstos no interactúen
de forma activa con el gobierno local. Es por tanto evidente que las
acciones desde los gobiernos locales tienen un importante compo­
nente de participación ciudadana. Por otro lado se observa que la
mayor parte de la intervención del gobierno local en áreas de políti­
ca pública se hace en "desconexión" con otros niveles de gobierno.

Este tipo de programas, si bien son modestos en sus alcances, han
tenido un impacto importante en los espacios locales; además, en al­
gunas regiones cambian la cultura pasiva y dependiente de las comu­
nidades, para despertar un espíritu de empresarialidad y solidaridad
local. Otra cualidad de este tipo de programas -particularmente aqué­
llos orientados al desarrollo local- es que por lo general requieren una
fuerte dosis de cooperación social y capacidad de organización co­
munitaria, es decir, incrementan la acumulación de capital social y
generan una "acción pública de alta intensidad"15 entre población
y gobierno local. Es interesante también observar que este tipo de
programas surgen en todo tipo de regiones del país, tanto en el nor­
te y centro industrial, como en las regiones del sur. Además se ven
ejemplos exitosos de estas iniciativas, tanto en municipios urbanos
grandes como en pequeños municipios rurales o gobernados por el
sistema de usos y costumbres.

Como se ha podido ver con el análisis anterior, el panorama de las
relaciones intergubernamentales cambia en la medida en que los go­
biernos locales despliegan acciones propias y cada vez con mayor in­
tensidad. Es claro que este tipo de acciones desde el gobierno munici­
pal son modestas en el monto de recursos que aplican y no pueden
compararse en ningún momento con aquellas acciones ejecutadas por
el nivel federal o en algunos casos por los gobiernos estatales. Sin em­
bargo, es interesante el alto impacto que se genera debido a la carac­
terística de proximidad de las acciones públicas locales. Los ciudada­
nos perciben este tipo de programas como confiables, flexibles y más
atentos a las preferencias ciudadanas, y además ofrecen una rendición
de cuentas más directa y eficaz. Cabe entonces preguntarse: zcómo se
configura el nuevo mapa de la intergubernamentalidad en el federa­
lismo mexicano?

"Sobre el concepto de "acción pública de alta intensidad" puede verse: Cabrero (en prensa), al igual
que trabajos como los de Thoenig, 1995 y 1997 Y Durán, 1999.
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LAS NUEVAS RELACIONES INTERGUBERNAMENTALES

EN MÉXICO: &COOPERACIÓN O COMPETENCIA~

Como se ha visto hasta aquí, la evolución reciente de las relaciones in­
tergubernamentales en un país como México genera cada vez más un
mapa diverso y complejo. Se da una mezcla de iniciativas que vienen de
la tradición descentralizadora desde el gobierno central federal hacia
gobiernos estatales y municipales, y por otra parte iniciativas que se
promueven desde los espacios locales con un enfoque diferente, más
preocupado por atender de forma emergente ciertas necesidades socia­
les. Además en el interior de cada nivel de gobierno también se observa
diversidad de iniciativas y diseño de mecanismos de política diferencia­
dos. Es decir, tanto intergubernamentalmente y de forma vertical, se
amplía el panorama de opciones, como de forma horizontal se diversi­
fican las estrategias de acción en la hechura de políticas públicas. Se
abre así un panorama mucho más amplio de acción pública, aunque no
necesariamente este amplio repertorio de políticas públicas constituye
una estrategia complementaria y coherente (gobierno multinivel), más
bien se trata de acciones paralelas y con frecuencia en competencia o
franca contradicción.

En principio, relaciones intergubernamentales equilibradas significa
mayor capacidad de promoción del desarrollo, también significaría una
más sólida democracia y un sistema más eficaz de pesos y contrapesos,
los sistemas federales particularmente, apuestan a eso." Sin embargo
la transición hacia este ideal-tipo es un proceso complejo y no está
exento de accidentes. Podríamos identificar al menos tres riesgos posi­
bles: un "centralismo delegativo", un "centralismo multiplicado" y una
"dispersión de las políticas públicas".

¿Recomposición de las relaciones intergubernamentales
o simplecentralismo delegativo?

Este es el caso más frecuente en América Latina y particularmente en
México. Como se vio claramente para el caso de la descentralización
educativa y en buena medida para el caso de la política de salud, el go­
bierno central mantiene "bajo control" la norrnatividad, el diseño y las

"Como es sabido el modelo teórico original de análisis sobre las relaciones intergubernamentales en
sistemas federales nace a partir del estudio sobre el caso de los Estados Unidos. Al respecto puede verse
Wright, 1978.
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modalidades de aplicación de la política, asignando a gobiernos estata­
les y municipales algunas funciones de ejecución y operación de accio­
nes definidas centralmente. Los márgenes de acción autónoma subna­
cional son muy estrechos, hay ausencia de espacios de deliberación de
políticas de forma intergubernamental. Es claro que en este escenario
los cambios son muy marginales y pueden estacionarse por un tiem­
po considerable a menos que exista una acción muy emprendedora e
innovadora por parte de gobiernos subnacionales y esto genere una
competencia de capacidades con el centro y lo obligue a rediseñar los
mecanismos de hechura de políticas y a abrir espacios mayores a go­
biernos subnacionales.

¿Descentralización o centralismo multiplicado? En un país de tradi­
ción centralista el trayecto de reacomodo de las relaciones interguber­
na mentales puede llevar a un fortalecimiento del centralismo en cada
nivel de gobierno. Un presidente concentrador de poder acompañado de
gobernadores que dominan sus territorios con una visión autoritaria y
concentradora de recursos, e incluso presidentes municipales que ejer­
cen su poder con un gran centralismo en sus espacios de acción. Es de­
cir, el buscar un equilibrio entre niveles de gobierno no necesariamente
genera un sistema horizontal y de prácticas democráticas más extendi­
das, también puede generar la reproducción del centralismo de forma
multiplicada y a menor escala. No es claro que este escenario esté pre­
sente en México. Es indudable que la transición democrática se instala
cada vez más ampliamente en los espacios de la vida pública. Los tres ni­
veles de gobierno cada vez más se ven sometidos a dejar la tradición de
hechura de políticas gubernamentales para transitar a políticas efecti­
vamente públicas. Sin embargo algunos hechos como la integración de
la Conago, podrían llevarnos a pensar en una fuerza creciente de los go­
bernadores que negociarían cada vez más directamente con el presiden­
te y con legisladores, lo cual no permitiría un real equilibrio de relacio­
nes intergubernamentales, sino más bien estaría creando espacios para
el acuerdo e intercambios de camarillas de poder. Este es uno de los di­
lemas que más intensamente vivirá el federalismo mexicano en los próxi­
mos años. El asociacionismo de gobernadores puede fortalecer o debili­
tar al federalismo, todo dependerá de los mecanismos institucionales de
cooperación intergubernamental que se vayan creando. Si éstos son dé­
biles y sujetos al protagonismo político de gobernadores, el federalismo
puede debilitarse, si éstos son sólidos y sujetos a la articulación de po­
líticas públicas, el federalismo sin duda se fortalecerá.
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illacia una hechura intergubernamental de laspolíticas
o hacia una dispersión gubernamental de laspolíticas?

Es evidente que las iniciativas descentralizadoras desde el centro hacia
los gobiernos locales no se encuentran "en sintonía" con las iniciativas
que se generan desde los espacios locales. Los ritmos son diferentes, el
centro pretende modular el ritmo y controlar el avance, y los gobiernos
locales responden al ritmo de las demandas ciudadanas y del desarrollo
de sus propias capacidades de acción gubernamental. Este desfase gene­
ra situaciones diversas. Por una parte, como ya se vio en la sección an­
terior, los niveles locales de gobierno despliegan una agenda propia de
acciones en torno al bienestar social o al desarrollo; sin embargo, esta
agenda puede ser complementaria o en ocasiones competir o incluso
contraponerse a la agenda federal. Es decir, en la medida en que el
centro federal tarda en reordenar la descentralización y generar nue­
vos mecanismos de coordinación y regulación de este tipo de políti­
cas, los espacios locales adoptan su propia orientación y ritmo por
una vía alterna y no necesariamente articulan estas iniciativas a otros
esfuerzos. Por ello, más que una acción intergubernamental multinivel
en ocasiones se observa una acción desarticulada entre múltiples nive­
les de gobierno.

Es así como coexisten políticas públicas diversas en un mismo es­
pacio territorial. Los programas que vienen del centro se caracterizan
por tener una visión de largo plazo, un diseño técnicamente cuidado, y
una ejecución a cargo de funcionarios con mayor experiencia y nivel
profesional, así como un respaldo presupuestal mayor y más sólido.
Sin embargo, se trata de políticas con fuertes inercias burocráticas que
entusiasman poco al ciudadano, frecuentemente generan desconfianza
y son sumamente rígidas.

En el otro extremo encontramos programas impulsados por los
municipios que tienen una visión de corto plazo o incluso en ocasiones
emergente; además con frecuencia son improvisados en su diseño téc­
nico y por lo general los instrumentan funcionarios locales con poca
experiencia en el sector público; también tienen bajos niveles de profe­
sionalización y el respaldo presupuestal de dichos programas es frágil
y puede ser efímero. Sin embargo, son acciones espontáneas que a
menudo generan mayor legitimidad, credibilidad y confianza en la ciu­
dadanía y que se adaptan a las preferencias ciudadanas por su natural
flexibilidad y proximidad.
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La paradoja consiste en que las virtudes de unas son las fallas de las
otras y viceversa. Por ello sería deseable una complementariedad y ar­
ticulación de ambos enfoques, pero hasta ahora esto ha sido más la ex­
cepción que la regla. La sinergia intergubernamental poco se produce
todavía en el caso mexicano, lo cual plantea la duda del tipo de prácti­
ca federalista que imperará en este país. Las nuevas prácticas del fede­
ralismo mexicano están frecuentemente cruzadas por la disputa de los
partidos políticos; el espacio intergubernamental ha sido seleccionado
por los partidos como un espacio de lucha política.

Si revisamos el panorama internacional de prácticas federalistas,
encontramos dos casos paradigmáticos: el canadiense y el alemán;"
El modelo federal canadiense es un federalismo de práctica legislati­
va, es decir, tiende por principio a una autonomía máxima entre nive­
les de gobierno, tratando incluso en lo fiscal de hacer posible esta
independencia. Este modelo es rígido dado que ningún nivel de go­
bierno puede interferir en la esfera de acción de otro nivel de gobier­
no, salvo que se haya establecido un acuerdo legal para ello, los
conflictos se resuelven en las cortes mediante controversias consti­
tucionales. Las ventajas que ofrece una práctica de este tipo es que
facilita una mayor competencia entre regiones y fortalece la autono­
mía de cada nivel, lo cual desde esta perspectiva, fortalece el conjun­
to federal. Las relaciones intergubernamentales son claras, formales
y hay poca confusión; sin embargo son rígidas y poco cooperativas
en lo cotidiano.

El modelo alemán, por su parte, se refiere a una práctica federa­
lista de tipo administrativo más que legislativo, el cual, si bien acep­
ta autonomías en los diferentes niveles de gobierno, promueve un
sinnúmero de transferencias fiscales intergubernamentales y espacios
permanentes de negociación y establecimiento de acuerdos entre nive­
les de gobierno. Se trata de una práctica federal flexible, en ajuste per­
manente; los ajustes mutuos y la deliberación de políticas públicas
son parte del funcionamiento cotidiano. Los conflictos se traducen en
negociaciones y sólo como último recurso se recurre a la controversia;
es un federalismo de intensa intergubernamentalidad. Este modelo bus­
ca promover más la cooperación entre regiones y niveles de gobierno
que la competencia; no olvidemos que esta cualidad de la práctica fede­
ralista alemana facilitó en un principio la unificación posterior a la caí-

¡'Respecto a estos modelos puede verse Giugale y Webb, 2000.
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da del muro. En contraparte no hay tanta claridad en áreas de exclu­
sividad y concurrencia en la hechura de políticas públicas; esta clari­
dad se construye cotidianamente.

Es difícil pensar que en México estén dadas las condiciones para
evolucionar rápidamente hacia cualquiera de estos tipos de práctica fe­
deralista. Las distancias todavía son importantes. En el primer caso se
requieren instituciones muy fuertes, con reglas del juego muy claras y
una distribución de recursos fiscales muy equilibrada. Ninguna de es­
tas cualidades se presenta hoy en el caso mexicano: las instituciones
están en plena reconstrucción, las reglas del juego en el contexto de
transición democrática no son claras, se negocian cada día; además la
distribución fiscal es muy centralizada y no parecería recomendable una
descentralización acelerada. En el segundo caso se requiere de gobernan­
tes y cuerpos profesionales con tradición muy abierta a la negociación y
al acuerdo intergubernamental. Las disputas entre partidos políticos,
por ejemplo, se dirimen en la esfera política y no interfieren sistemáti­
camente en el funcionamiento de las políticas públicas interguberna­
mentales. México también está lejos de esta práctica: los gobernantes y
cuadros públicos están apenas iniciando el aprendizaje de la negociación
en la hechura de políticas públicas y por la ausencia de una función pú­
blica de carrera no hay redes profesionales intergubernamentales; además
los partidos políticos se han instalado en el nuevo escenario político in­
terviniendo en todos los asuntos de la agenda no solo política, sino tam­
bién en la agenda de políticas públicas, atravesando así con una lógica
partidista la acción intergubernamental.

Así, entre la lógica del centralismo delegado, la del centralismo
multiplicado, y la falta de coordinación intergubernamental, la he­
chura de políticas públicas en México se transforma aun cuando el
rumbo del nuevo modelo intergubernamental no esté claro. Es eviden­
te que hay muchas "ventanas de oportunidad" para transitar a un
modelo de mayores equilibrios entre niveles de gobierno, pero también
es evidente que hay muchos desfases posibles y muchos desvíos de alto
riesgo. Sería lamentable pasar de un modelo altamente centralizado
y cada vez más ineficaz, a un modelo disperso, rígido, poco coope­
rativo eigualmente ineficaz. En los siguientes esquemas se presen­
tan los escenarios posibles y el panorama actual de algunas políticas
públicas, como se puede ver todavía, en la práctica interguberna­
mental cooperativa, es poco frecuente o se contempla en programas
de poco impacto.
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ESQUEMA 1

ESCENARIOS POSIBLES EN LA PRÁCTICA
INTERGUBERNAMENTAL MEXICANA
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EsQUEMA 2

TENDENCIAS ACTUALES EN LA PRÁCTICA INTERGUBERNAMENTAL
MEXICANA EN ALGUNOS PROGRAMAS EN CURSO
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COMENTARIOS FINALES

Que un sistema federal como el mexicano esté generando un reaco­
modo en la práctica y estructura de las relaciones intergubernamen­
tales es indudablemente una buena noticia. Como ya se decía, en el
escenario contemporáneo un sistema altamente centralizado de go­
bierno entrará irremediablemente en una fase de rendimientos decre­
cientes. La economía presiona al fortalecimiento y mayor autonomía
de los gobiernos locales, sólo así se podrán aprovechar las oportuni­
dades que ofrece una economía global. Por otra parte la legitimidad
que requiere la nueva democracia se construye cada vez más desde
los espacios locales.

Sin embargo, en el caso mexicano se hace evidente que este pro­
ceso no está exento de retos y dilemas. Por una parte, la descentrali­
zación desde el gobierno central federal hacia gobiernos regionales y
locales no necesariamente se ha dado en la forma y los ritmos que a
los gobiernos subnacionales convenía. Debido a ello los gobiernos es­
tatales y municipales muy difícilmente se han visto fortalecidos;
más bien han tenido que lidiar con problemas que les fueron trans­
feridos. Además, el gobierno federal tampoco está siendo apto para
reformar sus propias capacidades hacia un modelo regulador inteli­
gente que, sin manejar toda la agenda de políticas públicas, pueda
promover incentivos eficaces y avanzar en la construcción de un go­
bierno multinivel más flexible, eficaz y cooperativo en sus relaciones
intergubernamentales.

Por otra parte los gobiernos subnacionales -particularmente los mu­
nicipales- despliegan su propia agenda de políticas con gran creatividad
y capacidad innovadora, presionados por las necesidades sentidas por la
ciudadanía y por la intensa competencia política local. Sin embargo, en
ocasiones este tipo de acciones no son complementarias a las llevadas a
cabo por el gobierno federal, e incluso pueden ser contrapuestas o gene­
rar interferencias entre niveles de gobierno. No se inscriben en un esque­
ma de gobierno multinivel y de relaciones intergubernamentales diná­
micas y equilibradas.

Es claro que por el momento la multiplicación de acciones hacia el
bienestar social y el desarrollo por los diferentes niveles de gobierno
parece tener efectos positivos dada la magnitud de las necesidades
acumuladas por grupos en situación de pobreza, falta de oportunida­
des y condiciones de carencias diversas. Pero también debe reconocer-
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se que en la medida en que se aglomeran programas diversos y fre­
cuentemente desarticulados entre sí, los riesgos de perder eficacia en
las acciones son mayores; además se diluyen los esfuerzos y se pue­
den neutralizar entre sí.

Es urgente que países como México y otros en América Latina avan­
cen en la construcción de un entramado institucional entre niveles de go­
bierno más claro y sólido en torno a las políticas públicas. Para ello se re­
quiere generar espacios de diálogo y ajuste intergubernamental en una
visión más horizontal y cooperativa. Una nueva práctica federal en este
país debe consolidarse poco a poco y hacer de los acuerdos y negociacio­
nes entre niveles de gobierno una nueva tradición en la hechura de las po­
líticas. Se trata de generar un proceso de "aprendizaje cruzado" entre ni­
veles de gobierno, entre departamentos y áreas diversas de política en el
interior de cada nivel de gobierno, entre profesionales por comunidades
de política, así como entre ciudadanos y grupos sociales.

Para ello se requiere emprender esfuerzos de fortalecimiento institu­
cional hacia los gobiernos locales, desarrollar mayores capacidades admi­
nistrativas y profesionalizar a los servidores públicos en los tres niveles
de gobierno. De esta forma .se estarán tejiendo las "redes de política pú­
blica" que podrán derivar efectivamente en acciones de gobierno multini­
vel. Además, la sociedad civil encontrará espacios claros de construcción
de alianzas y de participación directa en este tipo de políticas. Con este
tipo de esfuerzos se podría dar un mayor reordenamiento y articulacióri
de esfuerzos haciendo más eficaces las políticas y, en esa medida, lograr
mayores beneficios para los grupos e individuos objeto de estas acciones.

El reacomodo de las relaciones intergubernamentales debe ser visto
como una oportunidad para mejorar el desempeño del conjunto guber­
namental (gobierno federal y gobiernos estatales y municipales) y como
un nuevo espacio para la acción ciudadana. De no cuidar el proceso
puede llevar a la confusión e ineficacia y simplemente reproducir -aho­
ra de forma multiplicada-los problemas tradicionales de la hechura de
las políticas públicas en México.
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Miguel Bazdresch Parada'

La transición en el orden
de gobierno municipal

INTRODUCCIÓN

lA. TRANSICIÓN de un régimen político a otro suscita cambios en los su­
puestos y principios del gobierno pues cada régimen trata de mantener­
se congruente con la propia y diferente ideología política. Tales cambios
hacen suponer modificaciones en la acción de gobierno. También es de
esperarse mejores resultados de dicha acción en la "calidad de vida" de las
personas. Nuestro país ha estado empeñado en un proceso de transición
de un régimen autoritario hacia otro democrático, al menos los últimos
15 años desde el fraude electoral en las elecciones presidenciales de
1988. Este proceso culmina para algunos con la elección de un presi­
dente de la república, candidato de un partido hasta entonces opositor,
por primera vez en casi un siglo. Para otros este dato es ~penas un es­
calón de un todavía más largo proceso de renovación más radical de la
política nacional.

Independientemente de esa discusión sobre el final exacto de la tran­
sición, estos años han sido testigos de importantes modificaciones en la
acción gubernamental. Los cambios se han dado en los tres órdenes de
gobierno de la república. La alternancia en la Presidencia de la repúbli­
ca es de la mayor importancia y de la cual se esperan mayores modifi­
caciones en la acción y conducción del gobierno. Sin embargo, en el or­
den municipal también se han operado cambios, algunos de ellos en un
proceso de alternancia o de transición sin relación con la alternancia en
el poder ejecutivo federal; otros propiciados por ésta. Algunos autores'
plantean la transición en el orden municipal como "la escuela" o "la
prueba" de la transición democrática más amplia en el orden federal.

• ¡TESO.

'Véase Mauricio Merino, "XXX", en Enrique Cabrero (coord.), Politices Municipales, México, ODE-Mi­
guel Ángel Porrúa, 2003.
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El hecho mismo de la alternancia y las consideraciones acerca de la
relación de la alternancia nacional con la local, específicamente la mu­
nicipal, plantean la inquietud de conocer algunos detalles de los cam­
bios en el gobierno local y responder la pregunta por los efectos de la
alternancia nacional en el orden municipal. Sin entrar en la discusión
acerca de la relación entre una y otra alternancia, en las notas subsi­
guientes se examina la transición en el orden de gobierno municipal en
nuestro país. El examen se acota a ciertos aspectos mediante los cuales es
posible verificar algunos cambios importantes en términos de la estruc­
tura del Estado mexicano, tanto por la herencia del antiguo régimen no
tocada en la transición y, quizá, sí aprovechada por el nuevo régimen,
como por las modificaciones intencionales introducidas por éste.

La herencia y los cambios en el municipio son de dos clases. Aque­
llos que son fruto de la inventiva política o administrativa de gober­
nantes y sociedades municipales y aquellos que son consecuencia de las
modificaciones introducidas en otros órdenes de gobierno o en la es­
tructura política de la república, sea por la ideología gobernante, sea
por cambios en la estructura legal. Para revisar estos cambios exami­
naremos cuatro aspectos: los cambios constitucionales en el artículo
115/ lo cual podemos llamar la "transición legal", en el cual se definen
las características del gobierno municipal; en segundo lugar, los cam­
bios en el interior de los gobiernos municipales debidos, en principio, al
cambio de partidos políticos gobernantes en los municipios, los cuales
podemos llamar "transición política"; en tercer lugar se analizan las
modificaciones habidas en las finanzas públicas municipales o "transi­
ción económica" / y/ por último, las innovaciones llevadas a cabo por
iniciativa de los propios gobiernos municipales en los años recientes o
"transición gubernamental". Desde luego, estos aspectos son insufi­
cientes para dibujar una visión exhaustiva de la transición en los más
de 2,000 gobiernos municipales del país. La heterogeneidad del país se
refleja y recoge precisamente en los municipios. Ésta es tal que toda
tentativa de formular aseveraciones válidas para todos los municipios
mexicanos suele acabar en sólo una guía a manera de carta general de
navegación en un mar proceloso y caprichoso, en el cual se tendrá éxi­
to debido al "buen ojo" navegante y no tanto a la precisión de la carta.'

2Conviene aclarar al lector que en este capítulo se toca poco el tema del municipio indígena. Mere­
ce un capítulo por sí mismo, dada la complejidad que reviste y requiere un marco conceptual un tanto
diverso al que aquí se utiliza. otros capítulos se dedican al tema indígena y pueden suplir lo que aquí
falta.
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TRANSICIÓN LEGAL DEL MUNICIPIO

EN LAS CONSTITUCIONES DEL SIGLO XX

La Constitución política de la república define la forma de organización
que ha de adoptar el Estado para ejercer el poder y cumplir con las fun­
ciones propias de su naturaleza. No entraremos ahora al debate sobre
la índole cambiante del Estado mexicano. Interesa recurrir a los textos
constitucionales para revisar cuál ha sido la forma dada al municipio
mexicano en el siglo xx.

El municipio se organiza y define en el artículo 115 constitucional
desde la primera Constitución política del régimen de la revolución mexi­
cana, aprobada en 1917, hasta la modificación más reciente en 1999. En
la primera redacción constitucional el artículo ciento 115 establecía las
normas para los estados de la federación y en el primer párrafo manda­
ba que los estados tuvieran

...como base de su división territorial, y de su organización política y
administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:
1. Cada municipio será administrado por un ayuntamiento de elec­
ción popular directa, y no habrá ninguna autoridad intermedia en­
tre éste y el gobierno del estado.
II. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se
formará de las contribuciones que señalen las legislaturas de los es­
tados y que serán, en todo caso, suficientes para atender a sus ne­
cesidades.
III. Tendrán personalidad jurídica.3

A la letra, la redacción de 191 7 de la Constitución establece cuatro
rasgos básicos del municipio cuya permanencia atravesó el siglo xx. Se
trata del "municipio libre", una formulación de fuerte arraigo entre al­
gunos constituyentes y mediante la cual se expresaba la idea de un go­
bierno local sin ataduras a los jefes políticos, señores de horca y cuchillo
operadores de las determinaciones del gobierno central, por las cuales los
municipios habían sufrido una servidumbre indigna casi permanente. El
segurido rasgo es el carácter de administrador del ayuntamiento señala­
do en la Constitución. Este punto será motivo de una larga discusión, so­
bre todo en los últimos 20 años del siglo xx, pues algunos interpreta-

'Cfr. Constitución 1917. Véase www.cdd.gob.mx
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ban este párrafo en el sentido de que el ayuntamiento no es un verda­
dero gobierno sino sólo un administrador público. Otros no compar­
tían esta mirada pues, dicen, toda administración pública implica actos
de gobierno. En todo caso esta palabra será reformada en 1999. El ter­
cer rasgo es la disposición constitucional de manejo libre de la hacien­
da "que se formará de las contribuciones.I ... ] que serán, en todo caso,
suficientes para atender sus necesidades. Merece la pena subrayar el
mandato de "suficientes", pues este carácter ha sido uno de los puntos
de mayor fricción en las relaciones gubernamentales de los municipios
con los otros órdenes de gobierno. Por último, el cuarto rasgo en 1917
consiste en el otorgamiento al municipio de "personalidad jurídica". Es
útil señalarlo pues el texto no habla de autonomía municipal sino de
una "personalidad" no definida.

El artículo 115 se reformó en los años 1928, 1933 Y 1943, sobre todo
en el texto relativo a disposiciones sobre los gobiernos de los estados. De
estas reformas sólo cabe destacar, en el tema municipal, la de 1933. En ésta
se añadió un párrafo para establecer la no reelecciónde los regidores y sín­
dicos propietarios y de aquellos suplentes que hubieran tenido acceso al
cargo por ausencia del propietario.

En 1947 se reforma otra vez el artículo 115, ahora para incluir el
voto femenino, activo y pasivo, en las elecciones municipales, antes de
su inclusión en otras elecciones. En 1953 se introduce una precisión en
el texto que prohíbe la reelección inmediata de los regidores propietarios
y en 1976 se reforma para introducir dos párrafos necesarios a fin de
dar congruencia al artículo 115 con una reforma mayor al artículo 27
de la Constitución en materia de centros urbanos cuya continuidad geo­
gráfica ocupe territorio de dos o más municipios o estados de la fede­
ración. La reforma otorga al municipio facultades reglamentarias en di­
cha materia en los términos de la ley federal correspondiente. En 1977
se reforma para incluir la representación proporcional en la elección de
los ayuntamientos mayores de 300,000 habitantes, acorde con la in­
clusión de este principio en las elecciones para formar el Congreso ge­
neral y los estatales.

A las anteriores reformas, menores si se quiere, sucede una mayor en
1983. Én ese año se pretendió dar mayor fuerza política al municipio li­
bre y autónomo y el artículo 115 sufre una completa transformación.
Por primera vez el texto incluye definiciones y precisiones con las cuales
se identifica un campo específicodel municipio y se otorgan las primeras
facultades reglamentarias concretas. Con todo, se mantienen las dos par-
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tes del artículo establecidas desde 1917: una para organizar el municipio
y otra para organizar los gobiernos de los estados, y se mantiene el mar­
co en el cual se ubica el municipio. En la parte relativa a los municipios
la reforma de 1983 conserva los cuatro rasgos del artículo 117, aunque
los precisa y, además, ordena los elementos añadidos en las reformas pre­
cedentes.

En primer lugar, la reforma otorga la facultad a las legislaturas de
los estados para revocar el mandato de todos o de algún miembro del
ayuntamiento mediante un procedimiento legal. En segundo término,
al reafirmar la personalidad jurídica de los municipios les otorga la facul­
tad de manejar su patrimonio y de expedir las normas de policía, de buen
gobierno y administrativas de aplicación en su jurisdicción, de acuerdo
con las leyes que expidan las legislaturas. Este párrafo da origen a las le­
yes "orgánicas" municipales expedidas por las legislaturas estatales con
posterioridad a la aprobación de la reforma.

La nueva redacción, en tercer lugar, define con precisión los servi­
cios públicos encargados al municipio: agua, alcantarillado, alumbra­
do, limpia, mercados, calles, panteones, parques, rastro y seguridad
pública y tránsito, y establece la posibilidad de darlos en coordinación
con los gobiernos estatales o entre varios municipios asociados para ese
efecto. Conviene notar el encargo de "seguridad pública", el cual ha sido
origen de diversos debates sobre la conveniencia de este encargo y de cómo
coordinarlo con las facultades de los estados y la federación.

La reforma estableció también las fuentes de ingreso de los munici­
pios: el impuesto predial, las participaciones federales que serán cubiertas
por la federación a los municipios con arreglo a las bases que determinen
las legislaturas de los estados y los pagos por servicios públicos. Sin em­
bargo, deja claro que las leyes de ingresos las aprueban las legislaturas es­
tatales y los presupuestos de egresos los ayuntamientos de acuerdo con
los ingresos disponibles.

Por otra parte, el nuevo texto otorga al municipio facultades para
aprobar los planes de desarrollo urbano municipal, otorgar permisos de
construcción y participar de manera concurrente en materia de ordena­
miento territorial y las ya otorgadas en relación con el artículo 27
constitucional.

Sin duda fue una reforma trascendente que sin embargo fue neutra­
lizada por las legislaturas estatales mediante el control de los ingresos por
participaciones, los convenios en materia de cobro del impuesto predial y
las leyes orgánicas municipales que dieron un trato de paraestatal a los
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municipios. El argumento recurrente fue la incapacidad de los ayun­
tamientos de llevar a cabo las funciones asignadas por la Constitu­
ción. Al menos fue un avance legal.

Con posterioridad a la reforma de 1983 y hasta los cambios mayo­
res de 1999, se hace una reforma en 1987 mediante la cual se manda
incluir el principio de representación proporcional en todos los munici­
pios; se modifica la fracción VIII en la cual se establecían mandatos para
los gobiernos estatales y sólo quedan las disposiciones de carácter labo­
ral para los trabajadores del municipio, y se derogan las fracciones me­
diante las cuales se otorgaba facultades a los estados para asumir los
servicios municipales. A partir de 1987, el artículo 115 es el artículo del
municipio.

En 1999 se produce una importante reforma del artículo 115. Fue
fruto de múltiples estudios, trabajos legislativos y diálogos entre legis­
ladores, funcionarios municipales y académicos. A manera de ejemplo,
se puede citar el exhaustivo estudio realizado por un numeroso grupo
de académicos coordinados por el Centro de Investigación y Docencia
Económicas (eIDE) titulado 'Agenda de la reforma municipal"," en el
cual se compilan y sistematizan las propuestas encaminadas a la mo­
dernización del municipio realizadas entre 1992 y enero de 1998. El do­
cumento final del estudio recoge 2,934 propuestas de reforma. Dicho
estudio fue entregado a las comisiones senatoriales y de diputados del
Congreso de la Unión a fin de alimentar las reflexiones y propuestas le­
gislativas, que al final dieron por resultado la reforma del año 1999.
Pocos temas legislativos han merecido trabajo tan detallado e incluyen­
te, pues se recogen las ideas de todas las tendencias y se sistematizan
las propuestas de todos los interesados. Sin embargo, el resultado, con
todo y sus bondades, no llegó al fondo en dos temas centrales: el dise­
ño del gobierno municipal y la participación orgánica de los ciudada­
nos en el mismo. Además, aunque no tocó la autonomía del municipio,
tampoco la revitalizó como era necesario, a juicio de los estudiosos.

En el examen del texto de la reforma se identifican algunos cambios
legales de la mayor importancia y, claro, otros menores, de ajuste téc­
nico o ,de mejor formulación. En primer lugar, en la fracción primera
se establece por primera vez el carácter de gobierno del ayuntamiento,
así sea de manera indirecta. Ahora el texto dice: "Cada municipio será

'La '~genda de la reforma municipal", dadas sus dimensiones y carácter compilatorio, no fue edi­
tada en forma impresa. Se puede consultar en la dirección web: www.cide.edu
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gobernado por..." y no administrado. Además, en esa primera fracción se
declara: "La competencia que esta Constitución otorga al gobierno mu­
nicipal se ejercerá por el ayuntamiento de manera exclusiva..."

En segundo lugar, se otorgan facultades regulatorias a los gobier­
nos municipales para establecer disposiciones en todas las competencias
del mismo. y, aunque esta facultad queda tutelada conforme a las le-,
yes que al efecto expidan las legislaturas estatales, la capacidad de autorre­
gulación es un avance cualitativo para el municipio. También la refor­
ma en este punto se puede considerar un avance porque la Constitución
establece ahora el objeto, los límites y criterios precisos de las leyes de
las legislaturas estatales, de modo tal que éstas no pueden en legislación
secundaria revertir o acotar las facultades constitucionales tal y como
sucede en diversas materias en nuestra legislación ordinaria. Con todo,
para completar el análisis de la transición legal e incluir lo sucedido en
este último tramo legislativo sería necesario realizar un estudio de las
leyes expedidas por los estados. Por otra parte, en otra fracción se esta­
blece que las legislaturas estatales revisarán y fiscalizarán las cuentas
públicas de los ayuntamientos. Si bien tal mandato no es nuevo vale
notar la palabra "fiscalizarán" incluida en esta reforma, más específica
y también más exigente.

En tercer lugar, la reforma actualiza la terminología de los servicios
públicos encargados al municipio; por ejemplo, se incluye "disposición
final de residuos", lo cual precisa los alcances y los límites de la com­
petencia municipal.

La reforma actualiza, delimita y amplía las facultades municipales
para asociación y convenios, desarrollo urbano, uso del suelo y regu­
larización de la tenencia de tierra urbana, ordenamiento territorial, de­
sarrollo regional, construcción, reservas ecológicas, transporte público
y administración de zonas federales. Con estas disposiciones se añade
congruencia al texto constitucional en los artículos donde trata de las
materias citadas y, en términos generales, da forma a la concurrencia
federal.

Por último conviene resaltar que el texto de la reforma define a la po­
licía municipal como preventiva. El tema de la seguridad pública ha sido
motivo de una larga disputa entre los diversos órdenes de gobierno y la
definición propuesta deja clara la función municipal en la materia.

Para finalizar este apartado y poner en perspectiva la aplicabilidad
de las reformas del municipio en el contexto mexicano se citan a conti­
nuación, a manera de ejemplos, dos casos, uno en Oaxaca y otro en Ja-
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lisco para mostrar las dificultades y los costos de la transición, ya en el
terreno de los hechos.

Casi todos los costos de transición para convertir las reformas y sus
buenos propósitos en hechos de gobierno están a cargo de los gobier­
nos municipales. Se ofrecen dos muestras. En un estudio sobre los mu­
nicipios en Oaxaca," Fausto Díaz, investigador en gobiernos locales, in­
dica las consecuencias de la reforma de 1983:

Inmediatamente después de la reforma municipal hubo varios indi­
cadores de que una reforma real estaba en marcha. Durante los pri­
meros meses de la administración de Miguel de la Madrid el gobier­
no llevó a cabo elecciones limpias que resultaron en varias derrotas
para el PRI en las elecciones municipales celebradas en las grandes
ciudades. Esto provocó una fuerte reacción de los priístas locales y es­
tatales quienes presionaron a la administración a terminar con dicha
apertura política [...] las debilidades de la reforma de 1983 surgieron
rápidamente: fraudes electorales, represión de protestas, desconoci­
miento ilegal de presidentes municipales de oposición y la imposición
de presidentes priístas.

Segunda muestra: en la ley orgánica municipal del estado de Jalis­
co, reformada en 1994 y se supone inspirada todavía en la reforma de
1983, se lee en el capítulo IV del Título Segundo:

Art. 30. Son obligaciones y facultades de los ayuntamientos, las si­
guientes:
1. Son obligaciones:
[ ...]
4. Remitir, antes del día 15 de cada mes, al Congreso del estado, la
cuenta detallada de los movimientos de fondos ocurridos en el mes
anterior; antes del día último de julio, la cuenta del primer semestre;
y antes del día último de enero, la general del año inmediato anterior.
5. Cuidar de la prestación de todos los servicios I destinando pre­
ferentemente, los fondos a la atención de aquellos relacionados
con' la seguridad, higiene y mejoramiento de la población, en la
proporción que corresponda. Será motivo de responsabilidad para

'Cfr. Fausto Díaz Montes, Los municipios. La disputa porel poder local en Oaxaca, Instituto de Inves­
tigaciones Sociales de la UABJO-Dirección de Comunicación Social del Gobierno del Estado (Del Barro
Nuestro),Oaxaca, 1992, p. 29.
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los ayuntamientos desatender dichos servicios, por invertir sus
fondos en otros de menor importancia, o en remuneraciones exa­
geradas a los servidores municipales."

Queda para reflexionar: édónde está en los hechos el municipio li­
bre?, Zdónde la autonomía?, Zdónde el manejo y administración libre
de su hacienda? ¿Puede cambiar la administración pública municipal
con la presencia real de factores tales como los visibles en los ejem­
plos anteriores?

En resumen, las características de la transición legal municipal
han sido:

-Se ha dado con independencia de la alternancia política; se inició
propiamente desde 1983.
-Ha constituido en gobierno al ayuntamiento.
-Ha establecido un marco legal claro de competencias, servicios pú-
blicos encargados y límites para el gobierno municipal.
-Se profundizó el federalismo concurrente al precisar las materias y
competencias en las cuales el municipio concurre con los otros ór­
denes de gobierno.
-Se legisló sobre la obligación de elegir en votación popular a los
síndicos. Ya no hay posibilidad de designar a los síndicos.
-No ha eliminado, aunque sí modificado y acotado la tutela de las
legislaturas estatales; es decir, sigue pendiente clarificar la autono­
mía municipal.
-No ha tocado la composición del ayuntamiento ni la forma de ele­
girlo. Es decir, aún se mantiene la secular forma de cabildo, a pesar
de la modernización de la sociedad mexicana.
-Ninguna reforma se planteó legislar sobre la duración de tres años
del ayuntamiento. En años muy recientes algunas legislaturas es­
tatales se han ocupado del tema y en algún caso han modificado el
mandato a cuatro años.
-No ha dedicado atención a la diversidad y heterogeneidad muni­
cipal.
~Dejó para la legislación secundaria las disposiciones de participa­
ción ciudadana y vecinal.

·Cfr. Ley Orgánica Municipal, editada sin fecha ni nota legal por la UII Legislatura del estado de
Jalisco, p. 13.
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LA TRANSICIÓN POLÍTICA

La alternancia

La transición política en los municipios se puede observar en dos for­
mas. La primera es la forma en la cual ha variado en los últimos años
el partido político de los gobernantes, es decir, en la alternancia, y la se­
gunda forma es en las consecuencias de dicha alternancia en el gobier­
no y la gobernabilidad municipal.

La alternancia en el poder municipal empezó a ser más relevante a
partir de 1968. En ese año el Partido Acción Nacional (PAN) ganó las
elecciones para el ayuntamiento de Mérida, Yucatán. Esta alternancia se
considera la primera en el país surgido de la revolución. Sin embargo,
aquel cambio fue una excepción en el dominio autoritario del Partido
Revolucionario Institucional (PRI). Propiamente la alternancia en los go­
biernos municipales se da durante las décadas de los ochenta y los no­
venta, antes de producirse en los poderes ejecutivo o legislativo estatal
y federal. Un aspecto particular de esta alternancia se da mediante la le­
galización en 1996 del procedimiento de elección de autoridades por
"usos y costumbres" en un numeroso grupo de municipios indígenas
de Oaxaca. Este procedimiento es muy anterior a la legalidad actual y
es típico de la región. Durante muchos años se encubrió mediante el re­
curso de poner como candidato de un partido político, sobre todo del
PRI, a quien ya había sido elegido a la manera tradicional. Por otro lado,
el fenómeno avisa acerca del carácter problemático de los municipios
llamados "indígenas" con antelación al surgimiento de las reivindicacio­
nes de los indígenas en Chiapas. El Estado mexicano, antes, durante y
después de la transición, ha dejado de lado el tema de la autonomía de
los pueblos indios de manera semejante a como ha tratado la autono­
mía municipal. Ésta, no por mencionada y ponderada en los discursos,
tiene algún tipo de existencia operativa antes de las reformas de 1999.
Todavía hoy quedan pendientes de decisión aspectos importantes de la
vida gubernamental del municipio, tales como la viabilidad y susten­
tabilidad financiera, sobre todo de los municipios rurales, pequeños y
pobres. '

Los números de la alternancia política en los municipios revelan el
proceso gradual en que se ha dado el recambio partidista en estos go­
biernos. En la tabla 1 se anota el número de municipios gobernados por
los tres partidos políticos nacionales más grandes entre 1994 y sep-
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tiembre de 2002. El PRI ha perdido en ocho años el control de 974 go­
biernos municipales, 46 por ciento de los 2,128 que controlaba en
1994. De éstos, 402, un poco menos de la mitad, han ido a manos del
PANY del Partido de la Revolución Democrática (PRD). La alternancia po­
lítica municipal es un hecho.

Del resto de partidos y de la elección por usos y costumbres los da­
tos indican que las coaliciones de varios partidos controlan 117 muni­
cipios en 2002; en esta fecha existen sólo tres concejos municipales de
50 existentes en 1995, fecha en la que este tipo de gobierno por desig­
nación tuvo su mayor número. Conviene recordar que los consejos
municipales fueron la salida legal a los conflictos intramunicipio cuya
solución se volvía imposible para las autoridades elegidas, y también
fue una forma de represión de las autoridades estatales a gobiernos mu­
nicipales con autoridades poco proclives u opuestas a los mandatos cen­
trales del gobierno estatal. En el pasado, los consejos municipales fueron
la expresión del autoritarismo centralista. La casi desaparición de esta

TABlA 1

FILIACIÓN POLÍTICA DE LOS MUNICIPIOS MEXICANOS, 1994-2002

Filiación política

PAN PRI PRD

Total Diferencia Total Diferencia Total Diferencia
de conel año de conel año de con el año

Años municipios anterior municipios anterior municipios anterior

1994 101 2,128 84

1995 160 +59 2,019 -109 120 +36

1996 224 +64 1,544 -475 179 +59

1997 250 +26 1,477 -67 220 +41

1998 307 +57 1,359 -118 288 +68

1999 287 -20 1,384 +25 278 -10

2000 312 +25 1,377 -7 247 -31

2001' 324 +12 1,283 -94 216 -31

2002 379 +55 1,154 -129 208 -8

1994 a
sept.de 2002 +278 -974 +124

Fuente: Inafed-Segob.
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forma de gobierno indica la disminución de esa forma represiva y un
avance del pluralismo.

Una comparación de 1994 con 2002 puede ayudar a visualizar el
cambio sucedido en cuanto a la alternancia política en los gobiernos
municipales. En la tabla 2 se anotan los datos para los dos años citados
en número de municipios controlados por los principales partidos po­
líticos nacionales y por otros. Los números hablan por sí solos: la al­
ternancia es un hecho y un hecho plural además.

Otro dato (de junio de 2002) resultante de la alternancia política se
observa en la tabla 3. Ahí se anota el partido gobernante de los veinte
municipios más poblados del país, en los cuales habita uno de cada cin­
co mexicanos; dos son gobernados por el PRI, tres por coaliciones, dos
por el PRD Y los trece restantes por el PAN. El dato indica que la alter­
nancia se ha producido de manera preferente en los territorios urbanos
y que los partidos diferentes del PRI gobiernan a un importante grupo
de población. En esta tabla 3 se observa en la columna titulada "año de
alternancia" el dato más antiguo, 1968, y con toda claridad, la crecien­
te recurrencia del fenómeno a fines de los años ochenta y en la década
de los años noventa. La alternancia registrada se refiere a cualquier
cambio en el partido gobernante del municipio de referencia, no sólo a
gobiernos de partidos diferentes del PRI. En el gobierno municipal la
transición política, en términos de alternancia en el poder, sucedió con
antelación a otros órdenes de gobierno.

Los datos cuantitativos anteriores han de ser complementados con
la observación de las consecuencias de la alternancia en el modo de go­
bernar, en la gobernabilidad municipal. Se trata de observar si la elec-

TABLA 2

COMPARACIÓN DE NÚMERO DE MUNICIPIOS,
1994-2002, SEGÚN PARTIDO GOBERNANTE

Año PRI PAN PRD Otros Coal. CM UYC Total

1994 2,128 101 84 37 42 2,392

2002 1,154 379 208 151 117 3 418 2,429

Diferencia -974 +278 +124 +114 +117 -39 +418 +37

Otros = PT, PRT, PVEM, PFCRN, PPS y partidos estatales.
Coal = Coaliciones de dos o más partidos.
Uye = Usos y costumbres.
Fuente: Elaboración propia con datos de Inafed. Segob.
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TABlA 3

FILIACIÓN pOLíTICA DEL AYUNTAMIENTO
EN LOS 20 MUNICIPIOS MÁS POBLADOS

Estado Municipio Filiaci6n Pobo tot. 2000 Año de alternancia

Jalisco Guadalajara PAN 1'646,319 1995

México Ecatepec de Morelos PAN 1'622,697 2000

Puebla Puebla PAN 1'346,916 1996

México Nezahualcóyotl PRD 1'225,972 n.d.

Chihuahua Juárez PAN 1'218,817 1983, 1992

Baja California Tijuana Calición 1'210,820 1989

Guanajuato León PAN 1'134,842 1989

Nuevo León Monterrey PAN 1'110,997 1995

Jalisco Zapopan PAN 1'001,021 1995

México Naucalpan de Juárez PAN 858,711 1997
Baja California Mexicali Coalición 764,602 1995
Sinaloa Culiacán PRI 745,537 1996
Guerrero Acapulco de Juárez PRD 722,499 n.d.

México Tlalnepantla de Baz PAN 721,415 1997
Yucatán Mérida Coalición 705,055 1968, 1990
Chihuahua Chihuahua PRI 671,790 1983, 1998

San Luis Potosí San Luis Potosí PAN 670,532 1983, 1989

Nuevo León Guadalupe PAN 670,162 1995

México Toluca PAN 666,596 n.d.

Aguascalientes Aguascalientes PAN 643,419 1996

ción democrática de los gobernantes, presumible dada la alternancia, se
traduce en una gobernabilidad democrática también.

LA GOBERNABILIDAD

La transición política y la alternancia han traído cambios en el esti­
lo de gobernar, y de ahí la expectativa de una gobernabilidad demo­
crática. El primer dato cualitativo es la aparición en el gobierno de
acciones inspiradas en las propuestas de gobierno típicas de cada par­
tido, por ejemplo: aparecen los "lunes" ciudadanos, comités ciudada­
nos para las más diversas acciones municipales y vecinales: agua, se-
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guridad, obra pública, transparencia, planeación, educación y otras.
A la par de lo anterior se incrementan las acciones de beneficencia o
asistencia social a grupos vulnerables de la sociedad, se democrati­
zan las sesiones de cabildo y se suscita una mayor participación so­
cial por diversos medios. Estas acciones contribuyen a la legitimidad
gubernamental, pues eran acciones demandadas con largueza por
muchos sectores de la población.

En términos generales, cambian las prácticas de relación entre las auto­
ridades y los grupos sociales y se busca mayor visibilidad de los funcio­
narios en la vida social del municipio y en los eventos de vecinos, comu­
nidades y barrios. Las autoridades procuran un estilo de cercanía a la
gente, con puertas abiertas de las oficinas, mayor dedicación a escuchar
necesidades y demandas y, en principio, menos trámites Y obstáculos.

Por otra parte, los servidores del gobierno municipal suelen presen­
tar resistencia al cambio y las autoridades electas suelen desconocer
modos y técnicas pertinentes a la modernización administrativa, por
ejemplo, la profesionalización. Esta situación genera a veces una ten­
sión entre el deseo del cambio de nuevas autoridades y las prácticas rea­
les de los viejos servidores. Esa tensión, en muchos casos, suscita una
búsqueda de mejores métodos para conseguir los cambios necesarios de
manera eficiente a fin de cambiar el estilo de gobierno y arribar a prác­
ticas gubernamentales adecuadas. 7

La transición política en los gobiernos de los estados también im­
pacta en el estilo de gobierno municipal. Sin embargo, no es observable
una tendencia determinada. Cuando se da el caso de procedencia parti­
daria diferente entre presidente municipal y gobernador del estado, tan
puede hostigarse a los gobiernos municipales como darse trato seme­
jante a todos. Al mismo tiempo, los gobiernos estatales de alternancia
revitalizan las oficinas de "desarrollo municipal" y de "control político"
de los municipios y se toman en serio los Comités de Planeación del De­
sarrollo Económico y Social (Coplades), pues estos organismos tienen el
control legal y operativo de los fondos de los programas federales de
apoyo a municipios y programas concurrentes. Ambas novedades per­
miten construir una relación observada como buena a secas entre el go­
bernador y los gobiernos municipales, incluso los de partido diferente.
Se puede decir que el cambio debido a la alternancia es una relación más

'Los programas presentados a la iniciativa del premio Gestión y Gobierno Local muestran un nume­
roso grupo de municipios con nuevas prácticas administrativas. Cfr. http://www.premiomunicipal.org.mx
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institucional entre municipio y gobierno del estado. Y esto contribuye
a la construcción de una nueva gobernabilldad: los ciudadanos obser­
van un gobierno capaz de aplicar recursos a la solución de carencias
evidentes para todos.

Las modificaciones asociadas a la alternancia nacional, tanto en la
Presidencia de la república como en el Congreso de la Unión, tienen que
ver con la intensificación del asociacionismo municipal, pues se revita­
lizan las asociaciones de municipios de origen partidista, es decir, las
instituciones promovidas de origen por los partidos políticos para reu­
nir a los presidentes municipales salidos de sus filas. A la par de la al­
ternancia presidencial apareció la Conferencia Nacional de Municipios
que agrupa a las tres asociaciones" más grandes de gobiernos munici­
pales a fin de promover una presencia nacional de los municipios en
cuanto tales y de formalizar un diálogo directo y unificado con el go­
bierno federal. La tendencia confirma un estilo de gobernar cooperativo
entre pares y la decadencia de la hostilidad interpartidista, al menos en­
tre gobiernos municipales. Sin embargo, no hay indicios de cambio en el
"laberinto autoritario" de las relaciones intergubernamentales de la fede­
ración y los gobiernos estatales con los gobiernos municipales. Ahí la
normatividad sigue siendo la misma: ha sufrido sólo cambios cosméticos
y por tanto impera aún el autoritarismo y el burocratismo. Los munici­
pios siguen siendo el último eslabón de una larga cadena de normas y
candados diseñados para facilitar y justificar la discrecionalidad de las au­
toridades y las consiguientes alianzas a cambio de relegar los trámites.

La alternancia y las modificaciones en el gobierno han propiciado
cambios en la agenda municipal. Los más notables son: se reduce la rei­
vindicación por la autonomía; se incrementa la demanda de "federalismo
fiscal", de recursos y de potestad tributaria; se incrementa el gasto admi­
nistrativo y de servicios personales en los gobiernos municipales, es de­
cir, crece el aparato y no necesariamente la capacidad de conformar polí­
ticas públicas con base en los mayores recursos de que disponen los
gobiernos municipales queda intocada, y por tanto presente y pendiente
en la agenda municipal, la diferencia entre municipios chicos, grandes, ri­
cos, pobres, urbanos y rurales y metrópolis; se postergan cambios polí­
ticos pues aun los pocos cambios en el artículo 115 constitucional han
sido escamoteados en los estados por las legislaturas y los poderes ejecu-

'Se trata de la AMMAC (Asociación de Municipios de México, A.C), la ALMAC (Asociación de Autori­
dades Locales de México, A.c.).
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tivos miedosos de "perder" el control de los municipios, es decir, miedo­
sos de construir la gobernabilidad democrática, por último, para el caso
de formular políticas públicas municipales subsiste la dualidad entre el
encargo constitucional y la dependencia real de las políticas nacionales y
centrales. La agenda municipal topa con las prioridades nacionales. Por
ejemplo: el desarrollo sustentable urbano, metropolitano y rural es una
exigencia municipal de muy poco interés nacional.

Por otro lado, la agenda nacional no considera al municipio: en los
hechos y en la legalidad sigue fuera de la federación, lo cual obliga a su­
gerir una nueva forma de relaciones intergubernamentales que restau­
re una "línea" de comunicación y diálogo político entre la federación,
los estados y los municipios.

En resumen, la transición política en los municipios muestra las
mismas vicisitudes de la transición mexicana en otras áreas del Estado,
con sus particulares concreciones:

-Con Alonso Lujambio (2000) es aceptable que "el municipio y su
creciente pluralismo han permitido a distintos partidos probarse como
alternativas, les han ofrecido la oportunidad de posicionarse ante
los ciudadanos como opciones viables y responsables al tiempo que
les han ofrecido una nueva viabilidad política. [,..1esto ha permiti­
do a las oposiciones acercarse al gobierno y enfrentar la difícil tarea de
gobernar".
-La alternancia es un hecho y los números indican una alternancia
plural, aunque dominada por los tres grandes partidos nacionales.
Son muy pocos los partidos estatales triunfantes.
-Conviene matizar la alternancia. En múltiples ocasiones los candida­
tos triunfantes de los partidos de oposición en muchos municipios
provienen de una escisión del PRI, que utilizan la patente de la oposi­
ción, grupos que con frecuencia carecen de militantes, de arrastre y
presencia popular. Así, zes una verdadera alternancia cuando la oposi­
ción gana una elección con un candidato de formación política auto­
ritaria? No hay un análisis detallado del origen de la militancia de los
candidatos triunfantes a lo largo de todos los municipios del país, só­
lo enalgunos estados. La pregunta es vigente y la respuesta sigue pen­
diente.
-La alternancia no empezó al mismo tiempo en todos los munici­
pios y estados de la república; desde luego, no dependió de la alter­
nancia en la Presidencia.
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-La alternancia presidencial aún no impacta en los municipios.
-La alternancia municipal sucede con mayor incidencia en los munici-
pios más poblados, densos, urbanos y ricos. Aún es desconocida, salvo
el caso de "usos y costumbres" en municipios rurales, chicos y pobres.
-Es necesario reformular una agenda municipal a partir de los
avances y pendientes fruto de la transición legal y política.

LA TRANSICIÓN HACENDARIA

Desde la primera Constitución revolucionaria hasta la más reciente re­
forma en materia municipal, la doctrina mexicana, a la par de otros
países democráticos, estableció el principio de la "libertad hacendaria"
del gobierno local. Sin embargo, la realidad concreta y vivida está muy
lejos de tal principio. El gobierno municipal puede manejar su hacienda
libremente una vez que todos los demás órdenes de gobierno le han dicho
qué recursos tiene, para qué asuntos y dentro de qué normatividad los
puede utilizar. Esta transición hacendaria transita con la racionalidad
de la Secretaría de Hacienda del gobierno federal, la cual no necesaria­
mente toma en cuenta los elementos de la transición legal y política.
Además, es necesario consignar la poca ayuda que prestan a una ver­
dadera transición hacendaria algunos gobiernos municipales que han
desaprovechado la facultad reglamentaria otorgada en la última re­
forma constitucional, para entrar en el juego de altos sueldos y com­
pensaciones y gastos superfluos.

No obstante la dependencia hacendaria de fondo, se han dado pasos
para modernizar y ordenar la hacienda municipal. Los más decididos se
han dado a la par de la alternancia en la Presidencia de la república, so­
bre una estructura financiera preparada y operante desde el sexenio
1994-2000. La estructura básica está organizada sobre la base de una
definición expresa del origen de los recursos para otorgarlos a los mu­
nicipios y entregarlos a través de fondos y partidas con fines muy pre­
cisos y amplios a la vez. En la tabla 4 se muestra la estructura mencio­
nada de manera esquemática.

En la realidad fiscal mexicana los ingresos municipales más importan­
tes son dos: las participaciones del gobierno federal definidas en el ramo
28 del presupuesto y las aportaciones federales definidas en el ramo 33.

Las participaciones o ramo 28 se constituyen por la devolución que
hace el gobierno federal de un monto específico de los impuestos recauda-
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dos. En la transición hacendaria se ha dado un compromiso definido del
gobierno para transferir a los municipios porcentajes específicos de algu­
nos impuestos federales. Estos porcentajes se establecen a nivel de ley
cuando el poder legislativo federal aprueba la ley del presupuesto de egre­
sos; por eso pueden variar de un año a otro, aunque en la transición siem­
pre han variado a favor de los municipios.

Los fondos del ramo 28, que se entregan a los estados, son parcial­
mente destinados a los municipios. Los gobiernos estatales están obli­
gados a entregar directamente a los municipios los montos aprobados
por el poder legislativo federal, lo cual es un avance cualitativo pues de­
bemos recordar que la federación está constituida sólo por los estados,
los cuales convienen con la federación la distribución de los fondos recau­
dados a partir de la Ley de Coordinación Fiscal en la cual se establecen las
obligaciones mutuas. En esa ley se establece el Sistema Nacional de Coor­
dinación Fiscal para dar armonía a la tributación en los tres órdenes de
gobierno. Dentro de ese sistema nacional se establece el Sistema de Parti­
cipaciones Federales creado para compensar a estados y municipios por
el sacrificio que implica otorgar la recaudación de ciertos impuestos a
que tienen derecho.

TABlA 4

ESTRUCTURA Y ELEMENTOS DE LA HACIENDA PÚBLICA MUNICIPAL

Ingreso

Obtención de los ele­
mentos económicos ne­
cesarios para la realiza­
ción de sus funciones

• Impuestos

• Derechos

• Contribuciones es-

peciales

• Productos

• Aprovechamientos

• Participaciones

• Aportaciones

• Recursos crediticios

Gasto

Erogaciones que el muni­
cipio realiza para el cum­
plimiento de sus fines

• Serviciospersonales

• Servicios administra­

tivos

• Servicios generales

• Materiales y suminis-

tros

• Obras públicas

• Deuda pública

• Otros conceptos

Patrimonio

Recursos en bienes mue­
bles e inmuebles con que
el municipio cuenta para
el logro de sus objetivos.

• Bienes de dominio

Público

• Bienes de dominio

Privado

Deuda pública

Empréstitos contraí­
dos para el financia­
miento de las activi­
dades municipales.

• De corto plazo

(flotante)

• De largo plazo

(consolidada)
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El sistema de participaciones se compone de los siguientes elementos:

-Fondo General de Participaciones.
-Fondo de Fomento Municipal.
-Participaciones directas de algunos impuestos federales.
-Reserva de compensación
-Participación por la importación-exportación a los municipios co-
lindantes con la frontera o los litorales.
-Participaciones por la extracción de petróleo (a los municipios pe­
troleros).

Conviene recordar cómo se componen los tres principales elemen­
tos. El Fondo General de Participaciones se integra con 20 por ciento de
la Recaudación Federal Participable.? De tal cantidad, que se entrega a
los estados, 20 por ciento mínimo debe ser entregado por los estados
a los municipios. Tal entrega se cuantifica mediante disposiciones de las
legislaturas estatales, las cuales no son favorables a los ingresos muni­
cipales. El Fondo de Fomento Municipal se constituye con 1 por ciento
de la Recaudación Federal Participable y se entrega 100 por ciento a los
municipios. Las participaciones directas en algunos impuestos asigna­
das a los municipios fueron las siguientes en 2002: 20 por ciento de la
recaudación nacional del Impuesto de Tenencia y Uso de Automóviles,
20 por ciento de la recaudación nacional del Impuesto Sobre Automó­
viles Nuevos y 8 por ciento de lo recaudado en el país por Impuesto a
las Bebidas Alcohólicas. Estos son los tres fondos más importantes en
cantidad de dinero.

Ahora bien, la transición hacendaria que ha organizado los fondos
para los estados y municipios no ha llegado con la misma fuerza y cla­
ridad a los estados. Las formas de distribuir las participaciones federa­
les hacia los municipios todavía son heterogéneas y, a veces, se hacen
mediante fórmulas complejas y caprichosas, las cuales castigan o
premian diversas características de los municipios o están vinculadas
a la productividad recaudatoria, lo cual es un arcaísmo hacendario.
No es.éste el lugar para profundizar en este complejo tema. Baste decir
ahora que prevalece en términos generales la apreciación estatal de
gobiernos municipales incapaces de manejar con eficiencia la hacien-

9 Esta cantidad se determina con muchos tecnicismos. En sencillo quiere decir el monto total de in­
gresos tributarios (no incluye petróleo) más algunos derechos federales menos un porcentaje de ciertos
impuestos que se destina para las obligaciones de deuda federal.
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da municipal y, por tanto, se derive una tutela a veces indigna sobre
los fondos dedicados por el Congreso federal a los municipios. La
transición hacendaria aun esta en cierne en el nivel de gobiernos es­
tatales.

La otra fuente de recursos económicos para los municipios es el ramo
33. También ha tenido cambios en la transición. Este ramo se compone
de fondos derivados de otros ramos presupuestarios. En la tabla 5 se
observa esa composición.

De los fondos del ramo 33, dos son de aplicación exclusiva en los
municipios y son manejados por los gobiernos municipales: el fondo
para la infraestructura social municipal y el fondo para el fortaleci­
miento municipal. Los otros siete fondos pueden o no aplicarse a satis­
facer las necesidades de los municipios, pues quedan a juicio del poder
ejecutivo estatal y según el presupuesto que aprueben las legislaturas
estatales. Los montos porcentuales de las aportaciones federales que

TABLA 5

LA COORDINACIÓN FEDERACIÓN-ESTADOS EN EL GASTO
PÚBLICO FEDERAL: ORIGEN Y DESTINO DE LOS RECURSOS

DEL RAMO 33. GASTO REASIGNADO y TRANSFERIDO

Dependencia

Ramos
11
25

SEP

33 04

Segob
(SNSP)

33 12

SSA

33 26

Sedesol

33

Fondo de

aportaciones
-Fondo de apor­
taciones para la
educación bási­
ca y normal
-Fondo de apor­
taciones para la
educación tec­
nológica y de
adultos

-Fondo de aportacio- -Fondo de apor­
nes para la seguridad taciones para los
pública de los estados servicios de salud
y del Distrito Federal
-Fondo de aportacio-
nes para el fortaleci-
miento de los muni-
cipiosy de las demar-
caciones territoriales
del Distrito Federal

-Fondo de apor­
taciones para la
infraestructura
social
-Fondo de apor­
taciones múlti­
ples
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componen el ramo 33 no han variado sensiblemente en los presupues­
tos de la alternancia, no obstante se observa una tendencia alcista. En
la tabla 6 se anotan los detalles a precios corrientes.

TABLA 6

ESTRUCTURA PORCENTUAL DE LAS APORTACIONES
FEDERALES RESPECTO DEL PRESUPUESTO TOTAL

2001 2002 2003
Millones Millones Millones
de pesos % de pesos % de pesos %

Total de gasto
presupuestado 1'361,867 100 1'463,334 100 1'524,845 100
Total de fondos de
aportaciones federales 199,575 14.65 218,673 14.94 234,618 15.38

En las tablas 7, 8 Y 9 se detalla el comportamiento de los fondos de
aportaciones, del fondo para la infraestructura municipal y el de fortale­
cimiento municipal en el periodo 1998-2002 a precios constantes para
ofrecer una idea del ritmo decreciente en términos reales de los montos de
los fondos dirigidos a los municipios y comparar con el comportamiento
del ramo 33 en general, que como se estableció antes contiene fondos de
aplicación estatal.

TABLA 7

FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES (RAMO 33)
COMPORTAMIENTO ENTRE 1998-2002

98,849'598,400 137,214'659,524 168,957'303,655 199,578'247,902 218,673'007,922
98,849'598,400 119,090'587,421 134,028'307,608 151,709'492,542 159,053'344,425

Precios corrientes
Precios de1998
Crecimiento
promedio'anual
en términos reales
al añobase 1998

1998 1999

20.48%

2000

12.54%

2001

13.19%

2002

4.84%

Fuente: Indetec.
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TABlA 8

FONDOS DE APORTACIONES PARA LA
INFRAESTRUCTURA SOCIAL MUNICIPAL (FAISM)

COMPORTAMIENTO ENTRE 1998 Y 2002

1998 1999 2000 2001 2002

Precios corrientes 9,142'300,000 12,244'872,218 14,051'768,133 16,753'489,337 19,143'686,926

Precios de 1998 9,142'300,000 10,578'955,367 11,096'407,921 12,672'322,409 13,862'251,103

Crecimiento

promedio anual en

términos reales al

año base 1998 15.71% 4.89% 14.20% 9.39%

Fuente: Indetec.

TABlA 9

FONDOS DE APORTACIONES PARA EL
FORTALECIMIENTO MUNICIPAL (FORTAMUN):

COMPORTAMIENTO EN EL PERIODO DE 1998 A 2002

1998 1999 2000 2001 2002

Precios corrientes
Precios de1998
Crecimiento
promedio anualen
términos reales al
año base 1998

6,732'100,000 13,097'602,496
6,732'100000 11,387'900,757

69.16%

15,030'339,150
11,943'628,134

4.88%

19,539'128,688
14,938'868795

25.08%

22,326'749,663
16,335'059,362

9.35%

Fuente: Indetec.

Dos obviedades: si bien el presupuesto total se incrementa, la tasa
de crecimiento, a precios constantes, disminuye. Los fondos de aplica­
ción municipal no crecen necesariamente en la misma proporción de la
dinámica del ramo 33 en general. No hay espacio para hacer un análi­
sis detallado por cada entidad federativa y menos por cada municipio;
sin embargo, una mirada superficial indica comportamientos heterogé­
neos en cada entidad, y se puede suponer, en cada municipio, dentro del
comportamiento alcista del ramo 33.



LA TRANSICIÓN EN EL ORDEN DE GOBIERNO MUNICIPAL' 279

En resumen la transición hacendaria se caracteriza por:
-Crecimiento leve, pero descendente, en el total de los fondos de des­
tino municipal, dentro de la estructura presupuestal federal.
-La estructura de los fondos es inestable. Eso quiere decir que los
montos de cada uno de los siete fondos del ramo 33 pueden tener
variaciones caprichosas. Incluso puede crear una especie de subfon­
dos con los recursos de un fondo mediante los cuales se definen re­
cursos para los estados y recursos para los municipios. Se puede sos­
pechar que esos montos están sujetos a las negociaciones partidistas
dentro de la cámara a la hora de la aprobación presupuestal, y no a
un análisis técnico de las necesidades del desarrollo local en cada re­
gión y entidad de la nación.
-La devolución de impuestos y los fondos de las participaciones fe­
derales, ramo 28 del presupuesto, están todavía sujetos a fórmulas
caprichosas cuya aplicación no siempre es equitativa pues los crite­
rios para observar y promover la equidad no siempre son con­
gruentes con un significado común de ese importante valor.
-Por otra parte, la transición legal ha otorgado mayores capacida­
des recaudatorias a los gobiernos municipales, la cual ha sido apro­
vechada por la mayoría de estos gobiernos para incrementar los
fondos propios.
-Los ingresos tributarios, hoy por hoy, no dependen de los partidos en
el poder. La estructura recaudatoria mexicana es arcaica, inercial e ine­
quitativa. Las correcciones a la misma parecen posibles sólo de mane­
ra semejante a como Alejandro el Magno deshizo el nudo gordiano.
-Hay avances importantes en la organización técnica de la hacienda
municipal sin embargo, tal avance se hace "encima" de esa estructura
fiscal mil veces parchada y aún sin estructura coherente con el país y
sus realidades económicas; por tanto, es un avance que si bien beneficia
los ingresos municipales queda muy corto en relación con lo necesario.
-En este panorama debe situarse la pregunta por la conveniencia y
las consecuencias prácticas de otorgar mayores capacidades tribu­
tarias a los municipios.

TRANSICIÓN INNOVADORA

Otra manera de observar las herencias y los cambios en la transición
municipal son las innovaciones gubernamentales realizadas por los

JI

/!
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propios gobiernos municipales. La revisión de este tipo de acciones ve­
rifica que en el orden municipal los cambios fueron anteriores e inde­
pendientes de la alternancia en los poderes federales o estatales. Mau­
ricio Merino (1994) recoge los estudios sobre participación ciudadana
y cambio municipal en municipios de los estados de Nuevo León, Baja
California, Jalisco, Michoacán, Oaxaca y Yucatán y da cuenta de cómo
los cambios nacionales, aunque no se corresponden cara a cara con
las innovaciones municipales, sí contribuyen desde lo local a una di­
námica de cambio democrático. Enrique Cabrero (1995) documenta la
innovación en la gestión municipal en al menos cinco municipios de
diversos estados de la república y un grupo de ellos en Míchoacán
asociados para enfrentar la renovación en el gobierno. Los municipios
en cuestión iniciaron las acciones de referencia en 1992 o antes. Por
otra parte, Tonatiuh Guillén (1996) revisa el caso de los siete munici­
pios fronterizos del norte del país más grandes para verificar la existen­
cia de planes de desarrollo en cada uno, innovaciones en los servicios
públicos y trabajos de reorganización institucional. La heterogeneidad
detectada en estos gobiernos tiene que ver con los procesos de alternan­
cia política en ellos. En 1999 Cabrero y Nava (1999) documentan 14 ca­
sos de municipios en los cuales se desarrollaron proyectos innovadores en
diversas regiones del país y diferentes estados de la república. También
este trabajo muestra la importancia de la alternancia para desarrollar in­
novaciones. Otro ejemplo publicado en 2002 es el de Andrés Valdez
(2002) en el cual analiza los trabajos y resultados de algunos gobiernos
municipales al utilizar la certificación internacional (rso) para verificar la
calidad de sus cambios y propuestas organizacionales.

Estos trabajos y otros muchos no reseñados aquí muestran un fuerte
movimiento municipalista de los gobiernos para innovar a partir de los
propios recursos y la propia inventiva, sin dependencia de los gobiernos es­
tatales y con mayor grado de responsabilidad frente a las funciones de los
gobiernos locales de resolver necesidades básicas de la población a la cual
sirven y por modernizar la institución municipal. Sin una explicitación
formal estos casos y otros muestran un proceso de cambio del Estado en
el orden municipal, de municipios administradores públicos al servicio de
los otros órdenes de gobierno a gobiernos al servicio de su pueblo. Es cier­
to que muchos de los intentos revisados no son necesariamente exitosos;
sin embargo, muestran un cambio fundamental en las condiciones y las
prácticas del gobierno municipal. Revelanun dinamismo en la dirección del
cambio democrático y modernizador.
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También es evidente ese dinamismo en la participación de los go­
biernos municipales en la convocatoria anual del eIDE al premio Gobier­
no y Gestión Local. En el año 2001, primero del premio, respondieron
a la convocatoria 479 programas; en 2002 participaron 356 y en 2003,
503 programas. Sin duda es un indicador del dinamismo de la acción
gubernamental renovada, pues participar implica someterse al escruti­
nio de una mirada no gubernamental ni partidista sino independiente
desde la sociedad civil y la academia. También indica, al menos en prin­
cipio, la convicción de lo exitoso y valioso del programa de quien se pre­
senta a participar.

En la tabla lOse recogen los datos de los rubros de los programas
presentados al premio en los tres años de vida que tiene.

TABLA 10

NÚMERO DE PROGRAMAS POR TIPO
PRESENTADOS AL PREMIO eIDE 2001-2003

Tipo de programa 2001 % 2002 % 2003 %
._-------

Conservación ecológica 42 8.59 37 10.31 52 10.34

Desarrollo económico con criterios de sustentabilidad 50 10.22 O 0.00 O 0.00

Desarrollo municipal O 0.00 46 12.81 45 8.95

Educación 35 7.16 21 5.85 40 7.95

Infraestructura municipal 69 14.11 36 10.03 23 4.57

Modernización administrativa 37 7.57 70 19.50 89 17.69

Modernización financiera 21 4.29 O 0.00 O 0.00

Participación ciudadana 74 15.13 30 8.36 33 6.56

Planeación urbana 15 3.07 O 0.00 16 3.18

Política social 28 5.73 63 17.55 77 15.31

Reconocimiento especial al fortalecimiento municipal O 0.00 O 0.00 18 3.58

Salud pública 36 7.36 17 4.74 26 5.17

Seguridad pública 40 8.18 18 5.01 27 5.37

Servicios públicos 42 8.59 21 5.85 44 8.75

Transparencia y rendición decuentas O 0.00 O 0.00 13 2.58

Total Calificados 489 100.00 359 95.73 503 65.24

No Calificados 1 0.27 O 0.00

Rechazados 15 4.00 268 34.76

Fuente: Premio Gobirno y Gestión Local, en www.prerniomunicipal.org.mx.
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Estos datos indican la existencia de valiosas prácticas municipales.
Por ejemplo, está presente el interés por la conservación ecológica y en
número creciente. Los programas de infraestructura municipal fueron
los más importantes el primer año, no así en el tercero. La moderniza­
ción administrativa y la política social son los programas más concurri­
dos en 2003. Los contenidos de los programas y su variable número in­
dican, además, un dinamismo innovador heterogéneo, múltiple y de
amplío espectro, pues en alguna forma los programas presentados al
premio tocan todas las áreas relevantes para un gobierno municipal.

Especial mención merece la asociación de gobiernos municipales, sobre
todo los gobernados a partir de usos y costumbres, pues muestra las ven­
tajas de trabajar en conjunto para lograr metas de beneficio común y co­
lectivo. La convocatoria del premio Gobierno y Gestión Local ha sido testi­
go de varias experiencias de asociación entre gobiernos municipales de usos
y costumbres y el éxito, inusual en otros gobiernos, de varias de ellas.

En resumen la transición innovadora deja ver las siguientes carac­
terísticas:

-Los gobiernos municipales, en el contexto nacional de cambio de
aires (por ejemplo: menor represión, pluralismo de partidos políti­
cos actuantes, apertura comercial, gobierno federal exigido y nece­
sitado de eficiencia y legitimidad), han sido creativos, innovadores
y ha generado un dinamismo local independiente de los dictados de
los otros órdenes de gobierno.
-Los gobiernos municipales han desarrollado procesos de moderniza­
ción para mejorar la eficienciade los servicios públicos a su cargo, de
la atención de los ciudadanos en su jurisdicción y de la profesionaliza­
ción de sus prácticas administrativas y los recursos humanos.
-La innovación no depende de partidos, tamaños de municipio o zo­
nas geográficas del país; no obstante, no está generalizada y tam­
poco es exitosa en todos los casos.
-Lo intentado y logrado o no por los gobiernos municipales no ha
sido a partir de una prescripción o instrucción de otros órdenes de
gobierno, tal como aparecía en el pasado reciente. Es decir, sin duda
hoy los gobiernos municipales son más independientes.
-Las innovaciones se dan en un contexto legal arcaico. Los estrechos
límites del periodo de gobierno (tres años), la obsoleta configuración
del cabildo y la no reelecciónson obstáculos estructurales para un me­
jor funcionamiento del gobierno local. No obstante, los gobiernos
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concretos se las ingenian para responder a las necesidades de la po­
blación.
-Se detecta la réplica de experiencias exitosas o buenas prácticas entre
los municipios. La réplica no es garantía de éxito; sin embargo, indi­
ca la aplicación de un principio de gestión clave, como revisar lo que
otros hacen antes de inventar propuestas desde la ignorancia. Por otro
lado, se observan réplicas de prácticas sugeridas por los partidos po­
líticos de origen de los gobernantes. Tal hecho es neutro en sí mismo;
sin embargo, tiene el riesgo de convertir en receta lo que ha de ser di­
seño apropiado por gobierno y sociedad.
-La transición innovadora deja ver un dinamismo propio de lo local y
valioso para la reforma política del país. Este dinamismo no alcanza
aún para cambios institucionales definitivos y sí para modificar la re­
lación sociedad-gobierno hacia una gobernabilidad democrática y
para impulsar la modernización administrativa y fortalecer a la socie­
dad civil municipal.

HERENCIA O CAMBIO

El orden de gobierno municipal está en activa transición. Las herencias
nacionales de centralismo y dependencia siguen presentes y limitan los
procesos de transición. Los cambios constitucionales, pese a sus limita­
ciones jurídicas, han colaborado para facilitar un mayor protagonismo
de los ayuntamientos y sociedades municipales en los procesos de re­
forma. Hoy los ayuntamientos son responsables de buena parte de lo
que se hace o deja de hacerse en los municipios y del avance o atraso de
la administración pública local. Los gobiernos municipales gozan hoy,
con todo y las restricciones, de mayor autonomía.

La transición política por la alternancia ha producido cambios en
los estilos de gobierno con los cuales la sociedad puede comparar, tener
un mayor espacio de expresión o participación y motivos para intere­
sarse en el gobierno. Permanecen vicios sobre todo en los gobiernos
municipales en manos de partidos políticos basados en militancias con­
troladas por poderes heredados y corporativistas. La participación de
los ciudadanos en la tarea de gobernar hoy no se disputa, no obstante
que se interprete en los hechos de maneras diversas y con límites dife­
rentes. La alternancia ha puesto en evidencia los pendientes y las nece­
sidades de cambio en el gobierno y también en la sociedad para avan-
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zar en la constitución de una gobernabilidad democrática. En lo local es
posible identificar los nuevos comportamientos, los nuevos conceptos
y las nuevas formas de enfrentar la tarea de gobernar a fin de contribuir
a la democracia.También las nuevas responsabilidades de los actores so­
ciales y políticos, señaladamente los partidos políticos cuya tarea en lo
local es enorme todavía. Sin lugar a dudas la transición en el orden de
gobierno municipal contribuye a visualizar cómo ha de ser la transi­
ción en otros órdenes de gobierno y sobre todo, cuáles son los elemen­
tos que aún nos faltan como cultura política nacional.

Los cambios hacendarios, pese a la herencia del burocratismo en
que siguen envueltos, han colaborado para dar más recursos a los
ayuntamientos. Hoy pueden hacer más. Aún son miserias en mu­
chos casos, pero son más que antes de la transición. Los datos indi­
can una tendencia descendente en el ritmo de incremento de los re­
cursos a los municipios, específicamente de los fondos federales más
importantes del ramo 33. No se dispone de un análisis confiable de
los fondos del ramo 28 para obtener una conclusión sostenible; sin
embargo, se puede suponer un comportamiento parecido a la ten­
dencia del ramo 33. En cuestiones hacendarias son más las herencias
que los cambios.

La innovación es una constante en los gobiernos locales. Es un
verdadero cambio de cultura de los gobiernos. Lo notable consiste en
la desaparición de la dependencia total con gobernadores y partidos
políticos. Hoy los gobiernos temen más el descontento de su pobla­
ción que el enojo de los "superiores" políticos. La acción guberna­
mental local no es más (y no puede ser más), a la luz de las inno­
vaciones reales, un manojo de buenas intenciones aplicadas por un
grupo de personas buenas pero impreparadas, leales pero ineficaces.
La muestra de las experiencias locales indica todo lo contrario: bús­
queda de la eficacia, modernización administrativa, tecnologización
incluso, alianzas, profesionalización, atención de nuevos campos
problemáticos, participación ciudadana en muchos niveles y senti­
do de responsabilidad. También la realidad local muestra el otro po­
lo: deficiencias, vicios, sociedades dormidas y herencias clientelares.
La buena noticia es que está en proceso de cambio. En síntesis, en
2003 hay más cambios que herencias en el orden de gobierno mu­
nicipal.
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Mauricio Merino'

Los gobiernos municipales de México:
el problema del diseño institucional

INTRODUCCIÓN

¿POR QUÉ los gobiernos municipales de México no pueden cumplir a caba­
lidad con sus obligaciones constitucionales71 Desdecualquier punto de vis­
ta, los rasgos más notorios de esos gobiernos son la heterogeneidad y la
precariedad de recursos. La mayor parte de los datos disponibles sobre los
municipios mexicanos subrayan tanto la diversidad como la pobreza de
medios e indican también que no pueden cumplir con las mismas funcio­
nes ni seguir las mismas políticas.' No obstante, los desafíos que enfrentan
son similares: la integración y el funcionamiento eficaz de sus ayunta­
mientos, los problemas de financiamiento, las limitaciones de sus recursos
humanos, los métodos de participación y vigilancia de los ciudadanos y la
ausencia de técnicas eficientes de gestión pública.

En este texto sostengo que una de las razones principales de esos
dilemas está en un mal diseño institucional: las reformas al artículo

• Profesor-investigador del Centro de Investigación y Docencia Económicas (ClDE).
I Esta pregunta ha ocupado la agenda de investigación sobre los gobiernos locales, al menos, desde

los debates sobre la reforma al artículo 115 promulgada en 1983. Desde entonces se ha producido una
vasta bibliografía que ha intentado responderla. Este artículo es en buena medida deudor de ese debate.
Entre los libros que reúnen distintas visiones sobre ese tema remito, entre otros, a Mauricio Merino
(coord.), En busca de la democracia municipal, Colmex, 1994; Enrique Cabrero (coord.), Gerenciapública
municipal. Conceptos básicos y estudios de caso, ClDE, 1999; Juan Pablo Guerrero y Tonatiuh Guillén
(coord.). Reflexiones en torno a la reforma municipal del artículo 115 constitucional, Miguel Ángel
Porrúa/crnt, 2000; Miguel Bazdresch (coord.), Gobiernos locales: elfuturo político de México, ITESO/IGLOM,
2000; Tonatiuh Guillén (coord.), Agenda de la reforma municipal en México, ClDE, 2000; Enrique Cabrero
(coord.), Políticas públicas municipales. Una agenda en construcción,. Miguel Ángel Porrúa/crnt, 2003.

¡ A Rodolfo García del Castillo se deben los primeros esfuerzos sistemáticos por reunir información
confiable sobre los gobiernos municipales del país. Destaca en ese sentido su iniciativa para realizar la
Encuesta Nacional de Gestión Municipal ClDE-INEGI efectuada a finales de 1993. De ella se desprende elli­
bro de ese autor: Los municipios en México. Los retos ante elfuturo, Miguel Ángel Porrúa/cms, 1999. Más
recientemente, el INDESOL y ellNEGl realizaron la Encuesta Nacional sobre Desarrollo Institucional Muni­
cipal 2000 -en la que se apoya la mayor parte de los datos utilizados en este texto-, de la que se des­
prendió el libro coordinado por Leticia Santín del Río, Perfil y perspectivas de los municipios mexicanos
para la construcción de una política social de Estado, INDEsoLlFlacso, 2002.
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115 constitucional promulgadas en las últimas décadas del siglo pa­
sado -en 1983 yen 1999- ensancharon los ámbitos de obligación de
los gobiernos municipales, pero no aportaron las reglas ni los incen­
tivos correctos para afrontarlos, de modo que al comenzar el
siglo XXI esos gobiernos deben cumplir a un tiempo funciones y obli­
gaciones crecientes, en circunstancias y con recursos distintos y li­
mitados.

En este artículo se plantean los rasgos básicos de esas contradiccio­
nes. Asimismo, se sostiene que los problemas de diseño institucional
están vinculados a la evolución histórica de los municipios, que ha es­
tado subordinada a las prioridades señaladas por los gobiernos nacio­
nales. Finalmente, se exponen con mayor amplitud las razones por las
que los cinco ámbitos señalados resultan pertinentes para comprender
los alcances de los dilemas del diseño institucional, de cuya solución de­
pende, en principio, la posibilidad de fortalecer el papel de los munici­
pios en la administración pública del país.

ALGO DE HISTORIA: CUATRO MÉRITOS

DE LOS GOBIERNOS MUNICIPALES

Los gobiernos municipales han cumplido distintos papeles a lo largo de
la historia de México. En ese sentido, a los gobiernos locales mexicanos
deben acreditárseles, al menos, cuatro méritos históricos: el primero fue
el de haber sido la base para la construcción del Estado nacional que se
forjó durante el siglo XIX. Gracias a los gobiernos locales del país, fue
posible que los liberales construyeran un proyecto de nación. De los go­
biernos locales brotaron los ejércitos, los dineros, los aparatos burocrá­
ticos y la legitimidad política en que se fundó la disputa que definió al
país en aquel siglo fundador. 3

A México le pasó algo similar a lo que ocurrió en la Francia pos­
terior a la revolución y que tan bien observó el Tocqueville ya ma­
duro: tras los grandes nombres que produjo ese episodio y detrás de
los grandes cambios revolucionarios, el país siguió funcionando gra­
cias a la organización local que, a la postre, habría de imponerse
nuevamente por la fuerza de las tradiciones que se vuelven reglas y

3 Esta hipótesis se desarrolla con amplitud en Mauricio Merino, Gobierno local. poder nacional. La
contienda por laformaci6n del Estado mexicano, Colmex, 1998.
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más tarde normas jurídicas." Así fue en México, al menos al princi­
pio: aquella historia no se explicaría sin la organización que ofrecie­
ron los gobiernos de los municipios, ni la guerra que libraron libera­
les y conservadores se habría resuelto sin las armas y los hombres
que ellos prestaron, ni la Reforma habría podido llevarse a cabo sin
el respaldo de los gobiernos locales encargados de hacer valer las le­
yes que querían arrebatar los privilegios al aparato político que sostu­
vo la Iglesia católica por siglos, ni la legitimidad posterior que fueron
construyendo los liberales para asentarse en el poder político habría teni­
do fuerza sin la colaboración de esos gobiernos. Para decirlo en dos pa­
labras: el Estado nacional mexicano se forjó sobre la base de los muni­
cipios.'

Sin embargo, tan pronto como el Estado nacional se consolidó, los
municipios comenzaron a perder espacios de decisión y a convertirse, pau­
latinamente, en meros instrumentos de administración a las órdenes de los
caudillos que dirigieron el país desde la capital. Con todo, sin las contribu­
ciones de esos gobiernos, aquella etapa liberal habría sido inimaginable."

El segundo mérito de los municipios del país fue, sin embargo, el ha­
ber ofrecido estabilidad y medios de gobernación aun en los momentos
de mayor centralismo político durante el siglo xx. Los municipios fueron
una de las claves sin las cuales resultaría prácticamente imposible expli­
car la larga duración del sistema político basado en el presidencialismo
hegemónico. Esta idea se plasma bien en la afirmación atribuida al presi­
dente Ruiz Cortines según la cual, cuando se trataba de repartir cargos
públicos a través del partido hegemónico, los senadores eran para el pre­
sidente y los diputados para el partido, mientras que los presidentes mu­
nicipales eran los únicos a quienes realmente elegía el pueblo. 7

'Me refiero a Alexis de Tocqueville, Del antiguo régimen a la revolución, FCE, 1996. Por su parte, Fran­
cois-Xavier Guerra juega con el título de ese clásico para sostener la hipótesis que aquí cito, en México:
del antiguo régimen a la revolución, FCE, 1989.

5 Además del libro ya citado de Francois-Xavier Guerra, otros trabajos de importancia que sostienen
la misma hipótesis son los de Nettie LeeBenson, La diputación provincial y el federalismo en México, Col­
mex, 1955, Y David Brading, De la monarquía católica a la república criolla, FCE, 1991.

'Para comprender la forma en que los gobiernos nacionales fueron minando a los gobiernos mu­
nicipales Ruede verse en particular a Francois-Xavier Guerra, op. cit., t. 1, pp. 259-263 y, en general, los
textos de Laurens Ballard Perry, Juarez and Diaz. Machin a Politics in Mexico, Northern Illinois University
Press, 1978, y, desde luego Emilio Rabasa, La Constitución y la dictadura, Porrúa, 1990.

Sobre este particular, remito a Mauricio Merino, "El crecimiento del centro", en Fuera del centro,
Universidad Veracruzana, 1992.

7 No tengo evidencia fehaciente sobre el origen de esta afirmación. Mi fuente es oral. Pero expresa
muy bien la lógica del régimen de partido hegemónico, con elecciones aparentes, en la que se fundó el
sistema político mexicano durante la mayor parte del siglo xx.
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Luego de la forma en que se construyó el aparato político derivado
de la revolución mexicana, los municipios siguieron siendo la clave para
asegurar la gobernabilidad. Eran, por así decir, los filtros que servían
para evitar que todos los problemas públicos subieran hasta las instan­
cias de mayor poder de decisión. Y al mismo tiempo, su papel de agen­
cias de transmisión de decisiones y control político los arraigó también
como instrumentos dedicados a ejercer el gasto público." Los gobiernos
locales perdieron en el siglo xx casi todas las atribuciones que tuvieron
en el XIX, para volverse ventanillas de negociación y de distribución de
recursos con criterios de rentabilidad política. Esa mecánica forma pár­
te de las razones por las que el partido hegemónico se consolidó a pe­
sar de todos los conflictos, pero también explica las razones por las que
los municipios perdieron capacidad de gestión y autonomía práctica­
mente a todo lo largo del siglo que recién ha concluido.

Paradójicamente, sin embargo, la tercera gran contribución de los
gobiernos locales mexicanos fue la de haber encabezado la apertura de­
mocrática que, años después, involucró al sistema político en su con­
junto. No es una contradicción sino una consecuencia: por las mismas
razones por las que el presidente Ruiz Cortines aseguraba que los pre­
sidentes municipales eran para el pueblo, las primeras puertas hacia la
alternancia política en México fueron los gobiernos de menor poder. Sin
embargo, esa misma dinámica hizo posible que hacia las elecciones del
año 2000 ya más de tres cuartas partes de los electores hubieran vivido
el fenómeno de la alternancia en el nivel local. 9 Si el ejercicio de la de­
mocracia es la única vía para generar una cultura política realmente demo­
crática -y no al revés, como se pensó durante un tiempo-, hay que to­
mar en cuenta la enorme aportación que hicieron los gobiernos locales
para ir creando las bases de esa cultura que paulatinamente y a través
de varios procesos electorales sucesivos fueron generando una nueva

'Los debates que antecedieron a la reforma del artículo 115 en 1983 así como el dictamen de la re­
forma finalmente aprobada subrayan ese diagnóstico. Al respecto puede verse también el trabajo de Raúl
Olmedo, El desafío municipal, Segob, 1983 o la visión sobre el papel de colaboración administrativa que
debían cumplir los gobiernos municipales en Gustavo Martínez Cabañas, Administración estatal y muni­
cipal, INAP/Conacyt, 1985.

'Tomo este dato de Alonso Lujambio, El poder compartido. Un ensayo sobre la democratización mexica­
na. Océano, 2000, p. 78. Hasta 1989 solamente 39 de 2,387 municipios que había entonces eran goberna­
dos por partidos distintos al Partido Revolucionario Institucional (PRI),: 1.84 por ciento de la población. Al
final del año 2000, el PRI gobernaba a 44.11 por ciento de la población en el ámbito municipal. Antes de las
eleccionesde ese mismo año, ya 63.6 por ciento de la población había experimentado la alternancia en su
gobierno local, sin contar a los habitantes del Distrito Federal. Cfr. Mauricio Merino, La transición votada.
Crítica a la interpretación del cambio po/(tico en México, fCE, 2003, p. 26.
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distribución del poder político en México. La transición a la democracia
en México no se explicaría sin esas pruebas previas que tuvieron lugar en
los municipios del país. Fue una transición de la periferia al centro, gra­
dual y afincada en votos. Sin la microhistoria que se vivió en los mu­
nicipios, hoy no podríamos entender el cambio político que ha vivido el
país a cabalidad.

La cuarta contribución, menos vistosa pero no menos importante,
es la de haber cubierto el espacio vacío que dejó la salida del Estado de
muchos de los ámbitos antes cubiertos por la burocracia federal, desde
mediados de la década de los ochenta. A ese proceso que Tonatiuh Gui­
llén ha llamado con tino "la descentralización de facto" se debe a que a
pesar de todo el país haya logrado trascender los años más duros de las
crisis económicas sucesivas. lO Gracias a que tenemos gobiernos locales
que se han ocupado de atender al menos las áreas más elementales de
las demandas públicas, en México pudo producirse ese cambio central
en la vida económica sin costos políticos dramáticos. Pocos investiga­
dores se han encargado de documentar esas historias que tuvieron lu­
gar en todos los estados del país. Pero existe evidencia suficiente para
asegurar que el blindaje social que hizo posible realizar esa mudanza de
sistema económico provino, en buena medida, de las redes generadas en
el ámbito municipal." Y esto, a pesar de que el gobierno nacional in­
tentó, muy pronto, suplir el trabajo de los municipios mediante pro­
gramas de asistencia social localizada y directa que, sin embargo, a la
postre debieron someterse a la dinámica que la tradición local les fue
imponiendo. 12

Se dice rápido, pero es la suma de esas contribuciones de los gobier­
nos municipales a la vida del país la que sintetiza la paradoja en la que
están: sin los gobiernos locales no habría Estado, así de simple. Pero el
gobierno nacional, desde finales del siglo XIX y hasta la fecha, los ha
convertido en agencias para la solución de conflictos políticos locales y,

¡OCfr. Tonatiuh Guillén, Gobiernos municipales en México. Entrela modernización y la tradición políti­
ca, Miguel Ángel Porrúa/Colegio de la Frontera Norte, 1996.

11 Es importante subrayar que la reforma municipal de 1983 coincidió con la llamada reforma es­
tructural que se inició en el sexenio del presidente Miguel de la Madrid. Al mismo tiempo, la descentra­
lización se convirtió en una política deliberada del gobierno nacional. Véase Antologíade la planeación en
México. Los primeros intentos de planeación en México, SPP/FCE, 1985, pp. 15-134.

12 El ejemplo más palpable de esa política del gobierno nacional fue el Programa Nacional de Solida­
ridad, que se llevó a cabo durante el sexenio del presidente Carlos Salinas de Gortari, desde 1989. Sobre
las características básicas de ese programa véase: Consejo Consultivo del Programa Nacional de Solida­
ridad, ElPrograma Nacional de Solidaridad, FCE, 1994 y Roberto Ortega Lornelín, Federnlismay municipio,
FCE, 1994.
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en el mejor de los casos, en ventanillas de gasto público. Fueron la cla­
ve de la estabilidad política durante décadas, pero no encontraron res­
puesta a sus demandas de recursos y de autonomía. Fueron el punto de
partida para la transición a la democracia, pero al mismo tiempo se han
convertido en un espacio más para la disputa del poder entre partidos.
Fueron la base para que la salida del Estado de la economía no produ­
jera una crisis mayor en el sistema político, pero no cuentan con herra­
mientas para convertirse en promotores de crecimiento.

UN PANORAMA DE LAS

INSTITUCIONES LOCALES VIGENTES

No es imposible replantear la visión sobre el papel que pueden desem­
peñar los gobiernos locales mexicanos en el futuro del país. Pero hay
que hacerse cargo de los enormes desafíos que supone dar una vuelta
de tuerca a la concepción predominante que sigue viendo a los munici­
pios, en el mejor de los casos, como una instancia de gobierno auxi­
liar." y en el peor, como el cajón de sastre de proyectos distintos. Esver­
dad que el panorama, en su conjunto, no es alentador. Pero también lo
es que los gobiernos municipales pueden volver a desempeñar un papel
central si se recuperan y se encauzan las capacidades de gestión de cada
uno de ellos.

La heterogeneidad de los municipios es la misma que hay entre los
mexicanos: el abismo que separa a los más prósperos y mejor organi­
zados de aquellos que apenas gobiernan pequeñas comunidades donde
hace falta prácticamente todo es el mismo que separa a la sociedad. Y
el enorme desafío que supone pasar del diseño legal a la acción eficaz en
los municipios de mayor rezago es equivalente al que tiene el país en su
conjunto para pasar de la distribución democrática del poder a las res­
puestas concretas en cada una de sus comunidades. Los municipios
son, en ese sentido, un espejo fiel de la realidad nacional. Pero también
pueden ser el mejor instrumento para transformarla, si somos capaces
de romper la inercia que nos llevó a ver los problemas de México con

1.1El ejemplo más reciente está en la promulgada Ley General de Desarrollo Social que, si bien otor­
ga a los gobiernos municipales un papel central en la ejecución de la política de desarrollo social, se re­
serva el diseño de la política para las instancias nacionales. La vertiente de coordinación del sistema de
planeación democrática, establecido a nivel constitucional en 1983, es la base normativa para la aplica­
ción de esa política, en términos similares a los que se definieron en el sexenio del presidente Miguel de
la Madrid.
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una sola mirada, desde arriba y con soluciones homogéneas a pesar de
todo. La propuesta es antigua, pero las circunstancias son distintas.

Nunca habíamos tenido una composición tan plural en toda la his­
toria de los gobiernos locales ni tan favorable para el desarrollo demo­
crático de los municipios." Ya que el problema central de la vida polí­
tica, que es la forma de distribución del poder está arraigándose poco a
poco a través de procedimientos democráticos, el problema que surge
en seguida es la forma de ejercer el mandatoY Y en ese sentido, tomo
como referencia los datos de la Encuesta Nacional sobre Desarrollo Ins­
titucional Municipal 2000, realizada por el Instituto Nacional de Esta­
dística, Geografía e Informática (INEGI) y por el INDESOL, para mostrar
dos rasgos que considero importantes: de un lado, las limitaciones que
tienen los gobiernos municipales para afrontar las responsabilidades
que les otorgaron las reformas constitucionales de 1983 y 1999, y, de
otro, la distancia que todavía media para satisfacer la demanda de servi­
cios públicos a cargo de esos gobiernos. Los datos muestran que las
carencias técnicas y humanas le siguen ganando la batalla a la conso­
lidación institucional de los gobiernos locales. Yeso ocurre, insisto, en
medio de la heterogeneidad y de la desigualdad que cruza por todos los
indicadores.

Vale la pena mencionar algunos de esos datos de manera particular,
con el propósito de pintar un paisaje general de los dos rasgos mencio­
nados: la gran mayoría de los presidentes municipales son gente de su
municipio. En los mismos municipios que gobiernan nació 87.4 por
ciento de ellos, y 87.3 por ciento ha vivido en sus lugares de origen por
más de 20 años. El 22.5 por ciento habla lengua indígena y la abruma­
dora mayoría está formada por hombres mayores de 35 años. Entre
quienes integran las administraciones municipales los datos son simi­
lares: más de 80 por ciento de los titulares de las áreas más importan­
tes de apoyo al presidente municipal ha vivido en el municipio al que
sirven por más de cinco años. Y quizá por esta razón, lo que más va­
loran los alcaldes de sus principales colaboradores es su conocimiento

"Tomando como base el año 1994 y hasta 2003, el partido otrora hegemónico (véase la nota 10) per­
dió en ese lapso de ocho años 974 gobiernos municipales. Hasta febrero de 2003, el Partido Acción Nacio­
nal (PAN) gobernaba en 399 municipios, y el Partido de la Revolución Democrática (PRD) en 227, mientras
que el PRI lo hacía en 1,074 gobiernos municipales. Cfr. Página E-Local, Instituto Nacional para el Federa­
lismo y el Desarrollo Municipal.

"Debe notarse, sin embargo, que en el país conviven distintas fórmulas electorales para la integra­
ción de los gobiernos municipales. Para un análisis detallado de esas diferencias, véase Mauricio Merino,
"Federalismo electoral: varios sistemas y un solo ciudadano", en La transición votada, op. cit., pp. 150-176.
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del municipio que gobiernan -70.3 por ciento-, su sentido ético y de
responsabilidad -60.2 por ciento-, y su vocación de servicio -50.6 por
ciento-, por encima de sus habilidades técnicas o administrativas -va­
loradas apenas por 24.3 por ciento-, o de su experiencia en el cargo
-que es destacada por 46.3 por ciento. Estos últimos datos importan,
pues a la no reelección inmediata de los presidentes municipales hay
que añadir que la gran mayoría de sus colaboradores no tiene más de
tres años de experiencia en el puesto. Es el caso de 87.7 por ciento
de los secretarios de ayuntamiento, de 89.7 por ciento de los tesore­
ros o de 92.2 por ciento de los oficiales mayores, sólo por citar los
puestos de mayor jerarquía administrativa."

No obstante, en la gran mayoría de los casos, esos funcionarios
municipales tienen que afrontar sus funciones con recursos precarios.
Los datos agregados muestran que el número total de empleados en to­
dos los ayuntamientos de México no llega a medio millón. Tal vez la
cuenta siguiente sea inútil, pero la sola división de una cifra entre otra
habla de un promedio de 197 personas por cada gobierno local. Sabe­
mos, sin embargo, que algunos municipios tienen recursos humanos
mucho más grandes, de modo que la mayoría gobierna sus municipios
con un puñado de colaboradoresY Con todo, los datos dicen también
que esos gobiernos de unas cuantas personas están haciendo un enor­
me esfuerzo por dedicar la mayor parte de sus recursos a los servicios
ya la obra pública: a esos dos rubros dicen dedicar 48.9 por ciento de
sus presupuestos, frente a 21.8 por ciento que destinan al pago de sus
nóminas, o al 10.6 por ciento que utilizan para la compra de materia­
les y suministros.

Las limitaciones administrativas que afrontan los municipios se re­
flejan, por supuesto, en su estructura orgánica. Si bien todos cuentan
con una secretaría del ayuntamiento y una tesorería, y la gran mayo-

1·Para un análisis detallado de los datos que ofrece la encuesta en relación con el empleo público en
los gobiernos municipales, véase Rodolfo García del Castillo y Gerardo Rivera Navarro, "La profesionali­
zación en los municipios de México. Hacia un diagnóstico prepositivo". en Leticia Santfn del Río (coord.),
Perfil y perspectivas de los municipios mexicanos en la construcci6n de una políticasocialde Estado, op. cit.,
pp. 115-145.

"Tomando en cuenta los datos del Censo Municipal, INDESOL2002, Enrique Cabrero concluye que
"los municipios más grandes tienen en promedio 1,600 trabajadores en la administración municipal,
mientras que los más chicos tienen en promedio 70 empleados, aunque hay algunos con menos de 20",
Políticas de modernizaci6n de la administraci6n municipal. Viejas y nuevasestrategias para transformara los
gobiernos locales, eIDE, documento de trabajo 128, 2003. Eso, a pesar del análisis de Rodolfo Gama del
Castillo y Gerardo Rivera Navarro, "Según los datos de la Encuesta (sobre Desarrollo Institucional Mu­
nicipal 2000, ya citada) entre 1995 y el año 2000, el número de funcionarios creció en alrededor de un
70%". Cfr. op. cit., p. 115.
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ría tiene también un área dedicada a la seguridad pública -87.47 por
ciento-, la cifra disminuye a 72.11 por ciento cuando se busca un área
de desarrollo urbano y servicios públicos, y a sólo 56.82 por ciento
cuando se incluye a la contraloría, mientras que apenas 40.79 por cien­
to tiene una oficialía mayor o un equivalente responsable de la admi­
nistración local. Las áreas dedicadas al desarrollo económico o social son
ya excepcionales: 3.87 por ciento en el primer caso y 4.29 por ciento en
el segundo. De aquí también las ausencias reglamentarias: muchos mu­
nicipios cuentan con un Bando de Policía y Buen Gobierno actualizado
-76.47 por ciento-, pero de ahí en más los datos tienden a revelar que el
gobierno local mexicano está muy poco reglamentado: más de la mitad
tiene reglamento interior y reglamento de expendios de bebidas alcohó­
licas -59.13 y 55.13 por ciento, respectivamente. Pero otros reglamen­
tos importantes para la vida local siguen faltando en la mayoría de los
municipios. Por ejemplo, el de administración -que falta en 64 de cada
100 casos-, el de obras -en 51.92 por ciento-, o el de usos del suelo -en
72.19 por ciento.

Como consecuencia de esos datos, no sorprende la pobreza en la co­
bertura de los servicios públicos que la Constitución les ha asignado.
El agua potable cubre 79.67 por ciento de las cabeceras municipales y
57.68 por ciento del resto de las poblaciones. El servicio de drenaje
y alcantarillado alcanza 54.56 por ciento de las cabeceras y 26.81 por
ciento fuera de ellas. El alumbrado, a 80.93 por ciento de las cabeceras
y solamente 56.93 por ciento del resto de los poblados. Solamente
52.12 de cada cien calles están pavimentadas y esa cifra se reduce a
23.16 para las poblaciones que no son cabecera. Mercados y centra­
les de abasto tienen 34.59 por ciento, y sólo 11.19 por ciento en el
resto de los poblados. Todo esto, solamente por mencionar los datos
más relevantes. lB

De ahí los desafíos que deben enfrentarse para replantear, así sea
paulatinamente a través de un proceso de ajuste mutuo, los medios con
que han de cumplir las funciones básicas que el marco les asigna de
manera directa, a pesar de su heterogeneidad. En el apartado siguiente
se desarrollan con más amplitud los cinco desafíos que considero más
evidentes.

18 Estos datos son similares a los que presenta Rodolfo García del Castillo en Los municipios enMéxi­
co. Los retos ante elfuturo, op. cít., tomados de la fuente CIDE/INEGI de 1993 y analizados por el mismo
autor en Análisis del municipio mexicano: diagnóstico y perspectivas, eros, Documento de trabajo núm. 32,
1997.
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CINCO CONTRADICCIONES

DEL DISEÑO INSTITUCIONAL

En primer lugar, hay que destacar que el diseño institucional en sí mismo,
pensado en su origen desde un régimen de partido hegemónico, ya no es
útil para albergar la nueva pluralidad política que puebla a los municipios
del país. Cuando se promulgó la reforma electoral de 1977 para abrir un
espacio a la representación proporcional en los municipios más poblados,
en armonía con el mismo sentido de apertura que se dio también en la Cá­
mara de Diputados, el régimen político mexicano estaba reaccionando a
las presiones de los grupos que reclamaban espacios legales de oposición
política. Pero es preciso admitir que, si bien esa apertura simbolizó el
principio de los cambios que vendrían después para conformar los rasgos
definitivos del proceso de transición a la democracia, en ese momento el
propósito explícito de la representación proporcional era permitir que las
oposiciones al régimen tuvieran posibilidades de expresar sus diferencias
sin pasar al ámbito de la ilegalidad. Se trataba de dar cauce a las expresio­
nes de lo que entonces eran todavía "las minorías", en el entendido de que
su papel era más bien testimonial y, en consecuencia, estaba sujeto a las
decisiones finalmente tomadas por el partido hegemónico."

En 1983 esa representación proporcional se amplió a todos los muni­
cipios del país, pero el diseño destinado al control de las decisiones del
ayuntamiento por un solo partido siguió intacto. Y aun ahora, a pesar de
que durante la última década del siglo anterior hubo varias reformas elec­
torales locales que modificaron los procedimientos mediante los cuales se
integran los ayuntamientos en algunas entidades." lo cierto es que el di­
seño de la gran mayoría de los gobiernos locales todavía no corresponde
a la pluralidad política que hoy ya forma parte de la realidad de México.

En ese sentido, los ayuntamientos, diseñados para el gobierno de un
solo partido, se han convertido en espacios de muy difícil actuación,
donde los incentivos para que los intereses de los partidos políticos se
antepongan a los proyectos locales defendidos de manera legítima por
los alcaldes son muy elevados. Si en algún momento del pasado los
ayuntamientos fueron una especie de gobierno parlamentario en el ám­
bito local, con todas las ventajas de ese sistema colegiado, hoy la mez­
cla entre el predominio administrativo de las presidencias municipales

"Cfr. Ricardo Becerra, Pedro Salazar y José Woldenberg, La mecánica del cambio político en México,
Cal y Arena, 2000.

2°Véase Mauricio Merino, La transición votada, op. cit., pp. 150-178.
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y el control político que intentan ejercer los ayuntamientos divididos
por los intereses partidarios -que no siempre corresponden a los pro­
blemas locales, sino con asuntos que rebasan la esfera de los munici­
pios-, se ha convertido en un problema tangible. Dama la atención, por
ejemplo, que la mayor parte de los casos que han resultado premiados
dentro del premio Gobierno y Gestión Pública Local convocado por el
eIDE y la Fundación Ford tengan como rasgo en común que se trate de
experiencias que trascienden a la formalidad de los ayuntamientos para
innovar fuera de esos ámbitos, a los que en casi todos los casos se con­
sidera como uno de los obstáculos que deben ser vencidos para que la
mejor práctica pueda llevarse a cabo."

Varios investigadores han propuesto un rediseño completo tanto de la
forma en que se integran los ayuntamientos como de la manera en que
toman sus decisiones. Se ha dicho, por ejemplo, que la integración de los
cuerpos colegiados debe responder con fidelidad al sentido del voto deposi­
tado en las urnas, reflejando la proporción exacta de los resultados electo­
rales en la distribución de los regidores que corresponde a cada uno de los
partidos políticos que se disputan el poder local, mientras que la presiden­
cia municipal ha de dirimirse de manera separada del resto de los cargos y
con reelección inmediata." Por otro lado, también se ha sostenido que la
toma de decisiones del cuerpo colegiado debe distinguirse para establecer
reglas de mayorías calificadas o simples, según el tipo de asuntos que de­
ban resolverse, de manera que se produzcan los incentivos institucionales
adecuados para permitir, a un tiempo, que los gobiernos locales no sean
rehenes de las oposiciones que actúan en los cabildos y que las diferentes
corrientes políticas puedan expresarse con libertad, pero también con res­
ponsabilidad, respecto a la actuación de la administración local y partici­
par en las decisiones de mayor relevancia relativa, como la aprobación de
los presupuestos de cada año o de la aplicación de ciertos derechos."

21 Esta es una de las conclusiones que desprendo como miembro del Comité Técnico del Premio de Gobier­
no y Gestión Local. Cfr. también Enrique Cabrero (coord.), Prácticas municipales exitosas, cIDE!Fundación Ford,
t. I Y Il, 2001 y 2002. La misma conclusión se deriva de otras compilaciones de experiencias de buen gobier­
no, como en Mauricio Merino (coord.). Experiencias de buengobierno municipal, Colegio Nacional de Ciencias
Políticas y Administración Pública, 1996. Esta es también una de las conclusiones a las que llega el coordina­
dor general del premio. Cfr. Enrique Cabrero, Politices de modernización de la administración municipal. Viejas'y
nuevaSestrategias para transformara losgobiernos locales, C1DE, documento de trabajo núm. 128, p. 26.

22 Cfr. Tonatiuh Guillén, Agenda de la niforma municipalen México, op. cit. De manera destacada, en esta
propuesta también ha insistido Blanca Acedo. De ambos autores puede verse "Municipios: reelección inme­
diata y ampliación del periodo, historia y coyuntura contemporánea", en Leticia Santín del Río, op. cit.

2JDe nuevo, quien ha planteado este tema con mayor claridad ha sido Tonatiuh Guillén. Remito a
las obras ya citadas y agrego la colección titulada Los eslabonesde la democracia, publicada por el Insti­
tuto Federal Electoral en 2002, cuya redacción original se debe al mismo autor.
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Todo esto es necesario, sin duda, para adecuar el diseño munici­
pal a las reglas que ya está imponiendo la pluralidad política. Pero en
el fondo, lo cierto es que lo que se está dirimiendo es la fórmula mis­
ma de operación de los ayuntamientos. Es decir, si debe subrayarse
el carácter presidencialista que la tradición del siglo xx estableció,
poniendo a los cabildos como una especie de cámara de representa­
ción política que ejerce funciones de control y vigilancia sobre la ad­
ministración local, o si conviene retomar en cambio la tradición del
cuerpo colegiado que actúa a nombre de los diversos intereses que
coexisten en la realidad de cada municipio, como una especie de ré~

gimen parlamentario. Cualquiera de las dos opciones -o alguna in­
termedia- podría ser válida, siempre que se tenga presente el riesgo
inminente de que los partidos políticos encuentren en la vida muni­
cipal un espacio más para la política que en realidad se lleva a cabo
fuera de ese ámbito. Si es verdad que en la vida pública no hay ma­
los comportamientos síno malos incentivos, no hay duda de que la
mezcla que hoy por hoy existe en el gobierno local de México está
produciendo los peores: ni las administraciones a cargo de los alcaldes
logran resolver el problema de sus oposiciones ni éstas acaban de asu­
mir la responsabilidad colegiada por los éxitos o los fracasos de la ges­
tión trianual. Poco presidencialismo acotado por un poco de parlamen­
tarismo no parece ser la respuesta adecuada para la gestión cotidiana de
los municipios mexicanos.

De otro lado, tampoco están resultado eficaces los métodos de fi­
nanciamiento a la gestión local. El tema es demasiado extenso. Subra­
yo apenas tres puntos que parecen imprescindibles: es un hecho, en pri­
mer lugar, que el sistema de aportaciones federales combinado con las
participaciones que se han otorgado a los municipios conforme a las re­
glas vigentes de la coordinación fiscal, están desincentivando el creci­
miento de sus muy escasos impuestos locales." Es una fórmula bien
conocida por los estudiosos de los sistemas de coordinación fiscal: a
mayores aportaciones desvinculadas de la eficiencia económica local,

"Cfr. el trabajo de Uri Raich, Impactos de la descentralización del gasto en los municipios mexicanos,
ClDE. documento de trabajo, 2002; y también Enrique Cabrero y Ady Carrera, Descentralización fiscal y
debilidades institucionales. Las paradojas delcasomexicano, eIDE, documento de Trabajo, 2001. El texto del
primer autor citado, "... analiza la recaudación de ingresos propios en los 217 municipios del Estado de
Puebla antes y después de la creación dei Fondo de Apoyo a la Infraestructura Social Municipal, y con­
cluye que este fondo ha afectado adversamente el esfuerzo fiscal de los municipios de México. Sin em­
bargo, también se muestra que la magnitud de este impacto sobre el esfuerzo fiscal varía según la po­
blación y los niveles de bienestar municipales, siendo más pronunciado en los municipios poco poblados
y con niveles de bienestar bajos, que en los municipios con mayor población y niveles de bienestar".
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menor capacidad de los ayuntamientos para incrementar, o al menos
actualizar, sus propias tarifas y métodos de recaudación propia." En
consecuencia, mientras más han aumentado los recursos entregados a
los ayuntamientos a través de las fórmulas del ramo 33 del presupues­
to de egresos de la federación, mayores han sido los vínculos de depen­
dencia financiera de los gobiernos de los municipios.

Por otra parte, hay una contradicción entre las fórmulas de asigna­
ción de recursos por esas dos vías complementarias: de un lado, en el
largo plazo se castiga el desempeño de los municipios que logran redu­
cir sus indicadores de pobreza extrema, y de otro se premia el solo cre­
cimiento de la población." No hay incentivos correctos para que los
municipios actúen decididamente a favor de la generación de mayor ri­
queza local ni tampoco para que logren al menos hacer más eficientes
sus sistemas de recaudación. La paradoja es que mientras más se les
ayuda con transferencias directas, en bloque o etiquetadas, más solos
se les deja para atender los problemas locales de mayor apremio y me­
nos posibilidades tienen de hacerlo en el largo plazo.

El tercer punto que vale la pena subrayar es que, como consecuen­
cia de ese mal diseño fiscal, los ayuntamientos han ido perdiendo ca­
pacidades de administración. Sin duda sienten el agobio de la correcta

"Cfr. Richard Bird, lntergovernmental Fiscal Relations in Latin America: Policy Design and Policy Out­
comes, Inter-American Deve!opment Bank, 2000. También véase, Richard Bird y Michae! Smart, lntergo­
vernmental Fiscal Transfers: SomeLessons from lnternational Experience, International Tax Programo Rot­
man School of Management, University of Toronto, 2001.Y Anwar Shah, Fiscal Federalism and Macroe­
conomic Governance: For Better or For Worse?, World Bank, 1997.

'·Los fondos de aportaciones federales se incluyen como un capítulo nuevo en la Ley de Coor­
dinación Fiscal a partir de 1998. El artículo 25 de esa ley establece que los fondos de aportaciones se
fijan "con independencia de lo establecido en los capítulos I a IV de la ley, con respecto de la partici­
pación de los estados y los municipios y e! Distrito Federal en la recaudación federal participable [... 1
condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento de los objetivos que para cada tipo de apor­
tación establece esta Ley... n Se trata de siete fondos distintos, cada uno de los cuales se distribuye
conforme a una fórmula igualmente diferenciada. Los fondos destinados a la infraestructura social
deben destinarse, de acuerdo con e! artículo 33 de la ley citada, "exclusivamente al financiamiento de
obras, acciones sociales básicas y a inversiones que beneficien directamente a sectores de su pobla­
ción que se encuentren en condiciones de rezago social y pobreza extrema". La fórmula establecida
supone que, a menores indicadores de pobreza a lo largo de! tiempo, menores serán los recursos que
reciban los gobiernos locales. En contrapartida, e! Fondo General de Participaciones se integra, con­
forme al artículo 20. de la misma ley, con e! 20 por ciento de la recaudación federal participable que
obtenga la Federación en cada ejercicio. Los municipios reciben por lo menos e! 20 por ciento de esas
participaciones, conforme a una fórmula que distribuye a cada entidad e! 45.17 por ciento en pro­
porción directa a la población que cada una tenga en e! ejercicio fiscal de que se trate; 45.17 por cien­
to sobre la base de una fórmula que premia la recaudación correspondiente a cada entidad federati­
va en e! año inmediato anterior; y 9.66 por ciento en proporción inversa a las participaciones por
habitante en cada entidad federativa, luego de aplicar las dos fórmulas anteriores. En ningún caso
hay estímulos fiscales directamente asignados a la promoción económica realizada por los gobiernos
municipales.



administración de los fondos que le asigna la Federación, pero no para
mejorar sus sistemas propios sino para cumplir las instrucciones que
les son giradas. Como vimos antes, el resultado es un conjunto de
administraciones locales que ciertamente se ha beneficiado de esa
combinación de fondos, frente a una mayoría de gobiernos cuya de­
pendencia económica tiende a ser cada vez mayor. La experiencia
acumulada en ese sentido quizá sea ya suficiente para advertir que
los métodos de transferencias deben ser tan diferenciados como las
cualidades de los distintos grupos de municipios. Las fórmulas uni­
versales y homogéneas no están dando resultados eficaces, al menos
en términos de los indicadores de desempeño económico ni en el aba­
timiento de los rezagos en los bienes de consumo colectivo, ni en la
reducción de la pobreza individual de los habitantes de cada munici­
pio.:" Ni la vieja tradición del gasto público solamente discriminado
por razones políticas ni los métodos que han buscado eliminar la dis­
crecionalidad para imponer en cambio fórmulas universales, han dado
resultados adecuados ante la ausencia de otros mecanismos de com­
pensación social.

Un tercer bloque de desafíos está en los límites de la gestión pú­
blica local. No repetiré los datos sobre las muy serias restricciones que
tienen los municipios para organizar una administración pública
más eficiente. Pero tal vez estamos, otra vez, frente a un problema
de enfoque: por un lado, a los municipios se les pide cada vez más
profesionalismo y cada vez mejores sistemas de control del gasto pú­
blico; por otro, sin embargo, se les exige que destinen más de los es­
casos recursos de los que disponen para la inversión social y menos
para el pago de la burocracia. ¿Cómo pueden conciliarse esos extre­
mos? Imposible, si no se buscan métodos alternativos para respaldar
las gestiones locales o, al menos, para permitir que la asociación en-

"Según los datos avalados por el Comité Técnico para la Medición de la Pobreza en México, con­
vocado por la Secretaría de Desarrollo Social, y tomados de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gas­
tos de los Hogares realizada en 2000 y 2002 por esa secretaría y el INEGI, la proporción de la pobla­
ción en pobreza alimentaria (quienes no pueden pagar la comida diaria), a nivel nacional, se redujo de
24.2 a 20.3 por ciento entre 2000 y 2002; la proporción de la población que pudo pagar su comida
diaria, pero no sus necesidades básicas de educación y salud, se redujo en ese mismo lapso de 31.9 a
26.5 por ciento; y la proporción de la población que no pudo cubrir sus necesidades de vestido, cal­
zado, vivienda y transporte se redujo de 53.7 a 51.7 por ciento. Sin embargo, de los 2,430 munici­
pios que tiene el país, "66.1 por ciento presenta un grado de marginación que va del nivel medio
(18.9 por ciento) a muy alto (14 por ciento). En la década de 1990 al 2000, sólo 197 municipios me­
joraron el grado de marginación, mientras que en ese mismo periodo, 386 la aumentaron. De los 906
municipios con grado de marginación alto, 58 por ciento se encuentra en la misma situación al fi­
nal de la década", Cfr. Cecilia Loría. "Prólogo", en Leticia Santín del Río (coord.), op. cit., p. 7.
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tre varios de ellos pueda ir encontrando soluciones comunes a los
problemas igualmente afines, 28

La insistencia en la profesionalización de los gobiernos locales tam­
poco se concilia de manera lógica con los distintos medios de control
político y financiero que pesan sobre esas administraciones. Un sistema
de servicio civil de carrera es viable en instituciones donde hay fines cla­
ros y más o menos estables en el largo plazo, donde hay medios más
o menos definidos para la estabilidad de los servidores públicos que
quieren hacer carrera en esa institución y donde hay mecanismos de
gestión pública que también tienden a esa estabilidad. Ninguna de esas
características es propia de los ayuntamientos mexicanos. ¿Cómo en­
tonces pedirles que tengan servicios de carrera donde faltan las bases
mismas para cualquier forma de organización burocrática más o me­
nos estable? Pongo un ejemplo para subrayar este punto: en el Progra­
ma Nacional para un Nuevo Federalismo que está en vigor, se propone
un conjunto de 39 indicadores para considerar que un municipio ha lo­
grado cierta calidad en el desempeño de su administración. Dejando a
un lado los problemas de integración de los ayuntamientos ya señala­
dos, me concentro en algunos de esos indicadores. En el área de desarro­
llo económico sostenible, se dice que los municipios deben ser promo­
tores de las vocaciones productivas locales; responsables del abasto de
productos básicos; promotores del turismo, del sector agropecuario,
de la industria, del comercio y de los servicios e innovador de alterna­
tivas económicas." Tomando en cuenta las limitaciones apuntadas, la
pregunta que cae por su peso es: ¿cómo pueden hacer todo eso los mu­
nicipios si ni siquiera cuentan con los medios suficientes para satisfa­
cer los servicios públicos básicos que les ordena directamente la Cons­
titución y que, según la reforma de 1999, los convierte en entidades de
gobierno plenamente identificadas con sus propias atribuciones? Lo que
hay que subrayar es que el propio gobierno federal no ha logrado defi­
nir el perfil que espera de los municipios ni responder de manera cohe­
rente a las líneas de desempeño que se les trazan. Menos aún puede
buscarse una gestión local que, en medio de sus carencias, responda con
eficier;ciaa esa red de disposiciones que alteran inevitablemente su fun-

2·Véanse, por ejemplo, los estudios de Leticia Santfn del Río: Estudio sobre asociacionismo intermuni­
cipel, Placso-rxossot/Banco Mundial, 2002, y "Las ínterrnunicipalidades: práctica de cooperación entre
municipios para el fortalecimiento institucional, el desarrollo social y un ordenamiento racional del
territorio", en Leticia Santín, Perfily perspectivas, op. cit.

2·Véase "¿Cómo lo vamos a lograr? Estrategias y proyectos del auténtico federalismo", en Segob,
Programa especial para un auténtico federalismo 2002-2006.
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cionamiento interno. En suma, la buena gestión local no sólo ha de
buscarse en los municipios sino en los sistemas de incentivos que se
producen fuera de ellos.

Finalmente, quiero referirme a un último punto que no debe pasar
inadvertido: la falta de instrumentos técnicos apropiados para atender
problemas concretos de la gestión local, en el entorno señalado. Bien
vista, la asistencia que suele proporcionarse a los municipios desde dis­
tintas áreas de los gobiernos estatales y del federal, está invariable­
mente asociada a los propios intereses de las entidades que prestan esa
clase de asistencia. Esto es especialmente cierto en materia de admi­
nistración fiscal. Pero hasta ahora siguen haciendo falta métodos de
colaboración que correspondan a las necesidades propias y singulares
de los municipios desde la óptica de la gestión local. No es lo mismo
asistir a un gobierno local para que administre mejor los recursos del
ramo 33, que hacerlo para que su hacienda local se actualice; no es lo
mismo apoyarle para que presente proyectos que eventualmente pue­
den ser auspiciados por el banco nacional de obras públicas, que hacer­
lo para que genere sus propios medios de riqueza. Hay una diferencia
de óptica que no debe pasar inadvertida y que, sin embargo, es crucial
en la apreciación que se tiene sobre los gobiernos locales del país. Hay,
pues, una carencia de tecnología de gestión propia del ámbito munici­
pal mexicano.

CONCLUSIONES:

HACIA UN NUEVO DISEÑO INSTITUCIONAL

Con todo, los municipios del país siguen siendo el caballo de batalla de
la estabilidad política y social de México. Nadie puede arrebatarles los
méritos ni las aportaciones que han hecho a la historia del país. Pero
hasta ahora, tampoco ha sido posible ofrecerles el marco institucional
y las herramientas técnicas suficientes para aprovechar el potencial de
gobierno democrático que encierran.

En este artículo he señalado cinco áreás en las que es necesario pro­
ducir un nuevo diseño institucional, que favorezca el desarrollo de los
municipios desde sus propias capacidades. Recapitulando, esas áreas
son las siguientes:

Primera: el diseño institucional de los ayuntamientos, pensado para
el gobierno de un partido hegemónico, ya no es útil para albergar la
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pluralidad política actual. Por un lado, las reglas de integración y fun­
cionamiento de los ayuntamientos se contradicen con su eficacia gu­
bernativa, en tanto que la pluralidad política ha impuesto reglas e incen­
tivos diferentes a los necesarios para la toma de decisiones a un tiempo
eficientes y colegiadas. Por otro lado, si bien no existe una fórmula úni­
ca para la integración de los ayuntamientos -pues las reglas electorales
específicas varían según cada legislación estatal- es un hecho que el pro­
pósito de ganar espacios de poder por parte de los partidos políticos ge­
nera incentivos contrarios al propósito de lograr administraciones locales
eficientes, mientras que la ausencia de reglas concretas para la toma de
decisiones dentro de los propios ayuntamientos impide que esa plurali­
dad política sea aliada de la eficacia.

Segunda: los métodos de financiamiento de la gestión local están
produciendo, también, incentivos contradictorios. Por un lado, el siste­
ma de aportaciones federales, combinado con las participaciones que se
otorgan a los gobiernos municipales, está desincentivando la eficacia de
la recaudación estrictamente local. En cambio, se ha reforzado la visión
de los gobiernos municipales como ventanillas de gasto público. Por
otro lado, las distintas fórmulas de financiamiento premian propósitos
diferentes: una se basa en criterios exclusivamente poblacionales, mien­
tras que la otra estimula el desempeño municipal en relación con los ín­
dices de pobreza en el corto plazo. El resultado racional de la aplicación
de ambas fórmulas produce el contrasentido de premiar más a los go­
biernos municipales menos eficientes en el combate a la pobreza en el
largo plazo. Como consecuencia, las administraciones municipales tien­
den a competir más por la asignación de recursos federales, que por el
diseño y la ejecución de políticas públicas capaces de promover el desarro­
llo económico y social de sus comunidades.

Tercera: la capacidad de gestión pública de los gobiernos municipa­
les no sólo está limitada por la carencia de recursos propios, sino por
las contradicciones ya señaladas de su diseño institucional. Desde dis­
tintos programas federales se pide a los gobiernos municipales más
profesionalismo para obtener y administrar recursos y, a la vez, menos
gasto corriente. Sin embargo, las constantes modificaciones de criterio
en la asignación de papeles para los gobiernos locales han obstaculiza­
do el establecimiento de un servicio profesional de carrera de largo pla­
zo específicamente diseñado para esa instancia. Por lo demás, la mayor
parte de los indicadores de desempeño con que se evalúa y se premia a
las administraciones locales no corresponde a sus fines constituciona-
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les. No hay definiciones claras sobre el papel asignado a los gobiernos
municipales.

Cuarta: los métodos propuestos para generar mayor participación
ciudadana en la toma de decisiones locales tampoco se hacen cargo de
las dificultades planteadas por el diseño institucional. A los municipios
se les aprecia como factores de estímulo para la educación cívica y la
gobernabilidad democrática, pero esa visión se contradice con las difi­
cultades que impone la oposición política dentro de los propios ayun­
tamientos. Como consecuencia, hay evidencia para afirmar que las me­
jores prácticas de participación ciudadana local no se desprenden de las
instituciones formales, sino de las iniciativas de innovación generadas
fuera de los espacios legales establecidos para albergar la pluralidad. Por
otra parte, los medios financieros para atender y encauzar iniciativas de
participación ciudadana, especialmente los diseñados para atacar el pro­
blema de la pobreza, no tienen origen en los espacios municipales sino
fuera de ellos.

Quinta: como consecuencia de los problemas anteriores, en los go­
biernos municipales no se han generado suficientes técnicas de gestión
pública específicamente diseñadas para atender los problemas locales.
La improvisación, aun siendo exitosa, prevalece sobre la tecnología ins­
titucional de largo aliento. La asistencia que se provee a los municipios
para la administración local está generalmente asociada a los intereses
de las agencias que la generan. Y hasta ahora no hay organismos que
se hayan ocupado del desarrollo de técnicas de gestión pública apropia­
das para ese entorno local. La mayor parte de los gobiernos locales ope­
ra con la lógica de la administración pública tradicional y, en el mejor
de los casos, por proyectos especiales que incluyen los paquetes técni­
cos de control y evaluación de cada uno de ellos, caso por caso, mien­
tras que las asociaciones de municipios no han logrado desarrollar, has­
ta ahora, espacios de producción de conocimientos técnicos aplicables a
la administración municipal en el largo plazo.

Los gobiernos municipales de México tienen que afrontar no sólo la
pobreza de sus comunidades y la carencia de infraestructura y servicios
que forma parte de su realidad cotidiana, sino los obstáculos que les
plantea el mal diseño institucional. La falta de una definición clara so­
bre la vocación de esos gobiernos y de sus aportaciones posibles al de­
sarrollo local ha hecho que al comenzar el siglo XXI el país siga tenien­
do municipios pobres, institucionalmente débiles y atrapados por una
normatividad tan compleja como contradictoria. La carencia de instru-
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mentas técnicos de gestión pública apropiados para ese ámbito de gobier­
no puede verse, también, como consecuencia de una visión fragmentada
y contradictoria sobre el papel que deben desempeñar los municipios en el
desarrollo económico y social del país. Los problemas de diseño, en suma,
están en la base de las dificultades que afrontan los gobiernos de los mu­
nicipios para volver a ser un elemento clave de la gobernabilidad del país.
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Raúl Benítez Manaut'

México:
doctrina, historia y relaciones

cívico-militares a inicios del siglo XXI

INTRODUCCIÓN

EL ESTADO mexicano, durante 125 años, fue uno de los más militariza­
dos del planeta. Desde la proclamación de la independencia de España en
1821 hasta 1946, las fuerzas armadas y los caudillos político-militares
fueron el eje articulador de las relaciones políticas en el país. Todos los
indicadores muestran lo anterior: los gobernantes de procedencia cas­
trense, el presupuesto del gobierno destinado a las fuerzas armadas, la
influencia de éstas como constructoras de las principales fuerzas polí­
ticas y el mantenimiento de una autonomía legal y política respecto del
resto del aparato estatal y de la sociedad civil.1

Si se tiene presente que a partir de 1934, cuando Lázaro Cárdenas
asciende a la Presidencia, el ascenso y descenso de los presidentes ha sido
mediante formas constitucionales, las estadísticas son concluyentes sobre
la gran inestabilidad política del país en los periodos 1821-1876 Y
1910-1934. Asimismo, de los 68 presidentes que ha tenido México entre
1821 y 2002,29 han sido civiles (entre ellos dos clérigos) y 39 milita­
res y hubo cuatro juntas cívico-militares." Lo anterior es otra muestra
de gran inestabilidad política, sólo entre 1821 y 1857 hubo 36 presi­
dentes. De igual manera, durante varios periodos de la historia hubo
gobiernos que controlaban simultáneamente distintas porciones del terri­
torio. Esto sucedió en el periodo de las luchas intestinas entre liberales

"Investigador del Centro de Investigaciones sobre América del Norte, UNAM. Investigator visitante
del vvoedrow Wilson International Center for Scholars Washington, D.C.

1 El concepto de "autonomía militar" lo tomamos de Augusto Varas 'Autonomizaci6n castrense y
democracia en América Latina", en Augusto Varas (coord.), La autonomía militar en América Latina,
Caracas, Nueva Sociedad,1988.

1 Las cifras no coinciden debido a que se desconoce el origen de algunos presidentes, tomando en
cuenta que en el periodo 1830-1860, así como entre 1913 y 1916, hubo gobiernos que no duraron más
de una semana. Además, Antonio L6pez de Santa Anna gobernó en nueve ocasiones entre 1833 y 1855.
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y conservadores, en el periodo de la intervención francesa (1855-1867) y
en el periodo militar de la revolución, entre 1911 Y 1920, donde hubo
10 presidentes.

El Estado se logró conformar como tal mediante la forma de gobier­
nos autocrático-militares como el de Porfirio Díaz (1876-1911)3 Y poste­
riormente el régimen de la revolución. Sin embargo, son características
las asonadas militares (de 1911 a 1917) Ylas guerras civiles (1910-1920
Y 1926-1929) entre ambos regímenes. Sólo dos largos periodos de go­
bierno han sido estables: el de Porfirio Díaz (jefe del Partido Liberal) y el
del Partido Revolucionario Institucional (PRI). Ambos se caracterizan por
su naturaleza autoritaria, por la legitimación del régimen mediante elec­
ciones no democráticas y por la centralización del poder, donde una de las
claves es la presencia de fuerzas armadas profesionales. El resto de los pe­
riodos de gobierno, entre 1821 y 1876 y entre 1910 y 1934, se caracte­
riza por ausencia de profesionalidad militar, control de fuerzas armadas
milicianas (cuya tropa está integrada básicamente por campesinos) al
mando de caudillos locales y por fuertes pugnas entre los jefes militares
por el control de regiones, gobiernos estatales y el gobierno federal. En
momentos de estabilidad política se produce crecimiento económico, re­
conocimiento del gobierno por las potencias extranjeras y profesionalidad
militar. Las fases de inestabilidad se caracterizan por la fragmentación del
poder, el control político mediante el empleo de las fuerzas armadas y por
intervenciones extranjeras.

Un análisis cuantitativo de la forma como ascendieron y descendie­
ron los gobernantes en México se presenta en el cuadro 1.

EL PESO DE LA HISTORIA

EL MILITARISMO, LA INDEPENDENCIA

y LA REVOLUCIÓN

En lo que hoy día es México existieron Estados con fuerzas armadas
durante las civilizaciones prehispánicas. En la última civilización pre­
hispánica de los aztecas (1325-1519), la estratificación social colocó a
sacerdotes y militares en la cúspide de la escala social y política. Los

3Díaz gobernó por vez primera entre 1876 y 1880; entre 1880 y 1884 fue presidente Manuel Gon­
zález, y Díaz retornó a la Presidencia en 1884. Díaz fue el hombre fuerte en el gobierno de González.
Díaz se reeligió en ocho ocasiones, siendo muy escrupuloso en realizar elecciones para reelegirse cada
cuatro años (en 1904 cambió el periodo presidencial a seis años), por supuesto el fraude electoral y la
manipulación de votantes fueron la norma.
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CUADRO 1

MODO DE ASCENSO, DESCENSO Y PROCEDENCIA DE PRESIDENTES,

1821-2000

Modode ascenso SigloXIX Sigloxx Total

Elecciones 13 20 33

Nombrado por el Congreso 35 6 41

Nombrado por el Poder Ejecutivo 10 1 11

Por golpe militar 14 4 18

Modo de descenso SigloXIX Siglo xx Total

Fin de mandato o muerte natural 12 15 27

Fin de interinato

(nombrado por el Congreso
o el Poder Ejecutivo) 23 6 29

Golpe de estado
(destitución violenta) 13 6 19

Renuncia

(destitución no violenta) 25 25

Procedencia SigloXIX Sigloxx Total

Civiles 10 19 29

Militares 30 9 39

Juntas cívico-militares 4

Total presidentes 40 28 68

Elaboración propia con base en: José RogelioÁ1varez (director), Enciclopedia de México, t.VI, México, Enci­
clopedia de México-ser, 1987, pp. 3353-3382.

Eduardo Castellanos Hernández, Formas de gobierno y sistemas electorales en México (1812-1940), México,
Centro de Investigación Cientifica Jorge L. Tamayo, 1996, pp. 18-46.

Humberto Musacchio, Milenios de México. Diccionario enciclopédico de México, t. n, México, Hoja Casa Edi­
torial, 1999, pp. 1502-1506.

Manuel Rivera Cambas, Losgobernantes deMéxico, México, Transcontinental de Ediciones Mexicanas, 1998.

ejércitos mexicanos se desintegraron el 13 de agosto de 1521 al desapa­
recer el poder político y militar, cuando el último tlatoani azteca,
Cuauhtémoc, se entregó como prisionero a los españoles en Tacuba."
Posteriormente, durante los 300 años de dominio colonial, las fuerzas
armadas españolas tuvieron básicamente dos funciones: proteger el co-

'El ejércitoy fuerza aérea mexicanos, 2 t., México, Sedena, 1982 (reediciónl, t. 1, p. 38.
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mercio entre América y España de la piratería, por lo cual las fuerzas
navales y las fortificaciones costeras eran la clave; y sostener los ejérci­
tos de penetración de conquista y mantenimiento del orden y las fron­
teras, principalmente la norte, para resguardarla de las incursiones de
las tribus nómadas. Durante la mayor parte del periodo colonial, has­
ta la segunda mitad del siglo XVIII, las esporádicas rebeliones populares
o de indígenas eran acalladas con las propias fuerzas reclutadas y pa­
gadas por los hacendados. El ejército real se responsabilizaba de cuidar
a los virreyes, el clero alto y las vías de comunicación estratégicas, como
la ruta México-Veracruz. Sin embargo, desde 1750 comenzó a debilí­
tarse la capacidad del virreinato de la Nueva España para pagar im­
puestos a la corona: España entró en una grave crisis financiera y Gran
Bretaña comenzó a ser una amenaza militar real para España en el Ca­
ribe, lo que obligó a las autoridades virreinales a financiar las fuerzas
armadas y entrenar como oficiales a los criollos, comenzando así a con­
figurarse un ejército local, con mandos propios. Una estadística de
1804 señala que en el regimiento de Nueva España 95.6 por ciento de los
reclutas eran locales y sólo 4.4 por ciento peninsulares."

Este ejército virreinal se desplomó al final de la guerra de indepen­
dencia entre 1819 Y 1821. Las tropas realistas que se enfrentaron a los
independentistas en un principio estaban formadas por 32,000 hom­
bres. En el caso de las fuerzas militares insurgentes, se menciona que
llegaron a tener hasta 80,000 hombres, casi todos mal armados." Un
antiguo miembro del ejército realista, Agustín de Iturbide, fue el pri­
mer gobernante del México independiente, por su capacidad para uni­
ficar a las fuerzas militares insurgentes en el "Ejército Trigarante",
siendo éste el primer ejército mexicano, fundado el 10. de marzo de
1821. 7 Por haber pertenecido a las fuerzas militares españolas, Iturbi­
de pensó en convertirse en monarca y primer rey de México. El Ejérci­
to Trigarante, formado en sus inicios por 16,000 hombres, tanto in­
dependentistas como ex virreinales," se conformó por fuerzas que en
un inicio se desprenden de las élites provirreinales y proclericales, que

'Christon I. Archer, El ejército en el México borbónico 1760-1810, México, FCE, 1983, p. 297.
'El ejército y fuerza aérea mexicanos, op. cit., t. 1, p. 97. Los independentistas básicamente emplearon

estrategias de guerra irregular guerrillera contra las tropas españolas.
7 Jaime del Arenal Fenocho, Agustín de1turbide, Barcelona, Planeta-DeAgostini, 2002, pp. 73-74. El

Plan de Iguala, al sostenerse en las tres garantías, da forma a la bandera: verde: independencia; blanco:
pureza de la religión católica; rojo: unión de todos, insurgentes y realistas, mexicanos y españoles, blan­
cos, castas e indios.

BEI ejército y fuerza aérea mexicanos, op. cit., t. 1, p. 107.
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fueron las que conformarían posteriormente el Partido Conservador.
El Ejército Trigarante entró triunfante a la ciudad de México el 27 de
septiembre de 1821. Desde un inicio se debatió la forma de gobierno,
entre monarquía y república. Iturbide se proclamó emperador el 19 de
mayo de 1822, como Agustín 1. Una vez asumido el control del gobier­
no y establecido el Imperio, el ejército se denominó Ejército Imperial
Mexicano. El gobierno imperial tuvo una efímera vida de ocho meses,
cuando el 19 de marzo de 1823 Iturbide abdica ante el Congreso, por
la fuerte presión ejercida por los liberales republicanos." Entre 1823 y
1857, hasta que se consolidan los liberales como fuerza política, los
ejércitos no son profesionales y se subordinan al caudillo en turno, li­
beral o conservador.

Durante el siglo XIX, el Estado en México casi se redujo a las fuer­
zas armadas. Cuando el país obtiene su independencia en 1821, los
insurgentes llegan a tener 20,000 hombres bien armados en los mo­
mentos más decisivos de la guerra de independencia (un efectivo por
cada 500 habitantes). Posteriormente, en 1867, enseguida de la inter­
vención francesa, el ejército federal tuvo 70,000 hombres (un efecti­
vo por cada 171 habitantes), y al dar inicio el gobierno de Porfirio
Díaz, en 1884, el ejército tenía 30,000 hombres10 (un efectivo por cada
367 habitantes). Entre 1900 Y 1910 los hombres en armas fluctúan
entre 25,000 y 30,000, en promedio un hombre armado por cada
530 habitantes."

En términos de profesionalización militar, la primera fase corres­
ponde al gobierno de Porfirio Díaz, donde se produce un reconocimien­
to de los grados, sistemas de ascenso, y fortalecimiento de las escuelas
militares, teniendo como base el Colegio Militar de Chapultepec. A fi­
nales del siglo XIX la mitad de los oficiales en activo provenían del Co­
legio Militar, aunque muy pocos de los generales eran egresados de
éste, pues los generales provenían de las élites militares liberales que
habían peleado contra las tropas francesas. El armamento en su ma­
yoría fue adquirido a Francia y Alemania." Durante el gobierno de

9 Jaime del Arenal Fenocho, Agustín de lturbide, op. cit., p. 126. La abdicación de Iturbide fue el ele­
mento' central para que no estallara una nueva guerra civil, esta vez entre liberales y conservadores, he­
cho que impidió la fragmentación del país, como sucedió pocos años después en Centroamérica y la Gran
Colombia.

lDEI ejércitoy fuerza aérea mexicanos, op. cit., t. 1, p. 315.
"Evolución del ejércitoy fuerza aérea. 1870-1976, México, Sedena, s/f. p. 53.
12 Michael Meyer y William Sherman, The Course of Mexican History, Nueva York, Oxford Univer­

sity Press, 1979, p. 454.
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Díaz se creó otro cuerpo paramilitar, una especie de "guardia nacio­
nal", conocida como Los Rurales. Era una guardia pretoriana, que se
constituyó en el elemento central de la llamada "Pax Porfiriana". Este
cuerpo fue fortalecido de manera notable, cuantitativamente tenía
efectivos similares a los del ejército. Llegó a tener 27,000 hombres en
armas a inicios del siglo xx. Entre el ejército y los rurales se cubría la
totalidad del país.

Durante el siglo XIX y la primera mitad del xx, además de las aso­
nadas militares y los intentos de golpes de Estado, también las inter­
venciones militares extranjeras se agregan como elemento para impedir
la consolidación del Estado. España mantuvo sus ejércitos en el fuerte
de San Juan de Ulúa en Veracruz en 1821 yen 1829 intentó una "re­
conquista", En 1838 Francia atacó Veracruz con el propósito de cobrar
deudas. En 1846-1848, se produjo la guerra con los Estados Unidos,
cuyo desenlace fue la pérdida de Texas, Nuevo México, California y Ari­
zona; 13 la intervención francesa se produjo de 1861 a 1867 Y la ocupa­
ción militar de los Estados Unidos en el puerto de Veracruz, entre el 21
de abril y el 23 de noviembre de 1914. 14 Entre el 9 de marzo de 1916 Y
el 5 de febrero de 1917 tuvo lugar la "expedición punitiva" encabezada
por el general John Pershing para capturar a Francisco Villa en el esta­
do de Chihuahua. La orden de capturar a Villa se debió a la incursión
del 9 de marzo de 1916 a las cuatro de la mañana, donde 485 hombres
al mando de Villa salieron de Palomas, Chihuahua, y atacaron Colum­
bus, Nuevo México, donde, con las consignas "Viva Villa" y "Muerte a
los gringos", aterrorizaron a sus 400 habitantes, quemaron casi toda
las casas y murieron 18 estadounidenses, quedando muchos más heri­
dOS. 15 La expedición punitiva del general Pershing ocupó un área de 800
kilómetros. El resultado fue un completo fracaso militar para los Esta­
dos Unidos.

A finales de 1916 e inicios de 1917, producto de los triunfos mi­
litares de los constitucionalistas encabezados políticamente por Ve­
nustiano Carranza y militarmente por Alvaro Obregón, se lograron
los principales acuerdos para la pacificación del país. Estos compro­
misos están plasmados en la Constitución aprobada el 5 de febrero

13Estaguerra fue de junio de 1946 al2 de febrero de 1848, al firmarse los Tratados de Guadalupe­
Hidalgo, México quedó reducido a la mitad de su territorio original.

14 Berta Ulloa La revoluci6n escindida. Historia de la Revoluci6n mexicana. Periodo 1914-1917, vol. 4,
México, Colmex, 1979, pp. 47-55.

15Michael Meyer y William Sherman, The CourseofMexican History, op. cit., pp. 540-541.
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de 1917 por el Congreso constituyente de Querétaro. Se logró la
construcción de un Estado revolucionario donde las élites castrenses
gozaron de casi total autonomía en el seno del aparato del Estado y
hacia la sociedad. El "Estado de la Revolución Mexicana" estuvo vi­
gente entre 1917 y 2000. Los años veinte se caracterizaron por el
control político-militar de todos los caudillos armados, la centraliza­
ción del poder y la centralización de éste por los caudillos del norte
(sobre todo los del estado de Sonora), principalmente dos de ellos, Ál­
varo Obregón y Plutarco Elías Calles. Desde 1929 se logró fundar el
partido de la revolución, el Partido Nacional Revolucionario (PNR),16

una vez pacificado el país con el triunfo de las tropas revolucionarias
sobre las guerrillas cristeras.

A partir del estallido de la revolución mexicana en 1910, el nú­
mero de hombres en armas se vuelve muy inestable y es muy difícil
cuantificar los efectivos regulares de las milicias revolucionarias de­
bido a la existencia de gran cantidad de ejércitos y mandos. En 1910
el ejército federal de Porfirio Díaz tenía 4,000 oficiales y 20,000 tro­
pas, para una población de 14 millones de personas (un militar por
cada 583 habitantes). En el momento de su disolución en agosto de
1914, el ejército federal mexicano tenía 28,323 hombres Y Algunos
cálculos sostienen que en 1914 las fuerzas revolucionarias tenían
50,000 hombres bajo el mando de Francisco Villa, y 15,000 siguien­
do a Emiliano Zapata. Estos efectivos se desmovilizan y se subordi­
nan a los jefes militares del norte del país en 1916, cuando se esta­
blece el Congreso constituyente de Querétaro. A partir de febrero de
1917, las fuerzas armadas quedan bajo las órdenes de Venustiano
Carranza. En 1917, cuando culmina la fase armada de la Revolución,
llegó a haber hasta 80,000 hombres en armas (un militar por cada
160 habitantes)."

"El PRI fue fundado en marzo de 1929, como Partido Nacional Revolucionario (PNR); en 1938 e!
presidente Lázaro Cárdenas le cambia e! nombre a Partido de la Revolución Mexicana (PRM); yen 1946,
considerando que e! partido se había consolidado y se habían creado las instituciones fundamentales
de! Estado, se le denomina Partido Revolucionario Institucional. Véase Migue! González Compeán y
Leonardo Lome!í (coords.), El Partido de la revolución. Institución y conflicto (1928-1999), México, FCE,

2000, pp. 24-26.
17 Evolución del ejércitoy fuerza aérea. 1870-1976, op. cit., p. 55.
"Este es el momento que se puede considerar de máxima militarización del país, aunque la gran

mayoría de estos hombres en armas eran milicias campesinas irregulares que respondían a los caudillos.
El contraste de las cifras se debe a que muchos análisis de la Revolución se sostienen en "épicas" y en la
ausencia de estadísticas oficiales, debido a que muchos soldados eran pagados por sus jefes y caudillos,
no por el gobierno central.
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LA INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA REVOLUCIÓN,

EL PRIMER CICLO DE LA PROFESIONALIZACIÓN

y EL PROCESO DE DESMILITARIZACIÓN

Tomando la periodización de James Wilkie corno marco de referencia, el
Estado revolucionario mexicano vivió seis periodos durante el siglo xx: 1.
revolución política (1910-1930); 2. revolución social (1930-1940); 3. re­
volución económica (1940-1960); 4. revolución balanceada (1960­
1970); 5. revolución estatista (1970-1982), y 6. revolución reestructu­
rada (1982-2000).19 En esos seis periodos, las fuerzas armadas fueron las
protagonistas principales de los dos primeros y dieron las pautas para la
cesión del poder político a la nueva élite civil revolucionaria a partir de
1946, debido a un proceso donde la fuerzas armadas emprenden un am­
bicioso programa de profesionalización, en parte por su participación en
la segunda guerra mundial.

El paso que va de la revolución política a las subsiguientes etapas se
caracteriza por la profesionalización de las fuerzas armadas mediante el
desmantelamiento de las guerrillas campesinas. En sus inicios, la refor­
ma agraria fue un proceso de "tierras por armas", que en lo político
traslada poco a poco la tradicional fidelidad del campesino al cacique
(ahora dominando los caudillos revolucionarios locales) al gobierno fe­
deral, único posibilitado jurídica y políticamente para dotar de tierras."
El ejército fue el fiel de la balanza en la década de los veinte. El gabine­
te del gobierno federal siempre estuvo compuesto en más del 50 por
ciento por generales, también la gran mayoría de las autoridades supe­
riores en los gobiernos estatales y los jefes de zona eran en realidad los
que ejercían el control político-administrativo. Por ejemplo, a inicios de
los años treinta, sólo quedaban cuatro generales de división: Lázaro
Cárdenas, Joaquín Amaro, Saturnino Cedillo y Juan Andrew Almazán.
En el caso de Cedillo, tenía un ejército particular calculado en 15,000
hombres."

19 James Wilkie, The Mexican Revolution: Federal Expenditure and Social Change Since 1910, Berkeley,
University of California Press, 1970; y James Wilkie (ed.), Society and Economy in México, Los Ángeles,
University of California, 1990. Wilkie señala que la restructuración de la revolución se inicia en el go­
bierno de Miguel de la Madrid en 1982. El cierre de este periodo se puede ubicar en el año 2000 en el ni­
vel político, sin embargo, a pesar del cambio de partido en el gobierno, siguen vigentes las leyes y la
Constitución de 1917, por lo que, al menos en el nivel jurídico, la revolución continúa presente.

20 Hans Werner Tobler, "Las paradojas del ejército mexicano. Su papel social en la reforma agraria
mexicana", en Historia mexicana, vol. XXI, núm. 81, Colmex, julio-septiembre de 1971.

21 Alicia Hernández Chávez, La mecánica cardenista. Historia de la Revolución mexicana. Periodo1934­
1940, vol. 16, México, Colmex, 1979, pp. 20-21.
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En los años treinta, para consolidar la "revolución social" el gobier­
no fue reorientando los recursos federales, transfiriendo el presupuesto
de las fuerzas armadas a otros rubros, vinculados a la política social del
régimen como educación, salud, etcétera. Después, para lograr la "re­
volución económica" entre 1940 y 1960, la orientación de los recursos
se focalizó principalmente en las obras de infraestructura económica.
Este proceso provocó una exitosa desmilitarización del gasto público,
como se observa en el siguiente cuadro:

CUADRO 2

EGRESOS DEL GOBIERNO FEDERAL
DESTINADOS AL EJÉRCITO, 1925-19602 2

(En porcentajes)

1925 27.41

1930 26.32

1935 20.85

1940 19.07

1"945 14.89

1950 10.00

1955 7.98

1960 5.38

Entre 1920 Y 1930 los efectivos militares oscilan entre 100,000 y
72,000. De acuerdo con esta información, la proporción de hombres en
armas va de 143 habitantes por soldado en 1920, a 229 habitantes por
soldado en 1930. Desde inicios de los años treinta la contabilidad de los
efectivos militares se vuelve más regular. Hacia 1936 había un militar
por cada 308 habitantes."

En la segunda mitad del siglo xx, consolidada la institucionalidad
del país, se observa una gradual desmovilización de tropas y la re­
ducción de éstas en relación con la población, como se muestra en el
cuadro 3.

22 Anuario Estadístico de los Estados Unidos Mexicanos, varios años.
23 El ejército y fuerza aérea mexicanos, op. cit., t. 2, p. 468.
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CUADRO 3

EFECTIVOS MILITARES EN RELACIÓN CON LA POBLACIÓN

1940:

1950:

1960:

1965:

1970:

1975:

1980:

1985:

1990:

1995:

2000:

50,000 efectivos

50,000 efectivos

55,000 efectivos

60,750 efectivos

67,1 00 efectivos

82,000 efectivos

90,300 efectivos

166,000 efectivos

192,994 efectivos

225,200 efectivos

240,000 efectivos

(1 por cada 393 habitantes)

(1 por cada 515 habitantes)

(1 por cada 684 habitantesf"

(1 por cada 702 habitantes)

(1 por cada 718 habitantes)

(1 por cada 687 habitantes)

(1 por cada 746 habitantes)

(1 por cada 475 habitantes )25

(1 por cada 437 habitantes)

(1 por cada 413 habitantes)

(1 por cada 400 habitantes)

Entre 1930 Y 1945 tres acontecimientos marcaron decisivamente la
profesionalización de las fuerzas armadas y la institucionalización de
las relaciones cívico-militares en México: 1. la fundación de institucio­
nes para profesionalizar a las fuerzas armadas, basadas principalmen­
te en la creación del sistema educativo militar; 2. la expropiación del pe­
tróleo en el gobierno de Lázaro Cárdenas en 1938, que forjó uno de los
elementos centrales de la cohesión de las fuerzas armadas: el "naciona­
lismo", y 3. el estallido de la segunda guerra mundial y el respaldo de
México al esfuerzo de los aliados.

En el régimen de la revolución, la profesionalización de las fuerzas
armadas se inicia en los años treinta con la fundación de la Escuela Su­
perior de Guerra." ésta otorga dos grados académicos: el de diplomado
de estado mayor (O.E.M.), base de la profesionalización del cuerpo de
oficiales, y el de licenciado en administración militar." Posteriormente,
en 1959 se funda el Colegio del Aire, que completa la formación básica

24Stephen Wager. The Mexican Army, 1940-1982: The Country Comes Pirst, Stanford Universitv,
1992, p. 37.

2S International Institute for Strategic Studies, London, The Military Balance, varios años. A nivel esta­
dístico [as fuentes de información difieren en el número de efectivos de las fuerzas armadas mexicanas. Ello
se debe a que algunas fuentes incluyen a los reclutas en activo del servicio militar, y otras sólo a los efecti­
vos regulares del ejército y la armada. El aumento drástico de hombres en armas es por el añadido de los re­
clutas del servicio militar en la contabilidad, calculados entre 50,000 y 60,000 entre 1980 y 2000.

26Fuefundada en 1932, es el pilar del sistema de educación militar en los niveles superiores. Véase
Sedena, Escuela Superior de Guerra, LX Aniversario, México, 1991.

2'La Escuela Superior de Guerra acepta estudiantes extranjeros. Destaca la asistencia regular de oficia­
les centroamericanos, dominicanos y estadounidenses. Su currículo académico se concentra en aspectos de
estrategia militar, tácticas de combate, juegos de guerra y logística, así como en planeación militar.
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y de oficiales para las armas. La profesionalización a través de la edu­
cación militar es un proceso gradual, que culmina en los últimos 20
años del siglo xx, con la creación de un gran número de escuelas espe­
cializadas en el ejército, la fuerza aérea y la armada, tales como la Es­
cuela Médico Militar, la Escuela Militar de Transmisiones, la Escuela de
Ingenieros (creada en 1960), la Escuela Militar de Oficiales de Sanidad
(creada en 1970), y la Escuela Militar de Odontología (creada en 1976).

A principios de la década de los setenta, se inicia la creación de un
sistema de educación militar superior en la armada y el ejército para
oficiales del rango de capitanes de navío, contraalmirantes, coroneles y
generales de brigada. Se funda el Centro Superior de Estudios Navales
(Cesnav) en 1971, para formar principalmente oficiales de la armada. En
el ejército y la fuerza aérea se funda el Colegio de Defensa Nacional
en 1981. Ofrece la maestría en administración militar para la seguridad
y defensa Nacionales. A nivel del profesorado se incorporan civiles prove­
nientes de universidades públicas y privadas en ambos planteles, y a nivel
del alumnado se incorporan civiles de dependencias gubernamentales,
principalmente la Secretaria de Gobernación, Relaciones Exteriores, Ha­
cienda y Crédito Público y Pemex. También se estrechan las relaciones en­
tre militares y civiles, autorizando la asistencia de militares a planteles
educativos externos. En la Sedena y la Secretaría de Marina, a ciertos ofi­
ciales se les autoriza tomar cursos de diplomados, licenciaturas, maes­
trías y doctorados en instituciones civiles, tanto públicas como privadas.
En general, los estudiantes reciben el apoyo financiero. Otra vertiente son
los cursos en el extranjero. La mayoría de ellos son programas de inter­
cambio con instituciones militares de otros países. Entre 1978 y 1998, se
graduaron en el extranjero 4,173 militares de Sedena, en su mayor par­
te en los programas educativos de los Estados Unidos. También asisten
con regularidad oficiales a Alemania, Argentina, Bélgica, Brasil, Canadá,
Chile, España, Francia, Guatemala, Inglaterra, Italia e Israel.

EL CARDENISMO:

MILITARISMO, POPULISMO y NACIONALISMO

Lázaro Cárdenas es el gran caudillo político-militar de México en la dé­
cada de los treinta. Ello fue posible debido a que al militarismo endémi­
co de México sumó dos componentes: el político y el ideológico. El po­
lítico consistió en el populismo-corporativismo de trabajadores, cam-
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pesinos y empresarios, centralizando bajo su égida el poder en el apa­
rato del Estado por vez primera desde el porfiriato.

En 1938 Cárdenas reforma el PNR Y lo transforma en el PRM, incor­
porando a los distintos sectores al partido, entre los que destaca un sec­
tor militar -mismo que se disuelve en 1940-, y expropia el petróleo con
el apoyo de los trabajadores. El peso político de los militares aumentó
en el gobierno de Cárdenas, con la característica de que Cárdenas restó
poder a los caudillos locales para concentrarlo en las instituciones del
gobierno federal. En el gabinete que nombró en 1935, cuatro de los
ocho secretarios de Estado eran generales (incluido el ministerio más
importante, la Secretaría de Economía), también al frente del PNR esta­
ba un general, 11 gobernadores tenían rango de generales y los admi­
nistradores de los territorios y el Distrito Federal.28 A este populismo y
militarismo había que agregar el cemento ideológico que mantuviera
cohesionada a la élite política: el nacionalismo.

La expropiación petrolera realizada el 18 de marzo de 1938, es sin
duda una de las acciones políticas más relevantes de la Revolución mexi­
cana y da cuerpo a una serie de doctrinas sociales, de defensa y políti­
ca exterior sobre la soberanía del país, el manejo de recursos por parte
del Estado y la defensa del petróleo se convierte en el pilar de la doctri­
na de seguridad nacional." Sin embargo, el temor de una reorientación
del cardenismo hacia el socialismo o el fascismo-nazismo siempre estu­
vo presente. Esta preocupación se diluyó con el nombramiento del se­
cretario de la Defensa Nacional, Manuel Ávila Camacho, como candi­
dato a la Presidencia de México en 1939, pues se consideraba el más
moderado ideológicamente de la élite cardenista, por lo que desde un
inicio fue bien visto por los Estados Unidos. Al final del gobierno de
Cárdenas, y ya estallada la guerra, se da una profunda reorganización
de las estructuras militares. Se crea el Departamento de Marina Nacio­
nal, al cual se incorpora la armada de México, separándose del ejército
de tierra y la fuerza aérea (que se mantienen integradas en una sola se­
cretaría de Estado). 30

Ante el éxito la construcción de los elementos básicos del sistema
político! poco a poco se va conformando una élite civil que está en con-

28 Alicia Hernández Chávez, La mecánica cardenista. Historia de la Revolución mexicana. Periodo 1934­
1940, op. cit., 218-219 (anexo 2).

"Luis González, Los artífices del cardenismo. Historia de la Revolución mexicana. Periodo 1934-1940,
México, Colmex, 1979.

30 La Secretaría de Marina es... , México, Secretaría de Marina, 1986, p. 15.
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diciones de sustituir a los generales de la revolución en la conducción
del Estado. En México se menciona a esta élite como la "familia revolu­
cionaria"." Los militares son uno de los elementos claves de esta fami­
lia. Este sistema político, sólidamente edificado por la élite militar de la
revolución, al consolidarse en el periodo de "Revolución social" entre
1930 y 1940, procede a la llamada "institucionalización" para poder
desmilitarizar el aparato que lo conducía: el partido (PNR-PRM). El esta­
tismo-corporativismo-sindicalismo, logrado con el control total de la
maquinaria militar y sindical, mediante la creación de Petróleos Mexi­
canos (Pemexj." Igualmente, por la segunda guerra mundial, las fric­
ciones causadas por la expropiación petrolera entre México y los Estados
Unidos se resuelven de una manera realista en favor de los intereses
mexicanos: los Estados Unidos, por razones de seguridad nacional, no
atienden las demandas de las compañías petroleras afectadas, debido a
que era más importante garantizar a México como aliado que entrar en
fricción con él.

LA SEGUNDA GUERRA MUNDIAL Y EL

RECONOCIMIENTO DEL RÉGIMEN DE LA REVOLUCIÓN

La participación de México en la segunda guerra mundial fue relevante por
diversos factores. Aunque en lo militar se considera simbólica la presen­
cia de efectivos mexicanos en los frentes de batalla, por su ubicación
geopolítica México cumplió un importante papel. La colaboración con los
Estados Unidos fue muy significativa para la protección de las aguas
del Caribe, donde dos factores fueron vitales durante toda la guerra: de­
fender el canal de Panamá y las embarcacíones petroleras. En el Caribe,
Alemania libró una importante guerra submarina, pretendiendo cortar
el suministro de petróleo a los aliados. México respaldó la causa de los
aliados de forma abierta a partir del hundimiento del buque petrolero
Potrero del Llano en mayo de 1941 y nueve buques tanques en 1942,
realizado por submarinos alemanes. México declaró formalmente la
guerra a Alemania, Italia y Japón en mayo de 1942.

31 Véase Roderic Ai Camp, Generels in the Palacio. The Military in Modern Mexico, Nueva York, Ox­
ford, University Press, 1992. En este libro se hace un detallado análisis de los vinculas entre los altos ofi­
ciales y la alta burocracia civil, como un elemento de cohesión política.

32 Pernex, además de ser la fuente de ingresos fiscales más importante del Estado, fue la fuente de fi­
nanciamiento de la maquinaria política entre 1938 y 2000: el PRI, alimentado principalmente por las
transferencias del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana (5TPRM).
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La colaboración mexicana se sintetizó de la siguiente forma: la
aceptación de ayuda militar de los Estados Unidos en 1940 Y la poste­
rior creación de una junta de defensa binacional;" permitir el libre trán­
sito de aeronaves y barcos de los Estados Unidos y el permiso de utili­
zar puertos y aeropuertos en caso de necesidad (este factor es vital, por
encontrarse México entre los Estados Unidos y el canal de Panamá};"
permiso a los Estados Unidos para construir una base aérea en Chia­
pas; instalación de un sistema de radares, principalmente en las costas
occidentales, para la protección de Baja California y California de un
ataque japonés, y el envío de la fuerza expedicionaria mexicana a Fili­
pinas en 1945, conocida como Escuadrón Aéreo 201. 35

El apoyo de México a los Estados Unidos y los aliados durante la se­
gunda guerra mundial sirvió para normalizar las relaciones diplomáti­
cas de México con el exterior, el reconocimiento pleno del régimen de la
Revolución mexicana y superar mediante recursos legales todos los li­
tigios pendientes con las empresas expropiadas en 1938. El ministro de
Gobernación del general Ávila Camacho, Miguel Alemán, al ser nomi­
nado candidato a la Presidencia por el PRI en 1946, gozaba de amplio
apoyo externo, confianza de la élite militar y respaldo de los sectores
empresariales, por la gran bonanza económica de México vivida duran­
te la segunda guerra mudial. Para las fuerzas armadas se abrió un nue­
vo periodo de profesionalización, mediante la gradual entrega del poder
político a los sectores civiles revolucionarios y el establecimiento de una
especie de "acuerdo cívico-militar no escrito", que le otorgaría autono­
mía, a cambio de un respaldo total al gobierno civil, consolidando las
bases de la estabilidad política de México.

EL PACTO CÍVICO-MILITAR Y

LA AUTONOMÍA FUNCIONAL

La ideología de los militares mexicanos se sostiene en seis componen­
tes fundamentales: herencia revolucionaria, lealtad, disciplina, pa-

H Joint Mexican-U.S. Defense Comission, creada el 12 de enero de 1942. Véase stephen Wager, The
Mexican Army, 1940-1982: The Country Comes First, op. cit., p. 162.

'''Esto fue autorizado por el Senado mexicano en diciembre de 1941, antes de la declaración formal
de guerra.

35 Stetson Conn, Rose Engelman y Byron Fairchild, United States Army in World War Il. The Westem He­
misphere. Guarding the United Sta tes and its Outposts, Wasrungton, Office of the Chief of Military History,
U.S. Army, 1964. Véase el cap. XlIl, "The United States and Mexico: Solidarity and Security", pp. 331-363.
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triotismo, nacionalismo y apoliticismo.:" Es importante señalar dos
elementos que se configuraron durante la segunda guerra mundial: el
nacionalismo no es necesariamente "antiamericanismo" absoluto, y
el apoliticismo no significa el abandono de funciones políticas por
parte de las fuerzas armadas, sino una redefinición en el proceso de
toma de decisiones. Al ser civil el presidente desde 1946 y concentrar
atribuciones casi absolutas." éste subordina a las fuerzas armadas a
su mando (principios de lealtad y disciplina), donde los militares pa­
san a ser uno de los respaldos fundamentales del ejercicio del poder
político y el sostén del PRI, dado que en este nuevo Estado no hay se­
paración entre el presidente, el aparato burocrático y el partido."

Por lo anterior, se configura un pacto cívico-militar, no escrito,
desde los años cuarenta. Este pacto se sostiene en las siguientes re­
glas: el primer presidente civil de la Revolución, Miguel Alemán,
acepta el bastón de mando que le dan los generales de la Revolución
en 1946, a cambio de un respeto absoluto a la institución castrense
y su autonomía legal, judicial y presupuestal. En correspondencia, se
deriva la segunda regla no escrita: los militares respetarían a capa y
espada ese poder civil y lo defenderían ante cualquier amenaza. El
elemento central para que funcionara este pacto se daría con el con­
trol presidencial del poder legislativo (hasta 1997 el PRI siempre logró
controlar la mayoría absoluta de las dos cámaras) y del judicial, para
que la acción de ambos nunca afectara a las fuerzas armadas. Así,
las fuerzas armadas escribirían su legislación interna, el presidente la
canalizaría a las cámaras, y éstas la aprobarían sin ningún obstácu­
lo, con lo que se consolida la "autonomía militar" y un "fuero"." En
ambas cámaras, las comisiones vinculantes con asuntos de defensa
incluían militares (con permiso o retirados) que eran los mediadores
entre el poder ejecutivo (presidente, Secretaría de Hacienda y Crédi­
to Público para asuntos presupuestales y los dos ministerios milita­
res) y los legisladores. Nunca se escribió ni debatió la posibilidad de

'·Stephen Wager, The Mexican Army, 1940-1982: The Country Comes First, op. cit., p. 55.
"Un análisis detallado de la concentración real de poder en los presidentes véase en Enrique Krau­

ze, La Presidencia imperial. Ascenso y caída del sistema político mexicano 1940-1996, México, Tusquets,
1997. Hubo tres presidentes civiles en este periodo Venustiano Carranza (1914-1920), Emilio Portes Gil
(interino, 1928-1930) y Pascual Ortiz Rubio (1930-1932).

"Por ello, muchos militares en situación de retiro o con licencia temporal se responsabilizan de par­
tes importantes de la seguridad pública y ocupan en muchas ocasiones las gubernaturas de los Estados.
También participan ampliamente como legisladores.

"El "fuero" militar se da formalmente en el sistema de justicia militar, a través del Código de Jus­
ticia Militar, y en el nivel politico con un alto grado de impunidad a sus miembros.
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que legalmente se pudiera supervisar a las fuerzas armadas desde el
Congreso.

El respeto entre ambas partes a ese pacto lo otorgó el hecho de que
el hijo de los caudillos de la revolución, el PRI, empezaba a tener mayo­
ría de edad y se desenvolvía con gran eficiencia. El PNR-PRM-PRI, cuando
cumplió mayoría de edad, a los 17 años (en 1946) podía caminar sólo,
sin la protección directa de sus progenitores, los caudillos militares fun­
dadores del Estado mexicano." Las fuerzas armadas intervinieron de
forma directa en momentos de necesidad superior, cuando el aparato
corporativo y de cooptación (mediante la inserción al "sistema" o em­
pleando la corrupción) no pudo controlar los conflictos políticos o so­
ciales y necesitaba recurrir a la represión militar. En otras palabras, el
empleo de las fuerzas armadas -básicamente el ejército- en acciones de
control represivo se volvía excepcional, pero muy eficiente.

Este periodo de "revolución económica" (1940-1960), como lo men­
ciona James Wilk.ie, fue posible por la vigencia del pacto cívico-militar
no escrito, debido a que se necesitaban condiciones de estabilidad que
sólo el poder disuasivo o de acción real de las fuerzas armadas podía
ofrecer. El ejército sólo intervenía temporalmente para "normalizar" la
situación y rápidamente se replegaba a sus cuarteles, actuando siempre
a petición y por orden del presidente, por lo cual nunca se rompió ni al­
teró el pacto con la acción militar.

LAS MISIONES DE LAS FUERZAS ARMADAS

Las fuerzas armadas mexicanas, a nivel operativo, dividen sus misio­
nes en dos, por mandato constitucional." El plan DN-I, protección de

<DEs muy sintomático que aunque los militares cedieron el poder a los civiles en 1946, todos los jefes
del PRI fueron militares hasta 1964: Rodolfo Sánchez Taboada (1946-1952); Gabriel Leyva Velásquez (1952­
1956); Agustín Olachea Avilés (1956-1958) y Alfonso Corona del Rosal (1958-1964). Ello configuró una
ideología y una disciplina muy fuerte en el seno del partido para lograr el control político de su militancia,
construyendo una serie de mecanismos de controlo cooptación para evitar la disidencia. En otras palabras,
las fuerzas armadas a nivel institucional cedieron el poder presidencial, pero siguieron teniendo, a nivel indi­
vidual, un fuerte control del aparato politico y corporativo. Al general Alfonso Corona del Rosal. quien fue
nombrado ~egente del Departamento del Distrito Federalpor Gustavo Díaz Ordaz, se le considera uno de los
artífices más importantes de la represión al movimiento estudiantil de 1968. En otras palabras, entre 1929
y 1964 el PRJ estuvo directamente controlado por militares. Véase Miguel González Compeán y Leonardo Lo­
melí (coords.), El partidode la revolución. Institución y conflicto (1928-1999), op. cit., pp. 737-739 .

• 1El articulo 89, fracción VI, señala como atribución del poder ejecutivo "disponer de la totalidad
de la fuerza armada permanente o sea del Ejército terrestre, de la Marina de guerra y de la fuerza Aérea
para la seguridad interior y defensa exterior de la federación". Constitución Politica de los Estados Uni­
dos Mexicanos, México, IFE, 1997, p. 76.
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la nación, el territorio y la población ante un enemigo externo y el plan
DN-I1, para colaborar en la paz social y la seguridad interna. Desde
1966 se incluye el nuevo Plan de Defensa conocido como DN-III-E, que
es la protección de la población ante desastres naturales."

Sobre el plan DN-I, debido a que México tiene una geopolítica
suigeneris, donde no tiene enemigos externos, y tiene delimitadas de for­
ma definitiva las fronteras nacionales mediante acuerdos con sus tres
países vecinos, el peligro de la guerra externa de defensa cada vez se ale­
ja más. Por ello, la parte del plan de defensa contra un agresor externo
se transforma cualitativamente. En el periodo de la guerra fría, lalla­
mada "amenaza comunista" llegó a formar parte de una amenaza en
el nivel hipotético a México, sin lograr concretarse como tal. Desde fi­
nales de los años setenta, la guerra externa volvió a presentarse con la
expansión de la crisis en Centroamérica, el armamentismo vivido por paí­
ses vecinos (Guatemala, Honduras y Cuba) y la existencia de importan­
tes recursos energéticos cerca de la frontera sur y el Caribe. Sin embargo,
esta amenaza se ha diluido por los procesos de paz y desmilitarización en
Centroamérica, por la crisis cubana y la normalización e intensificación
de las relaciones con Guatemala y Belice.

El plan DN-I1 es lo que se considera la actividad medular de las fuer­
zas armadas mexicanas. Por la historia de México, parte muy impor­
tante de los recursos e hipótesis de guerra en México se centran en ame­
nazas internas. Éstas son de diversa índole, que va desde la existencia
de grupos armados que desafían el poder del Estado, hasta misiones
que se asignan a las fuerzas armadas, la mayoría de ellas por insufi­
ciencia de otras instituciones del Estado y gobierno en México, sobre todo
de seguridad pública en el ámbito rural.

Las tres misiones internas fundamentales de las fuerzas armadas
mexicanas en los noventa son el combate al narcotráfico, a la delin­
cuencia y la contrainsurgencia. Por ello, parte importante de los recur­
sos de las fuerzas armadas, desde el despliegue de sus efectivos, hasta
las actividades de inteligencia (para analizar y conocer la magnitud del
"enemigo"), son para ese fin, no obstante que las fuerzas armadas de­
sarrollan gran cantidad de misiones que pueden considerarse extrains­
titucionales. Muchas de éstas son en apoyo a las dos misiones funda­
mentales, otras por estar dotadas de una "doctrina" social, producto de

42 Esta misión no está señalada en la Constitución, pero sí en las leyes orgánicas respectivas del ejér­
cito y fuerza aérea y de la armada de México. DN-I es defensa nacional 1, DN-I1, defensa nacional Il y
DN-II1: defensa nacional III.
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su origen en la revolución y el papel político de construcción del Esta­
do que tuvieron entre 1920 y 1940, herencia que aun hoy día es muy
importante. En los periodos de "revolución económica" (1940-1960) Y
"revolución balanceada" (1960-1970), las fuerzas armadas transfor­
man lentamente su relación con el Estado, para respaldar las estrategias
de desarrollo, básicamente apoyar en las zonas rurales los procesos de
integración de las comunidades, las comunicaciones y fortaleciendo la
"acción cívica" en las zonas marginadas.

Así, la organización y despliegue del ejército, por lo anterior, está di­
señada fundamentalmente para el plan DN-Il y en menor medida para
el DN-I1I-E. Incluso la revolución organizacional del ejército en los años
noventa, con la creación de los Grupos Aeromóviles de Fuerzas Especia­
les (GAFE), responde de manera principal a los desafíos del DN-Il. El pri­
mer GAFE fue creado en 1990.43 En 1994 se formó la compañía de fuer­
zas especiales del 1Cuerpo de Ejército. El propósito es tener un GAFE que
dependa del estado mayor de cada región militar, y posteriormente a ni­
vel de zona militar. Uno de los elementos destacados es que el progra­
ma de entrenamiento de ejércitos extranjeros por los Estados Unidos se
concentra en el entrenamiento de los GAFE. El concepto de "fuerzas es­
peciales" se introduce en las tres armas: ejército, fuerza aérea yarma­
da. A inicios del año 2000 este esfuerzo se considera consolidado. Los
GAFE son las fuerzas que se dedican a la guerra al narcotráfico, la con­
trainsurgencia y el rescate de la población, pues su concepto se sostie­
ne en el de "fuerza flexible".

En el ámbito doctrinario, las fuerzas armadas mexicanas han sido
responsabilizadas con misiones denominadas de apoyo social o acción
cívica, que significan la realización de actividades que se sobreponen a
las misiones de otras dependencias federales, y de atribuciones consti­
tucionales estatales y municipales. Éstas genéricamente se engloban en
los planes DN-Il y DN-III-E. Un listado de misiones de la acción cívica
desarollada por las fuerzas armadas en los años setenta incluye." repa­
ración de caminos y escuelas; alfabetización; campañas contra plagas
y epidemias; vigilancia contra el crimen rural; apoyo para la realiza­
ción de los censos de población en zonas rurales; vigilancia de las prin-

43Véase "Nacimiento de una nueva generación de combatientes: «Fuerzas Especiales»", Revista del
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, época m, año 93, enero de 1999, p. 30.

44EI tema de la acción cívica del ejército es analizado en 5tephen Wager, The Mexican Army, 1940­
1982: TheCountryComes First,op. cit., pp. 219-246; Y José Luis Piñeyro, Ejército y sociedad enMéxico: pa­
sadoy presente, México, lIAM, 1985.
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cipales vías de comunicación; brigadas de acción social médicas, veteri­
narias y dentales; distribución de agua potable en zonas áridas (plan
Acuario, iniciado en el sexenio de Echeverría): reforestación y protec­
ción ambiental en tierra y naval, etcétera. Muchas de estas funciones se
realizan en una combinación de los destacamentos regulares de las
fuerzas armadas, principalmente del ejército y a través de las defensas
rurales. La realización de estas actividades corresponderían, constitu­
cional y legalmente, a otras dependencias federales e incluso estatales o
municipalesY Seis años más tarde, en un balance de la actividad de las
fuerzas armadas para el periodo 1976-1982 se menciona que el ejérci­
to y la fuerza aérea realizaron: protección de instalaciones vitales; com­
bate al narcotráfico; aplicación del plan DN-IlI-E; aplicación de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos; apoyo al levantamiento de
censos nacionales; apoyo al levantamiento del padrón electoral; apoyo
a la realización de los comicios electorales; reforestación; distribución de
agua potable (plan Acuario); combate a plagas y epizootias; apoyo a
Pernex; protección a la Comisión Federal de Electricidad; seguridad a valo­
res; protección de piezas arqueológicas; distribución de libros de texto; se­
guridad a material radiactivo; apoyo a la aviación civil, etcétera." Además
se incluye una larga lista de participación en comisiones intersecretariales
de todo tipo, que van desde el apoyo a la Secretaría de Turismo, hasta la
Comisión México-Americana para la Erradicación del Gusano Barrena­
dor, y la participación en la Campaña contra la Mosca del Mediterrá­
neo. Algunas de estas misiones, sobre todo las de tipo político-electoral,
por la polémica surgida sobre el respaldo indirecto al PRI, han dejado de
realizarse por las fuerzas armadas, sin embargo, la mayoría de ellas se
sigue realizando.

Otra misión en la que participan de manera notablemente las fuer­
zas armadas, casi totalmente desconocida por la opinión pública, son
las actividades de inteligencia. Además de realizar la inteligencia espe­
cializada militar a través de las secciones segundas (S-2) del ejército, la
fuerza aérea y la armada, y en cada una de las regiones y zonas mili­
tares, aéreas y navales, participan en los servicios de inteligencia civi-

"En el informe de labores del ejército y fuerza aérea para el periodo septiembre de 1973-agosto de
1974, se mencionan las acciones de "labor social" del ejército y la fuerza aérea. En ellas se enlistan las si­
guientes actividades: reforestación; consultas médicas; vacunas aplicadas; consultas veterinarias; escuelas
restauradas; distribución de agua potable; alfabetización; distribución de molinos de grano; distribución
de despensas; distribución de ropa y enseres domésticos; distribución de láminas de cartón. Piñeyro, op.
cit., p. 163.

"Sedena, Memoria del Sector Defensa 1976-1982, México, 1982.



les, principalmente los de la Secretaría de Gobernación (Segob). En los
últimos 20 años también las fuerzas armadas han participado activa­
mente en los servicios de inteligencia de la Procuraduría General de la
República (PGR). Militares retirados o con permiso diseñaron y dirigie­
ron dentro de la Segob la actividad de inteligencia en la mayor parte del
periodo comprendido entre 1920 y 1990. Y en la actividad del Centro
de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen) su primer director en
1989-1990 fue un militar en retiro."

El plan DN-I1I-E existe desde 1966, cuando ante inundaciones del
río Pánuco en Veracruz y Tamaulipas el gobierno solicitó a la Secreta­
ría de la Defensa Nacional (Sedena) la elaboración del plan. Sus funcio­
nes están enmarcadas en la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea, ar­
tículo 10. fracciones I1I, IV Y v.48 En términos legales, para la aplicación
del plan DN-I1I-E las fuerzas armadas se subordinan al Sistema Nacio­
nal de Protección Civil (Sinaproc), que se ubica bajo la cobertura insti­
tucional de la Segob." La coyuntura de caos en el rescate de la pobla­
ción afectada por los sismos del 19 Y 20 de septiembre de 1985 llevó a
la instauración del Sinaproc, como organismo coordinador interinstitu­
cional. A su vez, el Sinaproc incluye el Centro Nacional de Prevención
de Desastres (Cenapred). Para la coordinación de las labores de preven­
ción, rescate y apoyo a población damnificada, participan 13 dependen­
cias del gobierno federal en el Consejo Nacional de Protección Civil,
creado en mayo de 1990.

Una de las vertientes nuevas del plan DN-I1I-E, es que mediante su
puesta en marcha, se ha desarrollado la salida de tropas del país. Esto tie­
ne antecedentes en los años setenta, cuando, ante el terremoto de la ciu­
dad de Managua, el gobierno autorizó el despliegue de la armada y en El
Salvador, para colaborar ante la destrucción causada por el sismo de 1986.
Sin embargo, durante octubre de 1998, el despliegue para colaborar en las
tareas de rescate ante el huracán Mitch en Centroamérica fue muy impor­
tante y significativo, pues abarcó ayuda a cuatro países, organizando un

47 Las diferentes dependencias en la Secretaria de Gobernación, responsables de la inteligencia fueron:
Servicios Confidenciales (1920-1923), Departamento Confidencial (1924-1938), Oficina de Información
Política (193'8-1942), Dirección General de Investigaciones Políticas y Sociales (1942-1985), Dirección Fede­
ral de Seguridad (1947-1985), y Centro de Investigación y Seguridad Nacional (1989-1990). En el Cisen,
la Dirección de Protección (contraintehgenciaj estuvo dirigida por militares hasta 1999, cuando se disuelve
y pasa a ser el germen de la PFP. Sergio Aguayo Quezada, La charola. Una historia de los servicios de inteli­
gencia en México, México, Grijalbo, 2001, pp. 299-301.

"'J\ntecedentes del plan DN-I1I-E", La Revista delEjércitoY Fuerza Aérea, año 92, noviembre de 1998, p. 4.
"Las bases del Sinaproc apetecen en el DiarioOficial de la Federación del 6 de mayo de 1986.
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importante puente aéreo y naval con Guatemala, ElSalvador, Honduras y
Nicaragua. Eldespliegue fue ordenado por el Presidente el3 de noviembre.
Igualmente, se desplegó el plan DN-III en Bolivia, en mayo de 1998, para
auxiliar a población afectada por un sismo, y en Colombia, en enero de
1999. En diciembre de 1999, ante las graves inundaciones en la costa ve­
nezolana, se movilizó un contingente militar de gran magnitud.

EL CHOQUE CÍVICO-MILITAR DE 1968,
LOS MOVIMIENTOS ARMADOS Y LA CONTRAINSURGENCIA

Las dos acciones más polémicas de las fuerzas armadas durante la se­
gunda mitad del siglo xx fueron su participación en el control del mo­
vimiento estudiantil de 196850 y la guerra contrainsurgente de los años
setenta, principalmente la contención de las guerrillas rurales, sobre todo
las establecidas en el estado de Guerrero, encabezadas por el Partido de
los Pobres.

La interpretación de las fuerzas armadas sobre el movimiento de
protesta estudiantil es la siguiente: "En ese mismo año (1968) ocurrie­
ron disturbios estudiantiles que amenazaron con crear el caos y la anar­
quía, principalmente en esta capital; fue por ello que las fuerzas arma­
das tuvieron que actuar a fin de impedir que la violencia desatada por
elementos irresponsables, impidiera que los mexicanos pudieran vivir
en paz". Por su parte, el presidente Gustavo Díaz Ordaz justificó la ac­
ción del ejército en su informe a la nación en 1969, señalando:

El ejército mexicano tiene la grave responsabilidad de mantener la
tranquilidad y el orden internos, bajo el imperio de la Constitución
a fin de que funcionen nuestras instituciones, los mexicanos pue­
dan disfrutar de la libertad que la ley garantiza y el país continúe
su progreso. La forma en que cumplió su cometido es prueba clara
de que podemos confiar en su patriotismo, su convicción civilista e
institucional: reestablecer el orden y vuelve de inmediato a sus ac­
tividades normales." Díaz Ordaz asumió totalmente la responsabi-

'OVéase Sergio Aguayo Quezada 1968. Los archivos de la violencia, México, Grijalbo, 1998; y Julio
Scherer y Carlos Monsiváis, Partede guerra. Tlatelolco 1968, México, Nuevo Siglo-Aguilar, 1999.

"Informe del presidente Gustavo Díaz Ordaz en 1969: 'Asumo íntegramente la responsabilidad:
personal, ética, social, jurídica, política e histórica, por las decisiones del gobierno en relación con los su­
cesos del año pasado." Sergio Aguayo Quezada, 1968. Los archivosde la violencia, op. cit., p. 303.
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lidad de la represión, "limpiando" la imagen del ejército, favorecien­
do la sucesión presidencial. 52 La represión al movimiento estudiantil,
principalmente el acontecimiento del 2 de octubre en Tlatelolco, fue
uno de los operativos militares más importantes de la historia del
ejército mexicano. Se calcula que participaron entre 5,000 y 15,000
efectivos. Elnúmero de muertos y prisioneros no se ha logrado deter­
minar con exactitud. Varias fuentes coinciden en un promedio en­
tre 200 y 300 muertos."

Los sucesos de 1968 fueron decisivos para la historia política del
país y básicamente para las fuerzas armadas. Fue el primer movimien­
to "antisistémico" que cuestionaba profundamente el liderazgo del PRI.54

Este hecho también fue un catalizador para que las guerrillas, entonces
aisladas en regiones rurales, crecieran y se les incorporaran jóvenes
provenientes de las universidades. En esos años (entre 1968 y 1976)
aparecieron varios grupos guerrilleros de accionar urbano (compuestos
en su mayoría por estudiantes) a la par de la ya existente guerrilla ru­
ral. De ellos, algunos tuvieron tradición rural en estados como Guerre­
ro y se insertaron en la realidad de marginación y violencia provocada
por estructuras de poder controladas por grupos de caciques muy vio­
lentos, a los cuales en muchas ocasiones la policía y el ejército se suma­
ban a sus intereses, surgiendo los movimientos armados como forma
de autodefensa campesina.55 Otros fueron guerrillas urbanas que ac­
tuaron como grupos clandestinos sin respaldo popular.

El nacimiento de estas guerrillas modernas que buscaron el socialis­
mo se dio en Chihuahua en 1964, y el primer ataque militar guerrillero
se realizó contra un cuartel de la policía, en mayo de 1965. El 23 de sep­
tiembre de ese año se ataca un cuartel del ejército en Ciudad Madera, Chi­
huahua, con un saldo negativo para la guerrilla. En Guerrero nacieron en
los sesenta la Asociación Cívica Nacional Revolucionaria y el Partido de los
Pobres (PDLP).56 Posteriormente, a inicios de los setenta, surgieron más de

"Véase Luis Garfias Magaña, "El ejército mexicano actual", en El ejército mexicano. Historia de los
orígenes hasta nuestros días, México, Sedena, 1979, p. 526. Informe del presidente Gustavo Díaz Ordaz
en 1969: ::-\sumo íntegramente la responsabilidad: personal, ética, social, jurídica, política e histórica,
por las decisiones del gobierno en relación con los sucesos del año pasado". Sergio Aguayo Quezada,
1968. Los Archivos de la Violencia, op. cit., p. 303.

'35ergio Aguayo Quezada, 1968. L~ Archivos de la Violencia, op. cii., p. 251.
,.Sergio Zerrneño, México: una democracia utópica. El movimiento estudiantil del 68, México, Siglo

XXI,1978.
"Carlos Montemayor, Guerra en el paraíso, México, Diana, 1991.
"Jaime López, Diez años de guerrillas en México. 1964-1974, México, Posada, 1974.
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30 grupos guerrilleros. El ejército mexicano pudo controlar exitosamen­
te, mediante tradicionales tácticas de contrainsurgencia, a las guerrillas
rurales, y colaboró en la labor de inteligencia contra los grupos urbanos.

Enjunio de 1996, una alianza de 14 grupúsculos armados da origen
al Ejército Popular Revolucionario (EPR) en el Estado de Guerrero." La fe­
cha de su constitución coincide con el primer aniversario de la "Matanza
de Aguas Blancas", cuando fuerzas policiacas militarizadas del gobierno
del estado de Guerrero asesinaron a 17 campesinos pertenecientes a la Or­
ganización Campesina de la Sierra del Sur (ocss). El EPR actúa en una de
las regiones más violentas de México donde los caciques locales, integra­
dos a través de "familias", controlan las estructuras económicas, sociales
y políticas." Las áreas principales de acción del EPR son los estados de
Guerrero y Oaxaca." La estrategia del gobierno para hacer frente repite
las acciones emprendidas contra las guerrillas de los años setenta: con­
trainsurgencia rural, siendo el ejército el que tiene la iniciativa, y los cuer­
pos de seguridad para detectar los núcleos urbanos. No se vislumbra
frente al EPR ningún tipo de diálogo o negociación.

LA CRISIS DE CHIAPAS y LAS FUERZAS ARMADAS

Ello. de enero de 1994 un grupo desconocido que actuó en la casi to­
tal clandestinidad realiza la toma de San Cristóbal de las Casas y seis
poblados, en el estado de Chiapas." El Ejército Zapatista de Liberación
Nacional (EZLN) nació de la antigua guerrilla de las FLN.61 Como tal, se­
gún sus propios voceros, el 17 de noviembre de 1993 habían cumplido
10 años de vída.? por lo que sus acciones se habían desarrollado en el
total silencio (o sea, lo que en el lenguaje guerrillero significa fase de

""Mexico's new guerrilla eruption", World Press Review, noviembre de 1996, pp. 16-17.
"Armando Bartra, Guerrero bronco: campesinos, ciudadanos y guerrilleros en la Costa Grande, México,

Ediciones Sin Filtro, 1996.
"Esto lo analizamos en detalle en Raúl Benítez Manaut, "Guerrilla. Civilizarse o morir", Enfoque­

Reforma, México, 5 de enero de 1997.
o°La literatura sobre la crisis de Chiapas es extensa. Véanse Thomas Benjamín, A RichLand. A Poor

People. Politics and Society in Modern Chiapas, Albuquerque, University of New Mexico Press, 1989; Elai­
ne Katzenberger, FirstWorld. Ha, Ha, Ha, San Francisco, City Líghts Books, 1995; EZLN. Documentos y Co­
municados, vol. 1, México, Era, 1995; EZLN. Documentos y Comunicados, vol. 2, México, Era, 1996; Car­
los Tello Díaz, La rebelión de las cañadas, México, Cal y Arena, 1995; Mario Melgar et el., La rebelión en
Chiapas y el derecho, México, UNAM, 1994; Chiapas, 4 vols., México, Instituto de Investigaciones Econó­
micas, UNAM, 1995, 1996, 1997.

o'Carlos Tello, La rebelión de las cañadas,op. cit., pp, 60-85.
02 'Aniversario de la formación del EZLN, 19 de noviembre de 1994", en EZLN. Documentos y Comuni­

cados, vol. 2, p. 131.
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"acumulación de fuerzas políticas y militares"). Era la primera vez en
la historia contemporánea de México que una guerrilla lograba generar
una simpatía y un liderazgo político real en sectores importantes de po­
blación, pues se estima que sus simpatizantes y militantes superan los
2,000,63 y el área de influencia política supera más de 200,000 pobla­
dores indígenas. El propio ejército mexicano estimó en 5,000 los com­
batientes del EZLN al inicio del conflicto."

Por la aparición del EZLN, las fuerzas armadas se preparan desde
1994 en moderna contrainsurgencia a pesar de que su estrategia es de
disuasión. La entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de Améri­
ca del Norte (TLCAN) en 1994 provocó un cambio cualitativo en la mo­
dalidad de respuesta del Estado a los movimientos insurgentes. Al EZLN

no se le podía tratar con estrategias de contrainsurgencia como las em­
pleadas en los años setenta, por el impacto internacional. Por ello, se
pasó de la respuesta directa (a través del empleo del ejército y sin tomar
en cuenta consideraciones de derechos humanos) a la indirecta, buscan­
do la negociación. De igual forma, la crisis de Chiapas obligó al gobier­
no a volver a emplear de forma estratégica a las fuerzas armadas para
contener al EZLN, solo que con la modalidad de despliegue disuasivo de
fuerzas." El año de 1994 registra un incremento de efectivos y recur­
sos para las fuerzas armadas, mismo que después vuelve a su nivel
promedio observado entre 1980 y 2000, debido a que la estrategia de
contención del EZLN se sostiene en el diálogo y la negociación, aunque
no se ha logrado establecer el marco de referencia para un cese del fue­
go definitivo y las condiciones de inserción del EZLN y sus dirigentes al
esquema legal-institucional. 66

Los ocho años de crisis de Chiapas (1994-2002) se han caracteri­
zado por zigzagueas entre el EZLN y el gobierno, que al mismo tiempo
han significado la supresión de las estrategias militares como opciones
viables para ambas partes y la búsqueda de soluciones políticas, sin
éxito.

63Sólo en la marcha realizada a la ciudad de México en septiembre de 1997, asistieron representan­
tes de 1,111 comunidades indígenas, como militantes del EZLN. La Jornada, México, 14 de septiembre de
1997. '

64 La Jornada, México, 7 de enero de 1994.
6'Véase Raúl Benítez Manaut, "Chiapas: crisis y ruptura de la cohesión social. Desafíos de la nego­

ciación hacia el siglo XXI", en Francisco Rojas Aravena y Moufida Gaucha, Seguridad humana, prevención
de conflictos y paz, Santiago de Chile, UNESCO-Flacso , 2002.

"Véase Cynthia Arnson y Raúl Benítez Manaut (coords.), Chiapas. Los desafíos de la paz, México,
ITAM, The Waadrow Wilsan Center, Porrúa, 2000.
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El ejército en dos breves ocasiones encabeza el esfuerzo de conten­
ción del EZLN: entre el 10. Y el 11 de enero de 1994, y entre el 9 de fe­
brero y el 5 de marzo de 1995. El resto del conflicto el ejército es una
fuerza pasiva de disuasión, que desarrolla un importante despliegue de
fuerzas. Con el cambio de gobierno, en diciembre de 2000, el presiden­
te Fax ordenó el retiro del ejército de posiciones en comunidades indíge­
nas, tratando de reducir al mínimo su presencia. Tanto el ejército como
el EZLN están impedidos para actuar militarmente. Ello se debe a que,
para el EZLN, la proyección nacional e internacional de su discurso se
basa en la "fuerza moral", la representación de los indígenas y la lucha
por una causa noble y buena. Esto hace inviable el uso directo de las ar­
mas. Por ello, el EZLN se convierte en una guerrilla armada que no pue­
de usar las armas. El EZLN ha logrado desplegar un "ejército invisible de
militantes" o "guerreros de la red" internacionales que le da fuerza po­
lítica." ante la precariedad de su capacidad militar. Frente a este nuevo
tipo de combatientes, el ejército mexicano no puede hacer absolutamen­
te nada, debido a que está organizado para combatir en una "guerra
convencional" o guerras irregulares tipo"guerrilla" propias de la era de
la guerra fría. Sin embargo, el principal impacto en el ejército es que por
vez primera desde mediados de los años setenta se acusa a la fuerza ar­
mada de efectuar violaciones a los derechos humanos contra la pobla­
ción civil."

LAS MISIONES POLÉMICAS:

EL COMBATE AL NARCOTRÁFICO,

EL CRIMEN ORGANIZADO Y LA PARTICIPACIÓN

DE LAS FUERZAS ARMADAS EN SEGURIDAD PÚBLICA

La participación de las fuerzas armadas en el combate al narcotráfico de
forma regular se da desde finales de los años cuarenta. En la segunda
guerra mundial los Estados Unidos ayudaron a "narcotizar" parte de la
agricultura de estados del norte de México para la producción de opio
(base de la morfina) que ayudaría al alivio de los soldados heridos en

"David Ronfeldt y Armando Martfnez, "Comentarios sobre la guerra de red zapatista", en Sergio
Aguayo y John Bailey (coords.), Las seguridades de México y los Estados Unidos en un momento de transi­
ción, México, Siglo XXI, 1997, p. 343. Véase también Davis Ronfeldt y John Arquilla, The Zapatista So­
cial Netwar in Mexico, Santa Mónica, Rand Corporation, 1998.

"Human Rights Watch/Americas, Mexico, The New YearRebellion:Violations ofHuman Rights and Hu­
manitarian Law During the Armed Revolt in Chiapas, vol. 6, núm. 3, Washington, 10. de marzo de 1994.
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los frentes de batalla. Estos cultivos, dado su alto rendimiento, fueron
producidos por agricultores-empresarios, algunos militares. Básicamen­
te se promovió el cultivo de drogas en Sinaloa, Chihuahua y Durango.
En el caso de la mariguana, México fue un abastecedor mediano, que fue
sustituido por producto de mejor calidad de Jamaica y Colombia y por
el desarrollo de la producción local en los Estados Unidos. Por ello, el nar­
cotráfico como asunto conflictivo entre México y los Estados Unidos ini­
cia con la cocaína y se exige la participación de las fuerzas armadas para
su interdicción de América del Sur, teniendo en cuenta que en los ochen­
ta los grandes carteles colombianos ya habían construido asociaciones
importantes con mafias mexicanas, infiltrándose rápidamente en los
cuerpos de seguridad y policías mexicanos.

Para los Estados Unidos la principal debilidad para emprender esta
estrategia es la corrupción." pues al ser un elemento sistémico en el sis­
tema político mexicano, establece un nexo entre crimen y política muy
difícil de erradicar. Un ex agente del Federal Bureau of lnvestigation
(FBI), que trabajó durante mucho tiempo en México, sostiene:

Las autoridades políticas ofrecieron inmunidad a los elementos cri­
minales y obtuvieron a cambio dinero para desarrollo, inversión y
fondos de campaña para el partido, así como para el enriquecimien­
to personal. De los criminales se esperaba que pagaran y obedecie­
ran a las autoridades y cuando se convertían en un riesgo o ya no
producían se les encarcelaba o aniquilaba. 70

Lo anterior lleva a un diagnóstico pesimista sobre el narcotráfico
como principal actividad del crimen organizado en México. Desde los
años ochenta el crecimiento del tráfico de drogas fue uno de los prin­
cipales puntos de tensión entre los gobiernos de los Estados Unidos
y México. Esta fricción se agravó desde el asesinato del agente de la
DEA, Enrique Camarena, en 1985 en Guadalajara." A partir de este
hecho, en México comienza a verse el problema como asunto de se-

69Kate Doyle, "The militarization of the drug war in México", Current History, vol. 92, núm. 571,
febrero de 1993.

7°Stanley Pimentel, "Los nexos entre politica y crimen organizado en México", en John Bailey y Roy
Godson (eds.). Crimen organizado y gobernabilidad democrática. México y la franja fronteriza, México,
Grijalbo, 2000, p. 54.

71Jorge Chabat, "Seguridad nacional y narcotráfico: vínculos reales e imaginarios", Po/(ticay Gobierno,
vol. 1, núm. 1, op. cit., p. 115.
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guridad nacional. 72 El gobierno por vez primera lo califica así desde
1987. 73

Durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) se re­
formulan todas las estrategias institucionales y de coordinación para el
combate a las drogas. Igualmente se inicia una cooperación sin prece­
dentes con el gobierno de los Estados Unidos. La estrategia de México,
en voz de uno de sus principales autores, no es de eliminación, sino de
contención: "La meta de esa guerra no es destruir al enemigo, porque
esto es imposible. Se trata de mantenerlo bajo control," reconociendo la
principal vulnerabilidad de las fuerzas del gobierno de México." Desde
1990, la colaboración entre gobiernos y ejércitos comienza a conocerse
en los medios de comunicación. Enjunio de ese año se menciona que una
unidad táctica del ejército de los Estados Unidos había realizado deteccio­
nes de aeronaves en el espacio aéreo mexicano." En la segunda visita del
presidente Salinas a los Estados Unidos, en junio de 1990, se establecen
los acuerdos para la presencia de agentes de la DEA en México, y, poste­
riormente, en noviembre de ese año, se establecen los marcos de acción
de las actividades de rastreo de aeronaves y satélites de los Estados Uni­
dos en la guerra contra las drogas.

El saldo en el combate a las drogas es contradictorio. Los informes
oficiales señalan un avance muy importante en la guerra, sin embargo,
las cifras muestran, a pesar de la reducción en la intercepción de cocaí­
na, que no se ha logrado su eliminación." En el caso de los decomisos
y destrucción de plantíos de mariguana y cocaína, las cifras pueden in­
dicar mayor eficacia en la acción para controlarla, o, por el contrario,
mayores cantidades producidas yen el mercado.

Hay que tener presente que la mayoría de estas acciones las realizan
las fuerzas armadas. Incluso equipo perteneciente a la PGR fue transferido
al ejército para encabezar la guerra, como fue la entrega de 18 helicópte­
ros Bell 206 de la PGR a la Sedena. Igualmente, además de los 73 aviones

"William O. Walker 1Il, 'After Camarena", en Bruce M. Bagley y William O. Walker III (eds.), Drug
Trafficking in the Americas, Miami, North-South Center, 1996.

73 María Celia Toro, "México y Estados Unidos: el narcotráfico como amenaza a la seguridad nacio­
nal", en Sergio Aguayo y Bruce Bagley (comps.), En busca de la seguridad perdida. Aproximaciones a la se­
guridad nacional mexicana, op. cit., p. 375.

"Jorge Carrillo Olea, "Elcontrol de drogas: situación y perspectiva", La Jornada, México, 15 de oc­
tubre de 1993, p. 23.

75 Los Angeles TImes, 7 de junio de 1990.
"México y Estados Unidos ante el problema de las drogas. F.5tudio diagnóstico conjunto, México, SRE,

mayo de 1997, p. 111.
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UH-IH donados por los Estados Unidos, el ejército adquirió en 1997 16
helicópteros MI-B y MI-17 de manufactura rusa. La reforma de la estruc­
tura de las regiones y zonas militares se concentró en la creación de un
cuartel general y 51 GAFE. La mayoría de la información oficial de la Se­
cretaría de la Defensa Nacional (Sedena), confirma que se destinan cotidia­
namente entre 20,000 y 30,000 efectivos de forma permanente en la
guerra a las drogas (dependiendo de la temporada del año).

Durante el gobierno de Ernesto Zedilla la estrategia de combate a
las drogas se basó en la formulación del Programa Nacional para el
Control de Drogas 1995-2000, estrechándose las relaciones de coope­
ración con los Estados Unidos, a partir del establecimiento del Grupo
de Contacto de Alto Nivel México-Estados Unidos para el Combate a
las Drogas (GCAN), en marzo de 1996. 77 Esta cooperación se refuerza
un año después con la visita del presidente Clinton a México en mayo
de 1997, firmándose entre los dos presidentes la "Declaración de la
Alianza México-Estados Unidos Contra las Drogas", que señala la res-

CUADRO 4

ERRADICACIÓN DE PlANTíos y DECOMISO DE DROGAS. 1989-2002 78

Erradicación de mariguana y amapola (hectáreas) promedio semestral

1989-1994: 11,635

1995-2000: 21,078

2001-2002: 21,994

Mariguana: cargamentos decomisados: promedio semestral en toneladas

1989-1994: 255

1995-2000: 618

2001-2002: 761

Cocaína decomisada: promedio semestral decomisado en toneladas

1989-1994: 22.00

1995-2000: 13.45

2001-2002: 11.56

77México y Estados Unidos ante el problema de las drogas. Estudiodiagn6stico conjunto, op. cit., presen­
tación.

""Primer tercio en seguridad", Reforma, 10. de diciembre de 2002, p. 2-A.
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ponsabilidad compartida en el combate, a través de un enfoque inte­
gral, y el establecimiento de acuerdos de extradición y mayor coope­
ración en inteligencia. 79

El año de 1997 significó la sacudida más grande en la guerra contra
las drogas en México, cuando se descubrió el 23 de febrero que el comi­
sionado del INCD y ex comandante de la V Región Militar (con sede en
Guadalajara), general Jesús Gutiérrez Rebollo, realizaba acciones de apo­
yo al Cartel de Juárez (encabezado por Amado Carrilloj.?" El mito de la
incorruptibilidad de las fuerzas armadas se desmembró y estalló un con­
flicto con los Estados Unidos que estuvo a punto de que el Departamen­
to de Estado de ese país, en su certificación anual, declarara a México "no
certificado" en la llamada "certificación" que se divulga el mes de abril.
Este mito incluso es desmentido por el propio secretario de la Defensa Na­
cional: "Elriesgo de contaminación al interior del ejército siempre ha exis­
tido. Lo novedoso pudiera ser la voluntad para combatir a los que en ello
se involucran sin importar prestigios, jerarquías o posiciones que ocu­
pen."?' El caso Gutiérrez Rebollo derivó en una gran purga en las fuerzas
armadas, siendo encarcelados 34 militares durante 1997 que se dedica­
ban a apoyar a carteles de las drogas." Por su parte, la armada, durante
1997 acusó a 14 marinos por actividades de narcotráfico." En el infor­
me binacional sobre la guerra contra las drogas, editado por el GCAN se
menciona la necesidad de despedir a 1,200 agentes de policía por parte del
titular de la PGR durante 1996. Este informe sostiene que la corrupción
se ha extendido a los sistemas de impartición y procuración de justicia.84

En el gobierno de Vicente Fax no cambian sustancialmente los pará­
metros de la guerra a las drogas, sin embargo, la estrategia diseñada par­
te del reconocimiento de que México no sólo es un país de producción (de

"Ernesto Zedilla y William Clinton, "Declaración de la Alianza México-Estados Unidos Contra las
Drogas", México, 6 de mayo de 1997. Reforma, México, 9 de mayo de 1997, p. ll-A.

80 Raúl Benítez Manaut, "Narcotráfico: desafíos para el ejército", Novedades, México, 26 de febrero
de 1997.

""Entrevista. Enrique Cervantes Aguirre, secretario de la Defensa Nacional", Reforma, México, 12
de noviembre de 1997, p. 4-A.

82 "Entrega el ejército a 34 narcomilitares", Reforma, México, 28 de julio de 1997, p. 1. Investigacio­
nes de los reclusos en cárceles militares señalan que en la principal de ellas, ubicada en el Campo Militar
núm. l:hay 402 presos, 53 de ellos consignados por delitos "contra la salud" (narcotráfico), 29 de ellos
pertenecen a la Armada, detenidos en abril de 1990, cuando un gran escándalo incluso llevó a la renun­
cia del secretario de Marina ese año. Reforma, México, 10. de agosto de 1997.

8.1Declaraciones del secretario de Marina, José Ramón Lorenzo Franco, Excelsior, México, 2 de ene­
ro de 1998, sección 2, p. 1.

"México y Estados Unidos ante el problema de las drogas. Estudio diagnóstico conjunto, op. cit., pp.
121-122.
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mariguana, amapola y recientemente también cocaína y drogas sintéticas)
sino que el consumo de drogas ha ido en aumento. En otras palabras, el
problema de las drogas se vuelve más complejo que en el pasado. Uno de
los mayores escándalos al final del gobierno de Ernesto Zedilla y el inicio
del gobierno de Fax fue el descubrimiento del mayor caso de "narcopolíti­
ca", debido a los vínculos de Mario Villanueva, gobernador de Quintana
Roo (frontera con Belice y el Caribe), con los carteles. Villanueva desapa­
reció en marzo de 1999 y su detención se logró el 21 de mayo 2001. Al
mismo tiempo, esta "narcorrupción" también afectó a las fuerzas arma­
das, al ser detenidos los generales Mario Arturo Acosta Chaparro y Fran­
cisco Quirós Hermosillo el 31 de agosto de 2000.85 En el año 2002 otro
acontecimiento revela la fragilidad de algunas estructuras del ejército res­
pecto al poder corruptor del narcotráfico: el 14 de octubre de ese año son
acusados 48 efectivos del 65 batallón de infantería de Guamúchil, Sinaloa,
para ser investigados por proteger a narcotraficantes."

En los años noventa, se observa la presencia creciente de miembros
de las fuerzas armadas (la mayoría de ellos en retiro o con permiso) en
los cuerpos de seguridad, federales, estatales y municipales de todo el
país. La presencia de miembros de las fuerzas armadas (ejército y arma­
da) responden a una necesidad y concepción de que el problema de la
seguridad se debe abordar: 1. rompiendo la corrupción, donde los civi­
les son "más proclives" y los militares tienen más mecanismos "inmu­
nológicos", 2. rehaciendo la estructura de mando; 3. "endureciendo" la
contención policial contra el crimen, y 4. profesionalizando la activi­
dad policial. La presencia de militares es indistinta y ajena a los parti­
dos políticos que ocupan los gobiernos federal, estatales y municipales.

El desafío más importante para las fuerzas armadas en relación con
el combate al crimen fue la colaboración con el Departamento del Dis­
trito Federal (DDF), para responsabilizarse de la Secretaría de Seguridad
Pública (ssr) a partir del 8 de junio de 1996.8 7 La diferencia cualitativa
más importante con la presencia de militares en el resto de las corpora­
ciones del país es que asumían esos cargos de forma personal, no ins­
titucional. En cambio, el nombramiento del general Enrique Salgado y

85 En·octubre de 2002 la Procuraduría de Justicia Militar los acusó de cohecho con el narcotráfico,
sin embargo, hay graves acusaciones contra estos dos generales por su participación en la guerra de con­
trainsurgencia en el estado de Guerrero, donde se les responsabiliza de 143 desapariciones. Véase "Purga
Militar", Proceso, núm. 1357, 3 de noviembre de 2002.

'6 "Investigan nexos con el narco", Reforma, México, 1B de octubre de 2002, p. 23-A.
"General Enrique Salgado, Informe de 100 días de trabajo en la Secretaría de Seguridad Pública (55P­

DDF), México, septiembre de 1996.
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lS generales, SO jefes, 18 oficiales y 19 sargentos, así como el despla­
zamiento de 2,000 soldados para sustituir a la policía en la delegación
Iztapalapa y el entrenamiento de policías civiles en el Campo Militar
núm. 1 (fueron entrenados 3 SOO pelletas)" es una política de coopera­
ción institucional, cuyo responsable máximo es el presidente, quedan­
do los militares designados en activo en la Sedena.

El saldo de esta guerra fue contradictorio. En declaraciones del se­
cretario de la Defensa Nacional, un gran logro es que nadie "puede acu­
sar de deshonestos a los militares" que participaron en la policía del
Distrito Federal.89 Sin embargo, la dureza de los operativos llevó a que se
cuestionara su legalidad, a partir de los sucesos de la colonia Buenos Ai­
res, donde un grupo de seis jóvenes delincuentes capturados el 8 de sep­
tiembre de 1997 apareció asesinado en las afueras de la ciudad de Méxi­
co, hecho que condujo a un gran desgaste de la imagen de las fuerzas
armadas y a ser blanco de críticas de muchos sectores por violaciones
a los derechos humanos.?" El resultado de las investigaciones condujo al
arresto de tres militares (un general, un coronel y un teniente coronel) y
26 policías (19 "jaguares" y siete "zorros")." Por esta acción fue disuelto
el grupo Jaguares." La defensa de los Jaguares sostuvo, en declaraciones
de efectivos que participaron en el operativo que "somos corruptos, pero
no matones". 93 Esta experiencia marcó al ejército en el sentido de que un
excesivo involucramiento en acciones operativas lo llevaría a acusaciones
de violación de derechos humanos.

El proyecto más importante del sexenio del presidente Zedilla fue la
creación de la PFP, dentro de la estructura de la Segob. El 4 de enero de
1999 fue publicado su decreto de creación." La base de los miembros
de la PFP se desprende de la Tercera Brigada de la Policía Militar de la Se­
dena." y se trasladan con licencia 4,988 efectivos, mediante un conve­
nio firmado entre la Secretaría de Gobernación y la Sedena el 8 de julio

"Reforma, México, 24 de septiembre de 1997.
89 "Entrevista. Enrique Cervantes Aguirre, Secretario de la defensa nacional", op. cito
90Véase la declaración completa del Ministerio Público en El Nacional, México, 19 de noviembre de

1997. Asimismo, la comparecencia del general Salgado en la Asamblea de Representantes del Distrito fe­
deral, el 23 de septiembre de 1997. Reforma, México, 24 de septiembre de 1997.

9'Reforma, México, 19 de noviembre de 1997.
Q2 Ei nombre oficial de los Jaguares es Grupo Especial de Disuasión, fue disuelto el 17 de octubre de

1997. La Jornada, México, 18 de octubre de 1997.
9'Reforma, sección B, p. 1, México, 19 de octubre de 1997.
9'Diario Oficial de la Federación, México, 4 de enero de 1999, p. 2.
9'Se incorporan los policías militares incluso con sus 352 vehículos y 99 perros, así como con

1,892 armas. Esta brigada es la misma que había participado en iztapalapa en 1996-1997. Reforma, 9
de julio de 1999, p. 1. Su primer comandante fue el contraalmirante Wilfredo Robledo.
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de 1999.96 Hacia el año 2002, el total de efectivos que integran la PFP es de
12,285, entre los cuales sobresalen las llamadas "fuerzas federales de apo­
yo", que se integran por policías militares." Las funciones de la PFPse cen­
tran en la restauración del orden, la acción inmediata, la lucha contra el
terrorismo y la vigilancia de carreteras e instalaciones estratégicas. Con
el cambio de gobierno el 10. de diciembre de 2000, fue creada la Secreta­
ría de Seguridad Pública (ssr), misma que integra a la PFP en sus estruc­
turas. Ésta responde a un nuevo concepto policiaco que está vigente en
América Latina, de creación de fuerzas policiaco-militares de contención.

El 10. de diciembre de 2000, el presidente Vicente Fax tomó la deci­
sión de reformar la PGR desde sus más altos niveles hasta la estructura
de investigación del delito. Se nombra al que fue procurador de Justi­
cia Militar, el general Rafael Macedo, en el puesto de procurador." A la
par, se restructura la Policía Judicial Federal, bajo el nuevo nombre de
Agencia Federal de Investigaciones (AFI). Con lo anterior, se da un salto
sin precedentes a favor de la militarización de la investigación de la jus­
ticia, con dos objetivos: erradicar la corrupción y hacer eficiente la labor
de investigación del crimen en el nivel federal, teniendo en cuenta que
el principal delito es el narcotráfico. Con lo anterior, en la PGR además
del sistema de inteligencia contra el narcotráfico, también está bajo di­
rección militar la mayor parte de la conducción del aparato de investi­
gación del crimen. Un elemento que sobresale es que ha crecido nota­
blemente la estructura administrativa de la PGR y se han reducido los
miembros de la PJF-AFI: 99 Con la creación de la AFI, se ha transformado
notablemente su estructura. En el caso de la PJF, 90 por ciento de sus
efectivos se dedicaba a labores operativas, ahora la AFI concentra 90 por
ciento de sus efectivos en el área de inteligencia.'?"

Los datos que se conocen públicamente indican que en la PGR, sola­
mente en los cargos más importantes de la oficina del procurador, 20
militares ocupan la titularidad de una subprocuraduría, coordinaciones
y direcciones operativas.'?' La Coordinación de Operaciones de la Fisca­
lía Antidrogas ha estado bajo el mando de generales provenientes del
ejército, y 107 oficiales del ejército participan en sus estructuras.l'?

""Trasladan sin salario a militares", Reforme, 16 de julio de 1999.
"Reforma, 25 de noviembre de 2002, p. 16-A.
"Es la primera vez en la historia que un militar es responsable directo de la PGR.

""Primer tercio en seguridad", Reforma, 1 de diciembre de 2002, p. 2-A.
]<""Privilegia la AFI labor de inteligencia", Reforma, México, 23 de septiembre de 2002, p. lO-A.
101 Reforma, México, 25 de noviembre de 2002.
102Reforma, México, 24 de noviembre de 2002, p. 2-A.
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RELACIONES MILITARES

MÉXICO-ESTADOS UNIDOS

El periodo de la segunda guerra mundial es el mejor momento de las re­
laciones militares entre los dos países. Posteriormente, durante la guerra
fría, si bien no hubo momentos de tensión militar, México no compar­
tió los postulados de seguridad hemisférica impulsados por los Estados
Unidos, por centrarse en un concepto ideológico contra el comunismo,
reduciéndose la relación a un bajo nivel. Por ejemplo, entre 1950 y
1968, los Estados Unidos entrenaron a más de 46,000 militares lati­
noamericanos, sólo 546 de ellos fueron mexicanos. 103 La misma tenden­
cia registran los programas de donaciones de equipo y ventas de armas en
este periodo.

A pesar de que México firmó el Tratado Interamericano de Asis­
tencia Recíproca en (TIAR) 1947, se opuso a su aplicación cuando fue
invocado, debido a que consideraba que violentaba los principios de
no intervención y autodeterminación de los pueblos.'?' En términos
militares, respecto a la Junta Interamericana de Defensa, México pos­
tuló que se mantuviera siempre en sus funciones consultivas, opo­
niéndose a su ampliación o a que pudiera tener misiones operativas.
A pesar del conflicto de 1968 y de la aparición de guerrillas a inicios
de los setenta, los Estados Unidos no presionaron para aumentar la
cooperación, pues consideraron que el ejército y los organismos civi­
les de inteligencia y seguridad, con sus propios recursos, podían en­
frentar la amenaza.

En los años noventa, además del contexto generado por el fin de la
guerra fría, se da un esfuerzo sin precedentes en los Estados Unidos para
incrementar los programas de cooperación militar con México, debido
a que se percibía, ante la inminencia de la firma y entrada en vigor del
TLCAN, que éste tenía que ser complementado en el nivel de la seguri-

l°'Gobierno de los Estados Unidos, información tomada de José Luis Piñeyro, Ejército y sociedad en
México: pasadoy presente, op. cit., p. 161.

lt>4 El gobierno de México anuncio su retiro del TlAR e! 6 de septiembre de 2002. La justificación de!
gobierno de México de retirarse de! TlAR es porque "México no tiene enemigos", y el TlAR hace alusión di­
recta a un ataque de otro estado. Véase 5RE "México se retira de! Tratado Interamericano de Asistencia
Recíproca", comunicado de prensa 194/02, México, 6 de septiembre de 2002. Véase "Justifica retiro del
TlAR: México no tiene enemigos", Reforma, México, 13 de septiembre de 2002, p. 15A. Este retiro causó
molestia en los Estados Unidos y se califica como una acción de no solidaridad con los Estados Unidos.
En lo referente al TlAR, la posición de México difiere de la gran mayoría de los países latinoamericanos,
pues la mayoría de los países del hemisferio están de acuerdo en mantener el TlAR y debatir sobre su re­
forma, para incorporar las "nuevas amenazas" como el terrorismo.
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dad. De esto se derivó el incremento de los contactos de "alto nivel" en­
tre las fuerzas armadas de ambos países, hecho que los analistas inter­
pretaron como un giro radical en las relaciones militares. Los principa­
les acontecimientos son los siguientes:

• En 1992, el general Collin Powell, jefe de la Junta de Comandantes en
Jefe de los Estados Unidos, presidió en Washington el 50 Aniversario de
la Comisión de Defensa Conjunta México-Estados Unidos. Esta comi­
sión vigente durante la guerra, nunca había sido disuelta, pero perma­
neció "congelada" desde el fin de la segunda guerra mundial. El dato
relevante es que México aceptó que se organizara la celebración. Los Es­
tados Unidos tenían expectativas de que se revitalizara la misma.
• Se inician las visitas con mayor frecuencia de embarcaciones mi­
litares de los Estados Unidos a puertos mexicanos. Por ejemplo, en
1991 sólo hubo 9 visitas, en 1992 fueron 46. También se incremen­
taron actividades conjuntas de las armadas y con la guardia costera
de los Estados Unidos, como son operaciones de búsqueda y salva­
mento de tripulaciones y persecución "en caliente" de embarcacio­
nes sospechosas de narcotráfico, incrementándose notablemente los
contactos informales.
• La firma de acuerdos sin precedentes en la guerra contra las dro­
gas, de ámbito militar, en las visitas del secretario de Defensa de los
Estados Unidos, William Perry, a México en octubre de 1995, y la del
secretario de la Defensa Nacional, general Enrique Cervantes a Was­
hington, en abril de 1996. En su visita, Perry anunció la realización
de maniobras navales conjuntas, mismas que no se realizaron por
una activa oposición de la opinión pública mexicana. En estas visi­
tas se acordó la donación de los 73 helicópteros HUEY IH-1H, que
después causarían muchos problemas y se regresarían 52 de ellos en
1999, quedando sólo 20 en plena capacidad operativa.
• El establecimiento de conferencias de seguridad de comandantes
fronterizos, entre el ejército de los Estados Unidos y el mexicano. La
primera tuvo lugar en 1991.
• E,l entrenamiento de más de 3,000 oficiales mexicanos, que inte­
grarían los GAFE, en escuelas militares de los Estados Unidos.
• El entrenamiento de aproximadamente 90 oficiales del ejército en in­
teligencia, proporcionado por la Central Intelligence Ageney (CIA).10S

H15George Grayson, Mexico's Armed Forres. A Fartbook, Washington, ClIS, febrero de 1999, p. 61.
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• México fue el segundo lugar, después de Colombia, en los progra­
mas de asistencia antinarcóticos.

Como consecuencia de este acercamiento militar binacional, en los
años noventa México es de los países que más cooperación recibe en
materia militar de los Estados Unidos en América Latina, tendencia que
se fortalece durante el gobierno de Vicente Fax, agregando una intensa
cooperación en la guerra contra el terrorismo. Principalmente la coope­
ración mexicana se da en la protección de instalaciones estratégicas mexi­
canas de energéticos y en la restructuración de los mecanismos de pro­
tección de la frontera entre ambos países.

Un reporte de los Departamentos de Estado y Defensa, de inicios
de 1999, señala que la cooperación con México se concentra en el en­
trenamiento de personal para actividades de inteligencia, operaciones
psicológicas y mecánica de aviones y helicópteros.l'" Muchos de es­
tos cursos se realizan en México, por personal estadounidense de ha­
bla hispana. Por ejemplo, se menciona que siete equipos de entrena­
miento móvil fueron impartidos en 1998, y se impartirán 12 en
1999. Estos cursos se destinan a los GAFE del ejército (sus nuevas
unidades anfibias) y a las "fuerzas de interdicción" de la armada. Los
reportes sobre la cooperación militar señalan que a "nivel táctico"
hay una excelente cooperación, sobre todo en la frontera, tanto para
interdicción naval como terrestre. En relación con el Centro de Aná­
lisis de la Información contra las Drogas (IAC por sus siglas en in­
glés), en El Paso, Texas, se menciona una importante cooperación
táctica de México.':" Otro informe de 1999 menciona que además de
la ayuda militar, se proporciona asistencia para el combate a las dro­
gas a la oficina del procurador, el Instituto de Capacitación de la Pro­
curaduría General de la República (PGR-Inacipe), el CENDRO a la ofici­
na del fiscal especial para Delitos contra la Salud y la PJF. También se
proporciona asistencia a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
para el control del lavado de dinero. Este aspecto es muy importan­
te en la guerra al terrorismo.'?"

106United States Departrnent of State and Departrnent of Defense, Foreign Military Trainning and
DoD Engagement Activities of lnterest in fiscal Years 1998 and 1999, Washington, 1999,

lO'WiJliarn W. Mendel, "The drug threat: Getting Priorities Straight", Foreign Military Studies Of­
fice, Fort Leavenworth, Kansas, p. 7 (http://leavwww.arrny.rnillfrnso/frnsopubs/issuesdr4gthrt.htrn).

IOBUnited States, Departrnent of State, Office of Resourses, plans and Policy, Congressional Presenta­
tionfor ForeignOperations. Fiscal Year2000, Washington, 1999. El Cendro es el Centro de Inteligencia con­
tra el Narcotráfico.
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Un elemento que destaca en los reportes e informes de los Estados
Unidos sobre la cooperación militar a México es la imposición de las
restricciones de la asistencia a México, impuestas por muchos congre­
sistas "antimexicanos", para que la ayuda sólo pueda darse para el
combate a las drogas.'?" Se teme una desviación de su uso (por ejem­
plo, no se desea que se emplee en Chiapas o contra la guerrilla), y tam­
bién se muestra preocupación por la corrupción. Sin embargo, durante
el gobierno de Fax, ha mejorado la percepción del Congreso, y se sus­
pendió definitivamente la certificación en la guerra contra las drogas en
septiembre de 2002. 110

En el periodo 2001-2002, la tendencia en la relación militar México­
Estados Unidos sigue centrada en el apoyo a la guerra antinarcóticos y
el entrenamiento de los GAFE. Sólo en 2001 los Estados Unidos entrena­
ron a 1,363 militares. Después de los atentados terroristas de septiem­
bre de 2001, se piensa fortalecer la oficina de cooperación para la asis­
tencia antiterrorista del Departamento de Estado y el entrenamiento en
esta área de militares. m

Después de los atentados del 11 de septiembre de 2001, la tenden­
cia a la cooperación militar se dirige, además de continuar el apoyo en
recursos técnicos, materiales y humanos a las fuerzas armadas para
fortalecer la guerra al narcotráfico, a la nueva guerra contra el terro­
rismo. Igualmente, los Estados Unidos colaborarán en el proceso de
modernización de equipo para la armada y la fuerza aérea, y respalda­
rían la posibilidad de que México participe en misiones internacionales
militares.

CONCLUSIONES

En el régimen de la revolución (1917-2000) las fuerzas armadas
nunca tuvieron autonomía confrontativa con el sistema político (como
sucedió con la gran mayoría de los países latinoamericanos en la se­
gunda mitad del siglo xx), por lo que su acción y despliegue no fue

1D9St;:¡tement of Senator Dianne Feinstein. "Resolutions of disapproval of Mexico's certification",
U.5. Senate, 3 de marzo de 1998. El argumento de la senadora Feinstein es que la ayuda contra las dro­
gas sólo beneficia a corruptos y debe ser suspendida.

110 Secretaría de Relaciones Exteriores, "Suspende los Estados Unidos el proceso de certificación en
materia de combate a las drogas", Reforma, México, 26 de septiembre de 2002, p. 17-A.

111Adam Isacson y Joy Olson, Just the Facts 2001-2002. a OPick Tour ofU.S. Defenseand Security Re­
lations With Latin America and the Caribbean, Washington, International Policy Report, noviembre de
2001, p. 5.
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factor de inestabilidad. Fue un régimen de autonomía funcional y sis­
témica. Se subordinaron al presidente como mando supremo consti­
tucional, cumpliendo con el principio de lealtad y apoliticismo.l " Las
fuerzas armadas se pudieron replegar por la capacidad del sistema
político para resolver los problemas de gobernabilidad sin el uso di­
recto de la fuerza en la mayoría de las ocasiones, pasando a cumplir
un papel "residual" (se emplean sólo excepcionalmentej.!" Sin dejar
de ser una especie de "brazo armado" del PRI hasta inicios de los no­
venta.'!" fueron una de las fuentes de estabilidad política. m Por ello,
durante la guerra fría, al ser el "brazo armado" del PRI, Y este parti­
do lograr controlar a la oposición política, es que no se produjo un
golpe de Estado como sucedió en la gran mayoría de los países latí­
noamencanos.

En la década de 1990, principalmente en el periodo de gobierno de Car­
los Salinas de Gortari (1988-1994), se observa una "remilitarización" cua­
litativa, principalmente por la ocupación de altos cargos en los cuerpos de
seguridad pública por oficiales del ejército, la fuerza aérea y la armada en
activo o retiro y por la sobrecarga de misiones para las fuerzas armadas.'!"
pues entra en grave crisis la seguridad pública, se incrementa de forma
alarmante el narcotráfico y estalla la crisis de Chiapas. Igualmente hay in­
formación que señala que Salinas empleó en varias ocasiones al ejército en
procesos electorales para influir a favor del PR!.117

l"EI "apoliticismo" se menciona como "cualidad", sin embargo, al favorecer al PRI, tanto ayudán­
dolo a resguardos de urnas, como disolviendo movimientos de protesta sindical o campesina, donde el
apoyo a 105 sindicatos y agrupaciones rurales prooficiales es la constante, se puede considerar una po­
sición política; de igual forma se puede considerar el acatamiento de órdenes calificadas como "represi­
vas", Por ello, el apoliticismo se restringe al acatamiento de la orden emitida por el presidente, pero no
en la consecuencia polftica de su acción,

113 David Ronfeldt "The modern mexican military: an overview", en David Ronfeldt (ed.), TheMo­
dernMexican Military:An Assesment, San Diego, Center for U.S. Mexican Studies, University of California­
San Diego, 1984, p. 17.

114 Esta hipótesis se sostiene en Adolfo Aguilar Zinser, "Las relaciones cívico-militares en México", en
Louis Goodman et el., Los militares y la democracia. El futuro de las relaciones cívico-militares en América
Latina, Montevideo, PEITHO, 1990, Y Arturo Sánchez, "El Estado y 105 militares en 105 años ochenta", en
Jorge Alonso et al., El nuevo Estado mexicano (vol. 1I: Estado y política), México, Nueva Imagen, 1992.

115 Según la opinión de muchos oficiales del ejército, la fuerza aérea y la armada, el vínculo fuerzas
armadas-PRI se va debilitando en los años noventa, a la par del proceso de democratización, pues a las
mismas fuerzas armadas les interesa ser percibidas como un cuerpo profesional, no politizado. Esto lo
concluiinos de entrevistas y conversaciones informales entre el autor y oficiales de las fuerzas armadas
en 105 cursos y conferencias en el CESNAV y el Colegio de la Defensa Nacional.

116Graham Turbiville Jr. "Law Enforcement and the mexican armed Forces: New Internal security
missions challenge the military ", Low Intensity Conflict & Law Enforcement, vol. 6, núm. 2, Londres, oto­
ño de 1997.

117Véase el artfculo 'Alemán politizó al ejército, Salinas lo lleva a determinar comicios", Proceso,
núm. 810, México, 11 de mayo de 1992.
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Al respecto la correlación es clara: cuando las instituciones del país
logran por sí mismas, sin recurrir a la violencia, canalizar y resolver la
conflictividad política, son momentos de reposo y profesionalización de
las fuerzas armadas, o sea, el sistema político se desmilitariza. Cuando
ese hijo bien logrado de la revolución, el PRI, comienza a envejecer;'!" las
tendencias a la inestabilidad aparecen en distintos segmentos y regiones
del país y se recurre a las fuerzas armadas como factor de contención
(como lo fue durante 1968 y para enfrentar las guerrillas en los años
setenta), de disuasión y de apoyo a otros cuerpos de seguridad (como
lo ha sido durante los años noventa).

En el siglo XX se dieron tres ciclos de modernización y profesiona­
lización de las fuerzas armadas. El primero fue en los años treinta, se
sostuvo en el proceso de educación militar y se impusieron la centra­
lización de las decisiones, el desarme de las milicias revolucionarias y
el control de movimientos regionales y caudillos. Esta primera profe­
sionalización no separó a las fuerzas armadas del sistema político. El
segundo ciclo se inicia en los años cuarenta, producto de la segunda
guerra mundial y la forma como México emprendió su estrategia de
desarrollo. Se dio una transformación notable de las políticas públicas
a favor de la dotación de recursos a las obras de infraestructura, dán­
dose una desmilitarización cuantitativa y cualitativa, se construye el
llamado pacto cívico-militar (1946) y se da la primera despolitización
(la correspondiente al poder ejecutivo). Posteriormente, en los sesenta
se daría la "civilización" del PRI cuando deja de ser el presidente del par­
tido un general en retiro (1964). El tercer ciclo de modernización y
profesionalización se da, de forma lenta y gradual, entre 1970 y 2000,
correspondiente con los periodos de "revolución estatista" (1970­
1982) Y "revolución reestructurada" (1982-2000). Se desplazan y re­
tiran los viejos generales que tuvieron actividad militar en la revolu­
ción; se supera cualitativamente el sistema educativo-militar; se da una
modernización importante del equipo, y se restauran las relaciones
militares entre los Estados Unidos y México. En este periodo las fuer­
zas armadas pasaron su más importante "prueba de fuego" política de
los últimos 70 años: aceptar como cuerpo profesional que su hijo bien
dotado; el partido de la revolución, perdiera las elecciones presidencia­
les, otorgando gran estabilidad al proceso de transición política el se-

JlBLa gran mayoría de los analistas coinciden en que el periodo de "envejecimiento" del PRI, como
partido político autoritario-corporativo, arranca a partir de 1985.
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gundo semestre del año 2000. Al mismo tiempo que reafirmaron el
principio de apoliticidad, respaldando a Vicente Fox al asumir la Presi­
dencia, obtuvieron grandes beneficios, en el sentido de poder "influir"
en que la posibilidad de que se diera una reforma en el aparato del Es­
tado en la política de seguridad nacional y defensa no les afectara como
instituciones. 119

Esta actitud de defensa institucional es positiva ante la opinión pú­
blica y pasan de ser instituciones casi totalmente desconocidas a tener
reconocimiento. La prensa y la opinión pública comenzaron a informar
regularmente sobre las fuerzas armadas desde el estallido de la crisis de
Chiapas. Los estereotipos negativos de éstas, que se remontan a los años
sesenta y setenta son lejanos en el tiempo, y el hecho de que en Chia­
pas se acordara el cese al fuego 12 de enero de 1994 ayudó a que no se
deteriorara la percepción del ejército entre la población. Una encuesta
levantada en 2002 menciona que la imagen de las fuerzas armadas
mexicanas está por encima del promedio latinoamericano, con 42 por
ciento de "confianza" de la población.!" Otra encuesta, que analiza la
confianza institucional, señala que en México las fuerzas armadas son
una de las instituciones más confiables después de la Iglesia: Iglesia 57
por ciento; fuerzas armadas 56 por ciento; justicia 24 por ciento; Con­
greso 26 por ciento; partidos políticos 21 por ciento; policía, 18 por
ciento. 121

La relación cívico militar en México se sostiene en un control de­
mocrático vertical, donde se da la supremacía civil por parte del po­
der ejecutivo, sin embargo, la ausencia de mecanismos de rendición de
cuentas y la inexistencia de regulaciones y legislación impiden el de­
sarrollo de un control democrático más amplio por parte de otras
áreas del poder ejecutivo (por ejemplo, la Secretaría de la Contraloría
y Desarrollo Administrativo), 122 o por el poder legislativo y eljudicial.
De igual forma, tampoco se da una relación cívicomilitar intensa en­
tre las fuerzas armadas y la sociedad civil, por la ausencia de meca-

l1°Nos referimos a la actual división institucional en dos secretarias de estado: la Sedena y la Secre­
tada de .Marina.

120taempresa Latinobarómetro señala que el promedio latinoamericano es de 38 por ciento de con­
fianza de la población. La mejor imagen se tiene en Brasil, con 61 por ciento y la peor en Guatemala, con
2S por ciento. Encuesta levantada entre abril y mayo de 2002. Véase www.Iatinobarometro.org

121 Encuesta levantada enjulio de 2002. Véase http://www.gaIlup.com.arGaIlup señala que el ín­
dice comparativo de confianza institucional es de 41 por ciento.

122La Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo, a diferencia de muchos países, es
parte del poder ejecutivo, siendo este factor un retraso en lo que respecta a mecanismos de control.
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nismos formales de traspaso de información, siendo muy marginal la
relación con la prensa y las organizaciones no gubernamentales. Otro
factor que impide relaciones cívico-militares horizontales más inten­
sas es que no existe un ministerio de defensa nacional civil, por lo que
no hay una élite civil especializada en asuntos de defensa entre los
funcionarios públicos.

Por lo anterior, queda pendiente un cuarto ciclo de profesionaliza­
ción y modernización, referente a las misiones y doctrinas de las fuer­
zas armadas. La realización de múltiples responsabilidades es una
muestra de la debilidad del Estado mexicano en sus componentes ci­
viles, lo que puede derivar en una microcefalia del aparato federal, es­
tatal y municipal civil en el sector "seguridad", por lo que las fuerzas
armadas sufren de macrocefalia funcional-operativa. En otras pala­
bras, las funciones de defensa se sobreponen con las de seguridad. Las
actividades no militares de la Sedena y la Secretaría de Marina sobre­
salen, por ser misiones correspondientes legalmente a otras secreta­
rías de Estado y otros niveles de gobierno. Por ello, la clave para la
desmilitarización de estas actividades es la profesionalización y crea­
ción de estructuras complejas en el resto del aparato civil guberna­
mental, para que las fuerzas armadas se concentren en sus misiones
especializadas.

En materia de derechos humanos, el debate del pasado se centra
en la guerra a la contrainsurgencia, básicamente los años setenta y
las acciones del ejército en Guerrero, marginalmente en Chiapas, so­
bre todo la entrada del ejército a Ocosingo y los asesinatos con tiro
de gracia en enero de 1994. El debate en los años noventa se dio en
seguridad pública, principalmente los asesinatos de los delincuentes
de la colonia Buenos Aires, en el Distrito Federal. En el futuro se vis­
lumbra una discusión de cómo se debe hacer la guerra a las drogas
en el nivel operativo, respetando o no los derechos humanos y tra­
tando de evitar la penetración de las mafias. Un estudio que analizó
27 casos de detenciones militares en casos de víctimas vinculadas al
narcotráfico señala:

En fa mayoría de los casos estudiados, miembros del ejército practi­
can arrestos ilegales y sin garantías, hay arrestos en secreto, con
prolongada detención y en casos se observan torturas para que las
víctimas confiesen sus vínculos con las drogas. También se fabrican
evidencias, y se encubren los abusos. Las injusticias continúan cuan-
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do se pasan los acusados a las cortes civiles, donde no se cuestionan
las evidencias obtenidas ilegalmente por los militares. Cuando las
víctimas hacen denuncias, se ceden las investigaciones a las autori­
dades militares. 123

Además, en el caso de los derechos humanos también se pone en
tela de juicio el sistema de justicia militar, por la forma como han sido
enjuiciados algunos miembros de las instituciones militares, cuestio­
nándose principalmente el "fuero" que se desprende de la aplicación
del Código de Justicia Militar. Se mencionan en gran cantidad de aná­
lisis dos tendencias en la aplicación de la justicia militar: 1. la no per­
secución de acciones polémicas respecto a los derechos humanos (por
ejemplo, destaca la ausencia de investigaciones sobre la participación
de sus miembros en 1968, el periodo de la contrainsurgencia, la for­
ma de actuar en cuerpos de seguridad pública y algunas acusaciones
"vox populi" de narcotráfico), lo que derivaría en impunidad, y 2. la
severidad con que se castiga a miembros de las fuerzas armadas en
otros casos, destacando la disparidad de condenas con delitos equivalen­
tes en la justicia civil, la fragilidad en el amparo y defensa y el hecho de
que la justicia militar opera sin independencia, como juez y parte
acusadora.

Un factor positivo en el nivel doctrinario es que se observa una su­
peración del concepto de "enemigo interno", que se había focalizado en
el comunismo y los grupos de izquierda -armados o no- a los cuales
se combatió en muchas ocasiones sin recursos legales. A inicios del siglo
XXI es claro que para las fuerzas armadas el orden constitucional y el
sistema político democrático son el factor decisivo de la nueva seguri­
dad del país. Por ello, los enemigos y desafíos emergentes de seguridad,
tanto los estructurales -como la pobreza-, como los políticos y socia­
les -como el narcotráfico, el crimen organizado, la delincuencia, los
movimientos armados y el terrorismo- al ser amenazas no sólo al Es­
tado o al gobierno, sino al conjunto de la nación y su población, pue­
den enfrentarse con el respaldo activo de la sociedad y con una amplia
legitimidad del gobierno. Sin embargo, la recurrencia al empleo de las
fuerzas armadas para misiones no militares sigue presente como factor
de "necesidad utilitaria funcional".

123Laurie Freeman, Troubling Patterns. The Mexican Military and the War on Drugs, Washington, La­
tin American Working Group, 2002, p. 1.
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La reaparición de los grupos armados desde 1994 revaloró la ac­
ción del ejército como una de las principales fuerzas de contención y
disuasión del gobierno federal. Las fuerzas armadas mejoraron su po­
sición como institución del Estado y la contrainsurgencia, por vez
consecutiva, vuelve a ser una de sus misiones centrales. Esto debilita
el camino a la modernización dirigida al fortalecimiento del plan DN-I
y canaliza los esfuerzos de adquisición de equipo, presupuesto, entre­
namiento y despliegue territorial al plan DN-II. En los años noventa,
las fuerzas armadas fueron fortalecidas en personal y presupuesto
a pesar de las reducciones que el resto del aparato del gobierno obser­
va. Por ello muchos analistas hablan de "militarización" entre 1994 y
2002.

El plan DN-III es sin duda el que proyecta la mejor imagen de las
fuerzas armadas ante la población y la opinión pública. En el apoyo a
la población damnificada, de forma preventiva (por ejemplo, ante la po­
sibilidad de actividad volcánica peligrosa) o para auxilio ante desastres,
como principalmente los huracanes en la temporada de junio a diciem­
bre de cada año o ante sismos, tanto el ejército como la fuerza aérea y
la armada han aplicado el concepto de operaciones especiales y de des­
pliegue rápido en misiones militares. En el lenguaje militar internacio­
nal estas misiones se consideran misiones militares humanitarias, no de
combate.

De esta manera, el país observa un crecimiento cuantitativo de los
hombres en armas, pero una deformación cualitativa sobre su opera­
ción, por los problemas antes mencionados. Sumando los 435,000
efectivos de los cuerpos policiacos y de seguridad municipales, estatales
y federales, al número de efectivos de las fuerzas armadas, que ascien­
de en 2002 a más de 250,000 hombres entre el ejército, la fuerza aérea
y la armada, 124 el número total de hombres en armas, empleados por el
Estado asciende aproximadamente a 685,000 personas. O sea, si la po­
blación total del país es aproximadamente de 100 millones de habitan­
tes, corresponde a un efectivo armado por cada 144 habitantes. A éstos
hay que agregar los 40,000 policías privados y una cantidad muy di­
fícil de cuantificar de ciudadanos en armas.

Para las fuerzas armadas, enfrentar estas misiones representa un
grave riesgo que va desde el peligro a su "politización", al ponerse al

¡24Una cuantificación menciona que en 2002 el ejército tiene 187,690 efectivos, la armada 53,000
y la fuerza aérea 11,652 efectivos. Reforma, 24 de noviembre de 2002, p. 6-A.
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mando de políticos (de manera institucional), hasta el "personal" (cuan­
do se emplean como militares en retiro o con permiso), que no necesaria­
mente responden al interés del Estado, la nación o la población.

México tiene una agenda muy amplia de seguridad nacional y las
fuerzas armadas son responsables de enfrentar muchas amenazas no
militares. A las misiones constitucionales tradicionales de defensa de la so­
beranía y la necesidad de eficacia en las misiones internas, se agrega a la
agenda de seguridad nacional de México la responsabilidad de colaborar en
el sistema internacional de defensa y seguridad. Ello implicaría misio­
nes trasnacionales nuevas -como combatir fuera de las fronteras al
narcotráfico y el terrorismo- para las cuales, en el nivel operativo, las
fuerzas armadas mexicanas no están suficientemente entrenadas. Sin
embargo, para misiones militares internacionales de nueva generación,
como maniobras militares y operaciones de mantenimiento y cons­
trucción de la paz, las fuerzas armadas están impedidas por varias ra­
zones: legales (la restricción constitucional al presidente para ordenar la
salida de tropas, dada la necesidad de solicitar permiso al Congreso);
históricas, pues sólo en la segunda guerra mundial se tuvo esta experien­
cia; operativo-técnicas, pues no se tiene el entrenamiento del personal y
el equipo; doctrinarias e ideológicas (por un "sentimiento aislacionista
y nacionalista en las élites políticas, que impedirían la salida de las tro­
pas). Las misiones internacionales humanitarias, de rescate de pobla­
ción ante desastres naturales en Centroamérica, el Caribe y América del
Sur, en que han participado las fuerzas armadas mexicanas en los últi­
mos 15 años han sido experiencias muy positivas, siendo ésas quizás el
camino a la contribución a la seguridad humanitaria en el nivel inter­
nacional. En el análisis de las misiones militares se da un desequilibrio,
relacionado con una subutilización y una sobreutilización de las fuer­
zas armadas. Se sobreutilizan para las misiones DN-I1 y se subutilizan
para misiones DN-I a nivel internacional y DN-I1I.

Finalmente, en relación con el cuarto ciclo de modernización y pro­
fesionalización de las fuerzas armadas mexicanas, queda pendiente una
reforma del Estado en materia de seguridad nacional y defensa.!" Se de­
be evitar la confusión seguridad nacional-defensa, que ha permitido la
sobrecarga de misiones internas no militares y la acción cívica, y se de­
be reflexionar sobre la dirección a la que debe dirigirse la modernización

125 Esto lo analizamos en detalle en Raúl Benítez Manaut "México: doctrinas de seguridad y defen­
sa (del siglo xx al XXI)", en Fundación ClDOB, Nuevos Temas de Seguridad en América Latina, Barcelona, Fun­
dación CIDOB, 2002,
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y profesionalización de las fuerzas armadas. Para lo anterior, es necesa­
rio revisar la estructura vigente, -que fue funcional para el régimen de
la revolución mexicana-, en los niveles doctrinario, legal, institucional
y judicial, de acuerdo con la nueva realidad política de México (un nue­
vo régimen democrático en construcción) y con la nueva realidad inter­
nacional, donde se demanda la cooperación internacional en defensa en
muchos niveles (global, hemisférico y subregional).



Daniel Villafuerte Solís'
María del Carmen García Aguilar

Estado, economía y política
en la frontera sur de México

INTRODUCCIÓN

LA CUESTIÓN fronteriza se ha venido replanteando en los últimos años
a partir de eventos como el fin de la guerra fría, la caída del Muro de
Berlín, la globalización económica y, más recientemente, los atenta­
dos del 11 de septiembre de 2001 en Nueva York y Washington. Va­
lenzuela plantea que con el fin de la guerra fría se redefinió la con­
cepción estratégica del gobierno norteamericano sobre la frontera: no
es sólo un muro de regulación de la entrada de fuerza de trabajo, sino un
campo estratégico de la seguridad nacional. El eje de la acción es el
control sobre las fronteras, y los antagonistas de la escenificación
fronteriza desde las perspectivas oficiales y de los grupos racistas
son los migrantes y los narcotraficantes; se constituye así una aso­
ciación entre los migrantes y el incremento de la violencia, del con­
sumo de drogas, de las enfermedades y de los problemas económicos
(2003: 45).

La frontera sur de México tiene un significado marcadamente dis­
tinto con relación a la frontera norte. El paisaje, la geografía, la econo­
mía y la demografía son diametralmente opuestos. La formación de las
fronteras norte y sur tienen historias diferentes: la frontera norte fue
producto de una confrontación armada donde México terminó cedien­
do la mitad de su territorio. Las cosas en la frontera sur ocurrieron de
otra manera, incluso los ordenamientos legales que delimitan las fron­
teras tienen en México un trato simbólico muy distinto: en el archivo
histórico de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) de México, el tra­
tado de límites con Guatemala está celosamente guardado en un lujoso
mueble, de maderas finas, con vidrios, muy bello y elegantemente en-

"Investigadores del Centro de Estudios Superiores de México y Centroamérica-UNlCACH.
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cuadernado, a diferencia del tratado de Guadalupe Hidalgo (que delimi­
ta la frontera México-Estados Unidos), que es un legajo prácticamente
botado por ahí (Nolasco, 1989: 421-422).

Fábregas y Román indican que la frontera norte ha significado
una clara línea divisoria entre el mundo del alto desarrollo tecnoló­
gico y la vocación expansionista con el esfuerzo por construir un es­
pacio nacional pluricultural y descolonizado; en contraste, la fron­
tera sur de México es un espacio de convergencias multinacionales que
relaciona el país con Centroamérica y el Caribe, siendo el resultado
de la formación de los Estados nacionales en el contexto de la desco­
lonización del continente y sus partes insulares. Dicho de otra ma­
nera, la formación de las fronteras en México es ininteligible, separa­
da de la historia social de descolonización que conformó los límites
del territorio nacional (1988: 13).

Durante un tiempo prolongado, el sur y el sureste de México,
incluyendo la franja fronteriza, permanecieron como tierra incóg­
nita, mal conocida por el resto del país hasta que llegó la era del petróleo
y del turismo. Además, los conflictos que aquejan a Centroarnérica,
desde Guatemala hasta Panamá, han contribuido a que el país vuelva
su rostro al sur e incluso asuma una activa participación diplomática
para evitar mayores estragos bélicos en el área. Uno de los resultados
más importantes de estos hechos fue el redescubrimiento de una fron­
tera de naturaleza disímil a la del norte. En forma lenta pero sostenida,
el país ha cobrado conciencia de este hecho, que será uno de los facto­
res estratégicos en el proceso de transformación del Estado nacional
(ibidem: 16).

El reciente proceso de globalización ha llevado a la redefinición de
las fronteras: con frecuencia, sobre todo en los círculos políticos y
académicos donde prevalece la visión Pop 1 de la globalización, ésta se
asocia con la ausencia o dilución de las fronteras y con ello se quie­
re proyectar la idea de la interdependencia entre regiones y países.
Sin embargo, la realidad contradice el discurso porque hoy más que
nunca las fronteras están delimitadas, aparecen con mayor claridad:
en el ámbito del comercio, las barreras proteccionistas son evidentes en
los países desarrollados y el fracaso o poco avance que han tenido las

'Término acuñado por Paul Krugman (Pop Internacionalism, MIT Press. Cambridge, Mass., 1996)
para designar el discurso justificante de la dominación y apropiación como resultado natural e inevita­
ble de la globalización que se acompaña de un nuevo paradigma tecnológico frente al cual no existe al­
ternativa. Citado por Saxe-Fernández (coord.), 1999.



ESTADO, ECONOMÍA YPOLÍTICA' 355

conversaciones en el seno de la Organización Mundial del Comercio
(oMe) constituyen una muestra clara al respecto; las fronteras políticas
también se han hecho más ostensibles, por ejemplo en la frontera nor­
te el gobierno de los Estados Unidos ha redoblado la vigilancia para evi­
tar el paso de migrantes mexicanos y centroamericanos; asimismo, los
nacionalismos y la etnicidad se expresan con mayor fuerza.

La frontera sur de México no es ajena a estos cambios provocados
por la globalización. Aunque con menos fuerza que en la frontera nor­
te, también aquí se expresa la presencia del Estado mexicano a través
del control de los espacios fronterizos para contener el flujo de migran­
tes, drogas y armas, pero también para ejercervigilancia a posibles brotes
de movimientos sociales o políticos que pongan en entredicho la sobe­
ranía y la estabilidad de las regiones fronterizas.

Pero, écuál es el espacio geográfico de la frontera sur? Hasta ahora
no hay precisión sobre su delimitación, pero indudablemente no puede
constreñirse a la línea que separa a México de los países centroamericanos,
en este caso Guatemala y Belice.Para los objetivos de este trabajo, esta­
mos de acuerdo con la propuesta que hacen Fábregas y Román (1988),
quienes consideran que la frontera sur y su área de influencia abarca
cinco estados de la federación: Campeche, Chiapas, Quintana Roo, Ta­
basco y Yucatán,

El propósito de este trabajo consiste en presentar un panorama en
torno a los cambios más significativos que ha tenido la política del Es­
tado mexicano hacia la frontera sur de México, en particular en Chia­
pas, lugar donde se han escenificado procesos económicos y sociopolí­
ticos que han impactado a la opinión pública nacional. Su carácter de
estado fronterizo, el vínculo histórico que ha tenido con Guatemala y
las recientes repercusiones del levantamiento armado del Ejército Zapa­
tista de Liberación Nacional (EZLN) sitúan a Chiapas como el territorio
donde deben estudiarse los cambios más significativos del Estado mexi­
cano en la frontera sur.

LA MARCHA DEL SUR

En la década de los cuarenta comenzó a funcionar el ferrocarril del
sureste y en 1958 quedó comunicado el estado de Tabasco por medio
de la carretera del circuito del golfo. Eran los años sesenta, tiempos de
la "marcha hacia el mar", de la conquista de las vastas tierras tropica-
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les del sur de México para incorporarlas a la agricultura. Estos terri­
torios poco poblados e incomunicados con el centro del país eran propi­
cios para inducir un proceso de colonización que resolvería los problemas
agrarios de otros estados de la república. Así que los estados con meno­
res problemas agrarios, como el caso de Campeche, fueron objeto de co­
lonización.

Desde 1958, la Comisión Federal de Electricidad (eFE) inició, en la
cuenca del río Grijalva, los estudios encaminados a determinar su
potencial hidroeléctrico con el fin de aprovechar sus recursos. Con
base en dichos estudios y en los realizados por la entonces Secretaría
de Recursos Hidráulicos, ambas dependencias formularon el Plan In­
tegral del Río Grijalva (Dávila, 1983). En el marco de este plan, se ini­
cia en 1959 la construcción de la presa hidroeléctrica Netzahualcó­
yotl (Malpaso), cuya terminación se realiza en 1964. La segunda
obra monumental, la presa Belisario Domínguez (La Angostura), co­
mienza su construcción en 1968 y se concluye en 1975. Casi al fi­
nalizar esta obra, se inicia, en diciembre de 1974, la construcción de
la presa hidroeléctrica más grande del país por su capacidad genera­
dora, la Manuel Moreno Torres (Chicoasén). Con estas obras se in­
tegra el sistema hidroeléctrico más importante del país y con ello
Chiapas se convierte en un lugar estratégico para el desarrollo nacio­
nal al generar 50 por ciento de la energía hidroeléctrica; sólo Chicoa­
sén produce 5,500 millones de kilowatts-hora. Dos presas más pe­
queñas, pero no menos importantes, estaban programadas: Peñitas e
Itzantún. La primera logró terminarse a fines de los ochenta y la se­
gunda no se pudo llevar a cabo debido a que los campesinos ejercie­
ron presión, rechazando el proyecto que afectaría alrededor de
11,000 hectáreas de cultivo.

Casi al mismo tiempo que concluían los trabajos del sistema hi­
droeléctrico más importante del país, se iniciaba la exploración y
explotación de hidrocarburos. A partir de 1972, con los descubri­
mientos de los campos Sitio Grande y Cactus, el sureste se significó
como centro productor de hidrocarburos de primera importancia
dando lugar a un intenso programa de exploración y perforación de
pozos, io que originó que en 1974- se trasladara la jurisdicción admi­
nistrativa del distrito de Comalcalco a la capital del estado de Tabas­
co y en 1981 se cambió su denominación propiciando la creación del
distrito de Villahermosa (Flores, 1986).
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Esta gran actividad y la reforma administrativa del gobierno fede­
ral en 1982, generaron la decisión de las autoridades de Petróleos Mexi­
canos (Pemex) para dividir la antigua Zona Sur en tres gerencias: una de
ellas es la Zona Sureste, denominada así por su ubicación geográfica, la
que forma parte del total de cinco zonas de trabajo en que Pemex ha di­
vidido el territorio nacional para el mejor desempeño de sus funciones
(Flores, 1986).

La zona se encuentra ubicada en la parte sureste de la república
mexicana, con una superficie de 237,000 kilómetros cuadrados que
representa 12 por ciento del territorio nacional y comprende los es­
tados de Tabasco, Chiapas, Campeche, Yucatán y Quintana Roo. Para
efectos de exploración, la zona se dividió en siete regiones: Chiapas-Tabas­
co; Simojovel; Macuspana; Coba; Lacantún, Sierra de Chiapas; Plata­
forma de Yucatán. En ese momento esta zona era la más importan­
te pues fue la primera donde se descubrieron, entre 1972 Y 1985, 45
campos petroleros, de los cuales 35 se encontraban en explotación.
La región Chiapas-Tabasco abarca un área de 9,300 kilómetros cua­
drados.

El descubrimiento del mesozoico Chiapas-Tabasco coincidió con la
primera gran revaloración del precio internacional del petróleo, en
1973. México necesitaba petróleo, subía el precio y allí en los grandes
yacimientos del mesozoico, en Tabasco, estaba todo el que se pudiera
desear. A partir de entonces y hasta 1981, Pemex inició un programa
acelerado de explotación del crudo del mesozoico. Para entonces, Tabas­
co era ya la columna vertebral de la explotación petrolera nacional, y
Villahermosa, la capital petrolera del país (Beltrán, 1986).

A partir de las reservas encontradas en estos yacimientos gigan­
tes y supergigantes, estimadas en alrededor de 10,000 millones de
barriles, y de la nueva y favorable estructura de precios del crudo en
los mercados internacionales, se opera un cambio sustancial en la
política económica, energética y petrolera del Estado y de la empre­
sa, que logra en dos años su autosuficiencia, convirtiéndose México,
en 1974, en exportador. De esta forma, el estado de Chiapas comienza a
contribuir en forma decisiva a la creación de la primera riqueza de la
naci6n, entrando también en producción, un poco después, pozos y
campos similares, incluso de mayor productividad, como los de Sa­
maria y Cunduacán en Tabasco (Thompson y García, 1988).

La fiebre del oro negro llegó hasta la selva Lacandona: en 1978 la
paraestatal Pemex comenzó a realizar trabajos de exploración. Sin
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embargo, la caída en los precios internacionales del crudo y los nue­
vos descubrimientos en la sonda de Campeche llevaron a la empresa
a retirarse de la zona.

En efecto, las actividades de Pemex se extienden al estado de
Campeche: en 1971 se inician los trabajos de prospección marina en la
región del Carmen y para 1979 se reporta una producción de 51,000
barriles de petróleo. Hacia la segunda mitad de la década de los ochen­
ta la región petrolera del mesozoico (Chiapas-Tabasco) había perdido
importancia relativa como resultado de los descubrimientos de los cam­
pos petroleros en la sonda de Campeche. En su quinto informe de go­
bierno, Miguel de la Madrid indicaba que "la sonda de Campeche apor­
tó 64 por ciento, el mesozoico 27.9 Y el restante 8.1 correspondió a los
demás campos petroleros del país" (De la Madrid, 1987: 182).

A pesar de la crisis de la industria del petróleo durante los ochenta, el
gobierno federal mantuvo las inversiones en esta rama, aunque ya no al
ritmo con que se venía haciendo durante la administración del presiden­
te López Portillo. La mayor parte de las inversiones se realizaron en la
sonda de Campeche donde se encuentra casi 50 por ciento de las reservas
probadas del país. Actualmente existen en la región 190 plataformas
agrupadas en 11 complejos de producción mayores. También aquí se ubi­
ca el puerto petrolero más importante del país, cayo Arcas, que puede
operar con barcos de hasta 250,000 toneladas de peso muerto.

En los últimos 10 años, la sonda de Campeche ha incrementado
notablemente la producción de petróleo: en 1993 producía 1'950,000
barriles por día, que representó el 72.95 por cielito de la producción
nacional; para 2002 la producción fue de 2'603,700 barriles por día,
con lo que su participación en la producción nacional subió a 81. 95
por ciento. La producción de gas también es significativa ya que en
2002 aportó 32.8 por ciento de la producción nacional al generar
529,899.4 millones de pies cúbicos.

La suma de la producción de Campeche, Tabasco y Chiapas repre­
senta casi la totalidad del petróleo del país. Asimismo, las reservas
totales de crudo equivalente de estas entidades sumaron 31,907.8
millones de barriles en el año 2002, cantidad que representó 60.25
por ciento de las reservas del país que ascendieron a 52,951 millones
de barriles. Sólo en lo que se refiere a petróleo crudo las reservas to­
tales de los tres estados sumaron 24,872.7 millones de barriles, equi­
valente a 65 por ciento de las reservas del país. En este contexto no
es gratuito el interés del gobierno estadounidense de abrir el sector
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petrolero a la inversión extranjera directa. Los contratos de servicios
múltiples (CSM) que tanta polémica han generado permitirán a las
petroleras trasnacionales invertir en la exploración y explotación en
las zonas petroleras.

EL REDESCUBRIMIENTO DE LA FRONTERA SUR

Entre 1981 Y 1984 la frontera sur de México reaparece en la escena
nacional e internacional. Son los años turbulentos en Centroamérica,
particularmente en Guatemala. El incremento de la represión en ese
país, como salida para evitar la "contaminación soviética" que había
culminado con la derrota del dictador Anastasia Somoza y el triunfo
del Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) en Nicaragua, así como
la prolongada guerra en El Salvador, preocupaban fuertemente al go­
bierno estadounidense que hacía todo lo posible por contener y aplas­
tar los movimientos guerrilleros.

Los Estados Unidos consideraron que era ineludible desempeñar
un papel activo para resolver estos problemas en Centroamérica, para
lo cual diseñó una estrategia de intervención que suponía la combi­
nación de tres escalones progresivos: 1. el apoyo a los aliados internos
que buscaban conservar un gobierno próximo a las posiciones estadou­
nidense (El Salvador) o el impulso de planes de oposición a gobiernos a los
que se atribuía una creciente afinidad a los intereses soviéticos (Ni­
caragua); 2. la introducción en los conflictos de otros actores, polí­
ticos o militares, de la misma subregión centroamericana o de otros
países latinoamericanos, para el caso de que la "reabsorción" de las
tendencias radicales no fuese posible en el marco de los escenarios
nacionales, y 3. la posibilidad de una intervención militar directa si
la generalización de gobiernos revolucionarios llegara a ser amenazante
(Maira, 1982: 15).

Los primeros escalones fueron ensayados tanto en El Salvador como
en Guatemala. En este sentido, Aguilar Zínser describió lo ocurrido en
Guatemala en 1982:

los guatemaltecos presenciaron el 23 de marzo la caída de su presiden­
te, Romeo Lucas García, general temido por el pueblo y en desgracia a
los ojos de la clase dominante. Al salir Lucas del palacio presidencial,
sus puertas se cerraron también al general Aníbal Guevara, impuesto
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como presidente electo en la farsa electoral del 7 de marzo. [...1El ge­
neral Efraín Ríos Montt, candidato de la Democracia Cristiana a la pre­
sidencia en 1974, fue voceado por la radio para presentarse en el Pala­
cio Nacional. Ahí se acomodaban ya cinco sillas para los golpistas. A
la cabeza del golpe apareció públicamente, y luego desapareció, el ge­
neral Oviedo Morales Paíz, comandante de la zona militar del Puerto
de San José y ex jefe de inteligencia del Estado Mayor del Ejército.
Posteriormente, dos sillas fueron removidas y en las tres restantes
aparecieron vestidos de kaibiles: Efraín Ríos Montt, el general Hora­
cio Édgard Maldonado Shald y el coronel Francisco Luis Gordillo
Martínez. De pie, flanqueándolos, se fotografiaba el grupo de milita­
res jóvenes. Supuestamente autores del golpe, aunque sólo nombrados
asesores de lajunta. ¿Quién estuvo realmente detrás de la colocación y
recolocación de las sillas? ¿El Departamento de Estado? ¿Generales de
alto mando en negociación con los oficiales jóvenes? Efraín Ríos
Montt, presidente de la nueva junta gobernante, disipó la duda: el
Señor Dios, su infinita sabiduría, le había conferido el mando de sal­
var al pueblo guatemalteco (1982: 29).

Indudablemente, la cuestión centroamericana fue uno de los facto­
res que indujeron al Estado mexicano a volver la vista hacia el sur de
México. El papel de México, junto con Francia, en la legitimación de la
revolución sandinista, que condujo a la caída del régimen de Somoza,
fue quizá la actuación más destacada del Estado mexicano en materia
de política exterior antes de su reconversión en Estado al servicio de los
intereses de las grandes firmas trasnacionales y de su total alineamien­
to al decálogo del Consenso de Wa.shington.

El creciente éxodo de guatemaltecos que comenzó a llegar a Chia­
pas, como resultado de la brutal represión emprendida por los go­
biernos militares de Lucas García y Ríos Montt, condujo al gobierno
mexicano a mirar la frontera sur de otra manera. Ya no se trataba
de apoyar al pueblo nicaragüense para liberarse de la dictadura so­
mocista, sino de encarar un problema en su propio territorio. Hasta
el día 4 de julio de 1981 se dieron a conocer las primeras cifras ofi­
ciales sobre el éxodo de guatemaltecos: la Secretaría de la Defensa
Nacional (Sedena) informaba de la presencia de 4,000 guatemaltecos
en territorio chiapaneco distribuidos de la siguiente forma: 2,740 en
Macanché, 280 en Frontera Corozal, 320 en La Fortuna, 239 en Boca
Lacantún y 545 en Benemérito de las Américas. Más tarde, el 24 de
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marzo de 1982, se informó que durante la última semana habían
cruzado el Río Suchiate cerca de 10,000 guatemaltecos entre los pobla­
dos de Ciudad Hidalgo, Frontera Hidalgo, Cacahoatán y Talismán. Días
después, el 30 de marzo, Alejandro Sobarzo, a la sazón presidente de la
Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados, señaló
que hasta entonces se habían censado 180,000 centroamericanos en
territorio nacional.

Un año después, ellO de agosto de 1982, la Iglesia católica es­
timaba que la cifra total rebasaba los 30,000 guatemaltecos. Casi
al finalizar el año, el 18 de noviembre, el Alto Comisionado de-las
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) estimó que en Méxi­
co había 30,000 guatemaltecos, cifra que coincide con el cálculo
realizado por la Iglesia. Al 7 de febrero de 1983 la cifra oficial de
refugiados guatemaltecos ascendía a 35,000 Y un año después, en
mayo de 1984, las versiones oficiales reconocían la presencia de
46,000 refugiados guatemaltecos (Vásquez, 1984). Fuentes de or­
ganismos de solidaridad y el hospital general de Comitán consideraban
que el número llegaba a más de 100,000 refugiados dispersos en 80
campamentos (Melesio, 1989: 426).

Las disparidades en cifras sobre refugiados centroamericanos re­
flejaban la falta de control y la ausencia de una política definida del
gobierno mexicano en torno al problema que enfrentaba la región y
las implicaciones para México y su población. Como puede observar­
se, las cifras más consistentes en la versión oficial se dieron a conocer
hasta 1983, un poco antes del reconocimiento de la conflictividad in­
terna que vivía Guatemala y que se expresó en la resolución de la Or­
ganización de las Naciones Unidas (ONU) número 1983/12 del 5 de
septiembre de 1983.

Desde 1982, ante la intención de los gobiernos de Ríos Montt y
Mejía Víctores de repatriar a los refugiados guatemaltecos asentados
en México, se desató un intenso debate que se prolongó hasta fina­
les de 1986. Tanto del lado guatemalteco como del mexicano los sec­
tores oficiales se pronunciaron por el retorno; sin embargo, el ACNUR

y la Iglesia católica, en particular la diócesis de San Cristóbal de las
Casas, desaprobaron la postura de las autoridades de Guatemala y
del gobierno de México que en 1996 veía la posibilidad de establecer
un plan de repatriación a través de la Comar.

A partir del inicio de las pláticas, llevadas a cabo en Ginebra, entre
el ACNUR y el gobierno guatemalteco que encabezaba Efraín Ríos Montt,
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hasta el ataque de los kaibiles al campamento de refugiados El Chupa­
dero- encabezado por Óscar Mejía Víctores, todos los planes diplomáti­
cos y militares para la repatriación de los guatemaltecos refugiados en
México habían fracasado (Balboa, 1986: 21). El fracaso sistemático de
la vía diplomática ensayada por el gobierno guatemalteco durante seis
años para lograr el apoyo internacional para la repatriación de los gua­
temaltecos se explica por la beligerancia del ejército guatemalteco que
tenía como propósito fundamental el combate a la guerrilla. Las incur­
siones de militares guatemaltecos a territorio mexicano pusieron en
alerta al gobierno mexicano que entendió que la seguridad de los refu­
giados estaba en peligro. Era claro que la frontera sur carecía de vigi­
lancia y los vacíos de las instituciones federales y estatales eran eviden­
tes en esta porción del territorio mexicano.

La preocupación del gobierno federal por la frontera sur, pero sobre
todo por la porción comprendida en el estado de Chiapas, que colinda
con zonas donde tenían gran actividad los grupos guerrilleros, como la
región del Petén, en la selva Maya, dio lugar a que la candidatura para
ocupar la gubernatura del estado recayera en la persona del general Absa­
Ión Castellanos Domínguez. Un hombre de bajísimo perfil político pero
con las características de un personaje que en ese momento necesitaba
Chiapas, según la visión del gobierno federal y su partido: mano dura
para ejercervigilancia y contener posibles descontentos sociales.

La crisis centroamericana fue leída de diversas maneras: para el go­
bierno de los Estados Unidos se trataba de la instauración de regímenes
socialistas en la región alentados por la Unión Soviética y su satélite,
Cuba. Esta lectura llevó al gobierno republicano de Ronald Reagan a
proporcionar apoyo en equipo militar y dinero para fortalecer la pre­
sencia del ejército en los países centroamericanos, particularmente en El
Salvador, Honduras y Guatemala. La preocupación de la Casa Blanca
por el efecto demostración que podría proyectar el triunfo de la revolu­
ción sandinista hacia el resto de los países centroamericanos, sobre
todo en El Salvador, llevó al gobierno estadounidense y al grupo de ase­
sores de conocida línea conservadora agrupados en torno a la revista
The New Republic a brindar apoyo a los dictadores: si Washington está
obligado a elegir entre un Anastasia Somoza y un movimiento sandi­
nista apoyado por Cuba, no podría hacer otra cosa para defender sus

2 "El 30 de abril de 1984, el campamento de refugiados guatemaltecos de El Chupadero, en el esta­
do de Chiapas [...1,fue objeto de un despiadado ataque armado por parte del ejército de Guatemala. Ocho
refugiados fueron asesinados y sus cuerpos quedaron horriblemente mutilados" (Van Praag, 1986: 22).
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propios intereses que apoyar a Somoza (Chomsky, 1981: 41), aconse­
jaban los editores de la citada revista.

Contrario a esta postura, México promueve la creación del llamado
Grupo de Contadora, el Pacto de San José, así como la intermediación
en el proceso de pacificación de ElSalvador y el cabildeo diplomático para
lograr la firma de los acuerdos de paz entre la guerrilla y el gobierno
guatemalteco. Estas acciones le permitieron a México ocupar un lugar
relevante en Centroamérica.

La formación del Grupo de Contadora representó una iniciativa diplo­
mática fundamental para suavizar la ostensible presencia estadouniden­
se en los asuntos centroamericanos. Integrado por Panamá, Venezuela,
Colombia y México, el grupo representaba la visión latinoamericana del
problema y contraria a la de los Estados Unidos, aunque no pretendía de
ninguna manera desafiar el poder de la Casa Blanca. Según Aguilar Zín­
ser, Contadora nace precisamente cuando...

los demás actores internacionales, que habían intentado persuadir
a Estados Unidos y proponer negociaciones políticas en Centroa­
mérica, se encontraban ya en franca retirada. Es el caso de la In­
ternacional Socialista y del gobierno francés, que al darse cuenta
de que sus acciones e iniciativas los enfrentaban directamente con
los Estados Unidos, decidieron hacerse a un lado. Contadora es en­
tonces el primer intento regional de configurar una solución pro­
pia en torno a la idea de que el conflicto centroamericano debe
ubicarse fuera de la perspectiva Este-Oeste (1984: 21).

Sin embargo, hay que hacer notar que la política del Estado mexicano
hacia Centroamérica registró cambios: durante el periodo 1982-1988 el
presidente Miguel de la Madrid enfrento la situación en Centroamérica
de un modo distinto en comparación a la gobierno del presidente López
Portillo. El liderazgo político de López Portillo fue evidente en el apoyo a
la lucha del pueblo nicaragüense al promover el reconocimiento del F5LN

como fuerza beligerante, y por lo tanto con la legalidad que implicaba
el acopio de armas.

Con Miguel de la Madrid no hubo una definición clara en torno a la
crisis centroamericana y la respuesta gubernamental se debió a la fuer­
te presión ejercida por diversos grupos de la sociedad civil y de la Igle­
sia católica. La política gubernamental experimentó un giro en todos
los órdenes, incluyendo el exterior. En lo interno, el país se perfilaba hacia
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la redefinición de la política económica propiciada por la crisis econó­
mica y financiera de 1982, que terminó con la fuga de 10,000 millo­
nes de dólares y la nacionalización de la banca.

Después de un breve auge de la economía mexicana que ocurre entre
1978 y 1981, debido fundamentalmente al incremento en el precio in­
ternacional del petróleo, al aumentar de 13.31 dólares por barril a 33.2
dólares en promedio durante este periodo, situación que se reflejó en un
notable aumento de los ingresos de divisas por concepto de exportación
de crudo al pasar de 1,863 millones de dólares a 14,573, en 1982 la
economía mexicana sufre una de las crisis más dramáticas.

La petrolización de la economía durante el régimen del presidente
López Portillo llevó al final del sexenio a una situación insostenible. La
deuda externa pasó de 33,416 millones de dólares en 1978 a 74,861 en
1981. Para 1982 la deuda alcanzó los 84,474 millones de dólares, la in­
flación superó 98 por ciento y la tasa de desempleo se duplicó respecto
de 1981.

En ese año México estaba considerado como primer deudor mun­
dial, el crecimiento de su producción era fluctuante y se concentraba
en unas cuantas actividades industriales, aparte de ser muy inestable en
las agrícolas; el petróleo era el centro de nuestras relaciones comercia­
les y financieras con el exterior, pesaba excesivamente dentro del sec­
tor industrial y como fuente de ingresos fiscales en el presupuesto del
gobierno federal (Álvarez, 1987: 106).

Cuando Miguel de la Madrid asumió la Presidencia de la repúbli­
ca, el país se encontraba en una profunda crisis económica y finan­
ciera. Al tomar la conducción del país anuncia la puesta en marcha
del Programa Inmediato de Reordenación Económica (PIRE). En ese
marco, se inicia un proceso de privatización de la economía, comen­
zando con los bancos, y apoya decididamente a los sectores produc­
tivos orientados a la exportación. Para complementar este esquema
neoliberal, se hacen los preparativos para la apertura comercial que
dan como resultado el ingreso de México al Acuerdo General Sobre
Aranceles de Aduana y Comercio (GATT) en 1986. Este es un aconte­
cimiento de gran envergadura que va a colocar a México en la ruta
del Tratado de Libre Comercio del Atlántico (TLCAN).

La política económica impulsada por Miguel de la Madrid adquiere
expresiones regionales, de tal forma que en ese periodo se formula el
plan de desarrollo para el sureste de México y, en ese marco, se concibe
el plan Chiapas. Se trata de una propuesta que se orientaba al apoyo de
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los productores con potencial de exportación. En el campo se impulsa
un modelo de cultivos encaminados a los mercados nacional e interna­
cional: caña de azúcar, cacahuate, sorgo, plátano, café, cacao, hule,
sandía, melón, soya, tabaco y palma africana. Chiapas, además de con­
tribuir a la producción nacional de energéticos, se perfila como una
gran despensa de alimentos y materias primas para el resto del país.

EL NEOLIBERALISMO y EL SURGIMIENTO DEL EZLN

En los noventa, el sur de México vuelve a ser noticia en el ámbito na­
cional. Se pueden observar algunos matices en los dos periodos guber­
namentales que se entrelazan en esta década: la profundización del
modelo neoliberal con el presidente Carlos Salinas, que culminó con la
firma del tratado de libre comercio en 1993 Y su puesta en vigor a partir
del 10. de enero de 1994, y la continuidad del modelo privatizador con
el presidente Ernesto Zedilla, que cierra un ciclo para la región.

En la frontera sur, las expresiones de la política económica estuvie­
ron orientadas al desmantelamiento de importantes empresas paraes­
tatales y, bajo las políticas de apertura económica y comercial, que
culminan con la puesta en vigor del TLCAN, la promoción de la indus­
tria maquiladora de exportación. Esta industria adquiere importancia
en Yucatán donde se observa un rápido crecimiento, que coincide con
el desmantelamiento de la industria henequenera que se precipita en­
tre 1990 y 1992. En 1990, 14 desfibradoras de Cordeles Mexicanos
(Cordemex) son desincorporadas y 1,750 trabajadores son liquidados;
en 1991, cierra Cordemex y son despedidos otros 2,730 trabajadores; en
1992 se produce el fin del ejido henequenero donde 30,225 ejidatarios
son liquidados y otros 12,200 campesinos mayores de 50 años sonju­
bilados (Canto, 2003). En contrapartida, la industria maquiladora de ex­
portación creció entre 1995 y 2000 en 544 por ciento al pasar de 5,477
a 35,256 establecimientos.

En el estado de Campeche las maquiladoras de exportación comien­
zan a llegar en 1998 y se establecen en los municipios de Calkiní, Cam­
peche; Champotón, Escárcega, Hecelchakán, Holpechen y Tenabo. Se
trata de industrias dedicadas a la confección de ropa que en algunos ca­
sos adquieren identidad local como la Calkiní Short Company, que tie­
ne dos plantas en operación en el municipio del mismo nombre. Hasta
el año 2002 se contabilizaron 17 establecimientos, entre los que desta-
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caban, por el número de empleos generados: Kellwood del Sureste, Jer­
zess Campeche, Remfro Campeche, Delta Campeche y Karim's Textil &
Apparel México. El número total de empleos que generan las maquila­
doras en Campeche es de 7,209 y se espera generar 900 más.'

En Chiapas, pese a los esfuerzos del gobierno del estado, no se ha lo­
grado seducir a las empresas maquiladoras para que inviertan. Son
muy pocas las que existen hasta el momento, no más de 10. En San
Cristóbal de las Casas, después de tres años no se ha podido contratar
a la cantidad de personal que requiere la empresa Transtextil Interna­
cional, y la maquiladora textil Caipoqui, apenas en el año 2002, gra­
cias a los apoyos del gobierno del estado, pudo establecer un contrato
con la empresa Qualytel, ubicada en Puebla."

Sumado a los intereses que tiene el capital nacional y trasnacional
sobre las riquezas que poseen los estados de la frontera sur, emergen
otros fenómenos que redefinen las relaciones del Estado mexicano con
el gobierno estadounidense y los países centroamericanos, con impac­
tos sustantivos para la sociedad de las entidades federativas sureñas. En
particular debe señalarse el fuerte incremento de los flujos migratorios
y el tráfico de drogas. Chiapas se ha convertido en los últimos años en
una ruta importante de estupefacientes y por ello el gobierno de Vicen­
te Fax, a través de la Procuraduría General de la Republica, ha estable­
cido el operativo denominado "Guardián de la Frontera sur".

En materia de control de migrantes, especialmente de centroameri­
canos, el gobierno federal ha establecido el programa denominado "Plan
Sur", dado a conocer por Santiago Creel, secretario de Gobernación en
Estados Unidos, en una entrevista realizada por el diario The Washing­
ton Post a mediados del 2002. En los hechos los funcionarios de migra­
ción niegan vigencia del programa, indican que ya cumplió con su co­
metido; sin embargo, la información sobre el número de detenidos en
Chiapas y otros estados de la frontera sur indican el grado de control
-nunca visto- que ahora ejerce el gobierno sobre los migrantes centroa­
mericanos donde todas las policías mantienen coordinación para evitar
que éstos lleguen a la frontera norte y crucen hacia territorio esta­
dounidense.

Frente a la apertura comercial y productiva, los problemas sociales
de naturaleza estructural y los que se esperaban generaría la política

'Véase Gobierno del Estado de Campeche, Sexto Informe de Gobierno 2003.
'Véase Antonio D'Amiano, 2002, comparecencia, Secretaría de Desarrollo Económico, Gobierno de

Chiapas.
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económica neoliberal, se intentaron resolver con programas de combate
a la pobreza, estrategia de política social que intentó justificarse bajo el
manto ideológico del liberalismo social. Por supuesto que la cantidad de
recursos asignados, frente al desmantelamiento de empresas paraesta­
tales y de la inversión pública en el sector agropecuario y en los servi­
cios, resultaron ínfimos con relación a la gravedad de la pobreza y de
los profundos impactos económicos y sociales que propició de manera
inmediata la apertura de los mercados. En enero de 1994, de la selva
chiapaneca emerge un movimiento revolucionario, autodenominado
Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) exigiendo el fin de un
régimen político, que no sólo tuvo la osadía de anunciar, ante una po­
blación mayoritaria de pobres que el país entraba al primer mundo, sino
que de manera irresponsable se había desentendido desde tiempo atrás
de sus responsabilidades básicas como la de frenar la oprobiosa asime­
tría que priva entre las regiones del país.

El Estado mexicano y su régimen han pagado con un costo muy
alto el mantener en los estados de la frontera sur su tradicional papel
de capitalista rapaz y minero. Nada extraño o casual que haya sido la
población indígena de Chiapas la que enfrentó al Estado mexicano y al
comandante en Jefe del Ejército Mexicano. Desde los años ochenta, la
entidad chiapaneca ya se había convertido en la caja de resonancia de
los problemas de la frontera sur. La paulatina militarización con fines
de seguridad nacional y un gobierno que se sostuvo con el ejercicio co­
tidiano de la violencia organizada, ya habían propiciado en la pobla­
ción local un fuerte sentimiento de aversión hacia el Estado y sus ins­
tituciones. La puesta en marcha de la política fiscal que terminó de
quebrar los últimos pilares del viejo corporativismo priísta y las polí­
ticas de apertura económica y comercial terminaron por convencer a
miles de chiapanecos que en este orden económico y político no tenían
ningún futuro.

La instrumentalización de los programas de combate a la pobreza
terminó generando lo que se intentaba evitar. Las respuestas favorables
y de apoyo de la sociedad civil nacional e internacional hacia el movi­
miento neozapatista terminaron por deslegitimar las pretensiones del
gobierno mexicano de colocar a México en el rango de un país con una
política social y una praxis normativa y política a la altura de las so­
ciedades democráticas. En este contexto adverso, el gobierno federal de­
bió poner mayor atención a la frontera sur, por supuesto que no en los
términos planteados por el neozapatismo y la sociedad civil, La primera
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respuesta fue de tipo militar, ya que por primera vez en la historia se
despliegan alrededor de 70,000 efectivos para resguardar la frontera
sur, pero especialmente Chiapas.

Pese a que el EZLN había logrado colocarse a la cabeza de una diver­
sidad de movimientos sociales y de ciudadanos, tanto locales como na­
cionales, encabezando la lucha por la democracia, este impulso resultó
fugaz, su lugar lo asumió una ideología y un comportamiento tradi­
cional recurrente en grupos de la otrora izquierda mexicana, la antipo­
lítica, en aras de una autonomía radical que se traduce en el rechazo de
la representación política. El EZLN terminó, así, reduciendo sus demandas
a la autonomía indígena, exigiendo la aprobación de los Acuerdos de
San Andrés, producto, sí, de un proceso de negociación política.

LAS POLÍTICAS FOXISTAS EN LA FRONTERA SUR.

CAMBIO y CONTINUIDAD

Fin de milenio, alternancia en la Presidencia de la república, anuncio del
Plan Puebla Panamá, ruptura del diálogo entre el gobierno federal y la
guerrilla zapatista y alternancia en la gubernatura del estado de Chia­
pas son algunos acontecimientos que marcan el inicio de una nueva
etapa en la vida política, social y económica de la frontera sur.

A mediados del año 2000 se hace evidente el interés del gobierno fe­
deral por el sur de México. La experiencia del levantamiento armado del
EZLN no había logrado generar el interés y los consensos necesarios al
interior del gobierno para plantear soluciones a los problemas estruc­
turales que motivaron el surgimiento del movimiento guerrillero. El
enfoque del problema chiapaneco primero fue restringido a las cañadas
de la selva Lacandona, poco después se habló del municipio de Ocosin­
go, para luego reconocer que la conflictividad rebasaba los estrechos
marcos geográficos de la selva y se comenzó a hablar de la "zona de
conflicto", incluyendo a diversos municipios de las regiones Selva y
Fronteriza. Poco después, el gobierno consideró a varios municipios de
la región de Los Altos, incluso de región Norte donde grupos confron­
tados con el EZLN protagonizaron enfrentamientos directos, como fue el
caso de "Pazy Justicia" y los "Chinchulines" que fueron clasificados como
grupos paramilitares.

El reconocimiento de facto de que la geografía del conflicto abarcaba
más allá de los límites de la Selva o de Los Altos llevó a que el gobierno
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federal incrementara los recursos financieros al estado de Chiapas. Sin
embargo, éstos fueron insuficientes para atender todas las demandas
surgidas a partir del levantamiento armado y sólo permitieron consi­
derar algunos de los problemas más urgentes como la compra de tierras
para solucionar coyunturalmente el problema de las invasiones que ha­
bían proliferado en todo el campo chiapaneco:

entre 1994 Y el año 2000 el gasto federal en el estado, excluyendo
el asociado a Pemex y a la Comisión Federal de Electricidad, pasó de
20.2 a 27.7 miles de millones de pesos del 2000, con un crecimien­
to real promedio anual de 5.4 por ciento, más de cinco veces el cre­
cimiento anual real promedio del gasto programable total, de 1.0
por ciento, en el mismo periodo (Dávila et al., 2000).

Para el gobierno mexicano, la salida a la crisis económica y social
de Chiapas y las entidades federativas sureñas no es a través de un
compromiso del Estado en términos de una estrategia de inversiones
en materia económica y social que permita reducir las asimetrías re­
gionales para estar en condiciones de competir en los mercados glo­
bales. La apuesta sigue siendo una política de apertura económica y
comercial que atraiga la inversión a una región que cuenta con fuertes
atractivos para el capital de inversión. Así, para el gobierno foxista
la apuesta está, al igual que para los dos presidentes que lo precedie­
ron, en la inserción de las economías regionales a las estrategias di­
señadas por el coloso del norte y en el endurecimiento de las políticas
nacionales en materia de narcotráfico y migrantes.

El PlanPuebla Panamá

A mediados del año 2000 aparece el documento denominado El sur
también existe: un ensayo sobre el desarrollo regional mexicano, cuyos
autores son Enrique Dávila, Georgina Kessel y Santiago Levy, fun­
cionarios en ese momento de la Subsecretaría de Egresos del gobier­
no federal. Para algunos estudiosos, como Armando Bartra (2002)
el documento constituye el antecedente inmediato y el que sustenta
técnicamente el Plan Puebla Panamá (ppp). Independientemente de la
apreciación de Bartra, lo destacable es que el trabajo de Dávila y su
equipo pone en evidencia que para el gobierno federal el sur existe
y esa presencia reclamaba atención.
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Desde la visión de los tecnócratas que elaboraron el documento
-que por cierto se deslindan con la socorrida leyenda de "las opiniones
vertidas en este documento no necesariamente reflejan las de la institu­
ción donde los autores trabajan"- lo que requiere la región es una bue­
na dosis de neoliberalismo que se resume en las siguientes propuestas:

La estrategia para impulsar el desarrollo de Chiapas y del sureste,
en general, debe separar los objetivos de combate a la pobreza de los
de desarrollo regional, debido a que los instrumentos a utilizar en
cada caso son distintos. Para combatir la pobreza extrema se cuenta
con los instrumentos generales de política social (i.e., las acciones en
materia de salud, educación y capacitación laboral, entre otros) y
programas para canalizar, focalizadamente, apoyos a la población
objetivo para aumentar sus posibilidades de empleo, facilitar su
inversión en capital humano o mejorar el entorno físico de las
comunidades (Dávila et al., 2000: 38).

En consecuencia, los autores plantean una estrategia que "busca
complementar las acciones de desarrollo social que ya están siendo im­
plementadas, con una política de desarrollo productivo que revierta las
políticas públicas que han inhibido el desarrollo de la región e impulse
su potencial agropecuario, forestal, manufacturero y turístico".

La estrategia tiene dos grandes líneas: inversiones públicas en infraes­
tructura de transporte e hidroagrícola; y cambios institucionales, regu­
latorios y de las políticas de precios, tarifas y subsidios. Su objetivo es
revertir los factores que han obstaculizado el desarrollo productivo del
sureste, de forma tal que Chiapas, y el sureste, en general, contribu­
yan al crecimiento nacional y no dependan de manera permanente de
los subsidios y apoyos federales, sin necesariamente pretender que to­
das las regiones del país crezcan a la misma velocidad (idem).

Pocos meses después, Vicente Fax, en calidad de presidente electo
de México, da a conocer en Costa Rica la iniciativa PPP y en marzo de
2001 se hace oficial. La comparación entre la propuesta del equipo
de Enrique Dávila y el documento base del Puebla Panamá puede llevar a
la conclusión de que éste es derivación del primero; no obstante, hay di­
ferencias importantes en lo que respecta al diagnóstico y las líneas, so­
bre todo en lo que se refiere a la segunda porque la primera se mantie-
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ne parcialmente pues aparece de manera preponderante la inversión pú­
blica en infraestructura de transporte y que más tarde aparecerá en el
desglose de la propuesta como una de las ocho iniciativas mesoamerica­
nas que van a concretarse en la Red Internacional de Carreteras (Ricam).

El PPP no ha gozado de la aceptación de las organizaciones sociales;
por el contrario, desde su anuncio oficial se convirtió en la principal
bandera política del EZLN. El cuestionamiento se fundamenta en que es
un proyecto maquilador y contrario a los intereses de las comunida­
des indígenas que converge con la iniciativa del Corredor Biológico Me­
soamericano (CBM).s Quintana Roo, Campeche y Chiapas forman parte
del CBM. Chiapas cuenta con las más extensas reservas de bosques y
selvas tropicales del país: alrededor de cinco millones de hectáreas, que
equivalen a 70 por ciento de la superficie de la entidad, son consideradas
como superficie forestal o de aptitud preferentemente forestal.

LosMontes Azules: la disputa por el territorio

Un espacio clave dentro de las áreas incorporadas al CBM es la reserva
de la biosfera Montes Azules, ubicada en la selva Lacandona. A partir de
1994, con el levantamiento del EZLN, el escenario en la región de la sel­
va Lacandona se ha complicado. A la de por sí indefinida situación
agraria, agravada por la sobreposición de resoluciones presidenciales
que incluye a 46 poblados con una superficie concedida de 37,591 hec­
táreas mediante decretos presidenciales que benefician a 1,201 perso­
nas," se agregan las recientes invasiones de tierras en la zona de los
Montes Azules. Dentro de las 37,591 hectáreas se encuentran 25 accio­
nes agrarias, 16 de ellas corresponden a dotaciones, que datan de enero
de 1989 y que afectan el sector occidental de Montes Azules.

Desde 1992 el número de asentamientos humanos irregulares en la
Lacandona han venido creciendo de tal manera que ahora se calcula que

'La iniciativa del CBM fue formalmente avalada por los Jefes de Estado de la región, reunidos en
Panamá el 12 de junio de 1997 en el marco de la XIX Cumbre Presidencial Centroamericana. Allí acor­
daron promover la construcción del corredor, entendido éste como un sistema de ordenamiento territo­
rial compuesto de áreas naturales bajo regímenes de administración especial, con áreas de usos múltiples
y otras.áreas de interconexión. En la iniciativa del CBM están involucrados los siete gobiernos centroame­
ricanos y el de México. También participan los gobiernos de los Estados Unidos, Dinamarca, Holanda,
Finlandia, Noruega, España, Suiza, Suecia, Canadá y la Unión Europea. Entre los organismos financieros
multilaterales destacan el Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial. Adern.is, participa un
conjunto de organismos internacionales ambientalistas, organizaciones regionales, universidades nacio­
nales y organizaciones no gubernamentales.

·Véase Situación agraria en la zona lacandona, Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, Secretaría de Reforma
Agraria, mayo de 2002.
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hay alrededor de 42. Las cifras han venido variando: a finales del año
2000 se hablaba de 32 comunidades censadas y de alrededor de 1,000
familias; es decir, aproximadamente 6,000 personas entre adultos y
niños. Se trata de colonizadores choles, tzeltales y tzotziles que perte­
necen a organizaciones sociales tanto de filiación priísta como zapatis­
ta, la mayoría de estos últimos provienen de poblados de las regiones
Norte, Selva y Altos de Chiapas donde hay presencia de zapatistas des­
de antes del levantamiento armado.

La cuestión de Montes Azules no es un asunto menor en la agen­
da del gobierno federal. 7 Es un tema de seguridad nacional porque
más allá de la defensa de la reserva de la biosfera, toca el punto más
candente dentro de la llamada zona de conflicto. Hay que recodar que
la selva Lacandona dejó de ser la válvula de escape que permitió al Es­
tado mexicano solucionar la presión sobre la tierra en otras regiones
de Chiapas y del país en los años setenta. En efecto, desde los años
ochenta del siglo xx, pero sobre todo a partir del surgimiento del Ejer­
cito Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en enero de 1994, la sel­
va se convirtió, por una parte, en el símbolo y bastión del proyecto
neozapatista, espacio para crear y recrear utopías: la imaginería de la
teoría de la selva, entre otras.

Las invasiones de tierras en la reserva de la biosfera Montes Azules
han llamado la atención del gobierno federal, aunque hay que reco­
nocer que no hay una posición convergente entre los sectores guber­
namentales para solucionar el problema que presenta: en principio
privó la idea del desalojo de las familias invasoras, una posición eco­
logista a ultranza defendida por Ignacio Campillo, titular de la Pro­
curaduría Federal para la Protección al Medio Ambiente (Profepa), y
Víctor Lichtinger, que un día después del tercer informe de gobierno
de Vicente Fox fue despedido del cargo de secretario de Medio Ambien­
te y Recursos Naturales; luego se hizo una lectura más política del
problema y se está tratando de negociar con los grupos que se en­
cuentran en la reserva, sobre todo con los que llegaron después del le­
vantamiento armado del EZLN.

En mayo del año 2000, en el último tramo del sexenio del presiden­
te Ernesto Zedillo, 363 familias asentadas en la reserva Montes Azules

'El problema de Montes Azules llegó hasta la Cámara de Diputados, donde además de la mediación
de la comisión legislativa de Reforma Agraria, los legisladores de la Comisión de Concordia y Pacificación
(Cocopa) viajaron a Chiapas, a finales de abril de 2003, para ofrecer sus buenos oficios. También ha in­
tervenido la Comisión Estatal de los Derechos Humanos.
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habían firmado un convenio para ser reubicadas en los parajes Nuevo
Mundo, La Trinitaria, Guadalupe Plumajillo, Fracción Argentina y Tres
Ortegas. Entre tanto, otros grupos radicados en las colonias El Semen­
tal, Primero de Enero, Nuevo Aguadulce, El Zapotal, San Francisco,
Nuevo Cintalapa y El Innominado se resistían al desalojo pacífico. Las
negociaciones continuaron y cuando todo parecía estar listo para fir­
mar un convenio de reubicación aparecieron en los Montes Azules he­
licópteros de la Policía Federal Preventiva (PFP) que anunciaban un de­
salojo violento. 8

La movilización de la sociedad civil organizada llevó a que el gobier­
no desistiera de las acciones de desalojo. El nuevo gobierno de Chiapas
mantuvo una posición ambivalente y tolerante con el problema de las
invasiones en la zona de Montes Azules hasta que las organizaciones
no gubernamentales nacionales e internacionales denunciaron al go­
bierno del estado por participar en el inminente desalojo planeado para
llevarse a cabo en el mes de junio de 2002. Ante estas denuncias, el go­
bernador se deslindó y culpó a José Campillo García, titular de Profepa,
a quien calificó de ser un funcionario torpe e ineficiente. 9

Las contradicciones entre el gobierno federal y el estatal, además de
las presiones de las organizaciones no gubernamentales simpatizantes
del EZLN, llevaron a suspender el supuesto desalojo. El 27 de agosto de
2002 un grupo amplio de organizaciones de la sociedad civil hace un
llamado urgente a la movilización para detener los hostigamientos y
asesinatos en las comunidades indígenas que se agravaron durante el
mes de agosto. JO Días después, el 30 de agosto de 2002, un grupo de
organizaciones de la sociedad civil difundió un boletín de prensa donde
se denunciaba una serie de hechos relacionados con la muerte de varios
zapatistas civiles durante el mes de agosto y pedían al gobernador Pa­
blo Salazar que dejara de negar la existencia de grupos paramilitares y

'Véase El Financiero, 31 de diciembre de 2002, p. 23. El 21 de mayo se llevó a cabo en la comuni­
dad de San Gregario el foro "Por la defensa de la vida, la tierra y los recursos naturales", al concluir se
aceptó la salida de 506 familias asentadas en cinco pueblos, de un total de 12 donde viven 870 familias.
Al evento asistieron dirigentes indígenas, campesinos, ambientalistas, legisladores del Congreso de la
Unión y funcionarios federales, así como miembros de la Asociación Rural de Interés Colectivo (ARIe) in­
dependiente y democrática. Todos ellos suscribieron la "Declaración de San Gregario de la Biosfera de
Montes Azules", donde se asume el compromiso de preservar los recursos naturales de la zona protegi­
da (véase El Universal 12 de mayo de 2000).

"Véase Cuarto Poder, 10 de mayo de 2002, p. B5.
10 Las comunidades mencionadas son: San Antonio Escobar, Quexil, Amaytik, Palestina, La Culebra,

Arroyo Granizo, Chamizal Ach'Lum, Monte Líbano, Ejido Taniperlas, Censo, Santa Elena, Ejido Monte
Líbano, Lacandón, Nuevo Guadalupe, Nuevo Centro de Población 6 de Agosto, Poblado El Salvador.
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a Vicente Fax que retirara a los militares que hostigan a la población de
los municipios autónomos. 11

Fue hasta el día 19 de diciembre de 2002 cuando se concretó el de­
salojo concertado de un grupo de 30 personas pertenecientes a la etnia
chal que ocupaban un paraje conocido como Arroyo San Pablo o Lucio
Cabañas. Las autoridades fueron muy cuidadosas: dos días antes de lle­
varse a cabo el traslado de las familias la Profepa negó el desalojo; 12 ade­
más, el traslado fue una especie de ensayo para observar las reacciones
de las organizaciones que están en contra de los desalojos ya que se tra­
taba de pobladores que no tenían relación con el EZLN sino de expulsa­
dos de la comunidad Río Salinas del municipio de Marqués de Comillas
por miembros del Movimiento Campesino Regional Independiente (Mo­
cri). En la lista estaban seis poblados más." bases zapatistas, pertene­
cientes al municipio autónomo Libertad de los Pueblos Mayas.

Pero, Zqué está enjuego en los Montes Azules? ¿Qué papel tienen en
este conflicto las organizaciones ambientalistas internacionales y na­
cionales? ¿Qué defiende el EZLN? Para el subcomandante Marcos está
claro: todos los zapatistas que se encuentran en el mismo predicamento
están ahí no porque carezcan de tierra o tengan el morboso placer de
destruir la selva, sino porque se han visto obligados a dejar todo para
no engrosar el silencio con el poder y sus intelectuales sepultan la des­
gracia y la muerte de los indígenas mexicanos". 14

Por otra parte, hay que reconocer que los Montes Azules tienen im­
portancia fundamental en el contexto del proyecto del CBM; además, es
cierto que se está dando un proceso de destrucción de la reserva a tal
grado que de las más de 331,200 hectáreas que originalmente estaban
en el decreto" ahora se estima que sólo existen 145,000, de ahí que el

11 Boletín firmado por las siguientes organizaciones: Red de Defensores Comunitarios por los Dere­
chos Humanos, Coordinadora Regional de los Altos de la Sociedad Civil en Resistencia, Promedios, La Voz
de Cerro Hueco, Compitch, Colectivo Educación para la Paz, Enlace Civil, Junax, Centro de Derechos Hu­
manos Miguel Agustín Pro, Centro de Derechos Humanos Fray Bartolorné de Las Casas, Capise, Oco­
mich, Maderas del Pueblo, Ciepac, Coreco.

I2Véase Cuarto Poder, 18 de diciembre de 2002, p. B1.
13 Se trata de Nuevo San Rafael, Sol Paraíso, 8 de febrero, San Pablo, Nuevo San Andrés y Nuevo Li­

mar, que s~ encuentran en la zona sur de la reserva de Montes Azules, en el llamado cordón del Cha­
quistero, entre Ixcan y Chajul.

14Misiva del subcomandante Marcos fechada el 29 de diciembre de 2002, citada por El Financiero,
31 de diciembre de 2002, p. 23.

15 El decreto presidencial por el que se crea la Reserva Integral de la Biosfera Montes Azules data del
8 de diciembre de 1977 Y la publicación en el Diario Oficialde la Federación es del 12 de enero de 1978.
Cabe señalar que, según estimaciones de la Secretaría de la Reforma Agraria, 70 por ciento de la super­
ficie de la reserva se ubica en los bienes comunales de la selva Lacandona.
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gobierno federal mantenga atención a lo que está ocurriendo en esta
zona. Pero además se trata de una zona de frontera, que forma parte de
la selva Maya, bastión de la guerrilla guatemalteca hasta los primeros
años de la década de 1990. Así que los Montes Azules se encuentran en
un dilema: agonizante como reserva de la biosfera, pero fértil para ima­
ginar el proyecto neozapatista de autonomía.

El Tratado de Libre Comercio Oentroamérica-Estados Unidos

Sólo es posible entender la frontera sur en su justa dimensión a partir
de las relaciones con el otro lado, en este caso Belice y Guatemala. Con
este último país, México tiene firmado un tratado de libre comercio que
es parte de un tratado más amplio, con el grupo del llamado Triángu­
lo del Norte o CA-3, donde además de Guatemala participan El Salva­
dor y Honduras. Estos tratados añaden nuevas dinámicas a las regio­
nes fronterizas, donde fenómenos de vieja data como la pobreza y las
migraciones se han profundizado.

Además, la negociación del Tratado de Libre Comercio Centroaméri­
ca-Estados Unidos, conocido como CAFCA (por sus siglas en inglés),
se está llevando con bastante prisa debido a que se quiere armoni­
zar con la agenda de negociaciones del ALCA, incluso considerar el
acuerdo con Centroamérica como parte de las negociaciones del ALCA,

con lo que el gobierno de Washington estaría ganando por partida
doble. Hasta el momento, la posición de los negociadores estadouni­
denses ha sido pedir a los centroamericanos plazos más cortos para
reducir los aranceles a la importación de productos agrícolas a los es­
tablecidos en la negociación del ALCA; la petición de los Estados Uni­
dos es que la región desgrave 70 por ciento de los productos agríco- ,
las, incluyendo productos sensibles como aves, carnes rojas, carne
porcina, arroz, maíz y lácteos. Los Estados Unidos podría eliminar
los subsidios a los productos agrícolas que exporta a Centroaméri­
ca a cambio de que el istmo no acepte productos agrícolas subsidia­
d?s de otros países.

Hay que recordar que el istmo centroamericano todavía basa su
economía en productos primarios, por lo que le podría pasar lo mismo
que le ocurrió a México con su sector agropecuario, incluso puede ser
aún más grave. La región no tiene ventaja competitiva en los productos
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que los Estados Unidos están pidiendo desgravación inmediata y si bien
la ganadería bovina es muy significativa basa su producción en siste­
.mas extensivos, situación por la que los Estados Unidos pueden llegar
a saturar el mercado de carne bovina y convertir a Centroamérica en
un gran potrero para surtirse de ganado en pie. Pero el problema esen­
cial consiste en que de aceptarse los términos planteados por los Esta­
dos Unidos llevarían a la región a una dependencia alimentaria mayor
que la que ahora presenta.

A pesar de las discursividades en torno al reconocimiento de las asi­
metrías entre las partes negociadoras, en la práctica el más fuerte es
quien determina los términos del acuerdo. La experiencia de México con
los Estados Unidos es muy clara en este sentido; lo mismo se observa en
la reciente negociación entre México y los países centroamericanos, don­
de no hubo un trato bajo los criterios de asimetría. De igual manera puede
ocurrir con el acuerdo comercial entre los Estados Unidos y el istmo cen­
troamericano, a pesar de que en el capítulo 3 (inciso "e") del ALeA -re­
ferido a los principios- se dice: "trato especial y diferenciado, consideran­
do las amplias diferencias en los niveles de desarrollo y tamaño
de las economías de las partes para promover la plena participación de
las partes". En este mismo tenor, en el artículo 13 referido a las diferen­
cias en los niveles de desarrollo y tamaño de las economías, se indica:

El acuerdo se aplicará otorgando un trato especial y diferenciado, que
tome en cuenta los niveles de desarrollo y tamaño de las economías
de las partes. Este tratamiento deberá aplicarse según sectores, temas,
países o grupos de países. Este tratamiento se va a determinar sobre
la base del análisis caso por caso.

¿Se puede pedir desgravación inmediata de 70 por ciento de los pro­
ductos sensibles a estas pequeñas economías centroamericanas? Los cri­
terios del mercado son insensibles a las consideraciones de orden social
y político. Las asimetrías entre el istmo y los Estados Unidos son des­
comunales; éstos producen 45 por ciento del maíz del mundo, 60 por
ciento de carne vacuna, 35 por ciento de leche, 45 por ciento de carne
de aves, 30 por ciento de carne de cerdo. En este contexto, Zcómo pedirle
a la región que elimine los aranceles que son el seguro de vida para sus
productores?

Nos encontramos como el siglo XVIII, con la subordinación del
proceso social a criterios mercantiles, donde según el pensamiento
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hegeliano los sacrificios impuestos a la población eran apenas los do­
lores de un parto de un mundo mejor. Las nuevas integraciones pro­
meten un mundo de prosperidad mediante el libre comercio, la utopía
reaccionaria ofrecida por lo promotores de la globalización y del ALCA.

El pensamiento liberal que fundamenta los principios del ALeA es
aquél elaborado por los célebres economistas de la escuela de Viena
que justifica la desigualdad social en nombre de la propiedad, la liber­
tad y el progreso.

Narcotráfico

Otro aspecto donde el gobierno federal ha puesto atención es el con­
trol del narcotráfico. El 15 de febrero de 1996, El Financiero publicó
una nota con el título "El Sureste, puerta negra para el veneno blan­
ca", en la que se denunciaba la existencia de 59 aeropistas en Chia­
pas, de un total de 83 que existían en la región, y agregaba que es
donde las bandas de traficantes de droga fincan el despegue del super­
cartel de Chiapas. A esta noticia premonitoria sucedió la investiga­
ción iniciada en 1997 contra Mario Villanueva, ex gobernador de
Quintana Roo. Un dato interesante es que en ese año Mariano Herrán
Salvati era titular de la Fiscalía Especializada para la Atención de De­
litos contra la Salud; ahora ocupa el cargo de procurador de Justicia
en Chiapas.

En el mismo año, un informe de la DEA señalaba que Villanueva es­
taba relacionado con actividades de narcotráfico, ligadas al cartel de
Juárez. Oficialmente, Villanueva desapareció en Mérida, Yucatán, el 27
de marzo de 1999 y fue capturado el 24 de mayo de 2001. Después de
la aprehensión del ex gobernador de Quintana Roo se supo en los me­
dios que las autoridades federales de los Estados Unidos, a través de una
corte asentada en Manhatan, Nueva York, giraría más de 70 órdenes de
aprehensión contra empresarios y ex funcionarios que colaboraron con
Mario Villanueva.

La DEA investigó las cuentas y movimientos financieros de Villanueva
en varios países de América Latina, y para lograr la pronta congelación
de las' cuentas bancarias, las autoridades de los Estados Unidos presen­
taron una acusación formal contra el ex gobernador por su implicación
en la introducción de unas 200 toneladas de cocaína a ese país. El "Caso
Cancún", como se conoce al escándalo donde se vio involucrado el ex
gobernador Villanueva, dejó al descubierto la magnitud del fenómeno
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del narcotráfico en la frontera sur y donde Guatemala forma parte de
una de las rutas más importantes.

Por otra parte, en octubre de 2002 funcionarios del gobierno de los
Estados Unidos comenzaron una campaña para presionar al gobierno
de Guatemala por los escasos resultados en el combate al narcotráfico,
incluso el subsecretario de Estado, atto Reich, criticó al gobierno por la
relación de altos funcionarios con el narcotráfico. El gobierno de la Casa
Blanca pasó de la crítica a los hechos y el 31 de enero de 2003 tomó la
decisión de descertificar a Guatemala. Pero el asunto fue más allá al
condicionar la inclusión de Guatemala en el CAFTA. En esa ocasión
Cass Ballenger sentenció: si no quieren cooperar en la lucha contra el
narcotráfico, nosotros no estaremos interesados en aprobar un trata­
do de libre comercio con ustedes."

La actitud del gobierno guatemalteco cambió y se enviaron señales
al gobierno de los Estados Unidos: se permitió el ingreso de guardacos­
tas de los Estados Unidos para patrullar las costas de Guatemala y se
autorizó que militares estadounidenses persiguieran a narcotraficantes
en su territorio. Además, se duplicaron las incautaciones de droga res­
pecto a los tres años anteriores, hasta llegara más de 6,000 kilos.

El día 5 de agosto de 2003 Cass Ballenger, director del Comité de Re­
laciones Internacionales para el Hemisferio Occidental del Congreso de
los Estados Unidos, visita Guatemala. En esta ocasión, el Servicio de Aná­
lisis e Información Antinarcóticos de Guatemala (SAlA) divulgó datos so­
bre avances en la lucha contra el narcotráfico entre ello. de enero y el
15 de julio de 2003, donde sobresalen las siguientes incautaciones:
3,689.14 kilos de cocaína; 1,096.5 libras de mariguana procesada;
232,499 matas de mariguana; 225 libras de efedrina. Además, destaca
la incautación de seis embarcaciones, cinco aeronaves, 79 vehículos,
123 armas y 5,572 municionesY Ballenger encabezó una delegación de
congresistas que visitó Guatemala con el propósito de conocer de cerca
los asuntos relacionados con la protección de derechos humanos, com­
bate al narcotráfico y tratado de libre comercio.

A 40 días de la visita de Ballenger, los Estados Unidos retiraron a
Guatemala de la lista negra y con ello es certificada de nuevo como
miembro del grupo de aliados del país del norte en la lucha contra el
narcotráfico. En efecto, un memorando enviado por George Bush a

1·Citado por Prensa Libre, Guatemala, 16 de septiembre de 2003.
"Diario de Centroamérica, órgano oficial de la república de Guatemala, 6 de agosto de 2003, p, 2.
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Collin Powell, secretario de Estado, y publicado el día 15 de septiem­
bre por la Casa Blanca, señala: el gobierno de Guatemala ha hecho
esfuerzos para mejorar su capacidad institucional, para adherirse a
las obligaciones de acuerdos internacionales y ha tomado medidas
estipuladas en las leyes de los Estados Unidos. El documento añade:
"pero debe mostrarse aún la continuidad de esas mejoras. Espero que
Guatemala demuestre más progreso el próximo año" .18

Resulta difícil entender la dinámica de la frontera sur y la actuación
del Estado sin considerar los fenómenos que se generan en Centroaméri­
ca, entre otros las migraciones transfronterizas y el narcotráfico. Guate­
mala es el territorio más próximo a México y comparte una larga fron­
tera de casi 1,000 kilómetros en la porción del estado de Chiapas. En ese
contexto, la política del Estado mexicano hacia Guatemala ha sido de
acercamiento tanto por el lado comercial como en el aspecto diplomático.
En este contexto puede entenderse la importancia que tiene Chiapas como
estado fronterizo.

Un indicador de la importancia geopolítica de Chiapas es el presupues­
to asignado a la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena): de las 12 re­
giones militares en las que está dividido el territorio nacional, la Séptima
Región, con sede en Tuxtla Gutiérrez, es la segunda que más presupuesto
recibe de la Sedena, con poco más 1,074 millones de pesos empleados en
la movilización de efectivos, operaciones de patrullaje, lucha antidroga, in­
teligencia antisubversiva y gastos de logística, entre otras actividades; sólo
en sueldos la Sedena gastaría en el año 2003 en la región más de 958
millones de pesos." En el marco del programa Guardián de la Frontera
sur, en lo que va del sexenio del presidente Fax se han asegurado nueve
toneladas de cocaína, una de mariguana, más de 1,000 armas de diver­
so calibre, 300000 cartuchos y 1,000 vehículos."

LA AGENDA PENDIENTE EN LA FRONTERA SUR

Y LA REFORMA DEL ESTADO COMO

MARCO POLÍTICO NACIONAL COMÚN

Durante la década de los noventa y los tres primeros años del siglo XXI,

la frontera sur del país se ha caracterizado por la continuidad de sus

"Tomado del diario Prensa Libre, Guatemala, 16 de septiembre de 2003.
19Véase Cuarto Poder, 29 de julio de 2003, p. B16.
20 Véase Cuarto Poder, 2 de septiembre de 2003, p. B14.
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problemas estructurales y por un sinnúmero de acontecimientos que
han cobrado una importancia política nacional e internacional. Entre
los primeros destacan la ausencia de una base económica industrial
y agroindustrial competitiva, el incremento de la pobreza y la vio­
lencia y la debilidad de los actores de la modernización; entre los se­
gundos, los problemas económicos e impactos sociales derivados de las
estrategias de integración regional económica y comercial, la emergen­
cia de la guerrilla en Chiapas y el incremento de los problemas deriva­
dos de la migración internacional y el narcotráfico.

Los procesos de democratización del sistema político mexicano, que
se tradujo en una histórica alternancia en el poder ejecutivo nacional,
también han producido impactos significativos que modifican el ejercicio
del poder local, así como las relaciones de estos poderes con la federación.
En el transcurso de los últimos tres años, dos entidades federativas han
sido incorporadas a la experiencia de la alternancia en el poder ejecutivo.
La primera ocurre en Chiapas, cuando una coalición de ocho partidos, la
Alianza por Chiapas." optó por una candidatura común para derrocar al
Partido Revolucionario Institucional (PRI) de la gubernatura del esta­
do e impulsar un ejercicio real de gobierno democrático; la segunda
experiencia se da en el estado de Yucatán con el triunfo del candidato
del Partido Acción Nacional (PAN), Patricio Patrón Laviada. En las elec­
ciones locales de julio de 2003, en el estado de Campeche, los resulta­
dos electorales mostraron la debilidad electoral del PRI que, por una
ventaja mínima, ganó la gubernatura al PAN. El fenómeno de la alter­
nancia ha sido desde 1994 una realidad política en los municipios, en
los poderes legislativos locales y, por supuesto, en el poder legislativo
nacional.

Sin embargo, la legitimidad política y social con que se inauguró el
gobierno foxista y los gobiernos de varias entidades federativas se ha
venido deteriorando, de tal manera que el escenario nacional y local se
anuncia políticamente regresivo y, por ello, peligroso; los resultados y
las lecturas de las elecciones de julio de 2003 parecen confirmarlo (Pi­
pitone, 2003; Alonso, 2003; Ramírez, 2003; Crespo, 2003). En este
marco, la urgencia de un debate político nacional y regional deberá, a
la luz de las realidades actuales, redefinir el régimen político mexicano
en su totalidad. El llamado a la reforma del Estado es ahora una exigen-

2\ La forman los siguientes partidos: PRD, PAN, PT, PVEM y Convergencia por la Democracia, Partido
del Centro Democrático, Partido de la Sociedad Nacionalista y el Partido Alianza Social. El 27 de mayo de
2000 Pablo Salazar Mendiguchía se registra como candidato de la Alianza por Chiapas.
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cia que va más allá de la redefinición del Estado en relación con su ade­
cuación legal a los imperativos de una economía neoliberal. Se trata
ahora de una reforma para refundar el Estado mexicano en su conjunto,
lo que implica el rediseño del entramado político y normativo en direc­
ción democrática y acotar el significado más ambicioso de la reforma
del Estado a la construcción de una democracia constitucional.

Este marco democrático nacional debe sustentar el rediseño del
sistema federal y, en el caso de las entidades federativas del sur y su­
reste del país, el compromiso de una política de Estado. Si bien los dé­
ficit democráticos en esta esfera obedecen en buena parte al carácter
autoritario y centralista del sistema político mexicano, que ha inhibi­
do las potencialidades del sistema federal, restándole a los gobiernos
estatales y municipales capacidad y eficacia para ejercer sus atribucio­
nes reales que la letra constitucional mandata, el escenario de la globa­
lización exige ponderar de manera estratégica las implicaciones que trae
consigo la integración productiva y comercial de entidades federativas
que no tienen, o tienen sólo parcialmente, posibilidades de competir en
un sistema global, cuyas reglas suprimen no sólo las fronteras nacio­
nales sino las profundas asimetrías entre las regiones y en el interior de
ellas que caracterizan al país.

Encauzar el manejo económico omitiendo las consecuencias que sus
impactos traen consigo en sociedades y territorios con profundos reza­
gos estructurales, políticos y sociales es uno de los errores más graves
cometidos por el gobierno mexicano. A la irrupción del EZLN y la lucha
que ahora emprende por la territorialización en municipios autóno­
mos que amenazan con seguir el ejemplo los estados de Michoacán y de
México, les acompañan una diversidad de movimientos sociales volca­
dos también a la lucha por la territorialidad (étnica, religiosa, de géne­
ro, ecológica, etcétera), que no sólo ponen en entredicho los términos
normativos y axiológicos de la articulación de la república, sino tam­
bién los costosos avances del proceso de democratización política alcan­
zado.

Federalismo y democracia es así no sólo un tema más de la reforma
del Estado, sino el núcleo político para el desarrollo sostenido de las en­
tidades federativas de la frontera sur. La desigualdad espacial, la con­
centración de la actividad económica, la especialización por regiones y
la desigual distribución del ingreso entre regiones y hogares, producto
de una desigual y precaria e ineficiente infraestructura para la produc­
ción y el consumo, son realidades que el nuevo federalismo dernocráti-
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co tendrá que derrotar. No se trata de profundizar las diferencias en­
tre las entidades que forman la frontera sur o de conformar polos de
desarrollo desarticulados de la sociedad regional, como está ocurriendo
hoy día, sino de armonizar y equilibrar el desarrollo endógeno y exó­
geno del territorio regional sureño.

La revisión del federalismo tiene como punto de partida el malestar
generalizado sobre el desempeño de los gobiernos federal, estatal y mu­
nicipal, pues éste reiterativamente se traduce en un incremento progre­
sivo de la pobreza y la violencia social, por lo que las alternativas, si
bien deben proyectar una distribución más equilibrada de los recursos
fiscales, exigen también una planeación y una normatividad nacional
que posibilite la desconcentración de los instrumentos económicos hoy
en manos del poder ejecutivo federal y del Congreso de la Unión. La lla­
mada Convención Nacional Hacendaria, convocada por la Conferencia
Nacional de Gobernadores (Conago), deberá impulsar una agenda polí­
tica que, por un lado, democratice el sistema tributario de los tres ór­
denes de gobierno y, por otro, posibilite una política de Estado; es decir,
que vaya más allá del ejercicio de gobierno sexenal, orientado a reducir
las diferencias tan profundas entre las regiones del país. La región sur­
sureste, pese a la riqueza natural explotada y proyectada para su apro­
vechamiento futuro, es una de las regiones que exigen con urgencia de
esta política de Estado.

Los procesos de inserción de las entidades que forman la frontera
sur de México en el sistema político mexicano son una dimensión ana­
lítica que está aún por escribirse, aunque sabemos que, dado su carác­
ter histórico de espacio abierto, su papel dentro del sistema político ha
sido marginal y la definición de su función y posición en los sistemas
nacional e internacional es un proceso relativamente reciente y modu­
lado en gran parte por los procesos de la globalización, tales como los
tratados de integración comercial, el fenómeno migratorio, el narcotrá­
fico, así como por la emergencia de nuevos actores sociales cuyas es­
tructuras organizativas y estrategias de movilización social convocan a
una agenda diplomática centrada en las cuestiones de seguridad nacio­
nal Po! parte de los gobiernos de los países directamente involucrados,
los Estados Unidos, los países centroamericanos y México.

La actual situación política de la frontera sur resulta, así, de una
complejidad y densidad sociopolítica que exige un esfuerzo analítico
que supere la vieja concepción con la que se ha intentado explicarla. Es
cierto que en el carácter del subdesarrollo de las entidades federativas
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sureñas sigue pesando la debilidad de sus actores políticos y sociales: la
incapacidad de sus élites políticas para mantener acuerdos comunes que
fortalezcan los términos de sus relaciones con el exterior, particular­
mente con el centro político nacional; una burguesía que por sus orí­
genes agrarios es incapaz de mirar más allá de sus intereses inmediatos
o una emergente burguesía foránea cuya perspectiva es la acumulación
fuera de los territorios sureños, y un sistema de liderazgos de masas
que han orientado sus esfuerzos de mediación clientelar hacia el Estado
y su régimen.

Sin embargo, debe reconocerse también el carácter autoritario y
centralista del sistema político posrevolucionario que inhibió el desarro­
llo de enlaces horizontales entre las entidades federativas. La creación de
la frontera sur obedeció a una política de orden federal. Los esfuerzos
de ocupación de los territorios, integrando la frontera sur al control po­
lítico nacional, se dieron directamente entre el gobierno federal y cada
una de las entidades que la conforman.

En el campo social debe reconocerse, como lo plantea Hernández
(1996: 277), que si bien el federalismo de 1917 conjugó la cuestión
social como una nueva variable, también que los derechos sociales
aparecieron disociados de los derechos políticos, de tal manera que los
primeros, más que una vía para acercar a los ciudadanos a las insti­
tuciones y a la política, se concibieron como una recompensa por los
sacrificios hechos durante la guerra revolucionaria. La cuestión social
se torna así, sobre todo en los territorios sureños formados por el Es­
tado nacional, en la fuente del autoritarismo y del centralismo políti­
co en tanto fuente generadora del corporativismo estatista y de una
extensa cultura y práctica clientelar que hoy sigue amenazando a la
democracia representativa.

La situación actual de la política de las entidades sureñas no se ex­
plica sin el referente de la democracia representativa; sin embargo, su
despliegue real es un proceso complejo cuyas limitantes ya no pueden
seguir reduciendo a los personajes del trópico que se resisten a aclima­
tarse al nuevo tiempo mexicano. Deberá reconocerse, particularmente
en el sur del país, la profunda distancia que priva entre la democracia
representativa y la materialidad oprobiosa de las condiciones de vida y
de trabajo de una población mayoritaria.

La frontera sur es, así, un buen pretexto para repensar la historici­
dad de la periferia nacional. La complejidad y porosidad de la sociedad
y la política y las exigencias verticales del poder resultan dimensiones
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menos particulares de lo que se cree, pues se trata de dinámicas que a
la vez que rehúsan explicarse en sí mismas y exigen la ponderación de
las transformaciones recientes, también demandan el reconocimiento
explícito de los condicionamientos sistémicos y de las fuentes globales
que las dinamizan. Por ende, la naturaleza de las transformaciones que
exige la frontera sur, en términos de la búsqueda de un desarrollo eco­
nómico, sociopolítico y cultural sostenido y armónico, exige una nue­
va ingeniería constitucional, acompañada de una política de Estado.

Las sociedades de las entidades sureñas, particularmente sus élites po­
líticas y económicas y los liderazgos sociales, enfrentan serios desafíos. El
deterioro de las relaciones corporativas que centralizaron las relaciones en­
tre el Estado y la sociedad está dando lugar, por lado, a prácticas y com­
portamientos políticos que si bien se someten a la normatividad formal
democrática, en los hechos se sustentan en los viejos valores de las estruc­
turas institucionales y sociales y, por otro, a prácticas antiestatistas que
cancelan la posibilidad de una transformación genuina de las instituciones
políticas. Por estar esta última posición sostenida por grupos importan­
tes de los sectores medios y por movimientos sociales de orientación ra­
dical pero de fuerte arraigo social, el desafío es mayor, en tanto implica
la recuperación de principios democráticos que legitimen el espacio de la
comunidad política como el espacio ciudadano para la deliberación y la de­
finición de un marco normativo y un ejercicio de gobierno, tareas que has­
ta hoy se asumen como competencias y responsabilidades de las élites po­
líticas y no como una articulación entre las instituciones y la sociedad.

REFLEXIÓN FINAL

La importancia de la frontera sur en el contexto del proceso de globali­
zación y del reposicionamiento de los Estados Unidos en América Lati­
na radica en que el sur se redescubre como la verdadera frontera sur de
los Estados Unidos, donde surgen todo los males que pueden llegar a
contaminar la frontera norte: migrantes, narcotráfico y terrorismo.
Las negociaciones comerciales entre los países centroamericanos y los
Estados Unidos, más allá de los propósitos económicos, tienen un pro­
fundo contenido político, que permitirá asegurar la presencia de este
país en los asuntos internos de los países del área.

Además de los afanes políticos del gobierno de Washington sobre la
región, existe el interés sobre los recursos naturales estratégicos que el
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sur de México y Centroamérica poseen en abundancia (hidrocarburos,
agua, biodiversidad), además de su posición geográfica que es un nexo
fundamental entre Norteamérica y Sudamérica en el contexto del pro­
yecto del ALCA.

Frente al renovado interés de los Estados Unidos por la frontera sur
de México, el Estado mexicano ha hecho muy poco por tratar de incor­
porar al proceso de desarrollo nacional a los estados del sur. Es más, con
la puesta en vigor del TLCAN, las desigualdades regionales en el país se
profundizaron y dejaron ver de manera muy evidente la existencia de un
sur profundamente asimétrico con respecto al norte y el centro de México.
Hasta ahora al sur le ha tocado cumplir una función de despensa. que
surte de alimentos, electricidad, petróleo y gas al resto del país sin
que exista una renta que compense los desequilibrios y la pobreza de la
población de los estados sureños.

La concepción del gobierno neoliberal de Vicente Fax es que el sur
debe incorporarse al proceso de apertura comercial, de ahí que la apues­
ta haya sido el fugaz Plan Puebla Panamá que no vendría a compensar
los desequilibrios regionales sino a reforzar los tratados comerciales fir­
mados con Costa Rica, Nicaragua y más recientemente con el bloque de
países que conforman el llamado Triángulo del Norte (Honduras, El
Salvador y Guatemala). De continuar esta tendencia se generarán cos­
tos económicos, sociales y políticos difíciles de estimar.

A estas alturas, la presencia de México en Centroamérica comienza
a ser importante, lo que no significa que los Estados Unidos hayan sido
desplazados. Por el contrario, en este momento de reconquista de los es­
pacios perdidos durante la guerra fría, el país del norte se propone, a
través de las integraciones comerciales, cuya expresión más acabada es
el ALCA, el combate al narcotráfico y el terrorismo, así como la promo­
ción de la democracia, afianzar su hegemonía. El papel deMéxico, en
este contexto, es de servir de puente, de nexo para alcanzar los propó­
sitos de los Estados Unidos.

La firma del CAFTA puede significar el desplazamiento de México en
la región centroamericana en el ámbito comercial; sin embargo, en el terre­
no político es posible que se establezca una especie de intermediación, en
la cual México haga el "trabajo sucio" al gobierno de Washington. En la
práctica esto ha venido ocurriendo con la aplicación de programas como
el Plan Sur para la detención de migrantes centroamericanos.

De nuevo, en la versión republicana de George W Bush, al go­
bierno de los Estados Unidos le interesa Centroamérica en la medida
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en que está de por medio su seguridad: si en los ochenta fue la supuesta
amenaza que representaba el avance "comunista" en la región, en los ini­
cios de la primera década de 2000 es la amenaza que representan para su
seguridad la migración el terrorismo y el narcotráfico. Ahora, a diferencia
del pasado, ya no se plantea la intervención militar sino la democracia y
el libre comercio. En este sentido, la firma del CAF1A significará para los Es­
tados Unidos tener mayor injerencia en la región, presionar a los gobier­
nos a través de los acuerdos comerciales, como ocurrió con la Iniciativa de
la Cuenca del Caribe que se puso en marcha poco después del triunfo de la
revolución sandinista y sirve hasta ahora para otorgar concesiones co­
merciales a los países del área que se alineen con las políticas de la Casa
Blanca.
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Tonatiuh Guillén Lépez'

Frontera norte:
agenda (pendiente) de modernización política

EL OBJETIVO del presente 'documento es ofrecer un análisis que permita
explicar el relativo estancamiento de los estados fronterizos del norte de
México en la promoción de innovaciones políticas y de gobierno, des­
pués de que en la década de los ochenta y parte de los noventa la región
se caracterizó por un ímpetu en las movilizaciones ciudadanas y en la
formación de actores políticos alternativos al dominante Partido Revo­
lucionario Institucional (PRI). De ser una región particularmente vital y
creativa de procesos de apertura política y de consolidación democrática,
en los últimos años este perfil muestra síntomas de agotamiento, lo
cual resulta paradójico considerando el potencial y la expectativa crea­
dos en los años anteriores. La explicación que se explora en el presente
documento argumenta sobre las condiciones de surgimiento y, sobre
todo, de consolidación de una nueva élite política (representada por el
PAN, fundamentalmente), cuya base de reproducción institucional ter­
minó adoptando las condiciones definidas por el régimen vigente.

PARADOJA DE LA MODERNIZACIÓN

POLÍTICA EN LA FRONTERA NORTE

Son múltiples los aspectos que definen la particularidad de la región
fronteriza del norte de México en su esfera política y gubernamental.
En relación con el tema que nos ocupa y desde el tiempo presente, la re­
gión puede caracterizarse por los siguientes rasgos: a) una expectativa
creada por procesos pioneros de apertura política, que fueron ejemplo
nacional en los años ochenta del siglo XX; b) alternancia en los gobier­
nos municipales, que por su amplitud fueron también excepcionales
entre los ochenta y los noventa; e) alternancia en los gobiernos estata-

"Profesor-investigador, El Colegio de la Frontera Norte,
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les, que a partir de 1989 (con Baja California) abrieron ese espacio para
fuerzas políticas distintas al PRI; d) pluralidad y mayor equilibrio en la
representación de los partidos en los cuerpos gubernamentales colegia­
dos, como son ayuntamientos y congresos locales; e) por la consolida­
ción de medios de comunicación regionales diversos y críticos; j) en ge­
neral, por el desarrollo más abierto del espacio público para el ejercicio
de derechos políticos básicos.

El panorama anterior expresaba así la existencia de una sociedad ci­
vil estructurada, volcada en los asuntos públicos de manera consciente
e independiente, muchas veces citada como ejemplar.' Fuimos entonces
testigos de movilizaciones ciudadanas de amplia escala, que inaugura­
ron una nueva época en las expresiones CÍvicas de la política. En primer
término, por localizarse "afuera" del sistema político vigente y de su
red corporativa; en segunda instancia, por asumir el objetivo explícito
de construir el espacio público e institucional que fuera congruente con
un modelo democrático: las leyes, instituciones, organizaciones políti­
cas y las prácticas electorales básicas de la democracia.

El ciudadano fortalecido y el nuevo ejercicio de la ciudadanía, la
nueva cultura política y la lucha por la democracia -junto con sus hé­
roes, algunos de los cuales transitan hoy en los pasillos del poder na­
cional- fueron rasgos característicos de la frontera norte, especialmen­
te en sus mayores ciudades." De manera firme, a partir de 1983, en la
frontera norte de México fueron construyéndose importantes bases de
la apertura democrática regional y nacional, junto con la integración y
consolidación de actores políticos alternativos al PRI, concentrándose esta
última dinámica en el actual Partido Acción Nacional (PAN). La oposi­
ción política, la demanda democrática y el PAN fueron así un triángulo
articulado durante el último par de décadas en los estados fronterizos
del norte de México.

Como se ha estudiado con cierta amplitud, los años ochenta fueron
la "época dorada" de una apertura política anclada en amplias movili­
zaciones ciudadanas, especialmente en las mayores ciudades de los es­
tados fronterizos. Desde Baja California hasta Tamaulipas, con distinta
intensi?ad y diversas formas de organización política, su 'entorno polí-

'Por ejemplo, Enrique Krauze, "Chihuahua, ida y vuelta", en Por una democracia sin adjetivos,
México, Joaquín Mortiz-Planeta, 1986, pp. 112-142.

1 Puede rastrearse la evolución de este intenso proceso social a través de algunos personajes que lo
representaron mejor. Por ejemplo, en Chihuahua, Luis H. Álvarez y Francisco Barrio; en Baja California,
Salvador Rosas Magallón y Ernesto Ruffo Appel. Cada cual con sus peculiaridades, pero en conjunto ilus­
tran la épica de medio siglo de impulsar la transición democrática.
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tico social coincidía en la demanda democrática y en la confrontación
abierta -bajo reglas ciudadanas- con el autoritarismo del sistema polí­
tico que lentamente fue abriendo sus espacios de poder. 3

En conjunto, el panorama anterior describe una amplia trayectoria de
apropiación de la esfera pública por la sociedad civil, materia prima de la
ciudadanía. Al mismo tiempo, el escenario refleja a una sociedad civil en­
filada desde entonces hacia la modernidad política. En general, los años
ochenta fronterizos dibujaban -y prometían- una pronunciada curva de
ascenso en la evolución de la esfera política, que vista a la distancia anun­
ciaba al Estado mexicano moderno y a la sociedad civil de vanguardia. En
aquel entonces y hasta la mitad de los años noventa, su ímpetu sólo lo
detenía el "malvado" sistema político, el presidencialismo, la corrupción,
los restos de autoritarismo y del control corporativo, según el discurso
político que utilizaba la oposición de entonces.

Ahora bien, después de esa promisoria etapa de la vida política
fronteriza, una vez que la apertura fue consolidada, con nuevas insti­
tuciones electorales e incluso experiencias de alternancia en los gobier­
nos que se han vuelto cotidianas, zcuál es el balance contemporáneo de
esa promisoria trayectoria?, ise ha cumplido con la promesa de moder­
nidad política, después de 20 años?

La respuesta no es sencilla, evidentemente. Como tampoco puede
asumirse un solo indicador para responderla. No obstante, el presente en­
sayo asume como punto de partida el reconocimiento de que el balance
actual no es congruente con la promesa que sugería elplan original. Como
argumento inicial, consideramos únicamente dos síntomas que sugieren
un balance paradójico entre la promesa de modernidad y la coyuntura
contemporánea de la política y el gobierno en la frontera norte.

Por el lado electoral, lejos de producirse el encuentro "definitivo" en­
tre sociedad y política, cada vez encontramos signos en contrario, si
consideramos como indicador a la creciente tasa de abstención." Por
ejemplo, en Baja California, que fue ejemplo nacional de participación

'Un balance de este periodo puede encontrarse en Tonatiuh Guillén López, (coord.), Frontera norte:
una década de polfticaelectoral, México, El Colegio de la Frontera Norte-Colmex, 1992.

'En este planteamiento conviene tener en cuenta que el periodo previo a los años noventa no con­
tema ninguna garantía de efectividad en el sufragio ciudadano, ni de legalidad en el desempeño de las ins­
tituciones electorales, que junto con los resultados de las votaciones podian ser objeto de todo tipo de
manipulaciones por parte de los gobernadores, el CEN del PRI o incluso directamente por la Secretaría
de Gobernación. En estas condiciones, la relación entre ciudadanía y elecciones era de "exterioridad", por
lo cual el supuesto del tránsito democrático era generar su encuentro. Sin embargo, el abstencionismo
comprendido como una expresión política y no como un evento circunstancial plantea la interrogante
sobre la separación deliberada de los ciudadanos de la esfera electoral.
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electoral con tasas superiores a 80 por ciento al inicio de los noventa,
actualmente se encuentra en la situación inversa: la abstención supe­
ra al 70 por ciento en algunos distritos, De este modo, de ser el esta­
do con mayor tasa de participación en 1991, se ha convertido en el
estado con menor tasa de participación en el año 2003. El moderno
sistema electoral de la entidad, que incluso cuenta con una credencial
de elector propia (además del registro federal), corre así el riesgo de
quedarse sin votantes en un futuro cercano, junto con autoridades
elegidas por minorías entre minorías.

Como puede apreciarse en la gráfica adjunta, el estado de Baja Califor­
nia es el que ilustra el caso más agudo de abstencionismo y, por conse­
cuencia, el punto extremo de la paradoja de su modernización política.
Con excepción de Nuevo León y Sonora, que tuvieron elecciones locales
junto con las federales en 2003, los demás estados norteños superaron el
promedio nacional de abstención. En conjunto, lejos de haber afirmado
el interés de la ciudadanía por los procesos electorales, se ha generado una
profunda distancia que pareciera ignorar tanto a los nuevos actores, los
surgidos de la apertura y la alternancia (PAN), como a los viejos conten­
dientes de la política regional (PRI). Conservemos este dato, por lo pronto.

ELECCIONES FEDERALES, 2003
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Por otro lado, como segundo síntoma de alejamiento del proyecto
original de modernidad, los asesinatos (y desaparición) de más de 300
mujeres en Ciudad Juárez y la evidente descomposición de los cuerpos
policiacos en la entidad chihuahuense refieren a un ambiente institu­
cional deteriorado, con severos problemas de legalidad y de continua
amenaza a los más elementales derechos humanos y principios éticos.
En contraste con lo anterior, la población juarense fue la que impul­
só con mayor decisión y organización la apertura política y a los ac­
tores políticos alternativos que, entre otras consecuencias, eXI,Jlican al
actual PAN. s Si bien estos eventos de deterioro en el ambiente institucio­
nal (y social, en alguna medida) están focalizados en Ciudad Juárez, no
son temas que se ignoren en el estado de Chihuahua o en los demás es­
tados fronterizos del norte.

De esta manera, tanto el abstencionismo en los procesos electorales
-compartido en distinto grado por los seis estados fronterizos- como
los agudos retos en la vigencia del Estado de derecho -que también son
un tema común- son indicadores que argumentan el alejamiento de
aquella ruta de modernización que tuvo sus momentos más destaca­
dos en los años ochenta. Por lo menos, no son resultados previsibles
desde el horizonte de la lucha ciudadana por el tránsito democrático;
por el contrario, son expresión paradójica de una modernización no al­
canzada y pendiente todavía. Después de dos décadas, especialmente en
entidades como Chihuahua o en Baja California -Ias pioneras en varios
aspectos- no puede argumentarse que su vida política e institucional
haya evolucionado con la velocidad y contenidos esperados, desde el
horizonte optimista que dibujaba la activa ciudadanía fronteriza. No
estamos frente a la modernidad política prometida.

Por supuesto, el avance en el desarrollo fronterizo no es menor, como
rápidamente podrá apreciarse en las estadísticas económicas, demográ­
ficas e incluso sociales relativas a la calidad de vida de la población; es
decir, no hay un ánimo apocalíptico en el rápido balance anterior. El
pronunciado abstencionismo y el deterioro del marco jurídico e institu­
cional (o amenazas contra éste) son síntomas manifiestos de estanca­
miento, de un relativo agotamiento en la capacidad de innovación.
Puesto el problema de otra manera, diríamos lo siguiente: la frontera
norte dejó de ser vanguardia política conforme se avanzó en la década

5 En particular, sobre este tema destaca la obra de Alberto Aziz y su puntual seguimiento de la épi­
ca polftica chihuahuense.
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de los noventa. Precisamente, conforme las experiencias de alternancia
se volvieron cotidianas, junto con la "normalidad" electoral.

NUEVA ÉLITE POLÍTICA:

AÑEJA BASE INSTITUCIONAL

De lo expuesto hasta este momento, podemos destacar el balance de
estancamiento y deterioro en la calidad de la política regional, medi­
do por el creciente abstencionismo y relativo desinterés ciudadano en
la competencia electoral. Puede sumarse a lo anterior una productivi­
dad también acotada en las iniciativas de reforma institucional que
regionalmente promovieran la modernización de las instituciones del
Estado. Debates de vanguardia, como los de transparencia en la infor­
mación gubernamental, profesionalización de la administración pú­
blica, modernización de los sistemas electorales, políticas de descen­
tralización y coordinación gubernamental, reforma del poder judicial
(hacia su profesionalización y rendición de cuentas) o de las funcio­
nes de ministerio público, instituciones y legislación sobre política so­
cial y derechos ciudadanos, por mencionar sólo algunos, los estados
fronterizos han permanecido relativamente inactivos. 6

En este panorama de estabilidad, que no obstante tiene importantes
excepciones en materia electoral (como se referirá posteriormente) no
hay respuestas únicas ni factores únicos que lo determinen. Sin embar­
go, la dinámica de la estructura política y la de sus actores aportan una
relevante cuota: no explican el todo, pero sí contribuyen a su configu­
ración. Esta perspectiva es la que se pretende abordar en seguida.

Para iniciar el análisis es necesario partir de lo siguiente: así como en
los años ochenta el debate público sobre las reformas políticas (apertura
del espacio electoral, sufragio efectivo, legalidad) tenía sus actores organi­
zados o expresados a través de movilizaciones ciudadanas y partidos, la
coyuntura actual y su balance -caracterizado por un relativo estanca­
miento en la reforma democrática de las instituciones- tiene también los
suyos... que en buena medida son los mismos del periodo anterior.

Dicho de otra manera, los actores del primer periodo dinámico (años
ochenta) son ahora los de la estabilidad relativa del marco institucional.
No solamente por inacción, sino por adaptación al marco vigente. Es de-

6 Legislación estatal sobre transparencia en la información gubernamental, por ejemplo, sólo la tie­
nen Nuevo León y Coahuila, muy recientemente.
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cir, han aprendido y sustentado su reproducción orgánica, como cuerpo
político especializado, sobre la base del mapa jurídico e institucional he­
redado. En otras palabras, han generado de sí mismos un interés (vínculo
material) con esta base institucional. Lo anterior significa para el PAN, en
este caso, que los cimientos de su organización ya no derivan de un víncu­
lo social con apertura para la determinación de sus liderazgos, candida­
turas en las elecciones o para sus cuadros directivos internos, como suce­
dió en la fase inicial de este proceso en los ochenta. Actualmente, su base
corresponde al marco jurídico e institucional de naturaleza electoral y ade­
más a la esfera gubernamental y sus reglas. Pero sobre todo, su base' de­
riva de sí mismo, de los límites cada vez más estrechos determinados por
su especialización como burocracia política. 7

En términos generales, el planteamiento anterior se desprende de un
sencillo principio: no hay agenda pública práctica sin actores que la
sustenten. El marco institucional no es puramente jurídico, sino ade­
más orgánico, traducido en aparatos, prácticas y actores sociales. Esta
relación quedó plenamente demostrada en la década de los ochenta con
el objetivo de apertura democrática, que generó a sus actores y a una
amplia práctica social innovadora. Pero tan pronto como se cumplió esta
fase, concluyó también el dinamismo de sus actores: la agenda de in­
novaciones se agotó con la reforma del ámbito electoral (legislación,
instituciones y en general las instancias de su regulación).

De esta evolución, en primer término, destaca que el proceso de los
ochenta y su continuidad en los noventa generó y consolidó un cuer­
po político especializado, alterno a la única élite política dominante de
entonces, estructurada alrededor del PRI. Los "ciudadanos" de aquel mo­
mento-la mayoría de ellos incursionaban por vez primera en la com­
petencia electoral- transitaron hacia el ejercicio de los gobiernos y se
especializaron en esa tarea." Con este espectacular giro, entre otras con-

'La configuración de la nueva élite del poder en la frontera norte es un área de investigación esca­
samente explorada, no obstante su relevancia para explicar la evolución (y relativo estancamiento) de la
modernización política en la región. La excepción es el estudio de Tania Hernández, "Estructura partida­
ria y movilidad política en el PANde Baja California", RevistaMexicana deSociolog(a 61 (3), pp.julio-sep­
tiembre de 1999, pp. 25-52.

BEn el estado de Chihuahua y especialmenteen Ciudad Juárez puede encontrarse el antecedente más exi­
toso de'la nueva oleada ciudadana, abriéndose camino en la competencia electoral. De manera organizada y
explícitamente apelando a ese origen ciudadano ajeno y opuesto a la política y a los políticos, como se definía
entonces surgieron los líderes de este movimiento, como fue el caso de Francisco Barrio Terrazas, original­
mente promovido no por el PAN, sino por una organización denominada Frente Cívico para la Participación
Ciudadana, precisamente para marcar su distancia frente a la política de la época. A dos décadas de distan­
cia, el "ciudadano" FranciscoBarrio -actualmente diputado federal, antes titular de la Secodam y previamen­
te gobernador del estado de Chihuahua- difícilmente puede distinguirse de "los políticos" contemporáneos.
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secuencias, el PAN trascendió a lo marginal y casi familiar de su organi­
zación, para formar parte de los circuitos internos del poder político. La
ley de hierro de las burocracias y de las élites políticas se cumplió una
vez más."

Ahora bien, lo relevante no es en sí su configuración como parte de
la élite política, lo cual era previsible y necesario al proceso de apertu­
ra. Lo fundamental radica en las bases institucionales que la determina­
ron. Para decirlo de esta manera: los actores alternativos, comprendidos
como cuerpo político, dejaron de fluir de la esfera civil, para comenzar a
brotar y afirmarse desde, con y para las reglas de la competencia electo­
ral y de la permanencia en el gobierno. No de cualquier competencia, sino
de la existente; no de cualquier gobierno, sino del existente; es decir, en
lo fundamental con los parámetros y condiciones de la etapa política
anterior, a la cual se pretendía trascender.

La apertura política regional generó así una nueva fracción de la éli­
te política, condensada alrededor del PAN en la mayoría de los estados
fronterizos.'? que pasó a ocupar funciones de gobierno cada vez más re­
levantes: ayuntamientos, diputaciones locales, gubernaturas. De este
modo, lo excepcional, la alternancia y la competitividad de los procesos
electorales, junto con la configuración de un modelo bipartidista, se con­
virtieron en eventos cotidianos. En este aspecto, los más representativos
han sido Chihuahua, Baja California y Nuevo León; en un lugar inter­
medio Sonora y Coahuila; mientras que en un tono menos competitivo
podemos ubicar a Tamaulipas. Pero este giro transcurrió sin una agen­
da para la nueva etapa -de reforma institucional, dicho en términos ge­
néricos- salvo aquélla necesaria para asegurar las reglas de la competen­
cia electoral. Es decir, tanto la nueva como la sobreviviente burocracia
política no se configuraron como los actores de la nueva y potencial
agenda de modernización del Estado, que en realidad nunca fue cons­
truida como objeto público con la escala e intensidad como en su mo­
mento sucedió con la apertura política (la demanda democrática).

La reforma de las instituciones, su modernización instrumental y
política, fue así un objetivo sin actores. Puede entonces estimarse que

'Peter Bachrach, Crítica de la teoría elitista de la democracia, Buenos Aires, Amorrortu, 1973.
IOConsiderandoque la muy cuestionable experiencia del PARM en Tamaulipas no era "externa" al sis­

tema político de burocracia única, para decirlo en los términos que nos ocupan en este momento (Artu­
ro Alvarado, El protegilismo en Tamaulipas. Estudiosobre la constitución de la autoridad públicaen elMéxi­
coposrevolucionario, México, Colmex, 1992). La segunda implicación es que fuerzas políticas aglutinadas
en otros partidos, como es el caso del PRD, no han tenido un papel comparable en la escala y estructura
orgánica que ha alcanzado el PAN.
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las iniciativas de reforma institucional puesta en marcha en la primera
fase de la apertura fueron en gran medida derivadas de las necesidades
de equilibrio (pesos y contrapesos), estimuladas por los nuevos térmi­
nos de la competencia electoral. Esta dinámica traza un eje que explica
reformas en materia electoral, en primera instancia, algunas tan nota­
bles como la iniciada en BajaCalifornia en 1989.11 De igual modo, forman
parte de este impulso reformas a la integración de cuerpos colegiados,
como los congresos locales y los ayuntamientos, que permitieran
reflejar de mejor manera el nuevo balance entre los actores principales.
Pero al igual que este eje ayuda a explicar un grupo de reformas institu­
cionales, definiendo sus objetivos y prioridades, del otro lado excluye -no
reconoce como objetivos y prioridades- a otro amplio conjunto de
objetos del mapa institucional de las entidades fronterizas. En suma:
los nuevos equilibrios políticos conducían a un horizonte determina­
do de reformas institucionales, a un cuadro segmentado, no a uno
integral.

UNA AGENDA ACOTADA DE

REFORMAS INSTITUCIONALES

La "normalidad" democrática y su expresión como nuevo equilibrio en­
tre las fracciones de la élite política -los partidos, en su forma más evi­
dente- condujo entonces a la definición del conjunto de objetos y de los
no objetos de reforma institucional. El mapa institucional heredado (y
asumido) tuvo así un primer impulso innovador, en materia electoral
yen sus derivados inmediatos, así como importantes consecuencias, al­
gunas trascendentes como un revitalizado balance entre los poderes le­
gislativo y ejecutivo o en la reivindicación de la autonomía municipal,
por ejemplo. Pero por otro lado, amplias áreas continuaron con su iner­
cia de años, apenas matizadas por innovadores estilos administrativos
-en su caso-, que en lo fundamental permanecieron atadas al tiempo
pasado.

Conviene agregar al contexto anterior que el centralismo y la he­
rencia autoritaria del sistema político y del funcionamiento institucio­
nal no eran un artificio voluntario de la vieja burocracia priísta (o no
solamente). Ambos rasgos estaban asentados en un modelo organiza-

"Tonatiuh GuilIén López, Baja California 1989-1992: alternancia poUtica y transición democrática,
México, ColeflCIHUNAM, 1993.
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cional y jurídico, siendo así estructurales a la dinámica gubernamental,
por diseño, que adicionalmente se habían consolidado mediante décadas
de práctica (y cultura, por si hiciera falta mencionarlo). Frente a este
complejo y amplísimo reto, la nueva agenda de reformas derivada de
un nuevo equilibrio político resultó limitada.

En la explicación de esta agenda acotada de reformas instituciona­
les debe añadirse la progresividad, lentitud, las pausas inagotables, de la
apertura política y del tránsito democrático. Los nuevos actores del po­
der no tuvieron una inserción súbita y generalizada a las instituciones
del Estado, sino un acercamiento suavizado, generando un efecto de
adaptación del nuevo actor a la base institucional existente. Vale decir, las
condiciones del tránsito no permitieron nunca una agenda abierta ni un
terreno libre de obstáculos. Por el contrario, la lentitud del proceso in­
ducía la adaptación del nuevo actor a la estructura gubernamental vi­
gente, cuando nominalmente se esperaría lo contrario. La progresividad
y la lentitud fueron así variables con el tiempo suficiente para replicar
inercias institucionales.

La nueva agenda del gobierno -de la reforma del Estado, en su sen­
tido más amplio- no encontró a sus actores. No podía encontrarlos en
un proceso prolongado de transición, de ajustes sutiles y progresivos,
además de dominado -subordinado, dicho con mayor precisión- por el
objetivo de preservar al actor dominante: el PRI. Incluso en el área con
mayor innovación, la electoral, en sus sucesivas reformas puede leerse
este trasfondo de evolución acotada que preservó todos los supuestos
necesarios para la reproducción del actor dominante, desde los financie­
ros hasta aquellos relativos a las dimensiones de las instituciones don­
de se refleja la nueva composición de la élite política (los congresos lo­
cales, particularmente).

Por lo pronto, para nuestra argumentación sobre el relativo estan­
camiento en la modernización de la política fronteriza, puede plantear­
se que desde la perspectiva de los actores y de la agenda política que los
construyó, el proceso de los años ochenta y de los primeros de los no­
venta no conducía ni podía conducir (ni pretendía conducir, incluso) a
una reforma profunda de las instituciones del Estado. El horizonte de
reformas estaba acotado de entrada a un número preciso de reivindica­
ciones: fundamentalmente a aquéllas de carácter electoral, en un pri­
mer momento.

En un segundo momento, a aquéllas relacionadas con la capaci­
dad gubernamental de los nuevos actores, de la cual se desprendió
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una original gama de temas de naturaleza intergubernamental: se
revitaliza el debate sobre el centralismo fiscal, la reforma del sistema
federal, las demandas de descentralización y la autonomía munici­
pal, entre los más destacados. En general, la nueva composición plu­
ral y dividida de los gobiernos en la frontera norte se convirtió en
una relevante fuente que modificó radicalmente las inercias de las re­
laciones intergubernamentales. De la subordinación impuesta por el
centralismo y por las reglas de una sola burocracia política, se tran­
sitó hacia un ejercicio de diferenciación entre instituciones y de sus
respectivos ámbitos, así como la búsqueda de nuevas reglas del pac­
to federal. 12

Desde la lectura que estamos haciendo de este proceso, la plura­
lidad de la élite política y sus necesidades de asentamiento institucio­
nal determinaron así la activación del debate sobre el marco intergu­
bernamental. Del mismo modo que se requirieron nuevas reglas
para la esfera electoral, se impulsaron nuevas reglas de la relación
entre gobiernos, de manera coherente con la maduración de los nue­
vos actores y de su inserción en las instituciones de gobierno. Las
consecuencias de lo anterior han sido significativas para el equilibrio
entre poderes y para las relaciones entre los ámbitos federal, estatal
y municipal en la región fronteriza. Más aún, de la región fronteri­
za del norte ha surgido un sólido impulso para la reforma del siste­
ma federal.

Como puede apreciarse, en consecuencia, el impulso de la apertura
política y la pluralidad en la integración de la élite política definieron
dos grandes rubros de innovaciones institucionales. En un primer mo­
mento, la agenda de reformas giró hacia lo electoral, reflejando en este
terreno los nuevos equilibrios; en una segunda fase, se amplió hacia lo
intergubernamental, siguiendo también una lógica de nuevos equili­
brios.

Ahora bien, sin restar trascendencia a ambas vertientes de reformas
institucionales, derivadas de la nueva composición de la élite política y

12 En un primer momento, las diferencias intergubernamentales tuvieron una expresión conflictiva,
tensa, derivada de las demandas de "entorno propio" de los nuevos actores y, de las inercias de la estruc­
tura centralizada. En los primeros años noventa, por ejemplo, fueron continuos los conflictos alrededor
de programas del gobierno federal, como el Pronasol, por ejemplo, con las administraciones municipales
del PAN [Blanca Acedo (coord.), El funcionamiento del Pronasol en municipios gobernados por la oposici6n,
México, D.F., Nuevo Horizonte, 19951. De igual modo, el debate hacendario -que incluso ha conducido
a la actual Convención Nacional Hacendaria, que se instrumenta en el primer semestre de 2004- tuvo
en sus fuentes iniciales a la polémica entre el gobierno de Baja lialifornia (panista) y la Secretaría de Ha­
cienda y Crédito Público durante los mismos años.
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la consolidación de sus nuevos actores, se trata de una dinámica que no
incide completamente en la modernización política interna de las insti­
tuciones de gobierno. En particular, no modifica las relaciones entre so­
ciedad y Estado -en el proceso de gobierno-, como tampoco altera las
bases de reproducción de las burocracias políticas. En todo caso, lo re­
levante para nosotros es justamente este segundo aspecto.

Desde una perspectiva general, el planteamiento anterior tiene una
implicación que interesa destacar: que estaba implícita la factibilidad de
reproducción, en aspectos esenciales, de la vieja herencia del diseño ins­
titucional del Estado. Pese a las reformas electorales, incluyendo inclu­
so las modificaciones en la integración de cuerpos políticos colegiados
(como congresos o ayuntamientos), y no obstante los cambios mani­
fiestos en las relaciones intergubernamentales, no lograron borrarse
profundas huellas del modelo institucional precedente que han sobrevi­
vido exitosamente. Ni los nuevos actores, como tampoco los viejos, al­
teraron esta inercia.

Más aún, debido precisamente a la progresiva y lenta inclusión de
los nuevos actores al ámbito gubernamental, éstos desarrollaron in­
tereses con esa vieja herencia. El relativo estancamiento y la no inno­
vación pueden explicarse ahora por funcionalidad, con la misma
coherencia como antes se buscaron nuevos equilibrios en materia
electoral e intergubernamental. En otras palabras, los retos de mo­
dernización política dejan de ser una tarea pendiente, para pasar a
convertirse en parte de los supuestos de reproducción del conjunto de
la élite política.

Entre lo que cambia y lo que permanece, puede dominar lo se­
gundo en las instituciones públicas. No por otra razón, en el caso de
Chihuahua, por ejemplo, ha sido factible el regreso por la ruta del
neoautoritarismo o la restauración del viejo régimen, como podría
decir Alberto Aziz en su análisis del gobierno estatal entre 1998 y
2004. En este caso, estamos frente a una síntesis de neoautoritaris­
mo, con simultánea reivindicación del federalismo, lo cual no encierra
contradicción y es coherente con el proceso descrito."

13 El gobernador Patricio Martfnez (PRI) ha instaurado una administración estatal que puede carac­
terizarse como prototipo de autoritarismo (interno) con promoción del federalismo (externo), como ilus­
tran por un lado su activa participación en la Conferencia Nacional de Gobernadores y, por otro lado, su
reconocido control sobre el Congreso local, poder judicial, instituciones electorales y continuas presiones
sobre los municipios en el estado de Chihuahua.



FRONTERA NORTE: AGENDA (PENDIENTEI DE MODERNIZACIÓN POLÍTICA' 401

Los LÍMITES DE LAS REFORMAS:

LAS BASES DEL MONOPOLIO COMPARTIDO

Podemos regresar ahora al planteamiento inicial de este ensayo, sobre
el estancamiento relativo en la modernización política de la región fron­
teriza del norte. No es un retraso circunstancial, sino un producto de la
forma del proceso de apertura, que de entrada conducía a una agenda
institucional acotada. Lo anterior, por supuesto, no se debe a la ausen­
cia de proyectos o de ideas sobre la reforma del Estado, sino en gran
medida a la integración del nuevo actor a la vieja estructura de las ins­
tituciones. A causa de la lentitud, progresividad y reglas que determi­
naron al proceso de surgimiento de este nuevo actor, su reproducción
como cuerpo organizado y especializado en la política y el gobierno se
asentó sobre los parámetros impuestos por el viejo régimen.

Cabe destacar que nuestro tránsito democrático no se escribió (ni se
sigue escribiendo) sobre una hoja en blanco ni sobre reglas jurídicas
completamente nuevas. No hubo un pacto original, como tampoco
instituciones reformadas por completo. En la ruta de este largo proce­
so hubo dos barreras a la fecha infranqueables: la preservación del ac­
tor dominante (el PRI) Y la preservación del mismo marco institucional,
en lo esencial. En estas condiciones, la consecuencia es que el perfil del
nuevo actor se adaptara a las mismas bases que garantizaban la repro­
ducción del actor dominante. Si bien es cierto que este último hizo im­
portantes concesiones (arrancadas en la batalla), también es verdadero
que no hizo reformas que le implicaran una muerte súbita. Al final, el
resultado es que las bases de reproducción del PAN (como de otros par­
tidos) tengan el mismo sustento institucional que el PRI. A pesar de la
diferencia de imágenes, puede decirse que ambos miran hacia el mismo
espejo, compartiendo así una franja común de intereses.

La élite política fronteriza se ha diversificado, entre nuevos y viejos
actores. Pero también los ha identificado mediante una base de intere­
ses que cruza tanto a la esfera electoral como a la gubernamental. Este
piso común, 20 años después, es un eje que enmarca ahora los límites
a los procesos de modernización o innovación institucional. Define que
es factible reformar, como que pertenece a las bases de reproducción de
la élite política.

A lo largo de la frontera norte pueden identificarse un amplio nú­
mero de objetos de la agenda pública, que han sido debatidos, conoci­
dos y eventualmente integrados en las campañas electorales o incluso
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en planes de gobierno, pero que al final no tienen implicaciones prác­
ticas. Parte de esta agenda corresponde al piso estructural de la re­
compuesta élite política, lo cual ayuda a comprender su estanca­
miento. Entre otros temas, por ejemplo, el relativo al monopolio de
la representación política por los partidos, negando en los hechos la
posibilidad de formas de organización ciudadana más adecuadas al
ámbito local y regional. El financiamiento con fondos públicos a los
partidos y los montos extraordinarios que ha alcanzado, sin que és­
tos asuman iniciativas concretas para reducirlos. La apropiación de las
instituciones electorales, incluso aquellas "ciudadanizadas", al final su­
jetas al reparto de cuotas entre los propios partidos. La ausencia de ins­
trumentos de participación ciudadana -de control democrático de los
gobiernos- que trascienda la abstracción de las leyes estatales en la ma­
teria (en Chihuahua y Baja California, por ejemplo), diseñadas bajo
principios no prácticos, que las convierte en inviables e inaccesibles a la
ciudadanía. La virtual inexistencia de leyes o reglamentos de transpa­
rencia en la información gubernamental. 14 La utilización de las admi­
nistraciones públicas como una extensión de los partidos, utilizan los
cargos públicos como reparto de su negociación política interna. El re­
parto de cargos y funciones en el interior de los congresos locales, como
si se tratara de cuotas entre partidos.

Los ejemplos anteriores solamente tienen el propósito de ilustrar la
relación entre la base institucional de reproducción de la élite política y
las posibilidades de reforma del Estado con un sentido más profundo
y democrático. Probablemente, el retrato más afinado de estos límites
se encuentra en la esfera electoral, en sus instituciones, legislación y
funcionamiento concreto. A partir de aquí se afianza un monopolio de
representación política (y gubernamental, por implicación), que en tér­
minos genéricos se refiere a los partidos, pero que concretamente se ex­
presa en élites y grupos políticos definido. Entre sí mismos han apren­
dido a cuidar sus equilibrios. Pero en conjunto han aprendido también
a no alterar el piso común que los sustenta.

La agenda de segunda generación de la transición democrática, que
desborde el límite de lo electoral y del marco intergubernamental, difí­
cilmente puede desprenderse de la actual esfera política y de sus actores

"En esta materia no han dado paso alguno los estados como Chihuahua y Baja California, pione­
ros en el proceso de apertura política. Únicamente en Nuevo León (reciente alternancia en el gobierno es­
tatal) y Coahuila (sin experiencia de alternancia en el gobierno estatal) han promovido su respectiva ley
de transparencia.
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en la frontera norte. Al parecer, se ha alcanzado un límite en el proce­
so que se inició en los ochenta y se consolidó en los noventa. Tanto vie­
jos como nuevos actores se han acomodado en un marco institucional
compartido, sin incentivos para modificarlo. Adicionalmente, su propio
ciclo como élites políticas se ha estrechado significativamente: cada vez
configuran un entorno más acotado como grupo especializado en el
poder, cerrando puertas a la innovación o incluso a la renovación de
cuadros y captación de nuevos liderazgos sociales. Desde esta perspec­
tiva, el abstencionismo creciente en los procesos electorales es una reac­
ción social coherente, que expresa esa distancia de la élite del poder res­
pecto a la sociedad.

En síntesis, el relativo estancamiento de la frontera norte en su evo­
lución institucional es un reflejo de la consolidación de sus élites y del
agotamiento de su agenda. Volver a activar el reloj de la historia, en es­
tas condiciones, supondría un giro que las recompusiera sustancial­
mente. En esencia, serían imprescindibles nuevas reglas para la política
y para la integración de la representación ciudadana ... que deben apro­
bar estas mismas élites. Estamos así frente a un círculo que difícilmen­
te puede abrirse. Lo más probable es que en el corto y el mediano pla­
zos persista el relativo estancamiento político de la región.



Luis Astorga*

El tráfico de drogas, la seguridad
y la opción militar

INTRODUCCIÓN

DURANTE varias décadas, el tráfico de drogas ilegales en México fue vis­
to desde el Estado como un asunto que podía ser combatido con leyes
y policías, ayudados por militares en la destrucción de las plantas ilíci­
tas. Hubo preocupaciones por la salud de los usuarios, aunque los con­
sumidores de drogas en el país eran relativamente escasos. El mercado
interno nunca fue el principal incentivo para los traficantes. La deman­
da al norte del río Bravo fue el motor. Aun hoy en día, y a pesar de las
estadísticas que muestran tendencias ascendentes en el consumo dentro
del país, las mayores ganancias se obtienen por la exportación de dro­
gas a los Estados Unidos.

Más interesados en controlar la oferta, los Estados Unidos centra­
ron desde un inicio su política antidrogas en una diplomacia de conven­
cimiento y presiones políticas y económicas sobre países productores.
Leyes, campañas de destrucción de cultivos ilícitos y cooperación poli­
ciaca fueron los ejes de la estrategia. El enorme y rápido crecimiento de
la demanda estadounidense modificó la percepción sobre la importan­
cia relativa del fenómeno en círculos de gobierno y la manera de enfren­
tarlo. En países productores como México y Colombia en los años se­
tenta, los Estados Unidos indujeron y apoyaron el empleo de grandes
contingentes militares en la lucha antidrogas y la fumigación de los
sembradíos de plantas prohibidas. Los traficantes se fortalecieron con el
crecimiento del mercado, pero no únicamente por su talento empresa­
rial. Según los países, su independencia o su dependencia histórica y
estructural respecto del campo político fueron determinantes para el éxi­
to de sus negocios y la consolidación de su liderazgo y organizaciones.

*1I5-UNAM.
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Para los Estados Unidos la amenaza a la salud de sus ciudadanos no
eran ellos mismos sino los productores y traficantes de otros países quie­
nes habían llegado incluso al extremo de enfrentarse a balazos --cubanos
contra colombianos- en las calles de Miami en los años ochenta. El presi­
dente colombiano Julio César Turbay Ayala (1978-1982) declaró que la
economía de la droga significaba "una amenaza para la seguridad nacio­
nal". El presidente de los Estados Unidos, Ronald Reagan, se encargaría de
institucionalizar y universalizar dicha tesis el8 de abril de 1986, al firmar
la National Security Decision Directive (número 221, "Narcotics and
national security"). En ese documento se afirmaba que el tráfico de dro­
gas era una amenaza seria para la seguridad nacional, especialmente
fuera de los Estados Unidos y señalaba la existencia de la cooperación
estrecha de algunos grupos insurgentes y terroristas con traficantes de
drogas y el aprovechamiento de ese nexo como fuente principal de fi­
nanciamiento, entre otras cosas. A partir de ese momento, países con
historias y contextos distintos serían considerados de manera mecánica
como ejemplos embrionarios del caso colombiano, o una combinación
particular de los casos de los países productores de hoja de coca y cocaí­
na de la zona andina.

Este trabajo trata de la manera en que los gobiernos mexicanos que
han adoptado la tesis de Reagan, antes y después de la alternancia po­
lítica, han actuado para darle consistencia, según sus propias interpre­
taciones y las estrategias que de ellas se derivan.

TRÁFICO DE DROGAS Y SEGURIDAD NACIONAL

En 1991, el director de la DEA., Robert C. Bonner, afirmó, en referencia a
la concepción del tráfico de drogas como amenaza a la seguridad nacio­
nal en el gobierno de Carlos Salinas (1988-1994), que era la primera vez
que el gobierno mexicano adoptaba una posición semejante. En realidad,
fue el presidente anterior, Miguel de la Madrid (1982-1988), quien reto­
mó inmediatamente la tesis en ese sentido instituida por Ronald Reagan
en 1986. A pesar de ese reconocimiento discursivo, sus implicaciones ló­
gicas no se llevaron hasta sus últimas consecuencias. Salinas explicó sus
razones: 1

'Carlos Salinas de Gortari, México: un paso difícil a la modernidad, Barcelona, Plaza y Janés, 2000,
pp. 349-370.
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Mi gobierno se opuso a que el ejército mexicano efectuara investi­
gaciones y combatiera a las bandas de narcotraficantes. Era innece­
sario otorgarle responsabilidades que en un país de leyes competen
a las policías especializadas. Además no podía soslayarse el riesgo de
que los traficantes intentaran corromper a miembros del ejército,
institución fundamental para la salvaguarda de cualquier país. Por
eso el combate al tráfico de drogas se le asignó específicamente a la
Policía Judicial Federal.

Para él, la complicidad de "algunos miembros" de la Policía Judicial Fe­
deral (PJF) con los traficantes generó inseguridad y "convirtió al tráfico
de estupefacientes en un peligro para la vida democrática del país". Se­
ñaló que en su sexenio fueron capturados traficantes importantes como
Miguel Ángel Félix Gallardo, Francisco Rafael Arellano Félix, Joaquín
Guzmán Loera, alias El Chapo, y Humberto García Ábrego, entre otros.
Agregó que también se había iniciado "la depuración de la nomenklatu­
ra" en la PJF. Mencionó especialmente al comandante Guillermo Gon­
zález Calderoni, quien había huido a los Estados Unidos y contra el cual
había órdenes de aprehensión y extradición. Citó al titular de la Procu­
raduría General de la República (PGR) en un momento de su régimen,
Jorge Carpizo, quien afirmó que González Calderoni había recibido
protección de agentes de la DEA para evitar ser extraditado. Para Salinas,
esos vínculos entre agentes mexicanos coludidos con traficantes y
agentes estadounidenses a los cuales les "prestaban servicios" a cambio
de inmunidad por actos ilícitos cometidos en México significaban obs­
táculos "en contra del propósito de castigar a los violadores de derechos
humanos en México y en contra de la tarea de combatir a los verdade­
ros protectores de los capas de la droga".

Salinas señaló las características de lo que para él era la nomenkla­
tura a la mexicana y los enemigos a los que se había enfrentado la re­
forma impulsada por él:

En México la nomenklatura está conformada por una red de actores
políticos y sociales surgida en los años treinta del siglo xx, al crear­
se la estructura corporativa del PRI; esa red se consolidó en los años
cuarenta a partir de la estrategia de sustitución de importaciones y
el llamado pacto de La Habana. Se estructuró así una alianza entre
los populistas del Estado y los agentes de control político en los sin­
dicatos, el campo y las burocracias. Los integrantes de esa nomen-



klatura eran políticos profesionales y experimentados, con gran po­
der económico y capacidad de control. Con miembros y aliados en
los cuerpos de policía, la nomenklatura mexicana construyó relacio­
nes y bases de apoyo importantes a lo largo y lo ancho del país. Es­
tableció una concepción única y excluyente de la Revolución mexi­
cana y la asumió como propia y para su beneficio [... 1el verdadero
enemigo de la reforma impulsada a partir del ideario del liberalis­
mo social fue la nomenklatura del PRI Y del gobierno."

En otras palabras, un grupo político cohesionado y poderoso, del cual
se autoexcluyó como uno de sus miembros, dentro del propio partido
que lo llevó al poder. otros hablaban de la pugna entre "dinosaurios",
parecidos a la nomenklatura descrita por Salinas, y "tecnócratas", en­
tre los cuales ubicaban al propio Salinas. En realidad, la línea divisoria
era muy tenue y podían encontrarse alianzas estratégicas identificadas
con ambos grupos como las de las familias Hank y Salinas, mezcla de
generaciones políticas poderosas del partido de Estado.

La corrupción en la PGR, particularmente en la PJF, la atribuyó a
unos cuantos comandantes poderosos, como si éstos no hubieran ad­
quirido su fortaleza gracias a sus nexos privilegiados con gente del
campo político más fuerte que ellos -aunque habría que deducirlo con
base en la definición de la nomenklatura. Como si hubiesen gozado de
una autonomía absoluta en un régimen autoritario con predominio del
poder ejecutivo federal sobre los demás poderes. Como si hubiesen de­
sarrollado una capacidad especial para mandarse solos en ese contexto.
Es un misterio que no explica cómo a pesar del poder atribuido a sus
enemigos "nomenclaturistas" él pudo navegar dentro de la alta buro­
cracia política y llegar a la Presidencia de México. Tal vez aquéllos
hicieron mal su cálculo, no se dieron cuenta de a quién apoyaban, o él
logró engañarlos para realizar sus objetivos. Salinas no consideró nece­
sario exponer a los militares a las mismas posibilidades de corrupción
favorecidas y aprovechadas desde una posición de poder por coman­
dantes de la PJF. Olvidó decir que el propio Calderoni fue una de los
principales operadores de su gobierno para la captura de varios jefes
importantes del tráfico de drogas. ¿Acató órdenes presidenciales o actuó
por su cuenta? Además, Calderoni señaló que había hecho espionaje po­
lítico contra el Partido Acción Nacional (PAN) en Nuevo León a petición

l·Ibidem, p. xviii.
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de Raúl Salinas, el llamado hermano "incómodo" del presidente, actual­
mente en prisión y sentenciado a 27 años de cárcel por el asesinato de
su ex cuñado cuando éste era dirigente nacional del Partido Revolucio­
nario Institucional (PRI). El temor a la corrupción de los militares y su
idea de México como un país de leyes donde las policías especializadas
podían hacer el trabajo requerido en asuntos de tráfico de drogas signi­
fican que Salinas pensaba que el gobierno que él dirigía era capaz de
controlar el fenómeno sin necesidad de emplear medidas extremas, o
de que el fenómeno no era tan grave en términos de gobernabilidad
como podría haber hecho pensar la retórica de la seguridad nacional y
las notas de los medios nacionales y extranjeros acerca del tráfico y los
traficantes de drogas, a pesar de ciertos comandantes miembros de la
"nomenklatura mexicana". Los traficantes tenían ciertamente poder,
pero la fuerza del Estado era muy superior, parecía decir. Las institucio­
nes civiles existentes, a pesar de sus fallas y limitaciones, y la coadyu­
vancia de las fuerzas armadas en la destrucción de cultivos ilícitos eran
suficientes.

En el sexenio de Ernesto Zedilla (1994-2000), las mismas razones
de "seguridad nacional" lo llevaron a optar por una intervención cre­
ciente de las fuerzas armadas en las tareas que Salinas y De la Madrid
no les habían atribuido. El primer gobierno de la alternancia, electo el
2 de julio de 2000, el del presidente Vicente Fax, después de 71 años de
dominio del partido de Estado, decidió inclinar la balanza hacia las fuer­
zas armadas y les otorgó facultades para intervenir en todos los aspec­
tos de la lucha antidrogas. Por primera vez en la historia de México un
general fue nombrado como titular de la PGR. El gobierno de Fax invo­
có también razones de "seguridad nacional". Todos esos gobiernos han
considerado que el tráfico de drogas es una de las amenazas a la segu­
ridad nacional. Lo que ha variado es la percepción de cada uno de ellos
acerca de su capacidad para ejercer cierto tipo de control, de contención
del fenómeno mediante la utilización de las instituciones de seguridad
y procuración de justicia que les ha tocado administrar. Esas percepcio­
nes y las evaluaciones que han hecho de dichas instituciones, además
de la posición de los Estados Unidos al respecto, han derivado en deci­
siones que han implicado una participación progresiva de las fuerzas
armadas en asuntos de drogas. Cada uno de esos gobiernos ha reaccio­
nado en términos de lo que han percibido como urgencias sexenales en
función de lo que han heredado, pero ninguno se inclinó por una visión
de Estado, por un plan urgente y transexenal de creación de institucio-
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nes de seguridad y procuración de justicia civiles, en el que el empleo de
las fuerzas armadas en dichas actividades fuera la excepción, el último
recurso, y no algo que parece haberse convertido en la regla sin plazo
conocido para dar marcha atrás.

UN GENERAL EN LA PGR

En noviembre de 2000 ya circulaba el nombre del general y abogado
Rafael Macedo de la Concha, procurador de justicia militar, como el fu­
turo titular de la PGR. 3 Macedo se había encargado del proceso legal en
contra del general Jesús Gutiérrez Rebollo, acusado de complicidad con
la organización de Amado Carrillo. También del caso de los generales
Arturo Acosta Chaparro y Humberto Quiroz Hermosillo, detenidos por
presuntos vínculos con esa misma organización." Su imagen pública
era la de un militar que estaba dispuesto a ejercer acción penal en con­
tra de miembros de la alta jerarquía castrense si había suficientes ele­
mentos de prueba para ello. Pero también de alguien que en su anterior
función no había atendido recomendaciones de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos (CNDH), ni denuncias por torturas, detenciones ile­
gales y desapariciones de militares. El presidente electo Vicente Fox y
sus colaboradores Santiago Creel y el general Macedo, que ocuparían
posteriormente los puestos de secretario de Gobernación y titular de la
PGR, respectivamente, se reunieron ella de noviembre de 2000 con
los funcionarios salientes de la Secretaría de la Defensa Nacional (Se­
dena) y la PGR y sus equipos de trabajo. Allí se habló de un escena­
rio probable en caso de no combatir con eficacia el tráfico de drogas:
el consumo interno crecería rápidamente y también se incrementaría
la violencia y otros delitos, al igual que la corrupción de las institu­
ciones estatales."

Luego del nombramiento del general Macedo, Amalia García, diri­
gente nacional del Partido de la Revolución Democrática (PRD), expre­
só su deseo de que el pasado militar del nuevo titular de la PGR no de­
rivaraen una militarización de la procuración de justicia en el país."
La organización no gubernamental Todos los Derechos para Todos

3 Proceso, 13 de noviembre de 2000.
"Germán Contreras Vásquez, "No existe «cacería de brujas» en el ejército", Excelsior, 4 de octubre

de 2000.
'María Idalia Gómez, "El procurador es Macedo", Milenio, 22 de noviembre de 2000.
6N. López y A. Pineda, "Preocupante militarización: Arnalia", Excelsior, 28 de noviembre de 2000.



EL TRÁFICO DE DROGAS, LA SEGURIDAD YLA OPCiÓN MILITAR' 411

emitió un comunicado en el cual reconoció los atributos profesiona­
les del general, pero señaló que su nombramiento fortalecía la milita­
rización y que era contrario a lo prometido por el equipo de transi­
ción acerca de las corporaciones policiacas." La promesa había sido de
retirar a los militares de dichas corporaciones. Macedo, egresado del He­
roico Colegio Militar como general de brigada de justicia militar, y li­
cenciado en derecho por la Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM), apoyado en su carrera por el general Enrique Cervantes Aguirre,
titular de la Sedena en el gobierno de Zedilla, hijo del general de divi­
sión Rafael Macedo Figueroa -quien fue director de la Escuela de Guerra
y encargado de guardias presidenciales-, anunció "mano dura y sin dis­
tingos" contra el crimen y que habría militares con licencia en su
equipo de trabajo." Rechazó que la PGR fuera a militarizarse con su lle­
gada a la institución. Agregó que ni la FEAD5 ni la UEDO estarían al
mando de militares. Su gente de confianza, dijo, ocuparía puestos se­
cundarios.? Mary Robinson, la alta comisionada de la Organización de
las Naciones Unidas (ONU) para los Derechos Humanos, declaró que
"no era deseable" que un puesto como el de titular de la PGR fuese ocu­
pado por un miembro de las fuerzas armadas o con pasado militar. 10

Amnistía Internacional advirtió que en los países donde había presen­
cia militar en los sistemas de justicia era más difícil vencer la impu­
nidad por violaciones a los derechos humanos. Algunos abogados
hablaron además de otros riesgos, como el de la militarización y el
ocultamiento de la información." Macedo fue ratificado por el sena­
do el 7 de diciembre de 2000 con 93 votos del PAN, el PRI Y el Partido
Verde Ecologista de México (PVEM), y 15 en contra del (PRD)Y El nue­
vo procurador rechazó la posibilidad de que el ministerio público fede­
ral (MPF) se subordinara a la Sedena. Para garantizar esa independencia
y poder ocupar su cargo, Macedo anunció que había pedido licencia y
que se le había concedido. Asumía su nueva responsabilidad, dijo, no

'Daniel Lizárraga, "Reprueba ONG nombramiento de Macedo", Reforma, 28 de noviembre de 2000,
'Maria Idalia Gómez, "Severidad y firmeza contra la delincuencia"; "Macedo de la Concha, militar

"derecho» que infunde temor", Milenio, 28 de noviembre de 2000; "Rafael Macedo: un perfil", El Univer­
sal. 14 ¡:le marzo de 200l.

9Abel Barajas, "Descartan militarizar a la PGR", Reforma, 28 de noviembre de 2000,
1DMaria Elena Medina, "Cuestiona ONU a militar en PGR", Reforma, 4 de diciembre de 2000,
"Ricardo Ravelo, "Militares en tareas de seguridad y justicia: de fracaso en fracaso", Proceso, 10 de

diciembre de 2000,
12Carlos Avilés Allende, "Niega Macedo de la Concha que intente militarizar la PGR", El Financiero,

9 de diciembre de 2000; José Gil Olmos y Víctor Ballinas, "Rafael Macedo de la Concha fue ratificado como
titular de la PGR", La Jornada, 8 de diciembre de 2000.
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como mílitar sino como ciudadano y profesional del derecho." Más
adelante, el procurador dijo que estaba de acuerdo en el retiro "pau­
latino" de los mílitares de la lucha antidrogas, pero aclaró que sólo
cuando las demás instituciones del Estado, como las corporaciones
policiacas y las encargadas de la procuración de justicia, pudieran
cumplir adecuadamente sus funciones en ese terreno. No dio a cono­
cer ningún plazo para tal situación. 14

En las primeras semanas, el procurador viajó a Chihuahua, Baja
California, Sinaloa y Tamaulipas, entidades federativas consideradas
bases de operaciones de las principales organizaciones de traficantes de
drogas. Anunció una lucha con todos los medios al alcance del Estado.
Entrevistado poco después de su nombramiento, Macedo dijo que se daba
un plazo de tres años para tener una estructura idónea de procuración
de justicia y seis años para dejar una institución sana." Según él, la
corrupción constituía un problema de seguridad nacional ya que ponía
en riesgo el Estado de derecho y por consiguiente la paz y la conviven­
cia social. Señaló los bajos salarios de los policías de la PGR como una de
las causas de la corrupción. Indicó que no había que "fantasear" ni
crear falsas expectativas, por ejemplo, pensar que se iba a terminar con
la corrupción, pero que sí era factible controlarla. Acerca de algunas
opiniones según las cuales México se estaba "colombianizando", res­
pondió que el país estaba "muy lejos de ello". En la relación con los Es­
tados Unidos señaló el respeto a la soberanía y dijo que no pensaba que
fuera necesario que los agentes de la DEA portaran armas en territorio
mexicano, ni que los agentes mexicanos lo hicieran dentro de los Esta­
dos Unidos. Sobre amenazas prefirió no hablar y negó haber recibido
ofertas para cohecharlo. Dos meses después, en marzo de 2001, Mace­
do aceptó, en conferencia de prensa en Los Pinos, acompañado por el
general Clemente Vega, titular de la Sedena, y el coordinador general del
Centro de Planeación para el Control de Drogas (Cendro), Carlos Luque
Luna, que sí tenía conocimiento de amenazas e intimidaciones contra
funcionarios encargados del combate a las drogas, pero no dio detalles
al respecto, aunque algún periodista imaginó que se refería además a
gobernadores y secretarios de estado. El general Vega diría después a los

13 Gustavo Castillo García, "Macedo rechaza que e! MPF vaya a subordinarse a la Sedena", La Jorna­
da, 8 de diciembre de 2000; Esperanza Barajas, "Ratifican a Macedo con lS votos en contra", Reforma,
10 de diciembre de 2000.

14 Jesús Aranda, 'Apoyan procuradores e! retiro de! ejército de tareas antinarco", La Jornada, 4 de
mayo de 2001.

15 "Corrupción y seguridad nacional", Mileno Semanal, 16 de enero de 2001.
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integrantes de la comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Dipu­
tados que en varias ocasiones él y su familia habían recibido amenazas
de muerte de parte de personas vinculadas al tráfico de drogas." Los
militares dejaron sembrada la idea de que sus vidas corrían peligro
de manera constante, pero que no renunciarían a su tarea de combatir a
los traficantes; de que los traficantes eran tan poderosos o temerarios que
no vacilaban en amenazar a los principales dirigentes de la lucha antidro­
gas, a pesar de los medios legales de coerción, la gran cantidad de personal
adiestrado en el uso de las armas y los mejores servicios de inteligencia del
Estado a la disposición de éstos para descubrir, aprehender y llevarlos an­
te la justicia. Posteriormente, ya no insistieron en las presuntas amenazas,
nadie en concreto fue señalado como sospechoso y ninguna persona fue
aprehendida por haberlas proferido.

Macedo corroboró lo que la opinión pública ya sabía desde hacía
años, a saber, que la PGR era una institución corrompida, desorganiza­
da, con cotos de poder bien establecidos. Mencionó varias veces que te­
nía la impresión de haber llegado a un lugar donde había un gran
tesoro y todo mundo tenía su parte. Los que dejaron de tener acceso al
mismo, agregó, siguieron reclamando lo perdido. Seveía a sí mismo como
la persona que les había echado a perder la fiesta, que había llegado para
poner orden. La FEAD5 y la UEDO, dijo, parecían "principados". Cada ofi­
cina trabajaba por su cuenta, no compartían información y tenían a su
cargo a grupos de agentes, los cuales actuaban sin reportar al director
de la PJFY Habló de "mafias" dentro de la PGR que ya no serían tolera­
das. El entonces subprocurador de coordinación y desarrollo, Alfonso
Navarrete Prida, se refirió a la existencia de "caudillos" que mediante el
manejo de información confidencial habían formado redes de poder. Ese
control los hacía indispensables para resolver casos. lB y en cuanto al
crimen, el secretario ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Públi­
ca, Mayolo Medina, afirmó que "en ocasiones" estaba más organizado
que el propio gobierno." En el informe de los primeros 100 días en su

16José Luis Ruiz, 'Admite PGR amenazas contra sus funcionarios", El Universal. 10. de marzo de
2001; Alberto Rocha, "Narcos amenazan a gobernadores, secretarios de estado y funcionarios: Macedo",
Exce!siQ;, 1 de marzo de 2001; David Aponte y Ciro Pérez Silva, 'Amenazas de muerte contra el titular
de Sedería", La Jornada, 5 de abril de 2001.

"Gustavo Castillo García, "Ha fallado la labor de la PGR, señala Macedo de la Concha", La Jornada,
9 de febrero de 200l.

"Francisco Arroyo y Alejandro Medellín, "En la PGR, no más mafias: Macedo", El Universal, 25 de
febrero de 2001.

"Mario Torres, "Mayolo: crece impunidad por falta de confianza entre procuradurías", El Univer­
sal, 2 de marzo de 2001.
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puesto, Macedo declaró que había recibido una institución "vacía y de­
teriorada" y que la corrupción en la PGR parecía "estar inmersa en las
paredes". Según una evaluación interna, el 90 por ciento de la PJF nece­
sitaba ser reestructurado."

En la primera reunión que tuvo Macedo en Washington con John
Ashcroft, procurador de los Estados Unidos, Louis Freeh, director del
Federal Bureau of Investigations (FBI), Donny Marshall, director de la
DFA, y con el encargado de la ONDCP, un funcionario estadounidense se­
ñaló que los presidentes Bush y Fax estaban decididos a cerrar un capí­
tulo de 20 años de confrontaciones por asuntos de drogas. Macedo fue
a los Estados Unidos en busca de confianza y pensó que la había logra­
do. Sin embargo, el procurador reconoció que en México la PGR tenía una
mala imagen, que no era confiable ni creíble ante los ojos de la sociedad
mexicana." Días después, la prensa mexicana publicó notas acerca de un
supuesto atentado el 6 de marzo de 2001 con arma de fuego en contra
de la madre del procurador en la ciudad de México, mientras viajaba en
su auto acompañada de su escolta. Un individuo en motocicleta habría
disparado un tiro contra el auto con una pistola calibre 45. Posterior­
mente, la PGR señaló que se había tratado sólo de un amago con arma
calibre 38 desde otro auto a la escolta para ganarle el paso en la circula­
ción, pero que no había habido disparos. El sujeto fue detenido: era un
ex agente judicial federal adscrito a la delegación de Baja California que
se identificó con una credencial vencida, de 1997, del INCD. En México, el
procurador negó que su madre hubiese sido objeto de un atentado. Héc­
tor Jesús García González, el agresor, fue consignado y acusado de por­
tación ilegal de arma de fuego, tentativa de homicidio en contra de los
agentes de la escolta y usurpación de funciones. Días después, un juez
le otorgó la libertad bajo fianza porque la PGR no había aportado elemen­
tos apropiados para fundamentar la acusación. Se le fijó una fianza de
45,000 pesos. El procurador dijo sentirse preocupado por el dictamen del
juez y por la forma en que se había integrado la averiguación previa. 22

2"Gustavo Castillo García, "La corrupción en la PGR parece estar «inmersa en las paredes» Macedo",
La Jornada, 16 de marzo de 2001.

21 José Manuel Nava, "Fin a 20 años de «confrontación estéril» Macedo y John Ashcroft", Exceisior,
7 de marzo de 2001; José Carreño Figueras, "Respalda los Estados Unidos. mi labor: Macedo", El Univer­
sal, 7 de marzo de 2001.

22 Abel Barajas, 'Atentan contra madre del procurador", Reforma, 13 de marzo de 2001; "Confirman
agresión contra la madre del general Macedo", La Jornada, 13 de marzo de 2001; Gustavo Castillo Gar­
cía, "Niega Rafael Macedo atentado de ex policía contra su madre", La Jornada, 14 de marzo de 2001;
Abe! Barajas, "Liberan a agresor de madre de procurador", Reforma, 15 de marzo de 2001; Laura Cama­
cho. "Fijan fianza de $45 mil a "«ex agente»", Reforma, 16 de marzo de 2001.
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No era el primero ni sería el último caso de un expediente mal armado
y de las críticas mutuas entre jueces y funcionarios de la PGR.

Ante los procuradores estatales, el procurador Macedo presentó un
mapa del país donde se mostraban las entidades donde había presencia
e intereses de los traficantes de drogas: sólo Tlaxcala y una parte de San
Luis Potosí estaban libres de esa influencia. Y en el Distrito Federal se
aceptó que la organización de los hermanos Arellano Félix estaba ope­
rando allí y que tenía vínculos con los traficantes de Tepito. Varios
miembros de la organización de los Arellano habían sido capturados en
la capital del país. La PGR señaló que uno de los detenidos, Rigoberto Yá­
ñez Guerrero, alias El Primo, cuñado o primo de Ismael Higuera, alias
El Mayel, recibía dinero desde Tijuana, Mexicali y Ensenada y luego lo
enviaba a Colombia para pagar la cocaína. Se dijo que la organización
de los hermanos Carrillo Fuentes también operaba en la ciudad de México
Los procuradores anteriores se habían negado a admitir que las princi­
pales organizaciones de traficantes realizaban parte de sus actividades
en el corazón del país. Casi año y medio después, el procurador Mace­
do confirmó el vínculo entre la organización de los Arellano, y otras
más, y la que comandaba Patricia Buendía, alias Ma Baker, en el Distri­
to Federal. y el Estado de México, particularmente en Ciudad Nezahual­
cóyotl."

A finales de marzo de 2001, fue aprehendido Gilberto García Mena,
alias El June, presunto operador clave de la organización de trafican­
tes del golfo al mando de Osiel Cárdenas Guillén, en el poblado de
Guardados de Abajo, municipio de Miguel Alemán en Tamaulipas. En
videos familiares que se le decomisaron aparecían funcionarios estata­
les." Con capturas como ésa, las autoridades mexicanas recuperaban
parte del terreno perdido ante la opinión pública por casos como la fuga,
en enero de 2001, de Joaquín Guzmán Loera, alias El Chapo, del penal
de alta seguridad de Puente Grande en Jalisco. El procurador declaró en
Madrid que se habían destruido o desarticulado partes importantes de

23 Daniel Lizárraga y Sergio Caballero, "Reconoce la PGR invasión del narco", Reforma, 26 de abril de
2001; Jorge Alejandro Medellín, 'Admite PGR presencia del cartel de los Arellano en D.F.", El Universal, 28
de mar~o de 2001; Abel Barajas, "Fuerte presencia de los Arellano en D.F.", Reforma, 28 de marzo de
2001; Gustavo Castillo García, "Los Arellano Félix, «íntimamente» ligados con el cartel de Tepito", La
Jornada, 28 de marzo de 2001; Agustín Martínez Xelhuantzi, "Desmiente renuncia Macedo de la Con­
cha", Milenio, 28 de agosto de 2002; Alfredo Joyner y Norma Rodríguez, "Ma Baker tenía relación con
grandes nercos", Milenio, 29 de agosto de 2002.

24Gustavo Castillo García y David Sosa, "Citará la PGR a todo funcionario que «de alguna manera»
deba saber algo sobre El June", La Jornada, 28 de abril de 2001; "Confirma Macedo que aparecen funcio­
narios en los «narcovideos»", Proceso, 29 de abril de 2001.
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la organización del golfo con la captura de Hugo Baldomero Medina,
uno de sus líderes, y de dos "células" de la organización de los Arella­
no, una en Mexicali y la otra en el Distrito Federal." Entrevistado por
medios mexicanos y en respuesta a una pregunta sobre los traficantes
de distintas organizaciones el procurador Macedo dijo: "Vamos por todos
ellos, sin importar nombres o lo poderosos, influyentes o importantes
que sean, para nosotros, para la ley, todos ellos son delincuentes y
enemigos de la sociedad, hechos por los que se les combatirá hasta las
últimas consecuencías.v" El procurador afirmaría después que ya se
había logrado la desarticulación de las cuatro principales organizacio­
nes de traficantes en el país. Se basaba en el recuento de capturas de
miembros importantes de las mismas en meses anteriores, tales como los
ya mencionados y Alcides Ramón Magaña, alias ElMetro, y Mario Villa­
nueva Madrid, ex gobernador de Quintana Roo, ambos relacionados con
el grupo de los Carrillo. Omitió decir que en ese momento había to­
davía otros líderes de las mismas organizaciones que se encontraban
en libertad y operando el negocio, tales como el fugado Chapo Guz­
mán, Vicente Carrillo Fuentes, Vicente Carrillo Leyva, Juan José Es­
parragoza Moreno, alias El Azul, Ismael El Mayo Zambada, Humber­
to García Ábrego, y Osiel Cárdenas Guillén, entre otros. Habían caído
operadores importantes, sin duda, pero la supuesta "desarticulación"
era más bien una cuestión de perspectiva. La cabeza de la hidra se re­
producía como de costumbre. Según el procurador, al igual que el
consejero de seguridad nacional Adolfo Aguilar Zinser en su momen­
to y otros funcionarios, las organizaciones funcionaban ahora en pe­
queñas "células" Y Una tesis que el general Rosso José Serrano había
contribuido a difundir luego de la captura de los líderes del grupo de
traficantes de Cali. En Nuevo León el procurador advirtió que la or­
ganización de Osiel Cárdenas estaba tratando de utilizar la entidad
para sus actividades.

A casi dos años del inicio sexenio de Fox, la Sedena presentó un in­
forme en el cual señaló que el tráfico de drogas era "la más grave ame-

25 J. Jaime Hernández, "Villanueva será juzgado en México antes de ser entregado a EU, reitera RMC,

en Madrid", Excelsior, 5 de junio de 2001.
26Roberto Meléndez S., "Vamos por los narcos con toda la fuerza y recursos del estado: Macedo",

Excélsior, 20 de junio de 2001.
27 Alfredo Joyner, "Desarticulados, los principales carteles del narco: Macedo", Milenio, 2 de octubre

de 2001; Gustavo Castillo Garda, "Desarticulados, prácticamente todos los cárteles: PGR", La Jornada, 26 de
abril de 2002; Patricia Zugayde, "Van 13,000 narcos detenidos: Rafael Macedo", El Universal, 18 de agos­
to de 2002; José García, "Busca cártel asentarse en Nl:', Reforma, 17 de agosto de 2002.
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naza a la seguridad nacional y la más violenta" .28 El general Vega afir­
mó que las fuerzas armadas cubrían 73 por ciento de las operaciones
de erradicación e intercepción de drogas en el país, en las cuales partici­
paban entre 25,000 y 30,000 elementos. Dijo que él y el procurador
Macedo se conocían bien: "por ello hemos logrado hacer una buena
mancuerna" .29 Un ejemplo importante de las acciones conjuntas, en las
que participaron la Sedena, la Agencia Federal de Investigaciones (AFI),
la UEDO y la Secretaría de Seguridad Pública (ssr). fue anunciado en las
instalaciones de la PGR por el procurador Macedo en conferencia de
prensa." con la presencia de los titulares de la Sedena y la SSP. Allí se­
ñaló la captura de un grupo de personas que colaboraban con la orga­
nización de los traficantes Vicente Carrillo Fuentes e Ismael El Mayo
Zambada dentro de la PGR, la Sedena y la PFP. Los detenidos eran servi­
dores y ex servidores públicos que proporcionaban información sensi­
ble a los traficantes para evitar ser capturados. Entre ellos se encontra­
ba un ex miembro de la Dirección Federal de Seguridad (DFS), Domingo
Silva Monter, encargado de las comunicaciones de la organización de
Zambada. También, Salvador Octavio Ortega Barrera, miembro de la
FEADS; Marcelino Alejo Arroyo López y Venancio Bustos Espinoza,
quienes obtenían "información sustantiva de los planes y acciones que
realizaba la Secretaría de la Defensa Nacional en contra de la organiza­
ción de Ismael Zambada García y Vicente Carrillo Fuentes". El procura­
dor Macedo no dijo qué cargos ocupaban estos individuos ni cómo
lograron tener acceso a esa información sensible. El grupo era coordi­
nado por otro ex miembro de la DFS y la PJF, Francisco Tornez Castro,
quien dijo pertenecer al cuerpo de la policía motorizada del estado de
Guerrero. La información procesada era enviada posteriormente a Ar­
turo Hernández González, alias El Chaki, encargado de la seguridad de
Vicente Carrillo Fuentes. Otros miembros de la red eran Jaime Delgado
López, coordinador general operativo de la Secretaría de Protección y
Vialidad en Acapulco; Germán Pérez Quiroz, anteriormente miembro
de la PJF y ex subdelegado de esa corporación en Durango y Morelos y
Rubén Escalante, subdirector de la Unidad de Apoyo Táctico de las Fuer­
zas Especiales de Apoyo a la Policía Federal Preventiva.

"Red de información e infiltración" la llamó el procurador Macedo.
Pero más que infiltrados eran funcionarios o ex funcionarios que ha-

"El Universal, "Narcotráfico, el principal flagelo para la seguridad", 14 de agosto de 2002.
19 El Financiero, "El ejército, atado al combate al narco: Sedena", 28 de agosto de 2002.
30PGR, Comunicado, 21 de octubre de 2002; PGR, Boletfn núm. 957/02, 21 de octubre de 2002.
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bían decidido por diversas razones trabajar para los traficantes, que
habían sido seducidos por las ventajas ofrecidas en el mundo del ham­
pa, proclives a la corrupción, y no personas que obedeciendo a un plan
predeterminado por los traficantes de preparación de espías habrían
sido colocadas a través de distintos mecanismos en posiciones clave
dentro de las instituciones designadas para combatirlos, con el fin de
conocer información sensible acerca de los operativos en su contra,
adelantar así sus movimientos y evitar su captura. La formación de
los funcionarios de procuración de justicia, policiacos y militares corrió a
cargo del Estado; ya se encontraban en las posiciones sensibles para obte­
ner información de calidad. Los traficantes aprovechan las inclinaciones de
algunos por la violación de la ley desde posiciones de poder, no los forman
para llegar a ellas.

El 19 de octubre de 2001 fue la fecha mencionada por Macedo como
inicio de las investigaciones luego del aseguramiento realizado por la Se­
dena de dos vehículos en Cosalá, Sinaloa, pertenecientes a Javier Torres
Félix, considerado "lugarteniente" de Zambada, en los cuales fueron en­
contrados documentos, equipo de comunicación, armas, dinero y dro­
ga. La información recabada en el operativo, que implicó la detención
de más de 20 personas, el decomiso de dinero, vehículos y armas, yel
aseguramiento de más de 200 inmuebles en varios estados, permitió
ratificar información acerca del apoyo brindado por Zambada al Cha­
po Guzmán en su escape del penal de Puente Grande, según expresó el
procurador. También se encontró evidencia de la cooperación entre
el traficante colombiano Juan Diego Espinoza Ramírez, alias El Tigre, y
la organización de Zambada. En su comunicado, Macedo no señaló
ningún enfrentamiento entre Carrillo y Zambada. Nombró a sus orga­
nizaciones, aunque a veces parecía hablar de una sola con dos dirigentes
principales. Pero sí dijo que aquéllos le habían puesto precio a la cabeza
de Osiel Cárdenas, líder del grupo de traficantes del golfo: un millón de
dólares. Información que la propia PGR se encargaría de contradecir en
otras ocasiones al señalar la colaboración entre Cárdenas y Albino Quin­
tero Meraz, operador del grupo de Carrillo en la península de Yucatán.
El procurador descartó que los altos mandos de las instituciones men­
cionadas tuvieran alguna responsabilidad."

JI David Vicenteño, "Rechaza PGR infiltración en altos mandos", Reforma, 22 de octubre de 2002; Al­
fredo Joyner, "Macedo deslinda a los altos mandos", Milenio, 23 de octubre de 2002; Gustavo Castillo y
Alma Muñoz, "Macedo asegura que altos mandos no participan en la red de narcoespionaje", La Jorna­
da, 23 de octubre de 2002.
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Como parte de la restructuración de la PGR, el procurador Macedo
anunció que se crearía la subprocuraduría de investigación especializa­
da en delincuencia organizada (Siedo), la cual integraría a la FEADS, la
UEDO y la unidad especializada en lavado de dinero." La dirección gene­
ral de protección a los derechos humanos también alcanzaría el rango
de subprocuraduría. El Cendro ya había sido transformado en Centro
Nacional de-Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia.
Se dijo que la PGR ya preparaba un nuevo reglamento interno y que sólo
se esperaba la aprobación de la ley orgánica. Como el candidato más
viable para ocupar la subprocuraduría en delincuencia organizada fue
mencionado José Luis Santiago Vasconcelos, titular de la UEDO. 33 El
procurador anunció también que se había hecho un análisis con todos
los gobernadores y procuradores del país para eliminar las barreras ju­
risdiccionales en el combate al tráfico de drogas, y que se haría una pro­
puesta del poder ejecutivo al Congreso de la Unión. Luego se anunció la
firma de un convenio de la PGR con los gobiernos de 11 estados (Sina­
loa, Baja California, Baja California Sur, Sonora, Coahuila, Zacatecas,
Chihuahua, Durango, Tamaulipas, Nuevo León y San Luis Potosí) para
combatir el tráfico de drogas al menudeo. El objetivo era abordar el fe­
nómeno con la participación federal, estatal y municipal. 34 El procura­
dor volvió a mencionar la necesidad de la participación de las fuerzas
armadas en la lucha antidrogas porque "no hay instituciones más con­
fiables que ellas en nuestro país".35 Su papel disminuirá, agregó, cuan­
do las demás instituciones responsables recuperen la credibilidad y la
confianza. De nuevo evitó fijar un plazo,

La nueva ley orgánica de la PGR fue aprobada por la Cámara de Dipu­
tados en noviembre de 2002 y turnada a la Cámara de Senadores." Un
año antes, la PJF fue eliminada para dar lugar a la AFI. La razón principal
para ese cambio, en palabras del procurador, fue que "muchos ex poli-

"Gustavo Castillo García y Jesús Saavedra Lezarna, "Se reestructura la PGR; el área a cargo de
Lima Malvido podría desaparecer", La Jornada, 26 de octubre de 2002; Alfredo Joyner, "Hay violencia
nunca antes vista: Macedo", Milenio, 10. de diciembre de 2002; Alfredo Joyner, "La subprccuraduría de
Lima Malvido podría ser eliminada", Milenio, 3 de diciembre de 2002.

33 Juan Arvizu y Francisco Gómez, "Confían se apruebe ley orgánica de PGR", Ei Universal, 17 de no­
viembre de 2002.

"Carlos Avilés Allende y Francisco Gómez, "Concretarán pacto antinarcomenudeo", El Universal,
14 de noviembre de 2002.

35 Notimex, '~aban pretextos para combatir el narcotráfico: PGR", El Universal, 6 de noviembre de
2002,

36 Jorge Teherán y Alejandro Lelo de Larrea, ':'\valan reformas a PGR", El Universal, 6 de noviembre
de 2002.
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cías servían a los intereses de las organizaciones criminales".37 El titu­
lar de la AFI, Genaro García Luna, agregó que las personas que ingresa­
ban a la antigua corporación "respondían más a un aspecto de benefi­
cio personal que a un sentido de pertenencia y de servicio a la socie­
dad". El procurador reconoció en otra ocasión que la alternancia en el
poder no era suficiente para "erradicar la corrupción", que para lograr
ese objetivo requería la participación de toda la ciudadanía."

A finales de noviembre de 2002 la FEADS contaba entre sus filas a
107 oficiales militares." en la coordinación de operaciones y como
miembros del Grupo Aeromóvil de Fuerzas Especiales (GAFES). Hubo re­
levos entre los mandos operativos. En la coordinación de operaciones,
Carlos Demetrio Gaytán, general de brigada, fue sustituido por José
Rubén Rivas Peña, general de división retirado. En las direcciones gene­
rales de intercepción terrestre y marítima también hubo cambio de ti­
tulares, todos ellos militares.

EL CONSEJERO PRESIDENCIAL

DE SEGURIDAD NACIONAL

En una de sus primeras declaraciones como consejero presidencial de se­
guridad nacional-figura creada el 8 de enero de 2000-,40 durante una
conferencia en el ITAM, Adolfo Aguilar Zínser declaró, sin entrar en de­
talles, que estaba "aterrado" por las condiciones en que el gobierno de
Vicente Fax había recibido la PGR. Señaló que la institución estaba "to­
talmente desarticulada, diezmada y desmoralizada" y que la estrategia
antidrogas de México obedecía "a los intereses de los Estados Unidos y
no necesariamente a los nuestros". Y en cuanto a la seguridad nacio­
nal, afirmó que en los hechos se había reducido "al mantenimiento del
régimen político"." Años antes, como senador por el Partido Verde Eco­
logista de México (PVEM), se refirió al combate a la corrupción y a la
necesidad de acabar con lo que denominó "los cárteles del tráfico de in­
fluencias"-algo formalmente similar a la nomenklatura según la defini-

37 Jesús Aranda, "Debe la AFI recuperar la confianza de la sociedad en la policía, indica Macedo", La
Jornada, 8 de noviembre de 2002.

"Daniel Pensamiento y Martín Merita, '~dmite Macedo que gana la corrupción", Reforma,9 de no-
viembre de 2002.

3
9Abel Barajas, "Relevala PGR a jefes militares de área antinarco", Reforma, 24 de noviembre de 2002.

4°Diario Oficial de la Federación, 8 de enero de 2001.
41Jorge Carrasco, 'Aterradora situación de PGR, aseguran", Reforma, 19 de enero de 2001.
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ción de Salinas- dentro de las estructuras del Estado, originados por los
arreglos internos realizados durante 70 años. Y agregó: ''l\cabar con la
impunidad es la única posibilidad de quitarle el control del Estado a esas
bandas cada día más vinculadas entre sí y cada día más vinculadas a la
nueva generación de bandas: la de los traficantes de drogas. Juntas,
esas dos bandas paralizan toda capacidad de transformación política del
país." Como ejemplo de esas bandas de influyentes señaló al "Grupo Es­
tado de México", del cual Carlos Hank González era uno de sus princi­
pales miembros, según ejemplificó. Para el senador Aguilar, esos gru­
pos defendían la impunidad." Ya como consejero de seguridad nacional
y coordinador del Gabinete de Orden y Respeto -formado por los repre­
sentantes de las secretarías de Gobernación, Defensa, Marina, Seguridad
Pública, la Procuraduría General de la República, y los órganos de inte­
ligencia del Estado-, e interrogado acerca de la presunta penetración de
los intereses de los traficantes de drogas en la esfera política, señaló que
esa penetración no tenía objetivos políticos concretos ni ocupaba espa­
cios políticos. Más bien, dijo, se manifiesta como complicidad con algu­
nos órganos administrativos y de procuración de justicia. La situación
más grave, indicó, se presenta en los "aparatos de seguridad pública".
Pero no sólo allí, según él mismo el Cisen había "pervertido" su función
y había sido utilizado como instrumento para la preservación del régi­
men priísta."

Como senador, Aguilar no abundó más en los nexos entre grupos
de la élite política gobernante y las principales organizaciones del tráfi­
co de drogas. Señaló una cercanía cada vez mayor entre ellos y les ad­
judicó poderes similares para impedir transformaciones políticas. En
realidad, el tráfico de drogas estuvo desde sus inicios supeditado al po­
der político. No hubo un acercamiento paulatino y más evidente en los
últimos años, sino una dependencia histórica. Lo que se vio más clara­
mente a partir de 1985 después del asesinato del agente de la DEA, Enri­
que Camarena, y del piloto mexicano Alfredo Zavala, y la desaparición
de la DF5, no fue una mayor "penetración", sino una mayor autonomía
relativa de las poderosas organizaciones de traficantes respecto del po­
der político. Como parte de la estructura de poder, pero en posición do­
minada, los traficantes siempre fueron mantenidos al margen de la par-

"Ciro Gómez Leyva, "Inadmisible, que la transición sirva a las cúpulas: A. Zínser", El Universal, 9
de abril de 1997.

43Renato Dávalos, "Estado vulnerable por la penetración del narco: Aguilar Zínser", Excelsior, 22 de
enero de 2001.
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ticipación política, de allí que su presunta capacidad para impedir trans­
formaciones en ese campo haya sido sólo una opinión sin fundamento.
Quienes realmente tenían y tienen el poder para impedir tales cambios son
efectivamente esos grupos que él designaba como "cárteles del tráfico de
influencias" .

Ya como consejero de seguridad nacional su diagnóstico fue más
acertado, al señalar quién decidía realmente la política antidrogas de
México: los Estados Unidos; y al señalar la utilización del Cisen, here­
dero de la DFS, para apoyar los intereses del partido de Estado y su cla­
se gobernante. Pero ya no mencionó a los principales grupos de poder
priístas en sus vínculos con los traficantes de drogas, lo cual significa­
ba percibir a estos últimos como grupos autónomos desde su origen y
explicar su influencia en los aparatos de seguridad sólo por su poder de
vida y muerte, económico, y su capacidad para corromper.

En marzo de 2000, el consejero de seguridad nacional se reunió con
Louis Freeh, director del FBI, para establecer reglas de cooperación con esa
institución. Hubo cuestionamientos en la prensa mexicana acerca de po­
ner en riesgo la soberanía nacional por la participación de dicha agencia
policiaca. Aguilar respondió que el riesgo mayor para la soberanía en ese
momento era el tráfico de drogas.?" y luego agregó que el principal ene­
migo de la misma era la corrupción." En la relación con los Estados Uni­
dos había que recuperar la confianza perdida y elaborar una agenda mexi­
cana que incluyera temas con el mismo nivel de importancia, señaló. Por
ejemplo, dijo, el del tráfico de drogas de México hacia los Estados Unidos,
y el del tráfico de armas de ese país hacia México, entre otros." En su
diagnóstico de lo heredado por los gobiernos anteriores señaló que las
instituciones habían sido penetradas por los intereses del tráfico de dro­
gas y por lo tanto había que recuperarlas. Para él, la estrategia del nue­
vo gobierno, dentro de lo posible, no era la erradicación del tráfico de
drogas, sino "su exclusión de las esferas del Estado", Dijo también: "El
combate al narcotráfico es una necesidad imperiosa para que tenga éxi­
to la democracia en México". 47 Luego de una visita e España donde dis­
cutió asuntos de terrorismo y crimen organizado, Aguilar escribió en
El País:

""No está en riesgo la soberanía por colaboración con FBI: Aguilar Zínser ", El Sol de México, 9 de
marzo de 2000.

"Mario A. Arteaga, "No hay nada que más vulnere nuestra soberanía que la corrupción: Aguilar
Zínser ", Milenio, 17 de abril de 2001.

46Luis Alegre, "Buscamos la confianza de EU.- Zínser", Reforma, 19 de abril de 2001.
"Adolfo Aguilar Zínser, "El tráfico y los consumidores", Reforma, 23 de marzo de 2001.
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El 2 de julio de 2000, la transición democrática llegó a México cuando
el crimen organizado comenzaba ya a estrangular al Estado y agobiar
a la sociedad.Más que ninguna otra fuerza, el crimen organizado apro­
vechó el deterioro del viejo sistema para corromper a las instituciones,
para ampliar clientelas y complicidades, para lavar sus ganancias, ver­
tiéndolas imperceptiblemente en el sistema financiero, los bienes raíces,
el comercio, los servicios, la industria del país."

Al olvidarse de los nexos entre grupos políticos priístas y trafican­
tes, Aguilar retomó el mismo esquema de percepción favorecido por el
gobierno de los Estados Unidos y por los gobiernos priístas anteriores,
a saber, la "penetración" del crimen organizado en las estructuras del
Estado. Se concentró en el crimen organizado en sí mismo y dejó de la­
do la organización histórica del crimen organizado, lo cual lo habría lle­
vado a recuperar sus observaciones iniciales. Además, exageró al afir­
mar que el mayor riesgo para la soberanía era el tráfico de drogas. Este
fenómeno ha creado y crea sin duda problemas de gobernabilidad pero,
no pone ni ha puesto en jaque la soberanía. Sin embargo, no se detuvo
en eso, hizo depender el éxito de la democracia del combate al tráfico de
drogas. Magnificó un problema y le adjudicó a las organizaciones de tra­
ficantes una capacidad y una voluntad de destrucción o de control de las
instituciones del Estado fuera de toda experiencia y medida en el caso
mexicano. A pesar de esos excesos retóricos, atinó cuando dijo que no
se trataba de erradicar el tráfico de drogas, sino de excluirlo de las esfe­
ras del Estado. Justamente lo que han hecho los Estados Unidos y otros
países desarrollados en su propio territorio. A casi nueve décadas del co­
mienzo del esquema prohibicionista y de resultados inversamente pro­
porcionales a los objetivos perseguidos por las medidas punitivas, es
más coherente hablar de contención del fenómeno y de mantenerlo aje­
no a las estructuras del Estado en la medida de lo posible, que insistir
en la demagogia de la erradicación.

La alternancia en el poder, la voluntad del gobierno de Fax de una ma­
yor cooperación con autoridades de los Estados Unidos en asuntos rela­
cionados con el crimen organizado y una actitud más receptiva a esos
cambios de parte de autoridades estadounidenses fueron algunos elemen­
tos que influyeron para que el Senado de los Estados Unidos planteara la

4BJ. Jaime Hernández, 'Amenaza el narco a nuestra democracia: Aguilar Zínser,", Excelsior, 18 de
mayo de 2001.
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posibilidad de suspender de manera provisional en 2001 el proceso de cer­
tificación anual. Elconsejero Aguilar declaró que el senador Joseph Biden
le había confiado esa posibilidad. El senador Jesse Helms también estaba
contento por la actitud del nuevo gobierno mexicano." En septiembre de
2002 la Cámara de Representantes y el Senado de los Estados Unidos
aprobaron la suspensión permanente del proceso de certificación, entre
elogios a la lucha antidrogas del gobierno mexicano. 50

Al igual que otras autoridades del gobierno de Fax, Aguilar afirmó
que la tendencia que se estaba observando en el campo del tráfico de dro­
gas no era la de formar lo que él, al igual que otros políticos, policías,
periodistas y académicos, llama "cárteles", sino que estaban surgiendo
"pequeñas células independientes".51 Una tesis que empezó a ser difun­
dida en Colombia luego de los éxitos de la policía de ese país al mando
del general Rosso José Serrano en contra de importantes organizaciones
de traficantes. Yen cuanto a la droga que transita por México proce­
dente de América del Sur, mencionó que antes de la reunión de alto
nivel con autoridades de Colombia en julio de 2001 México sabía de
los flujos de drogas provenientes de esa región a través de la informa­
ción proporcionada por los servicios de inteligencia de los Estados
Unidos. 52 Con el nuevo esquema, México tendría en principio la posi­
bilidad de concretar directamente con Colombia una alianza para ata­
car problemas comunes.

Sin nexos conocidos públicamente con las organizaciones de trafi­
cantes más fuertes, el nuevo equipo de gobierno de Fax, contrariamen­
te a los frecuentes escándalos, sospechas y casos probados de funciona­
rios de gobiernos priístas con el campo del tráfico de drogas, tuvo una
buena acogida en los círculos políticos de los Estados Unidos y generó
una actitud de confianza. Además, Fax decidió poner en manos de un
militar a la PGR y a sus principales instancias operativas en el combate
a las drogas. Y de hecho, como se vería en sus primeros dos años de go­
bierno, la Sedena tendría un papel más directo en la puesta en práctica
de la estrategia antidrogas. Tanto, que dará la impresión fundada de una

"'''Es muy probableque los Estados Unidos suspenda la certificación antidrogas a México: Aguilar
Zínser", Proceso, 22 de abril de 2001.

50José Carreña, "Suspende Capitolio certificación antinarco", El Universal, 26 de septiembre de
2002; Maribel González, "Eliminan en los Estados Unidos la certificación", Reforma, 27 de septiembre
de 2002.

"Sonia Coronado, "Los cárteles se están fragmentando, precisa el consejero Aguilar Zínser", Mile­
nio, 6 de junio de 2001.

52"ldentificadas las corrientes de narcotráfico entre México y Colombia: Aguilar Zínser", Milenio,
26 de julio de 2001.
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supeditación de la PGR a la Sedena y no una mera coadyuvancia de la se­
gunda con la primera, tal y como se había establecido legalmente desde
1947. La estrategia del gobierno de Fax mostraba así una mayor coinci­
dencia, o integración, con la política de los Estados Unidos en asuntos de
drogas, de allí un mayor acercamiento y una mejor colaboración con las
instituciones encargadas de esos temas en los Estados Unidos y Colombia.

En cuanto a los llamados "carteles" y su pretendida transmutación
en "células", sólo son categorías elementales de percepción del discurso
oficial acerca del campo del tráfico de drogas y su funcionamiento. Las
organizaciones de traficantes nunca han llegado a formar cárteles, en el
sentido económico original de la palabra, y siempre han operado en
grupos más pequeños según la actividad dentro de la cadena del nego­
cio, debido a una elemental racionalidad de la división del trabajo. El
enorme crecimiento del tráfico ha implicado la subcontratación de al­
gunas actividades, pero eso no implica la autonomía absoluta de los
grupos más pequeños. Una gran parte de los líderes actuales del tráfi­
co de drogas mencionados por las autoridades ya pertenecían a las orga­
nizaciones más poderosas hace un cuarto de siglo, y la mayoría son ori­
ginarios de Sinaloa. Operan en bases territoriales distintas, o compartidas
y en constante disputa, pero tienen un origen geográfico común. Además,
hay dos grandes grupos oligopólicos, el de los Arellano y el de los Carri­
llo, los líderes del oligopolio, de los cuales parecen depender, o los cuales
parecen aglutinar los intereses de casi todos los demás grupos más peque­
ños, según las informaciones de las propias autoridades.

En diciembre de 2001 se confirmó que el consejero de seguridad
nacional pasaría a ocupar el puesto de representante de México en el
Consejo de Seguridad de la ONU. 53 El anuncio lo hizo posteriormente
el canciller Jorge Castañeda." Antes de otorgarle formalmente el nom­
bramiento se dijo que el consejero, y también coordinador del Gabinete
de Orden y Respeto, se había mantenido como tal gracias al apoyo que
le brindaban el presidente Fax y el secretario de Relaciones Exteriores
-más tarde se hablaría de presuntas diferencias entre Aguilar y el can­
ciller, y que éste habría tratado de impedir que el senado ratificara su
nombramiento en la ONU-,55 pero que había tenido desencuentros con

53Juan Manuel Venegas, "Se definen el 20 de diciembre los cambios en el gabinetazo foxista", La Jor­
nada, 12 de diciembre de 200l.

54Angélica Heredia Spíritu, '~guilar Zínser representará a México ante Naciones Unidas", Milenio,
8 de enero de 2002.

SSRaymundo Rivapalacio, "Darwinismo diplomático", El Universal, 18 de septiembre de 2002.
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los titulares de Gobernación, la PGR, la sSP y la Sedena. Además, que su
oficina no contaba con la infraestructura necesaria para funcionar ade­
cuadamente, tomando en cuenta que el cargo era formalmente similar
al de su homóloga estadounidense Condoleezza Rice." Uno de los colabo­
radores cercanos de Aguilar Zinser, José Luis Valdés Ugalde, declaró poco
después que desde el propio gobierno habían vetado proyectos del con­
sejero. Ejemplificó con el caso del Cisen, una institución que "respondía
a necesidades del pasado" y no pudo ser dividida ni separada de la Secre­
taría de Gobernación. Para él, "la inercia burocrática ganó", y además
"dominó un concepto de seguridad de viejo cuño"." Aguilar aceptó que
había habido "perspectivas burocráticas distintas" entre él y algunos de
los miembros del gabinete de Orden y Respeto. Negó que su salida se de­
biera a conflictos con miembros de dicho gabinete, especialmente con el
titular de la Sedena." En charla privada, otro más de sus principales co­
laboradores señaló que la Sedena no le hacía llegar la información al
consejero. En esas condiciones, sin tener acceso a la información de inte­
ligencia clave y sin el reconocimiento a su autoridad delegada, difícilmen­
te podría haber cumplido sus funciones y los objetivos que se había pro­
puesto. Sus días en ese puesto estaban contados. Luego de su salida, el
presidente Fax asumió directamente el mando del gabinete de seguridad
nacional. 59

CORRUPCIÓN DE MILITARES

Transparencia, rendición de cuentas a autoridades civiles, respeto a los
derechos humanos, riesgos de corrupción, abusos de la justicia mili­
tar son algunas de las preocupaciones recurrentes de diversos grupos
sociales en México y de organismos internacionales como Human
Rights Watch, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos y Amnistía Internacional cuando se trata de las
fuerzas armadas. Esas preocupaciones están fundadas en experiencias
conocidas y frecuentes. Los militares han tenido éxitos relativos al
capturar a importantes figuras del tráfico de drogas, pero los riesgos

56 "Consejeros de seguridad nacional en Estados Unidos y México", El Universal, 7 de enero de 2002.
57 Jorge Ramos Pérez, "Vetaron desde el gobierno planes de Aguilar Zinser", El Universal, 12 de ene­

ro de 2002.
"Carlos Benavides, "Había divergencias, acepta Aguilar Zínser", El Universal, 10 de enero de 2002.
"Carlos Benavides y Ariadna García, "Coordinará Fax seguridad nacional", El Universal, 9 de enero

de 2002.
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previstos por algunas fuerzas sociales no han tardado en materiali­
zarse y salir a la luz pública.

El 14 de octubre de 2002, el general Clemente Vega, titular de la
Sedena, señaló en el noticiero de televisión de Joaquín López Dóriga
que el 65 Batallón de Infantería, compuesto por unos 600 miembros,
con sede en Guamúchil, Sinaloa, sería desarticulado -el batallón de­
pendía de la Tercera Región Militar, comandada por el general Juan
Heriberto Salinas Altés. El general Vega tomó esa decisión luego de co­
nocer que algunos de ellos -se habló de 48 individuos- estaban vin­
culados al tráfico de drogas. Vega afirmó: "Preferimos dar la cara,
ventilar el asunto y actuar con transparencia". 60 Sin embargo, los fa­
miliares de los detenidos y la Comisión Estatal de Derechos Humanos
de Sinaloa denunciaron que había habido torturas y aislamiento. El
general Vega negó que las 600 personas estuvieran detenidas. Afirmó
que algunos ya se encontraban en libertad y otros habían recibido vi­
sitas familiares. Según el abogado de uno de los detenidos, por lo me­
nos 100 elementos estaban acusados de recibir dinero a cambio de no
destruir plantíos de mariguana (y amapola) en la sierra, en la zona
limítrofe de Sinaloa y Chihuahua. Según la versión de uno de los in­
culpados, los militares habían encontrado en la sierra una bolsa con
dinero y cuando se dirigían a la sede del batallón para entregarla fueron
revisados por otros militares y miembros de la PFP-hay que recordar que
una parte importante de los elementos de esta fuerza policiaca son mili­
tares-, quienes también les encontraron droga en su poder.

Ante las denuncias de tortura dos visitadores de la CNDH fueron a
observar la situación de los detenidos, dar testimonio del tipo de tra­
tamiento que se les estaba dando y asegurarse de que se respetaran
sus derechos y garantías.?' Señalaron no haber tenido restricciones
para realizar su trabajo ni haber observado huellas de tortura en los
casos tratados. La Sedena ordenó que 500 miembros del batallón di­
suelto y libres de cargos fueran trasladados a Jalisco y Sonora para
ser enviados posteriormente a otras partes del país en grupos de 50
personas, las cuales a su vez se distribuirían en diversas unidades.s­
Luego se dijo que los 500 elementos viajarían por tren a la capital del
país. 'Según la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, 10

60 "Desarticulan batallón por vínculo con narcos", El Universal, 15 de octubre de 2002.
61 Yovana Gaxiola, "Interviene la CNDH; envía dos visitadores", El Universal, 15 de octubre de 2002.
62 Jorge Medellín y Javier Cabrera, "Irán 500 soldados a Jalisco y Sonora", El Universal, 16 de oc-

tubre de 2002.
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militares habían sido trasladados al Campo Militar Número Uno en
la ciudad de México. 63

Un informe del general de división Salinas Altés, realizado el 2 de
octubre de 2002, dirigido al general Vega señaló al general brigadier
Héctor Porfirio Petronio Guadarrama Reynoso, quien tuvo bajo su
mando entre 1996 y 1998 al batallón disuelto, como una persona
presuntamente vinculada a traficantes sinaloenses, al igual que otros
militares de distintos rangos, como los tenientes Marco Antonio Váz­
quez, Gerardo Monjaraz y Odín Cruz.v' Luego de la detención de los
miembros del batallón, la mayor parte de los nombres de los presun­
tos involucrados con traficantes fueron mencionados por el teniente
Walter Armando González. Se dijo que el general Guadarrama tenía re­
laciones de negocios con los traficantes Alfredo Beltrán Leyva, alias El
Mochomo, Jaime Palma Valenzuela, alias La Empanada, y Miguel Bel­
trán Uriarte, alias El Veterinario, estos últimos aparentemente subordi­
nados al Chapo Guzmán y al Güero Palma. Los militares habrían pro­
tegido los plantíos ilícitos y habrían apoyado el transporte de la droga
en avionetas. Beltrán habría enseñado a Guadarrama y otros militares
a pilotear avionetas Cessna. Se suponía que esas declaraciones le servi­
rían a la Procuraduría de Justicia Militar para acusar a mandos de ma­
yor jerarquía." Las autoridades de justicia de Sinaloa confirmaron pos­
teriormente que 16 agentes de la policía ministerial del estado estaban
también bajo investigación." Algunos interpretaron la desaparición del
batallón como una especie de "purga" dentro del ejército, la cual impli­
caría de alguna manera al general Salinas, fuerte candidato para ocu­
par la titularidad de la Sedena si Francisco Labastida (PRI) hubiera gana­
do las elecciones de 2000, y a su amigo cercano, el general Cervantes
Aguirre, ex titular de la institución armada."

El general de brigada Sergio López Esquer, anteriormente a cargo de
la Base de Guerrero Negro en Baja California, substituyó en el mando
de la oa. Zona Militar al general José Enrique Ortega Iniestra." Por otra

63Yovana Gaxiola y Jorge Medellín, "Envían a 6 militares al Campo Uno", El Universal, 17 de oc­
tubre de 2002.

64 Jorge Alejandro Medellín, "Vinculan a general con el narco", El Universal, 18 de octubre de 2002.
65 Alejandro Gallardo y Yadira Carrera, "Soldados revelan más nombres de mafiosos", Milenio, 20 de

octubre de 2002; Jorge Alejandro Medellín, "Descubren más nexos de militares con narcos", El Universal,
19 de octubre de 2002.

"Carlos Velázquez Martínez, "Socios del narcobatallón, 16 policías de Sinaloa", El Financiero, 21 de
octubre de 2002.

67 Alejandro Gutiérrez, "otro ajuste de cuentas en el ejército", Proceso, 21 de octubre de 2002.
"Javier Cabrera, "Seguiré lucha contra narco: López Esquer", El Universal, 19 de octubre de 2002.
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parte, ya raíz del caso de corrupción mencionado, el titular de la CNDH,

José Luis Soberanes, cuestionó la participación de militares en asuntos que
deberían ser competencia de autoridades civiles. Señaló que el artículo 89
no otorga un permiso absoluto al presidente para utilizar al ejército en el
combate a las drogas. Para él, ese artículo está sujeto al 129. Dijo que no
puede haber dos interpretaciones de la Constitución. Afirmó: "El riesgo"
que corre el ejército es la corrosiva corrupción del narcotráfico entre sus
filas. Si la corrupción se extiende, entonces quién nos salva. De dónde nos
vamos a agarrar, ni modo que de fuerzas extranjeras. Tenemos que cuidar
al ejército, porque es el último garante de la Constitución y es innecesario
ponerlo en riesgo". Agregó que no veía la más mínima intención por reti­
rar a los militares de las tareas antidrogas, que había sido fácil sacarlos de
los cuarteles, pero que sería difícil regresarlos. En su opinión, no hay ne­
cesidad de someter al ejército a ese desgaste.

CONCLUSIONES

Antes de que Ronald Reagan decidiera establecer como principio univer­
salmente válido en 1986 que el tráfico de drogas debía considerarse un
asunto de seguridad nacional, ningún país, a excepción de Colombia,
había señalado esa conexión conceptual. Yen México, sólo un analista
de la Central Intelligence Agency (CIA) había observado que durante la
Operación Cóndor (1975-1978) el gobierno mexicano había tratado de
jacto, aunque no de manera conceptual, el tráfico de drogas como un
asunto de seguridad nacional. Varios presidentes mexicanos se suma­
ron a la visión de Reagan pero no consideraron necesario ni urgente lle­
var la lógica implícita a sus últimas consecuencias. La transición hacia
una participación mayor y más directa de las fuerzas armadas en la lu­
cha antidrogas se empezó a dar durante el gobierno de Ernesto Zedilla.
Poco tiempo después, el primer presidente de la alternancia luego de 71
años de dominio del partido de Estado decidió otorgarle un papel cen­
tral a los militares en los asuntos de drogas, no obstante las propues­
tas iniciales de su equipo de transición en seguridad y justicia que se in­
clinaban por el retiro de los militares de esas actividades.

Apoyada e inducida por el gobierno de los Estados Unidos, esa vi­
sión convenció al gobierno de Fax de la necesidad de apoyarse en las

"Alejandro Gutiérrez, "iA los cuarteles ... 1", Proceso, 21 de octubre de 2002.
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fuerzas armadas dado el estado en que había recibido las instituciones
de seguridad y las dificultades que percibía para sanearlas y restructu­
rarlas en el corto plazo. Una larga historia de protección policiaca del
tráfico de drogas, de líderes y de organizaciones, al amparo del poder
político, había creado una simbiosis entre organizaciones criminales y
corporaciones de seguridad difícil de modificar. Los militares, miembros
de la institución percibida por diversos agentes sociales como la más
confiable y menos corrupta de todas las heredadas por el gobierno de la
alternancia, fueron llamados para terminar con esas relaciones de con­
nivencia. Un general fue nombrado como titular de la PGR. A su vez, el
nuevo procurador llamó a más militares para ocupar puestos operati­
vos importantes en dicha institución. Ni en el Congreso ni en la socie­
dad civil se dio una discusión sería acerca de las interpretaciones que se
derivan de los artículos que hablan de las facultades presidenciales para
emplear a las fuerzas armadas y de las condiciones en las que éstas pue­
den ser utilizadas para los fines que fueron creadas. Sin modificaciones
ni precisiones legales y privilegiando el artículo constitucional que
señala las atribuciones presidenciales, el gobierno de Fox decidió otor­
gar facultades que antes no tenían a las fuerzas armadas. La mayor
parte de las operaciones que han resultado en la captura de líderes im­
portantes del tráfico de drogas del año 2000 a la fecha han sido reali­
zadas por los militares. Por un lado, el gobierno de Fox ha recuperado
para el Estado parte de la autoridad para imponer las leyes vigentes a
un número importante de traficantes de distintas organizaciones y je­
rarquías. Aunque hay organizaciones como la de los Carrillo yasocia­
dos cuyos principales líderes, de origen sinaloense y rural, están libres.
Se trata de la organización que concentra la mayor capacidad de lide­
razgo y experiencia histórica en el negocio del tráfico de drogas. Por
otro lado, no hay evidencia de una menor producción de droga ni de
una disminución del tráfico ni del consumo. Tampoco hay plazo cono­
cido para el retiro de los militares de la PGR -ni de la PFP- ni para dar
marcha atrás en las atribuciones de facto de la Sedena en asuntos de
drogas por encima de la PGR. En cambio, sí es cada vez más preocupan­
te la corrupción de militares relacionados con el combate a las drogas y
además la presencia de ex militares en las distintas organizaciones de
traficantes. Algunos, como los ex GAFE autodenominados Los Zetas
pertenecientes a la organización de Osiel Cárdenas, entrenados para la
lucha antidrogas y contrainsurgente, han contribuido a una mayor
profesionalización de los traficantes en el uso de las armas y de las tác-
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ticas de guerra y a agudizar la violencia entre las bandas. Por su for­
mación especializada, esos ex militares pueden prever más fácilmente
los movimientos y estrategias de sus ex colegas que los combaten des­
de el Estado. Por los resultados observables, la política antidrogas segui­
da por distintos gobiernos genera sus propios problemas en espiral. No
se logran los objetivos explícitos, pero sí se logra mantener la política
basada en el paradigma represivo que perpetua sus propias condiciones
de reproducción. Después de las fuerzas armadas sólo queda el recurso
a fuerzas externas. En el mundo unipolar y por razones de vecindad,
intereses y seguridad interdependientes es fácil imaginar qué país sería
el único candidato. Es necesario un cambio de paradigma para no acer­
carnos o llegar a ese extremo.
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